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[bookmark: _Hlk164683548][bookmark: _Hlk161924828]SESIÓN ORDINARIA No. 013-2024

Acta de sesión ordinaria, celebrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, de manera virtual, mediante la plataforma de Microsoft Teams, a las ocho horas con siete minutos del diecinueve de marzo del dos mil veinticuatro.

QUORUM:

Presidente
Doctor Juan Carlos Segura Solís
Representación del Patrono
Vicepresidente
Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Representación del Patrono
Secretario
Licenciado Parris Quesada Madrigal
Representación del Patrono
Tesorero
Máster Mauricio Villalta Fallas
Representación del Colectivo Judicial
Director 1
Licenciado Arnoldo Hernández Solano
Representación del Colectivo Judicial
Director 2
Máster William Soto Solano
Representación del Colectivo Judicial

INVITADOS:

También participan en la sesión, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, ambos, de la Dirección de la JUNAFO. Así como los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO.

AUSENCIAS JUSTIFICADAS:

No hay. 

AUSENCIAS INJUSTIFICADAS:

No hay.


[bookmark: _Toc158375972][bookmark: _Toc161647767]ARTÍCULO I

Documento N° 174-2024

Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Se acordó: 	Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc111124827]SE INCORPORAN A LA SESIÓN LOS INTEGRANTES MAURICIO VILLALTA FALLAS Y WILLIAM SOTO SOLANO.

[bookmark: _Toc157791433][bookmark: _Toc161647772]ASUNTOS PRIVADOS

[bookmark: _Toc161647773]ARTÍCULO II (FIRME)

Documento N° 184-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, escrito presentado por la licenciada Sugey Sánchez Segura, profesional 2 de la Unidad de Tesorería del Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, remitida mediante correo electrónico del 11 de marzo del 2024, en el cual solicita se le autorice realizar teletrabajo por el periodo de un mes debido a una severa afectación visual 

A continuación, se adjunta el archivo que contiene la solicitud completa y los dictámenes médicos.

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, por medio del chat de la presente sesión indicó literalmente lo siguiente: “Es importante que la compañera de la JUNAFO acuda al servicio médico y/o a la CCSS, para que pueda seguir atendiéndose de forma correcta. Es de indicar, que uno de los dictámenes, señala reposo de 7 días, ignoro si lo siguió, pero ese aspecto, a pesar de que expresa no querer incapacitarse, ella debe ir a recibir atención médica de la CCSS. El permiso debería ser hasta el 12 de abril, incluso”.

Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por la licenciada Sugey Sánchez Segura, profesional 2 de la Unidad de Tesorería del Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones – JUNAFO. mediante correo electrónico del 11 de marzo del 2024. 2.) Autorizar a la servidora Sánchez Segura para que labore bajo la modalidad de teletrabajo los cinco días de la semana, hasta el día 12 de abril inclusive, por las razones que se indican. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc152920760][bookmark: _Toc157791435][bookmark: _Toc161647775]ASUNTOS PÚBLICOS

[bookmark: _Toc158630990][bookmark: _Toc161647776]REVISIÓN DE ACUERDOS Y RECURSOS DE REVOCATORIA

[bookmark: _Toc161647777][bookmark: _Toc160802758][bookmark: _Toc158630991][bookmark: _Toc161647781]ARTICULO III

Documento N° 48-2024 / 159-2024

En sesión N° 005-2024 del 30 de enero de 2024, artículo XXVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0023-JP/DJA-2024 del 18 de enero del 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

[bookmark: _Hlk529263829][bookmark: _Hlk70067370]“A continuación, se rinde el informe mediante el cual se atiende la solicitud de acrecimiento de pensión presentado por la señora María Cecilia Umaña Chaves cédula de identidad 07-0041-0382, en calidad de representante legal de (nombre 1), cédula de identidad (valor 1) hijo del jubilado judicial fallecido Manuel Humberto Mora Sibaja, en virtud de que la señora Flor Billie Phillips cédula de identidad 01-0231-0823 viuda del señor Mora Sibaja falleció el 6 de octubre de 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 17 de noviembre del 2023, recibe gestión suscrita por la señora María Cecilia Umaña Chaves, mediante la cual solicita el acrecimiento del monto de pensión que actualmente recibe su hijo, (nombre 1), toda vez que la señora Flor Billie Phillips falleció, por lo que el beneficio que devengaba producto de la muerte de su esposo, Manuel Humberto Mora Sibaja (jubilado judicial fallecido) y que compartía con el joven (nombre 1), cesó. 

II. Antecedentes del caso: 

De la revisión de los antecedentes del caso, se establece que el beneficio de pensión que disfruta el joven (nombre 1) fue aprobado a la luz de lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333, artículo N.º 232 en la sesión del Consejo Superior N.° 043-2008 del 10 de junio de 2008, artículo XXII -en calidad de anterior administrador del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - en dónde se dispuso 

“Se dispuso: 1) Acoger el informe rendido por el Departamento de Personal. 2) En virtud de que la señora Flor Billie Solano Phillips, es la cónyuge sobreviviente y una de las beneficiarias, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se fija la pensión en un 100% del monto de la jubilación que le hubiere correspondido al exservidor judicial fallecido Manuel Humberto Mora Sibaja, a partir del 31 de octubre del 2007. Este monto será distribuido de la siguiente forma: 33% de la totalidad del monto de la pensión para la señora Flor Billie Solano Phillips y el 67% restante se distribuye en partes iguales entre los jóvenes (nombre 1), Olga, Ingrid, Brigitte y Heidy, todos Mora Umaña. A estos cuatro últimos, conforme al artículo citado, se les mantendrá el beneficio mientras no hubieren terminado sus estudios para una profesión u oficio; obtengan buenos rendimientos académicos y no sobrepasen la edad de 25 años. En lo que respecta al menor (nombre 1), por su condición de salud, se le concede dicho beneficio de forma permanente. 3) Denegar la solicitud de pensión formulada por la señora María Cecilia Umaña Chaves y para el menor (nombre 2), por las razones indicadas en el referido informe.”

Es importante resaltar que de todos los beneficiarios iniciales el único que aún goza del beneficio es el joven (nombre 1), ya todos los anteriores beneficios de pensión fueron finiquitados por cumplimiento de la edad máxima (25 años de edad) en el caso de los hijos del causante y ahora con el fallecimiento de la cónyuge, en su momento se aprobaron los acrecimientos correspondientes conforme la normativa vigente, razón por la cual a la fecha del fallecimiento de la señora Billie Phillips la distribución era la siguiente:

	Beneficiario
	Monto bruto
	%

	(nombre 1)
	¢821.883,28
	50,00%

	Flor Billie Phillips
	¢821.883,28
	50,00%



III. Normativa atinente al caso

De conformidad con la fecha de presentación de la solicitud de acrecimiento sujeto a análisis en el presente informe, la gestión debe ser atendida con fundamento en lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, Reforma N.º 9544 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, norma actual vigente y que en su artículo N.º 229 establece:

“(…) Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos. Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo (…)” El resaltado no corresponde al original.

Asimismo, es importante destacar lo que señala el Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que en su artículo N.° 33 dispone:

“(…) Extinción y/o acrecimiento de la pensión: Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que corresponde a los hijos o hijas, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora (…)” El resaltado no corresponde al original.

IV. Conclusiones

A continuación, se emiten una serie de conclusiones:

· En virtud de lo expuesto en el apartado anterior, conforme a la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, se permite un acrecimiento de pensión (L.O.P.J. artículo N.º 229) única y exclusivamente en aquellos casos en los que el beneficio que caduque corresponda a los hijos o hijas que lleguen a cumplir los 25 años de edad y conformen el mismo núcleo familiar y dependan de los mismos recursos económicos. 

· En este caso en específico, es relevante destacar que el joven (nombre 1) solicita el acrecimiento por el fallecimiento de la señora Billie Phillips, quien también recibía pensión, razón por la cual, se considera que no es posible gestionar la solicitud presentada toda vez que no cumple con las condiciones establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N.º 9544) y el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo N.º 33), ya que el hecho generador se perdió por muerte y la LOPJ no lo prevé dentro de los supuestos del artículo N.° 228 de la citada Ley.

V. Recomendación

Es por todo lo antes expuesto que, se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de acrecimiento presentada por la señora María Cecilia Umaña Chaves en calidad de representante legal del joven (nombre 1), dado que no se cumplen con los requisitos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente en su artículo N.° 229, así como el Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo N.° 33.

Lo anterior, se hace del estimable conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, con el fin de atender la gestión antes expuesta y para lo que a bien estime resolver la JUNAFO en su calidad de máximo órgano de dirección del FJPPJ. Esperando que la información aquí consignada sea de utilidad, se despiden atentamente.

(…)”.

- 0 -

Se acuerda: Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0023-JP/DJA-2024 del 18 de enero del 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remiten el análisis de la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora María Cecilia Umaña Chaves en calidad de representante legal del joven (nombre 1); hijo del jubilado judicial fallecido Manuel Humberto Mora Sibaja, en virtud del fallecimiento de la señora Flor Billie Phillips, viuda del señor Mora Sibaja. 2.) Denegar el acrecimiento de pensión que formula la señora Umaña Chaves, con base en las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, para los acrecimientos de pensión, ya que se evidencia que la pensión de la señora Flor Billie Phillips, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar del joven (nombre 1), siendo que este no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona gestionante. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”

- 0 -

El acuerdo anterior, se hizo de conocimiento de la señora María Cecilia Umaña Chaves en calidad de representante legal del joven (nombre 1), mediante resolución N.° 0013-JUNAFO-2024 de las doce horas treinta y siete minutos del uno de febrero de dos mil veinticuatro, comunicada el 14 de febrero del 2024 a los medios señalados por la gestionante.

En relación con lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, la resolución N° 2024005317 dictada por la Sala Constitucional a las nueve horas cincuenta minutos del veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro, en el cual se declara la incompetencia de dicha Sala para conocer el recurso interpuesto por la señora María Cecilia Umaña Chaves y se remite a esta Junta Administradora para que resuelva lo que en derecho corresponda.

El citado recurso de reconsideración fue presentado físicamente en la Sala Constitucional, el 19 de febrero de 2024 por la señora Umaña Chaves, como representante legal de (nombre 1), literalmente dice:

[bookmark: _Hlk160701146]“[image: ]Quien suscribe MARÍA CECILIA UMAÑA CHAVES de calidades conocidas en autos, en representación de mi hijo (nombre 1), de conformidad con el artículo 37 del REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL, viene a interponer recurso de reconsideración nulidad absoluta concomitante, todo dentro del término previsto.

Establece el artículo 37 en lo que al efecto interesa:

… Artículo 37. - Medios de impugnación contra los acuerdos. Contra los acuerdos de la Junta Administradora, podrá interponerse recurso de reconsideración, en el plazo de tres días hábiles a partir de comunicado el acuerdo adoptado.

Cuestiones de hecho y de derecho:

En la parte de conclusiones, la Junta en la resolución que se recurre señala que no se cumple con las prescripciones legales del articulo 229 y tampoco las de naturaleza reglamentaria.

Difiere lo afirmado de la realidad, pues basta la sola lectura del artículo 229 de la reforma legal, para ver que la situación especial de mi representado, sí se ajusta a lo previsto en la legislación.

Artículo 229. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante. En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido al causante.

Las proporciones para los beneficios por viudez unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Régimen.

Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este articulo para la pensión que corresponde a los hijos.

Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo.

El problema reside, y de ahí su nulidad absoluta, evidente y manifiesta, que se introduce para dictar el acto administrativo, un elemento de interpretación que no se corresponde con el ordenamiento, y es el de pertenencia al mismo grupo familiar.

esto es que se está en presencia de un acto administrativo con todas las aristas que ello implica, evitando una interpretación de relación entre ambos, y su estrecha y directa vinculación, lesionando con el ello el principio de unidad del ordenamiento.

Para nuestro alegato, estimamos prudente lo que señala la Procuraduría General de la República en su opinión jurídica número OJ-015-2004 de 10 de febrero de 2004.

Previamente a transcribir lo que al respecto estimamos necesario, recordar la naturaleza jurídica de esa dependencia que constituye "(...) el órgano superior consultivo, técnico-jurídico, de la Administración Pública (…)” [footnoteRef:2] [2:  Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, número 6815, articulo 1 naturaleza jurídica] 


“(…) en razón del principio de unidad del ordenamiento jurídico y el carácter superior de la Constitución como norma jurídica, toda ley debe ser interpretada, formal y materialmente, de conformidad con ésta, particularmente con sus valores y principios. Es lo que en doctrina se llama el principio de interpretación conforme con la Constitución, que obliga al interprete a optar por aquella interpretación que mejor realice los valores y principios constitucionales y rechazar cualquier interpretación que sea contraria a dichos valores y principios, o contraria a una disposición específica de la Constitución. En el fondo, la interpretación conforme con la Constitución es resultado de la aplicación del método sistemático, esto es, la interpretación según el contexto, que exige que las normas se interpreten como formando parte de un sistema normativo constituido por el conjunto del ordenamiento jurídico, según su jerarquía normativa, y el cuerpo normativo específico del cual forma parte la norma interpretada (…)” (Subraya y destaca la accionante)[image: ]

Señalábamos líneas atrás, que, como acto administrativo, está sujeto a todos los principios de un acto de tal naturaleza, incluyendo el artículo 10 de la Ley General de la Administración Pública de interpretación por los fines.

Adicionalmente, al introducir un elemento de mera interpretación subjetiva, los elementos fácticos del acto resultan no conforme con la realidad lo que vicia su validez.

En cuanto a lo esencial del elemento MOTIVO del acto administrativo (Informe de Inspección 1245-04329-2017-I), nuevamente acudimos al autorizado criterio exteriorizado por la Procuraduría General de la República:

“(…) habrá ausencia de motivo o causa cuando los hechos invocados como antecedentes y que justifican su emisión son falsos (o no reales). El acto administrativo, sea reglado o no, debe siempre fundamentarse en hechos ciertos, verdaderos y existentes, lo mismo que en el derecho vigente, de lo contrario faltará el motivo. (…)” (Procuraduría General de la República, Dictamen C-130-2007 del 30 de abril de 2007).

Articulado con lo expuesto, la Procuraduría General, rindió dictamen favorable a la anulación de resoluciones por ausencia del elemento motivo, como puede verse en su dictamen C-051-2018 del 19 de marzo del 2018: “(…) De conformidad con lo expuesto, este Órgano Superior Técnico Consultivo rinde dictamen favorable para anular las resoluciones (…)por la inexistencia del elemento motivo de los actos administrativos, lo cual las vicia de nulidad absoluta al tenor de lo establecido en el artículo 166 de la LGAP. (…)”

Queda de esta forma sobreabundantemente demostrado, que la ausencia del elemento MOTIVO, vicia de nulidad toda resolución, como sucede en el caso que nos ocupa, y al estar viciadas de nulidad, no pueden ni deben ejecutarse.

[image: ]Adicionalmente el acto administrativo presenta el vicio de exceso de poder. Para justificar nuestro aserto, acudimos de nuevo a la doctrina:[footnoteRef:3] [3:  Ortega Córdoba Jorge (compilador): Temas de la Ley de Administración Pública y del Código Contencioso Administrativo, Piza Rocafort Rodolfo E: Test de reserva de ley y de legalidad, Editorial Investigaciones Jurídicas S.A., primera edición, San José, Costa Rica, octubre de 2009, páginas 376 y 377.] 


“(…) ¿Qué entendemos por Exceso de Poder? El Exceso de Poder es tanto la desproporción entre el CONTENIDO y el FIN, como la desproporción entre el CONTENIDO y el MOTIVO del Acto Administrativo (…)”

“(…) La desproporción entre el contenido y el motivo, se conoce como "Exceso de Poder", en el Derecho Administrativo de nuestro entorno (ver artículo 133 LGAP) (…)”

Dentro de ese esquema de comprobación de la legalidad del acto, el autor se formula las siguientes tres preguntas, y se nos adelanta con la respuesta, en cuanto que el acto que se impugna cae dentro de la clasificación del exceso de poder:

“(…) ¿El fin del acto administrativo se corresponde al motivo y al contenido del acto administrativo? (…) Si la respuesta es positiva, el contenido será desproporcionado al fin y al motivo y en tal virtud, habrá exceso de poder y los actos estarán viciados y serán inválidos (…)” (Subraya la interesada).

Articulado con lo expuesto, acerca de la validez o invalidez de los actos por vicios en sus elementos constitutivos, traemos a título de ilustración sobre el tema, la SENTENCIA # 206-2011-VI, dictada por Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Sexta a las 11:30 horas del 5 de octubre de 2011.

“(…) se trata de la relación inescindible entre motivo y contenido del acto (ordinales 132, 133 LGAP), en este caso, nutrida por el procedimiento, instrumento para determinar la existencia del motivo del acto. (…)”

[image: ]Cuando en el elemento MOTIVO es configurado por elementos de hecho (fácticos) no verdaderos como en el caso presente que no se da la coincidencia entre la suma que se pretende cobrar, el otro elemento del acto, su CONTENIDO, también deviene en disconforme con el ordenamiento, toda vez que su mandato se configura sobre premisas no reales.

De una suma adeudada de presunta coincidencia, se emite un acto administrativo cuyo mandato (CONTENIDO) difiere del punto de coincidencia obligatorio por mandato del ordenamiento, o sea artículo 229 de la reforma introducida,

Recordemos que al CONTENIDO constituye otro elemento esencial, y es lo que el acto dispone, certifica, declara, ordena o juzga. Es decir, la realización del contenido es el efecto del acto administrativo.

El caso que hemos venido detallando a lo largo del presente desarrollo, es claramente uno de aquellos en los cuales el acto administrativo no se conforma con las prescripciones contenidas en el artículo 128 de la LGAP, que exige que solo: “(…) Será válido el acto administrativo que se conforme sustancialmente con el ordenamiento jurídico, (…)” (Subraya y destaca la interesada)

O sea que el acto administrativo que impugnarnos implica en sí mismo, un distanciamiento de la tendencia general a la cual alude el autor Manuel Ventura[footnoteRef:4], pues equivale a desconocer que nuestro país ha avanzado en el campo jurídico de forma continua, alcanzando el Principio Democrático Constitucional, y su derivado Transparencia que son constitutivos del Sistema Constitucional de Valores, y por lo tanto deben en todo el quehacer de esa dependencia del “(…) tríptico de la Revolución Francesa de Libertad, Igualdad, Fraternidad (...) y (…) cuya búsqueda (de la fraternidad) constituye un imperativo ético, político y socioeconómico.[footnoteRef:5] [4:  Ventura Rodríguez Manuel Enrique: El Control Judicial de las Entidades Reguladora, en Derecho Público Económico, Editorial Jurídico Continental, San José Costa Rica, enero 2008, página 99.]  [5:  4 Araya Fernando: Ideas y Presagios para vivir el siglo XXI, Editorial Universidad Estatal a Distancia (EUNED), primera edición, 2010, páginas "21 y 23.] 


Ahondando en este principio democrático y su derivado de transparencia, que algunos pretenden ver como algo etéreo, constituyen derecho.

Retomando la idea original del PRINCIPIO DEMOCRÁTICO, sus derivados como por ejemplo el de TRANSPARENCIA, y sus alcances, en importante sentencia (2120-2003) la Sala Constitucional acude a la fuente primaria, como lo son las actas de la Asamblea Nacional Constituyente, que elaboró la actual constitución.

Acudió la Sala, a la “(…) octogésima sétima acta de la sesión celebrada por la Asamblea Nacional Constituyente a las catorce horas treinta minutos del diez de junio de mil novecientos cuarenta y nueve (…)”

En cuanto a ese Principio, expresó la Sala Constitucional:

“(…) EN TORNO AL PRINCIPIO DEMOCRÁTICO: En la sentencia número 09874-00 este Tribunal expresó: "Democracia significa valoración personal: (…) El Estado es hecho para el hombre, no el hombre para el Estado. He aquí et fundamento de la concepción humana y la más genuina fuente de los demás artículos de nuestra fe. Democracia significa el gobierno de la ley. La estructura y funciones del gobierno deben ser claramente definidos en los principios constitucionales; (…) legislación, de las decisiones administrativas y judiciales deben ser conducidas de acuerdo con las leyes y principios libremente establecidos por el pueblo. (…) Democracia significa moralidad pública: son los principios elementales de decencia en la dirección de los asuntos públicos (…) Sin mutua confianza y sin sentido social caritativo se precipitan en el derrumbe y la disolución. (…). (Sentencia # 2001-00898 de las 17:24 horas del 31 de enero de 2001) (Subraya y destaca la interesada)

Debe recordar adicionalmente, que tal y como lo señala la Procuraduría General de la República, “(...) En un Estado democrático como el nuestro, es necesario someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado (…) Existen una serie de principios generales y preceptos fundamentales en torno a la organización de la función pública que conciben a la Administración como un instrumento puesto al servicio objetivo de los intereses generales[footnoteRef:6] (…)” [6:  Procuraduría General de la República: dictamen jurídico número C-3S3-2001 de 20 de diciembre de 2001.] 


Dentro del régimen de garantías al cual tenemos derecho los administrados frente a actitudes disconformes con el ordenamiento como la que aquí se solicita anular, ha surgido el Derecho Administrativo, el cual en nuestro caso invocamos. Al efecto, es oportuno consignar que de acuerdo con un autor:[footnoteRef:7] [7:  Jinesta Lobo, Ernesto: Tratado de Derecho Administrativo, Tomo ll, Responsabilidad Administrativa, Editorial Jurídica Diké, Primera Edición, Colombia, 2005, páginas 52 y 53] 


“(…) El Derecho Administrativo, nació como garantía de los administrados, pero también para propiciar una Administración transformadora y gestora de los servicios e intereses públicos, se convierte la responsabilidad en el gozne de las relaciones entre la Administración y los ciudadanos y aparece como el correlato de la eficacia. (...)

También que “(…) los actos de autoridad requieren para su validez, no sólo haber sido promulgados por órganos competentes y procedimientos debidos, sino también pasar la revisión de fondo por concordancia con las normas principios y valores supremo de la Constitución (formal y material), como lo son orden paz, seguridad, justicia, libertad, etc. Es decir, que una norma o acto público o privado sólo es válido cuando, además de su conformidad formal con la Constitución, esté razonablemente fundado y justificado conforme a la ideología constitucional (…)”[footnoteRef:8] [8:  Piza Rocafort Rodolfo. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y SALA CONSTITUCIONAL, Ídem, página 310] 


El acto administrativo es entendido, según lo señala el tratadista Saborío Rodolfo, citando a su vez al máximo exponente del derecho administrativo costarricense Eduardo Ortiz Ortiz, como “(…) una manifestación unilateral de voluntad dirigida a producir un efecto de derecho emanada normalmente de la Administración en uso de una potestad administrativa”. (Eficacia e Invalidez del acto administrativo, tercera edición, editorial Juricentro, pág. 28).

Por tal motivo, cuando no produce ese “efecto de derecho” por la ausencia de sus elementos constitutivos, deviene en nulo de pleno derecho, como lo es el acto administrativo contenido en la RESOLUCIÓN NÚMERO 0013 JUNAFO 2024, 12:37 MINUTOS 1 DE FEBRERO 2024

En cuanto a la obligatoriedad de anular los actos nulos de pleno derecho, como el Informe de Inspección de identificación reiterada, el cual de forma específica impugnamos, es prudente remitirse a la doctrina autorizada y reconocida; en punto a ello un autor[footnoteRef:9] expresa con rigor académico y conocimiento pleno del derecho costarricense lo que a continuación se inserta de forma parcial: [9:  Saborío Valverde, Rodolfo- Eficacia e invalidez del acto administrativo, Editorial Juricentro, Tercera Edición, San José Costa Rica, 2003, páginas 139 y 140
] 


“(…) Dada la alteración al orden de legalidad que implica el acto absolutamente nulo, una vez constatada su configuración como tal, ya sea de oficio o como producto de un recurso administrativo, la Administración se encuentra obligada a declarar su nulidad.

Este mandato obligatorio es establecido por los artículos 162 y 174.1 LGAP.: 2.

Declaratoria de nulidad ex officio.

Tanto en la vía administrativa como en la judicial, la nulidad absoluta puede [image: ]ser declarada de oficio.

a) En la vía administrativa:

La Administración no sólo está facultada, sino que se encuentra obligada a iniciar de oficio el procedimiento tendente a la declaratoria de nulidad absoluta del acto administrativo (174.1 LGAP) (…)”

En resguardo de nuestra sólida posición jurídica, cabe señalar las consecuencias que apareja ejecutar por parte del ente un acto con las características que hemos destacado.

Es terminante lo que en el sentido que apuntamos dispone el Articulo 170. inciso 1) LGPA "El ordenar la ejecución del acto absolutamente nulo producirá responsabilidad civil de la Administración, y civil, administrativa y eventualmente penal del servidor, si la ejecución llegare a tener lugar (…)”.

A nuestros efectos reiteramos, lo preceptuado por el artículo 166 de la Ley General de Administración Pública:

(…) Artículo 166. Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente (…)”.

Por su parte el articulo 158 punto 1 de la misma Ley, indica al respecto:

“(…) Artículo 158. La falta o defecto de algún requisito del acto administrativo, expresa o implícitamente exigido por el ordenamiento jurídico constituirá un vicio de éste (...)”.

Y cuando ello ocurre entonces no se puede realizar el fin público al que se enmarca todo acto administrativo. Y esos elementos constitutivos o requisitos esenciales del acto bien los desglosa la misma Ley General de Administración Pública en sus artículos 131,132, 133.

Finalmente, no cabe actuar desconociendo el Estado Social de Derecho.

Debe respetarse el Estado de Derecho (social de Derecho en el caso de Costa Rica), se conforma partir de dos doctrinas fundamentales: la "Doctrina del Poder Limitado" y la "Doctrina de los Derechos Fundamentales", por lo cual “(…) un Estado de Derecho no es sólo el Estado que se somete a un régimen de derecho, sino que lo hace al mismo tiempo que reconoce (y protege) la existencia de una serie de derechos fundamentales (…)” [footnoteRef:10] [10:  Hernández Rodríguez Magally: Fisuras, Desafíos y Mutaciones del Estado de Derecho, Editorial UCR, San José, Costa Rica, 2007, Primera Edición, páginas 10, 11 y 12.] 


Adicionalmente, y en lo que a la lesión al ordenamiento implica, resulta grave la vulneración a la ley la ley número 8661, la cual consiste en que LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA DECRETÓ LA APROBACIÓN DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD:

ARTÍCULO ÚNICO. - Apruébase la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo, en cada una de sus partes. El texto es el siguiente.

Llama poderosamente la atención lo señalado por la parte considerativa de la convención en cuanto establece: c Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, así como la necesidad de garantizar que las personas con discapacidad [image: ]los ejerzan plenamente y sin discriminación, d) Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de todas formas de discriminación contra la mujer, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas[image: ] Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares,

Se lesiona desde su artículo 1, el cual preceptúa:

Artículo 1 Propósito El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

En concordancia con lo expuesto en los párrafos precedentes, para esos propósitos, es necesario vincular las leyes con los compromisos internacionales del país, con las resoluciones dictadas por la Sala Constitucional, con el resto de la normativa en virtud del llamado principio de unidad del ordenamiento, por mandato del cual, la normativa del país no puede ser leída y aplicada de forma aislada, sino como un todo orgánico y sistemático, referido primariamente a la Constitución Política y al interés general.[image: ]

Vinculado con lo expuesto en los párrafos precedentes, para la mejor comprensión del del abordaje debemos partir del supuesto que al encontrarnos en el supuesto que nos encontramos ante un derecho humano fundamental reconocido por los instrumentos internacionales la propia constitución, preceptúa en su artículo 46, que los tratados internacionales ratificados por el país que versen sobre derechos humanos tienen jerarquía constitucional, y a veces sura constitucional, y prevalecen por sobre la legislación interna del país. Es decir, gozan de un reconocimiento especial.

Dentro del mismo orden de ideas veremos que al tratarse de un derecho humano fundamental, en materia de derechos humanos impera el denominado principio de progresividad y no regresividad como consustanciales.

Esto, unido al principio de unidad del ordenamiento, permiten la incorporación de los profesionales en psicología a las pruebas, ya que sus disposiciones, en la medida en que brinden mayor cobertura, o tutela de un determinado derecho, deben prevalecer sobre éstos.

Adicionalmente el código de reciente cita en su artículo 4, impone como obligación general del Estado … adoptar las medidas administrativas, legislativas, presupuestarias y de cualquier índole, para garantizar la plena efectividad de los derechos fundamentales de las personas menores de edad … y que ... toda acción u omisión contraria a este principio constituye un acto discriminatorio que viola los derechos fundamentales de esta población[image: ]

Invocamos también para fines de responsabilidad internacional e interna del Estado, pues Costa Rica forma parte de un conglomerado de países regidos por normas comunes acordados por ellos mismos. de validez universal y obligatoria aplicación para los países firmantes, lo que se considera como EL TRATADO DE LOS TRATADOS.

Ley 7615 de 24 de Julio de 1996, CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE TRATADOS INTERNACIONALES,

APROBACIÓN DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE LOS TRATADOS

ARTICULO 1.- Apruébanse la Convención sobre derecho de los tratados, su anexo y sus reservas, suscritos el 23 de mayo de 1969, en Viena, cuyo texto es el siguiente:

ARTICULO 27.- El Derecho interno y la observancia de los tratados.

Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en artículo 46.

PRETENSIONES

1. Declarar con lugar en todos sus extremos la presente RECONSIDERACIÓN CON NULIDAD ABSOLUTA, EVIDENTE Y MANIFIESTA CONCOMITANTE, CONTRA LA RESOLUCIÓN NÚMERO 0013 JUNAFO 2024 12:37 MINUTOS 1 DE FEBRERO 2024, LA CUAL DENEGÓ EL ACRECIMIENTO DE PENSIÓN POR MUERTE DE FLOR BILLIE PHILLIPS EN FAVOR DER MI REPRESENTADO ERNESTO (nombre 1)

2.- Como consecuencia de la DECLARATORIA CON LUGAR Y ANULACIÓN SE ORDENE DICTAR EL ACRECIMIENTO EN BENEFICIO DE ERNESTO (nombre 1)

NOTIFICACIONES:

Solicito me sean enviadas al correo electrónico (…)”.

- 0 -

Se acuerda:	Previamente a resolver lo que corresponda, esta Junta por unanimidad dispone: Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de que rinda un criterio jurídico sobre el recurso interpuesto por la señora María Cecilia Umaña Chaves en calidad de representante legal del joven (nombre 1), hijo del jubilado judicial fallecido Manuel Humberto Mora Sibaja; contra lo acordado en sesión N° 005-2024 celebrada el 30 de enero de 2024, artículo XXVI, en el cual este órgano colegiado denegó la solicitud de acrecimiento de la pensión que recibe el joven (nombre 1), hijo del jubilado judicial fallecido Manuel Humberto Mora Sibaja, en virtud de que la señora Flor Billie Phillips viuda del señor Mora Sibaja falleció el 6 de octubre de 2023. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647779]ARTICULO IV

Documento N° 119-2024 / 161-2024

En sesión N° 011-2024 celebrada el 27 de febrero de 2024, artículo VIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0079-JP/DJA-2024 del 10 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para conocimiento y valoración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se expone el caso del señor Víctor Ortega Jiménez, cédula de identidad 06-0160-0422, quien mediante correo electrónico de fecha 21 de diciembre de 2023, solicitó ante esta Dirección lo siguiente: 

“[…] Por lo anterior, respetuosamente solicito, que en aplicación del Transitorio VI de la Ley 9544, y el Transitorio III de la Ley 7302 reformado por el artículo 8 de la Ley 9388 del 16 de agosto del 2016, pido se declare que tengo derecho a jubilarme al amparo de la Ley 7333, artículo 225.

Se adjuntan: Archivo de Copia del documento emitido por Gestión Humana el cual es oficio 0692-AP-2015 SICE:661015 de fecha 14 de mayo del 2015. Archivo de correo de la solicitud del suscrito del Estudio servido para la jubilación de fecha 16 de junio 2023 6 de setiembre del 2023 y la solicitud de Jubilación de conformidad con el dos por uno. Aporto archivo de solicitud de Jubilación, nuevamente según formato de JUNAFO. Archivo del presente documento, donde describo la situación jurídica y la solicitud de aprobar mi jubilación.” El resaltado no corresponde al original.”

Al respecto, se le informa lo siguiente:

A. Antecedentes.

1. En fecha 14 de mayo de 2015, la Dirección de Gestión Humana a solicitud del señor Victor Ortega, emite la constancia N° 0692-AP-2015 en donde se indica lo siguiente: 

“[…] Que revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en este Departamento el señor VICTOR MANUEL ORTEGA JIMENEZ cédula de identidad 06-0160-0422, ha laborado para este Poder por espacio de 18 años y 7 meses, en el periodo comprendido entre el 02/12/1991 y la fecha, presenta un tiempo reconocido para otras instituciones del Estado de 5 años y 15 días, para un total de 23 años, 7 meses y 15 días de tiempo efectivo para jubilación. Asimismo, cuenta con una edad de 53 años, 11 meses y 22 días. 

De conformidad con el estudio, se determina que al 15 de julio de 1992, tiene laborado un tiempo de 5 años, 3 meses y 12 días, por lo cual en aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, se le descuenta un total de 2 años de edad para efectos de jubilación, con lo cual se fija en 58 años este requisito para su caso particular. 

Por lo anterior, para efectos de jubilación de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los artículos 224 y 225 se podría acoger a dicho beneficio con al menos uno de los dos requisitos, ya sea con 30 años de servicio o 58 años de edad, en el caso del señor Ortega Jiménez.”

2. En fecha 17 de mayo de 2023, el señor Ortega gestionó vía correo electrónico ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la JUNAFO, la solicitud de un estudio de tiempo servido para jubilación. 

3. En fecha 16 de junio de 2023 la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora a.i de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, brindó respuesta a la gestión presentada por don Víctor indicando lo siguiente:

“[…]En respuesta a su solicitud de estudio de tiempo servido para jubilación recibida el pasado 17 de mayo de 2023, me permito indicar lo siguiente:
 
La Ley Orgánica del Poder Judicial N°9544 en sus artículos N° 224 y 224bis, establece como requisitos para una jubilación, los siguientes:

“Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años. 

Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:

a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor:

1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años.

2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.

b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.”

Ahora bien, en su caso particular a la fecha del presente correo cuenta con un tiempo servido de 26 años, 8 meses y 2 días laborados en el Poder Judicial y un tiempo reconocido para efectos de jubilación de 5 años y 15 días para un tiempo total servido de 31 años, 8 meses y 17 días, asimismo, cuenta una edad de 62 años y 24 días, por lo que considerando lo antes establecido, podría acogerse a la jubilación al cumplir 65 años de edad, es decir el 22 de mayo de 2026…”

4. Posteriormente, en fecha del 6 de septiembre de 2023, el señor Ortega Jiménez, remitió a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la JUNAFO la siguiente respuesta al correo anterior: 

“[…] El suscrito Víctor Manuel Ortega Jiménez, cédula de identidad 6-0160-0422, solicito se me tramite la Jubilación de conformidad con la ley 7333 del 5 de mayo de 1993, por cuanto según oficio 0692-AP-2015 SICE: 661015 que aporto en correo aparte: Yo soy acreedor del derecho de jubilación conforme a la Ley 9544 transitorio VI, la cual empezó a regir el 18 de mayo del año 2018.

He de indicar que el oficio 0692-AP-2015 SICE: 661015 de fecha 14 de mayo del 2015 estableció que el suscrito, para efectos de jubilación de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los artículos 224 y 225 y en aplicación del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, se me descontó dos años de mi edad de Jubilación la cual se cumplía a los 60 años, siendo que con el descuento quedó en 58 años, los cuales de acuerdo a mi fecha de nacimiento se cumplieron el día 22 de mayo del 2019, período para el cual regía apenas por un año el transitorio VI de la Ley 9544 que tuvo vigencia por un año y seis meses, sean 18 meses, siendo que tengo cumplido mi derecho de Jubilación dentro del tiempo señalado en dicho transitorio.

El oficio 0692-AP-2015 SICE: 661015 de fecha 14 de mayo del 2015, se los aporto en correo aparte, porque no sé cómo insertarlo en la presente solicitud, pero el mismo se envía con inmediatez al envió del presente. Solicito que se proceda conforme a derecho.”

5. En respuesta a lo anterior, mediante oficio N° 0619-JP/DJA-2023 de fecha 06 de noviembre de 2023, la servidora Karla Quesada Calderón, Profesional 1 a.í de la Unidad de Cálculo de Beneficios le comunicó lo que se indica a continuación:

“[…] Al respecto, se le informa lo siguiente:

I. Normativa.

1. A partir del 22 de mayo de 2018 entró en vigor la reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 (Ley 9544); reforma que dispone en su transitorio VI, lo siguiente:

“Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.”

De acuerdo con el transitorio de cita, para poder optar por el beneficio de jubilación bajo los términos de la Ley N.° 7333, la persona servidora judicial debe cumplir con 60 años de edad y/ó 30 años de servicio en fechas comprendidas entre el 22 de mayo de 2018 y el 22 de noviembre de 2019, caso contrario, se deberá acoger al beneficio con las condiciones de la Ley N.° 9544.

2. Dicha Ley establece en su artículo N.º 224 para que para poder acogerse al beneficio de jubilación que las personas servidoras judiciales deben cumplir con los siguientes requisitos:

“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido 65 años de edad y hayan trabajado al menos 35 años.” (El resaltado no pertenece al original).

Asimismo, señala la posibilidad de obtener el derecho a la jubilación de forma anticipada bajo las siguientes condiciones:

“Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:

a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor:

1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años.

2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.

b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.” (El resaltado no pertenece al original).

I. Sobre su condición actual.

1. En principio es importante indicar que al 22 de noviembre de 2019 (fecha de cierre del transitorio VI), su persona contabilizaba un tiempo servido de 28 años, 1 mes y 23 días y una edad de 58 años y 6 meses.

En virtud de lo anterior, para poder acogerse al beneficio de jubilación usted deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial actual (reformada mediante Ley N.º 9544).

2. Ahora bien, de acuerdo con el prontuario de nombramientos registrado en la base de datos de la Dirección de Gestión Humana y consultados por esta Dirección, se tiene que al día del presente oficio su persona ha laborado para el sector público por espacio de 32 años y 19 días (27 años y 04 días en el Poder Judicial y un reconocimiento de 05 años y 15 días en el Instituto Costarricense de Electricidad) en el periodo comprendido entre el 02 de diciembre de 1991 y la fecha. Además, cuenta con una edad de 62 años, 05 meses y 11 días.

II. Conclusiones.

1. Considerando su condición actual en cuanto a tiempo servido y edad, se determina que, usted podría acogerse a su jubilación a partir del 22 de mayo de 2026, fecha en que cumplirá los 65 años de edad y retirándose con una jubilación anticipada, esto por cuanto a esa fecha cumpliría solo con uno de los requisitos jubilatorios, de conformidad con el artículo N.° 224 (bis) de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N.° 9544), el cual, se reitera a continuación:

“(…) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.” (El resaltado no pertenece al original).”

2. Por otra parte, en cuanto a lo indicado en la constancia N.° 0692-AP-2015, SICE: 6610-15 emitida en su momento por la Dirección de Gestión Humana en fecha 14 de mayo de 2015, bajo las condiciones legales vigentes a esa fecha, es importante aclarar que dichos cálculos fueron realizados con la aplicación del Transitorio III de la Ley N.° 7302 Marco de Pensiones (dos por uno), respecto al cual es necesario aclarar que el Consejo Superior en sesión N.º 94-16 del 12 de octubre del 2016, artículo I, acogió la recomendación de la Auditoría Judicial que suspendió en forma definitiva la aplicación que se venía dando en cuanto a los requisitos para el otorgamiento del descuento (dos por uno), acordando que este aplicaría única y exclusivamente a las jubilaciones ordinarias reguladas en el numeral 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333, es decir, que la persona servidora se podría jubilar si hubiese cumplido entre 55 y 60 años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública fuera al menos de 30.

En virtud de lo antes expuesto y para que le aplicara el transitorio VI de la Ley N.° 9544, su persona debió cumplir al 22 de noviembre de 2019 con 30 años de servicio o 60 años de edad, situación que no se cumple…”

B. Sobre la condición actual.

De acuerdo con el prontuario de nombramientos registrado en la base de datos de la Dirección de Gestión Humana y consultados por esta Dirección, se tiene la siguiente información del señor Victor Ortega Jiménez:

· A la fecha del presente documento cuenta con una edad de 62 años, 08 meses y 15 días.

· Así como tiempo servido en el Poder Judicial de 32 años, 03 meses y 23 días. (cuenta con un reconocimiento de 05 años y 15 días en el ICE tomados en cuenta en dicho tiempo servido)

En relación con la solicitud que el señor Ortega requiere se tiene que para optar por el beneficio, según las condiciones jubilatorias del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333 del 5 de mayo de 1993 y teniendo presente lo estipulado en el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones (Ley N.° 7302 de 8 de junio de 1992), que reza lo siguiente:

“TRANSITORIO III.- Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública.

En todo caso, para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine su régimen.” El Resaltado no corresponde al original. 

Lo anterior aplica para aquellas personas, cuya edad para jubilarse quede establecida por Ley en 60 años de edad y que cuenten con tiempo servido al 15 de julio de 1992, es ahí a quienes se les podrá descontar de la edad requisito de retiro un año por cada dos de los años trabajados para la Administración Pública a dicha fecha. En todo caso, para poder aplicarlo, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine el régimen. Es decir, se rebajará el requisito de la edad dependiendo del tiempo servido que computen al 15/07/1992, siempre y cuando la persona cuenta con 30 años de tiempo servido.

Con base en lo anterior, se tiene el señor Victor Ortega al 15 de julio de 1992 contaba con un tiempo servido de: 5 años, 3 meses y 12 días.

Si bien es cierto que el señor Ortega contaba con tiempo servido para poder optar en su momento con el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones se debe tener en cuenta el momento en que entró en vigor la reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 (Ley 9544) a partir del 22 de mayo de 2018 esta limita el poder aplicar dicho transitorio, por cuanto el transitorio VI dispone:

“Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.”

De acuerdo con el transitorio de cita, para poder optar por el beneficio de jubilación bajo los términos de la Ley N.° 7333, la persona servidora judicial debe cumplir con 60 años de edad y/ó 30 años de servicio en fechas comprendidas entre el 22 de mayo de 2018 y el 22 de noviembre de 2019, caso contrario, se deberá acoger al beneficio con las condiciones de la Ley N.° 9544. 

Así las cosas, para el caso que nos ocupa, una vez revisado prontuario del señor Víctor Ortega Jiménez se tiene lo siguiente: 

· Edad cumplida al 22 de noviembre del 2019 (fecha de cierre del transitorio VI): 58 años, 06 meses y 00 días.
· Tiempo servido al 22 de noviembre del 2019 (fecha de cierre del transitorio VI): 28 años, 01 mes y 08 días. (reconocimiento de 05 años y 15 días en el ICE tomados en cuenta en dicho tiempo servido)

Es necesario aclarar que el Consejo Superior en sesión N.º 94-16 del 12 de octubre del 2016, artículo I, acogió la recomendación de la Auditoría Judicial que suspendió en forma definitiva la aplicación que se venía dando en cuanto a los requisitos para el otorgamiento del descuento (dos por uno), acordando que este aplicaría única y exclusivamente a las jubilaciones ordinarias reguladas en el numeral 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333, es decir, que la persona servidora se podría jubilar si hubiese cumplido entre 55 y 60 años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública fuera al menos de 30 al 22 de noviembre del 2019.

C. Conclusiones

Considerando la condición actual del servidor Ortega Jiménez, no es factible que el señor pueda optar por una jubilación bajo el amparo de la Ley N.° 7333 por cuanto no cumple con el requisito solicitado, ya que no contaba con los 30 años de tiempo servido ni con 60 años de edad a la fecha del cierre del transitorio VI. 

El señor Victor podría acogerse a su derecho jubilatorio a partir del 22 de mayo de 2026, fecha en que cumplirá los 65 años de edad y retirándose con una jubilación anticipada, esto por cuanto a esa fecha cumpliría solo con uno de los requisitos jubilatorios, de conformidad con el artículo N.° 224 (bis) de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N.° 9544), o bien, podría retirarse el próximo 14 de octubre de 2026 fecha en que cumple con ambos requisitos, (siempre y cuando no cuente con permisos ni suspensiones sin goce de salario).

Por lo antes expuesto, se remiten las presentes diligencias para conocimiento de la JUNAFO como órgano máximo de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que conforme a derecho y potestades otorgadas en el artículo N.º 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial resuelva lo requerido por el servidor Ortega Jiménez, ante lo previamente indicado por esta Dirección de la JUNAFO.

(…)

Anexos

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”.
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Se acuerda: Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0079-JP/DJA-2024 del 10 de febrero del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el cual exponen el caso y la solicitud realizada por el señor Víctor Ortega Jiménez. 2.) Acoger en todos sus extremos, las conclusiones emitidas en el citado oficio, en consecuencia, informarle al señor Ortega Jiménez que esta Junta Administradora concuerda con lo expuesto por la Dirección de la JUNAFO, por lo tanto, la solicitud de jubilación interpuesta no es atendible ya que no cumple con el requisito solicitado para optar por una jubilación bajo el amparo de la Ley N.° 7333, al no tener los 30 años de tiempo servido ni 60 años de edad a la fecha del cierre del transitorio VI, según el estudio realizado. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -

El acuerdo anterior, se hizo de conocimiento del servidor judicial Víctor Ortega Jiménez, mediante resolución N.° 0019-JUNAFO-2024 de las diez horas doce minutos del veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, comunicada el 01 de marzo del 2024 al medio señalado para los efectos.

Referente al acuerdo indicado anteriormente, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el recurso de reconsideración presentado por el licenciado Víctor Manuel Ortega Jiménez, Juez Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, mediante correo electrónico del 04 de marzo de 2024, contra lo resuelto por este órgano colegiado en sesión N° 011-2024 celebrada el 27 de febrero de 2024, artículo VIII.

El citado recurso literalmente dice:

“(…), me presento en la forma más respetuosa a solicitar reconsideración de mi solicitud de jubilación, por considerar el suscrito que estoy siendo afectado injustamente con el modo que ustedes enfocan el análisis, pues llevan el asunto al punto que ustedes únicamente consideran, desechando por completo los fundamentos jurídicos y alegatos de derecho que hace el suscrito del artículo 225, inciso b de la Ley 7333. Esto se observa con toda claridad en la resolución Nº 0019-JUNAFO-2024 dictada en San José, a las diez horas doce minutos del veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, la cual se originó en sesión N° 011-2024 celebrada el 27 de febrero de 2024, donde se tomó el acuerdo que afecta mi derecho a jubilarme en forma inmediata, pues sin haber resuelto en forma real mi solicitud, rechazan y niegan mi derecho a Jubilarme

Una vez conocida la presente reconsideración solicito se ordene la inmediata Jubilación del señor Víctor Manuel Ortega Jiménez.

Para exponer mi situación y que ustedes han omitido conocer, sin pretender empezar a transcribir todos los documentos que tanto ustedes como el suscrito hemos confeccionado y hemos insertado en el presente procedimiento, solo me permito insertar en forma literal el aparte C: de las conclusiones del documento N° 19-2024 para que se tenga a la vista y a la mano lo que se ocupe constatar por parte de ustedes:

“ (…)

1. Conclusiones

Considerando la condición actual del servidor Ortega Jiménez, no es factible que el señor pueda optar por una jubilación bajo el amparo de la Ley N.° 7333 por cuanto no cumple con el requisito solicitado, ya que no contaba con los 30 años de tiempo servido ni con 60 años de edad a la fecha del cierre del transitorio VI. 

El señor Victor podría acogerse a su derecho jubilatorio a partir del 22 de mayo de 2026, fecha en que cumplirá los 65 años de edad y retirándose con una jubilación anticipada, esto por cuanto a esa fecha cumpliría solo con uno de los requisitos jubilatorios, de conformidad con el artículo N.° 224 (bis) de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N.° 9544), o bien, podría retirarse el próximo 14 de octubre de 2026 fecha en que cumple con ambos requisitos, (siempre y cuando no cuente con permisos ni suspensiones sin goce de salario).

Por lo antes expuesto, se remiten las presentes diligencias para conocimiento de la JUNAFO como órgano máximo de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que conforme a derecho y potestades otorgadas en el artículo N.º 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial resuelva lo requerido por el servidor Ortega Jiménez, ante lo previamente indicado por esta Dirección de la JUNAFO.

(…)
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Se acuerda: Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0079-JP/DJA-2024 del 10 de febrero del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el cual exponen el caso y la solicitud realizada por el señor Víctor Ortega Jiménez. 2.) Acoger en todos sus extremos, las conclusiones emitidas en el citado oficio, en consecuencia, informarle al señor Ortega Jiménez que esta Junta Administradora concuerda con lo expuesto por la Dirección de la JUNAFO, por lo tanto, la solicitud de jubilación interpuesta no es atendible ya que no cumple con el requisito solicitado para optar por una jubilación bajo el amparo de la Ley N.° 7333, al no tener los 30 años de tiempo servido ni 60 años de edad a la fecha del cierre del transitorio VI, según el estudio realizado. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

Atentamente,


Lic. Parris Quesada Madrigal, Secretario
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial

Diligencias / Refs: (119-2024)
Lchavarriach”
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Muy bien, insertado lo que interesa, expreso en forma sintética ni solicitud de reconsideración.
 
Siendo que el suscrito solicitó la jubilación con fundamento en el artículo 225 inciso b) de la ley 7333; artículos 2, 4 y transitorio III de la Ley 7302, ley 9388 que permite y limita aplicar el 2 x 1 por cinco años desde el año 2016 hasta el año 2021 y el transitorio VI de la Ley 9544, no explica lo resuelto por JUNAFO, porque persiste e insiste en analizar el artículo 224 de la Ley 7333 y los artículos 224 y 224 Bis de la Ley 9544.

El artículo 225 de la Ley 7333 es muy claro “Artículo 225. Si no se cumpliere con la edad o el número de años de servicio citado, la jubilación se calculará en la siguiente forma:

1. (…)
1. Si el retiro se produjere al cumplir el servidor sesenta o más años de edad, pero antes de cumplir treinta años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a diez. Para fijarla se multiplicará el monto del salario promedio indicado en el artículo anterior por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta; el resultado será el monto de la jubilación.”

Ahora sí, con la posibilidad de jubilarse con un solo requisito la edad de sesenta años, como lo plantea el artículo 225 inciso b) de la Ley 7333, sin necesidad de haber cumplido con los treinta años de servicio, es claro que Víctor Manuel Ortega Jiménez, de conformidad con la ley 7302, artículos 2 y 4 inciso a), transitorio III y la ley 9388, está en la condición y posición que señalan las normas, me puedo jubilar a los 58 años de edad, sea que cumplí mi derecho a la jubilación el 22 de mayo del año 2019.

“Artículo 2.- (*) Este régimen no será aplicable a las personas cubiertas por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense de Seguro Social, ni a los Regímenes de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional ni al del Poder Judicial. Sin embargo, en lo que se refiere a la edad, los servidores acogidos a este último régimen estarán afectos a lo establecido en el artículo 4 de esta Ley. (*) El presente artículo ha sido modificado mediante Ley No. 7359 de 20 de setiembre de 1993. LG# 188 de 1º de octubre de 1993. 

Artículo 3.- (…) 

Artículo 4.- (*) Tendrán derecho a acogerse a la jubilación:

a) Los servidores que tengan al menos sesenta años de edad, que hayan servido al Estado y cotizado para el régimen especial al que pertenezcan al menos por treinta años. 
b) (…).
c) El trabajador que cumpla con los requisitos legales para optar por su jubilación, deberá gozar de libertad para ejercer ese derecho. Quedan prohibidas expresamente las intimaciones, discriminaciones o cualquier otra forma de presión u hostigamiento para que el trabajador se jubile en forma obligatoria por exclusivas razones de edad.

(*) (*) El inciso c) del presente artículo ha sido adicionado mediante ley No. 7935 de 25 de octubre de 1999. ALC# 88 a LG# 221 de 15 de noviembre de 1999.

(…)

TRANSITORIO III.- (*) Dentro del plazo de cinco años, contado a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las personas que tengan derecho podrán pensionarse bajo los términos originales contemplados en la Ley N.° 7302, Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, de Otros Regímenes Especiales y Reforma a la Ley N.° 7092, de 21 de abril de 1988, y sus reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 8 de julio de 1992, tanto en lo que respecta al porcentaje a otorgar en la tasa de reemplazo como la posibilidad de descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. En el plazo citado en el párrafo anterior, para poder pensionarse o jubilarse se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos y cotizados que determine su régimen. Finalizado este plazo, la edad mínima de retiro quedará establecida en los sesenta años, igual a la edad contemplada en el artículo 4 de la Ley No. 7302. (*) El presente artículo ha sido reformado mediante Ley No. Ley No. 9388 del 10 de agosto del 2016. ALC# 182 a LG# 176 del 13 de setiembre del 2016.

(…)”

Agregando a lo anterior la Ley 9388 que rige a partir del 13 de setiembre del 2016, permite en forma expresa aplicar la ley 7302 en lo relacionado a la aplicación del 2x1 en la forma en que lo alego, y durante un plazo de cinco años, hasta el 13 de setiembre del año 2021, o sea que nunca podría decirse como lo dice JUNAFO, que el Consejo Superior por recomendación de la auditoria dejó de aplicar la Ley del 2x1, cuando la misma Asamblea Legislativa, precisamente creo esta ley 9388 para limitar esa aplicación hasta el año 2021 en que de la edad de retiro se podía descontar un año por cada dos años trabajados antes del año 1992, período para el que de sobra había cumplido el derecho, pues el mismo Informe de JUNAFO indica que el suscrito al cierre del transitorio VI de la Ley 9544, el servidor Víctor Manuel Ortega Jiménez había cumplido 58 años y seis meses, o sea que si le aplicamos el artículo 225 inciso b) de la ley 7333 y a esta la ley 7302 y 9388 del 2x1, en mi circunstancia particular, el suscrito cumplió con su derecho a Jubilarse desde el 22 de mayo del año 2019, conforme a lo previsto en ese transitorio VI de la Ley 9544.

A continuación transcribo el artículo 8 de la Ley 9388 que reforma la ley 7302 para tener toda la información jurídica completa. Pido en forma vehemente que se vea, que incluso esta ley 9388 es posterior a esa supuesta prohibición ilegal que dicto el consejo de desaplicar el 2x1 y que por ninguna razón sensata puede conservar valor, eso no puede tener vigencia y no puede ser invocado como un elemento de peso para no concederme la jubilación a como lo hace JUNAFO . Es decir, al cumplir el suscrito la edad de 58 años durante el plazo previsto en el transitorio VI de la Ley 9544, ya que me es aplicable la Ley 7302 y la ley 9388, que permite un descuento de un año por cada dos años servidos para el Estado antes de 1992, lo que me da derecho a que me rebajen dos años en la edad de 60 que dispone el transitorio III de la Ley 7302 y la ley 9388, debe aplicarse para mi jubilación el artículo 225 inciso b) de la Ley 7333, de acuerdo a lo dispuesto en el transitorio VI de la Ley 9544. Lo anterior ha sido expuesto en forma reiterada en mis solicitudes, y en el expediente está de sobra demostrado que tengo 5 años y más de servicios al estado antes del año 1992 y que tengo derecho al descuento de dos años, pero ustedes no han querido abordar el tema como corresponde y únicamente se limitan a mencionar el artículo 224 de la Ley 7333 y 9544, siendo que esto en ningún momento ha sido mi tema nuclear, y me rechazan mi gestión sin resolver lo que yo pido, sin resolver con fundamento en lo que yo pido analizar conforme a derecho. Resuelven sin darle un abordaje real a los fundamentos jurídicos y a los fundamentos alegados por el cotizante, y perdonen, pero eso no es resolver, eso no es prestar un servicio de calidad en el que se fundamente conforme a lo peticionado y la verdad con mi caso particular fundamentan evadiendo lo que se plantea. Eso que me hacen es negar los derechos en una forma grosera.

En ese sentido el artículo 8 de la Ley citada 9388 dispone: 

“ARTÍCULO 8.- Reforma del transitorio III de la Ley N.° 7302 Se reforma el transitorio III de la Ley N.° 7302, Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, de Otros Regímenes Especiales y Reforma a la Ley N.° 7092, del 21 de abril de 1988, y sus Reformas, Ley de Impuesto sobre la Renta, de 8 de julio de 1992. El texto es el siguiente: 

“Transitorio III.- Dentro del plazo de cinco años, contado a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las personas que tengan derecho podrán pensionarse bajo los términos originales contemplados en la Ley N.° 7302, Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, de Otros Regímenes Especiales y Reforma a la Ley N.° 7092, de 21 de abril de 1988, y sus reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 8 de julio de 1992, tanto en lo que respecta al porcentaje a otorgar en la tasa de reemplazo como la posibilidad de descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. En el plazo citado en el párrafo anterior, para poder pensionarse o jubilarse se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos y cotizados que determine su régimen. Finalizado este plazo, la edad mínima de retiro quedará establecida en los sesenta años, igual a la edad contemplada en el artículo 4 de la Ley N.° 7302.” 

Tenemos claro que el artículo 225 inciso b) de la Ley 7333 permite la jubilación con el cumplimiento de un solo requisito, o sea que yo teniendo la edad de 58 años calculada con el 2x1 de las leyes 7302 y 9388, estoy cumpliendo el requisito de jubilación de la edad, la cual cumplí el 22 de mayo del 2019.

Llama poderosamente la atención que la JUNAFO que tiene autonomía jurídica, y la competencia absoluta para definir todo lo pertinente a la jubilación de los empleados del poder judicial, y que no depende en nada del Consejo Superior tenga que recurrir a citas de prohibición de aplicar el 2x1 que dispuso abusivamente el Consejo Superior del Poder Judicial, pues este no tiene la autoridad para ordenar desaplicar una ley. Al día de hoy esa prohibición del Consejo Superior de no aplicar el 2x1 no tiene ningún valor, no puede ser que JUNAFO caiga en esa circunstancia de darle valor a lo que no tiene ningún valor, y solo para perjudicar a un cotizante, pues ese acto del Consejo ni tan siquiera puede llamarse un acto pro-fondo. También y por dicha hay que aclararle a ustedes señores JUNAFO que el Consejo Superior del Poder Judicial nunca ha ordenado la desaplicación de la ley 9388 pues la misma fue promulgada posterior a ese acto ilegal del Consejo Superior que prohibió la aplicación del 2x1 de la ley 7302. Hay que tener claro, que la ley 7302 y 9388 en concordancia con el transitorio VI de la ley 9544 y el artículo 225 inciso b) de la ley 7333, me permite Jubilarme legalmente, incluso sin faltar el respeto, se debe tener claro que tampoco JUNAFO tiene autoridad para desaplicar una ley, todo lo contrario, está en la obligación de aplicar la Ley, y precisamente por esa circunstancia es que estoy pidiendo esta reconsideración.

Solicito que la JUNAFO pida a los profesionales que rindieron el informe que ratifica y aprueba, para negarme la jubilación, que presenten un nuevo informe con un análisis de derecho conforme a lo que estoy planteando desde un origen con la ley 7333, artículo 225 inciso b), ley 7302, artículos 2, 4 y el transitorio III, ley 9388 que limita la aplicación de la ley 7302 a cinco años a partir del año 2016 y la aplicación de la ley 9544, transitorio VI, todo concordado, y que se les advierta que no sean omisivos con el tema que pretendo fijar como núcleo verdadero del análisis jurídico. Por favor no evadan lo que estoy planteando, tengo derecho a que se pronuncien conforme a mi solicitud y no lo han hecho. Ustedes han resuelto negando mi derecho a jubilarme sin resolver lo planteado.

Una vez que se cuente con dicho informe del tema que planteo pido a JUNAFO proceder a reconsiderar el derecho de mi jubilación y me lo conceda conforme a derecho.

Para notificaciones al correo autorizado: (…)”.

- 0 -

Se acuerda:	Previamente a resolver lo que corresponda, esta Junta por unanimidad dispone: Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de que rinda un criterio jurídico sobre la procedencia del recurso interpuesto por el licenciado Víctor Manuel Ortega Jiménez, presentado mediante correo electrónico del 04 de marzo de 2024, contra lo resuelto por este órgano colegiado en sesión N° 011-2024 celebrada el 27 de febrero de 2024, artículo VIII. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

DIRECCIÓN DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc161046666][bookmark: _Toc161647782]ARTÍCULO V

Documento N° 231-2023 / 35-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, oficio N.° 0016-DJA-2024, del 17 de enero de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“(…)

[bookmark: _Hlk147685659]Por medio del presente oficio, me permito hacer de su conocimiento y del cuerpo colegiado que usted representa, el detalle de los plazos de los nombramientos de las actuales personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (La JUNAFO). Al respecto, es importante indicar que, actualmente se encuentran designadas ocho personas en el estimable Órgano Máximo de Dirección, de los doce cargos disponibles (seis personas titulares y dos personas suplentes). 

Referente al periodo de nombramiento de cada integrante de la JUNAFO, conviene destacar lo señalado por la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 240, conforme se destaca a continuación:

“Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.

Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial. […]” 

El resaltado no corresponde al artículo original.

Por otra parte, y sobre la correcta interpretación de los plazos de permanencia aplicables al vigente proceso de elección de integrantes propietarios y suplentes de La JUNAFO, es menester mencionar que, la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-C-478-2022[footnoteRef:11], con fecha 28 de setiembre de 2022, indicó lo que a continuación se detalla: [11:  Ver documento completo en la tabla de anexos.] 


“En lo atinente al núcleo de la petición que origina este criterio, la Ley Orgánica del Poder Judicial establece expresamente que los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durarán en su cargo cinco años, sin prever excepción alguna.

La materialización de la competencia para reglamentar aspectos relacionados con la designación o elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), debe respetar las reglas derivadas del principio de reserva de ley, así como los límites de la potestad reglamentaria y su vinculación con el principio de jerarquía de las normas.

El contenido esencial del derecho de participación ciudadana en los procesos de designación o elección de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no puede ser eliminado, disminuido o contrariado por normas de rango inferior a la Ley Orgánica del Poder Judicial, según lo prescriben el principio de reserva de ley y el principio y regla de jerarquía de las normas, como límite de la potestad reglamentaria, de manera que el contenido del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debe respetar y ajustarse a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Es entendido de que cuando una persona renuncia al cargo, su nombramiento feneció en su totalidad y por ende, al realizarse una nueva elección se entiende que se realiza un nombramiento con eficacia plena innovativa creando un derecho al cargo por período completo.

Consecuentemente, todo procedimiento administrativo desarrollado para designar o elegir de manera definitiva a las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en un nombramiento nuevo, debe respetar y aplicar el plazo legal de duración del cargo, fijado en cinco años, sin excepción alguna, pues la ley vigente no estableció plazos distintos para los supuestos de nuevas designaciones o elecciones cuando alguna persona integrante renuncie o se encuentre imposibilitada para ejercer el cargo de manera permanente”.

(subrayado no es del original)

Así mismo, conviene destacar que, se estima adecuado considerar el plazo a partir del cual debe contarse el periodo de nombramiento, desde la fecha efectiva de juramentación, en concordancia con lo manifestado por la Procuraduría General de la República en el criterio N.° C-075-2006 del 28 de febrero de 2006, que en lo que interesa se destaca:

[…]

“Momento a partir de el que se considera nombrado un miembro de la Junta Directiva del ICAFE y lo relativo a su juramentación.

El numeral 111 de la Ley General de la Administración Pública indica que es servidor público la persona que presta servicios a la Administración Pública o a nombre y por cuenta de esta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. Nótese que la ley habla de dos requisitos para ostentar la condición de servidor público. El primero, que el acto sea válido; el segundo, que sea eficaz. Siguiendo esta línea de pensamiento, el numeral 115 de ese mismo cuerpo normativo, habla de investidura inválida o ineficaz. Así las cosas, para que un miembro de la Junta Directiva del ICAFE se considere debidamente nombrado, es necesario cumplir con ambas exigencias del ordenamiento jurídico.

[…]

Don Eduardo Ortiz, al tratar el tema del funcionario de hecho, establece una distinción entre la investidura inválida y la ineficaz. Hablando de la primera hace referencia a la investidura como un grupo de elementos subjetivos del acto administrativo, llegando a la conclusión que todo vicio en estos es subsanable con la aplicación del funcionario de hecho, excepto el de incompetencia. Entre los vicios de invalidez señala la irregular constitución de la oficina (órgano), la falta de requisitos subjetivos, genéricos o específicos del servidor nombrado, defecto de forma, violación del procedimiento, incompetencia, cuando el acto de investidura emana de autoridad incompetente, defectos en la delegación, la suplencia, la avocación o la sustitución, etc. Además de lo anterior, el jurista nacional contempla dentro de la ineficacia de la investidura la juramentación y la rendición de caución, así como los requisitos de legitimación, arribando a la conclusión de que la realización de actos sin tales requisitos son absolutamente nulos, salvo por la aplicación de la doctrina del funcionario de hecho. (Véase ORTIZ ORTIZ, Eduardo. Tesis de Derecho Administrativo, Tomo II, Editorial Stradtmann, San José, 2002, pp. 175-177). Aunque la Sala Constitucional, en el voto que cita la Asesoría Legal del ente consultante, el n.° 2765-92, ha establecido que la falta de juramentación por sí sola no conlleva a la nulidad de las actuaciones del funcionario, si, con anterioridad, fue debidamente nombrado o designado por quien tiene facultad legal para hacerlo.

[…]

Con fundamento en lo anterior, se puede concluir que el momento a partir del cual se considera debidamente nombrado un miembro de la Junta Directiva del ICAFE, es desde que existe un acto de investidura válido y eficaz, es decir, acto que es conforme al ordenamiento jurídico, pues lo dicta el órgano competente siguiendo el procedimiento establecido, contemplando los requisitos subjetivos que exige el cargo y adoptando la forma que corresponde, entre otras cosas. Además, la persona deberá rendir el juramento constitucional (artículo 11 de la Carta Fundamental), rendir la caución correspondiente, cuando así lo exija el ordenamiento jurídico, y cumplir con los demás requisitos de legitimación… 

[…]

De lo que llevamos dicho hasta acá, se puede fijar una regla general, y es que cuando el ordenamiento jurídico no indica cuál es órgano competente para tomar el juramento a la persona designada, corresponderá al órgano que lo nombró; debiéndose, en todo momento, dejarse constancia por escrito de tal acto, ya sea en el acta del órgano colegiado o en un documento elaborado al efecto. Es a partir de este momento que la persona designada (mediante un acto de investidura válido y eficaz), se puede reputar como un funcionario público y, por consiguiente, se encuentra sujeta a las prohibiciones, limitaciones e incompatibilidades que afectan a los servidores públicos.

III.-		CONCLUSIONES.

[…]

3.-	Cuando el ordenamiento jurídico no indica cuál es órgano competente para tomar el juramento a la persona, corresponderá al órgano que lo nombró.

4.-	Es imprescindible la juramentación para ejercer el cargo, es decir, para ser miembro de la Junta Directiva.” El resaltado no es del original. 

Del criterio anteriormente indicado, se concluye claramente la indicación que para ejercer el cargo de integrante de Junta Directiva (análogo a la JUNAFO), se deberá contar con la juramentación correspondiente, debido a lo cual se considera adecuado el contemplar dicha fecha como el punto de partida a partir del que se debe contabilizar el plazo de permanencia en el cargo. 

Al respecto conviene recordar que, la primera integración de las personas integrantes de la JUNAFO ocurre a partir del 27 de enero de 2020, momento en el cual sus integrantes son juramentados ante Corte Plena en sesión N°. 004-2020, artículo VII, a pesar de que los procesos de elección y selección para cada sector fueron debidamente constituidos durante el año 2019, situación que confirma el criterio de designación del plazo a partir de la fecha efectiva de juramentación.

Considerando lo anterior, a continuación, se detalla un resumen de las condiciones y plazos por puesto de las personas que integran a la JUNAFO. Al respecto, se indica que la fecha de finalización del nombramiento se considera por un periodo de cinco años a partir de la fecha efectiva de juramentación, de acuerdo con los elementos anteriormente esbozados:

Tabla Nº1
Detalle de plazos de las personas integrantes del Órgano de Máxima Dirección

	Nombre
	Cargo
	Cédula
	Representación
	Estatus
	Inicio de designación
	Fecha de juramentación
	Fecha de finalización del nombramiento

	Dr. Juan Carlos Segura Solís
	Presidente
	01-0621-0734
	Patronal
	Titular
	31/05/2022
	24/01/2023
	24/01/2028

	Lic. Arnoldo Hernández Solano
	Vicepresidente
	06-0098-0650
	Colectivo Judicial
	Titular
	11/10/2019
	27/01/2020
	27/01/2025

	Lic. Parris Quesada Madrigal
	Tesorero
	01-0682-0606
	Patronal
	Titular
	29/11/2022
	24/01/2023
	24/01/2028

	MBA. Rodrigo Arroyo Guzman
	Secretario
	04-0143-0543
	Patronal
	Titular
	29/11/2022
	24/01/2023
	24/01/2028

	MBA. Mauricio Villalta Fallas
	Director 1
	01-0949-0244
	Colectivo Judicial
	Titular
	28/11/2023
	04/12/2023
	04/12/2028

	Lic. William Soto Solano
	Director 2
	01-0620-0229
	Colectivo Judicial
	Titular
	28/11/2023
	04/12/2023
	04/12/2028

	Ph.DGR. Alexander Arguedas Vindas
	Director 1
	04-0164-0594
	Colectivo Judicial
	Suplente
	28/11/2023
	04/12/2023
	04/12/2028

	Lic. Freddy Chacón Arrieta
	Director 2
	01-0582-0800
	Colectivo Judicial
	Suplente 
	11/10/2019
	27/01/2020
	27/01/2025


Fuente: Unidad de Apoyo y Control Administrativo.

Por último, conviene recordar lo que se establece a nivel del “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” dictado por la Corte Plena sesión N.° 35-2022 del 4 de julio, publicado en el Boletín Judicial N° 136 del 18 de julio del 2022 mediante circular N° 124-2022 del 5 de julio del 2022, en su artículo N.° 8, del cual se destaca:

“Seis meses antes de vencer el nombramiento de los integrantes de la Junta Administradora, la Corte Plena determinará si reelige o no a los integrantes de la Junta Administradora anterior. Previo a tomar ese acuerdo, la Corte Plena deberá considerar si los integrantes desean o no ser reelectos, para tal efecto, siete meses antes del vencimiento del plazo del nombramiento, las personas harán del conocimiento de la Corte Plena su interés en ser reelectos.”

Debido a la normativa vigente, será de vital importancia que las personas integrantes de la JUNAFO consideren con la anticipación respectiva dicha fecha de vencimiento, con el objetivo de manifestar su interés de someterse o no a los procesos de reelección previstos en el citado reglamento.

En espera de que dicha información les sea de utilidad, se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o adición que al respecto sea requerida por el estimable cuerpo colegiado que usted preside.

(…)

TABLA DE ANEXOS

	NÚMERO
	NOMBRE
	DOCUMENTO

	1
	Oficio DJ-C-478-2022
	


	2
	Criterio PGR C-075-2006
	


	3
	Reglamento de Integración de la JUNAFO
	




(…)”.

- 0 -

Manifestaciones: 

[bookmark: _Hlk153264956]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “De lo que está pendiente próximamente serían dos nombramientos si no me equivoco, el de don Arnoldo y el de don Freddy, entonces en este caso don Arnoldo se encuentra aquí presente y le escuchamos”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Sí, yo lo que necesito saber es que seis meses antes tengo que mandar una nota, pero no tengo la claridad a qué entidad, si al Tribunal Electoral Judicial o directamente al Consejo Superior o a la Corte Plena para solicitar continuar en el proceso. Esa es la duda que tengo, talvez don Oslean me puede aclarar la situación”.

Se le concede el uso de la palabra al máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, quien aclara: “Don Arnoldo, de acuerdo con el Reglamento de Integración de la Junta Administradora que dictó Corte Plena, establece que esos seis meses debería remitirse nota formal ante la Corte Plena, ya sea que su persona opte por no reelegirse, para que entonces la Corte reintegre el Tribunal Electoral Judicial y se haga el proceso o que usted opte por una reelección, cualquiera de las dos opciones la nota se solicita.

Aquí, lo importante es lo que tratamos de definir es a partir de cuándo se cuenta el plazo correspondiente, este oficio en general es para tratar de aclarar ese tema y para definir si lo contamos a partir del 27 de enero, que es cuando se conforma el órgano o a partir del mes de octubre, que es cuando son ustedes efectivamente electos, esos son básicamente los dos intereses, y ya le doy el artículo para que usted se ubique”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Don Oslean nosotros fuimos electos en octubre, pero por circunstancias de aquel momento la Junta comenzó a trabajar hasta enero, entonces a mí me parece que el nombramiento es de octubre hacia acá, de tal manera que es mejor que don Arnoldo, envíe la convocatoria de inmediato porque el proceso es bastante engorroso”.

El máster Mora Valdez, agrega: “Sí, señor, es bastante engorroso y es el artículo 8 del Reglamento don Arnoldo, el que habla acerca del plazo y que aclara que es ante Corte Plena que se hace la gestión”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, consulta: “El cuadrito que dice fecha de finalización del nombramiento ¿es correcto?, casi todo mundo está para el 2028 y faltan muchos años para eso, esa columna, no la entendí”.

El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Don Mauricio es que fuimos reelectos, digamos en mi caso, como yo fui electo en octubre como suplente, cuando me nombran en propiedad el nombramiento comienza de cero y así ha sucedido con muchos de nosotros. En el caso de los que han permanecido en sus cargos, han sido don Arnoldo y don Freddy, obviamente ya hemos sabido la actitud de don Freddy, que no quiere participar en nada, y en el caso de don Arnoldo está dando su anuencia para continuar, por eso es”.

El integrante Villalta Fallas, responde: “Perfecto, gracias”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Me parece que en una parte del documento habla de que rige no a partir del momento en ser elegido, sino a partir de la juramentación y que entra en vigencia el acto como tal, ya con las potestades de cada uno, entonces no sé si estoy equivocado yo, tal vez don Oslean si tiene el documento completo porque me parece en alguna parte del acuerdo el Consejo, lo establece así”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “La investidura del cargo adquiere eficacia con el nombramiento o, en su caso, con la elección popular -en los casos de funcionarios que son electos por el pueblo-(Colectivo Judicial). En su caso, su interpretación está bastante acertada, lo que pasa es que preferiría que fuera seis meses antes de la fecha del nombramiento”.

El integrante Soto Solano, indica: “Ah, okey, de todas formas, la juramentación no fue mucho tiempo posterior, fueron realizadas muy prontas”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Fue en enero”.

El integrante Soto Solano, prosigue: “Sí, entonces, en este caso sería un mes de diferencia, tal vez”.

El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Entiendo entonces que don Arnoldo sí estaría interesado en la reelección, ¿verdad? A mí me parecería más bien, si fuera así que quedara aquí en este artículo, el interés de él y más bien trasladar a la Corte Plena, ese interés y solicitar que se proceda de inmediato con todo el proceso porque ya sabemos el caso de don Freddy que ya no tiene interés, solamente que se vence el periodo de él y ya, a mí me parece que sí es necesario y por todo el plazo que lleva esto, hacer la excitativa a Corte para que proceda a abrir el procedimiento y se elijan las plazas que faltan y que se tutelan en el Tribunal Electoral Judicial, que son las que están para la representación, del Colectivo Judicial.

Pero también deberíamos de aprovechar este artículo don Juan Carlos y compañeros, para hacer una excitativa a Corte Plena de que nombre los tres integrantes suplentes por parte del patrono que eso sí es una urgencia y entonces me parece que más bien este artículo debería permitirnos hacer toda la integración de la parte colectiva y la parte patronal, y más bien yo lo que propondría aquí es que nosotros hagamos aquí una excitativa a Corte para que reanude eso. 

Los procedimientos de verdad son muy caros, muy caros para los resultados que estamos obteniendo, tanto en lo interno como hacia los externo. Lo que se pagó en las licencias y demás, es un costo muy alto que pagamos todos los que integramos el Fondo, ¿verdad?, no es que lo paga Corte sino los que integramos el Fondo, incluso en algo que, bueno, que siempre guardaré mí distancia, el apoyo que se está dando por parte del personal de la JUNAFO para con el Tribunal, cosa que no comparto, siempre voy a decirlo, no lo comparto, eso debería de ser independiente para evitar malos entendidos, pero bueno, ya hecho, hecho está y está autorizado, pero mantendré mi posición en ese sentido. Pero sí creo que es necesario que realicemos esto y, si don Arnoldo está expresando su anuencia a ser reelecto en un próximo proceso de elección deberíamos aprovechar más bien este momento, incluirlo dentro del acuerdo y mandarlo a Corte, por lo menos ese es mi humilde parecer, gracias”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Muchas gracias don Rodrigo, diría que por cortesía decirle a don Freddy que si está anuente para que haya una manifestación expresa de que no tiene interés y así comunicárselo a Corte, y con lo demás que usted nos habla don Rodrigo, estoy completamente de acuerdo”.

El integrante Hernández Solano, indica: “Entiendo que lo que dice don Rodrigo, es algo muy claro lo que se necesita es… bueno, teniendo la nota de Freddy que se proceda entonces al nombramiento de los tres suplentes del Patrono y los dos suplentes del Colectivo Judicial que quedan o que faltan ¿es así verdad?”.

El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Así es, o sea, lo primero es lo primero que es ustedes y aprovechar como dice don Rodrigo para instar a la Corte a que realice el procedimiento para los tres suplentes de la parte patronal que no tenemos”.

El integrante Hernández Solano, responde: “Okey gracias, muy amable”. 

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces, ahí está el acuerdo, como queda. Ahí podemos poner un punto con lo indicado por don Rodrigo y también hacerle la invitación a don Freddy de si está de acuerdo o no en continuar porque es mejor tenerlo por escrito y así enviarle a la Corte Plena la manifestación de voluntad de él”.

Se acuerda:	De conformidad con las manifestaciones plasmadas anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N.° 0016-DJA-2024 del 17 de enero de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, mediante el cual informa a detalle los plazos de los nombramientos de las actuales personas integrantes de este órgano colegiado. 2.) Los miembros de esta Junta Administradora tomarán nota de las fechas de vencimiento de sus nombramientos, con el fin de que valoren e informen anticipadamente si desean someterse o no a los procesos de reelección previstos en la normativa vigente. 3.) Tomar nota de la anuencia del licenciado Arnoldo Hernández Solano, para ser reelegido como integrante de esta Junta Administradora, por lo tanto, se remite a la Corte Plena a fin de que se inicie el proceso correspondiente. 4.) Instar a la estimable Corte Plena a reanudar el procedimiento para la elección de los integrantes suplentes de esta Junta Administradora en representación de la parte patronal. 5.) Se invita al licenciado Freddy Chacón Arrita, a manifestar su interés o desinterés en la reelección como integrante de esta Junta Administradora. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría Interna de la JUNAFO y de la Dirección de la JUNAFO, para lo que corresponda. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc161647784]ARTÍCULO VI

Documento N° 107-2023 / 124-2024 / 169-2024

En sesión N° 011-2024 del 27 de febrero de 2024, artículo VI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“(…)

Se acordó: Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente y considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0057-DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, esta Junta por mayoría dispone: 1.) Aprobar el anteproyecto de presupuesto para el periodo 2025, a cargo de la Dirección de la Junta Administradores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, relacionado con el programa N.° 951 “Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, así como las recomendaciones emitidas en el citado oficio, con las observaciones realizadas por los integrantes de este órgano colegiado, en consecuencia: a.) Admitir el cambio de la condición de las plazas extraordinarias a ordinaria, según se detalla en la tabla N.° 7 del documento. 

Tabla N.º 7
Detalle de plazas extraordinarias para análisis de nueva condición a “ordinaria” 
	Categoría de la plaza
	Área
	Cantidad

	Asesor Jurídico
	Asesoría Legal de la JUNAFO
	1

	Profesional en Informática 2
	Unidad de Tecnología
	3

	Técnico Administrativo 1
	Subproceso de Jubilaciones y Pensiones
	1

	Asistente Administrativo 3
	Subproceso de Jubilaciones y Pensiones
	1

	Asistente de Prosecretario
	Secretaría de la JUNAFO
	1

	Jefe Administrativo 4
	Unidad de Auditoría
	1

	Profesional 2 Administrativo
	Unidad de Auditoría
	2

	Cantidad 
	10



b.) Incorporar las siguientes plazas a partir del periodo 2025: 

Tabla N.º 12
Detalle de nuevas plazas
	Categoría de la plaza
	Área
	Condición
	Cantidad

	Jefe Administrativo 4
	Unidad de TI
	Extraordinaria
	1

	Profesional Administrativo 2
	Unidad de Apoyo y Control Administrativo
	Ordinaria (1)
	1

	Profesional Administrativo 2
	Auditoría Interna
	Extraordinaria (2)
	2

	Técnico Jurídico
	Asesoría Legal
	Extraordinaria
	1

	Asistente Administrativo 3
	Auditoría Interna
	Extraordinaria
	1



2.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para realizar los trámites correspondientes. 
Voto de minoría: El integrante Parris Quesada Madrigal vota por no aprobar el anteproyecto de presupuesto para el periodo 2025, remitido por la Dirección de la JUNAFO hasta no contar con la información solicitada.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.
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Aunado a lo anterior y de acuerdo con las manifestaciones realizadas por los integrantes de este órgano colegiado en el artículo citado anteriormente, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, oficio N.° 0084-DJA-2024, del 06 de marzo de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Como es de su conocimiento y del cuerpo colegiado que usted representa, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (La JUNAFO), en la sesión celebrada el 27 de febrero de 2024, conoció el oficio N.° 0057-DJA-2024 de la Dirección de la JUNAFO, referente al informe del anteproyecto de presupuesto para el periodo 2025, sobre el cual, se acordó:

1. Solicitar a la Dirección de la JUNAFO, una ampliación del informe para que se refiera al comportamiento de los gastos variables considerados como significativos en el próximos años con el fin de exponer que, el uso de la reserva para el periodo 2025 es circunstancial y no la normalidad en la formulación presupuestaria para años futuros. 

Con el fin de atender la solicitud planteada, es menester señalar que, en el punto N.° 3 Estimación de ingresos periodo 2025, se especificó que, la partida de remuneraciones más gasto variable, asciende a la suma de ¢1.978.710.249,00 aproximadamente, los cuales se pueden cubrir en un 95,54% de acuerdo con la estimación de ingresos para ese periodo. El restante (4,46%) que corresponde a la suma de ¢88.344.249,00 aproximadamente se deberá de cubrir con los recursos acumulados de años anteriores que posee la JUNAFO, según consta en sus últimos estados financieros. 

Al respecto, es importante mencionar que, para este periodo se están incorporando partidas específicas y exclusivas, lo cual, no quiere decir que, para años futuros la normalidad sea que se supere la estimación de ingresos que corresponde, por lo cual, a continuación se expone el detalle de las partidas que se consideran significativas y estarán disminuyendo o aumentando en los próximos dos años, cual evidencia una disminución en la formulación del presupuesto (gasto variable) siempre y cuando no surjan nuevas necesidades de la JUNAFO o del ente supervisor del régimen, la SUPEN.

Gráfico N.° 1 Comportamiento del Gasto Variable periodos 2024-2027


Del grafico anterior, se evidencia una tendencia hacia la baja del gasto variable justificado principalmente porque en la actualidad se están llevando a cabo proyectos operativos y contrataciones relacionadas al campo de la tecnología, para alinearnos al cumplimiento normativo que establece el Ente Supervisor. Se destaca la contratación para el desarrollo del Marco de Gestión de Tecnología de la Información y la necesidad de horas de desarrollo externas, compra de equipo tecnológico por vida útil (cada 5 años), las cuales se estiman que para el año 2027 ya no sean necesarias en la misma magnitud, disminuyendo el gasto variable. 

Ahora bien, si al punto anterior le sumamos otras partidas (fuera del campo de la tecnología) que ya no van a ser necesarias, se estima una disminución del gasto variable en aproximadamente ¢101.129.462,32 en el año 2027 en comparación con el presupuesto del periodo 2025 considerando que a pesar de que se estarán dando dichas disminuciones, el costo de supervisión de SUPEN tendrá una tendencia cuantiosa al alza de forma anual.

A continuación, se presenta un detalle de las subpartidas más relevantes:

Tabla N.° 1 Comportamiento del Gasto Variable periodos 2024-2027, grupos relevantes

	Grupo /Artículo
	Descripción
	2024
	2025
	2026
	2027

	Grupo: 101
	ALQUILERES
	114 792 522,00
	124 917 522,00
	123 417 522,00
	123 417 522,00

	Art. : 19606
	ALQUILER VEH/MICROBUS
	0,00
	2 500 000,00
	1 000 000,00
	1 000 000,00

	Grupo: 103
	SERVICIOS COMERCIALES Y FINANCIEROS
	73 983 884,00
	54 436 357,00
	56 436 357,00
	52 436 357,00

	Art. : 22914
	ESCANEO DE DOCUMENTO TAMAÑO CARTA
	2 015 007,00
	4 000 000,00
	4 000 000,00
	0,00

	Grupo: 104
	SERVICIOS DE GESTIÓN Y APOYO
	162 834 086,00
	134 435 579,00
	112 131 579,00
	92 131 579,00

	Art. : 23634
	CONSULTORIA EN INFORMATICA
	44 304 000,00
	42 304 000,00
	20 000 000,00
	0,00

	Grupo: 299
	ÚTILES, MATERIALES Y SUMINISTROS DIVERSOS
	7 297 799,00
	7 356 766,00
	4 693 302,00
	4 693 302,00

	Art. : 25432
	KIT DISPOSITIVO MANOS LIBRES AUDIFONO DISCRETO INALAMBRICO
	1 958 570,00
	1 733 248,00
	0,00
	0,00

	Art. : 25471
	AUDIFONOS
	0,00
	930 216,00
	0,00
	0,00

	Grupo: 501
	MAQUINARIA, EQUIPO Y MOBILIARIO
	8 218 009,00
	42 629 310,00
	20 452 234,88
	14 436 871,68

	Art. : 25713
	CAMARA WEB
	0,00
	585 981,00
	0,00
	0,00

	Art. : 25029
	SILLA SPR-02 PREMIUM BRAZO DE ÁNGULO DE GIRO
	0,00
	1 063 761,00
	0,00
	0,00

	Art. : 16909
	COMPUTADORA PORTATIL (LAPTOP)
	0,00
	27 670 671,00
	20 452 234,88
	14 436 871,68

	Art. : 19604
	COMPUTADORA ESCRITORIO
	0,00
	12 029 509,00
	0,00
	0,00

	Art. : 25521
	MICROCOMPUTADORA PARA SALAS DE JUICIO
	0,00
	1 279 388,00
	0,00
	0,00

	Grupo: 599
	BIENES DURADEROS DIVERSOS
	96 499 138,00
	75 670 137,00
	75 670 137,00
	25 670 137,00

	Art. : 24688
	DESARROLLO DE SISTEMAS INFORMATICOS DE MAYOR COMPLEJIDAD
	50 000 000,00
	50 000 000,00
	50 000 000,00
	0,00

	Grupo: 601
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES AL SECTOR PÚBLICO
	2 791 169,00
	82 541 169,00
	92 279 443,00
	108 071 609,00

	Art. : 25928
	SERVICIO DE SUPERVISION (SUPEN)
	0,00
	79 750 000,00
	89 488 274,00
	105 280 440,00

	
	TOTAL GASTO VARIABLE CONSIDERANDO LAS OTRAS PARTIDAS
	612 200 455,00
	644 461 946,00
	607 555 680,88
	543 332 483,68

	
	CAMBIO EN COMPARACIÓN AL PRESUPUESTO ANTERIOR 
	
	32 261 491,00 
	- 36 906 265,12 
	- 64 223 197,20 



Ahora bien, otros puntos importantes por considerar en temas presupuestarios y que permitiría ampliar aún más el margen en comparación con la estimación de ingresos son los siguientes:

1. A nivel únicamente de presupuesto, se tiene que reclasificar un monto de ¢40.000.000,00 de la partida de salario escolar que tiene que ser parte del monto que asume el Poder Judicial respecto a las plazas “antiguas”. Se aclara que es solo a nivel de presupuesto y no del pago que está asumiendo la JUNAFO.

1. Dada la aprobación de nuevas plazas y contrataciones externas a partir del presupuesto 2025, la necesidad de formular una reserva para nuevos proyectos operativos tendría que empezar a disminuir.

Por lo anterior, considerando las proyecciones realizadas, se concluye que, para los presupuestos 2026 y 2027 el gasto variable va a disminuir paulatinamente, si comparamos el presupuesto del año 2025 con el del año 2027 se estima una disminución de aproximadamente ¢200.000.000,00 (doscientos millones de colones) por los siguientes conceptos: gasto variable, reclasificación partida salario escolar, rebaja en la reserva de proyectos operativos; para atender nuevas necesidades o requerimientos que a bien estimen las personas del Órgano Máximo de Dirección. 

Esperando que la información sea de su completa satisfacción y anuentes a cualquier aclaración o adición que requieran, (…)”.
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido y aprobado el oficio N.° 0084-DJA-2024, del 06 de marzo de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, mediante el cual remite la Adición al Informe de Anteproyecto Presupuesto-Periodo 2025 de la JUNAFO, Programa N.° 951. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647786]ARTÍCULO VII

Documento N° 142-2024 / 183-2024

En sesión extraordinaria N° 010-2024 del 26 de febrero de 2024, artículo único, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Se acordó: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, al 31 de diciembre de 2023, auditados por el Despacho Carvajal & Colegiados. 2.) Esta Junta Administradora toma nota de las observaciones realizadas por las personas integrantes del citado Comité, así como de las aclaraciones realizadas por el licenciado Luis Abarca, auditor interino de la JUNAFO, con el fin de que sean subsanadas por parte de la Administración y de la Auditoría externa, en el plazo máximo de 10 días hábiles a partir de la comunicación de este acuerdo. 3.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que ejecute la remisión a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, conforme establece la normativa. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -

[bookmark: _Hlk161537456]Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, remitido mediante oficio N.° 0102-SAF/DJA-2024, del 08 de marzo de 2024; relacionado con los cambios solicitados por el Comité de Auditoría y por este órgano colegiado referente a los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, al 31 de diciembre de 2023, auditados por el Despacho Carvajal & Colegiados.

A continuación, se incluyen los archivos que contienen el informe completo:





Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por rendido el oficio N.° 0102-SAF/DJA-2024, del 08 de marzo de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; relacionado con los cambios solicitados por el Comité de Auditoría y por este órgano colegiado, a los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, al 31 de diciembre de 2023, auditados por el Despacho Carvajal & Colegiados. 2.) El Comité de Auditoría y la Auditoría interna tomarán nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ARTÍCULO VIII

Documento N° 1096-2023 / 1228-2023 / 180-2024

En sesión N° 047-2023 del 21 de noviembre de 2023, artículo X, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“(…)

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la solicitud presentada por el señor Carlos Montero Zúñiga, jubilado judicial, remitida mediante correo electrónico del 08 de noviembre del 2023. 2.) Hacer de conocimiento del señor Montero Zúñiga, el detalle de las capacitaciones, remitido por la Dirección de la JUNAFO.

	Nombre del Curso
	Inversión
	Periodo

	Capacitación interna para las personas integrantes de la JUNAFO en temas como: gobierno corporativo, marco regulatorio, apetito de riesgos, mercados financieros, gestión de las inversiones y riesgos).
	No representó ningún costo adicional Capacitación realizada por personas de la Dirección de la JUNAFO y sus asesores externos.
	2022 - 2023

	Estrategia Empresarial
	₵8.438.562,00
	2022

	Programa de Portafolios Financieros para Juntas Directivas y Comités de Inversión y Riesgos
	₵165.946,86
	2023

	Programa Especializado en Control Interno y Gestión de Riesgos[footnoteRef:12] [12:  Nota: actualmente se está impartiendo el curso.] 

	₵654.534
	2023

	Estrategia Empresarial
	₵5.200.065,00
	2023

	Estructura y Riesgos de los Sistemas de Pensiones[footnoteRef:13] [13:  Nota: actualmente se está impartiendo el curso.] 

	₵995.321,92
	2023



3.) Asimismo, se le aclara al petente que la información suministrada se encuentra disponible al público en general en la página web de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad”.

- 0 -

Posteriormente, en sesión N° 02-2024 del 18 de enero de 2024, artículo XXXVIII, se tuvo por conocida la solicitud de ampliación presentada por el señor Carlos Montero Zúñiga, jubilado judicial, mediante correo electrónico del 15 de diciembre del 2023 y se le trasladó a la Dirección de la JUNAFO, a fin de que remitiera a este órgano colegiado, un cuadro con el detalle de la información solicitada por el gestionante.

Así mismo, se le reiteró al señor Montero Zúñiga que la información solicitada se encuentra disponible al público en general en la página web de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

En relación con lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, oficio N.° 0099-DJA-2024 del 11 de marzo de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO; el cual literalmente dice:

“Como es de su conocimiento y del estimable cuerpo colegiado que usted preside, el 15 de diciembre del 2023 se recibió correo electrónico por parte del jubilado judicial Carlos Montero Zúñiga, solicitando expresamente:

“(…) solicito se haga de conocimiento de la Junta el presente correo, ya que si bien es cierto me respondieron parcialmente mi solicitud, dando montos absolutos y me remitieron las palabras de los integrantes de ese Órgano Colegiado, no se me facilitó el detalle de las personas que recibieron capacitación y el costo por persona de cada capacitación (…)”.

Al respecto, en sesión N.º 02-2024 celebrada el 18 de enero de 2024, artículo XXXVIII, la Junta dispone:

“(…) 1.) Tener por conocida la solicitud de ampliación presentada por el señor Carlos Montero Zúñiga, jubilado judicial, mediante correo electrónico del 15 de diciembre del 2023. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, a fin de que remita a este órgano colegiado, un cuadro con el detalle de la información solicitada por el señor Montero Zúñiga. 3.) Se le reitera al señor Montero Zúñiga que la información suministrada se encuentra disponible al público en general en la página web de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (…)”

Con el fin de atender el punto N.° 2 de dicho acuerdo, a continuación, se detallan los cursos que la JUNAFO les canceló a las personas integrantes de este Órgano Máximo de Dirección con el fin de refrescar, actualizar o reforzar conocimientos durante los años 2022 y 2023:

Tabla N. ° 1 Detalle de cursos

	Nombre del Curso
	Nombre de las personas que recibieron el curso
	Inversión por persona
	Inversión total
	Periodo

	Capacitación interna para las personas integrantes de la JUNAFO en temas como: gobierno corporativo, marco regulatorio, apetito de riesgos, mercados financieros, gestión de las inversiones y riesgos.
	
	No aplica
	No representó ningún costo. Capacitación realizada por personas servidoras de la Dirección de la JUNAFO y sus asesores externos.
	2022 – 2023

	Estrategia Empresarial (Instituto Centroamericano de Administración de Empresas)
	Arnoldo Hernández Solano
Parris Quesada Madrigal
Oslean Mora Valdez, quien sustituyó a Rodrigo Arroyo Guzmán ya que por motivos personales no pudo asistir.
	₵2.812.844,00
	₵8.438.562,00
	2022

	Programa de Portafolios Financieros para Juntas Directivas y Comités de Inversión y Riesgos (Bolsa Nacional de Valores)
	Arnoldo Hernández Solano 
Parris Quesada Madrigal
	₵82.973,43
	₵165.946,86
	2023

	Programa Especializado en Control Interno y Gestión de Riesgos (Centro de Investigación y la Capacitación en Administración Pública de la Universidad de Costa Rica).
	Parris Quesada Madrigal
	₵654.534,00
	₵654.534,00
	2023-2024

	Estrategia Empresarial (Instituto Centroamericano de Administración de Empresas)
	Juan Carlos Segura Solís
Rodrigo Arroyo Guzmán
	₵2.600.032,50
	₵5.200.065,00
	2023

	Estructura y Riesgos de los Sistemas de Pensiones (CAPEc UCR)
	Arnoldo Hernández Solano
Parris Quesada Madrigal
Rodrigo Arroyo Guzmán
Alexander Arguedas Vindas
	₵248.830,48
	₵995.321,92
	2023



Al respecto, es importante mencionar que, la inversión económica realizada para la cobertura de las capacitaciones fue realizada de acuerdo con los presupuestos aprobados por las personas estimables del Órgano Máximo de Dirección,

Por otra parte, se reitera que las personas de la JUNAFO a quién se les facilitó estas capacitaciones cumplen con todos los requisitos normativos para ocupar los distintos puestos como integrantes de la Junta Administradora. Ahora bien, tanto las personas de la JUNAFO como de su cuerpo administrativo requieren refrescar o reforzar conocimientos cada vez que se considere necesario de acuerdo con la normativa aplicable, como el Reglamento de Gobierno Corporativo, Reglamento de Riesgos, Reglamento de Gestión de Activos y Reglamento de Idoneidad, las buenas prácticas, las oportunidades que brinde el mercado, entre otras.

En virtud de lo anterior, para lo que a bien se estime por parte de las personas integrantes de la JUNAFO, se da por atendida la información solicitada por el jubilado judicial Montero Zúñiga. 

Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o adición que se requiera”.

- 0 -

Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Sólo quisiera aclarar y debido a lo que viene aquí como antecedentes y a lo que otra persona había gestionado, quisiera aclarar y que quede así en el acta que, los procesos de capacitación en esta Junta realmente son un insumo para la toma de decisiones y la preparación y actualización, y todo, de conformidad a la reglamentación existente y, que se ha dado desde el inicio de esta Junta, es decir, desde el año 2020, que no es un tema de esta Junta actual.

Si quiera que quede expresamente en el acta para evitar cualquier malentendido porque aquí estamos hablando del 2022 en adelante, pero realmente las capacitaciones han surgido en esta Junta como cuerpo desde sus inicios”.

Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por rendido el oficio N.° 0099-DJA-2024 del 11 de marzo de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO; en el cual remite informe ampliado referente a las capacitaciones recibidas por los integrantes de este órgano colegiado durante los periodos 2022 y 2023. Lo anterior, en atención a lo solicitado por esta Junta Administradora en sesión N.º 02-2024 celebrada el 18 de enero de 2024, artículo XXXVIII. 2.) Se aclara que, desde la conformación de la primera Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los procesos de capacitación han sido un insumo importante para la toma de decisiones del cuerpo colegiado que lo conforma, por lo tanto, no corresponde a un tema de nueva data, emanado por sus nuevos integrantes. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Carlos Montero Zúñiga, jubilado judicial. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc158630994][bookmark: _Toc161647790]COMITÉS TÉCNICOS DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc156412277][bookmark: _Toc157495767][bookmark: _Toc161647791]ARTÍCULO IX
[bookmark: _Toc156412278]
Documento N° 200-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° CA 12-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el doctor Alexander Arguedas Vindas, por su orden, presidente y secretario del Comité de Auditoría, mediante el cual remiten el acta de dicho Comité correspondiente a la sesión N° 002-2024, celebrada el 29 de enero de 2024.

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo y su anexo.





Se acordó:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibida y aprobada el Acta del Comité de Auditoría N° 002-2024, correspondiente a la sesión celebrada el 29 de enero de 2024. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda. Se procede con la votación, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647793]ARTÍCULO X

Documento N° 201-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° CA 13-2024 del 26 de febrero de 2024, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el doctor Alexander Arguedas Vindas, por su orden, presidente y secretario del Comité de Auditoría, mediante el cual remiten el acta de dicho Comité correspondiente a la sesión N° 003-2024, celebrada el 23 de febrero de 2024.

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo y su anexo.





Se acordó:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibida y aprobada el Acta del Comité de Auditoría N° 003-2024, correspondiente a la sesión celebrada el 23 de febrero de 2024. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda. Se procede con la votación, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647795][bookmark: _Toc156480995]ARTÍCULO XI
[bookmark: _Toc157495774]
Documento N° 171-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° CA 11-2024 del 24 de febrero del 2024, suscrito por el máster Arturo Baltodano Baltodano y el doctor Alexander Arguedas Vindas, por su orden, presidente y secretario del Comité de Auditoría, mediante el cual hacen de conocimiento el acuerdo tomado por dicho Comité en sesión N° 003-2024, celebrada el 23 de febrero de 2024, artículo cuarto, que literalmente dice:

“(…)

ARTÍCULO 
CUARTO:	

Se conoce oficio N° 0003-AI/DJA-2024 suscrito por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoría Interna de la JUNAFO, remitido mediante correo electrónico del 9 de febrero de 2024, relacionado con el informe EST-01-2024 “Informe de cierre del Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna, periodo 2023”.





Manifestaciones:

El máster Arturo Baltodano Baltodano, presidente del Comité de Auditoría, indica: “Le pregunto a los compañeros presentes si tienen alguna observación, comentario o sugerencia a nuestro auditor interno con relación a este informe de cierre del programa de Auditoría Interna”.

El integrante licenciado Arnoldo Hernández Solano, manifiesta: “Ninguno de mi parte don Arturo”.

El integrante doctor Alexander Arguedas Vindas, expresa: “De mi parte tampoco”.

El integrante licenciado Parris Quesada Madrigal, indica: “No tengo observaciones al respecto”.

El presidente Baltodano Baltodano, señala: “De mi parte Luis, agradecer por el desempeño que usted ha tenido a lo largo de todo este año con su equipo de trabajo para poder cumplir con el programa, me leí su informe completo y vi el tema de que por algunas circunstancias importantes no se pudo cumplir con el 100% del mismo, pero sabemos que son muy justificables y motivarlo a seguir adelante con ese deseo y ese ímpetu que tiene su departamento para la consecución del programa, muchas gracias a usted y que se le externe el agradecimiento a todo su equipo de trabajo”.

El licenciado Luis Abarca Padilla, jefe de Auditoría Interna de la JUNAFO, responde: “Muchas gracias don Arturo, recibimos de muy buena forma esos buenos comentarios”.

Acuerdo: Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0003-AI/DJA-2024 y el informe N° EST-01-2024, correspondiente al informe de cierre del Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna de la JUNAFO, del 2023; suscrito por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoría Interna de la JUNAFO, remitido mediante oficio 0003-AI/DJA-2024, del 9 de febrero de 2024. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de la Auditoría interna para lo que corresponda. Se procede con la votación, y siendo unánime, se declara acuerdo en firme”.

- 0 -

Se acuerda: 	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Comité de Auditoría, en sesión N° 003-2024, celebrada el 23 de febrero de 2024, artículo cuarto, relacionado con el Informe de cierre del Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna, correspondiente al periodo 2023. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría interna para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES

[bookmark: _Toc161647798]ARTÍCULO XII

Documento N° 188-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° SP-272-2024 del 13 de marzo de 2024, suscrito por la señora Rocío Aguilar M., de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, el cual dice literalmente:

“Dadas las potestades del artículo 36 de la Ley 7523, “Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio[footnoteRef:14]”, esta Superintendencia informa el resultado del estudio comunicado en el oficio SP-1215-2023 del 11 de octubre de 2023, cuyo objetivo fue evaluar las funciones de control establecidas en el Reglamento de Gobierno Corporativo: Auditoría Interna, Cumplimiento y Riesgos. [14:  Reformado según Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador ] 


Los resultados de esta supervisión fueron comunicados en la reunión de salida realizada el 20 de febrero de 2024, en la cual participaron por parte del Fondo: Juan Carlos Segura Solís, Presidente de la JUNAFO, Oslean Mora Valdez, Director Ejecutivo a.i., Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento, José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Riesgos y Luis Abarca Padilla, Jefe de Auditoría Interna y por la Superintendencia los funcionarios: Mauricio Soto Rodríguez, Rocío Hernández Morelli, Tatiana Martínez Navarro y Mauricio Guzmán Pérez.

En el informe adjunto se destacan los siguientes aspectos: 

1. Incumplimiento del Reglamento de Gobierno Corporativo, y del Reglamento sobre Idoneidad y Desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia, por parte de la Función de cumplimiento.
2. Ausencia de evaluaciones orientadas a riesgos por parte de la Auditoría Interna y la Función de Cumplimiento.
3. Debilidades de control en la Función de Auditoría Interna.

Es de interés de esta Superintendencia que los aspectos informados sean analizados por el Órgano de Dirección como máximo responsable de la organización; dentro de un enfoque preventivo de riesgos. El análisis requerido podrá ser realizado en conjunto con el o los responsables de las funciones evaluadas y deberá comprender la identificación de causas, posibles riesgos asociados, así como la propuesta de las medidas que resulten pertinentes para fortalecer el diseño y funcionamiento del gobierno corporativo y de su marco de gestión del riesgo.

Dado lo anterior, en un plazo de treinta días hábiles, posteriores al recibo de esta comunicación, el Órgano de Dirección deberá referirse a los aspectos señalados en el informe adjunto y remitir un plan de acción aprobado por ese cuerpo colegiado, con el detalle de las actividades a realizar, plazos de su ejecución, funcionarios responsables de implementarlas y los que realizarán la validación del cumplimiento de las actividades propuestas, si así corresponde.

En caso de que alguno de los aspectos informados haya sido subsanado a la fecha de esta comunicación, se deberá suministrar la evidencia documental pertinente (en forma electrónica), para su respectiva valoración”.
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el oficio completo:



Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “No sé si don Oslean quiera referirse a ese tema. Esto fue la reunión que tuvimos con ellos ¿verdad don Oslean?”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, amplía: “Sí señor. La Superintendencia de Pensiones – SUPEN, realiza un estudio especial sobre los órganos de control de la JUNAFO, básicamente de la Auditoría Interna, Función de Cumplimiento y Riesgos. En un inicio valora la SUPEN que debería duplicarse, fue básicamente lo que nos indicó en esa reunión, duplicarse la capacidad instalada de personal en esas áreas, lo cual nos convertía en una estructura bastante pesada que ya se encuentra bastante pesada, si tomamos en consideración cuanto representa las funciones de control dentro de la estructura con que actualmente cuenta la Junta Administradora.

En este informe ya no nos están haciendo la solicitud que les estoy haciendo referencia, pero nos están indicando, bueno, necesitan mejorar algunos aspectos de control, especialmente sobre el tema de la Función de Cumplimiento, porque a criterio de la SUPEN la función de cumplimiento no está cubriendo o no está supervisando toda la reglamentación que debería estar supervisando”.

El integrante presidente Segura Solís, interviene: “La reunión fue un poco cansada en el sentido de que ellos llegan a decirnos que hay funciones que tienen que ser ejercidas o ejercitadas por personas externas a la Junta, entonces volvimos a decirles que somos un órgano desconcentrado, que no tiene patrimonio propio, que estamos supeditados bajo los estándares y regímenes del Poder Judicial y es cuando quedan sorprendidos de nuevo.

Es decir, no nos habían puesto atención a lo largo de las reuniones que tuvimos en aquellas épocas cuando tuvimos reuniones con ellos muy a menudo en un período de tiempo y al oírnos no queda otro remedio que quedarse callados porque ellos pretenden que nosotros tengamos asesores externos para todos los comités y etcétera, y viendo la falta de presupuesto que tenemos pues cayeron en cuenta de la naturaleza jurídica, eso es lo que quería decir don Oslean”.

El máster Mora Valdez, prosigue: “Para que ustedes lo tengan presente, estos temas por independencia no los puede conocer la Dirección, porque los órganos de control dependen jerárquicamente, directamente de ustedes como cuerpo colegiado, entonces esos 30 días de plazo para presentar los planes de acción y los planes con los cuales van a atenderse esas recomendaciones de la SUPEN deben ser remitidos directamente a estas áreas para que en conjunto, puedan reunirse y traer una propuesta hacia sus personas.

Eso se los comento porque, al ser órganos de control yo no puedo intervenir directamente y presentarles a ustedes una propuesta, tienen que ser estos órganos los que evalúen y los que dispongan de alguna alternativa. Si estos órganos de control consideran que es necesario aumentar la capacidad instalada, si consideran necesario contratar asesores externos, si consideran que es necesario delegar parte de sus funciones a otros terceros, pues eso es un tema que deberá valorarlo, en este caso esta área de control interno junto con sus personas próximamente, entonces nada más para que lo tomen en consideración, ya en la remisión original ya los compañeros recibieron comunicación de este acuerdo, ya están trabajando en ello para que ustedes sepan y los 30 días se estarían cumpliendo en la primera semana del mes de mayo, entonces antes del 16 de abril deberían los compañeros remitirles a ustedes una propuesta de atención a este requerimiento”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, agrega: “Teniendo la claridad, la misma que cita Oslean, yo por lo menos hubiese recomendado lo que acabo de poner en el chat, que me parece que procede trasladar este asunto a la Comisión de Gobierno Corporativo, a la compañera encargada de las labores de cumplimiento y a la Auditoría Interna para que en plazo de 8 días hábiles se manifiesten al respecto, ¿y por qué en 8 días hábiles?, porque luego tiene que venir aquí, tenemos que leerlo y demás, y girar después una respuesta contundente a la gente de la SUPEN, entonces por lo menos desde mi perspectiva esa sería una propuesta de acuerdo, si ustedes a bien lo tienen”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con la propuesta de acuerdo señalada.

Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° SP-272-2024 del 13 de marzo de 2024, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, relacionado con el resultado del estudio comunicado en el oficio SP-1215-2023 del 11 de octubre de 2023, en el cual se evaluaron las funciones de control establecidas en el Reglamento de Gobierno Corporativo: Auditoría Interna, Cumplimiento y Riesgos. 2.) Trasladar a la Comisión de Gobierno Corporativo, a la Encargada de la Función de Cumplimiento, a la Auditoría interna, así como al Proceso de Riesgos, todos de esta Junta Administradora; a fin de presenten en conjunto, en el plazo máximo de 8 días hábiles a partir de la comunicación de este acuerdo; un informe sobre los aspectos destacados por la SUPEN, así como una propuesta del plan de acción con el detalle de las actividades a realizar, plazos de su ejecución, funcionarios responsables de implementarlas y los que validarán el cumplimiento de las actividades propuestas, si así corresponde. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
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Documento N° 182-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 015CJ-2024 del 22 de febrero de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 

“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR EDAD CUMPLIDA

Solicitud de Jubilación presentada por JORGE ALBERTO SALAS CAMACHO, cédula Nº 04-0114-0788, a partir del 01 de abril del 2024.

Al 31 de marzo del 2024, el señor JORGE ALBERTO SALAS CAMACHO habrá laborado para este Poder por espacio de 19 años, 6 meses, 10 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 19 años, 6 meses, 10 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 19 años, 6 meses, 10 días.

EDAD: 66 años, 9 meses, 28 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: CHOFER DE ADMINISTRACIÓN REGIONAL, ADMINISTRACION REGIONAL HEREDIA

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 103089

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: CHOFER DE ADMINISTRACIÓN REGIONAL, ADMINISTRACION REGIONAL HEREDIA

PUESTO(S) DE REAJUSTE: CHOFER DE ADMINISTRACIÓN REGIONAL, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 820,466.72

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 252,433.82 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual) 33,33%)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 817,183.84

NORMA LEGAL: Al 22 de noviembre de 2019, el señor Salas Camacho contaba con una edad de 62 años, 5 meses y 19 días, cumpliendo así con las condiciones del Transitorio VI de reforma del título IX de la Ley N.º 7333, reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N.° 9544) que establece:

“Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.° 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.” 

FÓRMULA APLICADA:

[image: Tabla

Descripción generada automáticamente]

Monto de jubilación: ¢531,926.15 (65.09% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación de la Inspección Judicial, donde se informa que no registra causas disciplinarias en trámite.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias: 

(…)

[bookmark: _Hlk161401889](…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”.
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Mediante oficio N° 0092-SAF/DJA-2024 del 11 de marzo de 2024, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Jorge Alberto Salas Camacho, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-068-2024 del 20 de febrero de 2024, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor Salas Camacho no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.

Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las once horas cuarenta y cinco minutos del veinte de febrero del dos mil veinticuatro, que indica que, en los sistemas informáticos de ese Tribunal, a nombre de Jorge Alberto Salas Camacho, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.

Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior y, tomando en consideración que el servidor judicial Jorge Alberto Salas Camacho de previo al vencimiento del plazo del Transitorio VI de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 9544 (22 de noviembre de 2019), había cumplido con los requisitos establecidos en el artículo 225 inciso b) de la Ley N°. 7333 para optar por una jubilación anticipada al tener 60 años o más, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Jorge Alberto Salas Camacho, chofer de la Administración Regional de Heredia, cuya asignación mensual bruta será de ¢531 926,15 (quinientos treinta y un mil novecientos veintiséis colones con quince céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. Lo anterior, a partir del 01 de abril del 2024. 2.) Se previene al servidor judicial Salas Camacho, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 3.) Asimismo, se previene al señor Salas Camacho, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior. 5.) La Dirección de Gestión Humana, la Dirección de la JUNAFO y la Administración Regional de Heredia, tomarán nota para los fines consiguientes. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

JUBILACIONES POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

[bookmark: _Toc159307527][bookmark: _Toc161647804]ARTÍCULO XIV

Documento N° 181-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N.° 016CJ-2024 del 04 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a ALBERTO ENRIQUE SOTELA RODAS, cédula N° 01-0983-0269 a partir del 01 de abril del 2024.

Al 31 de marzo del 2024, el señor ALBERTO ENRIQUE SOTELA RODAS habrá laborado para este Poder por espacio de 26 años, 11 meses, 11 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 26 años, 11 mes, 11 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 26 años, 11 mes, 11 días.

EDAD: 46 años, 5 meses, 15 días. 

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: PROFESIONAL EN DERECHO PARA ASUNTOS DISCIPLINARIOS, OFICINA DE ASUNTOS INTERNOS.

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 43167

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: PROFESIONAL EN DERECHO PARA ASUNTOS DISCIPLINARIOS, OFICINA DE ASUNTOS INTERNOS.

PUESTO(S) DE REAJUSTE: PROFESIONAL EN DERECHO PARA ASUNTOS DISCIPLINARIOS, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 2,301,535.02

MONTO MINIMO ESTABLECIDO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica N.° 9544 articulo N.° 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 2,152,297.80

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica N.° 9544"

FÓRMULA APLICADA: 26 años, 11 meses, 11 días (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 1,375,391.75 (76.99% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios).

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 76,99% del 83%

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación de la Inspección Judicial, donde se informa que no registra causas disciplinarias en trámite.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora ALBERTO ENRIQUE SOTELA RODAS cuenta con 26 años, 11 meses, 11 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social CCSS designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)".
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Mediante oficio N.° 0091-SAF/DJA-2024 del 11 de marzo del 2024, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Alberto Enrique Sotela Rodas, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Asimismo, se adjunta oficio N.° PJ-DGH-CAP-068-2024 del 20 de febrero de 2024, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor Sotela Rodas, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.

Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las once horas cuarenta y cinco minutos del veinte de febrero del año dos mil veinticuatro, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Alberto Enrique Sotela Rodas, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.

Así como hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 0021-2024 del 17 de enero de 2024.

Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 0021-2024 del 17 de enero de 2024, donde se declara en estado de invalidez al señor Alberto Enrique Sotela Rodas, así como del informe técnico N.° 016CJ-2024 del 04 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del servidor judicial Alberto Enrique Sotela Rodas, profesional en derecho para asuntos disciplinarios de la Oficina de Asuntos Internos, a partir del 01 de abril del 2024. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Sotela Rodas, cuya asignación mensual bruta será de ¢1 375 391,75 (un millón trescientos setenta y cinco mil trescientos noventa y uno con setenta y cinco céntimos), menos las deducciones que por Ley correspondan. 3.) Se hace de conocimiento del gestionante, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene al señor Sotela Rodas que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas en el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. 6.) Las Direcciones de Gestión Humana, de la JUNAFO y la Oficina de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial tomarán nota para los fines consiguientes. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

PENSIONES

[bookmark: _Toc160802759][bookmark: _Toc161647807][bookmark: _Toc159246563]ARTÍCULO XV

Documento N° 157-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N.° 0099-JP/DJA-2024 del 27 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a las solicitudes de pensión a raíz del fallecimiento del jubilado judicial Mario Alberto Zúñiga López, cédula de identidad 06-0283-0371, cuyo deceso acaeció el 17 de octubre de 2023 por las siguientes personas:

· (nombre 3), cédula de identidad (valor 3) (hija).
· (nombre 4), cédula de identidad (valor 4) (hija).
· Andrea Tristán Guido cédula de identidad 01-1050-0036 (cónyuge sobreviviente).
· Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) cédula de identidad (valor 1) (hijo).
· Valeria Fallas Abarca en representación legal de (nombre 2) cédula de identidad (valor 2) (hija).

I. Origen

Esta Dirección recibió las gestiones de las personas interesadas en las siguientes fechas: 

· 23 de octubre de 2023 (4 días hábiles posterior al fallecimiento), se reciben la solicitud de (nombre 3) en calidad de hija del señor Zúñiga López.

· 26 de octubre de 2023 (7 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de Andrea Tristán Guido cónyuge sobreviviente y (nombre 4) en calidad de hija del señor Zúñiga López.

· 27 de noviembre de 2023 (29 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de la señora Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2) como hija del señor Zúñiga López.

· 29 de noviembre de 2023 (31 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de la señora Karol Ramírez Chinchilla en representación legal del menor (nombre 1) como hijo del señor Zúñiga López.

Para tales efectos, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de las valoraciones socioeconómicas de las personas solicitantes.

II. Valoraciones socioeconómicas practicadas

Mediante informes N.° 23-000904-721 TS, 23-001518-0728-TS, 23-002532-0732-TS y 23-001004-721-TS recibidos por esta Dirección el 21 de noviembre 2023, 20 de diciembre de 2023 y el 09 de febrero de 2024, suscritos por las Licenciadas. Rosa Fallas Bonilla, Iza G. Elizondo Herrera, Violeta Vásquez Rivera. y la Licda. Haydee Castro Chavarria, peritas del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de las jóvenes (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras Andrea Tristán Guido, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2).

III. Consideraciones más relevantes de los estudios socioeconómicos de acuerdo con el criterio de las Profesionales en Trabajo Social

1. (nombre 3) (hija):

“(…) La referida (nombre 3) es costarricense, portadora de la cédula de identidad (valor 3), con 17 años de edad, soltera, está cursando undécimo año de secundaria en colegio técnico. Vecina de Desamparados. Se presentó puntual a la valoración, con vestimenta acorde a su sexo y edad.

De sus antecedentes familiares se relata que sus padres le procrearon en relación de noviazgo, para entonces su madre la Sra. Karen Ramírez Soto tenía 17 años de edad y el Sr. Mario Alberto Zúñiga López (difunto) 27 años de edad.

Relata la Sra. Ramírez, que cuando se enteró de su embarazo, se lo hizo saber al padre, pero él aceptó que fuera su hija, por lo que inició proceso de reconocimiento de paternidad y pensión alimentaria, la cual logró hacerla efectiva cuando (nombre 3) tenía 3 años de edad aproximadamente, ya que fue muy difícil notificarle de ese proceso.

Desde los 3 años de (nombre 3) hasta su fallecimiento, el Sr Zuñiga aportó para las necesidades materiales de su hija a través de pensión alimentaria interpuesta por Juzgado de pensiones alimentarias de Desamparados.

La Sra. Ramírez tiene tuvo dos hijas, la referida y otra hija menor de nombre (nombre 5) de 15 años de edad, quienes conforman el grupo familiar actual, junto con la abuela materna, la Sra. Lillian Soto Picado de 66 años de edad, pensionada.

Se describe que los primeros años de vida de la referida, vivían en casa de la abuela materna, pero por problemas de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la Sra. Ramírez se fue a vivir de forma independiente con sus dos hijas por varios años, durante los cuales ella trabajaba a tiempo completo para atender las necesidades de sus hijas y recibía la pensión del padre de (nombre 3) por un monto de 188.340 colones al mes y la pensión del padre de (nombre 5).

(nombre 3) padece de las siguientes enfermedades: "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", los cuales han implicado un internamiento hospitalario por aproximadamente un mes en el año 2022, consultas médicas constantes para seguimiento y tratamiento en la CCSS, las cuales se mantienen en la actualidad. Lo que a su vez implicó, que su madre no pueda trabajar a tiempo completo para acudir a todas las citas médicas, acompañar a la referida en el tratamiento e inclusive supervisar su correcta ingesta de alimentos.

Hace aproximadamente dos años, la Sra. Ramírez fue despedida de su trabajo, el padre de su hija (nombre 5) dejó de aportar la pensión (se desconoce su paradero), se dió un rebajo del aporte de la pensión del fallecido, pasó de 188.324 a 100.000 colones al mes (abril del 2023). Lo que implicó que no pudiera pagar el alquiler y atender las necesidades de su hija referida, por lo que por irse a vivir en casa de su madre en junio del presente año, a pesar de que la comunidad donde está ubicada esta vivienda, es conocida por la presencia de patologías sociales, tales como el consumo y venta de drogas. 

Agrega que actualmente su madre se mantiene (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), pero en esta casa no cuentan con el espacio adecuado para ellas y se afecta la dinámica e independencia familiar.

Se observa en la documentación que el rebajo de pensión del fallecido se dio por sentencia judicial en abril del 2023, ya que fue pensionado por invalidez. Al respecto la Sra. Ramírez indica que ella apeló esa resolución, ya que el monto ordenado no le permite atender las necesidades materiales de su hija.

Los ingresos familiares proceden de salario de la Sra. Ramírez como empleada doméstica por tres días a la semana, con ingreso de 120.000 colones al mes, además su pareja actual (sin convivencia) le ayuda con aproximadamente 45.000 colones al mes.

Con la documentación aportada se establece el siguiente cuadro resumen de la situación económica para la referida, su madre y hermana menor, para el mes de setiembre del 2023, previo al fallecimiento del Sr. Zúñiga.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

La casa que habitan propiedad de la abuela materna consta de tres dormitorios, uno utilizado por la abuela, uno por la referida, otro por la progenitora con la hija menor y uno lo usan de bodega de las pertenencias que tenían cuando vivían de manera independiente.

Se observó en buenas condiciones de aseo y mantenimiento, ubicado en zona urbana, con acceso a servicios básicos. La abuela materna de referida les solicita el pago de los servicios básicos, ya que su ingreso procede de su pensión por un monto de 150.000, quien, ante la ausencia actual del ingreso de la pensión alimentaria de la referida, les ayuda con la compra de alimentos (…)”

2. Andrea Tristán Guido (cónyuge) y (nombre 4) (hija):

“(…) Las personas referidas son la señora Andrea Tristán Guido, de 44 años de edad, costarricense, cédula de identidad: 1-1050-0036, universidad completa, viuda, vinculada al mercado laboral, se desempeña como Trabajadora Social, en el Área de Valoración Psicosociolaboral (AVAL). La evaluada labora para el Poder Judicial desde el 2011, se encuentra en propiedad. 

Por otra parte, la joven (nombre 4) de 17 años de edad, costarricense, cédula de identidad número: (valor 4), secundaria completa, en el 2023 concluyó y aprobó el undécimo año.

Relativo a los antecedentes sociofamiliares de la evaluada, se obtiene que estuvo en matrimonio con el señor Mario Alberto Zúñiga López, quien falleció a la edad de 46 años.

La señora Tristán menciona que tuvieron una relación de pareja, desde el año 2003 siendo que, en el año 2015, establecen unión libre y se casan en marzo del 2023. Durante ese tiempo de relación tuvieron una única hija (nombre 4).

Refiere la evaluada que el fallecido, tenía dos años de estar pensionado, se desempeñó como agente del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), era una persona con (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). La señora Tristán informa que el fallecido registra un grupo filial compuesto por: (nombre 1), (nombre 3) e (nombre 2), todas las personas son menores de edad.

También la evaluada indica que las hijas ((nombre 3) e (nombre 2)), recibían pensión alimentaria y apoyaba de forma voluntaria al hijo mayor, pero asegura desconocer los montos del dinero que aportaba a las personas menores de edad.

Al momento de la valoración, la evaluada integra grupo familiar monoparental materno, al lado de sus hijas: Silvana López Tristán de 27 años de edad, es médica general, vinculada al mercado laboral formal y su hija (nombre 4).

En cuanto a las condiciones económicas del grupo familiar, previas al fallecimiento del esposo de la evaluada, indica que ambos aportaban a la manutención del hogar, en este momento la señora Tristán es el principal ingreso del hogar y recibe el aporte económico de su hija mayor.

Con respecto a la organización familiar, la evaluada comenta que tienen casa propia, la cual se ubica en una comunidad rural, según consulta realizada al Instituto de Estadística y Censos (INEC). 

El pago de la casa, lo asume la señora Tristán, mediante un préstamo, siendo concordante con la planilla presentada de la segunda quincena de noviembre del 2023. Agrega, la evaluada que al asumir el pago del préstamo, la persona fallecida, aportaba a la alimentación, daba una parte del pago de la mensualidad del colegio de (nombre 4) y el pago de servicios básicos.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Fuente: Construcción propia con base a documentación aportada y entrevistas realizadas.

Es importante mencionar que con la diferencia entre ingreso y egreso el cual es de ¢166.982.12, la evaluada debe enfrentar los costos de traslado de la persona menor de edad, al centro de estudio, los cuales no se pueden evidenciar en este momento, porque acaba de finalizar la secundaria y aún no inicia los cursos universitarios. También se debe considerar los gastos anuales como el pago del colegio profesional, al cual está afiliada la señora Andrea, por un monto de ¢132.138.00, siendo consistente con el comprobante de pago del Colegio de Trabajadores Sociales. Otro gasto anual, corresponde a los lentes de (nombre 4), con un costo de ¢66.700.00, según la factura 29708180, de ASEMBIS Alajuela, en fecha 11/02/23.

La joven (nombre 4) recibe tratamiento psicológico desde julio del 2023, a nivel privado por presentar "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", con un costo de ¢28.000 colones mensuales, siendo consistente con el comprobante de asistencia a Terapia. Al revisar la constancia, se anota por parte del Mag. Kenneth González que no se agendaron citas, "en próximos meses, por limitaciones económicas de la madre".

Por otra parte, la evaluada refiere que la persona fallecida antes de presentar complicaciones en la condición de salud, utilizó la tarjeta de crédito para comprar materiales para iniciar un proyecto, por lo que ahora se prepara para vender los materiales y recuperar el dinero invertido.

(nombre 4) se encuentra atravesando el proceso de duelo, a pesar de ello, se mostró expresiva, respetuosa y amable durante la entrevista. La joven informa que a pesar de lo sucedido y su condición emocional, logra ganar el curso lectivo, por lo cual, se prepara para iniciar sus estudios universitarios. (nombre 4) expresa que su deseo es iniciar la carrera de administración, también realizar un curso de lashista y estética, así como retomar otros proyectos personales.

Al respecto, la joven presenta constancia del East Side High School, en donde se anota que la evaluada curso y aprobó el undécimo año, durante el período lectivo 2023, en fecha 12/12/23. También se aportaron los planes de estudios de ambas carreras.

Al momento de la valoración domiciliaria, se logra observar los recursos de apoyo que tenía la persona fallecida (silla de ruedas, prótesis), es una vivienda construida en su totalidad de cemento, tiene tres habitaciones. (…)”

3. (nombre 1) (hijo):

“(…) Conforme a la agenda que al efecto lleva este despacho, se envió boleta de citación mediante la Oficina de Comunicaciones Judiciales, a fin de que la persona referida se presentara el día 15-12-2023 a las 2:00 pm horas en las Oficinas de Trabajo Social y Psicología de Cartago. 

La progenitora se presentó e indicó en su calidad de representante legal de la persona referida.

Luego, se le explicó la metodología a emplear en cuanto a la valoración social y consentimiento informado, ante lo cual solicitó otro espacio para apersonarse con su hijo. Al respecto, se le asignó cita el día 20-12-2023 en horas de la mañana y se presentó junto con la persona referida.

Sin embargo, la señora Karol Ramírez Chinchilla manifestó no estar de acuerdo con participar en la valoración social indicando “considero un derecho de mi hijo recibir esta pensión y no estoy de acuerdo en exponer mi vida privada. La solicitaré por medios legales. Lo anterior en calidad de madre y representante legal de mi hijo”. 

Por otra parte, el joven (nombre 1), de 17 años de edad, no estuvo de acuerdo en que se practicara la valoración social, indicando "ya que no deseo decir mi vida privada".
 
En ese sentido, se le respetó el derecho de voluntariedad en su condición de persona menor de edad, así mismo dadas las limitaciones expuestas no es posible realizar la presente referencia y por tanto se procede al cierre de carpeta en esta oficina. (…)”

4. (nombre 2) (hija):

“(…) La señora Valeria Fallas Abarca solicitó la pensión en representación de su hija (nombre 2), quien era hija del jubilado fallecido el señor Mario Alberto Zúñiga López.

La solicitante es costarricense con cédula de identidad (valor 2) años, estudiante de primaria, este año cursa el cuarto grado en un centro educativo privado, lugar donde se encuentra inscrita desde preescolar, presenta buen rendimiento académico según se reportó.

(nombre 2) es hija única, se ha desarrollado con la progenitora, se reportó que el progenitor nunca conformó grupo familiar con ella, sin embargo, desde su nacimiento la reconoció legalmente y mantuvo interrelación paterno-filial, además de aportarle económicamente, no obstante a los 5 años de (nombre 2) la señora Valeria solicitó la pensión alimentaria porque presuntamente durante algunos meses no cumplió responsablemente.

Al establecerse la pensión se cancelaba mediante deducción de planilla por un monto de ¢ 90.000 lo que se mantuvo hasta mayo del 2023, porque las partes acordaron el archivo del expediente, a fin de que él asistiera a una actividad fuera del país y él se comprometió a aportar ¢100 000 por mes, dinero que lo entregaba personalmente a la abuela materna de la niña de manera puntual, lo que fue confirmado por la señora Olga Marta Abarca Agüero, en la entrevista realizada. Dicha suma presuntamente fue conocida por terceros, quienes así lo manifestaron mediante declaración jurada.

El dinero aportado por el fallecido era complementario al salario que devenga la madre de la niña, quien se desempeña como auxiliar administrativa en la jefatura de la defensa pública en el I Circuito Judicial de San José.

La señora Fallas Abarca ha sido la encargada de administrar el dinero para el pago de los egresos del grupo familiar, entre los que se destacan las necesidades básicas, gastos de educación y salud, entre otros.

El grupo familiar de la niña está conformado por la madre, quien tiene 38 años, es soltera, sin pareja, Licenciada en Criminología y Bachiller en Derecho. Ambas cuentan con el apoyo habitacional de los abuelos maternos de la (nombre 2). En relación con la organización económica del grupo familiar descrito, a continuación se detallan los ingresos y egresos mensuales reportados:

Los ingresos del grupo familiar corresponden a lo siguiente

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

De la información anterior se desprende que el grupo familiar presenta un déficit de ¢188 550.78, por lo que según entrevista a la señora Valeria y a la fuente colateral, los abuelos maternos apoyan en el pago de los servicios públicos, así como en la compra de algunos alimentos.

No obstante, de la entrevista realizada a la señora Olga (abuela) se desprende que ella y su esposo tienen sus propias obligaciones, dependiendo de sus respectivas pensiones.

Por otra parte, en los cuadros se refleja que no se incorporaron rubros en vestido, calzado y salud, de este último indicó que la niña requiere atención odontológica y oftalmológica, tiene pendiente los lentes desde el año 2022.

Se encuentra asegurada por un familiar, según consulta a validación de derechos de la Caja Costarricense de Seguro Social. La madre expuso que el fallecido la tenía asegurada anteriormente, sin embargo, se carece de documento probatorio.

En el área de educación, anualmente debe asumir la matrícula, los materiales y los uniformes.

Por otra parte, a nivel personal la señora Fallas Abarca manifestó no haber realizado la consulta ginecólogica, un ultrasonido abdominal y una gastrocopía por limitaciones económicas.

La vivienda se encuentra a nombre de la abuela materna de la niña y la señora Valeria es dueña de la nuda propiedad, según consulta al Registro Nacional de la Propiedad.

Expectativa del proceso "la pensión es para satisfacer las necesidades materiales de mi hija”. (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”
Tienen derecho a pensión por orfandad:

1)	Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (...)”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

El reglamento General del régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el capítulo III, Artículo 32, Sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)” 

Asimismo, según criterio N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original. 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Mario Zúñiga López era de ¢ 762,608.46 (setecientos sesenta y dos mil seiscientos ocho colones con 46/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos, dado que a dicho beneficio se le aplicaban pensiones alimentarias. 

· Conforme a la normativa actual vigente y con base al reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones Del Poder Judicial el monto máximo al que puede aspirar la señora Andrea Tristán Guido conyugue sobreviviente de aprobarse la pensión es del 66% del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ 402,657.27 (cuatrocientos dos mil seiscientos cincuenta y siete colones con 27/100) mensuales en bruto. Además, el monto al que aspiran los hijos e hijas del jubilado fallecido, a saber (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2) de aprobárseles la pensión es del 34% del 80% del monto que devengaba de jubilación su padre, para este caso equivale a ¢ ₡207,429.50 (seiscientos diez mil ochenta y seis colones con 77/100) mensuales en bruto, repartido en partes iguales.

· Respecto a los estudios para los hijos mayores de 18 y menores de 25 años de edad la Ley vigente establece que deben ser: “(…) reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)” el resaltado no pertenece al original.

De acuerdo con la documentación aportada los jóvenes (nombre 3) y Valeria Zuñiga al momento que se realizó el estudio socioeconómico eran menores de edad sin embargo, a la fecha de este documento (nombre 3) cumplió la mayoría de edad y (nombre 4) está por cumplirlos el próximo 21 de marzo de 2024 por lo cual se les solicitó que presentara formación académica indicando que actualmente se encuentran estudiando en el Colegio Técnico Profesional de Dos Cercas y en la Universidad Hispanoamericana (UH) respectivamente. 

· Sobre las posibles vigencias del beneficio, las cuatro solicitudes de pensión fueron presentadas de la siguiente manera:

1. El 23 de octubre de 2023, un total de 04 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la joven (nombre 3).

2. El 26 de octubre de 2023, un total de 07 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la cónyuge sobreviviente Andrea Tristán Guido y la hija (nombre 4).

3. El 27 de noviembre de 2023, un total de 29 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la hija menor (nombre 2).

4. El 29 de noviembre de 2023, un total de 31 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión del hijo menor (nombre 1).

VI. Conclusiones:

Con base en lo plasmado por la persona profesional en trabajo social en su informe, se extraen las siguientes conclusiones:

(nombre 3) 

“Concluida la investigación de Trabajo Social se determina que el padre de la referida, Sr. Mario Zúñiga López (fallecido) aportaba para las necesidades básicas para su hija (nombre 3), a través de la pensión alimentaria interpuesta por el Juzgado de pensiones de Desamparados, cuyo último rebajo establecido no le permite atender otras necesidades tales como vestido, recreación y adecuadas condiciones de vivienda para la referida y su grupo familiar actual.

Se conoció que (nombre 3) depende del aporte de su progenitor para la atención de sus necesidades básicas y para continuar con su proceso educativo. Al no contar con el aporte que le brindaba el padre en vida, sus derechos se están viendo afectados de manera negativa, sin poder atender necesidades básicas, su derecho al estudio y realización de proyecto de vida.”

Andrea Tristán Guido y (nombre 4):

“La señora Andrea Tristán Guido y el funcionario judicial fallecido Mario Alberto Zúñiga López, mantuvieron una relación de pareja de 20 años aproximadamente, siendo que en el año 2023 establecieron matrimonio, teniendo una única hija (nombre 4), persona menor de edad, referida.”

Como hallazgos obtenidos de la evaluación socioeconómica realizada, se identificó que, al momento del deceso del funcionario judicial, las personas evaluadas mantenían dependencia económica hacia éste, para complementar la satisfacción de las necesidades básicas y los gastos relacionados de la persona menor de edad.

El grupo familiar reside en vivienda propia, la cual aún tiene pendiente el pagó del préstamo que asume la señora Andrea Tristán, por un monto de ¢589.610.00 colones mensuales. La vivienda se ubica en una comunidad rural, con acceso a los servicios públicos.”

(nombre 2): 

“Según la información obtenida se determina que (nombre 2) para quien se solicita la pensión, es una persona menor de edad, estudiante de primaria, que desde su nacimiento ha vivido con la progenitora quien le ha brindado satisfacción de necesidades materiales complementando con el ingreso de la pensión que aportaba el jubilado fallecido.

El aporte económico del señor Zúñiga se constituía en un rubro representativo, siendo que el salario que percibe la progenitora resulta insuficiente para satisfacer necesidades, como estrategia se identifica el apoyo de los abuelos maternos, sin embargo, son adultos mayores que no tienen responsabilidad directa y deben asumir gastos propios.

Por la etapa del desarrollo en que se encuentra la persona menor de edad se encuentra en estado de vulnerabilidad, pudiendo afectar áreas sensibles para el sano desarrollo, es decir, en lo académico - profesional, salud y social.”

(nombre 1):

Ante la ausencia de información relativa a los egresos que posee el joven (nombre 1), esta Administración se ve limitada para la determinación si existe o no dependencia económica establecida en el artículo N.° 228 en la L.O.P.J vigente, así como la magnitud de esta. 

Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones 

Teniendo en cuenta que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (RGRFJPPJ) vigente, en el capítulo III, artículo 32, sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)”

Se somete a valoración del estimable órgano máximo de dirección la siguiente propuesta de asignación de pensión:

	Nombre
	Vinculo
	%
	Monto bruto

	Andrea Tristán Guido
	Cónyuge
	32.00%(del 80%)
	₡195,227.77

	(nombre 4)
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 3) 
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 2):
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 1):
	Hijo
	0.00%
	₡ 0.00

	Total
	
	65.99% (del 80%)
	₡402.596.26



Teniendo como justificación los siguientes rubros:

1. Considerando los montos que el señor Mario Alberto Zúñiga López brindaba que la señora Andrea Tristán Guido y su hija (nombre 4), ambas presentan un déficit económico de ¢ 166 982,12 (ciento sesenta y seis mil novecientos ochenta y dos colones con 12/100) entre sus ingresos y egresos fijos, así como egresos anuales de ¢132 138,00 (ciento treinta y dos mil ciento treinta y ocho colones con 12/100) por concepto de Colegio profesional y ¢ 66 700,00 (sesenta y seis mil setecientos colones con 00/100) por concepto de Lentes de (nombre 4), además de ¢28.000,00 (veintiocho mil colones con 00/100) mensuales por concepto de consulta psicológica de la joven (nombre 4), para un total de ¢211 551,95 (doscientos once mil quinientos cincuenta y un colones con 95/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a ambas partes sea el siguiente:

· A la señora Andrea Tristán Guido en calidad de cónyuge sobreviviente un 32,00% equivalente a ₡195,227.77 (ciento noventa y cinco mil doscientos veintisiete colones con 77/100) monto bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

1. Además, con respecto a sus descendencias y considerando lo establecido en el artículo N.° 32 del RGRFJPPJ en el que se indica que máximo podrán optar por un 34,00% del 80% del beneficio bruto que recibía el señor Zúñiga López, repartido en partes iguales, se estima conveniente recomendar se les asigne los siguientes porcentajes de pensión: 

· A la joven (nombre 4) en calidad de hija menor de edad pronto a cumplir la mayoría de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y ₡ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· A la joven (nombre 3) en calidad de hija mayor de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido, esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· A la niña (nombre 2) en calidad de hija menor de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y ₡ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 27 de noviembre de 2023, fecha en que se finalizó de aportar la documentación para la solicitud de pensión. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

1. Con respecto al joven (nombre 1) hijo menor del señor Zuñiga López se considera que la ausencia de documentación genera limitaciones y restringe el análisis relacionado con la situación de dependencia económica de la persona gestionante, por ende, se recomienda denegar la solicitud de pensión y el archivo de las presentes diligencias, ante la ausencia de elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes.

Cabe destacar que dichos porcentajes se definen en proporción a lo reportado en los estudios de intervención N.° 23-000904-721 TS, 23-001518-0728-TS, 23-002532-0732-TS y 23-001004-721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas de los jóvenes (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras Andrea Tristán Guido conyugue sobreviviente, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2), en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de cada grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas. 
 
Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictámenes Socioeconómicos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación:

(…)”.
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Nose ustedes opinan de este artículo referente tanto a la propuesta como a esta falta de información por parte de uno de los hijos”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Creo que la madre del muchacho es la que está muy mal asesorada porque dijo que ella no podía ventilar su vida privada y el hijo dice lo mismo, entonces que harán las gestiones legales posteriores y, ¿a dónde deben hacerlas?, donde nosotros, no les queda de otra, entonces están muy mal asesorados en ese sentido, entonces se quedan por fuera en este momento por esa situación de que no quisieron dar información de ninguna clase”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Sí, el problema es que parece como un berrinche que hizo y que va a acudir a la vía judicial correspondiente, en la vía judicial le van a decir que va a tener que venir aquí a que se la fijemos y si no está de acuerdo pues ahí se abre la vía judicial para lo que corresponda, pero bueno”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “En este caso tengo una duda porque en anteriores sesiones me parece que ya comentamos el tema, de que para efectos de la jubilación o la pensión, no se requería el estudio socioeconómico si no sólo para los casos de acrecentamiento, entonces no sé hasta donde estarán guiándose por esa línea de que en la Ley no establece que se necesite hacer un estudio a profundidad en este campo, y desde esta perspectiva ella tendría razón, de que no se debería ventilar su vida privada o la del hijo porque en principio tendrían derecho de facto sin necesidad de algún otro requisito que establezca la Ley, no sé cómo lo ven ustedes”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Nada más quisiera ver la propuesta de acuerdo. Es que en principio yo estoy de acuerdo con lo que viene en esa propuesta, ¿verdad?, en lo que dice don William no lo hemos variado, por el momento hemos actuado así en la Junta, hemos otorgado siguiendo los parámetros donde las personas nos indican sus gastos y demás, incluso eso es lo que ha generado la discrecionalidad de nosotros para otorgar pensiones. Hemos ajustado los porcentajes que han venido de la parte técnica, ya sea hacía un lado o hacia el otro, o hemos devuelto unos informes porque no hemos cambiado, ni hemos revisado, ni nos hemos dado la tarea de variar la parte reglamentaria. 

En principio estoy de acuerdo aquí, nada más que quería ver en la parte donde dice el rechazo de la persona (lee textualmente: “Desestimar la solicitud de pensión presentada por la señora Karol Ramírez Chinchilla, representante legal del menor de edad (nombre 1), en calidad de hijo del señor Zúñiga López, ante la negativa de la gestionante de presentar los elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes”) y, yo le agregaría ahí “…razones por la cuales se exime la responsabilidad de esta Junta”, nada más le agregaría esa coletilla a ese punto, porque son razones personales, no son razones procedimentales ni reglamentarias.

Nada más agregaría eso porque nosotros nos eximimos, ella no quiso, como lo acaban de expresar ustedes ni modo. Ahora, una cosa es divulgar su vida privada y otra cosa es que otorgue, brinde o facilite los datos que se deben tener para dar una asistencia lógica razonable de parte de Trabajo Social o de la parte técnica de la JUNAFO, entonces yo por lo menos si alegaría de que son las razones por las cuales se exime la responsabilidad de esta Junta, y por lo demás yo estoy de acuerdo la verdad”.

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, expresa: “Conforme lo señala el artículo 228, quienes tienen derecho a pensión por sobrevivencia como lo señala don William se encuentran los hijos, pero como lo señala don Rodrigo aún no ha sido variada la forma en que se vienen otorgando estos beneficios.

Leyendo lo que dice en cuanto a las pensiones por orfandad, sí dice que los hijos que al momento del fallecimiento del causante dependían económicamente de este, entonces para la Administración así como para Trabajo Social es importante tener argumentos o tener valoraciones que permitan determinar esa dependencia económica, entonces no es sólo el hecho de ser hijo porque la Ley Orgánica del Poder Judicial claramente dice que deben depender económicamente de este, entonces creo que mientras no exista así como una regla, así es como lo ha trabajado la Junta, como lo señalaba don Rodrigo, que es la parte que tenemos que ver antes del 12 de abril, por cierto, que se vence el SP de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, relacionado con la metodología para establecer el otorgamiento de las pensiones”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Aquí hay un problema muy serio, la verdad es que hay algo muy atípico, que una madre de familia no quiere dar información de un hijo y de las hijas sí, esto es un tema hasta de, me imagino yo hasta del Patronato Nacional de la Infancia – PANI, porque está dejándolo desamparado totalmente la propia madre por no dar información, esto para mí es como inaudito, más bien deberíamos fundamentar muy bien ese tema, dejarlo más sólido, no sólo decir “como no dio información no se tomó en cuenta”, sino que hay elementos importantes como madre para poder dar información al respecto.

Sinceramente es de preocuparse, de parte de esta Junta que no se haya dado la información correspondiente y nosotros muy socialmente pensamos que debería haberse dado, de tal manera, por esos motivos es que no se va a poder dar, pero sí nos parece un poco diferente que pase eso, me extraña y preocupa mucho esto que está pasando.

Quizá no es meterse en la parte privada porque no se trata de eso, usted da información para darle un beneficio, de todas maneras, es algo normal, pero sí por lo menos hacer un poquito más de hincapié de la situación, del núcleo familiar, que no compete ni a Trabajo Social ni a nosotros, pero sí analizamos esa situación de que no se de información de uno de los hijos que es menor de edad y que debería estar cubierto de alguna u otra manera por ese beneficio que deja la pensión. Me preocupa la situación porque si alguien analiza bien este tema, podría meterse en otros niveles de protección a la niñez y sí me gustaría como fundamentar un poquito más, por favor”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Bueno aquí podríamos averiguar si podemos presentar nosotros como Junta una denuncia ante el Patronato Nacional de la Infancia - PANI, para que haga la investigación correspondiente en virtud de que, como usted lo dice, hay un menor de edad que está quedando desprotegido y mandarlo con un acuerdo para lo que corresponda, con un oficio no con un acuerdo”.

El integrante Quesada Madrigal, añade: “O tal vez, más bien que lo vea la Asesoría Legal interna para que lo valore”.

El integrante Soto Solano, indica: “Estoy totalmente de acuerdo con lo que menciona Parris, me parece que antes de resolver esta situación, porque efectivamente se está dejando en desamparo, no sólo al niño, sino eventualmente a ella por no querer dar la información.

¿Hasta que tanto no podemos hacerle un llamado a ella antes de resolver?, con una expectativa explicándole la situación y el accionar nuestro, toda vez que ella estaría contra Ley y estaría afectando a uno de sus hijos, no sé lo pongo como un tema a discusión porque me parece que sí se le debería hacer antes de resolver, una instancia previa a ella, no sé hasta donde la Junta tiene ese alcance o pasarlo a la Asesoría Jurídica como bien lo mencionan ustedes”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “No comparto la idea de que nosotros tengamos… por la competencia que tiene por Ley la Junta que es diferente, no comparto que nosotros podamos ir más allá del tema de que si la persona está incumpliendo, por ejemplo, con su deber e irnos al PANI, me parece que esa no es una competencia propia de nosotros.

El tema de que ella al ser la representante legal de su hijo y que no quiera dar información es un tema personal, no creo que sea competencia propiamente de nosotros, igual hay personas que tampoco han brindado en otras oportunidades toda su información y tampoco nos hemos puesto a cuestionarnos eso.

Yo aquí por eso hago hincapié en el tema de que nosotros coloquemos ahí que las razones que ella expone exime de toda responsabilidad a la Junta, es un tema propio, es un tema de quien tiene que velar por los deberes, derechos y demás, y el debido cuidado de su hijo que es la madre, por eso yo por lo menos no comparto el tema… esa no es una competencia de la Junta, más bien, si me lo permiten, creo que más bien debería de ser de Trabajo Social la que le toca esa competencia; incluso cuando ellos realizan la visita en otras áreas del Poder Judicial, ellos tienen esa obligación.

Aquí el tema es que la Junta vela por un derecho que tiene la persona jubilada en primera instancia y luego, en segunda instancia las demás familias, llámese cónyuge, esposa, etcétera, pero por lo menos dentro de las competencias que tiene la Junta no quisiera ir más allá y sí creo que las razones de la persona que le compete desde todo punto de vista, en donde uno no sabe… vamos a ver, yo no soy el que hice la visita, pero la persona que hace la visita sí tiene la obligación desde la parte profesional de si detecta algún tipo de indefensión o un tipo de peligro en la persona y demás, haber realizado la gestión ante el PANI, eso sí lo sé; pero por lo menos de la Junta yo no comparto el tema de acudir al PANI y por decisión de esta Junta, y sí liberarnos de las responsabilidades, eso sí lo considero necesario y obligatorio.

Si es necesario dejarlo aquí manifiesto y ahí sí comparto totalmente que las razones que conducen a que la persona no facilite la información son ajenas a la Junta Administradora, ajenas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ajenas al Departamento de Trabajo Social y Psicología, y por lo tanto, es competencia de la señora y si tiene que acudir a la vía legal, como dijo don Arnoldo ahora que ella había manifestado, que lo haga, al final ella misma es la que ha decidido apartarse del debido proceso que nosotros mantenemos, tanto en la Ley como en el Reglamento, que son públicos y dominios de todas las personas, por lo menos hay que dejarlo así claro”.

El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Creo que don Rodrigo también tiene razón en la parte de competencia de esta Junta Administradora, yo modificaría un poquitito lo que había pensado, indicando de que esta Junta le parece sumamente indiferente la situación con el hijo que no se le suministra la información, que quede claro eso, que nosotros detectamos de que pasa esa situación.

¿Por qué? porque cuando ella va a apelar o va a hacer lo que va a hacer, no sé qué vía va a utilizar, tiene que venir donde nosotros, pero bueno, ya nosotros detectamos la situación como tal y que sí nos preocupa por ser una persona menor que quede desamparada, eso sí nos preocupa.

Ya ahí verá que mecanismo van a realizar, porque sí hay algo aquí que nosotros tenemos que, no denunciar si no transparentar, dejarlo claro, es decir, las demás niñas están bien, él no ¿qué pasó? bueno algo está pasando, bueno okey, eso no es un problema de nosotros, la misma tutora o la misma madre es la que no quiere dar información, pero sí que quede por lo menos ya más documentado y al final el estribillo que dijo don Rodrigo, esta Junta se exime de esa situación por ese motivo, pero que quede ahí plasmado por lo menos a ver que va a suceder con esto porque quién sabe que va a hacer ella, pero por lo menos sí.

Y tal vez no ir tan largo, pero sí es una alerta para en algún momento que venga con una situación, nosotros sí lo vimos, ¿por qué no lo denunciaron?, porque no es competencia nuestra, estamos claros, pero sí lo vimos y nos pareció un poco extraño o diferente que no le dieran la protección a ese menor de edad, una cosa así más estructurada y no tanto a lo legal, después veremos qué pasa, pero está extraño. 

Si se viene un proceso ya de legalidad y todo, esta persona podría ser afectada, pienso yo, como madre porque no sabemos los motivos que puede tener en protección del niño más bien, no sé qué está protegiendo, más bien siento que lo está desprotegiendo, pero bueno, la verdad es que tal vez nos metemos un poquito más profundo, pero también no es nuestra competencia tan directa de otra cosa con el PANI, si detectarlo, decirlo y dejarlo ahí en el acuerdo, si ustedes desean”.

El integrante presidente Segura Solís, sugiere: “Creo que hay un trasfondo aquí, por algo no quiere dar información del menor, lo que pasa es que como ustedes lo dijeron al inicio, están dejando desprotegido al menor, entonces me pregunto, si la Sala en un momento nos dijo “ustedes actuaron, dictaron o resolvieron en vía administrativa una resolución que no tenía la perspectiva de género” y que tantas veces la he leído para entender que fue lo que hicimos, aunque fuéramos en contra de la Ley entre comillas.

Aquí no sé si sacar el asunto y tener una asesoría mayor de Eduardo y de Diego para la próxima sesión a ver qué les parece, porque a mí sí me preocupa que, viendo una relación de alerta frente a un menor de edad, nosotros nos hagamos los tontos y simplemente digamos en un papel que nos eximimos de toda responsabilidad, yo agotaría otra posibilidad como la que don Parris habló al inicio”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “No soy experto en derecho, pero una pregunta sería especialmente para todas las personas que son funcionarios públicos, en el caso de la Junta Directiva creo que todos tenemos ese carácter en este momento, que estamos sesionando, si el hecho de conocer algo que sea un delito o algo similar, ¿no se tiene la obligación de denunciarlo?, me parece que siendo muy fino, lo que don Parris sugirió al inicio, me parece que es la vía correcta, me parece que deberíamos de mandarlo a legal y ver si está, digamos, no está expresamente en la Ley pero sí tenemos algún alcance…”.

El integrante presidente Segura Solís, interviene: “Alguna legitimación”.

El integrante Villalta Fallas, prosigue: “No sólo legitimación, si no alguna obligación legal indirecta por lo que representamos en general, si me gustaría más bien antes de mandar esta contestación pasárselo a criterio legal para que vean todas las dimensiones”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “También concuerdo con usted, pero si quiere lo pasamos a votación, entonces sería, votar uno es mantener el acuerdo con las modificaciones realizadas…”.

El integrante Soto Solano, dice: “Disculpe don Juan Carlos, tal vez si se pudiera agregar otro punto también donde se haga de conocimiento del Departamento de Trabajo Social y Psicología, este acuerdo o lo que se resuelva para que ellos también tengan noción de lo que se está discutiendo aquí”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Sí, a las instancias correspondientes, porque creo que el Departamento de Trabajo Social y Psicología, bueno puede ser una, pero puede haber otras más efectivas”.

La licenciada Annie Ramírez Solano, prosecretaria interina de la Secretaría de la JUNAFO, menciona: “Don Juan Carlos quería aportarles que en una sesión anterior se conoció el criterio jurídico N° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, donde indicaron que ante la negativa de la persona no se podía proceder con la solicitud, pero entiendo si en este caso quieren proceder de una forma distinta por ser un menor de edad”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Votar uno es mantener el acuerdo con las propuestas y modificaciones de don Rodrigo. Votar dos es retirar el proyecto y mandarlo a conocimiento de la Asesoría Jurídica, a fin de brindarnos un criterio amplio acerca de las autoridades que puedan ayudarnos a proteger los intereses del menor de edad”.

El integrante Hernández Solano, vota por enviarlo a consulta de la Asesoría Jurídica.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “La uno y quisiera nada más razonarlo en que es respetando el fuero que tiene la persona y aquí estamos en una presunción de que la persona menor de edad está quedando, digamos que desprotegida, es una presunción que hay, y no sé de dónde parte la presunción entonces de mi parte yo mantendría lo que está ahí y reiterando de que es respetando ese margen que tienen las personas en su fuero individual, en su toma de decisiones también”.

El integrante Villalta Fallas, vota por la opción dos.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “Sería la opción dos y fundamentar de que existe una alerta de un posible desamparo de un menor de edad de tal forma que esa inquietud que genera en mi persona para poder votar de esa manera”.

El integrante Soto Solano, expresa: “El dos y también fundamentándolo un poco con lo que dice don Rodrigo, o sea, que hay una presunción aquí de que queda en desamparo, pero precisamente ese es el interrogante, no sabemos si queda o no queda en desamparo, entonces precisamente ese es el impedimento para tomar una resolución”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces votamos 5 a favor de la opción dos, retirarlo y enviarlo a la Asesoría Jurídica y vota don Rodrigo por la opción uno”.

Se acuerda:	De conformidad con las manifestaciones plasmadas anteriormente, previamente a resolver lo que corresponda, esta Junta por mayoría dispone: Trasladar este asunto a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO a fin de que emita un criterio jurídico relacionado con el actuar de la señora Karol Ramírez Chinchilla, en su condición de representante legal del menor de edad (nombre 1), hijo del jubilado judicial fallecido Mario Alberto Zúñiga López. En dicho criterio, se deberá desarrollar ampliamente el tema de la competencia legal de este órgano colegiado para intervenir en procesos que involucren personas menores de edad en los que estas puedan quedar en indefensión, así como referirse a las autoridades que puedan ayudar a proteger los intereses de la persona menor de edad.
 
Voto de minoría: El integrante Rodrigo Arroyo Guzmán vota por aprobar la propuesta de acuerdo, en el sentido de acoger las recomendaciones emitidas en el oficio N.° 0099‑JP/DJA‑2024 del 27 de febrero de 2024, y en consecuencia, aprobar las solicitudes de pensión incoadas ante el fallecimiento del jubilado judicial Mario Alberto Zúñiga López, presentadas por la señora Andrea Tristán Guido, en calidad de cónyuge sobreviviente; la joven (nombre 4), en calidad de hija menor de edad pronto a cumplir la mayoría de edad; la joven (nombre 3) , en calidad de hija mayor de edad; y Valeria Fallas Abarca como representante legal de la joven (nombre 2), en calidad de hija menor de edad; según se detalla en el citado informe. Así como, desestimar la solicitud de pensión presentada por la señora Karol Ramírez Chinchilla, representante legal del menor de edad (nombre 1), en calidad de hijo del señor Zúñiga López, de conformidad con lo estipulado en los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y tomando en consideración el criterio jurídico N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la Asesoría Jurídica, ante la negativa de la gestionante de presentar los elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes, razones por las cuales exime la responsabilidad de esta Junta Administradora. Se procede con la votación y se aprueba por mayoría.

[bookmark: _Toc161647809]ARTÍCULO XVI

Documento N° 168-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0131-JP/DJA-2024 del 06 de marzo del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, el cual literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión iniciada por la señora Gabriela Ruiz Aguilar, cédula de identidad 03-0277-0786 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Fabio Brenes Ruiz cédula de identidad 03-0223-0020, cuyo deceso acaeció el 29 de noviembre de 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 21 de diciembre de 2023 (16 días hábiles posteriores a la fecha de la muerte), recibió la gestión de la señora Gabriela Ruiz Aguilar, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica del solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 24-000004-0732-TS y recibido por esta Dirección el 08 de febrero del 2024, suscrito por la Licenciada Violeta Vásquez Rivera, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, envió el resultado de la valoración socioeconómica de la señora Ruiz Aguilar, en el cual se indica lo siguiente:

“(…) Conforme a la agenda que al efecto lleva este despacho, se envió boleta de citación mediante la Oficina de Comunicaciones Judiciales, a fin de que la persona referida se presentará el día 5-02-2024 a la 1:00 pm horas en las Oficinas de Trabajo Social y Psicología de Cartago.

La señora Gabriela Ruíz Aguilar se presentó de manera puntual. Sin embargo, manifestó no estar de acuerdo con participar en la valoración social indicando, “ya que lo considero un derecho como esposa del sr. Fabio Brenes Ruíz, por lo cual solicitaré la pensión por medios legales con abogado”. (…)”

III. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N°.9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento (...)”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)”

Asimismo, según criterio N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original. 

IV. Conclusiones y recomendaciones

Con base en todo lo antes expuesto, se emiten las siguientes conclusiones: 

· Ante la ausencia de información relativa a los egresos que posee la señora Gabriela Ruiz Aguilar, esta Administración se ve limitada para la determinación si existe o no dependencia económica establecida en el artículo N.° 228 en la L.O.P.J vigente, así como la magnitud de esta. 
 
· La Licda. Violeta Vásquez, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología finaliza su documento con la siguiente conclusión: 
“(…) En ese sentido, se le respetó el derecho de voluntariedad, por lo cual en razón de las limitaciones expuestas no es posible realizar la presente referencia y por tanto se procede al cierre de carpeta en esta oficina (…)” el resaltado no corresponde al original. 

Es por todo lo antes expuesto que, se considera que la ausencia de documentación genera limitaciones y restringe el análisis relacionado con la situación de dependencia económica de la persona gestionante y por ende, se recomienda denegar la solicitud de pensión y el archivo de las presentes diligencias, ante la ausencia de elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes.

Así la cosas, se hace del estimable conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para lo que a bien estime resolver, quedando a la mayor disposición de ampliar cualquier elemento que surja al respecto, (…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico: 

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2)	Medios de notificación: (…)”.

- 0 -

Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Gabriela Ruiz Aguilar, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Fabio Brenes Ruiz; el oficio N.° 0131-JP/DJA-2024 del 06 de marzo del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO; así como lo indicado en el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología N.° 24-000004-0732-TS; esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Desestimar la solicitud de pensión que formula la señora Ruiz Aguilar de conformidad con lo estipulado en los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y tomando en consideración el criterio N.° 0083-AJ/DJA-2023 emitido por la Asesoría Jurídica de la JUNAFO; ya que en este caso, ante la negativa de la señora de participar en la valoración social no se cuenta con los elementos necesarios que demuestren fehacientemente que la gestionante, dependía de los ingresos percibidos por el jubilado judicial Brenes Ruiz; lo cual limita y restringe el análisis correspondiente; razones por las cuales exime la responsabilidad de esta Junta Administradora. 2.) Autorizar el archivo de las presentes diligencias. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona gestionante. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647811]ARTÍCULO XVII

Documento N° 187-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N.° 0065-JP/DJA-2024 del 06 de marzo de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a las solicitudes de pensión a raíz del fallecimiento del jubilado [sic] judicial Florentino Rodríguez Miranda, cédula de identidad 02-0367-0957, cuyo deceso acaeció el 29 de agosto de 2023 por las siguientes personas:

· Leonor Carmona Castillo, cédula de identidad 01-1317-0512 (Unión de hecho).
· Rosa María Soto García cédula de identidad 02-0438-0278 (Excónyuge).
· (nombre 1), cédula de identidad (valor 1) (Hija).

I.  Origen

Esta Dirección recibió las gestiones de las personas interesadas en las siguientes fechas: 

· 07 de setiembre de 2023, se reciben las solicitudes de Rosa María Soto García, en calidad de ex conyugue sobreviviente y como representante legal de la menor (nombre 1), en calidad de hija del servidor judicial fallecido Rodríguez Miranda.

· 13 de setiembre de 2023, se recibe la solicitud de Leonor Carmona Castillo, en calidad de compañera de unión de hecho sobreviviente.

Para tales efectos, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de las valoraciones socioeconómicas de las tres personas solicitantes. 

II. Valoración socioeconómica practicada:

Mediante informes N.º 23-001235-0728-TS y N.º 23-001654-0725-TS, recibidos por esta Dirección el 06 de octubre de 2023, 12 de diciembre de 2023 y ampliación de fecha 01 de febrero de 2024 que fueron suscritos por la Licda. Olga Marta Murillo Espinoza y por el Lic. Francisco Morales León, perita y perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Rosa María Soto García y de la menor (nombre 1), así como, de la señora Leonor Carmona Castillo.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

1) Leonor Carmona Castillo:

“(…) La persona referida para valoración es la señora Leonor Carmona Castillo, costarricense, con número de cédula 1 1317 0512, nacida el 29 de mayo de 1987, de 36 años de edad, con escolaridad de universitaria incompleta, soltera, se desempeña como Auxiliar de Servicios Generales 2 en el Poder Judicial, quien figura como solicitante del beneficio de pensión de quien en vida fue su pareja de hecho, el Sr. Florentino Rodríguez Miranda, costarricense, número de cédula 20367 0957, fallecido el 29 de agosto del 2023, registrándose como último puesto desempeñado Auxiliar de Servicios Generales 4. 

De la relación de pareja entre la persona solicitante y el Sr. Rodríguez Miranda, se identificó que esta inició aproximadamente para el mes de diciembre del año 2009, y en el año siguiente, iniciaron la convivencia en Tirrases de Curridabat, momento para el cual Leonor trabajaba como dependiente en una cafetería y Florentino como empleado judicial, compartiendo a su vez domicilio con la Sra. Cecilia Castillo Mata, madre de la referida. 

Refieren las fuentes que dicha relación estaba caracterizada por interacciones cordiales y de apoyo, siendo que desde dicho momento se estableció una distribución de gastos entre Leonor y su pareja, cubriendo las diferentes necesidades del grupo familiar.

Como evento de relevancia, se identificó que para el año 2012 la pareja procreó al niño Samuel Rodríguez Carmona, nacido el 22 de marzo del 2013, a partir de lo cuál y debido a que tanto la referida como el Sr. Florentino trabajaban, la Sra. Cecilia se encargaba del cuido del niño, aportando de esta manera en especie a la dinámica familiar. 

Posteriormente, para enero del año 2016 (mismo año en el cual establecieron domicilio independiente de la progenitora de la evaluada), la referida ingresó a trabajar al Poder Judicial, según indica, como Auxiliar de Servicios Generales 1, siendo que al momento de la evaluación se desempeña como Auxiliar de Servicios Generales 2, propietaria desde diciembre del 2022.

Señala la evaluada, que, como un aporte extra a la economía del grupo familiar, tanto ella como su pareja realizaban la venta ocasional de perfumes actividad que en los últimos meses se fue reduciendo por lo cual empezaron solamente a recibir saldos pendientes de pago. 

Sumado a lo anterior, se conoció que la evaluada ingresó a cursar el bachillerato universitario en Administración de Recursos Humanos en la Universidad Libre de Costa Rica, siendo el segundo cuatrimestre del presente año el último matriculado.

Por su parte, en cuanto al ámbito económico, se identificó que, para el mes de agosto del presente año, el grupo familiar integrado por el Sr Florentino (fallecido el 29 de dicho mes), la evaluada y el hijo de ambos, percibía ingresos y egresos de las siguientes fuentes:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

De lo anterior se identifican ingresos per cápita de ¢214.573. A su vez, resulta de importancia señalar que solamente los ingresos reportados por salarios eran los que el grupo familiar percibía como fijos, en tanto los montos de abonos y cancelación de perfumes eran variables, lo cual repercute directamente en el superávit percibido por la agrupación para el mes en estudio. 

Aunado a lo anterior, las fuentes señalan que de dichos egresos, la alimentación, el gas, recibos como agua, electricidad, así como la mitad de los montos establecidos por cuido de Samuel y transporte eran cubiertos por el Sr. Florentino (lo que representa aproximadamente un 43% de los gastos), en tanto Leonor cubría los restantes, siendo que, si bien es cierto que los comprobantes aportados refieren a la cuenta bancaria de la evaluada, esta aclara que se debe a que su pareja desconfiaba de las transacciones electrónicas, por lo cual le solicitaba que ella las hiciera y él le retribuía el dinero en efectivo.

Lo anterior, denota la existencia de una dinámica económica de codependencia entre la evaluada y el ex funcionario judicial fallecido, la cual, según señalan las fuentes, era la dinámica establecida desde hace varios años atrás.

Al momento de realizar la valoración, la Sra. Leonor reside solamente con su hijo Samuel Rodríguez Carmona, de 10 años de edad, estudiante, de quien se hace cargo en todas las áreas. 

Realizando la valoración domiciliaria, se identificó que el grupo familiar reside en un apartamento alquilado, el cual cuenta con acceso a servicios básicos, se ubica en área residencial urbana concentrada, sin problemáticas sociales que afecten a la persona evaluada. 

En dicho inmueble, se observó en buen estado de orden, conservación y aseo, contando con dos dormitorios, uno utilizado por la persona evaluada y el otro por su hijo, además de ello, un espacio de sala/comedor, un baño completo y un cuarto de lavado compartido con otras personas inquilinas vecinas.

Al realizar la entrevista, la Sra Leonor informó que el día anterior, su madre se había trasladado a su domicilio por unos días, información que fue corroborada por las fuentes consultadas, por lo cual, al tener dicho carácter de temporalidad, no se incluyó como parte del análisis de la condición socioeconómica del grupo familiar.

Por su parte, al momento de realizar la evaluación (durante el mes de octubre), se identificó que el grupo familiar posee la siguiente dinámica de ingresos-egresos:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

De la información presentada anteriormente y en relación al Cuadro N°2, se debe señalar que dicha diferencia entre ingresos y egresos ha sido cubierta por medio de aportes ocasionales brindados por una hermana de la persona referida.

Aunado a lo anterior, el grupo familiar está conformado por la persona evaluada y su hijo, lo cual representa un ingreso per cápita de ¢214.027, identificándose que se ha aumentado el egreso de alimentación, no obstante, se ha visto considerablemente reducidos la inversión en salud, así como la ausencia de pago de alquiler del inmueble, internet y cuido de la persona menor de edad, los cuales al momento de la evaluación la Sra. Leonor adeudaba, aunado a presentarse limitaciones para continuar cursando estudios universitarios ante la ausencia de recurso económico para matricular el tercer cuatrimestre del presente año.

Por su parte, según documentación aportada, la Sr. Carmona Castillo no recibe subsidios estatales ni cuenta con bienes muebles o inmuebles registrados a su nombre, sin embargo, según escritura aportada del notario Nasario Valverde Diaz, en enero del 2021, se le donó un terreno con derecho de posesión ubicado en La Rita de Pococí, de 236 metros cuadrados, sin embargo este al momento de la evaluación, se indicó que se encuentra desocupado y contrario a generar algún ingreso, provoca gastos de mantenimiento, los cuales no logran ser cubiertos por la persona evaluada.

Respecto a la motivación y expectativa, la persona evaluada señala que esta se basa en la necesidad de apoyo económico para lograr cubrir necesidades básicas tanto personales como de su hijo, las cuales se ha dificultado asumir debido a la ausencia de ingresos que aportaba el causante a la economía familiar previo a su fallecimiento…” 

2) Rosa María Soto García y (nombre 1):

“(…) Las personas referidas para valoración socioeconómica son la Sra. Rosa María Soto García, de nacionalidad costarricense, portadora de la cédula de identidad 2-0438-0278, de 55 años (13/05/1968), divorciada, con nivel educativo de primaria completa, de oficio ama de casa y la joven (nombre 1), costarricense, portadora de la cédula de identidad (valor 1), de 15 años (15/04/2008), estudiante de noveno año de secundaria.

La Sra. Rosa María refiere que mantuvo vínculo matrimonial con el Sr. Florentino Rodríguez Miranda (servidor judicial fallecido), por espacio de 20 años, relación de la cual procrean tres hijos: Mariana Rodríguez Soto de 29 años, Julio Cesar de 26 años y (nombre 1) de 15 años todos de apellidos Rodríguez Soto.

Se reporta que en términos generales la pareja mantuvo un vínculo positivo, sin embargo, cuando la hija menor (nombre 1) contaba con dos años y cuatro meses, por intereses diversos, el Sr. Rodríguez tomó la decisión de separarse de doña Rosa, siendo que transcurrido algún período se concretó el divorcio.

Doña Rosa María expone que contrajeron matrimonio en el año 1990 y la hija mayor nació en el año 1994, durante esos primeros cuatro años expone que laboró fuera del hogar en una empresa dedicada a la fabricación de prendas de vestir, no obstante, luego del nacimiento de la hija mayor, como pareja acordaron que abandonaría las labores para dedicarse al cuido y atención de la niña, siendo que a partir de ese momento mantuvo dependencia económica hacia el Sr. Florentino hasta la fecha de su deceso.

La solicitante informa que al generarse la separación acudió a una abogada para establecer vía judicial el respectivo proceso alimentario, debido a que, en aquel momento las dos hijas e hijo eran menores de edad, no obstante, a la fecha de esta evaluación socioeconómica, la pensión alimentaria y de acuerdo a la constancia aportada del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Atenas Exp. N.º ((datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la pensión se encontraba fijada en la suma de ciento sesenta mil ciento noventa colones con noventa y seis céntimos mensuales, a nombre de Rosa María Soto García y la menor (nombre 1), correspondiéndole la mitad de ese monto a cada una.

Se indica que, en la constancia señalada, también se reporta que, por concepto de salario escolar únicamente a favor de (nombre 1), se encontraba establecido un monto de ochenta mil noventa y cinco colones con cuarenta y ocho céntimos.

La Sra. Rosa María informa que cuenta con seguro social en el tanto, su hijo Julio César le brinda el derecho, reporta que padece de hipertensión arterial, manteniendo control y seguimiento médico en la Clínica de Atenas, lo cual, se corrobora con la constancia médica aportada. Destacó que, con el monto que recibe de pensión alimentaria, no le era posible mantener atención médica privada por el costo que esto representa, señalando que inclusive lo que respecta a la atención ginecológica la realiza en el área de salud de la comunidad.

En cuanto a la joven (nombre 1), ésta refirió que la pensión alimentaria que se encontraba fijada para ella en el Juzgado de Pensiones, se invertía en la alimentación y los días lunes de cada semana, la Sra. Rosa María le entrega la suma de diez mil colones para que pueda viajar al colegio y comprarse algo de comer.

Destaca que cursa el noveno año de secundaria en el Liceo de Atenas, no ha presentado repitencia y describe que el rendimiento académico es bueno. Lo anterior se corrobora con la constancia de estudios y el reporte de promedios correspondiente al segundo período del curso lectivo 2023. Informó que no recibe beca, únicamente en el Liceo le brindan la alimentación. De acuerdo a la constancia emitida por el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), no se desprende que cuente con ayudas económicas por parte de esa institución.

Con referencia al aspecto de la salud y de acuerdo a la constancia médica aportada, se desprende que ha tenido atención médica en diferentes momentos y por diversas sintomatologías, en la Clínica del Seguro Social de Atenas, no obstante, tanto ésta como la madre refieren que ha presentado (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) razón por la que ha sido atendida en varias ocasiones.

A la fecha de esta evaluación el grupo familiar se encuentra constituido por la Sra. Rosa María, su hija (nombre 1) y el hijo Julio César éste es soltero, de 26 años, con estudios primarios completos y labora de acuerdo a la constancia aportada como display para la empresa FoodLand Market desde el día 01/05/2023 devengando un salario neto mensual de cien mil colones, monto del cual, brinda a la madre la suma de veinte mil colones mensuales como apoyo para los gastos del hogar.

El grupo familiar habita una vivienda que fue construida por medio de un bono y en propiedad herencia del Sr. Florentino, este inmueble según se informó, se encuentra inscrito a este momento a nombre de los tres hijos (as) procreados por el servidor judicial fallecido y la Sra. Rosa María.

En la valoración social domiciliar efectuada, se observó que la vivienda se ubica en una comunidad urbana con acceso a servicios públicos y cercanía a centros de estudio, salud, bancarios, entre otros, de fácil acceso. No se observaron en el ámbito comunal problemáticas asociadas con riesgo social.

La vivienda se encuentra construida en concreto, cuenta con cielo raso en fibrolit, piso de terrazo a excepción del patio de pilas que posee piso cerámico, con la siguiente distribución: corredor, sala-comedor, tres habitaciones, un baño y su respectivo servicio sanitario, cocina y patio de pilas. Se observó que el baño tiene un problema de filtración y se explica que de manera reciente se realizó una reparación, el lavatorio se encuentra fuera de uso al parecer por el mismo problema con la tubería.

Tanto los electrodomésticos como el mobiliario es básico y se observó en regulares condiciones de conservación.

De acuerdo a la información suministrada, la Sra. Soto García y su hija (nombre 1) subsisten con la pensión alimentaria fijada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Atenas y que estaba a cargo del funcionario judicial fallecido, por la suma de ciento sesenta mil ciento noventa colones con noventa y seis céntimos y con el aporte que realiza el hijo Julio César por la suma de veinte mil colones mensuales.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

La Sra. Rosa María informa que como estrategias para lograr la satisfacción con los ingresos que perciben, se recurre a limitar lo correspondiente a la alimentación, recarga menos dinero para su teléfono móvil, no cuentan con servicio de cable ni internet habitacional, únicamente a (nombre 1) se le cancela teléfono móvil con acceso a internet por motivo de los estudios.

De acuerdo a la documentación aportada los impuestos municipales no se han cancelado en lo que va del año 2023, lo anterior, debido a que, según informa la valorada los ingresos con que cuentan, no le permite realizar el pago trimestral, por lo que, la estrategia es cancelarlos al finalizar el año cuando recibía el monto de dinero adicional correspondiente al aguinaldo. 

Lo anterior es un monto anual de ¢ 58,648.51 es decir ¢4,887.37 mensuales.

En cuanto a la satisfacción de la necesidad de vestido y calzado, la Sra. Rosa María igualmente señaló que, con el aguinaldo en el mes de diciembre, solventan lo que en ese aspecto tanto (nombre 1) como ella se encuentren necesitando. Por otra parte, (nombre 1) informó que tiene unas primas que le brindan ropa usada en buen estado.

Referente a la hija mayor de la valorada, la Sra. Mariana Rodríguez Soto, en la declaración jurada de aportes de hijos (as), de manera literal anotó lo siguiente: “No colaboro con mi mamá y hermana porque actualmente me encuentro viviendo fuera de la vivienda de mi madre y en unión libre con mi pareja Pablo Oconitrillo con quien tengo un hijo de 3 años y soy quien se hace cargo de su cuido y las labores del hogar. No tengo trabajo.”

Siendo que doña Rosa María confirma que su hija Mariana depende económicamente del compañero sentimental y que por esta razón no les puede apoyar.

Informó que la vivienda además contaba con un problema en la instalación eléctrica, que es de urgencia reparar, lo mismo que terminar de resolver la situación del baño y servicio sanitario referente a la cañería, ambas reparaciones informó al momento de la valoración social domiciliar fueron realizadas en días anteriores, con un costo de ciento diez mil doscientos treinta con ochenta y nueve céntimos.

De igual manera la joven (nombre 1) tuvo una situación de salud en el colegio jugando voleyball presentó una caída y hubo que realizarle una placa de tórax con un costo de veintidós mil colones y el tratamiento respectivo por un monto de ocho mil doscientos diez colones, debiendo acudir a un recurso de apoyo familiar que le prestó el dinero, tanto para esta situación particular como para las reparaciones señaladas anteriormente. 

Las personas evaluadas niegan que mantenga apoyos económicos institucionales provenientes por ejemplo del Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) y/o de alguna otra institución. Lo anterior, se corroboró con las constancias aportadas y emitidas por parte del IMAS donde se indica: “Al momento de la presente consulta no consta información disponible en el Registro Único de Beneficiarios del Estado SINIRUBE...”

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:
 
“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraernupcias, conforme la legislación civil.

c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)” 

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

El Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el capítulo III, artículo 32, sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.

d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)” 

Asimismo, según criterio N.°0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original.

V. Datos de interés

· Al momento del deceso del señor Rodríguez Miranda, mantenía una condición de servidor judicial activo, es por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo, es necesario estimar el monto de jubilación que hubiese recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (24 años, 10 meses y 15 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que al señor Florentino Rodríguez Miranda, conforme las disposiciones de la Ley O.P.J vigente, le asistiría un monto en bruto de ¢575.192,81 (quinientos setenta y cinco mil ciento noventa y dos colones con 81/100) mensuales. 

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspiran la señora Leonor Carmona Castillo, así como la señora Rosa María Soto García y la menor (nombre 1), de aprobárseles la pensión es del 80% del monto que hubiera devengado de jubilación su ex cónyuge, padre y compañero de unión de hecho fallecido para este caso equivale a ₡460.154,25 (cuatrocientos sesenta mil ciento cincuenta y cuatro colones con 25/100) mensuales en bruto.

· Según consulta civil realizada en el sistema del Tribunal Supremo de Elecciones, la señora Leonor Carmona Castillo, presenta un estado civil de soltera, según se muestra en la siguiente imagen:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· Por otro lado, en el mismo sistema del Tribunal Supremo de Elecciones, la señora Rosa María Soto García, presenta un estado civil de divorciada, producto del divorcio (20/09/2017) de su esposo el señor Rodríguez Miranda, cuyo matrimonio se registró con el código de cita N.º 201373140627. A continuación, se detalla la información de dicha consulta:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· De acuerdo con lo reportado por el trabajador social, según los documentos aportados y lo indicado por la señora Leonor Carmona Castillo, se reporta un monto de egresos mensuales aproximados del grupo familiar, por la suma de ¢443.764 (cuatrocientos cuarenta y tres mil setecientos sesenta y cuatro colones con 00/100).

· Según Constancia de Pensión aportada por la señora Salas Bolaños, la cual, fue emitida por el Juzgado Contravencional de Atenas, en fecha 24 de agosto de 2023, se tiene que el monto que percibían la señora Rosa María Soto García y la joven (nombre 1) por el proceso de pensión alimentaria (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) es por ¢160,190.96 (ciento sesenta mil ciento noventa colones con 96/100) el 50% de ese monto para cada una, la siguiente imagen muestra dicha constancia:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· Sobre las posibles vigencias del beneficio, las solicitudes de pensión fueron presentadas de la siguiente manera:

5. El 07 de setiembre de 2023, un total de 07 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rodríguez Miranda, se recibió la gestión de la señora Soto García y la menor (nombre 1).

6. El 13 de setiembre de 2023, un total de 11 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rodríguez Miranda, se recibió la gestión de la señora Carmona Castillo.

VI. Conclusiones

· De conformidad con el estudio socioeconómico, la gestionante Leonor Carmona Castillo, percibe un ingreso mensual, producto de su salario de ¢428.055 (cuatrocientos veintiocho mil cincuenta y cinco colones con 00/100). 

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Rosa María Soto García y a la menor (nombre 1), demuestra que el señor Florentino Rodríguez Miranda les daba un monto por pensión alimentaria a cada una para cubrir sus necesidades y estudios.

· Por otra parte, para el caso de la señora Leonor Carmona Castillo, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Rodríguez Miranda era una dinámica económica de codependencia entre la evaluada y el ex funcionario judicial fallecido, por lo que dependía de los ingresos de este, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente las convierte en sujetos del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.º 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas, se constató que ninguna de las personas solicitantes son beneficiarias de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuentan con ingresos por esta vía.

· Según lo concluido por las personas trabajadoras sociales encargadas de los peritajes, se determina lo siguiente: 

1) Leonor Carmona Castillo:

“(…) De la investigación social realizada, se concluye que la señora Leonor Carmona Castillo mantenía una relación de pareja y convivencia con el señor Florentino Rodríguez Miranda desde hace aproximadamente catorce años en la cual procrearon un hijo en común, quien a la fecha tiene 10 años de edad. 

Como parte de la dinámica económica, fue común la distribución de gastos, siendo que, para el mes de mayo del presente año, previo al fallecimiento del causante, existía una codependencia entre ambos, por lo cual, a partir del fallecimiento de este, la evaluada ha debido generar estrategias para afrontar gastos que previamente cubría el Sr. Florentino.

Al momento de la evaluación, la persona referida cuenta con ingresos de ¢428.055 mensuales, mientras que sus egresos son de ¢443.764, existiendo una diferencia de -¢15.709, los cuales ha sido cubiertos con aportes en especies de familiares o bien reduciendo o adeudando en otros rubros como salud, cuido del hijo de la referida, alquiler o internet, así como suprimiendo la continuidad de la educación universitaria.

Conforme a lo expuesto se identifica que la señora Carmona Castillo dependía económicamente del funcionario fallecido, por lo que al momento de la evaluación social no puede cubrir algunas necesidades básicas…”

Es importante agregar que, sobre la vivienda alquilada en la que reside la señora Carmona Castillo con el menor (nombre 2), el Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante ampliación de fecha 01 de febrero de 2024, aclaró lo siguiente:

“Si bien es cierto que la persona evaluada reside en un apartamento alquilado, por el cual se le cobra un monto mensual de ¢95.000 colones, al este no haber sido cancelado en el mes en que se realizó la evaluación ante la insuficiencia de ingresos para ello, no puede ser considerado como un egreso a contemplarse en dicho mes y por ende no se refleja en el “Cuadro N°2 Ingresos y egresos para el mes de octubre 2023”.”

Al respecto, se tiene que la señora Carmona Castillo, reside en un apartamento alquilado con un monto de alquiler por ¢95,000.00, que, si bien no fue considerado por el trabajador social en su informe de egresos, si es un gasto fijo mensual que se debe contemplar, al tratarse de una de las necesidades básicas de vivienda del núcleo familiar. 

Así las cosas, el monto calculado de egresos de la señora Carmona Castillo asciende por un monto de ¢538,765 (quinientos treinta y ocho mil setecientos sesenta y cinco colones con 00/100).

2) Rosa María Soto García y (nombre 1):

La Sra. Rosa María Soto García y el funcionario judicial fallecido Florentino Rodríguez Miranda, mantuvieron relación matrimonial la cual permaneció por espacio de veinte años, vínculo del cual nacieron tres hijos incluyendo a la persona menor de edad referida (nombre 1).

Debido a intereses contrapuestos, la pareja se separa y a posterior se concreta el divorcio, siendo que, a través de la vía judicial y debido a que la Sra. Rosa María mantenía dependencia económica hacia el Sr. Rodríguez Miranda, aunado a que, tenía a cargo tres hijos (as) menores de edad en aquél momento, se estableció una pensión alimentaria, misma que a la fecha del fallecimiento del Sr. Florentino, se encontraba fijada en la suma de ¢160,190.96 figurando únicamente como beneficiarias las personas referidas para valoración socioeconómica, correspondiéndoles un monto de ¢80,095.48 a cada una.

A ese ingreso se le suma el aporte económico que brinda el hijo de la solicitante, el Sr. Julio Cesar Rodríguez Soto por un monto mensual de ¢20,000.00 para un total de ingresos de ¢180,190.96.

Como hallazgos obtenidos de la evaluación socioeconómica realizada, se identificó que al momento del deceso del funcionario judicial, las personas evaluadas mantenían dependencia económica hacia éste para la satisfacción de las necesidades básicas, lo que, se logra aunque de manera limitada, reportándose un egreso de ¢189,195.14 mensuales.

El grupo familiar reside en vivienda propia, no se observaron condiciones de hacinamiento y cuenta con acceso a servicios públicos de primera necesidad (agua potable y electricidad). En regulares condiciones referente a la infraestructura, así como a la tenencia de electrodomésticos y mobiliario siendo básico.

Asimismo, se identificó que, las evaluadas recurren a estrategias para solventar las necesidades como vestido y calzado, esperando el mes de diciembre de cada año en que recibían el aguinaldo, lo mismo con respecto a la cancelación de los impuestos municipales.

De acuerdo a la documentación revisada, no cuentan con apoyos económicos institucionales y/o de iglesias o grupos religiosos. En el caso de la joven (nombre 1), recibe como apoyo la alimentación en el centro educativo al cual asiste, manteniendo a su vez, un buen rendimiento académico.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.

VII. Recomendaciones 

Es necesario establecer que el artículo N.° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial faculta que tanto la persona cónyuge o pareja sentimental que cumpla las condiciones legalmente previstas y las personas exparejas divorciadas o separadas judicialmente o de hecho, excompañera, que disfrute al momento del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante, puedan ser beneficiarias de una pensión con cargo al FJPPJ al mismo momento, así mismo, teniendo en cuenta que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (RGRFJPPJ) vigente, en el capítulo III, artículo 32, sobre la fijación de los montos de pensión establece que: 

“¨[…] d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)”

Es aquí de vital importancia recordar que como se citó en párrafos anteriores para la señora Soto García y la joven (nombre 1) existe una orden judicial de pensión alimentaria emitida por el Juzgado Contravencional de Atenas bajo el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), razón por lo cual, al coexistir al momento del fallecimiento de la persona causante una pareja sentimental en unión de hecho y una excónyuge que posee una dependencia económica declarada por parte de una autoridad judicial y con el fin de respetar dicho mandato judicial se realiza la distribución del 66% del 80% prevista en el artículo 32 del RGRFJPPJ para las personas cónyuges entre ambas exparejas y solo un 22% del 80% para la hija (que a su vez también forma parte del proceso de pensión alimentaria), así las cosas se somete a valoración del estimable Órgano de máxima Dirección la propuesta de asignación de pensión en los siguientes términos:

	Nombre
	Vínculo 
	Porcentaje de asignación
	Monto Bruto

	Leonor Carmona Castillo 
	Unión de hecho 
	30% (del 80% máximo)
	¢138.046,27

	Rosa María Soto García
	Excónyuge
	22% (del 80% máximo)
	¢101.233,93

	(nombre 1)
	Hija
	22% (del 80% máximo)
	¢101.233,93

	Total
	74% (del 80% máximo)
	¢340.514,14



Es necesario destacar que con base en esta distribución para el presente caso únicamente se contaría con un margen del 6% para alcanzar el porcentaje máximo establecido en el artículo N.° 228 de L.O.P.J. del 80% del monto que hubiese recibido de jubilación la persona causante.

Esta distribución se efectúa teniendo como justificación los siguientes rubros:

A. Considerando que la señora Leonor Carmona Castillo, cuenta con un ingreso mensual de ¢428,055.00 (cuatrocientos veintiocho mil cincuenta y cinco colones con 00/100) y que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢538,765.00 (quinientos treinta y ocho mil setecientos sesenta y cinco colones con 00/100), quedando un déficit económico de ¢110,710.00 (ciento diez mil setecientos diez colones con 00/100) entre sus ingresos y egresos fijos, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne sea el 30% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado su ex compañero de unión de hecho fallecido, el cual equivale a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales, monto con el cual se prevé cubrir los gastos de la misma. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Esto a partir del 30 de agosto de 2023, día después del fallecimiento.

B. Asimismo, considerando los montos que el señor Florentino Rodríguez Miranda brindaba a su exesposa e hija por concepto de pensión alimentaria para solventar sus necesidades de manutención y estudio según lo reportado en los estudios de Trabajo Social, se estima conveniente recomendar se les asigne los siguientes porcentajes de pensión:

· A la señora Rosa María Soto García un 22% equivalente a ¢101,233.93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con 93/100), brutos mensuales y un monto líquido mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). En la siguiente imagen, se muestra el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 30 de agosto de 2023, día después del fallecimiento.

· A la menor (nombre 1) un 22% equivalente a ¢101,233.93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con 93/100) brutos mensuales y un monto líquido mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). En la siguiente imagen, se muestra el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 30 de agosto de 2023, día después del fallecimiento.

C. Cabe destacar que dichos porcentajes se definen en proporción a lo reportado en los estudios de intervención 23-001235-0728-TS y 23-001654-0725-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Soto García y la menor (nombre 1), así como, de la señora Carmona Castillo, en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de cada grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…) 

Anexos:

1) Dictámenes Socioeconómicos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”.
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Se acuerda:	Una vez analizadas las solicitudes de pensión incoadas ante el fallecimiento del servidor judicial Florentino Rodríguez Miranda, así como los dictámenes socioeconómicos emitidos por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, los elementos valorados en el oficio N.° 0065‑JP/DJA‑2024 del 06 de marzo de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 32 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Leonor Carmona Castillo, en calidad de compañera de unión de hecho sobreviviente, cuya asignación será de un 30% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el señor Rodríguez Miranda, equivalente a ¢138 046,27 (ciento treinta y ocho mil cuarenta y seis colones con veintisiete céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 30 de agosto de 2023. 2.) Acoger las solicitudes de pensión formuladas por la señora Rosa María Soto García, en calidad de ex conyugue sobreviviente y como representante legal de la menor de edad (nombre 1), en calidad de hija del señor Rodríguez Miranda, cuyas asignaciones serán las siguientes: a) A la señora Soto García se le otorgará un 22% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el servidor judicial fallecido, equivalente a ¢101 233,93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con noventa y tres céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 30 de agosto de 2023. b) A la joven (nombre 1) se le otorgará un 22% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el servidor judicial fallecido, equivalente a ¢101 233,93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con noventa y tres céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 30 de agosto de 2023. 3.) Se le aclara a la joven (nombre 1), que a partir de la fecha en la que cumpla la mayoría de edad, se le podrá otorgar dicho beneficio hasta los 25 años de edad, siempre y cuando presente ante la Dirección de la JUNAFO la documentación que acredite que se encuentra realizando estudios académicos, así como los resultados obtenidos, ambos, de acuerdo con la periodicidad de su centro de estudio, de conformidad con lo establecido en el artículo N° 228, numeral 1.2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual literalmente indica: “Tienen derecho a pensión por orfandad: 1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: (…) 1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora”. Así como el cumplimiento de las directrices indicadas en el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y con la Política de Estudiantes Pensionados. 4.) Se les insta a las personas gestionantes que, en caso de cambio del medio de notificación aportado en la solicitud, el mismo sea actualizado en la Dirección de la JUNAFO (direccion_junafo@poder-judicial.go.cr), debido a que, de no hacerlo, las comunicaciones posteriores le quedarán notificadas en el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Notificar el presente acuerdo a las personas interesadas. 6.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

SUSPENSIÓN DEL REBAJO DEL 10%

[bookmark: _Toc161647814]ARTÍCULO XVIII

Documento N° 186-2024

El Consejo Superior, en sesión N° 051-2019 del 04 de junio de 2019, artículo XLVII, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“(…)

De conformidad con lo que establecen los artículos 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544 y con base al Transitorio I de la Ley N° 9544, artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada Ana Ivannia Barrantes Venegas, 27 años, 9 meses y 7 días, laborados para la Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a partir del 24 de marzo de 2017, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢158.084.040,32 (ciento cincuenta y ocho millones ochenta y cuatro mil cuarenta colones con treinta y dos céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de un 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 y 229-32-9 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Se le previene a la licenciada Barrantes Venegas, que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XX, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

El integrante Carlos Montero Zúñiga vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme”.

- 0 -

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, solicitud presentada por la servidora judicial Ana Ivannia Barrantes Venegas, jueza 3 laboral del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, remitida mediante correo electrónico del 11 de marzo de 2024, solicita la suspensión del rebajo del 10% mensual correspondiente al reconocimiento de tiempo servido en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para efectos de jubilación.

A continuación, se adjunta el archivo que contiene la gestión completa:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente y en apego a lo estipulado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibida la solicitud de la servidora judicial Ana Ivannia Barrantes Venegas, jueza 3 laboral, del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, remitida mediante correo electrónico del 11 de marzo de 2024. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la servidora Barrantes Venegas, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido al reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que, si la Administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por la servidora Barrantes Venegas, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

TRASLADO DE CUOTAS

[bookmark: _Toc161647817]ARTÍCULO XIX

Documento N° 162-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N.° 0080-SAF-DJA-2024 del 27 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, relacionado con el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social – C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe del Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, tramitado mediante oficio N.° GP-DAP-1696-2023 del 21 de diciembre de 2023, a favor del señor Jorge Eduardo Porras González, conforme se indica:

“ (…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.°027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.
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A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el informe completo y su anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N.° 0080-SAF/DJA-2024 del 27 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la solicitud remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS., mediante oficio N.º GP-DAP-1696-2023 del 21 de diciembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor del señor Jorge Eduardo Porras González, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ¢7 810 734,73 (siete millones ochocientos diez mil setecientos treinta y cuatro colones con setenta y tres céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647819]ARTÍCULO XX

Documento N° 163-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N.° 0078-SAF-DJA-2024 del 27 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS mediante oficio N.° GP-DAP-1696-2023 del 21 de diciembre de 2023, a favor del señor Carlos Guillermo Cascante Campos, conforme se indica:

“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.°027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser:

[image: ]

(…)”.
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A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el informe completo y su anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N.° 0078-SAF-DJA-2024 del 27 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la solicitud remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe del Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS., mediante oficio N.º GP-DAP-1696-2023 del 21 de diciembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor del señor Carlos Guillermo Cascante Campos, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ¢21 698 229,29 (veintiún millones seiscientos noventa y ocho mil doscientos veintinueve colones con veintinueve céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ACUERDOS CORTE PLENA / CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL

[bookmark: _Toc160802769][bookmark: _Toc161647822]ARTICULO XXI

Documento N° 727-2022 / 160-2024

En sesión N° 28-2022, del 26 de julio de 2022, artículo XIX, en lo que interesa, se le consultó a la Dirección de Gestión Humana, si el perfil competencial del puesto de asesor jurídico de la JUNAFO se puede modificar con el fin de poder tener una presentación de la JUNAFO, en procesos judiciales, esto por medio del oficio N° 0500-JUNAFO-2022 del 10 de agosto de 2022.

Lo anterior fue reiterado a la citada Dirección mediante oficios N° 0104-JUNAFO-2023 del 14 de febrero de 2023, N° 0208-JUNAFO-2023 del 24 de marzo del 2023, el acuerdo tomado por esta Junta Administradora en sesión N° 23-2023 del 06 de junio del 2023, artículo XIII, comunicado mediante oficio N° 0434-JUNAFO-2023 del 16 de junio del 2023 y el oficio N° 0659-JUNAFO-2023 del 11 de setiembre de 2023.

En sesión N° 024-2023 del 13 de junio de 2023, artículo III, se instó a la Corte Plena, para que solicitara a la Dirección de Gestión Humana, que remita a la brevedad el estudio de definición del marco competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO, solicitado en sesión N° 28-2022 del 26 de julio de 2022, artículo XI, debido a que es de suma importancia contar con dicho estudio, con el fin de optimizar las labores que realiza esta Junta.
 
Luego, en sesión N° 051-2023 del 13 de diciembre de 2023, artículo XX, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 
 
“(…)

Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 93-2023 del 07 de noviembre de 2023, artículo XXIX, remitido mediante copia del oficio N° 10807-2023 del 24 de noviembre de 2023, en el cual tienen por recibida la comunicación de la Dirección de la JUNAFO, remitida mediante oficio N° 0444-DJA-2023 del 25 de octubre de 2023 y le solicitan a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de ese acuerdo, atienda la gestión presentada en oficio N° 266-DJA-2022 sobre si el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico N° 382277 se puede modificar. 2.) Aclarar que la plaza de Asesor Jurídico N° 382277 corresponde al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, ya que fue creada con un perfil propio para dicho Fondo y no de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo y solicitarle el seguimiento del plazo concedido por el Consejo Superior a la Dirección de Gestión Humana, manteniendo actualizada a esta Junta, dada la relevancia del tema.
 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”. 
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Finalmente, en sesión N° 11-2024 del 27 de febrero de 2024, artículo XX, se le solicitó a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de dos meses se pronunciara sobre el perfil competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO, solicitado por este órgano colegiado desde la sesión N° 28-2022, del 26 de julio de 2022, artículo XIX.

Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 11-2024 del 13 de febrero de 2024, artículo XL, comunicado mediante oficio N° 1863-2024 del 01 de marzo de 2024, suscrito por el señor Kenneth Aguilar Hernández, prosecretario general de la Secretaría General de la Corte, cuya parte dispositiva literalmente dice:
[bookmark: _Hlk160619790]
“(…)

Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° PJ-DGH-SAP-029-2024 del 31 de enero de 2024, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Ivannia Aguilar Arrieta y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de la Sección de Análisis de Puestos. 2.) Aprobar el perfil de puesto denominado “Asesor Jurídico JUNAFO”. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo y el perfil del puesto denominado “Asesor Jurídico JUNAFO”.



[bookmark: _MON_1768826171]
[bookmark: _MON_1768826171]

Manifestaciones:

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, indica: “Estaba analizando la información suministrada, detallada del propósito del puesto, las funciones principales y todo; aquí no veo la representación legal en algún momento de este puesto, si ese es el puesto que estamos tratando ¿o es la jefatura?”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, afirma: “Sí, ese es, efectivamente”.

El integrante Quesada Madrigal, continua: “Sí, yo aquí veo como asesor jurídico, pero puede haber un montón de Asesores Jurídicos, pero no encontré así, explícitamente ese detalle o no lo entendí, no sé, que comentar ese detalle”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Por eso quería que lo habláramos porque tampoco lo entendí”.

El integrante Quesada Madrigal, dice: “Okey, entonces es un tema que vamos a ver si está implícito o no. Leí todo el documento y no vi donde está esa función, entonces, le cedemos la palabra a la Administración para ver cómo lo ven ellos, pero yo no lo encontré así tan claro”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, comenta: “Lo que quisiera es solicitarle a Eduardo si este documento que viene ahí con el perfil competencial fue el mismo que él preparó y compartió con la gente de la Dirección de Gestión Humana. Si fuera así y el Consejo está aprobando ese perfil, estaría integrando lo que acaba de expresar Parris.

Lo que sí pasa es que en el acuerdo de Consejo no viene tan claro, pero se estaría entendiendo que ese perfil competencial es el que se facilitó aquí, por eso diría que más bien, quisiera oír a Eduardo con la claridad que hemos trabajado todos en este tema, si ese es el que se les remitió a Consejo y a la Dirección Gestión Humana y que fue preparado y respondiendo las entrevistas que se generaron a través de Gestión Humana para con Eduardo. Creo que eso es lo primero.

Si estuviera ahí listo y está integrado y está aprobado el perfil, ya con eso nos vamos, pero si fue que nos falta aclarar algo más tendríamos que echar para atrás el proceso y solicitar una adición a ese perfil”.

El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico de la JUNAFO, expone: “Don Rodrigo, efectivamente, cuando mandé el perfil era un poco más amplio. En la reunión que tuve con la compañera de la Dirección de Gestión Humana en análisis de puestos ella valoró los elementos y yo sí le dejé claro a ella, en el sentido de que lo que se buscaba en el Fondo eran dos puntos concretos.

El primero de ellos era que yo pudiera asistir a los juicios solo, en representación de la Junta porque no siempre el Presidente va a ser abogado y va a poder tener esa competencia. Ella desde el primer momento me dijo “eso es algo que está intrínseco en el perfil de usted”, porque eso está dentro de las funciones del Asesor Jurídico.

Yo le manifesté muchas veces que yo no lo veía tan así, porque el Asesor Jurídico que hay, el perfil que está aprobado en el Poder Judicial, ningún Asesor Jurídico asiste a juicios, eso fue lo que yo le decía, ninguno asiste a juicios, ninguno tiene esa competencia y esa responsabilidad de defender a un órgano desconcentrado en los procesos jurisdiccionales, pero ella insistió en que sí estaba.

Inclusive, me parece que en el perfil hay uno que dice representación del órgano en los juicios y pone, dos puntos, asistencia, acompañamiento y demás. Entonces, bajo la tesis de ella; ella siempre dijo que eso estaba intrínsecamente dentro del perfil, yo tuve mis dudas, pero ella seguía con esa posición y es respetable, por supuesto, ella es la que lo maneja. Entendería que ya con esto ustedes ya me podrían delegar eso; no me quedó igual del todo claro, pero es lo que yo le entendí a ella y es lo que dice ahí.

El segundo punto importante por valorar, don Rodrigo, es que yo le dije el tema… ahí dice: Atender los procesos jurisdiccionales en los que la Junta Administradora es parte (ahí lo dice adentro) y dar el seguimiento respectivo, ahí lo dice en una de las tareas, luego pone dos puntos. Brindar acompañamiento legal durante el proceso de las audiencias, juicios, elaborar y contestar demandas, preparar audiencias orales, recepción de prueba, redacción de escritos, presentar excepciones, dar seguimiento, llevar los plazos de contestación, entre otras. Luego dice: Atender las medidas cautelares dictadas en los procedimientos, tramitar el proceso ordinario de los expedientes relacionados con el cobro administrativo, entonces digamos que ahí estaría abarcando y me estaría facultando ese tipo de trámites.

El segundo punto que yo le mencioné a la compañera es que yo desde el año anterior, desde setiembre me parece; no, hace más de un año tengo la coordinación de don Diego y ahorita tengo la coordinación de otra compañera, que también valoraran la posibilidad, no porque yo esté acá, sino, porque se tiene que formar una estructura y la posible coordinación del Área Jurídica. Por lo que entiendo del informe de ella es que, ella dice que ella no puede tocar esos temas, que ella lo único que hace es analizar el perfil y el tema de estructura ya le toca a la Dirección de Planificación, es lo que le estoy entendiendo a ella.

El tema del perfil, lo único que hizo fue cambiarle de Asesor Jurídico 1 a Asesor Jurídico JUNAFO, entonces todo se mantiene prácticamente igual, lo único que hizo fue como cambiar la nomenclatura. Lo que le había aportado a ella sobre las coordinaciones que yo tengo al parecer no fue valorado dentro del perfil competencial”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, expresa: “Este aspecto creo que es importante valorarlo por dos vías, la primera de ellas es que para efectos prácticos se consigue el objetivo principal que buscaba la Junta, en el sentido de que ya tenemos un perfil competencial específico que habilita de alguna forma la representación en procesos judiciales. Tardamos más de un año y medio en que la Direccion de Gestión Humana nos hiciera esta solicitud y la hizo, con todo respeto y todo el cariño del mundo para las compañeras de Gestión Humana, pero lo hizo atropellado y mal hecho, ese es mi criterio personal, no los voy a comprometer a sus personas.

Básicamente, acá lo que hicieron fue crear una clase angosta donde se define que la clase angosta se va a llamar Asesor Jurídico de la JUNAFO, que tiene una característica especial distinta a los Asesores Jurídicos distinta a los Asesores Jurídicos del Poder Judicial, que es la posibilidad de atender esos procesos jurisdiccionales; lo primero.

Lo segundo, se le eleva la responsabilidad al puesto de don Eduardo, se le da una cuota importante de responsabilidad y no se sopesa en los más mínimo la categoría, ni el salario, ni la condición en la que él está trabajando. A don Eduardo, acá le está otorgando una responsabilidad adicional a la que él ya conllevaba, porque ya no es acompañamiento, ya no es colaboración, ya no es manejar el expediente, ahora es atender directamente los procesos jurisdiccionales si ustedes así lo determinan. Y hay una situación donde claramente a mayor responsabilidad debería ser sujeta a un incremento de alguna forma, alguna consideración de categoría distinta al que originalmente se plantea. Esos son dos comentarios que quería hacerles.

El tema que bien señaló Eduardo sobre la supervisión ejercida era claro y todo el tiempo se enfocó en que existe un área, un grupo de personas a las cuales don Eduardo tiene que coordinar, porque así está establecido en esta estructura y eso es un plus que también debió ser considerado en la elaboración del perfil.

Dicho lo anterior, señores, respetuosamente sugeriría que este perfil de Asesor Jurídico se le solicite nuevamente a la Dirección de Gestión Humana, que se valore y se recalifique conforme a las responsabilidades que se estarían asumiendo por parte de la persona que ocupa este cargo. Insisto, a diferencia de todo lo que hace a nivel del Poder Judicial, este es un Asesor Jurídico que sí representa, que sí participa, que sí tiene gestión directamente en cada uno de los procesos jurisdiccionales y que va a abarcar materias tan diversas como Seguridad Social, Trabajo, Contencioso Administrativo e incluso, en algún momento, hasta en materia Agraria podría verse involucrada la Junta Administradora.

Entonces, sí es un perfil que va a requerir mucha responsabilidad social del mismo y creo que con esto que nos está ahorita la Dirección de Gestión Humana que ya fue aprobado por el Consejo Superior, no se logra del todo el objetivo que originalmente se había planteado. Tenemos un año y medio discutiendo esta situación, por dicha ya tenemos un avance, ya podríamos ejecutarlo, pero creo que quedó debiendo en la parte de compensar a la persona que eventualmente ocupe el cargo por las responsabilidades que esto conlleva”.

El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Creo que aquí es… dos cosas importantes: una, hay una competencia de esta Junta que lo había manifestado la otra vez, donde nosotros podríamos también indicar la posibilidad, la competencia y demás, porque somos un órgano independiente y que nos han sacado más de una vez la gente del Poder Judicial de ese perfil que tiene el Asesor Jurídico.

Para mí es claro que Eduardo ahora ya quedó facultado, Eduardo porque ese es el nombre, la plaza queda facultada para ejercer esa representación nuestra y que, incluso nosotros, conociendo este acuerdo del Consejo, o este oficio más bien, porque es el oficio como tal que nos manda doña Roxana, diría que ahí lo que podemos es darlo por conocido y demás, y que ya se tiene la seguridad sobre la representación que puede ejercer la persona que ocupa esta plaza.

El segundo punto que sí me parece y, tal vez aquí a colación de un poco la ayuda de Mauricio, Oslean e Ingrid, cuando tratamos el tema de la estructura de la JUNAFO, nosotros en aquel momento cuando lo tratamos dijimos como tenía que ser, entonces, para mí en este momento ¿A qué acudiría yo como Junta?, a también establecer nosotros una organización pequeña en el área de la Asesoría Jurídica nuestra y enviarla a la Dirección de Planificación, para que luego Planificación nos diga que sí y luego lo mandamos a la Dirección de Gestión Humana para esa recalificación de la plaza o ese aspecto adicional que tendría esa plaza en cuanto a manejo de personal.

Creo que ese es el procedimiento que tenemos que seguir. No podemos mandarlo a Gestión Humana porque Gestión Humana ya me está diciendo que es una competencia de Planificación, cosa que es cierta a lo interno, pero la JUNAFO tiene la particularidad de esa independencia que tiene. Entonces, con esa independencia que tiene ¿qué es lo que haría yo?, montemos una estructura pequeña referida únicamente a la parte de la Asesoría Jurídica y decimos que es un coordinador con un asistente y con otro asistente. Eso se lo mandamos a Planificación, Planificación nos contesta, después le decimos a Gestión Humana ‘Miren señores, nosotros decidimos esta estructura, Planificación nos está diciendo que sí por la particularidad que tiene la JUNAFO’, es que esa es la esencia, la particularidad nuestra.

Así que tenemos eso con Planificación y se la mandamos a Gestión Humana y ellos tendrán que valorar un aspecto dentro de esa plaza, ya han pasado 18 meses, no quisiera que volvamos a un círculo vicioso que casi siempre se repite en el Poder Judicial en temas de las plazas, creo que Parris puede decirlo mejor que cualquiera de nosotros a lo interno de Gestión Humana. Pero sí acudiría a hacerlo siguiendo ese procedimiento y aclarar lo nublados del día de una plaza que es suficientemente tratada durante 18 meses, para que podamos tener una representación y no solo un recargo en la Presidencia que está por demás, que está muy bien ejecutada y que más bien, creo que Eduardo ha tenido un gran profesor y sí hay un aprendizaje. No creo lo quiera perder él, el profe; pero si quisiera dejar esos dos puntos ahí”.

El integrante presidente Segura Solís, consulta: “Don Rodrigo, de lo que usted acaba de decir ¿usted cree o tiene la certeza de que la Junta tiene competencia para dictar reglamentos de organización y de servicio?”.

El integrante Arroyo Guzmán: responde: “Ahí está doña Iris Rocío que nos lo pasó así aquel día en Corte ¿se acuerda?, pero que nosotros emitimos los reglamentos y se mandan a Corte, y Corte todo el proceso normal interno del Poder Judicial, nosotros deberíamos de tenerlo y lo tenemos, don Juan Carlos, porque el reglamento que se hizo… ¿Cómo funciona la Junta?, con un reglamento que se preparó aquí ¿Cómo se hizo tal otro?, con un reglamento que se hizo aquí y siguió todo el procedimiento interno. Esto que estoy diciendo no es nuevo, don Juan Carlos, la misma gente de la Direccion Jurídica nos lo ha tirado como 20 veces, usted se ha ganado un pleito con eso y que ha sido innecesario, también decirlo, ha sido innecesario ese pleito”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “No, es porque entonces, habría que crear un Reglamento de Organización con una nueva Dirección Jurídica estructurada”.

El integrante Arroyo Guzmán, añade: “Lo que diría no es tanto el reglamento, sino, la estructura como se planteó aquí, nosotros hicimos el estudio con una gente externa y demás, y planteamos una estructura. Recuerdo que Mauricio, Oslean e Ingrid estuvimos por ahí, junto con Miguel en aquel momento. Nosotros propusimos una estructura, la estructura se manda a Planificación, luego a Consejo y pasamos ya de por medio a la gente de Gestión Humana, así fue como lo hicimos en aquel momento.

Entonces, la estructura fue aprobada primero por la Junta y después en Consejo Superior, por la competencia y por la independencia que tiene la Junta. Así fue en aquel momento y que fue un estudio que se pagó a una empresa X, que se trasladó”.

El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Yo no conocía eso”.

El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: “En virtud de esta modificación que sí está clara, ya la pude ver, sí está clara donde indica que la persona en este cargo atenderá los procesos jurisdiccionales en los que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es parte y dar el debido seguimiento, brindar acompañamiento, etcétera; y participar en todo lo que corresponde como lo que queríamos. Ahí está claro, sí lo dice, no tan implícitamente, lo dice más bien, claramente.

Lo que no pasó y esto es un tema de orden presupuestario, si bien es cierto esta plaza que se está creando, porque se está creando el perfil de esta plaza, corresponde a la clase ancha de Asesor Jurídico y a la clase angosta de Asesor Jurídico de la JUNAFO, pero también pertenece al grupo ocupacional Jefaturas, Coordinadores y Profesionales; de tal forma que, nosotros debemos de indicar que esta plaza con esta modificación es una jefatura, mínimo.

De tal forma que sí tenemos la potestad pienso yo de hacer esa gestión de estructura e indicar que ese perfil con esa modificación y con esa ampliación en la función y el desempeño de la labor que realiza, ya no un Asesor Jurídico, sino, el jefe de Asesoría Jurídica de la JUNAFO, así se debería llamar esta plaza, entonces, que bonito, usted agarra la plaza que existía genérica, le mete esto y deja todo igual. No, la responsabilidad es demasiado grande aquí. Aquí cambió el espectro del perfil de puesto.

Ese es el problema que hacen las entidades que qué bien, le meten más funciones, pero esta función es sustantiva al proceso real, es sustantiva, es indispensable para ejercer el cargo, de tal forma que no se puede quedar con el mismo salario, eso lo ganamos. Creo que sí podríamos hacer la gestión correspondiente, deberíamos de aprovechar para indicar que aceptamos eso, pero el nombre no está bien. Como está en el grupo ocupacional, considerarlo como una jefatura, mínimo, para ir ganando tiempo y después mandamos la estructura general.

Ellos lo que hacen aquí es nada más cambiarle el nombre, es decir cambiarle Asesor Jurídico JUNAFO, valida según ellos (que es el error grave que hay aquí) la nueva función que tiene la persona y eso no puede ser posible, eso no es así. Entonces, nosotros sí tenemos que alegar de que nos parece bien ese perfil, pero, que la categoría de puesto debe ser jefatura para ver que hace Gestión Humana, y va a decir que eso le compete a Planificación; entonces vamos con Planificación, pero a ver qué pasa, a ver que dice el Consejo, eso hay que manejarlo.

Yo diría que sería una buena intención nuestra viendo que el perfil que se modificó y está dentro del grupo competencial correspondiente de jefaturas o coordinador, yo diría que sería una jefatura, entonces claro, cambiamos el espectro del puesto, el salario del puesto, más que todo, porque en realidad la responsabilidad aquí ya es otra cosa. Ya este puesto no es de Asesor Jurídico, ya es un puesto de jefe de la Asesoría Jurídica.

Entonces, ahí es donde tenemos que redactar bien, pienso yo, e indicarles que nosotros consideramos eso a ver que dicen, seguramente Gestión Humana va a decir que no le compete, bueno, entonces que nos mande para algún lado, si nos manda a algún lado podemos accionar y eso es lo que queremos hacer. Estratégicamente hagámoslo bien sin ir directo, sino que nos digan “Ah no, bueno sí, nosotros pensamos solo en el perfil no en la estructura” Okey, entonces vamos allá a Planificación y después vemos cómo lo hacemos, esa sería la sugerencia como para poder lograrlo”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, dice: “Señores, básicamente estaba repasando la estructura de lo que don Rodrigo estaba hablando, para ver si estamos… vamos a ver, si hay correspondencia en el estudio que se había hecho de estructura organizacional, efectivamente, en estructura organizacional Asesoría Legal está como órgano staff de la Dirección de la JUNAFO. Como tal, no hay ninguna especificación que limite que sea una jefatura, es un órgano staff y básicamente lo que dice es Asesoría Legal.

Entonces, creo que sí se podría solicitar lo que don Parris y don Rodrigo están concluyendo y nada más, adjuntarles la estructura que tenemos, diciendo que es un órgano staff de la Dirección nuestra y que, solicitamos la equivalencia en el puesto de coordinación o jefatura”.

El máster William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Ya el puesto fue creado, es un puesto exclusivo para la JUNAFO, creo que lo único que nos correspondería sería solicitar la recalificación con base a que ya las funciones se incrementan y que, si bien es cierto, el puesto se llama parecido al resto de competencias que están en el Poder Judicial, es un puesto con especificaciones diferentes y con mayores responsabilidades. Únicamente es pedir la recalificación me parece, no es necesario que diga jefatura, porque únicamente se va a ocupar esa asesoría para ese puesto específico”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, menciona: “Estoy totalmente de acuerdo con las manifestaciones que hicieron don Rodrigo y don Parris. Nosotros debemos pelear para que no se vea como un Asesor Jurídico de la JUNAFO o de clase pequeña, sino, establecerlo como una Asesoría Jurídica igual en las que hay en el Poder Judicial, y me parece que eso es lo que deberíamos de pelear en este momento”.

Se acuerda:	De conformidad con las manifestaciones plasmadas anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 11-2024 del 13 de febrero de 2024, artículo XL, comunicado mediante oficio N° 1863-2024 del 01 de marzo de 2024. 2.) Aprobar el perfil competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO, remitido y aprobado por el Consejo Superior en la sesión indicada en el inciso anterior. 3.) Delegar a la Dirección de la JUNAFO la confección de un informe que plasme la estructura organizativa y jerárquica que ostenta la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de ser remitido al Departamento de Planificación del Poder Judicial para la consecuente recalificación de la plaza N° 382277, debido a las funciones actuales de coordinación que se ejercen en el puesto. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
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Documento N° 170-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, oficio N.° 008-ACA/DJ-2024, del 6 de marzo de 2024, suscrito por el licenciado Jose Pablo Mora Montero, asesor jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el cual dice literalmente:

“Esta Dirección Jurídica tramita el expediente de cobro administrativo por sumas giradas de más por jubilación al señor Frank Jiménez Fernández, número de cédula 01-1660-0990, por no presentar los resultados de los exámenes de sétimo y octavo grado matriculado para el año 2017. El presente informe es la recomendación de esta Dirección para dar por terminado el presente en la vía de cobro administrativo.

1.- Antecedentes:

1.1.- Por oficio N°115-DE-2018 del 12 de enero de 2018, suscrito por la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, se comunica a esta Dirección el oficio 30-TE-208 del once de enero del 2018, suscrito por la MBA. Floribel Campos Solano, relacionado a las sumas giradas de más por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al pensionado Frank Jiménez Fernández. 

1.2.- Mediante oficio N°1904-TE-2017 del 5 de diciembre de dos mil diecisiete, suscrito por la Licda. Andrea Valerín Arroyo y la Licda. Ingrid Moya Aguilar, del Departamento Financiero Contable, se indica las sumas giradas en demasía al señor Jiménez Fernández, cédula 01-1660-0990, indicándose que: "(...) según “Boleta de Inscripción para las Pruebas del Programa de Tercer Ciclo de la Educación General Básica Abierta, su estimable persona matriculó las materias de Ciencias de 7°, Español Formación Ciudadana, Estudios Sociales, Inglés y Matemáticas todas de estas de 8°, no obstante, presenta los comprobantes emitidos por el MEP en los cuales demuestra que aprobó las materias de Inglés y Cívica de 8°, más no se presentan los comprobantes de aprobación de las demás materias, situación que se comunicó a la Dirección Ejecutiva mediante oficio N°1770-TE-2017 de fecha 15 de noviembre de 2017 (...)" (la cursiva es nuestra), generándose así una suma girada de más por ¢73.007,14 (setenta y tres mil siete colones con catorce céntimos). Dicho oficio fue comunicado al señor Jiménez Fernández, otorgándosele el plazo de diez días hábiles para efectuar el depósito del monto adeudado o en su defecto, la posibilidad de proponer un arreglo de pago ante la Administración. No obstante, no se registra apersonamiento por parte del deudor o algún pago realizado-

1.3.- Por medio de oficio 1747-TE-2018 de 4 de diciembre de dos mil dieciocho, el Departamento Financiero Contable, comunica el ajuste a sumas giradas de más a personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, incluyéndose el caso del señor Frank Jiménez Fernández, indicándose un monto de ₡7.242,77 (siete mil doscientos cuarenta y siete colones con setenta y siete céntimos) a ajustar por concepto de aguinaldo 2017 y 2018, quedando el adeudo por la suma total de ₡80.249,91( ochenta mil doscientos cuarenta y nueve colones con noventa y un céntimos).-

1.4.- Por resolución "SE CONCEDE AUDIENCIA" de las quince horas del veintidós de agosto de dos mil diecinueve se otorgó al señor Frank Agustín Jiménez Fernández, cédula N° 01-1660-0990, el plazo de diez días hábiles para que, en dicho término formule los alegatos pertinentes sobre el cobro de ochenta mil doscientos cuarenta y nueve colones con noventa y un céntimos (¢ 80.249,91), pudiendo aportar la prueba que sea necesaria, debiendo indicar los fundamentos jurídicos en que se apoyen sus pretensiones y otorgándole la posibilidad de proponer un arreglo de pago ante esta Administración, poniendo a su disposición el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). No obstante, según acta emitida por la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Heredia, en la dirección física del encausado, tomada de la Plataforma Policial del Organismo de Investigación Judicial, no se pudo notificar por cuanto indican “Al ser las 10:48 me apersoné a la segunda dirección, pero no es posible realizar la notificación. Ya que en la misma todas las casas están numeradas y letradas, favor indicar señas, faltan señas, se aportan tres números telefónicos de los cuales 2 no existen y el 86246 875 no es contestado. La primera dirección se registra la visita en los intentos el día 03 - 09 – 19”. – “Intentos: 03-09-2019 11:18 Al ser las 11:16 me apersoné a la primera dirección la cual sería en la casa 16 - D, en la cual me atienden 2 hombres de piel oscura, e indican que el requerido vivió anteriormente en el lugar, casa esquinera, color celeste con blanco”. -

1.5.-Según Certificación emitida por el Registro Nacional N°RNPDIGITAL-275888-2023, el señor Jiménez Fernández posee inscrito un bien inmueble tipo Finca, en la Provincia de Puntarenas, Cantón de Corredores, (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Asimismo, por certificación N°RNPDIGITAL-275848-2023, el deudor no posee bienes inmuebles inscritos a su nombre.-

1.6.- De una nueva solicitud de localización extraída de la Plataforma Policial actualizada a diciembre de 2022, el señor Frank Jiménez Fernández no registra nuevos datos para realizar un nuevo posible emplazamiento, asimismo, tras intentar comunicarse nuevamente a los números telefónicos registrados, no se logra establecer comunicación alguna, esto según constancia realizada el día veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro.- 

2.- Consideraciones de fondo sobre el archivo por costo beneficio

Haciéndose un análisis del monto de la deuda y teniéndose en cuenta que se ha gestionado para el correspondiente pago al deudor y se ha instado el pago en varias ocasiones sin lograrse de alguna manera poder notificar al encausado tras varios intentos realizados por parte de esta Administración, resulta mucho más oneroso seguir con las instancias de cobro, por lo que se hace la recomendación por parte de esta Dirección de archivar la deuda por costo-beneficio según ha sido ya valorado por el Consejo Superior del Poder Judicial, a saber :

2.1.- De conformidad con lo dispuesto por el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°19-2020 celebrada el diez de marzo de dos mil veinte, artículo XII que se sigue a partir de la valoración histórica que se realiza para estos casos que inició con el informe No. 36-SAE-02 de la Sección de Análisis y Ejecución de la Dirección Ejecutiva, referente a la recuperación de montos por concepto de sumas giradas de más, daños o pérdida de patrimonio judicial (daño a vehículos oficiales) por parte de la Sección de Cobro Administrativo de esa Dirección, en el que se determinó que el trámite que se debía llevar a cabo para lograr la recuperación de sumas que no superen los ¢70.000,00, tendría un costo mayor al monto por recuperar. Por lo que ante consulta sobre el particular remitida a la Procuraduría General de la República, el ente técnico jurídico concluyó que: “Si el Consejo Superior del Poder Judicial cuenta con los estudios técnicos, en los cuales se demuestra fehacientemente que el costo real del cobro supera razonablemente la suma a recuperar, lo procedente es adoptar un acuerdo, bajo su exclusiva responsabilidad, de no tramitarse el cobro de sumas giradas de más a exservidores, luego de que las gestiones efectuadas resulten infructuosas o por montos resultantes por daños a los activos en general del Poder Judicial, por parte de particulares, que no superen los ¢70.000.00 colones exactos”.

2.2. Que sobre lo anterior, el Consejo Superior en la sesión No. 58-03 del siete de agosto del año dos mil tres, Artículo XXXIX, dispuso autorizar a la Dirección Ejecutiva para que en cada caso concreto y luego que se hayan realizado gestiones suficientes para la recuperación de sumas por montos que no superen los SETENTA MIL COLONES EXACTOS (¢70.000,00), valorara la razón costo / beneficio del trámite de cobro y disponga de ser procedente, el archivo de las diligencias, para con ello evitar mayores erogaciones a la Institución. Que dicho monto ha venido siendo indexado hasta encontrarse vigente al día de hoy el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N°34-2023, celebrada el 25 de abril de 2023, artículo XXVI, que dispone: "(...) Acoger la recomendación presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio Nº 1044-DE-2023 del 11 de abril de 2023, referente a modificar el monto de ¢184.000.00, aprobado por el Consejo en sesión No.19-2020 del 10 de marzo del 2020, artículo XII y aumentarlo a ¢192.000.00, para que este sea el monto que rija en cada caso concreto y luego de realizar al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas por exservidores judiciales o el resarcimiento de daños producidos por particulares a los activos del Poder Judicial, por montos que no superen esa cifra, se valore la razón costo/beneficio del trámite de cobro y disponga, si procede, la incobrabilidad de la suma de que se trate y el archivo de las diligencias. La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda (...)".

3.- Sobre la aplicación en el caso concreto

Ahora bien, propiamente en el expediente que nos ocupa, tal y como se indicó, se realizaron todas las diligencias propias del procedimiento, dirigidas a la recuperación de la suma adeudada por el jubilado judicial, a quien se le concedió la comunicación del adeudo al Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, se dictó la resolución de “SE CONCEDE AUDIENCIA”, otorgando el emplazamiento respectivo y la posibilidad de establecer un acuerdo de pago con la administración, en la cual constan los intentos de notificación realizados por parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Heredia, en las dos direcciones físicas encontradas en la Plataforma Policial del Organismo de Investigación Judicial, así como los intentos de comunicación telefónica realizados por dicha oficina y por esta Dirección Jurídica, sin lograrse contacto de manera efectiva. En atención a lo anterior, analizadas las diligencias, considerando que se encuentran dentro de los parámetros establecidos para no continuar con las gestiones de cobro, por cuanto se realizaron tres intentos de localización y cobro, sin obtener resultado favorable y el monto a cobrar asciende a ochenta mil doscientos cuarenta y nueve colones con noventa y un céntimos (¢ 80.249,91), por tanto menor al monto establecido por costo beneficio de ¢192.000.00 (ciento noventa y dos mil colones), considera esta Dirección que continuar con el trámite del procedimiento, tornaría las diligencias más onerosas que el monto que eventualmente se llegue a recuperar, sin que exista certeza alguna, por cuanto en las localizaciones ya obtenidas fue imposible lograr encontrar al encausado, y los números telefónicos que registra el señor Frank Jiménez Fernández no son atendidos ni pertenecen a ninguna persona. Todo lo anterior incluso refrendado por la Procuraduría General de la República que indicó mediante oficio PGR-028-2004 del 08 de setiembre del 2004, rubricado por la Licenciada Ana Lorena Brenes Esquivel, Procuradora General para ese momento, con referencia a un caso por monto similar, devolvió el legajo a efecto de que la Dirección Ejecutiva realizara los estudios pertinentes con la finalidad de dar cumplimiento con lo establecido en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°58-03, que autorizó a la Dirección Ejecutiva en su momento a archivar el expediente, siempre y cuando se valore la razón costo / beneficio del trámite. Por lo que en atención a las recomendaciones y lo acordado por el Consejo Superior, esta Dirección considera que no es viable realizar un nuevo intento de localización, al no existir siquiera una nueva dirección física a la cual recurrir para un nuevo intento de comunicación o algún número telefónico al cual intentar contactarse con el señor Frank Jiménez Fernández. –

4.- Conclusión: 

De conformidad con lo expuesto, en atención a que continuar con el trámite elevaría los costos operativos, sobrepasando el monto a ser recuperado, sin que exista certeza de llegar a recuperar el dinero adeudado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en aplicación de los principios de economía procesal, eficiencia y razonabilidad, esta representación pone a disposición y consideración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la terminación del procedimiento mediante el archivo por costo beneficio, de acuerdo a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N°34-2023, celebrada el 25 de abril de 2023, artículo XXVI. Asimismo, esta Dirección hace atenta gestión a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que se indique si como Órgano decisor brinda la posibilidad de que casos en los que exista una serie de gestiones de cobro y se ajusten a las disposiciones ya establecidas sobre el procedimiento de cobro que se adecúen al criterio por costo-beneficio, puedan luego del estudio sobre la viabilidad de determinar la incobrabilidad de la deuda, ser remitidos por esta Dirección a esa instancia bajo la recomendación de archivo en ese mismo sentido”.
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Manifestaciones: 

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “Una consulta rápida para don Oslean, ¿la contrapartida es incobrable es una estimación o es un gasto?”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, responde: “En este caso es una cuenta por cobrar que se iría contra un gasto de periodos anteriores, es un ajuste de periodos anteriores, recordar que la tenemos registrada como una cuenta por cobrar, por cuanto hay un cobro administrativo que se está ejecutando pero por lo general para llegar hasta esta etapa ya han transcurrido varios meses desde la ejecución inicial, entonces ya corresponde a resultados de años atrás”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “Me llama poderosamente la atención porque me parece ya son varias sesiones en las cuales se asume la pérdida, realmente lo que se está hablando ahí es de asumir una pérdida de un incobrable ahí, y vuelvo, y surge el yo investigador y veo a veces que no es tan difícil la localización de una persona, me parece que la estimación de costos, de buscar esa cuenta por cobrar como que está sobrevaluada.

Me parece que contamos con la cooperación de organizaciones del Poder Judicial, de fuentes abiertas y muchos otros factores que no implican costos adicionales para la institución que son plazas que ya existen de investigadores y de sistemas que ya están en operación, que en principio no deberían representar costos adicionales y mucho menos para la JUNAFO, si en este caso se incluyen como una cooperación adicional a nosotros, entonces me llama mucho la atención que se esté renunciando, yo sé que existieron dos procesos anteriores, que lleva varios años, pero me parece que sí se debería analizar un poquito más este tema adelante para no estar acudiendo a esta figura de renunciar a los incobrables”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, señala: “Si aunado al tema, uno se preocupa que llegue a estos niveles, me gustaría proponer un análisis de estructura de cobros que tiene la JUNAFO, para ver si se puede mejorar, a ver que podemos lograr nuevo, porque hay mecanismos tecnológicos más eficientes, a ver cómo está la estructura, si está muy desactualizada, si la Administración puede generar alguna idea para que pueda agilizar ese tipo de cobro y que no lleguemos a tener incobrables.

Entonces es bueno y sería saludable de parte de esta Junta Administradora mandar a hacer una revisión de ese proceso de cobro y podamos ver si lo podemos mejorar, una mejora continua, podría ser que sea así y eso sería muy importante para los beneficios del Fondo y de todos los dueños de este Fondo”.

El integrante Villalta Fallas, manifiesta: “Me gustaría que la Dirección nos facilite el desglose de las cuentas por cobrar por periodo de vencimiento, lo que se estila es si las cuentas están a un mes, dos meses, tres meses, seis meses, un año, ¿Cuál es la antigüedad de las cuentas por cobrar que tenemos?, porque si hay un monto significativo, deberíamos de pensar en crear una estimación y no estarle tirando todo a gasto de periodos anteriores, sino tirárselo a una estimación de incobrables, pero para eso, primero hay que analizar la antigüedad de los saldos, me gustaría que nos faciliten las cuentas por cobrar por antigüedad, para ver cómo anda la cosa”.

El integrante Soto Solano, agrega: “Si, se me olvidó señalar, como lo indiqué en puntos anteriores, la necesidad de que la persona señale medio de notificación y que en caso de cambiarlo también, informe cualquier tipo de cambio al sitio de notificación, porque esto nos facultaría que a futuro aunque la persona no se localice, se puede llegar a tomar una resolución y se da por notificada mediante La Gaceta, y si se hacen las deducciones de oficio directamente a los montos que existan en el caso de personas no localizables o a cuentas que existan. No sé, me parece que es importante incluir ese estribillo de la notificación y la actualización de datos en el momento que se cambie para evitar estos incobrables”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Ok, entonces sería un acuerdo aparte, no de lo que hemos hablado”.

El integrante Rodrigo Arroyo Guzmán, expresa: “Solo para efectos aclaratorios y de lo que son las cuentas por cobrar y demás, nada más una consulta a don Oslean muy rápida, estas cuentas vienen desde antes de que la Junta empezara a funcionar, ¿verdad? la mayoría de ellos”.

El máster Mora Valdez, aclara: “Sí señor, la mayoría de estos procesos son de años anteriores y correspondían en algunos casos principalmente a estudiantes pensionados, básicamente se daba la situación de que estudiantes pensionados tienen un plazo determinado después de concluir el trimestre, cuatrimestre o semestre, para entregar la documentación correspondiente, cuando entregan la documentación correspondiente se ve que retiraron alguna materia o que por ejemplo, perdieron alguna de las materias matriculadas y procede un cobro administrativo.

Este caso que estamos conversando y que tiene toda la discusión, por darles un ejemplo, fue seguido bajo el expediente N° 18-000005-1357-AD, ese 18 adelante quiere indicar que desde el periodo 2018 inició el cobro administrativo por parte de la Dirección Jurídica, es decir, ese proceso inició con la anterior Administración del Régimen, y así la mayoría de los casos ha ocurrido.

Por un tema procesal, es que se ha acostumbrado a definir un monto X donde se dice que, por debajo de este monto no vale la pena activar todo el aparato administrativo para continuar con la gestión y lo que está haciendo la Dirección Jurídica es haciendo esa limpieza, diciendo “estos casos que estaban ahí viejos, pendientes de realizar, son inferiores a esa cifra que así está estipulada y recomiendo como órgano encargado del proceso de cobro realizar el archivo de esta gestión”, eso es lo que ellos nos están recomendando, ustedes como órgano decisor son los que considerarán si es correspondiente o no el archivo”.

El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Muchas gracias don Oslean, solo quería eso que quedará claro, muy amable”.

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, agrega: “Si, también recordarles que hace, no sé si fue hace una semana o quince días, ustedes en una sesión anterior aprobaron por la recomendación de la Asesoría Jurídica tomar en consideración el monto que actualmente tiene la Corte definido para el archivo de diligencias por esto de que se declaran incobrables, y eso verdad, entonces está en ¢192 000 (ciento noventa y dos mil colones).

La Asesoría Jurídica presentó un criterio y ustedes lo acogieron, que era parte de lo que don Orlando Aguirre había solicitado una aclaración y eso. En ese acuerdo ustedes acogieron eso, entonces precisamente por ese monto que habían definido que se acogiera, la Dirección Jurídica ve que este monto está por debajo de este, bueno ahí lo mencionan en el punto 3 de la propuesta de acuerdo, de hecho fue desde julio del 2023 y sé qué hace dos sesiones, ustedes volvieron a ver el tema y acogieron que todo lo que se encuentre por debajo de ese monto se declare como incobrable y se ordene el archivo de la diligencias, siempre y cuando haya algunas gestiones de cobro antes, como pasó en este caso.

Y tal vez para aclararle a don William, la misma Dirección Jurídica y nosotros inicialmente hacemos el cobro a las personas y buscamos, como les he comentado en otras ocasiones, en todo lugar a las personas, tanto así que en este caso específicamente se menciona la plataforma del Organismo de Investigación Judicial, de donde se extrajo información y hasta el año 2022 se volvió a revisar la información, la cual se mantenía igual, entonces sí se trata de localizar a las personas hasta debajo de las piedras como dicen.

Para don Mauricio, hace igual como dos sesiones o tres sesiones, se presentó ante ustedes el informe semestral de las cuentas por cobrar, podría tal vez buscarlo para facilitárselo y ahí yo creo que viene ese detalle, no sé si exactamente como lo quiere don Mauricio, voy a revisarlo, y si no trataría de buscárselo bajo esos parámetros para hacérselos llegar”.

El integrante Soto Solano, dice: “Estamos claros que se aceptaron esos montos pero también hay que estar retroalimentando, porque una cosa son casos fortuitos donde eventualmente se presenta algún incobrable y otro cuando ya es la norma, y si tenemos 10 o 12 incobrables durante el año estamos hablando ya de millones de colones, entonces no sería el monto individual por caso sino ya a la hora de hacer un estimado global, entonces eso es lo importante, si bien es cierto que existe ese acuerdo, también volvemos a lo mismo, tenemos la potestad de aceptar la recomendación o no, o si ampliamos un poquito más la investigación”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Bueno, entonces el acuerdo queda tal y como está redactado, y buenas observaciones que hicieron los compañeros para futuras gestiones”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N.° 008-ACA/DJ-2024, del 6 de marzo de 2024, suscrito por el licenciado Jose Pablo Mora Montero, asesor jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, relacionado con el cobro administrativo por sumas giradas en demasía al señor Frank Jiménez Fernández, seguido bajo el expediente número (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 2.) Autorizar el archivo de las presentes diligencias de conformidad con lo expuesto y, en aplicación de los principios de economía procesal, eficiencia y razonabilidad, debido a que continuar con el trámite elevaría los costos operativos sobrepasando el monto a ser recuperado, sin que exista certeza de llegar a recuperar el monto adeudado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Se le aclara a la Dirección Jurídica, que este órgano colegiado en sesiones N° 28-2023 del 13 de julio del 2023, artículo XXX y N° 45-2023 del 07 de noviembre del 2023, artículo X, acogió como propio el monto de ¢192 000,00 (ciento noventa y dos mil colones) establecido para el Poder Judicial por el Consejo Superior en sesión N° 34-2023 celebrada el 25 de abril del 2023, artículo XXVI, para que los montos por cobrar que se encuentren por debajo del establecido, se declaren como incobrables y se ordene el archivo de las diligencias luego de al menos dos gestiones de cobro para recuperar las sumas adeudadas a este Fondo. 4.) La Dirección de la JUNAFO remitirá a este órgano colegiado un informe relacionado con la estructura actual de cobros que se tiene en la citada Dirección, los procedimientos y mecanismos tecnológicos utilizados, etc., a fin de determinar alguna mejora en este proceso. Así mismo, remitirá un informe con el desglose de las cuentas por cobrar por periodo de vencimiento, en el que se detalle la antigüedad de estas. 5.) La Dirección Jurídica del Poder Judicial y de la JUNAFO tomarán nota para lo correspondiente. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc161647827]ARTÍCULO XXIII

Documento N° 1177-2022 / 178-2024

En sesión N° 002-2023 del 17 de enero de 2023, artículo XVIII, en lo concerniente, se designó al licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla, asesor jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, como Órgano Director del Procedimiento seguido bajo el expediente número (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), quien debería realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor.

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, oficio N.° 286-DJ/CA-2024, del 7 de marzo de 2024, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el cual dice literalmente:

“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No.18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No.390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

En atención a lo expuesto, nos permitimos informar que, mediante oficio N° 748-JP/DJA-202 del 14 de noviembre de dos mil veintidós, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la Licda. Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora a.í. Dirección de la JUNAFO, se comunica a esta Dirección las sumas giradas en demasía a nombre de la pensionada judicial Keren María Soto Rodríguez, portadora de la cédula de identidad N°06-0480-0756. Lo anterior, por cuanto la pensionada judicial, remitió las calificaciones del II cuatrimestre de 2022 vía correo electrónico el 30 de septiembre de 2022 y al verificar la documentación presentada ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se determina que reprobó una de las cuatro materias matriculadas en el período y se detalla como deuda por cobrar la suma de ¢79.619,64 (setenta y nueve mil seiscientos diecinueve colones con sesenta y cuatro céntimos), correspondiente al período del 1° de mayo de 2022 al 31 de agosto de 2022. Asimismo, por medio del oficio N° 801-JP/DJA-2022, del 2 de diciembre de 2022, se comunicó el ajuste de dicha suma por concepto de aguinaldo del periodo, determinándose un monto final por ¢87.760,71 (ochenta y siete mil setecientos sesenta colones con setenta y un céntimos). Ahora bien, en oficio N° 175-JP/DJA-2023, del 15 de marzo de 2023, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director de la Dirección de JUNAFO, se comunica que la señora Keren Soto Rodríguez presenta otra suma girada en demasía al no presentar el documento de las calificaciones obtenidas en el III cuatrimestre 2022, ni los documentos de estudio del I cuatrimestre 2023, por un monto de ¢429.068,89 (cuatrocientos veintinueve mil sesenta y ocho colones con ochenta y nueve céntimos, suma que posteriormente fue reajustada por oficio N° 819-JP/DJA-2023 del 5 de diciembre de 2023, a ¢454.357,82 (cuatrocientos cincuenta y cuatro mil trescientos cincuenta y siete colones con ochenta y dos céntimos), por concepto de aguinaldo del periodo, determinándose así una deuda total al Fondo por parte de la señora Soto Rodríguez por el monto de ¢542.118,52 (quinientos cuarenta y dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos).-

Ahora bien, por medio de oficio N°2141-DJ/CA-2022, del 13 de diciembre de 2022, fue solicitado el nombramiento del Lic. Leonardo Chavarría Chinchilla, Asesor Jurídico del Área de Cobro Administrativo, como órgano director del procedimiento, el cual fue aprobado por dicha Junta en la sesión N°002-2023 celebrada el 17 de enero de 2023, artículo XVIII, no obstante, en virtud de una serie de cambios administrativos generados a nivel interno de esta Dirección, se imposibilita la continuación de su cargo como órgano director en esta causa.

En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, se solicita a esa Junta dejar sin efecto el nombramiento efectuado del Lic. Leonardo Chavarría Chinchilla y en su lugar nombrar como Órgano Director del Procedimiento al Licenciado Jose Pablo Mora Montero, Asesor Jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

De manera consecuente, es menester informar a dicha Junta que, fue puesto en conocimiento de esta Dirección, por parte de la señora Katherine Zamora Murillo, Autorizada de la Unidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que, a solicitud de la señora Keren Soto Rodríguez, el beneficio de la pensión que ostenta la mencionada, fue reactivado a partir de la segunda quincena del mes de febrero del año en curso, de acuerdo con los lineamientos de la Política de Personas Estudiantes Pensionadas aprobada por la Junta Administradora, por un monto de ¢101.691,85 (ciento un mil seiscientos noventa y un colones con ochenta y cinco céntimos, con la condición de que presentara ante esta oficina una propuesta de arreglo de pago a fin de cancelar la suma de ¢542.118,52 (quinientos cuarenta y dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos) que adeuda al fondo por los conceptos ya mencionados. Por lo anterior mediante correo electrónico del 23 de febrero de 2024, la señora Keren Soto Rodríguez manifestó lo siguiente: "(...) Por este medio hago indicar que por Quincena se rebaje de mi pensión un monto de ₡9.000 mil que por mes sería ₡18.000 mil. Hago constar que la deuda pendiente se vaya rebajando desde mi pensión al monto ya indicado (...)". Cabe aclarar que dicha propuesta fue analizada bajo los lineamientos ya establecidos en la Política de Personas Estudiantes Pensionadas aprobada por la Junta Administradora el 25 de abril de 2023, que menciona en su artículo 16 "Aquellas personas pensionadas estudiantes que se encuentren suspendidas por el incumplimiento de esta Política, para reactivar el beneficio de pensión deberán encontrarse al día en sus obligaciones con este Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o bien, ofrecer un arreglo de pago el cual no podrá ser menor al 10% del monto bruto de pensión (artículo N.° 232 L.O.P.J), para poder optar por la reactivación del beneficio".

De esta manera, para la cancelación del adeudo se tiene que a la pensionada Keren Soto Rodríguez, se le deberá realizar 30 rebajos mensuales por la suma de ¢18.000,00 (dieciocho mil colones) y un último rebajo por la suma de ¢2.118,52 (dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos), lo que extendería la obligación a un plazo prudencial de dos años y siete meses.

Recomendación de la Dirección Jurídica

En atención a la propuesta de arreglo de pago presentada por la señora Keren Soto Rodríguez, cédula de identidad N°0604800756, considera esta Dirección, que dicha proposición es viable, en cuanto se efectúen 30 rebajos mensuales por la suma de ¢18.000,00 (dieciocho mil colones) y un último rebajo por la suma de ¢2.118,52 (dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos), iniciando a partir del mes siguiente, a la eventual aprobación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siendo dichos rebajos de manera consecutiva hasta la total cancelación de la deuda por ¢542.118,52 (quinientos cuarenta y dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos), por concepto de reprobación de una de las cuatro materias en el II cuatrimestre de 2022, no presentar el documento de las calificaciones obtenidas en el III cuatrimestre 2022, ni los documentos de estudio del I cuatrimestre 2023, así como sus reajustes respectivos por conceptos de aguinaldo en cada uno de los periodos.

En caso de aprobarse el arreglo de pago descrito, se debe indicar a la señora Keren Soto Rodríguez, cédula de identidad N°0604800756 que el compromiso es mensual y consecutivo, haciendo la observación de que a efecto de garantizar el cumplimiento de la obligación de conformidad con el arreglo de pago que le sea aprobado, deberá apersonarse en el plazo de ocho días hábiles luego de notificada la resolución que acepte el arreglo de pago, a la Dirección Jurídica del Poder Judicial (ubicada en el 4to piso, Edificio de la Corte Suprema de Justicia) a firmar un pagaré por la suma de ¢542.118,52 (quinientos cuarenta y dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos). Así mismo, debe hacerse del conocimiento de la señora Keren Soto Rodríguez, que de no suscribir el pagaré, se continuará con el trámite de las diligencias para que eventualmente se realicen las gestiones de cobro en la vía judicial. 

Conforme a lo expuesto, dejo así rendido informe de recomendación sobre la propuesta de arreglo de pago, presentada en la tramitación del expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

- 0 -

[bookmark: _Hlk161577821]Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N.° 286-DJ/CA-2024, del 7 de marzo de 2024, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en el cual remite informe relacionado con el cobro administrativo por sumas giradas en demasía a la pensionada judicial Keren María Soto Rodríguez, seguido bajo el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 2.) Por los motivos señalados, se deja sin efecto el nombramiento del licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla, como órgano director del citado expediente y se nombra en su lugar al licenciado Jose Pablo Mora Montero, asesor jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y remitirá a esta Junta Administradora las resoluciones correspondientes a los actos administrativos relacionadas al presente cobro administrativo. 3.) Aprobar la propuesta de arreglo de pago presentada por la señora Keren Soto Rodríguez, en la cual, debido a la reactivación del beneficio de pensión, se le aplicarán 30 rebajos mensuales por la suma de ¢18.000,00 (dieciocho mil colones) y un último rebajo de ¢2.118,52 (dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos), siendo dichos rebajos de manera mensual y consecutiva hasta la cancelación total de la deuda por ¢542.118,52 (quinientos cuarenta y dos mil ciento dieciocho colones con cincuenta y dos céntimos). 4.) Deberá la señora Soto Rodríguez apersonarse a la Dirección Jurídica (ubicada en el 4to piso, Edificio de la Corte Suprema de Justicia), a firmar un pagaré por la suma adeudada, en el plazo de ocho días hábiles a partir de la comunicación del presente acuerdo. En caso de no presentarse a suscribir dicho pagaré, la Dirección Jurídica continuará con el trámite de las diligencias para que eventualmente se realicen las gestiones de cobro en la vía judicial. 5.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, para que tome nota del arreglo de pago presentado por la pensionada Soto Rodríguez. Asimismo, deberá comunicarle a la Dirección Jurídica del Poder Judicial una vez que la deuda referida esté cancelada, o si el arreglo de pago se suspende por cualquier motivo. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO, Dirección Jurídica y de la señora Keren Soto Rodríguez. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

DIRECCIÓN EJECUTIVA DEL PODER JUDICIAL

[bookmark: _Toc160802767][bookmark: _Toc161647830]ARTÍCULO XXIV

Documento N° 158-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N.° 691-DE-2024 del 28 de febrero de 2024, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, que literalmente dice:

“En atención al oficio N° 46-DJA-2024 del 9 de febrero del año en curso, por medio del cual se solicitó a esta Dirección Ejecutiva el trámite de un presupuesto extraordinario, se le comunica que dicha solicitud fue trasladada al Departamento Financiero Contable con el oficio N° 487-DE-2024 del 13 de febrero de 2024 con la siguiente instrucción: 

“Para que el Departamento a su cargo proceda a tramitar el presupuesto extraordinario que solicita la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en tanto resulte procedente y conforme la programación que establezca el Ministerio de Hacienda, traslado oficio Nº 0046-DJA-2024 de fecha 9 de febrero en curso, suscrito por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de dicha Dirección.”
 
En respuesta a esta solicitud, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, jefa del Departamento Financiero Contable, remite oficio N° 86-0128-PTO-2024 del 27 de febrero de 2024 que, en lo que interesa, indica: 

“(…) Según lo antes expuesto, y a pesar que se explicó el tema de la operación de la JUNAFO por medio de recursos propios, no es posible gestionar la inclusión de recursos al presupuesto actual por tema de gasto, lo que sí es factible, es el trámite de la redistribución de recursos entre partidas, por lo que atendiendo la sugerencia de la señora Fanny Morales, se gestionará la solicitud de trámite formal para la apertura de un Presupuesto Extraordinario a fin del traslado de recursos a la partida 6 que se refiere en el oficio N° 0046-DJA-2024, claro está que mediante redistribución de recursos existentes.”

Lo anterior para su conocimiento y fines consiguientes”.

- 0 -

Anexos:
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N.° 691-DE-2024 del 28 de febrero de 2024, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, mediante el cual remite la respuesta brindada por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, jefa del Departamento Financiero Contable, mediante oficio N° 86-0128-PTO-2024 del 27 de febrero de 2024, en la cual informa la imposibilidad de incluir recursos al presupuesto actual, y en su lugar, se tramitará un presupuesto extraordinario para atender proyectos operativos urgentes, relevantes e impostergables de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante la redistribución de recursos existentes a la partida 6 “Transferencias Corrientes a Instituciones Públicas Financieras”. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO, para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ACUERDOS CONASSIF / BANCO CENTRAL

[bookmark: _Toc160802762][bookmark: _Toc161647833]ARTÍCULO XXV

Documento N° 156-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N.° CNS-1845/12 del 28 de febrero de 2024, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, mediante el cual comunica el acuerdo tomado por dicho Consejo en sesión 1845-2024 del 26 de febrero de 2024, artículo 12, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“dispuso en firme:

aprobar la modificación de la Regulación proporcional para cooperativas de ahorro y crédito supervisadas, Acuerdo Sugef 25-23, como se indica a continuación:

a)	Modificar el Artículo 11. Eficiencia, de conformidad con el siguiente texto:

“Artículo 11. Eficiencia

La evaluación del elemento eficiencia se efectuará con el índice de gastos de administración sobre utilidad operativa bruta, según los siguientes parámetros:

	Indicador
	Nivel 1
	Nivel 2
	Nivel 3
	Nivel 4

	Gastos de Administración /Utilidad Operativa Bruta
	Menor a 75%
	Igual o mayor a 75% pero menor a 80%
	Igual o mayor a 80% pero menor a 90%
	Igual o mayor
a 90%



b)	Modificar el Artículo 12. Evaluación de rendimientos, de conformidad con el siguiente texto:

Artículo 12. Evaluación de rendimientos

La evaluación de rendimientos se efectuará por medio de la relación entre la utilidad acumulada trimestral sobre el patrimonio contable promedio trimestral.

La evaluación del indicador de rentabilidad se realizará respecto de los siguientes parámetros:

	Indicador
	Nivel 1
	Nivel 2
	Nivel 3
	Nivel 4

	Utilidad o Pérdida Acumulada Trimestral / Patrimonio contable promedio
	Utilidades acumuladas trimestrales iguales o mayores al 1% del patrimonio promedio trimestral
	Utilidades acumuladas trimestrales menores al 1% pero iguales o mayores al 0% del patrimonio promedio trimestral
	Pérdidas acumuladas trimestrales mayores al 0% pero iguales o menores al 10% del patrimonio promedio trimestral
	Pérdidas acumuladas trimestrales mayores al 10% del patrimonio promedio trimestral



Rige a partir de su comunicación”.
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo.




[bookmark: _Hlk156811070]Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en sesión 1845-2024 del 26 de febrero de 2024, artículo 12, en el cual aprueban la modificación de la “Regulación Proporcional para Cooperativas de Ahorro y Crédito Supervisadas, Acuerdo Sugef 25-23” conforme se indica. 2.) Hacer de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647835]ARTÍCULO XXVI

Documento N° 173-2024

[bookmark: _Hlk161306992]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N.° CNS-1846/07 del 06 de marzo del 2024, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, mediante el cual remite el acuerdo tomado por dicho Consejo en la sesión 1846-2024, celebrada el 04 de marzo del 2024, artículo 7, en la cual se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“(…)

dispuso en firme:

1. [bookmark: _Hlk161305317]Modificar el Artículo 39. Auditoría externa, del Reglamento de Gestión del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD) y de Otros Fondos de Garantía (OFG), para que en adelante se lea de la siguiente manera:

“Artículo 39. Auditoría externa.

El administrador del FGD debe contratar anualmente una auditoría externa y publicar los estados financieros auditados correspondientes a cada ejercicio fiscal, elaborados conforme a las normas contables vigentes, y en un plazo máximo de un mes desde la recepción del informe final de la auditoría externa.

Además, el administrador del FGD debe contratar cada dos años una firma de auditoría externa que evalúe y emita opinión sobre los procedimientos, la gestión de riesgos, las tecnologías de información y la estructura administrativa de control interno del Fondo.

La Junta Directiva del BCCR, debe conocer y valorar los resultados de estos informes. Ambos informes se deben publicar conforme a los lineamientos que emita la Junta Directiva del BCCR.”

2.	Agregar a la norma reglamentaria detallada en el numeral 1 precedente, el Transitorio que se cita a continuación: 

“Transitorio I 
La primera auditoría externa relacionada con lo requerido en el segundo párrafo del artículo 39 de este reglamento, se realizará respecto del año 2024.

Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta”.
- 0 -

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo




Se acuerda: 	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en sesión N.° 1846-2024 del 4 de marzo del 2024, artículo 7, comunicado mediante oficio N.° CNS-1846/07, del 06 de marzo del 2024, en el cual disponen modificar el Artículo 39 y adicionan el Transitorio I al Reglamento de Gestión del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD) y de Otros Fondos de Garantía (OFG). 2.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota de dichas modificaciones para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc161647837]ARTÍCULO XXVII

Documento N° 185-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N.° CNS-1846/11 del 11 de marzo del 2024, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, mediante el cual remite el acuerdo tomado por dicho Consejo en sesión N.° 1846-2024 del 04 de marzo de 2024, artículo 11, que en lo que interesa literalmente dice:

“(…)

dispuso en firme: 

modificar de manera integral el Acuerdo Sugef 8-08: Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef, según el texto que se presenta a continuación: 

(…)

por tanto:

[bookmark: _Hlk161308637]con fundamento en las consideraciones y razones expuestas en esta resolución, que se relaciona con la aprobación del Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros, Acuerdo Sugef 8-08, aprobado en el artículo 11, del acta de la sesión 1846-2024, celebrada el 4 de marzo de 2024, se resuelve aceptar las recomendaciones dadas por la Dirección de Mejora Regulatoria del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, mediante el Informe de 1° vez DMR-DAR-INF-042-2023, excepto la observación [5], la cual se refiere al artículo 4, y que sólo se aceptó parcialmente, según lo establecido en la parte considerativa.

(…)”.
- 0 -

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el oficio completo




[bookmark: _Hlk161739628]Se acuerda: 	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en sesión N.° 1846-2024 del 04 de marzo de 2024, artículo 11, comunicado mediante oficio N.° CNS-1846/1 del 11 de marzo del 2024, en el cual modifican de manera integral el Acuerdo Sugef 8-08: Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef, según se indica. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO, así como de los Comités de Inversiones y Riesgos de la JUNAFO para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ASUNTO DECLARADO PRIVADO POR EL ÓRGANO

SECRETARÍA DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc161647840][bookmark: _Hlk161924815]ARTÍCULO XXVIII

-Asunto declarado privado por el órgano-

Documento N° 1010-2023 / 117-2024 / 202-2024

En sesión N° 38-2023 del 19 de setiembre de 2023, artículo XII, en lo concerniente, se aprobó el “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial” y, se dispuso a realizar un taller con las diferentes Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que cuenten con la personería jurídica emitida por el Ministerio de Trabajo, a fin de discutir el anteproyecto de reforma. 

Posteriormente, en sesión N° 042-2023 del 10 de octubre de 2023, artículo III, se realizó una atenta invitación a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que estuviesen debidamente inscritos y al día en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al taller en el cual se analizarían las propuestas de esta Junta Administradora, para el ajuste al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha actividad se llevó a cabo el día 10 de noviembre de 2023.

Asimismo, en sesión N° 006-2024 del 06 de febrero de 2024, artículo XVI, se extendió una vehemente invitación a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, a participar en el Segundo Taller para el análisis del “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial”, el cual se llevó a cabo el 01 de marzo de 2023.

Finalmente, en sesión N° 012-2024 del 05 de marzo del 2024, artículo XVII, se tomó nota de la solicitud presentada por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de este órgano colegiado y de las manifestaciones realizadas por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, relacionadas con el segundo taller realizado para la revisión de la citada reforma.

Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, - JUNAFO, la documentación remitida por la Secretaría de la JUNAFO referente al segundo taller de este órgano colegiado junto con representantes de las organizaciones gremiales, para la revisión del Anteproyecto de Reforma al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominado: “Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, el cual se llevó a cabo el 01 de marzo del 2024.

(Adjunto suprimido por contener información declarada privada por el cuerpo colegiado)

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Este fue el último taller que hicimos”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Bueno, primero agradecerles a los compañeros de la JUNAFO porque han hecho un trabajo que es encomiable, el ordenar, reordenar, incluir, borrar y demás en los archivos y en las actividades que tuvimos, así como lo que hizo esta Junta, antes que nada, quería más bien agradecerles a ellos y felicitarles, ha sido un trabajo de todo el equipo de la JUNAFO y quisiera más bien que los compañeros Oslean e Ingrid, les hagan llegar estas manifestaciones a los compañeros, porque creo que en ninguna de las dos actividades nos vimos solos, siempre tuvimos gente acompañándonos; porque hay que recordar que es la primera experiencia que vive la JUNAFO de este tipo y no es fácil. De verdad que muy bien Oslean, Ingrid y todo el equipo, a todos agradecerles una vez más.

Ahora bien, sobre esto que estamos aquí recibiendo, creo que sí es necesario remitirlo a Corte, ya remitir un documento formal final a la Corte Plena, donde se indiquen las actividades que se realizaron, quienes participaron, etcétera, darle todo el compendio a la Corte y solicitarles más bien a ellos que se siga el procedimiento de estilo para que esta propuesta ya se traslade a la Asamblea Legislativa.

El tema ese que nombraron de que, si era el momento político, nunca hay un momento político oportuno, nunca lo hay. Me acuerdo cuando se hizo la Reforma Laboral y Civil y, venía también ahora que está de moda el tema del crimen organizado, que era especializada y demás, y recuerdo muy bien don Juan Carlos, que nos tiraron todo lo del crimen organizado y no era el momento para echar a andar el crimen organizado, no había ni gente, ni plata, ni estructura y vea que todavía andan por ahí con dolores de cabeza en el Poder Judicial, entonces si me parece que por lo menos con el esfuerzo que hemos realizado, la inversión en tiempo, en dinero y demás que se ha realizado, creo que ya podríamos trasladarlo a la Corte Plena y que sea Corte si decide seguir una metodología diferente y demás, que ellos lo asuman, pero creo que la responsabilidad de nosotros por los fondos que hemos invertido y el tiempo, sumado al permiso que usted gozó don Juan Carlos y que debe tener un producto si o sí, creo que es oportuno enviarlo ya con esas condiciones, hacer ver todo lo que se hizo y demás a Corte Plena”.

El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, agrega: “Don Juan Carlos, nosotros en la Asesoría Jurídica no hemos hecho el último tamizaje con esta minuta que nos está aportando Annie en este momento, si a bien lo tienen ustedes por supuesto, me parece que de previo a remitirlo a Corte, a mí sí me gustaría que por lo menos… a ver si Diego me ayuda o nos sentamos los dos a revisar las manifestaciones que hicieron y que podamos verificar si se incluyó bien, si hicieron unas mejoras en redacción que ustedes acogieron en el taller, entonces sí es importante que por lo menos, exista ese tamizaje de parte de nosotros para que vaya lo más pulido posible.

Nosotros no lo hemos hecho porque hasta ahorita nos lo están suministrando y a mí sí me gustaría por lo menos darle ese último tamizaje antes de ir a Corte, si a bien lo tienen ustedes por supuesto”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Bueno, si es así, creo que es conveniente que ustedes lo conozcan, para darnos la última versión final para ya enviarlo a Corte Plena”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, señala: “Entendería yo por las palabras de don Rodrigo que vamos a ir preparando un borrador de remisión para traérselo a ustedes como propuesta, indicando todo el proceso que se llevó a cabo, las gestiones que se han realizado, los dos talleres que se han realizado con los gremios e indicando que el producto final es esta propuesta”.

El integrante presidente Segura Solís, añade: “Con lo que nosotros hicimos, claro está”.

El máster Mora Valdez, continúa: “Hay un dato importante, que me gustaría si a ustedes bien les parece, indicarlo en la propuesta, en la remisión. Entendería yo que producto del ajuste que se está realizando, como es una propuesta todavía no se la ha sometido a un estudio actuarial para acompañarlo a la hora de remitir a la Asamblea, porque puede estar sujeto a cambios que decida hacer Corte Plena, entonces hay que indicarlo en ese momento de remisión para que Corte entienda que, cuando ya ellos digan “okey, esta es la versión final”, necesitamos que un actuario valore esta propuesta y que acompañe a la hora de remitir a la Asamblea Legislativa, ese es el punto número uno.

Y punto número dos, sugeriría respetuosamente que estos documentos adjuntos de este artículo como todavía no se están haciendo públicos, como todavía la versión está en revisión, se consideren como privados para que no se publiquen en el acta por el momento en que nos encontramos todavía, entonces si ustedes tienen a bien, creo que es importante que la Secretaría de la JUNAFO lo considere al momento de publicar el acta correspondiente”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “Con lo que acaba de decir don Oslean, refuerza la posición inicial, como no es un documento final lo que les iba a pedir era si es posible más bien sacar este artículo del acta y remitírselo primero a la Asesoría Legal y pedirle como están considerando ustedes ir preparando el borrador de remisión”.

El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Si me parece bien, para ya verlo entonces aquí la versión final”.

El integrante Arroyo Guzmán, señala: “Más bien entendería don Juan Carlos, dar por recibido lo que nos está trabajando la Dirección de la JUNAFO y hacer el traslado por acuerdo a la Asesoría Jurídica porque lleva un trámite, entonces no retirarlo, sino más bien, darlo por recibido y trasladarlo siempre guardándolo en un tema de privacidad, porque si no entonces volvemos a lo que ya hemos visto en otros casos, o sea, ¿cómo evidenciamos el trámite luego?”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Muy bien, entonces así quedamos”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibida la documentación remitida por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionada al Segundo Taller realizado por la JUNAFO con los representantes de las organizaciones gremiales, para la revisión del Anteproyecto de Reforma al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual se llevó a cabo el 01 de marzo del 2024. 2.) Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de que confeccione y remita la versión final de la propuesta de Reforma al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO para lo que corresponda. 4.) Declarar este acuerdo de carácter privado. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ASUNTOS PÚBLICOS

[bookmark: _Toc158631010][bookmark: _Toc161647842]ASUNTOS VARIOS

[bookmark: _Toc161647843][bookmark: _Toc158631011][bookmark: _Toc161647845]ARTÍCULO XXIX

Documento N° 172-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, escrito del 6 de marzo de 2024, suscrito por el señor Víctor Rodríguez Rescia, presidente del Instituto Internacional de Responsabilidad Social y Derechos Humanos (IIRESODH), el cual literalmente dice:

“(…) actualmente llevamos un litigio estratégico internacional para tratar de revertir las legislaciones regresivas que en los últimos años han afectado a las y los servidores judiciales activos, y a las y los jubilados y pensionados judiciales. Dentro de esas legislaciones regresivas se incluye la Ley 9455 que reformó el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se nos ha presentado una consulta de parte de un grupo de personas jubiladas, en el siguiente sentido: 

A) La Contribución Especial Solidaria (CES) depende del monto del salario que gana el puesto más bajo en el Poder Judicial, sea el Auxiliar de Servicios Generales 1. 

B) Con la entrada en vigencia del salario global (febrero de este año), ese salario mínimo aumentará de 433.800 a 544.486 colones. 

C) Esta variación salarial aumentaría también el monto a partir del cual se aplicaría la CES (salario mínimo por 6). 

D) Lo anterior significaría una rebaja en las deducciones para algunas jubilaciones y pensiones en el Poder Judicial, 

De esta forma, se plantea la consulta en el sentido de cuándo empezará la Junta Administradora a aplicar ese "rebajo" en el monto de la CES. 

Muchas gracias y quedamos a la espera de la respuesta”.

- 0 -

Se acuerda:	Previamente a resolver lo que corresponda, esta Junta por unanimidad dispone: Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de que rinda un criterio jurídico sobre la solicitud presentada por el señor Víctor Rodríguez Rescia, presidente del Instituto Internacional de Responsabilidad Social y Derechos Humanos (IIRESODH), mediante escrito del 6 de marzo de 2024. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

FUERAS DE AGENDA

ARTÍCULO XXX

[bookmark: _Hlk164329714]Documento N° 259-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el oficio N° 0007-PR/DJA-2024 del 14 de marzo de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y José Andrés Lizano Vargas, jefe del Proceso de Riesgos, ambos de la Dirección de la JUNAFO, el cual literalmente dice:

“Se remite para el conocimiento y aprobación de la Comisión de Gobierno Corporativo del FJPPJ el “Informe Anual de Gobierno Corporativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2023”.

Este informe se realiza de acuerdo con lo establecido en el “Código de Gobierno Corporativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial”, donde se indica que:

“[…] Artículo 5.- Informe anual de gobierno corporativo 

La Junta Administradora aprobará, remitirá y publicará dentro de los primeros tres meses del año, por los medios que disponga, el informe anual de gobierno corporativo con corte al 31 de diciembre de cada año.”

Este informe debe ser aprobado por la Junta Administradora y publicarse en la página electrónica del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial”.

- 0 -

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el citado informe:




Se acuerda:	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido y aprobado el Informe Anual del Gobierno Corporativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al periodo del 1 de enero de 2023 al 31 de diciembre de 2023; remitido por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y José Andrés Lizano Vargas, jefe del Proceso de Riesgos, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0007-PR/DJA-2024 del 14 de marzo de 2024. 2.) La Dirección de la JUNAFO procederá con la publicación de dicho informe en la página web de la Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

-o0o-

El señor presidente da por finalizada la sesión al ser las doce horas con ocho minutos.




	Doctor Juan Carlos Segura Solís
Presidente Junta Administradora
	Licenciado Parris Quesada Madrigal
Secretario Junta Administradora



- Acta aprobada el 17 de abril de 2024 -
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San José, 28 de setiembre de 2022
Criterio DJ-C-478-2022

Sefioras y sefiores
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Poder Judicial

Estimadas sefioras y estimados sefiores:

Mediante oficio nUmero TEJ 019-22 del 16 de agosto de 2022, se transcribe
acuerdo adoptado por el Tribunal Electoral Judicial, en sesion niumero 06-2022, celebrada
el 11 de agosto de 2022, articulo IV.

En esa sesion se reviso el oficio numero 0257-DJA-2022, del 10 de agosto de
2022, remitido por la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones, en el que se solicita criterio del Tribunal Electoral Judicial para dimensionar
adecuadamente el plazo de permanencia de las personas que resulten elegidas en el
proceso electoral desarrollado para designar a los integrantes de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Sobre esa gestion, el Tribunal Electoral Judicial acordd tomar nota de la peticion
planteada por la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial y solicitar a esta Direccién Juridica la emisién de un criterio
referido a la correcta interpretacion de los plazos de permanencia de las personas
escogidas en proceso electoral interno para ocupar los cargos de integrante de la
mencionada junta.

Al respecto, se indica lo siguiente:
1. Introduccion.
1.1. Cuestiones previas.

La Direccion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial pide criterio al Tribunal Electoral Judicial, para definir la correcta
interpretacion de los plazos de permanencia aplicables al vigente proceso de eleccion de

integrantes propietarios y suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial.
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Tomando en consideracion (1) el contenido del articulo 240 de la Ley Orgénica del
Poder Judicial, (2) lo dispuesto en el numeral 40 del Reglamento de Integracion de la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, (3) la
vigencia quinquenial de los nombramientos originados en el anterior proceso de eleccion
de integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial y (4) el actual proceso de eleccidn de integrantes propietarios y suplentes
de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
esa junta estima necesario discernir la correcta interpretacion de los plazos de
permanencia en los cargos de la junta administradora, por entender que puede darse
alguno de los siguientes escenarios: a.) Los plazos de nombramiento de nuevos
integrantes rijan por un plazo de cinco afios a partir de este proceso de elecciones. Lo
qgue implicaria tener diferentes fechas de vencimiento de los integrantes en el cargo, y;
b.) Interpretar que el plazo de nombramiento de los integrantes que sean elegidos en el
presente proceso electoral, sera por el remanente del plazo original de nombramiento de
este quinquenio, es decir, hasta el afio 2025. En similar situacién a como ocurre con las
sustituciones de los diputados en la Asamblea Legislativa.

Afade, el primer escenario exige organizar procesos electorales con mayor
frecuencia, generando la necesidad de incluir el costo de esos procesos en el
presupuesto, asi como la urgencia de adquirir o desarrollar un sistema de votaciones. En
cuanto al segundo escenario, apunta, restringe la frecuencia de procesos electorales para
escoger integrantes de la junta administradora, disminuyendo la complejidad de organizar
€S0S procesos.

En vista de lo expuesto, el Tribunal Judicial Electoral acord6 tomar nota de lo
indicado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial y solicitar criterio a esta Direccion Juridica, sobre la correcta interpretacion de los
plazos de permanencia en los cargos de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de los representantes electos por el colectivo
judicial.

1.2. Estructura del criterio.

Para atender lo solicitado, esta Direccidén propone revisar la normativa que regula
la eleccion democratica y el plazo del nombramiento de los representantes de los
trabajadores judiciales en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, para extraer de ella los principios y derechos relacionados con el tema
sometido a revision y las reglas aplicables al caso.

Posteriormente, estudiar los principios juridicos y los derechos involucrados en el
procedimiento de eleccién y vigencia del nombramiento de los integrantes de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial escogidos por
el colectivo judicial.





PODER
JUDICIAL

DIRECCION JURIDICA

Corte Suprema de Justicia

Finalmente, confrontar los principios y las reglas juridicas vinculadas con la
duracion del nombramiento de los delegados de los servidores judiciales en la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para definir el
plazo de vigencia legalmente apropiado para esos cargos.

2. Normativa aplicable a la eleccién y vigencia de los nombramientos de los
representantes de los trabajadores judiciales en la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

2.1. Ley Orgéanicadel Poder Judicial.

En primer lugar, se debe mencionar el articulo 239 de la Ley Orgénica del Poder
Judicial. Esa norma crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, otorgandole el rango de 6rgano interno del Poder Judicial, con
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las competencias
legalmente asignadas.

Articulo 239. Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial como un 6rgano del Poder Judicial, que contara con completa independencia funcional,
técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

Le corresponde a la Junta:

a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.

b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilacién y pensién que se le presenten.

¢) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro
necesarias.

d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados invalidos.

e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto
por el Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia
de Pensiones (Supen).

f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte
el Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.
g) Cumplir con la legislacion y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisién
del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.

h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspension, la remocién y la sancién del personal;
asi como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operacién, sus modificaciones y
su liquidacion anual.

i) Todas las demas atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.

Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorizacién de la Superintendencia de
Pensiones, la Junta Administrativa podra modificar los parametros iniciales establecidos en esta
ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, asi como los aportes y las
cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley,
siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.

La Junta contara con personalidad juridica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le
asigna, asi como para ejercer la representacion judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiara con una comisién por gastos administrativos que surgira de deducir un cinco por mil
de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, asi como de las jubilaciones vy
las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagaran las dietas de los miembros de la
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Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los
recursos ociosos seran invertidos de conformidad con lo previsto en el articulo 237 de esta ley.

La conformacién de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial se encuentra regulada en el articulo 240 de la Ley Orgéanica
del Poder Judicial.

Articulo 240. La Junta Administradora estara conformada por tres miembros que seran electos
democraticamente por el colectivo judicial, asi como por tres miembros designados por la Corte
Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendra un suplente para
que lo sustituyan en sus ausencias, quien debera cumplir con los mismos requisitos del titular.
Quienes integran la Junta duraran en sus cargos cinco afios, luego de los cuales podran ser
reelectos, todo conforme con la reglamentacion que al efecto habra de dictarse por la Corte Plena,
previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.

En la primera sesion ordinaria, la Junta designara a la persona que habra de presidir las sesiones,
esta designacion se hara por un espacio temporal de un afio, debiendo alternarse cada afio entre
los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Ademas, se designara a quien le
sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrd voto calificado en caso de empate.
Los miembros de la Junta Administradora no devengaran ninguna dieta pero si contaran con los
permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se debera cumplir
con los siguientes requisitos, los cuales deberan ser documentados y demostrados ante la
Superintendencia de Pensiones (Supen):

a) Contar con titulo universitario en carreras afines a la administracién de un fondo de pensiones y
estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando asi corresponda.

b) Ser de reconocida y probada honorabilidad.

c¢) Contar con conocimientos y al menos cinco afos de experiencia en actividades profesionales o
gerenciales relevantes para la administracién de un fondo de pensiones, de manera que todos los
miembros de este 6rgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan
realizar el andlisis de los riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.

No podran ser miembros de la Junta:

1) Las personas contra quienes en los Ultimos diez afios haya recaido sentencia judicial penal
condenatoria por la comision de un delito doloso.

2) Las personas que en los ultimos diez afios hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de
administracién o direccion en la Administraciéon Publica o en las entidades supervisadas por la
Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de
Seguros (Sugese), la Superintendencia de Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones
(Supén).

La Integracién del 6rgano debera garantizar la representacion paritaria de ambos sexos,
asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno.

En aquello relacionado con la consulta planteada, la norma transcrita establece
gue la junta administradora estara conformada por seis miembros titulares, de los cuales,
tres son designados por Corte Plena y los otros tres electos democraticamente por el
colectivo judicial. Asimismo, indica, cada integrante titular tiene un suplente, encargado
de sustituirle en caso de ausencia.

Ademas, sefala, los integrantes de la junta administradora ocupan sus cargos
durante un periodo de cinco afios, al cabo de los cuales pueden ser reelectos, por
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periodos similares, siguiendo la reglamentacion emitida por Corte Plena para regular el
tema.

Adicionalmente, de manera tacita, reconoce a favor de cualquier persona la
posibilidad de proponer su nombre como candidato para integrar la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, previo cumplimiento de los
requisitos descritos en la norma.

2.2. Principios, derechos y reglas asociadas a la eleccion de los representantes
del colectivo judicial en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial, derivadas de la Ley Orgénica del Poder Judicial.

Atendiendo el contenido de las normas expuestas, se extrae el siguiente listado de
principios, derechos y reglas relacionadas con la eleccion de los integrantes de la Junta
Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, elegidos por
el conglomerado judicial:

a. Organo interno. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial es un 6rgano interno del Poder Judicial, con
independencia funcional, técnica y administrativa.

b. Sujecion al Derecho Publico Administrativo. Como 6rgano interno de un
ente publico, la actividad relacionada con la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se encuentra sujeta al
Derecho Publico Administrativo.

c. Principio de legalidad. En su caracter de sujeto de derecho publico, el
funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial se encuentra sometido al principio de
legalidad.

d. Conformacion. Procedimiento de designacion de integrantes.
Principio de participacién ciudadana. La Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estd conformada por seis
miembros titulares, los cuales son designados o electos mediante los
siguientes procedimientos: a.l.) tres integrantes son designados por Corte
Plena, conforme a la reglamentacién emitida por ese 6rgano, y; a.2.) tres
integrantes son electos democraticamente, mediante votacion ejercida por
los integrantes del colectivo judicial, siguiendo las disposiciones
reglamentarias expedidas por Corte Plena para regular esas elecciones. En
este Ultimo supuesto resulta aplicable el principio de participacion, asi como
los derechos derivados de la participacion en un proceso de eleccion
democrética.

e. Suplencia de los integrantes. Cada integrante titular de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
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tendrd un suplente, que seré la persona encargada de sustituir al titular en
caso de ausencia.

f. Reglas aplicables a los suplentes de los miembros integrantes. Los
miembros suplentes deben cumplir los mismos requisitos que los
integrantes titulares de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial.

g. Principio de participacion ciudadana en eleccion de integrantes
titulares. La faceta pasiva del proceso de eleccion democratica de los
representantes del colectivo judicial en la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aquella referida a la
posibilidad de (auto)proponer al electorado una candidatura para acceder a
ese cargo, es abierta a la ciudadania en general. Lo anterior implica que
este aspecto del proceso electoral -también- se encuentra sometido a las
reglas de la participacion ciudadana en un proceso de eleccién democratica.

h. Duracion del cargo. El cargo de miembro titular de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene un periodo
de cinco afos. Igual término aplica para el cargo de suplente de los
integrantes titulares.

i. Reeleccidn. Los integrantes titulares y sus suplentes pueden ser reelegidos
en el cargo correspondiente, por un nuevo periodo de cinco afos, siguiendo
el procedimiento establecido en las regulaciones administrativas emitidas
para normar esa reeleccion.

J. Potestad Reglamentaria. Se otorga a Corte Plena la potestad de
reglamentar la designacién, eleccion y reeleccion de los miembros titulares
y suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial. El ejercicio de esta competencia se encuentra
sujeto a las reglas de la potestad reglamentaria.

2.3. Reglamento de Integracion de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por otra parte, segun se desprende de las normas analizadas, existe regulacién
administrativa emitida para reglamentar lo concerniente a la conformacién de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la duracion
de su nombramiento. Actualmente, se encuentra vigente el Reglamento de Integracion
de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
(circular N° 118-2018), emitido por Corte Plena.

Siempre vinculado con el objeto de este criterio, enfocado en definir el plazo del
periodo de los representantes de los trabajadores electos para ejercer en el futuro el
cargo de integrante titular o suplente de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el reglamento citado regula (entre otras
muchas cuestiones) aspectos conceptuales, asi como los principios aplicables al proceso
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electoral, la integracion de la junta administradora, los procesos de seleccion de los
integrantes titulares y suplentes, la duracion de sus nombramientos (5 afios), la
reeleccidn en el puesto y los requisitos legales para ocupar el cargo.

El articulo 1 del citado reglamento menciona su objeto y remarca que su emisiéon
se da en el ejercicio de la potestad reglamentaria otorgada a la Corte Plena en el numeral
240 de la Ley Organica del Poder Judicial.

Articulo 1. Objeto. El presente reglamento tiene por objeto regular el proceso para la eleccion de
las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial.

Con la aprobacion del presente Reglamento, la Corte Plena da cumplimiento a lo dispuesto en el
articulo 240 parrafo 2° de la Ley Organica del Poder Judicial, segun reforma introducida por la ley
ndmero 9544 de 28 de abril de 2018.

El ordinal 2 reitera el caracter juridico de la junta administradora. Sefiala que es un
organo del Poder Judicial, con independencia funcional, técnica y administrativa, asi
como con personalidad juridica instrumental, para el cumplimiento de sus fines legales.

Articulo 2. La Junta Administradora. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial, en adelante la Junta Administradora, es un 6rgano del Poder Judicial
gue posee personalidad juridica instrumental para el cumplimiento de su cometido legal. Ademas,
cuenta con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades
y atribuciones que le otorga la ley.

El canon 3 define, entre otras cosas, lo que -institucionalmente- debera entenderse
como sistema de eleccion democratico, persona electora, colectivo judicial y Tribunal
Electoral Judicial. Todos ellos importantes términos de referencia para interpretar la
normativa analizada en este apartado.

Articulo 3. Definiciones. Para los efectos de este reglamento se definen los siguientes términos:
Sistema de eleccién democrético: es un conjunto de reglas que determina como se lleva a cabo
las elecciones, cuyo resultado se determina por la mayoria de los votos emitidos validamente.
Persona electora: toda persona trabajadora activa (en propiedad o interina), que tenga
nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Direccién de Gestién Humana, asi como
en el Sistema de Proposicion Electrénica de Nombramientos (denominada PIN), las personas
jubiladas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y las personas pensionadas de
dicho Fondo que sean capaces y mayores de edad.

Colectivo Judicial: es el conjunto de las personas trabajadoras activas (en propiedad o interina),
gue tengan nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Direccion de Gestion Humana,
asi como en el Sistema de Proposicion Electrénica de Nombramientos (denominada PIN), y las
personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial que sean mayores de edad, que deriven
derechos o intereses legitimos de los fondos administrados por el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial.

Clave electoral: es la clave secreta personal que se utiliza para ingresar al sistema de votacion.
En caso de no contar con la clave, el Tribunal Electoral Judicial debera definir el personal
responsable de apoyar en este tema a la persona electora para que pueda ejercer su derecho al
sufragio.
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Fraude electoral: Consiste en una o0 mas conductas engafiosas 0 maquinaciones para lograr
cambiar el resultado que hubieren tenido los comicios sin esas intervenciones ilicitas.

Género y representacion paritaria: La Junta Administradora sera integrada por igual nimero de
representantes del género masculino y del femenino, de manera tal que, la diferencia entre el total
de hombres y mujeres no sea superior a uno.

Con el fin de garantizar la representacion paritaria de género, se realizara primero la eleccién por
parte del colectivo judicial; posteriormente, la Corte Plena hara la designacion de sus
representantes.

Tribunal Electoral Judicial: Organo del Poder Judicial para organizar, dirigir y vigilar el proceso
electoral.

La regla 4 enumera y describe los principios rectores del proceso electoral
disefilado para escoger los representantes del colectivo judicial en la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial. Los principios
incluidos en este canon constituyen referentes juridicos importantes para determinar el
régimen legal aplicable al plazo de vigencia del nombramiento de los futuros delegados
del conglomerado judicial ante la referida junta administradora.

Articulo 4. Principios del proceso electoral. El proceso electoral para la escogencia de las
personas integrantes de la Junta Administradora se regiré por los siguientes principios:

Consumo responsable: para hacer publicidad, siempre que sea posible, se evitara el uso del
papel, utilizando los medios electrénicos u otros recursos; todo esto, para proteger el medio
ambiente y los recursos naturales.

Principio de transparencia: garantizar que las personas tengan informacién accesible y veraz,
sobre la forma en que se realice todo el proceso electoral y su resultado.

Principio de publicidad: garantizar la posibilidad de que las personas postulantes puedan difundir
ampliamente su curriculum y experiencia para que las personas votantes las conozcan. Ademas,
las personas tendran acceso al presente Reglamento que regula el proceso electoral, asi como a
toda la informacién que publique el Tribunal Electoral Judicial por medio de su pagina Web.
Principio de participacion: que toda persona interesada en formar parte de la Junta
Administradora y que cumpla con los requisitos, pueda postularse para la eleccién. Asimismo, en
virtud de este principio se pretende que todas las personas del colectivo judicial participen en la
votacion.

Principio democratico: el voto de la mayoria legitima el nombramiento.

Principio de independencia electoral: los postulantes no podran recibir apoyo de partidos
politicos de representacidon cantonal, provincial o nacional, ni de los integrantes de la Junta
Administradora o del personal de la misma.

Principio de imparcialidad del Tribunal Electoral Judicial: La imparcialidad es una condicion
esencial que debe revestir el Tribunal Electoral Judicial, el cual consiste en el deber que tienen, de
ser ajenos o extrafios a los intereses de las personas postulantes para la eleccion, sin favorecer a
ninguna de ellas.

Principio de accesibilidad: el Tribunal Electoral Judicial velara para eliminar las barreras que
impidan a una persona emitir su voto.

El precepto 5 recalca la integracion de la junta administradora, asi como los
procesos de seleccion de los miembros titulares y suplentes, la duracion de sus
nombramientos, la reeleccidn en esos puestos y la obligatoriedad para titulares y suplente
de observar los requerimientos para optar por el cargo.
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Articulo 5. Integracion de la Junta Administradora. La Junta Administradora estara integrada
por seis miembros titulares, ademas habra seis miembros suplentes, quienes seran nombrados por
periodos de cinco afios, pudiendo ser reelectos. Los suplentes deberan cumplir los mismos
requisitos que la ley establece para los integrantes titulares. Se requiere un suplente para cada
integrante titular, para que le sustituya en sus ausencias.

Corresponde a la Corte Plena nombrar tres integrantes titulares de la Junta Administradora, asi
como a los tres integrantes suplentes. Por su parte, correspondera al colectivo judicial elegir en
forma democratica a los tres integrantes titulares, asi como a los tres integrantes suplentes.

Para integrar la Junta Administradora se debera cumplir la representacion paritaria de ambos
sexos; con ese fin, se realizara primero la eleccién por parte del colectivo judicial; posteriormente,
la Corte Plena hara la designacion de sus representantes.

El ordinal 6 menciona los requisitos del puesto, y el 7 las prohibiciones para ser
miembro de la junta administradora. Ambas reglas replican lo establecido en el nimero
240 de la Ley Organica del Poder Judicial. Ademas, previa verificacion de la concurrencia
de los requisitos e inexistencia de las prohibiciones aludidas, permiten a la ciudadania
participar en el proceso de eleccion de los miembros de la junta, como posibles aspirantes
y eventuales integrantes de la misma.

Articulo 6. Requisitos para ser miembro de la Junta Administradora. De conformidad con el
articulo 240 de la Ley Organica del Poder Judicial, modificado por la ley N° 9544, para ser miembro
de la Junta Administradora, la persona debera cumplir con los siguientes requisitos:

a) Contar con titulo universitario en carreras afines a la administraciéon de un fondo de pensiones y
estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando asi corresponda.

b) Ser de reconocida y probada honorabilidad.

¢) Contar con conocimientos y al menos cinco (5) afios de experiencia en actividades profesionales
0 gerenciales relevantes para la administracién de un fondo de pensiones, de manera que todos
los miembros de este 6rgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan
realizar el andlisis de riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.

Articulo 7. Prohibiciones para ser miembro de la Junta Administradora. No podran ser miembros
de la Junta Administradora:

a) Las personas contra quienes en los Ultimos diez afios haya recaido sentencia judicial penal
condenatoria por la comisién de un delito doloso.

b) Las personas que en los ultimos diez afios hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de
administracion o direccion en la Administracion Publica o en las entidades supervisadas por la
Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Seguros, la
Superintendencia de Valores y la Superintendencia de Pensiones.

Los numerales 8 a 12 desarrollan el procedimiento de seleccion de los integrantes
de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
elegidos por Corte Plena.

Los articulos 13 a 24 regulan la estructura, la integracion y el funcionamiento del
Tribunal Electoral Judicial, asi como el nombramiento y las funciones de los auxiliares de
ese oOrgano, las personas fiscales.
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Los canones 25 a 39 reglamentan la composicidén (y otras circunstancias) del
electorado judicial, asi como los pormenores del procedimiento electoral. Dentro de esas
normas y para la elaboracién de este criterio, destaca el inciso f del articulo 37, cuyo
contenido, al reglar la etapa electoral, establece que la ausencia definitiva (por renuncia,
despido o deceso) de un miembro titular de la junta administradora debe ser suplida por
el miembro suplente que haya obtenido mas votos durante la eleccion, mientras se hace
un NUevo COoNCurso.

Articulo 37. Etapa electoral. La etapa electoral comprende los siguientes pasos:

a) Habra un periodo para publicidad electoral durante el mes previo al dia de las elecciones. Las
personas candidatas tienen derecho a difundir toda clase de publicidad en igualdad de condiciones
y oportunidades, siempre y cuando sea licita y no sea contraria a la moral y a las buenas
costumbres. Dentro de las instalaciones del Poder Judicial es prohibido celebrar manifestaciones,
desfiles o0 marchas, asi como el uso de altoparlantes, megafonos o aparatos similares instalados
como movil o estacionarios.

b) El dia de las elecciones se podré emitir el voto a partir de las siete y treinta horas hasta las veinte
horas.

¢) A las veinte horas con un minuto se procedera al inicio del conteo electrdnico de los votos, que
serarealizado en presencia de los integrantes del Tribunal Electoral Judicial, el cual hara una atenta
invitacion a las personas candidatas que quieran estar presentes. También asistiran en calidad de
asesores la personas Directora Juridica y Directora de Tecnologia de la Informacién.

d) El Tribunal Electoral Judicial declarara y comunicara -a través de su pagina Web- los resultados
finales de las elecciones, a mas tardar el dia habil siguiente. También debera enviarse, a través de
la Secretaria de la Corte, comunicacién del resultado electoral a la Superintendencia de Pensiones
y al Conassif.

e) Las seis personas que obtengan mayor cantidad de votos seran las que resulten elegidas. Las
tres con mayor cantidad de votos seran las personas integrantes titulares y las otras tres seran las
personas integrantes suplentes.

f) El Tribunal Electoral Judicial registrard y conservara el resultado de las elecciones, a fin de tener
informacion sobre la cantidad de votos que obtuvo cada persona candidata, por si llegara a darse
una eventual muerte, renuncia o despido de un titular, en cuyo caso, el respectivo miembro suplente
gue haya tenido mas nimero de votos ocuparia el puesto del integrante titular ausente de la Junta
Administradora y asi sucesivamente si hubiere mas vacantes, mientras se hace un nuevo concurso.

Los preceptos 40 y 41 introducen un procedimiento de urgencia, disefiado para
elegir integrantes titulares o suplentes de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cuando se comprometa el funcionamiento
de ese 6rgano, por incumplir el quorum estructural, debido a la ausencia definitiva de los
representantes del colectivo judicial.

Segun esa norma, previa solicitud de los integrantes de la junta administradora, el
Tribunal Electoral Judicial puede convocar a una eleccion abreviada para designar
temporalmente a(l) (los) representante(s) necesario(s) para garantizar la continuidad del
organo, y la(s) persona(s) designada(s) ocupara(n) el cargo mientras se realiza el
procedimiento de designacion definitivo, segun lo establecido en el reglamento.

Articulo 40: Del proceso abreviado de urgencia:
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En caso de que por algin motivo sobreviniente, estando ya en funcionamiento el érgano, no se
pudiere llegar a completar el quorum estructural para asegurar la continuidad en el funcionamiento
de la JUNAFO, en razén de presentarse vacancias de los representantes del colectivo judicial
propietarios y suplentes, el Tribunal Electoral Judicial podra convocar a solicitud de los restantes
integrantes de la indicada Junta por motivos de urgencia, a una eleccién abreviada para la
designacion temporal de los representantes necesarios para que el 6rgano pueda continuar
operando, respetando los principios de este Reglamento.

Para dicho fin, los gremios del Poder Judicial podran proponer uno o varios candidatos, asi como
podréa invitarse a participantes en procesos anteriores servidores judiciales que no hayan sido
electos y han cumplido la revision respectiva por parte de la Superintendencia de Pensiones.

El indicado proceso abreviado se realizara por los medios fisicos o electrénicos que sean posibles,
a fin de garantizar eficiencia, una participacion abierta y democratica y transparencia en el proceso.
Las personas designadas ocuparan el respectivo cargo hasta tanto no se realice el procedimiento
de designacion definitivo mediante el procedimiento establecido en el presente reglamento.

La aplicacién de esta disposicién no releva la obligacion de los participantes de cumplir los
requisitos establecidos en el articulo 240 de la Ley Organica del Poder Judicial para su integracion.

Reglas infralegales aplicables a la eleccion de los representantes del

colectivo judicial en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial, derivadas del Reglamento de Integracion de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Conforme lo apuntado, del Reglamento de Integracion de la Junta Administradora

del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se derivan obtienen las
subsiguientes reglas de rango reglamentario:

a. Ejercicio de la potestad reglamentaria. El reglamento es una
manifestacion del ejercicio de la potestad reglamentaria, reconocida en la
Ley Organica del Poder Judicial. Esa potestad se ejerce dentro de sus
propios limites.

b. Organo interno. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial es un 6rgano interno del Poder Judicial, con
personalidad juridica e independencia funcional, técnica y administrativa.

c. Sujecion al Derecho Publico Administrativo. Principio de legalidad. Su
funcionamiento se rige por el derecho publico, de manera que se encuentra
sometido al principio de legalidad.

d. Principio de participacion ciudadana. El proceso electoral para la
escogencia de las personas integrantes de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se rige por el principio
de participacion ciudadana.

e. Conformacion. Procedimiento de designacién de integrantes.
Principio de participacion ciudadana. La Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial esta integrada por seis
miembros titulares y seis suplentes. Tres miembros titulares y tres
miembros suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial son designados por Corte Plena, mediante
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el procedimiento previsto en el reglamento. Tres miembros titulares y tres
miembros suplentes son elegidos democraticamente en votacion realizada
por el colectivo judicial, siguiendo el procedimiento establecido en el
reglamento. Este procedimiento se encuentra sujeto al contenido de las
reglas derivadas del principio de participacion (reserva de ley), asi como a
las reglas de los procesos democréaticos.

Suplencia de los integrantes. Los miembros suplentes sustituirdn a los
miembros titulares de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial durante las ausencias temporales de los
altimos.

g. Reglas aplicables a los integrantes titulares y suplentes. Los miembros
titulares y suplentes de la junta administradora se encuentran sujetos al
mismo régimen de requisitos y prohibiciones para acceder al puesto.

h. Principio de participacion ciudadana. La posibilidad de participar como
candidato para acceder al puesto de integrante titular o suplente de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
se dirige a la ciudadania en general. Eso conlleva el sometimiento de esta
faceta a las reglas de la participacion ciudadana en un proceso de eleccion
democratica.

i. Duracion del cargo. El puesto de integrante titular o suplente de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
tiene un periodo de cinco afios.

j. Reeleccion. Los miembros titulares y suplentes de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial pueden ser
reelectos en sus puestos, por nuevos periodos de cinco afios, siguiendo el
procedimiento reglamentario.

3. Principios juridicos y derechos involucrados en el procedimiento de eleccion
y vigencia del nombramiento de los integrantes de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, elegidos en votacion
democratica por el colectivo judicial.

En este apartado corresponde estudiar los principios y derechos implicados en la
eleccion democrética y en la vigencia del nombramiento de los miembros de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Retomando lo expuesto en las consideraciones precedentes, encontramos que la
naturaleza del organo, el sometimiento al derecho publico, el principio de legalidad, el
principio de participacion ciudadana, el derecho de participacion, el principio de reserva
de ley, el ejercicio de la potestad reglamentaria, los limites al ejercicio de la potestad
reglamentaria y el principio de jerarquia de las normas se erigen como factores
determinantes del régimen juridico aplicable a la eleccién de los representantes del
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colectivo judicial ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial.

Seguidamente, con la intencion de contestar la consulta formulada a esta
Direccion, se analiza los principios, las reglas y los derechos vinculados con la eleccion
y la duracién del cargo de los representantes del colectivo judicial ante la junta
administradora, asi como las relaciones surgidas entre esos institutos legales.
Posteriormente se formularan las reglas y conclusiones aplicable al tema estudiado.

3.1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial como érgano interno del Poder Judicial.

Conforme lo sefialan los articulos 239 de la Ley Orgénica del Poder Judicial y 2
del Reglamento de Integracion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial es un 6rgano interno del Poder Judicial, con independencia
funcional, técnica y administrativa y personalidad juridica instrumental, para cumplir sus
funciones y representar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Como érgano interno del Poder Judicial, la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un 6rgano publico. El 6rgano publico es
una parte de la estructura de un ente publico. En doctrina, el 6rgano se define como una
unidad parcial de accion administrativa -siendo el ente publico la unidad total- o un centro
de imputacién parcial de consecuencias juridicas (Ernesto Jinesta Lobo. Derecho
Administrativo. Tomo |. Parte General. 2009. pag.139).

Por tener personalidad juridica instrumental, la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debe considerarse un érgano-persona. La
personalidad juridica convierte al 6rgano en un centro autbnomo de imputacion de
derechos y obligaciones, apartandolo de la relacién de sumision organica que caracteriza
a los 6rganos integrados al ente. La relacion existente entre el ente y el érgano con
personalidad juridica instrumental es de direccion, basada en la confianza.

En razon de su personalidad juridica, el érgano persona puede contar con
patrimonio propio, lo que le atribuye autonomia patrimonial y autonomia de gestion, de
manera que puede realizar los actos y contratos necesarios para gestionar su patrimonio
y cumplir sus objetivos

Sobre el 6rgano-persona, Jinesta Lobo refiere que la doctrina (...) ha sefialado la
necesidad de reconocerle cierta subjetividad a los 6érganos administrativos -titulares de
competencias y portadores de un bloque de intereses- a fin de calificar de juridicas las
relaciones interorganicas que se verifican entre los mismos, llamandola personalidad
instrumental, interorganica o incompleta, o bien legitimacion separada (Op. Cit., pag.
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155), la cual parece obedecer a principios importantes tales como los de eficacia,
eficiencia, celeridad y agilidad en la actuacion administrativa (op. Cit., pag. 155).

De la naturaleza juridica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial se deriva directamente una consecuencia relevante para la
solucion de la pregunta formulada a esta Direccion, la cual se analiza en el siguiente
apartado.

3.2. Sometimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial al derecho publico administrativo. El principio de
legalidad.

El funcionamiento del 6rgano publico se encuentra sometido al derecho publico
administrativo. El derecho publico es la rama juridica que regula el ejercicio del poder
publico!. El derecho administrativo es aquella parte del derecho publico que tiene por
objeto la organizacion, los medios y las formas de la actividad de las administraciones
publicas y las consiguientes relaciones juridicas entre aquéllas y otros sujetos. (Ramon
Parada. Derecho Administrativo. | Parte General. 1992. pag. 8).

El sometimiento de un 6rgano publico al derecho publico conlleva la aplicaciéon
irrestricta del principio de legalidad, pues éste Ultimo es un efecto y una manifestacion
directa del sometimiento del poder publico al derecho.

El principio de legalidad rige la actuacion de la Administracién Publica, sujetando
su obrar a la existencia de una norma juridica que autorice y delimite su proceder. En
nuestro ordenamiento juridico, el principio de legalidad posee rango constitucional, pues
se encuentra previsto en el articulo 11 de la Constitucién Politica®?. Ademas, esta
incorporado al bloque de legalidad, en el articulo 11 de la Ley General de la
Administracién Publicas.

1 Eduardo Ortiz Ortiz llama Derecho Publico al que regula la actividad del Estado mediante el conferimiento
de privilegios especiales, principalmente de mando, o la imposicién de sujeciones también especiales, en
proteccion directa del interés publico y eventualmente del interés particular.

2 Constitucién Politica de Costa Rica. Articulo 11. Los funcionarios publicos son simpes depositarios de la
autoridad. Estan obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades
no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitucién y las leyes. La
accion para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es publica. La Administracion Publica en
sentido amplio, estara sometida a un procedimiento de evaluacion de resultados y rendicién de cuentas,
con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La
Ley sefialara los medios para que este control de resultados y rendicion de cuentas opere como un sistema
gue cubra todas las instituciones publicas.

8 Ley General de la Administracién Puablica. Articulo 11. 1. La Administracién Pablica actuara sometida al
ordenamiento juridico y sélo podra realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios publicos que autorice
dicho ordenamiento, segln la escala jerarquica de sus fuentes. 2. Se considerara autorizado el acto
regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma
imprecisa.
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Segun la doctrina nacional, el principio de legalidad dispone que todo acto o
comportamiento de la Administracion que incida sobre los derechos del particular debe
estar autorizado por el ordenamiento juridico (Eduardo Ortiz Ortiz. Tesis de Derecho
Administrativo. Tomo |. 2002. P4g. 73). En igual sentido, Jinesta Lobo sefiala que [D]e
acuerdo con este principio, toda actuacion o conducta de la administracion publica (actos
administrativos, actuaciones materiales y servicios publicos) deben estar autorizada por
el ordenamiento juridico de forma expresa o razonablemente implicita (Op. Cit, pag. 266).

En resolucion numero 2015-004576, de las once horas con treinta y nueve minutos
del veintisiete de marzo de dos mil quince, la Sala Constitucional explica el concepto del
principio de legalidad.

Asi las cosas, podemos afirmar que la Administracion Publica en la sociedad democratica esta
sometida al principio de legalidad. Con base en él, aquélla sélo puede realizar los actos que estan
previamente autorizados por el ordenamiento juridico. En efecto, sefiala el articulo 11 LGAP, que la
Administracién Publica debe actuar sometida al ordenamiento juridico y so6lo puede realizar
aquellos actos o prestar aquellos servicios publicos que autorice dicho ordenamiento, segun la
escala jerarquica de sus fuentes.

Por su parte, la Sala Constitucional de Costa Rica, en el voto N° 440-98, ha sostenido la tesis de
que, en el Estado de Derecho, el principio de legalidad postula una forma especial de vinculacion
de las autoridades e institucién puablicas al ordenamiento juridico. Desde esta perspectiva, “...toda
autoridad o institucién puablica lo es y solamente puede actuar en la medida en que se encuentre
apoderada para hacerlo por el mismo ordenamiento, y normalmente a texto expreso —para las
autoridades e instituciones publicas sélo esta permitido lo que este constitucional y legalmente
autorizado en forma expresa, y todo lo que no esté autorizado les esta vedado-; asi como sus dos
corolarios més importantes, todavia dentro de un orden general; el principio de regulacién minima,
gue tiene especiales exigencias en materia procesal, y el de reserva de ley, que en este campo es
casi absoluto”. (Véase el voto N° 440-98 de la Sala Constitucional).

En otra importante resolucién, la N° 897-98, el Tribunal Constitucional de Costa Rica establecié lo
siguiente: “Este principio significa que los actos y comportamientos de la Administracién deben
estar regulados por norma escrita, lo que significa desde luego, el sometimiento a la Constitucion y
alaley, preferentemente, y en general a todas las normas del ordenamiento juridicos — reglamentos
ejecutivos y autbnomos especialmente; o sea, en Ultima instancia, a lo que se conoce como el
‘principio de juridicidad de la Administracion’. En este sentido es claro que, frente a un acto ilicito o
invalido, la Administracién tiene, no solo el deber sino la obligacién, de hacer lo que esté a su
alcance para enderezar la situacion”.

En sintesis, el principio de legalidad constituye un presupuesto esencial del Estado de Derecho v,
por ende, del sistema democratico. Ergo, ningun ente ni 6rgano, que conforma la Administracién
Publica, puede actuar si no existe una norma del ordenamiento juridico que lo habilite.

Para la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia el principio de legalidad
significa que los actos y comportamientos de la Administracion deben de estar regulados
por norma escrita, lo que implicaria desde luego, el sometimiento a la Constitucion, a la
ley y en general a todas las normas del ordenamiento juridico. Por tal razén las
instituciones publicas sélo pueden actuar en la medida en que se encuentre apoderadas
para hacerlo por el mismo ordenamiento y normalmente a texto expreso, en
consecuencia solo le es permitido los que esta constitucionalmente y legalmente
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autorizado en forma expresa y todo lo que no les esté autorizado, les esta vedado (Sala
Primera de la Corte Suprema de Justicia, nimero 2021-028348, de las nueve horas y
quince minutos del veintiocho de diciembre de dos mil veintiuno).

El principio de legalidad es la manifestacion préactica del sometimiento de la
actividad publica al ordenamiento juridico. Sus efectos se proyectan en dos dimensiones.
La primera, positiva, donde la norma funciona como autorizacion de la actuacion
administrativa. ElI comportamiento de la Administracion Publica requiere norma
habilitante. La segunda, negativa, en la que el principio opera como limite o restriccion
de la conducta publica. Lo que no esta autorizado, esta prohibido.

Por su valor informativo, conviene transcribir las consideraciones sobre el
contenido del principio de legalidad expuestas por la Seccion Sexta del Tribunal
Contencioso Administrativo, en sentencia niumero 118-2020-VI, de las diez horas del
veintidds de setiembre de dos mil dieciséis:

Légicamente que lo anterior implica una ordenacion del aparato estatal, que reviste la mayor
importancia en tanto en nuestro régimen politico y administrativo, la gestién publica esta por entero
sometida al bloque de legalidad, en los términos que lo pregona el numeral 11 de la Carta
Fundamental y replica el 11 de la Ley General de la Administracién Pablica, que disponen en su
literalidad, en lo que interesa a este asunto, respectivamente:

"Los funcionarios publicos son simples depositarios de la autoridad. Estan obligados a cumplir los
deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben
prestar juramento de observa y cumplir esta Constitucion y las leyes. ..." (Constitucion Politica)

"1. La Administracién Publica actuar4d sometida al ordenamiento juridico y sé6lo podra realizar
aquellos actos o prestar aquellos servicios publicos que autorice dicho ordenamiento, segun la
escala jerarquica de sus fuentes.

2. Se considerara autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto
a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa." (Ley General de la Administracién Publica).
De las anteriores disposiciones normativas se ha desarrollado el principio de legalidad, tanto en
su version negativa -que es la tradicional-, por la cual, la actuacion de la Administracion se
subordina en forma absoluta, a lo que le estd expresamente permitido, normalmente en texto
expreso, de manera que lo no autorizado —expresa o implicitamente por el ordenamiento juridico—
esta prohibido, proyectdndose asi, "... como limite y restriccién del comportamiento publico, pues
cualquier actuacion suya, debera ajustarse a la norma de grado superior, so pena de invalidez”
(Sentencia nimero 63-2000, de las catorce horas cincuenta minutos del veintiocho de enero del
afio dos mil, de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia; y n igual sentido, consultar, las
sentencias nimero 0172-2000, del quince de marzo del mismo afio y la nimero 55-2001, del
diecisiete de enero del dos mil uno, ambas del citado Tribunal Casacional.); como en su version
positiva, que pregona que el ordenamiento juridico asigna competencias publicas que la
Administracion esté obligada a ejercer, como lo indic6 la Sala Primera de la Corte Suprema de
Justicia, en la sentencia nimero 63-2000, supra citada.

En relacion con el tema desarrollado en este criterio, el principio de legalidad
impone a todos los involucrados la obligacion de actuar conforme lo establecido en las
normas aplicables a la eleccion de los representantes del colectivo judicial ante la Junta
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Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, impidiendo
exceder o contrariar el contenido de la(s) norma(s) habilitante(s).

3.3. El principio y el derecho de participacion ciudadana. El derecho de
ciudadania. El derecho de elegir y ser elegido. Derechos y libertades
fundamentales. El principio de reserva de ley.

Conforme a los articulos 240 de la Ley Organica del Poder Judicial y 4 del
Reglamento de Integracion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial, la participacion ciudadana es un principio rector y un
derecho del proceso electoral establecido para escoger los representantes del colectivo
judicial en la junta administradora del fondo.

Segun esas normas, toda persona interesada en formar parte de la Junta
Administradora puede postularse para la eleccion, siempre que cumpla los requisitos
previstos en el articulo 240 de la Ley Orgéanica del Poder Judicial y desarrollados en el
numeral 6 del citado reglamento.

La participacion ciudadana (o gobierno participativo) es un pilar de la democracia.
Se refiere a la intervencion de la ciudadania en la esfera publica. Conlleva el derecho
efectivo de incidir en los procesos decisivos de interés publico o general, mediante
acciones previstas en el ordenamiento juridico para que la ciudadania participe en la
formacién de decisiones o en la eleccion de los representantes encargados de adoptar
esas decisiones.

Sus manifestaciones son diversas. Las mas conocidas son la participacion
electoral, la iniciativa en la formacion de leyes, el referéndum, el plebiscito y la audiencia
publica. En este caso, interesa la participacion electoral en procesos democraticos, por
ser el mecanismo dispuesto para seleccionar a los representantes del colectivo judicial
en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

El derecho de participar en forma activa o pasiva en procesos de eleccion -sectorial
y abierta, en este caso- deriva del derecho de ciudadania, que contempla el derecho a
elegir y ser electo por medio de sufragio (en sentido amplio). El derecho de ciudadania
es un derecho humano de primer orden y, como tal, un derecho fundamental.

Por su naturaleza, los derechos fundamentales cuentan con un régimen especial
de proteccion. Su instrumentalizacion es reserva de ley. La reserva de ley implica que
determinadas materias solo pueden regularse por medio de ley formal. Por consiguiente,
el contenido y alcance de los derechos fundamentales solo puede estructurarse mediante
normas legales (o supralegales).
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El principio de reserva de ley se encuentra previsto en los articulos 28 y 39 de la
Constitucion Politica y 19 de la Ley General de la Administracion Publica. Segun la
jurisprudencia de la Sala Constitucional, este principio contiene cuatro reglas aplicables
a la materia de los derechos y libertades fundamentales: a) En primer lugar, el principio
mismo de ‘reserva de ley’, del cual resulta que solamente mediante ley formal, emanada
del Poder Legislativo por el pronunciamiento previsto en la Constitucion, para la emision
de las leyes, es posible regular y, en su caso, restringir los derechos y libertades
fundamentales, todo, por supuesto en la medida en que la naturaleza y régimen de éstos
lo permitan, y dentro de las limitaciones constitucionales aplicables; b) En segundo, que
so6lo los reglamentos ejecutivos de esas leyes pueden desarrollar los preceptos de éstas,
entendiéndose que no pueden incrementar las restricciones establecidas, ni crear las no
establecidas por ellas, y que deben respetar rigurosamente su ‘contenido esencial’; En
tercero, que ni aun en los reglamentos ejecutivos, ni mucho menos en los autbnomos u
otras normas o actos de rango inferior, podria validamente la ley delegar la determinacién
de regulaciones o restricciones que solo ella esta habilitada a imponer, de donde resulta
una nueva consecuencia esencial; d) Finalmente, que toda actividad administrativa en
esta materia es necesariamente reglada, sin poder otorgarse a la Administracion
potestades discrecionales, porque éstas implicarian obviamente un abandono de la
propia reserva de ley (resolucién numero 3173-1993, de las catorce horas con cincuenta
y siete minutos del seis de julio de mil novecientos noventa y tres).

Lo anterior implica que la ley formal es el medio idoneo para regular el alcance, el
contenido, las limitaciones y las restricciones de los derechos y las libertades
fundamentales. Ademas, que las normas infralegales pueden desarrollar el contenido de
las leyes referidas a derechos y libertades fundamentales, pero tienen vedado ampliar o
crear restricciones contra el ejercicio de los derechos y las libertades fundamentales. Lo
cual significa que los reglamentos no pueden contravenir las leyes, ni disminuir en forma
alguna el contenido legal de un derecho o libertad fundamental.

De las proposiciones expuestas se deriva dos conclusiones aplicables al presente
caso. En primer lugar, la Ley Organica del Poder Judicial determina el contenido y el
alcance del derecho a la participacion ciudadana en los procesos de eleccion democratica
de los representantes de los empleados judiciales en la junta administradora del fondo.

En segundo lugar, el Reglamento de Integracién de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debe respetar el contenido esencial
del derecho previsto en la Ley Organica del Poder Judicial. Lo que a su vez implica que
el reglamento no puede imponer restricciones no previstas en la ley, ni ampliar aquellas
contenidas en las normas legales.

3.4. La potestad reglamentaria. El ejercicio y los limites de la potestad
reglamentaria. El principio de jerarquia de normas.
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En términos simples, la potestad reglamentaria es la capacidad de emitir un
reglamento. Se denomina reglamento a toda disposicion juridica de caracter general
dictada por la Administracién Publica y con valor subordinada a la ley (Fernando Garrido
Falla, Alberto Palomar Olmedo y Herminio Losada Gonzalez. Tratado de Derecho
Administrativo. Volumen |. 2005. Pag. 272).

Segun Jinesta Lobo, el reglamento es el producto del ejercicio de la potestad
reglamentaria, la cual radica en el poder que emana de la Constitucion o la ley por cuya
virtud las administraciones publicas pueden dictar normas con eficacia juridica inferior a
la ley (Op. Cit., pag. 257).

Para Eduardo Garcia de Enterria y Tomas-Ramon Fernandez (Curso de Derecho
Administrativo |. 2008), la potestad reglamentaria es el poder en virtud del cual la
Administracion dicta Reglamentos, siendo la potestad mas intensa y grave, puesto que
implica participar en la formacion del ordenamiento, de modo que la Administracion no es
solo un sujeto de Derecho sometido como los demas a un ordenamiento que le viene
impuesto, sino que tiene la capacidad de formar en una cierta medida su propio
ordenamiento y aun el de los demas (pag. 181).

La potestad reglamentaria deriva del principio constitucional de separacion de
funciones y de la misma Constitucién Politica (articulos 140.3, 140.18 y 121.22). Ademas,
encuentra sustento normativo en el inciso d del numeral 6 de la Ley General de la
Administracion Publica, que establece la jerarquia de las normas del ordenamiento
juridico costarricense, tema que revisaremos mas adelante.

El ejercicio de la potestad reglamentaria se encuentra sujeto a limites
denominados formales y sustanciales. Los limites formales son: a.) la competencia del
organo emisor, derivada de constitucién Politica o la ley autorizante; b.) la jerarquia
normativa (como manifestacion del principio de jerarquia de las normas), y; c.) el
cumplimiento del procedimiento de emanacion del reglamento. Los limites sustanciales
son: a.) los principios generales del derecho; b.) las técnicas de control de la
discrecionalidad; c.) la materia reglamentaria (organizacion administrativa y complemento
de los dispuesto en la ley), d.) irretroactividad del reglamento, y; e.) inderogabilidad
singular del reglamento.

En este caso, nos interesa el limite formal relacionados con la jerarquia de las
normas. Sefiala Jinesta, [L]a potestad reglamentaria debe respetar la piramide del
ordenamiento juridico administrativo, razon por la cual, como se indicé supra, debe estar
autorizada, de forma expresa o razonablemente implicita, por una norma de jerarquia
superior (Op. Cit., pag. 260).

El principio de jerarquia normativa es un principio rector y estructurante de todo el
ordenamiento juridico. Segun este precepto, la norma de rango superior prevalece sobre
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aquella(s) de rango inferior. Su esencia se localiza en el articulo 7 de la Constitucién
Politica, y su contenido se positiviza en los numerales 6 y 11 de la Ley General de la
Administracién Publica.

La jerarquizacion de normas juridicas presupone la existencia de diversos tipos de
regulaciones, todas ellas ordenadas en una escala jerarquica previamente definida,
generalmente por el redactor de la Constitucion Politica, en forma expresa o implicita, v,
posteriormente, desarrollada por el legislador ordinario, en ley(es) formal(es).

Este principio confiere coherencia y seguridad al ordenamiento juridico, porque
impone a la norma de rango inferior la obligacién de ajustarse a la norma de rango
superior y, en caso de antinomia, otorga prevalencia a la nhorma superior. Esas reglas
proporcionan regularidad y previsibilidad a la actuacion de la administracion publica y, a
la vez, someten esa actuacion a su contenido, de manera que la actividad reglamentaria
de la administracién debe ajustarse al contenido de la ley y, en caso de contrariar,
disminuir o exceder ese contenido, prevalecera lo dispuesto en la ley.

Entonces, por aplicacion del principio y regla de jerarquia normativa, el reglamento
se encuentra sometido a la ley de manera tal que no puede ir mas alla de lo que esta
altima le autoriza, ni puede pretender dejar sin efecto, desaplicar o contradecir el
contenido de los preceptos legales.

Tal consideracion resulta importante para contestar el cuestionamiento formulado
por los personeros de la junta administradora del fondo, pues debera entenderse que el
Reglamento de Integracién de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial no puede modificar lo previsto en la Ley Orgéanica del Poder
Judicial.

4. Conclusiones y Recomendaciones.

El contenido de las consideraciones desarrolladas en los parrafos precedentes nos
permite formular una serie de reglas y conclusiones aplicables a la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al procedimiento de eleccion
democrética de los representantes escogidos por el colectivo judicial y al periodo del
tiempo aplicable a esa designacion.

La Ley Organica del Poder Judicial indica que la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un érgano interno del Poder Judicial.
Esa condicién le confiere la naturaleza de 6rgano publico. Como érgano publico se
encuentra sujeto al régimen de derecho publico y al principio de legalidad.
Consecuentemente, todas sus actuaciones deben ajustarse al blogue de legalidad
vigente, encontrandose autorizado todo aquello permitido por la normativa aplicable y
prohibido lo que exceda o proscriba esa regulacion.
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Como manifestacion de la sujecion de las actuaciones de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al derecho publico y al principio
de legalidad, segun lo dispuesto en la Ley Organica del Poder Judicial y en el Reglamento
de Integracion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, el principio y derecho de participacion ciudadana rige el procedimiento de
designacion o eleccion democratica de los integrantes de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

El derecho de participacion ciudadana es una manifestacion del derecho de
ciudadania. El derecho de ciudadania es un derecho humano fundamental. Todo derecho
fundamental cuenta con un régimen de proteccion especial derivado del principio de
reserva de ley, cuyo postulado principal indica que el contenido y alcance de los derechos
fundamentales solo puede establecerse y regularse mediante leyes formales o normas
superiores a estas.

En relacion con el tema analizado, el contenido basico del derecho a participar -
activa o pasivamente- en la eleccion democratica de los representantes del colectivo
judicial se encuentra previsto en la Ley Orgénica del Poder Judicial. Los postulados
incluidos en esa ley constituyen el marco normativo elemental para la aplicaciéon de
normas y la toma de decisiones referidas al tema.

En lo atinente al nacleo de la peticion que origina este criterio, la Ley Orgénica del
Poder Judicial establece expresamente que los integrantes de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial duraran en su cargo cinco afios,
sin prever excepcion alguna.

La materializacion de la competencia para reglamentar aspectos relacionados con
la designacion o eleccién de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (articulo 240 de la Ley Organica del Poder
Judicial), debe respetar las reglas derivadas del principio de reserva de ley, asi como los
limites de la potestad reglamentaria y su vinculacién con el principio de jerarquia de las
normas.

El contenido esencial del derecho de participacién ciudadana en los procesos de
designacion o eleccion de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no puede ser eliminado, disminuido o
contrariado por normas de rango inferior a la Ley Organica del Poder Judicial, segun lo
prescriben el principio de reserva de ley y el principio y regla de jerarquia de las normas,
como limite de la potestad reglamentaria, de manera que el contenido del Reglamento
de Integracién de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial debe respetar y ajustarse a lo establecido en la Ley Organica del Poder
Judicial.
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Es entendido de que cuando una persona renuncia al cargo, su nombramiento
fenecio en su totalidad y por ende, al realizarse una nueva eleccion se entiende que se
realiza un nombramiento con eficacia plena innovativa creando un derecho al cargo por
periodo completo.

Consecuentemente, todo procedimiento administrativo desarrollado para designar
o elegir de manera definitiva a las personas integrantes de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones en un nombramiento nuevo, debe respetar y aplicar
el plazo legal de duracién del cargo, fijado en cinco afos, sin excepcion alguna, pues la
ley vigente no establecié plazos distintos para los supuestos de nuevas designaciones o
elecciones cuando alguna persona integrante renuncie o se encuentre imposibilitada para
ejercer el cargo de manera permanente.

Atentamente,
Lic. Luis Salas Mufioz MSc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo
Asesor Juridico Director Juridico

Ref.1050-2022/Ism
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28 de febrero de 2006

Licenciado

Juan Bautista Moya Fernandez
Director Ejecutivo

Instituto del Café de Costa Rica
Presente

Estimado sefior:

Con la aprobacion de la sefiora Procuradora General de la Republica me es grato referirme a su oficio
n.° DEJ/127/06 del 1 de febrero del 2006, a través del que solicita a la Procuraduria General de la Republica

el criterio sobre los siguientes aspectos:

“I- ;A partir de que momento se considera debidamente nombrado un miembro de Junta
Directiva del ICAFE, sea por designacion del Congreso Nacional Cafetalero o de Junta
Directiva, este ultimo mediante el proceso de sustitucion descrito en el articulo 103 de la Ley
No. 2762?

2- JEs necesario que los miembros de Junta Directiva, estén debidamente juramentados
para ser sujetos de prohibiciones, limitaciones e incompatibilidades conforme a las Leyes de la
Republica? o bien, ;a partir de qué momento se encuentran sujetos a prohibiciones,
limitaciones e incompatibilidades, las personas nombradas como miembros de Junta
Directiva?

3- ¢Es imprescindible la juramentacion para actuar como miembro de Junta Directiva?

4- ;Cual organo es el encargado de juramentar a los miembros de Junta Directiva del
ICAFE?

5- En caso de presentarse una incompatibilidad en un delegado por ser miembro de Junta
Directiva y participar en el Congreso no solo como delegado, sino mediante una eleccion
como Presidente del Congreso, acarrearia esto la nulidad de todo lo actuado en el Congreso,
al ser el Presidente la persona que dirige el acto, recibe mociones y las acepta, vota la
definicion de asuntos sobre politica institucional del ICAFE, concede la palabra entre otras?”.

I.- ANTECEDENTES.

A.- Criterio de la Asesoria Legal del ente consultante.

Mediante dictamen juridico UAJ-001-2006 del 10 de enero del 2006, suscrito por la Licda Ana

Victoria Zapata, jefa de la Unidad de Asuntos Juridicos del ICAFE, se arriba a las siguientes conclusiones:

“Sobre la eficacia de los nombramientos la doctrina ha senalado que el nombramiento es un
acto administrativo que otorga a un individuo la calidad de servidor publico y la potestad de
actuar a nombre y por cuenta del ente publico. En este sentido Eduardo Ortiz Ortiz ha
sefialado en reiteradas ocasiones que: ‘los vicios de nombramiento, como en general, los del
acto de investidura pueden ser saneados por la doctrina del funcionario de hecho.

En el caso de nombramiento dictado por organo competente el efecto, a saber: la Junta
Directiva en caso de sustituciones, a pesar que el requisito de la juramentacion que recoge el
articulo 11 constitucional no se haya realizado a la fecha de celebracion del Congreso
Nacional Cafetalero, esto no es indispensable para sus actuaciones revistan validez, tal y como
lo recoge la teoria del funcionario de hecho.
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Por lo anterior podemos concluir que la norma del articulo 110 es clara al prohibir que los
miembros de Junta Directiva sean miembros del Congreso Nacional Cafetalero y que la
Jjuramentacion no constituye un requisito insubsanable para considerar a una persona
miembro de Junta Directiva, si fue nombrado por el organo competente para hacer dicha
designacion. De esta forma un miembro de Junta Directiva no puede ser miembro del
Congreso Nacional Cafetalero y mucho menos postularse a la Presidencia de dicho Congreso.
La renuncia que el directivo haga del cargo ocupado en Junta Directiva, con posterioridad no
solamente a su inscripcion como miembro del Consejo, sino posterior inclusive a su
designacion como Presidente de dicho Congreso, no permite sanear el acto, ya que la ley
claramente escogia la prohibicion de no participar como miembro en dicho evento.

Como ya habia senialado con anterioridad la Unidad de Asuntos Juridicos en criterio UAJ-
082-2004, las actuaciones que forman parte del evento del Congreso Nacional Cafetalero,
conforman una serie de actos administrativos que van desde la inscripcion, los
nombramientos, los acuerdos, etc. En caso de existir un vicio desde el inicio del Congreso con
la presencia de un delegado que tendria impedimento para hacerlo, quien a su vez se postulara
como miembro del Congreso a la Presidencia del mismo, quedando electo, traerian consigo
una serie de actos viciados de nulidad que conllevarian a una nulidad de todo lo actuado en el
Congreso Nacional Cafetalero, nulidad que deberia en todo caso declarar el mismo Congreso,
en sesion extraordinaria convocada al efecto”.

C.- Criterios de la Procuraduria General de la Republica.

La Procuraduria General de la Republica se ha referido a temas afines al consultado. En efecto, se ha
elaborado toda una jurisprudencia administrativa en torno al funcionario de hecho y al tema de las nulidades.
Asi las cosas, estaremos recurriendo a nuestros pronunciamientos para abordar los puntos consultados.

II.- SOBRE EL FONDO.

En vista de que son varios los asuntos consultados, por razones de orden y logicas, los vamos a
responder en forma separada, agrupando algunos de estos dada su afinidad.

A.- Momento a partir de el que se considera nombrado un miembro de la Junta Directiva del
ICAFE y lo relativo a su juramentacion.

El numeral 111 de la Ley General de la Administraciéon Publica indica que es servidor publico la
persona que presta servicios a la Administracion Publica o a nombre y por cuenta de esta, como parte de su
organizacion, en virtud de un acto valido y eficaz de investidura, con entera independencia del caracter
imperativo, representativo, remunerado, permanente o publico de la actividad respectiva. Noétese que la ley
habla de dos requisitos para ostentar la condicion de servidor publico. El primero, que el acto sea valido; el
segundo, que sea eficaz. Siguiendo esta linea de pensamiento, el numeral 115 de ese mismo cuerpo
normativo, habla de investidura invalida o ineficaz. Asi las cosas, para que un miembro de la Junta Directiva
del ICAFE se considere debidamente nombrado, es necesario cumplir con ambas exigencias del
ordenamiento juridico.

Don Eduardo Ortiz, al tratar el tema del funcionario de hecho, establece una distincion entre la
investidura invalida y la ineficaz. Hablando de la primera hace referencia a la investidura como un grupo de
elementos subjetivos del acto administrativo, llegando a la conclusion que todo vicio en estos es subsanable
con la aplicacion del funcionario de hecho, excepto el de incompetencia. Entre los vicios de invalidez sefiala
la irregular constitucién de la oficina (6rgano), la falta de requisitos subjetivos, genéricos o especificos del
servidor nombrado, defecto de forma, violacion del procedimiento, incompetencia, cuando el acto de
investidura emana de autoridad incompetente, defectos en la delegacion, la suplencia, la avocacion o la
sustitucion, etc. Ademads de lo anterior, el jurista nacional contempla dentro de la ineficacia de la investidura
la juramentacion y la rendicion de caucion, asi como los requisitos de legitimacion, arribando a la conclusion
de que la realizacidon de actos sin tales requisitos son absolutamente nulos, salvo por la aplicacion de la
doctrina del funcionario de hecho. (Véase ORTIZ ORTIZ, Eduardo. Tesis de Derecho Administrativo, Tomo
I, Editorial Stradtmann, San José, 2002, pp. 175-177). Aunque la Sala Constitucional, en el voto que cita la
Asesoria Legal del ente consultante, el n.° 2765-92, ha establecido que la falta de juramentacion por si sola
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no conlleva a la nulidad de las actuaciones del funcionario, si, con anterioridad, fue debidamente nombrado o
designado por quien tiene facultad legal para hacerlo.

Sobre el tema del funcionario de hecho, el Organo Asesor, ha establecido, en el dictamen C-027-
2000, lo siguiente:

“En tratandose de nombramientos, tendriamos que la persona cuyo nombramiento no es
valido, no podria juridicamente considerarse un servidor publico en los términos del articulo
111 de la Ley General. Constituiria un ‘funcionario de hecho’, en el sentido de que se presenta
como servidor publico regular pero su investidura es invalida (articulo 115 de dicha Ley).
Como seiiala la Asesoria Juridica de ese Organo, los actos del funcionario de hecho son
validos y afectan a la Administracion, lo que se funda en el hecho de que el funcionario de
hecho adopta decisiones y actua como un servidor regular y en el principio de continuidad de
la Administracion. Permitasenos la siguiente cita:

‘La irregularidad en la investidura puede provenir de causas diversas, y el funcionario de
facto estd colocado en todos los supuestos fuera del ordenamiento juridico constitucional y
legal. No obstante esta irregularidad, los actos juridicos que realiza no difieren de los actos de
los funcionarios de jure, en cuanto a su validez con respecto a terceros, asi se trate de
funcionarios de épocas normales como de épocas anormales, ya sea que se ignore en el primer
supuesto los vicios de la investidura, como se conozca en el segundo caso la falta de dicha
investidura legal’. José CANASI: Derecho Administrativo, Vol. I, Ediciones Depalma, Buenos
Aires, 1972, p. 777.

Lo que explica que la Administracion responda por los darios que ese funcionario produzca.

La Sala Constitucional se ha referido al funcionario de hecho, sefialando las condiciones para
que opere dicha figura y para que los actos del funcionario produzcan efectos tutelables por el
ordenamiento:

‘Desde que los funcionarios de hecho actuan sin nombramiento o designacion efectuados por
el Estado, o sin estar vigentes dichos nombramientos o designaciones, es dable pensar que los
actos que emitan o realicen, carecen de validez. Pero la doctrina mayoritaria reconoce validez
a esos actos, en tanto se cumplan determinados requisitos o condiciones. Tal posicion obedece
a la logica necesidad de preservar el interés general, principal objetivo que debe atender el
orden juridico. Los requisitos esenciales que deben tener los actos emanados por los
funcionarios de hecho, para que se les pueda reconocer su validez son:
a)Que exteriormente se presenten como si emanaran de funcionarios de jures, es decir, deben
producir, respecto de terceros, al publico, los efectos juridicos propios de los actos que emanan
de agentes verdaderamente regulares.
b)Es necesario que los terceros afectados por tales actos hayan podido creer razonablemente y
de buena fe que el autor del mismo estaba a derecho en cuanto a su funcion. Esto se debe
dilucidar en el caso concreto y en el que nos ocupa, nadie dudo ni cuestiono la investidura de
los jueces superiores de Heredia.
¢)El reconocimiento de la validez de estos actos en favor de los terceros, debe ser de ‘interés
publico’, en busca de la seguridad juridica y a la certidumbre del derecho. La anulacion de
todos los actos y sentencias emitidas por el Tribunal Superior de Heredia desde 1998 causaria
muy serias lesiones a los derechos adquiridos y a las situaciones consolidadas derivadas de
sus fallos, afectando a las partes y a terceros por igual y lesionaria principios de capital
importancia, como la seguridad juridica.
d)También es necesario que lo actuado por el funcionario de hecho se haya realizado dentro
de los limites de la competencia de la autoridad oficial que dicho funcionario pretende
tener...’, Sala Constitucional, resolucion N. 6701-93 de las 15:06 hrs. del 21 de diciembre de
1993.

Si bien la resolucion de la Sala se refiere a funcionarios judiciales, los principios que sefiala
en orden a la validez de sus actos, resultan aplicables a los funcionarios administrativos y, por
ende, respecto de la validez y eficacia de quien pueda ser considerado funcionario de hecho.
Asimismo, dicha sentencia es relevante por la consideracion del interés publico en orden a
mantener la validez de determinadas actuaciones. Recuérdese que la nulidad absoluta es
aquélla que afecta el orden publico, circunstancia que no se produce en toda violacion al
ordenamiento juridico.”
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En el mismo sentido, en el dictamen C-031-1999 de 4 de febrero de 1999, expresamos lo siguiente:

“Sobre el particular, considera este Despacho que en la especie resulta aplicable la figura del
‘funcionario de hecho’, definida en doctrina como ... la persona que, sin titulo o con titulo
irregular, ejerce funciones publicas como si fuese verdadero funcionario’ (SAYAGUES LASO
(Enrique), Tratado de Derecho Administrativo, Editorial Martin Bianchi, Montevideo, [
Edicion, 1953, pag. 300).

Ese mismo autor seiala cudles son los supuestos que permiten la aplicacion de la figura del
funcionario de hecho:

‘a) Que existan de jure el cargo y la funcion ejercidas irregularmente. La teoria del
funcionario de hecho cubre solamente los vicios que invalidan el ingreso a la administracion,
no los que se refieren a la existencia misma de aquéllos. Pero admitese como suficiente que el
cargo y la funcion tengan existencia legal aparente, aunque con posterioridad se declare su
invalidez. Esto puede ocurrir cuando el cargo ha sido creado por una ley que luego es
declarada inconstitucional, o por un acto administrativo con violacion a la ley, siempre que no
sea una ilegalidad notoria.

b) El cargo ha de haberse ejercido en la misma forma y apariencia como lo hubiera
desemperiado una persona designada regularmente, de modo que en la opinion general, pudo
creerse razonablemente que se trataba de un funcionario incorporado validamente a la
administracion.’ (op.cit., pag. 302).

Por su parte, la Ley General de la Administracion Publica, en los articulos 115 y siguientes,
recoge los principios expuestos sobre la figura del funcionario de hecho. Tales normas, en lo
que interesa, disponen:

‘Articulo 115.- Serd funcionario de hecho el que hace lo que el servidor publico regular, pero
sin investidura o con una investidura invalida o ineficaz, aun fuera de situaciones de urgencia
o de cambios ilegitimos de gobierno, siempre que se den las siguientes circunstancias:

a) Que no se haya declarado todavia la ausencia o la irregularidad de la investidura, ni
administrativa ni jurisdiccionalmente;

b) Que la conducta sea desarrollada en forma publica, pacifica, continua y normalmente
acomodada a derecho.’ (Lo sublineado no es nuestro).

‘Articulo 116.-

1. Los actos del funcionario de hecho seran vdalidos aunque perjudiquen al administrado y
aunque éste tenga conocimiento de la irregularidad de la investidura de aquél.

2. La Administracion quedara obligada o favorecida ante terceros por virtud de los mismos.’
(Lo sublineado no es del original).”

Con fundamento en lo anterior, se puede concluir que el momento a partir del cual se considera
debidamente nombrado un miembro de la Junta Directiva del ICAFE, es desde que existe un acto de
investidura valido y eficaz, es decir, acto que es conforme al ordenamiento juridico, pues lo dicta el 6rgano
competente siguiendo el procedimiento establecido, contemplando los requisitos subjetivos que exige el
cargo y adoptando la forma que corresponde, entre otras cosas. Ademas, la persona debera rendir el
juramento constitucional (articulo 11 de la Carta Fundamental), rendir la caucion correspondiente, cuando asi
lo exija el ordenamiento juridico, y cumplir con los demas requisitos de legitimacién. A mayor
abundamiento, sobre tema de la validez del acto de nombramiento hemos indicado, en el dictamen C-027-
2000 de 14 de febrero del 2000, lo siguiente:

“A-. LA VALIDEZ DE UN ACTO DE NOMBRAMIENTO

Podria decirse como tesis de principio que la validez de un acto de nombramiento estd
determinada por el mismo principio que rige el resto de los actos administrativos: esa validez
depende de la conformidad del acto con lo dispuesto en el ordenamiento juridico, segun la
escala jerdrquica de las fuentes. Si existe una disconformidad entre el acto y una norma
Jjuridica superior, se presenta una irregularidad que podrad conducir a la nulidad de lo actuado.
En tratandose de un nombramiento, la irregularidad puede derivar tanto por el hecho de que
la autoridad competente no observe los requisitos que legalmente deba reunir el nombrado,
tanto porque no se respete el procedimiento legalmente establecido para el nombramiento. La
autoridad administrativa solo puede actuar si existe una norma que lo habilite a hacerlo y
dentro de los limites de la habilitacion. Puede ser que esta habilitacion tenga no solo un
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contenido concreto sino que se haya determinado el motivo para actuar. En el caso de actos de
nombramiento, la norma otorga una competencia para nombrar, pero no para nombrar a
quien se desee, sino a alguna de las personas que reunan los requisitos que han sido definidos
por la propia norma como indispensables para el ejercicio del cargo. Luego, esa competencia
debe ser ejercida con sujecion a las formalidades previstas legales.

Importa senalar, entonces, que cuando la ley o un reglamento establecen determinadas
condiciones para el acceso a un cargo publico, esas condiciones se imponen a la autoridad
administrativa que no podria nombrar a quien no las reuna. Ergo, no existe discrecionalidad -
salvo que la ley expresamente establezca que la observancia de los requisitos es excepcional,
lo cual seria absurdo- para decidir si se acatan o no los requisitos. La reunion de los requisitos
legalmente establecidos para el nombramiento es elemento indispensable para la validez del
nombramiento y por ende, para el ejercicio del derecho de acceso a los cargos publicos.
Cabria acotar incluso que el derecho de acceso a los cargos publicos se tiene y es ejercitable
en la medida en que el administrado reuna todos y cada uno de los requisitos exigidos para el
puesto. Y es dentro del conjunto de personas que reunan los requisitos que la autoridad puede
nombrar.

Dado que se trata de un elemento de validez del acto, la Administracion Publica estd
imposibilitada para nombrar a quien no reuna las condiciones establecidas para el puesto,
independientemente de la indole de esos requisitos. Elemento que debe ser retenido en orden a
la pregunta numero 4 de su solicitud.

En ese sentido, cabria indicar que la validez de un nombramiento en la Junta Directiva de la
ARESEP estd condicionada a que la decision sea tomada por el Consejo de Gobierno y
ratificada por la Asamblea Legislativa y que recaiga sobre una persona que sea costarricense
en ejercicio de sus derechos, mayor de treinta anos, de reconocida honorabilidad y posea
condiciones de indole profesional y técnicos. Estas son:

"D) Ser graduado universitario, con titulo de licenciatura, como minimo, y poseer experiencia
comprobada en el area de los servicios publicos, por un periodo no menor de cinco arios".

A diferencia de los otros incisos del numeral 48, podria decirse que el inciso d) transcrito es
comprensivo de diversos elementos, todos ellos concurrentes para determinar la elegibilidad
de una persona para el cargo. En efecto, no se trata solo de que se tenga el grado de
licenciatura, sino que la persona debe tener experiencia en el drea de los servicios publicos
por un periodo no inferior a cinco anos. Se requiere no solo un conocimiento teorico sino un
conocimiento mds practico, mas real, respecto de los servicios publicos. Ciertamente, la ley no
precisa que se trate de los servicios publicos que son objeto de regulacion por parte de la
ARESEP, lo que permitiria nombrar a quienes tienen experiencia en otros servicios, pero lo
deseable es que ese conocimiento y experiencia conciernan los servicios publicos
comprendidos dentro de la competencia de la Autoridad y que son los contemplados en el
articulo 5° de la Ley.

Va de suyo que si esos requisitos faltan, el acto de nombramiento seria irregular e invalido.
Cabe recordar que la Procuraduria se ha referido a este tema a solicitud de uno de los seriores
Diputados a la Asamblea Legislativa. En la Opinion Juridica N. OJ 67-99 4 de junio de 1999,
la Procuraduria expreso.

‘Conforme con esa tesitura, la integracion de cualquier organo, solo resultaria valida, en el
tanto y en el cuanto, las personas designadas reunan los requisitos que al efecto establece el
ordenamiento.

Ahora bien, determinar si en el caso especifico de los directivos de la ARESEP se cumplieron
los requisitos legales, es un aspecto que, en principio, corresponde determinar a las mismas
autoridades encargadas de su nombramiento y ratificacion, pues son las unicas que tienen
acceso a los expedientes personales de los nombrados.

Sin embargo, es oportuno recordar que los nombramientos son actos generadores de derechos
para sus beneficiarios, razon por la cual el examen de su legalidad debera hacerse en el marco
de lo dispuesto en el articulo 173 de la Ley General de la Administracion Publica.”

“En orden al tercer parrafo transcrito procede recordar que la nulidad de los actos
administrativos declaratorios de derechos solo procede en via administrativa cuando se trata
de nulidades absolutas ‘evidentes y manifiestas’. De no existir una nulidad con esas
caracteristicas, no podria emitirse un dictamen favorable a la declaratoria de nulidad. Lo
anterior significa, a contrario, que de no existir un vicio de tal magnitud, el acto de

www.pgrweb.go.cr/DOCS/DICTAMENES/1/P/D/2000-2009/2005-2009/2006/98E48.HTML 5M12





9/3/23, 16:45 C-075-2006

nombramiento aunque invalido producira todos sus efectos permaneciendo como parte del
ordenamiento, salvo que sea anulado jurisdiccionalmente. Ello por cuanto la determinacion de
la validez de lo actuado por el Consejo de Gobierno puede ser objeto de control en la
Jjurisdiccion contencioso-administrativa. El juez puede determinar si las autoridades publicas
apreciaron correctamente las condiciones técnicas exigidas para que proceda un
nombramiento regular”.

En cuanto al tema de la juramentacion, por lo que hemos dicho atras, es imprescindible para entrar al
cargo, es decir, para ser miembro de la Junta Directiva.

En otro orden de ideas, se puede indicar que el ordenamiento juridico no establece una regla objetiva
para determinar a quién corresponde juramentar a un funcionario publico. El articulo 11 de la Carta
Fundamental se limita a indicar que los funcionarios publicos deben prestar juramento de observar y cumplir
la Constitucion Politica y las leyes. No obstante, podemos extraer una serie de reglas en el tema que nos
ocupa. En primer lugar, la competencia le corresponde al 6érgano que el ordenamiento juridico sefiala que
debe tomar el juramento, verbigracia: el numeral 137 que expresa que Presidente y los Vicepresidentes de la
Republica deben prestar juramento ante la Asamblea Legislativa; pero si no pudieran hacerlo ante esta, lo
haran ante la Corte Suprema de Justicia. En segundo término, cuando no existe norma del ordenamiento
juridico que indique qué 6rgano debe juramentar a la persona, en principio, correspondera al 6rgano que la
nombra. En esta direccion, encontramos el numeral 121, inciso 8, que atribuye como una competencia
exclusiva de la Asamblea Legislativa, el recibir el juramento de ley; es por esta razon que recibe el juramento
de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, propietarios y suplentes, Contralor (a) y Subcontralor (a)
de la Republica, Defensor (a) de los Habitantes de la Republica, etc. Siguiendo esta tesitura, en la préactica,
vemos que el Presidente de la Republica juramenta a los ministros de Estado que nombra, igual ocurre con el
Consejo de Gobierno, o la Corte Suprema de Justicia, con el nombramiento de los Magistrados del Tribunal
Supremo de Elecciones. Por ultimo, tenemos el caso de que ante la imposibilidad material de juramentarse
ante el organo designante (el cuerpo electoral), el ordenamiento juridico asigna tal acto a otro 6rgano, tal y
como se resefld en el numeral 137 constitucional, o en el caso de los diputados que deben prestar juramento
ante el Directorio Provisional de la Asamblea Legislativa, una vez que su Presidente se haya juramentando
ante la Asamblea Legislativa (articulo 15 del Reglamento de la Asamblea Legislativa). Igual regla sigue el
numeral 29 del Cédigo Municipal, Ley n.° 7794 de 30 de abril de 1998.

De lo que llevamos dicho hasta acé, se puede fijar una regla general, y es que cuando el ordenamiento
juridico no indica cudl es 6rgano competente para tomar el juramento a la persona designada, correspondera
al 6rgano que lo nombro; debiéndose, en todo momento, dejarse constancia por escrito de tal acto, ya sea en
el acta del o6rgano colegiado o en un documento elaborado al efecto.  Es a partir de este momento que la
persona designada (mediante un acto de investidura valido y eficaz), se puede reputar como un funcionario
publico y, por consiguiente, se encuentra sujeta a las prohibiciones, limitaciones e incompatibilidades que
afectan a los servidores publicos. Cuando se ostenta la condicion de funcionario publico, las
incompatibilidades que le impiden ejercer simultdineamente dos cargos en atencion a los requerimientos de
cada uno de estos, tal y como seria el caso del numeral 110 de la Ley n.° 2762, “Ley sobre el Régimen de
Relaciones entre Productores, Beneficiadores, y Exportadores de Café¢”, que indica claramente que no puede
ser miembro del Congreso Nacional Cafetalero, quien al celebrarse este sea integrante de la Junta Directiva
del ICAFE, pudiendo acudir al Congreso unicamente en calidad de observador, se aplican en todas sus
consecuencias juridicas. Asi las cosas, la norma es tajante en el sentido de que no se puede ser miembro de la
Junta Directiva del ICAFE y a su vez miembro del Congreso Nacional Cafetalero. Al respecto, cabe repetir
la cita del voto n.° 1750-03 de la Sala Constitucional que hace la Asesoria Legal, en el siguiente sentido:

“La Sala entiende la incompatibilidad como la imposibilidad -establecida por ley- de
desemperiar al mismo tiempo, dos puestos o funciones. El fundamento de las prohibiciones
legales que determinan las incompatibilidades, es la necesidad de dotar de independencia a
los servidores publicos, a fin de situarlos en una posicion de imparcialidad para evitar el
conflicto de intereses y la competencia desleal. El articulo 11 de nuestra Carta Politica sienta
las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios
publicos, al sefialar que éstos estan sometidos a la Constitucion y a las leyes; de manera tal
que cuando el legislador ha establecido una incompatibilidad, la misma es de acatamiento
obligatorio, sin que sea posible alegar costumbre administrativa o prdctica en contrario”.
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Ahora bien, qué ocurre en un caso donde la persona estd nombrada, pero aun no se ha juramentado ni
ha participado en ninguna sesion del colegio. ;Existe o no en este supuesto la incompatibilidad? La respuesta
no es de facil solucion.

Una primera tesis seria sostener que no se da la incompatibilidad porque el acto de investidura no es
eficaz, aunque si valido, amén de que la persona nunca asumid el cargo. Desde esta perspectiva, habria que
interpretar la expresion ser “integrante” de la Junta Directiva como aquella condiciéon en la cual se esta
ejerciendo la funcidn publica porque se esta habilitado precisamente para esto después de que la persona se
ha juramentando y ha cumplido con los demas requisitos, si es que existen. En esta direccion, se puede
afirmar que la integracion del colegio no es un acto formal en el que sea suficiente el acto de nombramiento,
sino que se requiere de un acto real o material, por medio del cual efectivamente la persona nombrada esté
ejerciendo el cargo.

En contra de lo que venimos afirmando, y he aqui la segunda postura sobre el tema, esta la posicion
de que senala que la persona nombrada, aunque no juramentada, si es miembro de la Junta Directiva del
ICAFE, porque si no fuera asi, el colegio estaria desintegrado y, consecuentemente, no podria sesionar, con
base en los pronunciamientos de la Procuraduria General de la Republica sobre el tema de la integracion de
los organos colegiados. En efecto, sobre este extremo, en el dictamen C-221-05 de 17 de junio del 2005,
expresamos lo siguiente:

“En los supuestos de falta de nombramiento de un miembro del organo colegiado, la
Procuraduria ha centrado su andlisis en la integracion del Consejo, identificando la debida
integracion de éste con su existencia juridica.

En efecto, la jurisprudencia administrativa que parte del dictamen N° C-195-90 de 30 de
noviembre de 1990, desarrollado luego en los Ns. C-015-97 de 27 de enero de 1997, C-025-97
de 7 de febrero y C-055-97 de 15 de abril del mismo aiio; C-094-99 del 20 de mayo de 1999,
C-138-2001 de 18 de mayo de 2001 y C-351-2003 de 10 de noviembre del 2003, entre otros,
reafirma que la integracion del organo es fundamental para considerar que éste existe
Jjuridicamente y por ende, considera que esa integracion es presupuesto indispensable para
que pueda funcionar. Sefialo la Procuraduria en el primero de dichos dictamenes:

‘...considera la Procuraduria General que la posibilidad de sesionar debe examinarse, en
primer término, respecto de la integracion del organo. Ello en la medida en que si el organo
no se encuentra debidamente integrado, no puede funcionar en forma valida. En efecto, si el
organo no esta integrado no puede ejercer su competencia y, por ende, los actos que se emitan
no seran validos. Asi que solo en el tanto en que el organo esté constituido, puede plantearse
este segundo aspecto del quérum. Problema que se refiere al funcionamiento concreto del
organo colegiado ya constituido. Las posibilidades de funcionar, cuando el quérum legal no se
reune, constituyen excepciones a la regla general, que en todo caso, lo que plantean, es el
problema de la asistencia de los miembros directores --sea de los titulares del organo-- a las
sesiones de Junta Directiva y a la necesidad de que ese organo constituido continiie
funcionando. Por consiguiente, se trata de una situacion diferente a la provocada por los
Recursos de Amparo que penden ante la Sala Constitucional. Simplemente, como bien seniala
el criterio legal que se acompaiia, no puede realizarse vidlidamente una convocatoria a
sesiones, si no es posible establecer quiénes son los destinatarios de esa convocatoria; la
convocatoria a tres miembros directivos y no al resto, viciaria el acto correspondiente’.

En consecuencia, en caso de que uno de los puestos de director esté vacante, y la ley no
haya previsto el supuesto de suplencia, el organo no esta integrado, y por consiguiente, no
puede sesionar. Se enfatiza en la necesidad de que exista una correcta constitucion del organo,
para lo cual los distintos miembros deben estar investidos conforme la ley. Por ello para que
una junta sesione validamente, no es suficiente que concurra el numero de miembros necesario
para integrar el quorum estructural (numero legal de miembros del organo colegiado que debe
estar presente para que éste sesione validamente), ya que éste presupone la existencia de un
colegio debidamente integrado o constituido conforme la ley. Antes bien, se requiere que el
quorum integral esté reunido, de manera que cada miembro que es un ‘“centro de poder
determinante”, en tanto contribuye a conformar la decision del colegio (dictamen N° 025-97
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de cita) tenga la posibilidad de manifestar su voluntad, una voluntad que repercute en la

’

voluntad del colegio. Y esa posibilidad no existe sin el acto de nombramiento e investidura”.

En el caso que nos ocupa, ocurre que, conforme al proceso de sustitucion que prescribe el numeral
103 de la Ley n.° 2762, la Junta Directiva del ICAFE dispuso nombrar a una persona, la cual,
necesariamente, por lo que explicamos atras, debe juramentarse ante esta. En estos supuestos, para no caer en
una contradiccion logica habria que interpretar que la persona forma parte del colegio, pues si no fuera asi,
nunca podria sesionar validamente este ultimo. Precisamente puede sesionar porque estd debidamente
integrado con la persona nombrada, por lo que habria que reputarla como miembro de la Junta Directiva del
ICAFE.

Una tercera tesis, seria aquella que atiende o que adopta como marco de referencia la finalidad de la
incompatibilidad. Como bien dijo la Sala Constitucional en la sentencia supra citada, su proposito es situar a
los servidores publicos en una posicion de imparcialidad para evitar los conflictos de intereses y la
competencia desleal. Asi las cosas, el conflicto de intereses se presentan cuando se desempefian
efectivamente los cargos, no asi cuando no se ha ejercicio uno de estos porque falta un requisito de eficacia
de la investidura. En este supuesto, es logico suponer que la persona que participa en el otro 6rgano publico
no tiene antepuestos los intereses del otro 6rgano, precisamente porque no se estd desempefiando como parte
de ¢l. Siguiendo esta postura, habria que concluir que el presupuesto de hecho para que nazca la
incompatibilidad nunca surgi6 a la vida juridica.

Existen razones de peso para inclinarnos por la tercera tesis. En primer lugar, porque no afecta la
integracion del 6rgano, toda vez que no se pone en entredicho la idea de que la persona es integrante del
colegio. Lo anterior significa, ni mas ni menos, que no es suficiente ser integrante del colegio para que se dé
la incompatibilidad, pues en necesario que se esté desempefiando efectivamente los dos cargos. Con otras
palabras, si la persona nunca se jurament6 ni ejercio el cargo, pese a ser integrante de la Junta Directiva, en
la practica no se da un presupuesto necesario para que acontezca la incompatibilidad, sea: estar
desempenando simultaneamente los dos cargos al mismo tiempo; en el caso del cargo de la Junta Directiva
nunca lo desempefid. Ahora bien, para evitar que a este pronunciamiento se le dé un alcance que no tiene
para otros supuestos, hemos de aclarar que esta postura solo se aplica a los supuestos en los cuales la persona
no ha sido juramentada y nunca ha tomado posesion del cargo, no aquellos otros donde si se han dado esos
hechos y, por otras razones, la persona se ha ausentado del cargo pero sigue siendo miembros del colegio,
como podria suceder en los casos de las licencias, permisos, ausencias justificadas, enfermedad, etc.,
situaciones que deben ser analizadas adoptando como marco de referencia la legislacion general y la
especifica de cada 6rgano y ente publico, para llegar a una conclusion cierta y conforme con el ordenamiento
juridico.

En segundo lugar, al estar de por medio un derecho fundamental como es el acceso a los cargos
publicos en condiciones de igualdad, toda interpretacion de las normas del ordenamiento juridico que lo
afecte debe ser restrictiva, y toda interpretaciéon que lo garantice y lo promueva debe ser ampliativa. La
Procuraduria General de la Republica, en varios pronunciamientos, ha reconocido que el acceso a los cargos
publicos en condiciones de igualdad es un derecho fundamental. En efecto, sobre este tema, ya hemos
indicado lo siguiente:

"B.- EL ACCESO A LA FUNCION PUBLICA

Al analizar la posibilidad de que determinadas personas puedan ser nombradas en puestos
dentro de la Autoridad Reguladora, debe tomarse en cuenta que el acceso a la funcion publica
constituye un derecho fundamental, por lo que su régimen es de reserva de ley.

1.- Un derecho fundamental

En el dictamen N. C-061-2001 de 6 de marzo de 2001 analizamos el régimen de
incompatibilidades de la funcion publica, a partir del criterio de que el acceso a la funcion
publica es un derecho fundamental. Se indico en esa ocasion:

‘En materia de funcion publica, el principio derivado de la Declaracion de Derechos del
Ciudadano de 1789 es el de ‘igual acceso a todos los empleos publicos’. Los instrumentos
internacionales de Derechos Humanos se han hecho eco de dicha disposicion, consagrando el
derecho de acceso a los empleos publicos (articulo 21 de la Declaracion Universal de los
Derechos Humanos - ‘toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a
las funciones publicas de su pais’, articulo 235, inciso ¢ del Pacto Internacional de Derechos
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Civiles y Politicos y 23 de la Convencion Americana sobre Derechos Humanos). Consagracion
internacional que permite calificar el derecho de acceso como un derecho fundamental a pesar
de que no esté contemplado en la Constitucion:

'...A diferencia de lo que sucede en otras latitudes, la Constitucion no contiene ningun articulo
donde se reconozca de modo expreso la existencia de un derecho fundamental a acceder a las
funciones y cargos publicos. Aun en los casos en que ese derecho se reconoce explicitamente,
puede concebirse -en tanto derecho fundamental, posible de proteccion, pues, mediante el
recurso de amparo- limitado al acceso a cargos de eleccion popular (Téngase en cuenta, sin
embargo, lo que dispone el articulo 23 de la Convencion sobre Derechos Humanos): No
obstante, constantes resoluciones de esta Sala han declarado, expresa o implicitamente, la
existencia de ese derecho como derecho fundamental, entendiendo que es un corolario
imprescindible e ineludible del principio de igualdad, que impregna diversas disposiciones
constitucionales y es el substrato de diversos derechos de aquella naturaleza, del derecho al
trabajo, y, en esencia, del cardcter democratico de la comunidad nacional. En consecuencia,
apenas es necesario insistir en el reconocimiento del derecho de todos a acceder a los cargos
publicos -y no solamente a los de eleccion popular- en condiciones de igualdad, descontando
desde luego el régimen de requisitos aplicables en cada caso..." Sala Constitucional,
resolucion N. 3529-96 de 9:00 hrs. de 12 de julio de 1996.

El derecho de igual acceso al empleo publico concretiza asi, en materia de funcion publica, el
principio de igualdad pero también debe verse como manifestacion del derecho que tiene todo
ciudadano de participar en forma activa en el ejercicio del poder publico. Una consecuencia,
entonces, del derecho de participacion.

La condicion para dicho acceso es determinada por el cumplimiento de los requisitos
particulares atinentes a cada uno de los puestos o empleos de que se trate. Condiciones que no
pueden ser tales que tiendan a imposibilitar irrazonablemente el derecho de acceso. De modo
que al definir las condiciones requeridas para el acceso y desemperio del cargo, el Estado debe
procurar que los interesados se encuentren en capacidad de satisfacer el interés publico, para
lo cual exigira las cualidades profesionales, técnicas o personales que el puesto objetivamente
requiere. Como consecuencia de lo anterior no puede hacerse discriminacion alguna fundada
en criterios distintos de la idoneidad técnica y moral para el desemperio del cargo. De alli que
en principio los criterios de admision a los cargos publicos deben fundarse en la idoneidad
para el desempeiio del puesto y en criterios de honestidad indispensables en el manejo de la
cosa publica.

2-. Una regulacion por ley

El régimen de los Derechos Fundamentales determina la reserva de ley en la regulacion del
derecho al libre acceso al empleo publico. Ello implica que las condiciones de elegibilidad
deben ser establecidas por la Ley (en ese sentido, resolucion de la Sala Constitucional, N. 545-
97 de 14:30 hrs. de 28 de enero de 1997). Pero en la medida en que, como todo derecho
fundamental, el que nos ocupa es de caracter ‘limitado’, las inelegibilidades e
incompatibilidades también deben ser establecidas por ley. En efecto, esas inelegibilidades e
incompatibilidades entranian una restriccion al derecho fundamental, lo que obliga a aplicar
los principios constitucionales en orden al régimen de los derechos fundamentales.

De conformidad con dichos principios, la restriccion solo puede derivar de la ley (principio de
reserva),; el reglamento solo puede intervenir cuando se trate del reglamento ejecutivo de una
ley, no son permitidos los reglamentos autonomos de organizacion o de servicio (3502-92 de
16:00 hrs. de 24 de noviembre de 1992, 3173-93 de 14:57 hrs. de 6 de julio de 1993, 2312-95
de 16:15 hrs. de 9 de mayo de 1995 5393-97 de 15:18 hrs. del 5 de setiembre de 1997; 18-29-
99 de 16:09 hrs. de 10 de marzo de 1999), por lo que no son posibles las delegaciones en esta
materia y, ademds, las restricciones deben ser razonables y proporcionales (5058-93 de
14:20hrs. de 14 de octubre de 1993; 3929-95 de 15:24 hrs. de 18 de julio de 1995, 2883-96 de
17:00 hrs. de 13 de junio de 1996 y 6273-96 de 15:30 hrs. de 19 de noviembre de 1996, entre
otras).

Los requisitos de elegibilidad implican que quienes no reunan las condiciones que la ley
establece para acceder al puesto, estan imposibilitados para ser nombrados en él.
Implicitamente la enumeracion de esas condiciones opera como una condicion de
inelegibilidad. Pero estas ultimas también pueden ser expresas y se dan en los supuestos en
que la ley expresamente sefiala que no pueden acceder a los cargos publicos quienes se
encuentren en las situaciones juridicas que ella enumera. Asimismo, el legislador puede
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establecer que el puesto resulta incompatible con el desempeiio de determinadas actividades
publicas o privadas o en relacion con determinado puesto. Lo que implica que aun en el
supuesto de que la persona ostente las condiciones de elegibilidad legalmente establecidas, al
existir una causa de incompatibilidad, tendra una limitante para el acceso o la permanencia
en cierto puesto.

A diferencia de las condiciones de inelegibilidad, las incompatibilidades encuentran su
fundamento sobre todo en la oposicion de intereses, asi como la necesidad de mantener la
independencia y, por ende, imparcialidad en el ejercicio de la funcion. Todo con el objeto de
garantizar el correcto y eficaz ejercicio de la funcion publica. La regulacion de las
incompatibilidades es manifestacion de la transparencia de la Administracion Publica que hoy
por hoy se constituye en uno de los principios fundamentales que rigen el accionar
administrativo. Por ello no es de extranar que distintas incompatibilidades pretendan evitar el
nepotismo, en cuanto forma de corrupcion en el ejercicio de la funcion publica. El nepotismo
es, por regla general, la negacion misma de la igualdad de acceso a los cargos publicos,
puesto que la decision de nombrar no esta fundada en la idoneidad, el deseo de eficiencia de la
Administracion, sino en el trato ventajoso al pariente o persona respecto de la cual se tiene un
interés cercano e inmediato (incompatibilidad por parentesco)’.

En resumen: el régimen juridico del derecho de acceso a la funcion publica es el propio del de
los Derechos Fundamentales. Lo que significa que corresponde a la ley establecer las
condiciones de acceso al servicio, lo que incluye necesariamente las condiciones de
elegibilidad, inelegibilidad, las prohibiciones e incompatibilidades. Estas tres ultimas
condiciones tienden a mantener la objetividad e imparcialidad del ejercicio de la funcion
publica, para lo cual se procura que no exista conflicto de interés entre la funcion y otras
actividades, particularmente de indole privada." (Pronunciamiento OJ-088-2002 de 10 de
Jjunio de 2002, reiterado en el OJ-102-2002 de 8 de julio de 2002).”

Sobre el particular, la Sala Constitucional, en el voto n.® 3529-96, expresoé lo siguiente:

“Ill. Hay que encarar ahora el tema del derecho de acceso a los cargos publicos. A diferencia
de lo que sucede en otras latitudes, la Constitucion no contiene ningun articulo donde se
reconozca de modo expreso la existencia de un derecho fundamental a acceder a las funciones
y cargos publicos. Aun en los casos en que ese derecho se reconoce explicitamente, puede
concebirse -en tanto derecho fundamental, posible de proteccion, pues, mediante el recurso de
amparo- limitado al acceso a cargos de eleccion popular (Téngase en cuenta, sin embargo, lo
que dispone el art. 23 de la Convencion Americana Sobre Derechos Humanos). No obstante,

constantes resoluciones de esta Sala han declarado, expresamente o implicitamente, la
existencia de ese derecho como derecho fundamental, entendiendo que es un corolario
imprescindible e ineludible del principio de igualdad, que impregna diversas disposiciones
constitucionales y es el sustrato de diversos derechos de aquella naturaleza, del derecho al
trabajo, y, en esencia, del caracter democratico de la comunidad nacional. En consecuencia,
apenas es necesario insistir en el reconocimiento del derecho de todos a acceder a los cargos
publicos -y no solamente a los de eleccion popular- en condiciones de igualdad, descontado
desde luego el régimen de requisitos aplicable en cada caso. A partir de este reconocimiento,
también ha declarado este tribunal que el derecho es comprensivo no solo del ingreso al cargo,
sino de la permanencia en él -nocion que adhiere a la llamada "estabilidad laboral”, de
manera que el funcionario o servidor publico puede ser removido del cargo al que accedio a
condicion de que, por regla general, existan causas legalmente previstas para ese efecto, y
atendiendo a procedimientos respetuosos de sus derechos de audiencia y defensa-, y, en fin,

del derecho al ejercicio mismo del cargo con su bagaje de facultades, deberes y
responsabilidades, valga decir, el derecho a desempenar el cargo de acuerdo con lo que esta
legalmente establecido. La Sala no tiene razones para variar de criterio sobre ninguno de los
extremos enunciados hasta aqui: por el contrario, entiende que el derecho de acceso a los
cargos publicos, cuyo fundamento constitucional ha quedado explicado, y cuya cobertura
excede el mero hecho del ingreso al cargo, que de ese modo comprende también la estabilidad
y el desemperio mismo del cargo, es un derecho fundamental, y que el recurso de amparo es
idoneo para garantizar ese derecho”.
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Por otra parte, no debemos perder de vista de que este derecho humano esta reconocido y garantizado
en la Convencion Americana sobre Derechos Humanos, cuando en el articulo 23 dispone que todos los
ciudadanos tienen derecho de tener acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones publicas de su pais.
Acto seguido, ese instrumento internacional, expresa que la ley puede reglamentar el ejercicio de ese
derecho, exclusivamente, por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instruccion, capacidad civil
o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.

Por ultimo, la interpretacion del ordenamiento juridico debe ser la mas favorable a la persona, pues
como se indico atras estd de por medio un derecho fundamental, o sea, debe ser restrictiva y, en todo caso,
siempre debera inclinarse por aquella interpretacion que resulta mas favorable a favor de la persona. En este
sentido, son oportunos los conceptos expresados por el Tribunal Constitucional, cuando en el voto 3173-93,
sefialo lo siguiente:

“...el principio pro libértate, el cual, junto con el principio pro domine, constituyen el
meollo de la doctrina de los derechos humanos; segun el primero, debe interpretarse
extensivamente todo lo que favorezca y restrictivamente todo lo que limite la libertad,; segun el
segundo, el derecho debe interpretarse y aplicarse siempre de la manera que mas favorezca al
ser humano”.

La posicion que hemos adoptado no ignora la tesis de la Sala Constitucional, en el sentido de que en
esta materia ha de prevalecer el interés publico al privado y de que las libertades publicas no son irrestrictas
y, por ende, admiten normacidon cuando median intereses de orden publico (véase el voto n.° 5549-95);
empero, esta postura resulta valida cuando la norma legal que contiene la incompatibilidad es clara y precisa,
no asi en aquellos casos en los cuales existe una duda razonable y objetiva sobre su acaecimiento. Ademas,
atendiendo a la finalidad del instituto la incompatibilidad debe ser 1til, razonable, oportuna y que exista una
necesidad imperiosa que la justifique (véase el voto n.° 6198-95 de la Sala Constitucional), circunstancias
que no se dan cuando la persona no ha ejercido el cargo ni se ha juramentado. Dicho con otras palabras, no
es util ni razonable porque no se estd ejerciendo simultdneamente ambos cargos al mismo tiempo, lo que
significa que en tales circunstancias la incompatibilidad no se justifica ni cumple con su finalidad.

B.- La nulidad o no de todo lo actuado en el Congreso Nacional Cafetalero.

Conforme a lo que hemos expresado en el acépite anterior consideramos que no estamos en presencia
de ningun tipo de nulidad, pues la incompatibilidad que seria la causa de esta no llego a concretarse.

Ahora bien, aun cuando admitiéramos el segundo escenario y, consecuentemente, aceptaramos de que
se produjo un vicio de nulidad estariamos en esta hipotesis ante un caso tipico de funcionario de hecho, por
lo que sus actos serian validos de conformidad con el numeral 116 de la Ley General de la Administracion
Publica.

III.- CONCLUSIONES.

l.- El momento a partir del cual se considera debidamente nombrado un miembro de la Junta
Directiva del ICAFE, es desde que existe un acto de investidura valido y eficaz.

2.- Es a partir de este momento que la persona designada, sea cuando es funcionario publico, que
se encuentra sujeta a las prohibiciones, limitaciones e incompatibilidades que afectan a los servidores

publicos.

3.- Cuando el ordenamiento juridico no indica cual es 6rgano competente para tomar el
juramento a la persona, correspondera al érgano que lo nombro.

4.- Es imprescindible la juramentacion para ejercer el cargo, es decir, para ser miembro de la
Junta Directiva.

5.- El presupuesto de hecho de la incompatibilidad que prevé el numeral 110 de la Ley n.° 2762
nunca surgio a la vida juridica.
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6.- Ergo, no estamos en presencia de ningun tipo de nulidad, pues la incompatibilidad que seria la
causa de esta no llego6 a concretarse.

De usted, con toda consideracion y estima,

Dr. Fernando Castillo Viquez
Procurador Constitucional

FCV/mvc
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SECRETARIA GENERAL
CIRCULAR No. 118-2018

Asunto: Reglamento de integracidon de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.-

A TODAS LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES DEL PAiS
SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena, en sesién No. 43-18 celebrada el 17 de setiembre de 2018,
articulo XII, aprobd el "Reglamento de integracion de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial", cuyo texto literalmente dice:

"Reglamento de integracion de la Junta Administradora del Fondo

de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Capitulo I
Disposiciones Generales

Articulo 1.- Objeto. El presente reglamento tiene por objeto regular el

proceso para la eleccion de las personas integrantes de la Junta Administradora del

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Con la aprobacidn del presente Reglamento, la Corte Plena da cumplimiento a lo
dispuesto en el articulo 240 parrafo 2° de la Ley Organica del Poder Judicial, segun
reforma introducida por la ley nimero 9544 de 28 de abril de 2018.

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html

1/86





9/3/23, 16:44 Texto Completo acta: 125E5E

Ficha articulo

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html 2/86



http://www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/nrm_articulo.aspx?param1=NRA&nValor1=1&nValor2=87274&nValor3=131524&nValor5=2



9/3/23, 16:44 Texto Completo acta: 125E5E

Articulo 2.- La Junta Administradora. La Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante la Junta Administradora, es un
organo del Poder Judicial que posee personalidad juridica instrumental para el
cumplimiento de su cometido legal. Ademas, cuenta con completa independencia
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le
otorga la
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Articulo 3.- Definiciones. Para los efectos de este reglamento se definen los
siguientes términos:

Sistema de elecciéon democratico: es un conjunto de reglas que determina
como se lleva a cabo las elecciones, cuyo resultado se determina por la mayoria de los
votos emitidos validamente.

Persona electora: toda persona trabajadora activa (en propiedad o interina),
gue tenga nombramiento vigente registrado y aprobado tanto en la Direccidn de
Gestion Humana, asi como en el Sistema de Proposicion Electronica de Nombramientos
(denominada PIN), las personas jubiladas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial y las personas pensionadas de dicho Fondo que sean capaces y mayores
de edad.

Colectivo Judicial: es el conjunto de las personas trabajadoras activas (en
propiedad o interina), que tengan nombramiento vigente registrado y aprobado tanto
en la Direccion de Gestion Humana, asi como en el Sistema de Proposicion Electrénica
de Nombramientos (denominada PIN), y las personas jubiladas y pensionadas del
Poder Judicial que sean mayores de edad, que deriven derechos o intereses legitimos
de los fondos administrados por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial.

Clave electoral: es la clave secreta personal que se utiliza para ingresar al
sistema de votacién. En caso de no contar con la clave, el Tribunal Electoral Judicial
debera definir el personal responsable de apoyar en este tema a la persona electora
para que pueda ejercer su derecho al sufragio.

Fraude electoral: Consiste en una o mas conductas engafiosas o
maquinaciones para lograr cambiar el resultado que hubieren tenido los comicios sin
esas intervenciones ilicitas.

Género y representacion paritaria: La Junta Administradora sera integrada
por igual nimero de representantes del género masculino y del femenino, de manera
tal que, la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno.

Con el fin de garantizar la representacion paritaria de género, se realizara
primero la eleccidon por parte del colectivo judicial; posteriormente, la Corte Plena hara
la designacidn de sus representantes.

Tribunal Electoral Judicial: Organo del Poder Judicial para organizar, dirigir y
vigilar el proceso electoral.
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Articulo 4.- Principios del proceso electoral. El proceso electoral para la
escogencia de las personas integrantes de la Junta Administradora se regira por los
siguientes principios:

Consumo responsable: para hacer publicidad, siempre que sea posible, se
evitara el uso del papel, utilizando los medios electréonicos u otros recursos; todo esto,
para proteger el medio ambiente y los recursos naturales.

Principio de transparencia: garantizar que las personas tengan informacion
accesible y veraz, sobre la forma en que se realice todo el proceso electoral y su
resultado.

Principio de publicidad: garantizar la posibilidad de que las personas
postulantes puedan difundir ampliamente su curriculum y experiencia para que las
personas votantes las conozcan. Ademas, las personas tendran acceso al presente
Reglamento que regula el proceso electoral, asi como a toda la informacién que
publique el Tribunal Electoral Judicial por medio de su pagina Web.

Principio de participacion: que toda persona interesada en formar parte de la
Junta Administradora y que cumpla con los requisitos, pueda postularse para la
eleccidon. Asimismo, en virtud de este principio se pretende que todas las personas del
colectivo judicial participen en la votacion.

Principio democratico: el voto de la mayoria legitima el nombramiento.

Principio de independencia electoral: los postulantes no podran recibir
apoyo de partidos politicos de representacion cantonal, provincial o nacional, ni de los
integrantes de la Junta Administradora o del personal de la misma.

Principio de imparcialidad del Tribunal Electoral Judicial: La imparcialidad
es una condicidn esencial que debe revestir el Tribunal Electoral Judicial, el cual
consiste en el deber que tienen, de ser ajenos o extrafios a los intereses de las
personas postulantes para la eleccidn, sin favorecer a ninguna de ellas.

Principio de accesibilidad: el Tribunal Electoral Judicial velara para eliminar
las barreras que impidan a una persona emitir su voto.
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Capitulo II
Integracion de la Junta Administradora.

Articulo 5- Integracion de Ila Junta Administradora. La Junta
Administradora estara integrada por seis miembros titulares, ademas habra seis
miembros suplentes, quienes seran nombrados por periodos de cinco afios, pudiendo
ser reelectos. Los suplentes deberan cumplir los mismos requisitos que la ley establece
para los integrantes titulares. Se requiere un suplente para cada integrante titular,
para que le sustituya en sus ausencias.

Corresponde a la Corte Plena nombrar tres integrantes titulares de la Junta
Administradora, asi como a los tres integrantes suplentes. Por su parte, correspondera
al colectivo judicial elegir en forma democratica a los tres integrantes titulares, asi
como a los tres integrantes suplentes.

Para integrar la Junta Administradora se deberda cumplir la representacion
paritaria de ambos sexos; con ese fin, se realizara primero la eleccidon por parte del
colectivo judicial; posteriormente, la Corte Plena harda la designacion de sus
representantes.
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Articulo 6.- Requisitos para ser miembro de la Junta Administradora. De
conformidad con el articulo 240 de la Ley Organica del Poder Judicial, modificado por la
ley N° 9544, para ser miembro de la Junta Administradora, la persona debera cumplir
con los siguientes requisitos:

a) Contar con titulo universitario en carreras afines a la administracion de un
fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo,
cuando asi corresponda.

b) Ser de reconocida y probada honorabilidad.

c) Contar con conocimientos y al menos cinco (5) afios de experiencia en
actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administracion de un
fondo de pensiones, de manera que todos los miembros de este o6rgano
posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan realizar el
analisis de riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.
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Articulo 7.- Prohibiciones para ser miembro de la Junta Administradora.
No podran ser miembros de la Junta Administradora:

a) Las personas contra quienes en los Ultimos diez afos haya recaido
sentencia judicial penal condenatoria por la comision de un delito doloso.

b) Las personas que en los Ultimos diez afios hayan sido inhabilitadas para
ejercer un cargo de administraciéon o direccion en la Administracion Pablica o
en las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades
Financieras, la Superintendencia General de Seguros, la Superintendencia de
Valores y la Superintendencia de Pensiones.
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Capitulo III
Designacion de los integrantes cuya eleccion corresponde a la Corte

Plena.

Articulo 8°-Eleccién de integrantes de la Junta Administradora. Para integrar
la Junta Administradora, la Corte Plena ordenarad a la Direccion de Gestion Humana
iniciar el proceso para la designacién de los tres integrantes propietarios y suplentes
cuyo nombramiento corresponde a la Corte Suprema de Justicia.

Seis meses antes de vencer el nombramiento de los integrantes de la Junta
Administradora, la Corte Plena determinara si reelige o no a los integrantes de la Junta
Administradora anterior. Previo a tomar ese acuerdo, la Corte Plena deberd considerar
si los integrantes desean o no ser reelectos, para tal efecto, siete meses antes del
vencimiento del plazo del nombramiento, las personas haran del conocimiento de la
Corte Plena su interés en ser reelectos.

Para elegir o reelegir, la votacion sera por mayoria simple, la mitad mas uno de
las personas integrantes de la Corte Plena. La eleccidén serd por cinco anos. La sesién
de la Corte Plena, para elegir o reelegir un o una integrante de la Junta
Administradora, sera publica.

En caso de que la Corte Plena rechace la reeleccidn, tomara un acuerdo
ordenando a la Direccion de Gestidn Humana iniciar el proceso para la designacion de
los integrantes titulares y suplentes de la Junta Administradora, cuyo nombramiento
corresponde hacerlo a la Corte Plena.

(Asi reformado en sesion N° 21-19 del 3 de junio de 2019, mediante circular N° 101
del 6 de junio de 2019)
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Articulo 9.-Proceso para la designacion de los representantes de la
Corte Suprema de Justicia. Para la integracion de la Junta Administradora, la Corte
Suprema de Justicia designara a los tres integrantes propietarios y tres suplentes cuyo
nombramiento corresponde a ese 6rgano, garantizando que cumplan con los requisitos
definidos en el articulo 240 de la Ley Organica del Poder Judicial.

(Asi reformado en sesion N° 21-19 del 3 de junio de 2019, mediante circular N° 101
del 6 de junio de 2019)
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Articulo 10.-La Comision de Nombramientos identificara las personas que
cumplan con los requisitos establecidos en dicha norma, a quienes cursara invitacion a
participar en el proceso de eleccion. Quienes estén dispuestos a participar, deberan
presentar los atestados que los acrediten para el cargo, asi como su consentimiento
expreso para participar.

Lo anterior sin perjuicio que personas interesadas quieran postular su
candidatura.

(Asi reformado en sesion N° 21-19 del 3 de junio de 2019, mediante circular N° 101
del 6 de junio de 2019)
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Articulo 11.-La Direccion de Gestidon Humana verificara el cumplimiento de los
requisitos y enviara los atestados a la Superintendencia de Pensiones para la
respectiva validacion, conforme lo establece el articulo (N°) 240 de la Ley Organica del
Poder Judicial.

Quedara excluida de la participacién aquella persona que la SUPEN tenga por no
demostrada la acreditacién del requisito.

(Asi reformado en sesion N° 21-19 del 3 de junio de 2019, mediante circular N° 101
del 6 de junio de 2019)
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Articulo 12.-La Comision de Nombramientos remitira la lista de las personas
elegibles aprobadas por la SUPEN a la Corte Plena para que se realicen las
designaciones.

(Asi reformado en sesién N° 21-19 del 3 de junio de 2019, mediante circular N° 101
del 6 de junio de 2019)
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Capitulo IV
De la eleccion democratica de los representantes designados por el
Colectivo Judicial y el Tribunal Electoral Judicial.

Articulo 13.- Tribunal Electoral Judicial. El Tribunal Electoral Judicial sera el
organo superior del Poder Judicial para organizar, dirigir y vigilar el proceso electoral,
mediante el cual se determinara el resultado de la voluntad del colectivo judicial.

El Tribunal Electoral Judicial tendra una pagina Web para publicar la informacion
gue estime pertinente para los fines de las elecciones. En esa pagina el Tribunal
Electoral Judicial publicara la lista de personas candidatas y sus respectivos curriculos.

El Tribunal Electoral Judicial podra utilizar el correo institucional para enviar sus

comunicaciones oficiales, previa coordinacion con el Departamento de Prensa y
Comunicaciéon Organizacional.

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html 25/86





9/3/23, 16:44 Texto Completo acta: 125E5E

Ficha articulo

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html 26/86



http://www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/nrm_articulo.aspx?param1=NRA&nValor1=1&nValor2=87274&nValor3=131524&nValor5=14



9/3/23, 16:44

Texto Completo acta: 125E5E

Articulo 14.- Integracion y votaciones del Tribunal Electoral Judicial. El
Tribunal Electoral Judicial estara integrado por cinco miembros a saber, una persona
representante del Consejo de la Judicatura, una del Ministerio Publico, una de la
Defensa Publica, una del Organismo de Investigacidén Judicial y la persona a cargo de
la Direccién Ejecutiva.

Cuando el Tribunal Electoral Judicial asi lo requiera, la persona Directora
Juridica, la persona Directora de Tecnologia de la Informacidn y la persona Directora
de Gestidon Humana, participaran -en calidad de asesores- en las sesiones con voz pero
sin voto.

Para realizar la integracion, el Consejo Superior hara una atenta instancia al
Consejo de la Judicatura, a la Jefatura de la Fiscalia General de la Republica, a la
Direccion de la Defensa Publica, a la Direccién del Organismo de Investigacion Judicial
y a la Direccidn Ejecutiva, para que comunique al Consejo Superior, si va a asumir
directamente o bien va a designar a una persona para que lo represente, en la
integracion del Tribunal Electoral Judicial. El Consejo Superior, mediante acuerdo,
aprobara la integracion del Tribunal Electoral Judicial.

El Tribunal Electoral Judicial nombrara en su seno y en forma conjunta a quien
ejerza la Presidencia, la Vicepresidencia, la Secretaria, la Vocalia Primera y la Vocalia
Segunda.

Los acuerdos se tomaran por mayoria simple.

Los cargos del Tribunal Electoral Judicial no recibirdn remuneracién de ningun
tipo.
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Articulo 15.- Juramentacion de las personas integrantes del Tribunal
Electoral Judicial y cese de la funcion del Tribunal. Las personas integrantes del
Tribunal Electoral Judicial seran juramentadas por la Presidencia de la Corte.

Las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial finalizaran sus funciones,
una vez que los tres integrantes titulares de la Junta Administradora, asi como los tres
respectivos suplentes -todos de eleccion democratica por parte del colectivo judicial-
hayan sido juramentados, y se encuentren resueltos todos los recursos que se
hubieran interpuesto ante el Tribunal Electoral Judicial.
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Articulo 16.- Suplencias. Quien ejerza la Vicepresidencia suplira al Presidente
en las ausencias temporales. Quien ejerza la Vocalia Primera suplird las ausencias
temporales de quien ejerza la Vicepresidencia. Quien ejerza la Vocalia Segunda suplira
las ausencias de la Secretaria.
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Articulo 17.- Incompatibilidad. Es incompatible el cargo de miembro del
Tribunal Electoral Judicial con cualquier otro cargo que la persona se encuentre
ejerciendo en la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial.
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Articulo 18.- Funciones del Tribunal Electoral Judicial. El Tribunal Electoral
Judicial tendra a su cargo:

a) Organizar, dirigir, vigilar y controlar todo el proceso electoral.
b) Convocar a elecciones.

c) Recibir, resolver y comunicar la inscripcién de las personas candidatas para
un puesto en la Junta Administradora.

d) Nombrar y juramentar a las personas que van a fiscalizar la votacion.
e) Declarar y comunicar los resultados finales de las elecciones.

f) Interpretar el presente Reglamento y resolver acerca de las dudas que
puedan plantearse en la aplicacion del mismo.

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html 35/86





9/3/23, 16:44 Texto Completo acta: 125E5E

Ficha articulo

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html 36/86



http://www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/nrm_articulo.aspx?param1=NRA&nValor1=1&nValor2=87274&nValor3=131524&nValor5=19



9/3/23, 16:44 Texto Completo acta: 125E5E

Articulo 19.- Deberes de los integrantes del Tribunal Electoral Judicial.
Los miembros del Tribunal Electoral Judicial deberan observar y actuar conforme a los
principios de imparcialidad y objetividad propios de los 6rganos electorales.
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Articulo 20.- Calendario periodo electoral. Existirda un calendario del
periodo electoral, siendo que el Tribunal Electoral Judicial definira las fechas del
proceso electoral.

(Asi reformado en sesion N° 21-19 del 3 de junio de 2019, mediante circular N° 101
del 6 de junio de 2019)
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Articulo 21.- De las personas fiscales del Tribunal Electoral Judicial. El
Tribunal Electoral Judicial contard con un grupo de personas fiscales en todos los
circuitos judiciales del pais. Cada circuito judicial tendrd -como minimo- una persona
fiscal titular y una persona fiscal suplente.

Se trata de personas que voluntariamente se ofrezcan en calidad de fiscal ante
el Tribunal Electoral Judicial; siendo que dicho Tribunal analizara si la persona cumple
los requisitos para ese cargo, esto es, que sea imparcial y objetiva en el tema de las
elecciones. La labor del fiscal serd ad honorem.

Asimismo, los integrantes de los Consejos de Administracion de Circuito

vigilaran el desarrollo del proceso electoral, en calidad de fiscales del Tribunal Electoral
Judicial.
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Articulo 22.- Funciones de la persona fiscal del Tribunal Electoral
Judicial. La funcion principal de quienes ejercen la fiscalizacién, es presenciar el
proceso de votacion, vigilar el correcto proceder y dar aviso al Tribunal Electoral
Judicial, en caso de que tenga conocimiento de alguna anomalia electoral.

A los fiscales les esta prohibido interferir en el trabajo del Tribunal Electoral
Judicial, asi como participar en sus deliberaciones.
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Articulo 23.- Del ejercicio impropio de la persona fiscal del Tribunal
Electoral Judicial. El ejercicio impropio de una persona fiscal facultara al Tribunal
Electoral Judicial para ordenar su destitucion como tal.
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Articulo 24.- Credencial de la persona fiscal. El Tribunal Electoral Judicial
elaborara una credencial, que identifique a cada persona fiscal. Dicho documento sera
firmado por el Presidente y sellado por el Secretario del Tribunal Electoral Judicial.
Corresponde a ese Tribunal tomar las medidas de control y seguridad que considere
necesarias y oportunas.
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Capitulo V
De los electores y el procedimiento electoral.

Articulo 25.- Electores. Pueden emitir su voto todas las personas
trabajadoras activas (nombradas en propiedad o interinas), las personas jubiladas del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y las personas pensionadas de
dicho Fondo que sean capaces y mayores de edad.

Las personas que aparezcan en el Padrén Electoral con doble condicidn, a saber,
persona trabajadora activa y simultaneamente persona pensionada, o bien que
aparezca como persona jubilada y simultaneamente persona pensionada, tienen
derecho a emitir un solo voto.
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Articulo 26.- Padron electoral. El Tribunal Electoral Judicial sera responsable
de aprobar el padrén electoral oficial, con base en las listas de las personas que
conforman el colectivo judicial, para esto, la Direccion de Gestion Humana debera
suministrar al Tribunal Electoral Judicial la lista actualizada, indicando si es activo (en
propiedad o interino), jubilado o pensionado del Poder Judicial, estos Ultimos que sean
capaces y mayores de edad, lo cual debera hacerse tres meses antes de la fecha de las
elecciones.

Esta lista constituird un padréon provisional, que permitira a las personas
interesadas revisar que su nombre esté incluido. El Tribunal Electoral Judicial lo
publicard en su pagina Web, para que pueda ser visto y consultado por todas las
personas que integran el colectivo judicial. El padron contendra Unicamente nombre
completo y nimero de cédula.

Un mes antes del dia de las elecciones la Direccién de Gestién Humana enviara
la lista definitiva al Tribunal Electoral Judicial, la cual debera ser aprobada por dicho
Tribunal y constituira el Padron Electoral Oficial.

Las personas que se incorporen al servicio judicial y, por ende, al colectivo
judicial durante los 29 dias anteriores a la votacidén, y que por este motivo no figuran
en el padrén electoral aprobado por el Tribunal Electoral Judicial, no podran votar.

El Tribunal Electoral Judicial dispondra la exclusion del colectivo judicial de
aquellas personas cuyo nombramiento venza antes del dia de las elecciones, que
hayan renunciado, fallezcan o que hubieran obtenido un permiso sin goce de salario
superior a un mes, con base en la informacién que suministre oportunamente la
Direccion de Gestion Humana. Asi como también, podra incluir al padrén electoral
definitivo a aquellas personas que presenten su gestion y que se haya determinado
que fueron excluidas por error.

La persona servidora o funcionaria judicial que se encuentre de vacaciones el
dia de las elecciones si podra votar.

Contra la exclusidn injustificada del Padrén Electoral procedera el recurso de
reconsideracion ante el Tribunal Electoral.
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Articulo 27.- Deber de tramitacion en materia electoral. El Tribunal
Electoral Judicial debera resolver en un plazo maximo de cuarenta y ocho horas,
cualquier gestion, tramite o solicitud que se presente por parte de persona fisica o
juridica debidamente legitimada.

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html 53/86





9/3/23, 16:44 Texto Completo acta: 125E5E

Ficha articulo

www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/87274_131524-3.html 54/86



http://www.pgrweb.go.cr/TextoCompleto/NORMAS/1/VIGENTE/R/2010-2019/2015-2019/2018/154EA/nrm_articulo.aspx?param1=NRA&nValor1=1&nValor2=87274&nValor3=131524&nValor5=28



9/3/23, 16:44 Texto Completo acta: 125E5E

Articulo 28.- Sufragio secreto. El voto serd ejercido por quienes integren la
colectividad judicial. El voto es libre, igualitario, secreto, Unico, personal, indelegable y
electronico.
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Articulo 29.- La clave. Las personas emitiran su voto en forma directa y en
linea mediante el Sistema de Votacion Electrénica. Cada persona tendra una clave, la

cual debe mantenerse en secreto por cuanto Unicamente se podra votar una vez desde
cada clave personal.

Correspondera al Tribunal Electoral Judicial entregar y habilitar la clave de cada
elector, de conformidad con la informacidn que conste en el Padrén Electoral Definitivo.

La clave de persona usuaria sera la que se utiliza en el Sistema de GH en Linea.
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Articulo 30.- Accesibilidad para el voto. Las personas adultas mayores asi
como las personas con capacidades diferentes, contaran con las herramientas que
faciliten la emisidon de su voto de manera accesible. La persona interesada, debera
comunicarse con el Tribunal Electoral Judicial con un mes de anticipacion, para que se
le brinden las herramientas necesarias. En aquellos casos en que por la condicion de la
persona, no pueda tener acceso a un correo electrénico y a una clave electoral,
correspondera al Tribunal Electoral Judicial, adoptar las medidas necesarias para
garantizar el derecho al voto de las personas que hayan manifestado su interés.

Si la persona electora fuera trabajadora activa y se encontrara, el dia de las
elecciones, realizando una gira de trabajo o por cualquier motivo no se encuentre en
su unidad de trabajo, podra emitir su voto desde cualquier Unidad Administrativa
Regional del pais.
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Articulo 31.- Sistema de Votacion Electrénica. La Direccion de Tecnologia
de la Informacién analizard y recomendara la mejor alternativa tecnoldgica para
apoyar el proceso de votacion. Este sistema tendrd la capacidad tecnoldgica de
registrar y contar los votos.

Con la finalidad de brindar seguridad electoral, dicho sistema debera garantizar
que la persona trabajadora activa (en propiedad o interina), la jubilada y las

pensionadas mayores de edad y capaces, solo pueda votar una vez, con su usuario y
su clave.
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Articulo 32.- Deber de confidencialidad en relacion con el Sistema de
Votacion Electronica. Todas las personas electoras tienen el deber de mantener en
secreto su clave confidencial de sufragio.

El personal que opere el Sistema de Votacion Electrénica debera guardar la
confidencialidad, sobre la informacion que maneje en torno a dicho Sistema.
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Articulo 33.- Apoyo material para el Tribunal Electoral Judicial. El
Consejo Superior apoyara la labor del Tribunal Electoral Judicial, brindando permisos
con goce de salario y con sustitucion, vehiculos y, en general, los recursos materiales
necesarios para realizar el proceso electoral judicial.
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Articulo 34.- Etapa preelectoral. Correspondera al Tribunal Electoral Judicial
organizar, dirigir y vigilar la etapa preelectoral, la cual va desde la publicaciéon que da
inicio al proceso electoral, hasta la elaboracidn de la lista de elegibles.

La etapa preelectoral comprende los siguientes pasos:

a) El Tribunal Electoral Judicial publicaréa dando aviso del inicio del proceso
electoral y dara un plazo para la inscripcidon de las postulaciones.

b) Las personas interesadas deberan presentar ante el Tribunal Electoral
Judicial su postulacion, asi como los documentos que acrediten el
cumplimiento de los requisitos establecidos en el articulo 240 de la ley nimero
9544,

c) El Tribunal Electoral Judicial llevara un registro de las personas postulantes.

d) Vencido el plazo para la inscripcidon de las candidaturas, el Tribunal Electoral
Judicial enviara a la Direccidon de Gestion Humana las postulaciones, para que
se verifique el cumplimiento de los requisitos legales y apliquen los examenes
de idoneidad. Si vencido el plazo para la presentacion de las candidaturas, no
se hubiera alcanzado el minimo de diez candidatos para la eleccién popular, el
Tribunal Electoral Judicial ampliara el plazo para la inscripcion de candidaturas.

e) La Direccion de Gestion Humana confeccionara la lista de las personas que
obtuvieron el estado de elegibles, la cual debera ser justificada.

f) Previo a la eleccion democratica, la Direccion de Gestion Humana por medio
de la Secretaria de la Corte, deberd documentar ante la Superintendencia de
Pensiones la lista de las personas candidatas que obtuvieron el estado de
elegibles, asi como el cumplimiento de los requisitos de las personas
candidatas. Quedara excluida de participar en la elecciéon democratica, aquella
persona que la Supen tenga por no demostrada la acreditacion del requisito.

g) El Tribunal Electoral Judicial publicara en el diario oficial La Gaceta, en un
diario de circulaciéon nacional y en la pagina Web del Tribunal, la lista de
personas elegibles para formar parte de la Junta Administradora.
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Articulo 35.- Publicidad de las personas candidatas. El periodo de
campanfa publicitaria serd de un mes -anterior a las elecciones-. Durante ese periodo
se podran realizar actividades de publicidad, en la que se ejerciten los derechos
politicos de informacion, libre agrupacién y libertad de eleccion.

Para el envio de publicidad, se podra utilizar en forma moderada el correo
electrdnico institucional, quedando prohibida toda practica de envio masivo de correos.

El Tribunal Electoral Judicial regulara los mecanismos para realizar la publicidad,

los medios y los plazos, garantizando que llegue informacidén veraz y oportuna a todo
el colectivo judicial.
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Articulo 36.- Prohibicion de recibir ayuda externa. Estd absolutamente
prohibido a las personas postulantes debidamente inscritas, recibir ayuda financiera y
material, asi como asesoria para la produccidén, confeccion y distribucion del material

de publicidad de:

a) Integrantes de la Junta Administradora. Personal administrativo de la Junta
b) Administrativa.

c) De cualquier persona fisica o juridica que sea externa o que no pertenezca
al Poder Judicial.

d) De organizaciones gremiales internas o externas al Poder Judicial
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Articulo 37.- Etapa electoral. La etapa electoral comprende los siguientes

a) Habra un periodo para publicidad electoral durante el mes previo al dia de
las elecciones. Las personas candidatas tienen derecho a difundir toda clase
de publicidad en igualdad de condiciones y oportunidades, siempre y cuando
sea licita y no sea contraria a la moral y a las buenas costumbres. Dentro de
las instalaciones del Poder Judicial es prohibido celebrar manifestaciones,
desfiles o marchas, asi como el uso de altoparlantes, megafonos o aparatos
similares instalados como movil o estacionarios.

b) El dia de las elecciones se podra emitir el voto a partir de las siete y treinta
horas hasta las veinte horas.

c) A las veinte horas con un minuto se procederda al inicio del conteo
electrénico de los votos, que sera realizado en presencia de los integrantes del
Tribunal Electoral Judicial, el cual hara una atenta invitacion a las personas
candidatas que quieran estar presentes. También asistiran en calidad de
asesores la personas Directora Juridica y Directora de Tecnologia de la
Informacion.

d) El Tribunal Electoral Judicial declarara y comunicara -a través de su pagina
Web- los resultados finales de las elecciones, a mas tardar el dia habil
siguiente. También deberd enviarse, a través de la Secretaria de la Corte,
comunicaciéon del resultado electoral a la Superintendencia de Pensiones y al
Conassif.

e) Las seis personas que obtengan mayor cantidad de votos seran las que
resulten elegidas. Las tres con mayor cantidad de votos seran las personas
integrantes titulares y las otras tres seran las personas integrantes suplentes.

f) El Tribunal Electoral Judicial registrard y conservara el resultado de las
elecciones, a fin de tener informacién sobre la cantidad de votos que obtuvo
cada persona candidata, por si llegara a darse una eventual muerte, renuncia
o0 despido de un titular, en cuyo caso, el respectivo miembro suplente que
haya tenido mas numero de votos ocuparia el puesto del integrante titular
ausente de la Junta Administradora y asi sucesivamente si hubiere mas
vacantes, mientras se hace un nuevo concurso.
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Articulo 38.- Actuaciones viciadas de nulidad. Las elecciones estaran
viciadas de nulidad cuando:

a) Se demuestre la existencia de fraude entendiéndolo como aquella accion
gue ejerza cualquier persona de la poblacion durante y después de las
votaciones que incida directamente en el resultado final de la voluntad de las
personas electoras.

b) Cuando se compruebe que ha obtenido su postulacion mediante fraude o
gue haya incurrido en violacién de lo dispuesto en el articulo 240 de la ley
9544, en cuanto a los requisitos.

c) Cuando ha mediado fraude, coaccidén, soborno o violencia para favorecer a
determinada persona candidata.

d) Si existiera fraude en la suma de los votos y éste incide en el resultado de
la eleccion.

e) Si existe alteracion o falsificacion de las actas o certificaciones electorales.

f) Se haya violado la prohibicion de recibir ayuda financiera y material
establecida en el articulo 36 de este reglamento.

Se testimoniaran piezas contra la persona responsable.
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Articulo 39.- Fraude y nuevas elecciones. En caso de fraude se podra
declarar nulo el proceso electoral y se convocara de nuevo a elecciones. La
Declaratoria de nulidad del proceso electoral correspondera hacerla al Tribunal
Electoral Judicial, siendo que debera sefialar en forma expresa en qué consiste el
fraude, hacer formalmente la declaratoria de nulidad, ya sea de las elecciones en
general o de la participacion de la persona candidata que incurrio en fraude.

En caso de declaratoria de nulidad que implique la convocatoria a nuevas

elecciones, el Tribunal Electoral Judicial procedera a fijar nueva fecha para la segunda
ronda electoral en un plazo maximo de un mes.
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CAPITULO VI
DEL PROCESO ELECTORAL DE URGENCIA A SEGUIR
CUANDO SE AFECTE EL QUORUM ESTRUCTURAL
POR CAUSAS SOBREVINIENTES

(Asi adicionado el capitulo anterior mediante sesion N° 35-2022 del 4 de julio,
publicada en el Boletin Judicial N° 136 del 18 de julio del 2022 mediante circular N°
124-2022 del 5 de julio del 2022)

Articulo 40: Del proceso abreviado de urgencia:

En caso de que por algin motivo sobreviniente, estando ya en funcionamiento
el 6rgano, no se pudiere llegar a completar el quorum estructural para asegurar la
continuidad en el funcionamiento de la JUNAFO, en razon de presentarse vacancias de
los representantes del colectivo judicial propietarios y suplentes, el Tribunal Electoral
Judicial podra convocar a solicitud de los restantes integrantes de la indicada Junta por
motivos de urgencia, a una eleccion abreviada para la designacién temporal de los
representantes necesarios para que el érgano pueda continuar operando, respetando
los principios de este Reglamento.

Para dicho fin, los gremios del Poder Judicial podran proponer uno o varios
candidatos, asi como podra invitarse a participantes en procesos anteriores servidores
judiciales que no hayan sido electos y han cumplido la revisién respectiva

por parte de la Superintendencia de Pensiones.

El indicado proceso abreviado se realizara por los medios fisicos o electrénicos
gue sean posibles, a fin de garantizar eficiencia, una participacion abierta y
democratica y transparencia en el proceso.

Las personas designadas ocuparan el respectivo cargo hasta tanto no se realice
el procedimiento de designacion definitivo mediante el procedimiento establecido en el
presente reglamento.

La aplicacion de esta disposicion no releva la obligacion de los participantes de
cumplir los requisitos establecidos en el articulo 240 de la Ley Organica del Poder
Judicial para su integracion.

(Asi adicionado mediante sesién N° 35-2022 del 4 de julio, publicada en el Boletin

Judicial N° 136 del 18 de julio del 2022 mediante circular N° 124-2022 del 5 de julio
del 2022)
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Articulo 41: De la regulacion del proceso abreviado:
El proceso electoral abreviado se regira por las siguientes reglas basicas:

1. Los plazos establecidos en el presente reglamento se acortaran en lo que sea
necesario, segun el grado de urgencia que se llegare a presentar.

2. El Tribunal Electoral Judicial hard la convocatoria a elecciones de urgencia
para todas las personas que sean electoras conforme el articulo 25 del presente
reglamento, habilitadas a votar al dia en que se realice la correspondiente
publicacidn, las cuales constituiran el respectivo padrdn electoral.

3. En la convocatoria se indicara los candidatos propuestos para someterlos a
conocimiento de las personas electoras con indicacién de su curriculum y se
sefialara el dia y hora en que se realizara la respectiva votacion.

4. El Tribunal Electoral Judicial determinara el mecanismo necesario y mas
eficiente para asegurar la votacion secreta de las personas electoras, a fin de
garantizar celeridad y transparencia en el proceso.

5. La persona o personas designadas seran las que hayan obtenido mayor
namero de votos.

6. En lo no expresamente indicado en este articulo, el Tribunal Electoral Judicial
podra determinar el procedimiento a seguir, a fin de asegurar eficiencia en el
proceso electoral siendo los principios del presente reglamento.

(Asi adicionado mediante sesién N° 35-2022 del 4 de julio, publicada en el Boletin

Judicial N° 136 del 18 de julio del 2022 mediante circular N° 124-2022 del 5 de julio
del 2022)
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Capitulo VII
Disposiciones finales.
(Asi modificada la numeracion del capitulo anterior mediante sesion N° 35-2022 del 4
de julio, publicada en el Boletin Judicial N° 136 del 18 de julio del 2022 mediante

circular N° 124-2022 del 5 de julio del 2022, que lo traspaso del antiguo capitulo VI al
capitulo VII)
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Articulo 42.- Asuntos no previstos. Cualquier tema del proceso electoral
democratico no previsto en el presente reglamento, serd planteado ante el Tribunal
Electoral Judicial. El Tribunal debera resolver en el plazo de quince dias habiles o de
ser complejo, podra hacerlo en un plazo que no exceda de veinte dias habiles.

(Asi modificada su numeracion mediante sesion N° 35-2022 del 4 de julio, publicada
en el Boletin Judicial N° 136 del 18 de julio del 2022 mediante circular N° 124-2022
del 5 de julio del 2022, que lo traspaso del antiguo articulo 40 al 42)

Ficha articulo
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Articulo 43.- Vigencia. Rige a partir de su publicaciéon en el diario oficial La
Gaceta."

(Asi modificada su numeracion mediante sesion N° 35-2022 del 4 de julio, publicada

en el Boletin Judicial N° 136 del 18 de julio del 2022 mediante circular N° 124-2022
del 5 de julio del 2022, que lo traspaso del antiguo articulo 41 al 43)
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San José, 18 de setiembre de 2018.

Ficha articulo

Fecha de generacion: 09/03/2023 08:02:16 a.m.
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Oficio N.°0102-SAF/DJA-2024

08 de marzo de 2024



							

Doctor

Juan Carlos Segura Solís

Presidente, Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones

Poder Judicial

S.           O.



Referencia: Respuesta a oficio N°.0131-JUNAFO-2024



Estimado señor:



Mediante oficio N° 0131-JUNAFO-2024, de la sesión extraordinaria N° 010-2024 celebrada el 26 de febrero de 2024, artículo único de la Junta Administradora del FJPPJ, donde solicitan lo siguiente:



“[…] 2.) Esta Junta Administradora toma nota de las observaciones realizadas por las personas integrantes del citado Comité, así como de las aclaraciones realizadas por el licenciado Luis Abarca, auditor interino de la JUNAFO, con el fin de que sean subsanadas por parte de la Administración y de la Auditoría externa, en el plazo máximo de 10 días hábiles a partir de la comunicación de este acuerdo.”



De lo anterior, es importante indicar que se sostuvo una reunión con el Auditor Interno de la JUNAFO el día 26 de febrero de 2024, donde se aclararon las dudas presentadas, esto con el fin que se trasmitan al Comité de Auditoría. 



Ahora bien, los tres cambios de forma solicitados fueron atendidos y aplicados como se muestra a continuación:









Cambio 1:



Documento CG-TI 2023:



Se cambia la firma del Auditor Externo:



Inicial:



[image: ]













Final presentado con el cambio:



[image: ]

Cambio 2:



Certificación de Ingresos:



Se agrega un cambio al título de la certificación:



Inicial:



[image: ]



Final presentado con el cambio:



[image: Interfaz de usuario gráfica, Texto, Aplicación

Descripción generada automáticamente]















EEFF31122023 Junta Administradora FJPPJ :



Se agrega al final del segundo párrafo de la opinión lo siguiente: Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones y las Normas Internacionales de Información Financiera aplicables.



Inicial:





[image: ]











Final presentado con el cambio:



[image: Interfaz de usuario gráfica, Texto, Aplicación

Descripción generada automáticamente]



Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, se da por atendido lo solicitado por ese cuerpo colegiado.





Atentamente, 







		Lcda. Yesenia Flores Chacón

Jefa Subproceso Administrativo Financiero

Dirección de la JUNAFO

		MPM. Oslean Mora Valdez

Director a.í 

Dirección de la JUNAFO
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Oficio N.°0102-SAF/DJA-2024
08 de marzo de 2024

Doctor

Juan Carlos Segura Solis
Presidente, Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Poder Judicial

S. O.

Referencia: Respuesta a oficio
N°.0131-JUNAFO-2024

Estimado sefor:

Mediante oficio N° 0131-JUNAFO-2024, de la sesion extraordinaria N° 010-2024
celebrada el 26 de febrero de 2024, articulo Unico de la Junta Administradora del FIPPJ,
donde solicitan lo siguiente:

“l[...] 2.) Esta Junta Administradora toma nota de las observaciones realizadas por
las personas integrantes del citado Comité, asi como de las aclaraciones
realizadas por el licenciado Luis Abarca, auditor interino de la JUNAFO, con el fin
de que sean subsanadas por parte de la Administracion y de la Auditoria externa,
en el plazo maximo de 10 dias habiles a partir de la comunicacién de este
acuerdo.”

De lo anterior, es importante indicar que se sostuvo una reunion con el Auditor Interno de
la JUNAFO el dia 26 de febrero de 2024, donde se aclararon las dudas presentadas, esto
con el fin que se trasmitan al Comité de Auditoria.

Ahora bien, los tres cambios de forma solicitados fueron atendidos y aplicados como se
muestra a continuacion:

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion-junafo@poder-judicial.go.cr





Direccion de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial
Republica de Costa Rica

Oficio N.°0102-SAF/DJA-2024
Cambio 1:

Documento CG-TI 2023:

Se cambia la firma del Auditor Externo:
Inicial:

X CARVAJAL

San José, 12 de febrero del 2024

Seiiores
Fondo de Jubilaciones v Pensiones del Poder Judicial

Estimados sefiores:

Segim muestro confrato de servicios, efectuames la visita de anditoria externa de Tecnologias de
Informacion del periode 2023 del Fondo de Jubilaciones vy Pensiones del Poder Judicial (TUNAFO)
con base en el examen efectnado notamos ciertos aspectos referentes al sistema de control infemo ¥
procedimientos de Tecnologias de Informacion. los euales sometemos a consideracion de ustedes en esta
carta de gerencia CG-TI 2023,

Considerando el caracter de pruebas selectivas en que se basa nuestro examen ustedes pueden apreciar
que se debe confiar en meétodos adecuados de comprobacion v de contrel mtemmo, como prmcipal
proteccion conira posibles mregulandades que un examen basado en pruebas selectivas puede no revelar,
sl es que exstesen. Las observaciones no van dinigidas a fimcionanes o empleados en particular, smo
imicamente Genden a fortalecer el sistema de control mtemoe y los procedimientos de sistemas.

DESPACHO CARVAJAL & COLEGIADOS
CONTADORES FUBLICOS AUTORIZADOS

GERARDC Firmado digitaimants
MIGUEL MIGLUEL MONTERD
MONTERD MARTIMEZ {FIRMA)
MARTINEZ Fecha: 20240230

(FIRMA) 09:14:40-06'00°

Lic. Gerardo Montero Martinez
Contader Publico Autonzado N® 1649
Pchiza de Fidehdad N° 0116 FIG 7
Vence el 30 de setiembre del 2024,

“Exento de timbre de Ley mimero 6663 del Colegio de Contadores Prblicos de Costa Fica, por
disposicion de su articulo 8.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion-junafo@poder-judicial.go.cr





Y Direccion de la Junta Administradora
‘PODER

del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

A’ J UDICIAL del Poder Judicial

" Republica de Costa Rica Republica de Costa Rica

Oficio N.°0102-SAF/DJA-2024

Final presentado con el cambio:

CA RVAJAL =)

AL Gar q|ql T am

San José, 12 de febrero del 2024

Sefiores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Estimados sefiores:

Segin muestro contrato de servicios, efectuamos la wisita de auditoria externa de Tecnologias de
Informacion del periodo 2023 del Fondo de Jubilaciones v Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO)
con base en el examen efectuado notamos cierfos aspectos referenfes al sistema de confrol infemo v
procedimientos de Tecnologias de Informacion, los cuales somefemos a consideracion de ustedes en esta
carta de gerencia CG-TI 2023.

Considerando el caracter de pruebas selectivas en que se basa nuestro examen. ustedes pueden apreciar
que se debe confiar en métodos adecuados de comprobacion v de control intermo. como principal
proteccion contra posibles rregulandades que un examen basado en pruebas selectivas puede no revelar,
si es que existiesen. Las observaciones no van dirgidas a funcionarios o empleados en parficular, sino
tnicamente tienden a fortalecer el sistema de control interno v los procedimientos de sistemas.

DESPACHO CARVAJAL & COLEGIADOS
CONTADORES PUBLICOS AUTORIZADOS

Firmado digitalment
FABIAN EDUARDQ Firmadoditalmentepor

CORDERO NAVARRO (FIRMA)
Fecha: 2024.02.26 14:38:28

NAVARRO (FIRMA) 500

Master. Fabian Cordero Navarro
CISA 1180851

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion-junafo@poder-judicial.go.cr
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PODER
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" Republica de Costa Rica Republica de Costa Rica

Oficio N.°0102-SAF/DJA-2024
Cambio 2:

Certificacion de Ingresos:

Se agrega un cambio al titulo de la certificacion:

Inicial:

) CARVAJAL L2A)

bt & esnel ) wabal
AVEIT & Lanaviing leading edge aliance
wWww.carvajaler.com

ndependenimambaer

CERTIFICACION DE PROPOSITO ESPECIAL DE LOS INGRESOS DE LA JUNTA
ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER
JUDICIAL.

Sefiores
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones v Pensiones del Poder Judicial

Final presentado con el cambio:

CARVAJAL I. E“

ANGHT & Lensuiiing laading edge aliance
www.carvajaler.cem

ndependent meamber

CERTIFICACION DE PROPOSITO ESPECIAL DE LOS INGRESOS BRUTOS/NETOS
DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES
DEL PODER JUDICIAL.

Senores
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones ¥ Pensiones del Poder Judicial

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion-junafo@poder-judicial.go.cr
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" Republica de Costa Rica Republica de Costa Rica

Oficio N.°0102-SAF/DJA-2024

EEFF31122023 Junta Administradora FJPPJ :

Se agrega al final del segundo péarrafo de la opinidon lo siguiente: Consejo Nacional de
Supervision del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones y las Normas
Internacionales de Informacion Financiera aplicables.

Inicial:

) CARVAJAL I-Eb

& Consulting leading edge alliancs

www.carvajalsr.cam

INFORME DE LOS AUDITORES INDEPENDIENTES

Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ)

Opinion

Hemeos aunditado los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
v Pensiones del Poder Judicial que comprenden el estado de situacidn financiera al 31 de
diciembre del 2023; el estado de resultados, el estado de flujos de efectivo v el estado de cambios
en el patrimonio por el periodo terminado en esa misma fecha. asi como las notas explicativas de
los estados financieros que incluyen un resumen de las politicas contables significativas.

En nuestra opinidn, los estados financieros antes mencionados presentan razonablemente, en todos
sus aspectos materiales, la imagen fiel de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial. al 31 de diciembre del 2023; asi como los resultados de sus
operaciones, los cambios en el patrimonio neto y sus flujos de efectivo por el periodo terminado
en dicha fecha. de conformidad con las Normas Internacionales de Informacién Finaneiera (NIIF),
descritas en la nota 2.1.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion-junafo@poder-judicial.go.cr





Direccion de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial
Republica de Costa Rica

Oficio N.°0102-SAF/DJA-2024

Final presentado con el cambio:

CARVAJAL LZA)

- leading edge alliance
www.sarvajaler.cam ndapendeni member

INFORME DE LOS AUDITORES INDEPENDIENTES

Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ)

Opinion

Hemos auditado los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
v Pensiones del Poder Judicial que comprenden el estado de situacién financiera al 31 de
diciembre del 2023: el estado de resultados. el estado de flujos de efectivo v el estado de cambios
en el patrimonio por el periodo terminado en esa misma fecha, asi como las notas explicativas de
los estados financieros/que incluyen un resumen de las politicas contables significativas.

En nuestra opinion. los estados financieros antes mencionados presentan razonablemente. en todos
sus aspectos materiales, la imagen fiel de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial, al 31 de diciembre del 2023: asi como los resultados de sus
operaciones, los cambios en el patrimonio neto y sus flujos de efectivo por el periodo terminado
en dicha fecha, de conformidad con la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervision
del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones y las Normas Internacionales de
Informacién Financiera aplicables.

Por lo antes expuesto y conforme a los elementos sefalados, se da por atendido lo
solicitado por ese cuerpo colegiado.

Atentamente,
YESENIA FLORES  irmadoditamente por vesenia OSLEAN VICENTE - et e wora vatoez
CHACON (FIRMA) Fecha: 2024.03.08 15:12:47 -05'00' ?ﬁ%’:AAA\)/ALDEZ g?m/:\)20244030815:51;37
-06'00"'
Lcda. Yesenia Flores Chacén MPM. Oslean Mora Valdez
Jefa Subproceso Administrativo Financiero Director a.i
Direccion de la JUNAFO Direccion de la JUNAFO

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion-junafo@poder-judicial.go.cr
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Comité de Auditoría

San José, 05 de febrero de 2024

Oficio N° CA 12-2024

Al contestar refiérase a este # de oficio





Doctor

Juan Carlos Segura Solís, Presidente

Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones 

del Poder Judicial - JUNAFO



Estimado señor:



[bookmark: _Hlk39643981]Con la finalidad de que sea informada a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos remitir Acta del Comité de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente a la sesión N° 002-2024, celebrada el 29 de enero de 2024.



En el acta adjunta, se encuentran los temas tratados en el Comité, y que corresponden a correos electrónicos recibidos por el Comité, y de los cuales informamos en este acto, mediante el documento adjunto, a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 



La grabación de la sesión y los documentos a ser firmados, serán incorporados en la plataforma Microsoft Teams que tiene la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para atender los requerimientos de la SUPEN, dentro del plazo fijado para esos fines y una vez suscritos de forma electrónica.





Atentamente,









     Presidente                                           	         Secretario

MBA. Arturo Baltodano Baltodano             Ph.DGR. Alexander Arguedas Vindas





aramírezso
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Comité Auditoría - Sesión N° 002-2024 del 29 de enero de 2024. Acta.pdf
Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

COMITE DE AUDITORIA
ACTA DE SESION ORDINARIA No. 002-2024

Correspondiente a la sesién ordinaria del Comité de Auditoria de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), a realizarse el lunes 29 de enero
de 2024, a partir de las quince horas dos minutos, mediante video conferencia.

Presentes:

Ausentes

Arturo Baltodano Baltodano
Arnoldo Hernandez Solano
Parris Quesada Madrigal
Alexander Arguedas Vindas
Luis Abarca Padilla

con justificacion:  Freddy Chacon Arrieta

ARTICULO
PRIMERO:

ARTICULO
SEGUNDO:

ARTICULO
TERCERO:

ARTICULO
CUARTO:

Aprobacion del orden dia.

Revision y aprobacion del acta N° 001-2024; celebrada en sesion ordinaria del 8
de enero de 2024.

Se conoce oficio N° 0016-SAF/DJA-2024 remitido por la servidora Adriana
Valladares Garcia, técnica administrativa de la Unidad de Apoyo y Control
Administrativo de la Direccion de la JUNAFO, mediante correo electronico del
17 de enero de 2024, referente a la remision de los Estados Financieros de la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
— JUNAFO, asi como del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
—FJPPJ, con corte al 31 de diciembre de 2023.

Se conoce oficio N° 0028-AIDJA-2023 remitido mediante correo electrénico del
7 de noviembre de 2023, por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de
la Auditoria Interna de la Direccion de la JUNAFO, relacionado con el informe
ESP-63-2023 “Diagnostico de Fondos Inmobiliarios administrados por el BCR -
SAFI en los que cuenta con participaciones el FJPPJ”.





Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

ARTICULO
QUINTO:

ARTICULO
SEXTO:

ARTICULO
SETIMO:

ARTICULO
OCTAVO:

ARTICULO
NOVENO:

ARTICULO
DECIMO:

ARTICULO
DECIMO
PRIMERO:

Se conoce oficio N° 0831-JUNAFO-2023 del 9 de noviembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 45-2023
del 7 de noviembre de 2023, articulo VII.

Se conoce oficio N° 0832-JUNAFO-2023 del 9 de noviembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 45-2023
del 7 de noviembre de 2023, articulo VIII.

Se conoce oficio N° 0861-JUNAFO-2023 del 22 de noviembre de 2023,
mediante el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 47-2023
del 21 de noviembre de 2023, articulo I11.

Se conoce oficio N° 0876-JUNAFO0-2023 del 30 de noviembre de 2023,
mediante el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en sesion N° 48-2023
del 28 de noviembre de 2023, articulo V.

Se conoce oficio N° 0877-JUNAF0-2023 del 30 de noviembre de 2023,
mediante el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en sesién N° 48-2023
del 28 de noviembre de 2023, articulo VI.

Se conoce oficio N° 0919-JUNAFO-2023 del 20 de diciembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 51-2023
del 13 de diciembre de 2023, articulo VI.

Se conoce oficio N° 0938-JUNAFO-2023 del 21 de diciembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 49-2023
del 5 de diciembre de 2023, articulo II.
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ARTICULO
DECIMO
SEGUNDO:

ARTICULO
DECIMO
TERCERO:

ARTICULO
DECIMO
CUARTO:

ARTICULO
DECIMO
QUINTO:

Se conoce oficio N° 0003-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo I11.

Se conoce oficio N° 0007-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo VIII.

Se conoce oficio N° 0008-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo IX.

Se conoce oficio N° 0009-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo XIII.





Junta Administradora
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Se conoce la agenda del dia

ARTICULO
PRIMERO:

Acuerdo:

ARTICULO
SEGUNDO:

Acuerdo:

ARTICULO
TERCERO:

Aprobacion del orden dia.

Se acordd: Se aprueba el orden del dia propuesto. Se procede con la votacion,
y siendo unanime, se declara acuerdo en firme.

Revision y aprobacion del acta N° 001-2024; celebrada en sesion ordinaria del 8
de enero de 2024.

Comitt fawiitoris -
Secifin N° 001-2024 ¢

El doctor Alexander Arguedas Vindas se abstiene de votar por no haber
participado en la sesion.

Se acordd: Aprobar el acta N° 001-2024. Se procede con la votacion, y siendo
mayoria, se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0016-SAF/DJA-2024 remitido por la servidora Adriana
Valladares Garcia, técnica administrativa de la Unidad de Apoyo y Control
Administrativo de la Direccién de la JUNAFO, mediante correo electrénico del
17 de enero de 2024, referente a la remision de los Estados Financieros de la
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
— JUNAFO, asi como del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
—FJPPJ, con corte al 31 de diciembre de 2023.

EF JAFJP mensual EF JAFJPIVTRIM  EFJA anual 2023.pdf Politicas Contables EFFJP Anual 2023.pdf
DIC2023.pdf 2023 .pdf Junta Administradora

Politicas contables EFFJP-Men EFFJP-Trim DIC ~ 0016-SAF-DJA-2024 0016-SAF-DJA-2024

FJP.pdf DIC2023.pdf 2023 .pdf Comité Aud. EEFF DICComité Aud. EEFF DIC

Manifestaciones:

El master Arturo Baltodano Baltodano, presidente del Comité de Auditoria,
dice: “Le consultamos a los compafieros del Comité si después de hecha, la
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Acuerdo:

ARTICULO
CUARTO:

lectura de esos Estados Financieros, existen algunas observaciones, comentarios
que se pudieran ver en esta sesion”.

El integrante Arnoldo Hernandez Solano, indica: “De mi parte, no tengo
ninguna observacion después de haberlos analizados detenidamente, gracias”.

El integrante Parris Quesada Madrigal, manifiesta: “Si, de mi parte, luego de
la revision correspondiente de los documentos, yo analicé la situacion real y
considero que son satisfactorios, respecto a la informacion que contiene”.

El integrante Alexander Arguedas Vindas, refiere: “De mi parte tampoco hay
observaciones”.

El presidente Baltodano Baltodano, agrega: “En mi caso, también hice una
revision de esos Estados Financieros, una revision analitica del comportamiento
de los mismos en los ultimos trimestres y todos esos Estados Financieros, han
sido consistentes que revelan la situacion real que hemos venido trabajando
durante todo este periodo economico, tiene las observaciones y manifestaciones
que hemos hecho nosotros como Comité a lo largo del periodo econémico 2023
y de mi parte, estoy satisfecho con la presentacion de esos Estados Financieros”.

Se acord6: Una vez analizados y estudiados los Estados Financieros de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, asi como del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
FJPPJ, con corte al 31 de diciembre de 2023, se remiten a la Junta Administradora
del FJPPJ para su aprobacion. Se procede con la votacién, y siendo unanime,
se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0028-AIDJA-2023 remitido mediante correo electrénico del
7 de noviembre de 2023, por el licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de
la Auditoria Interna de la Direccién de la JUNAFO, relacionado con el informe
ESP-63-2023 “Diagnostico de Fondos Inmobiliarios administrados por el BCR-
SAFI en los que cuenta con participaciones el FJPPJ”.

}g [}
X

Oficio N° Apéndicexlsx
028-AIDJA-2023 infor

Manifestaciones:

El méster Arturo Baltodano Baltodano, presidente del Comité de Auditoria,
dice: “Consulta a los compafieros, si estamos satisfechos con el informe
presentado por nuestro auditor interno con relacion a lo que es el diagndstico de
estos instrumentos financieros que estan operados por BCR SAFI”.
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Acuerdo:

ARTICULO
QUINTO:

El integrante Arnoldo Hernandez Solano, indica: “En mi caso tengo que decir
que es un estudio bastante técnico, muy, muy detallado en cuanto a fechas,
cumplimiento, en algunos casos tuve que releer para entender bien el documento,
me parece un estudio bien completo y por lo que yo no tengo observaciones al
mismo y estoy claro en cuanto a la recomendacion de que no se siga haciendo
inversiones hasta tanto no se aclare bien la situacion de BCR SAFI, gracias.

El integrante Parris Quesada Madrigal, manifiesta: “De mi parte, si, de mi
parte, yo considero que la informacion recopilada es muy, muy valiosa, hay una
secuencia cronologica de la situacion que estd sucediendo, con estos fondos
inmobiliarios, y estan muy acorde, las conclusiones y recomendaciones que da el
sefior auditor, yo considero que es de valorar y la posicion que también mantiene
la Junta Administradora del Fondo concuerda con este dictamen que nos envia
hoy el sefior auditor interno de la JUNAFO”.

El integrante Alexander Arguedas Vindas, dice: “De mi parte también
considero que el informe cumple desde el punto de vista de auditoria, con lo que
se requiere para las decisiones que tenga que tomar la Junta Administradora, o
que ha tomado la Junta Administradora y que tenga un soporte de, en ese caso,
de don Luis, como Auditor interno, entonces mi parte no tengo observaciones”.

El presidente Baltodano Baltodano, agrega: “Si, este estudio es un estudio muy
técnico que ha hecho nuestro auditor en funcidn de ya algo que se ha requerido
en sesiones pasadas y propiamente por parte también de la Direccion, yo lo
analicé, lo lei, es bastante, bastante técnico y va acorde con, lo que habia
manifestado don Parris en su momento y el mismo don Arnoldo también, mas
bien darle las gracias a Luis por el gran desempefio que tuvo con este informe y
las recomendaciones, acordes con las necesidades de esos instrumentos, y el
cuestionamiento que tuvieron los mismos en el mercado nacional, muchas
gracias Luis, por el desempefio que tuvo con esto y de mi parte, no hay
observaciones al mismo mas que el agradecimiento a la Auditoria Interna.

Se acord6: 1.) Tener por conocido el informe de auditoria ESP-63-2023
“Diagnostico de Fondos Inmobiliarios administrados por el BCR-SAFI en los
que cuenta con participaciones el FIPPJ”, remitido mediante oficio N° 0028-
AIDJA-2023 recibido por correo electrénico del 7 de noviembre de 2023, por el
licenciado Luis Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoria Interna de la
Direccion de la JUNAFO. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo
de su cargo. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se declara acuerdo
en firme.

Se conoce oficio N° 0831-JUNAFO-2023 del 9 de noviembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 45-2023
del 7 de noviembre de 2023, articulo VII, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“1.) Tener por recibido el oficio N° 275-SAF/DJA-2023 del 26 de octubre del
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Acuerdo:

ARTICULO
SEXTO:

Acuerdo:

2023, suscrito por el master Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada
Yesenia Flores Chacon, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos
de la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial — JUNAFO, en el cual remiten el informe del analisis
comparativo de titulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros
que se llevan en la Direccion de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de agosto del
2023. 2.) Debera la Direccion de la JUNAFO, continuar con la subsanacion de
las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3.)
Hacer este acuerdo de conocimiento de los Comités de Inversiones y de Auditoria
para el respectivo seguimiento. Se procede con la votacion y se declara
acuerdo firme. Comuniquese.”

|

0831-JUANFO-2023.
DOCX

Se acordd: Tomar nota del oficio N° 0831-JUNAFO-2023 del 9 de noviembre
de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0832-JUNAFO-2023 del 9 de noviembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 45-2023
del 7 de noviembre de 2023, articulo VIII, cuya parte dispositiva literalmente
dice: “1.) Tener por recibido el oficio N° 303-SAF/DJA-2023 del 26 de octubre
del 2023, suscrito por el méaster Oslean Mora Valdez, director interino y la
licenciada Yesenia Flores Chacén, jefa del Subproceso Administrativo
Financiero, ambos de la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en el cual remiten el
informe del anélisis comparativo de titulos valores entre el BCR Custodio con
respecto a los registros que se llevan en la Direccién de la JUNAFO, relativo a
las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con
corte al 30 de setiembre del 2023. 2.) Debera la Direccion de la JUNAFO,
continuar con la subsanacion de las diferencias presentadas conforme el
compromiso de la entidad bancaria. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de
los Comités de Inversiones y de Auditoria para el respectivo seguimiento. Se
procede con la votacion y se declara acuerdo firme. Comuniquese.”

|
0832-JUNAFO-2023..
DOCX

Se acordd: Tomar nota del oficio N° 0832-JUNAFO-2023 del 9 de noviembre
de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del





Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

ARTICULO
SETIMO:

Acuerdo:

ARTICULO
OCTAVO:

Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0861-JUNAFO-2023 del 22 de noviembre de 2023,
mediante el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en sesion N° 47-2023
del 21 de noviembre de 2023, articulo Ill, cuya parte dispositiva literalmente
dice: “1.) Tener por recibido el Informe de Seguimiento de la Funcion de
Cumplimiento correspondiente al mes de octubre del 2023, remitido por la
licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Funcion de Cumplimiento de
la Direccién de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial - JUNAFO, mediante correo electronico del 08 de noviembre
de 2023, y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones —
SUPEN. 2.) La Direccion de la JUNAFO, tomara nota para lo que corresponda.
3.) Trasladar a conocimiento de la Auditoria interna de la JUNAFO y del Comité
de Auditoria, para el seguimiento respectivo. Se procede con la votacion y se
declara acuerdo firme. Comuniquese.”

|
0861-JUNAFO-2023..
.DOCX

Se acordo: Tomar nota del oficio N° 0861-JUNAFO-2023 del 22 de noviembre
de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0876-JUNAFO-2023 del 30 de noviembre de 2023,
mediante el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en sesién N° 48-2023
del 28 de noviembre de 2023, articulo V, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“1.) Tener por recibidos y aprobados los documentos conocidos por el Comité de
Inversiones en la sesion ordinaria N° 131 celebrada el 31 de octubre de 2023,
remitidos mediante oficio N° 0059-PI-DJA-2023 del 13 de noviembre de 2023:
a.) Acta N° 131-CI-2023 sesion ordinaria del Comité de Inversiones con los
respectivos anexos. b.) Informe mensual del miembro externo del Comité de
Inversiones y actualizacion economica de este. c.) Informe mensual de
inversiones a setiembre 2023 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial. d.) Estrategia de Inversion para noviembre 2023 del mercado local e
internacional. e.) Presentacion sobre la evaluacion del desempefio por aplicar al
Comité de Inversiones. 2.) Los Comités de Auditoria y Riesgos tomaran nota
para lo de su cargo. Se procede con la votacion y se declara acuerdo firme.
Comuniquese.”
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Acuerdo:

ARTICULO
NOVENO:

Acuerdo:

ARTICULO
DECIMO:

|
0876-JUNAFO-2023.
DOCX

Se acordo: Tomar nota del oficio N° 0876-JUNAFO-2023 del 30 de noviembre
de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0877-JUNAFO-2023 del 30 de noviembre de 2023,
mediante el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en sesién N° 48-2023
del 28 de noviembre de 2023, articulo VI, cuya parte dispositiva literalmente
dice: “1.) Tener por recibidos y aprobados los documentos conocidos por el
Comité de Riesgos en la sesion ordinaria N° 124 celebrada el 31 de octubre de
2023, remitidos mediante oficio N° 030-PR/DJA-2023 del 16 de noviembre de
2023: a.) Acta 124-CR-JA-2023, Sesion Ordinaria Comité de Riesgos Octubre
2023. b.) Informe Mensual del Miembro Externo de Riesgos (Octubre 2023). c.)
Informe de los Indicadores de Riesgos Financieros del cierre de setiembre 2023.
d.) Anélisis de emisores: d.1) Aprobacion del analisis de actualizacién de los
instrumentos financieros Invesco QQQ Trust Series, SPY US Equity, Fondo
PIMCO GIS Income I, JPMorgan Fund- US Technology Fund, ETF Fidelity
MSCI Communication Services y Fondo BlackRock California Municipal
Opportunities, realizado por el Proceso de Riesgos. d.2) No se recomienda la
adquisicion de participaciones en los instrumentos internacionales Strategic
Municipal Opportunities y SPDR S&P Health Care Equipment, dado que durante
el plazo de seguimiento no se han reflejado mejoras en la calificacion general e
indicadores de rentabilidad y riesgo. 2.) Los Comités de Auditoria e Inversiones
tomaran nota para lo de su cargo. Se procede con la votacion y se declara
acuerdo firme. Comuniquese.”

|

0877-JUNAFO-2023.
DOCX

Se acordd: Tomar nota del oficio N° 00877-JUNAFO-2023 del 30 de noviembre
de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0919-JUNAFO-2023 del 20 de diciembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 51-2023
del 13 de diciembre de 2023, articulo V1, cuya parte dispositiva literalmente dice:
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Acuerdo:

ARTICULO
DECIMO
PRIMERO:

“1.) Tener por recibido el oficio N° 357-SAF/DJA-2023 del 30 de noviembre de
2023, suscrito por el master Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada
Yesenia Flores Chacdn, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos
de la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial — JUNAFO, en el cual remiten el informe del anélisis
comparativo de titulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros
que se llevan en la Direccion de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de octubre 2023.
2.) Debera la Direccion de la JUNAFO, continuar con la subsanacion de las
diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3.)
Hacer este acuerdo de conocimiento de los Comités de Inversiones y de Auditoria
para el respectivo seguimiento. Se procede con la votacion y se declara
acuerdo firme. Comuniquese.”

|

0919-JUNAFO-2023.
DOCX

Se acordo: Tomar nota del oficio N° 00919-JUNAFO-2023 del 20 de diciembre
de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0938-JUNAFO-2023 del 21 de diciembre de 2023, mediante
el cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 49-2023
del 5 de diciembre de 2023, articulo Il, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“1.) Tener por designado al master Mauricio Villalta Fallas como integrante del
Comité de Inversiones y al master William Soto Solano como integrante del
Comité de Riesgos. 2.) Acoger la propuesta del doctor Juan Carlos Segura Solis,
para que todos los integrantes de este 6rgano colegiado conformen la Comision
de Gobierno Corporativo, asi como la Direccion y Subdireccion de la JUNAFO.
3.) Mantener la designacion del licenciado Parris Quesada Madrigal como
presidente de la Comision de Gobierno Corporativo para que continde como
responsable del Plan Estratégico. 4.) Hacer este acuerdo de la Superintendencia
de Pensiones — SUPEN, de la Direccion de la JUNAFO, los Comités de Riesgos,
Inversiones, Auditoria, de la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, Encargada de la
Funcion de Cumplimiento y de la Secretaria de la JUNAFO para los fines
correspondientes. Se procede con la votacion y se aprueba por unanimidad.”

|
0938-JUNAFO-2023.
DOCX
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Acuerdo:

ARTICULO
DECIMO
SEGUNDO:

Acuerdo:

ARTICULO
DECIMO
TERCERO:

Se acordo: Tomar nota del oficio N° 0938-JUNAFO-2023 del 21 de diciembre
de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0003-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo 111, cuya parte dispositiva literalmente dice: “1.)
Tener por recibido el oficio N° 391-SAF/DJA-2023 del 22 de diciembre del
2023, suscrito por el master Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada
Yesenia Flores Chacon, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos
de la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial — JUNAFO, en el cual remiten el informe del analisis
comparativo de titulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros
que se llevan en la Direccion de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 30 de noviembre del
2023. 2.) Deberéa la Direccion de la JUNAFO, continuar con la subsanacion de
las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3.)
Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de
Auditoria para el respectivo seguimiento. Se procede con la votacion y se
declara acuerdo firme. Comuniquese.”

|

0003-JUNAFO-2024.
DOCX

Se acordd: Tomar nota del oficio N° 0003-JUNAFO-2024 del 19 de enero de
2024, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0007-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo VIII, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“1.) Tener por recibidos y aprobar los documentos remitidos por el Comité de
Inversiones, en la sesion ordinaria del mes de noviembre de 2023, mediante
oficio N° 0063-PI-DJA-2023 de fecha 13 de diciembre de 2023: a.) Acta N°,
132-Cl-2023 sesion ordinaria del Comité de Inversiones con los respectivos
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Acuerdo:

ARTICULO
DECIMO
CUARTO:

Acuerdo:

anexos. b.) Informe mensual del miembro externo del Comité de Inversiones y
actualizacion econdmica de este. ¢.) Informe mensual de inversiones a octubre
2023 del FJPPJ. d.) Estrategia de Inversion para diciembre 2023 del mercado
local e internacional. e.) Informe de OPC’s a junio 2023. f.) Convocatoria
Asamblea de Inversionistas de BCR Fondo de Inversion Inmobiliario No
Diversificado. g.) Oficio N° 845-JUNAFO-2023. h.) Analisis Fondo de
Desarrollo Parque Empresarial Lindora BCR SAFI, Proceso de Riesgos. 2.) Los
Comités de Auditoria y Riesgos tomaran nota para lo de su cargo. Se procede
con la votacion y se declara acuerdo firme. Comuniquese.”

|

0007-JUNAFO-2024.
DOCX

Se acordo: Tomar nota del oficio N° 0007-JUNAFO-2024 del 19 de enero de
2024, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0008-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo I X, cuya parte dispositiva literalmente dice: “1.)
Tener por recibidos y aprobar los documentos remitidos por el Comité de
Riesgos, en la sesion ordinaria del mes de noviembre de 2023, mediante oficio
N° 033-PR/DJA-2023 de fecha 18 de diciembre de 2023: a.) Acta 125-CR-JA-
2023 Sesion Ordinaria Comité de Riesgos Noviembre 2023. b.) Informe Mensual
del Miembro Externo de Riesgos (Noviembre 2023). c.) Informe de los
Indicadores de Riesgos Financieros del cierre de octubre 2023. 2.) Los Comités
de Auditoria e Inversiones tomaran nota para lo de su cargo. Se procede con la
votacion y se declara acuerdo firme. Comuniquese.”

|
0008-JUNAFO-2024.
DOCX

Se acordd: Tomar nota del oficio N° 0008-JUNAFO-2024 del 19 de enero de
2024, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.
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ARTICULO
DECIMO
QUINTO:

Acuerdo:

Se conoce oficio N° 0009-JUNAFO-2024 del 19 de enero de 2024, mediante el
cual se remite acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, en sesion N° 02-2024
del 18 de enero de 2024, articulo XIII, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“l.) Tener por recibido el Informe de Seguimiento de la Funcién de
Cumplimiento correspondiente al mes de noviembre del 2023, remitido por la
licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Funcion de Cumplimiento de
la Direccidn de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial — JUNAFO, mediante correo electronico del 12 de diciembre
de 2023, y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones —
SUPEN. 2.) La Direccion de la JUNAFO, tomaré nota para lo que corresponda.
3.) Trasladar a conocimiento de la Auditoria interna de la JUNAFO y del Comité
de Auditoria, para el seguimiento respectivo. Se procede con la votacién y se
declara acuerdo firme. Comuniquese.”

|

0009-JUNAFO-2024.
DOCX

Se acord6: Tomar nota del oficio N° 0009-JUNAFO-2024 del 19 de enero de
2024, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial — JUNAFO. Se procede con la votacion, y siendo unanime, se
declara acuerdo en firme.

-0-

Se cierra la sesion a quince horas treinta y cinco minutos.
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Comité de Auditoría

San José, 26 de febrero de 2024

Oficio N° CA 13-2024

Al contestar refiérase a este # de oficio





Doctor

Juan Carlos Segura Solís, Presidente

Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones 

del Poder Judicial - JUNAFO



Estimado señor:



[bookmark: _Hlk39643981]Con la finalidad de que sea informada a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos remitir Acta del Comité de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente a la sesión N° 003-2024, celebrada el 23 de febrero de 2024.



En el acta adjunta, se encuentran los temas tratados en el Comité, y que corresponden a correos electrónicos recibidos por el Comité, y de los cuales informamos en este acto, mediante el documento adjunto, a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 



La grabación de la sesión y los documentos a ser firmados, serán incorporados en la plataforma Microsoft Teams que tiene la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para atender los requerimientos de la SUPEN, dentro del plazo fijado para esos fines y una vez suscritos de forma electrónica.





Atentamente,









     Presidente                                           	         Secretario

MBA. Arturo Baltodano Baltodano             Ph.DGR. Alexander Arguedas Vindas





aramírezso
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Comité Auditoría - Sesión N° 003-2024 del 23 de febrero de 2024. Acta.pdf
Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Comité de Auditoria

COMITE DE AUDITORIA
ACTA DE SESION ORDINARIA No. 003-2024

Correspondiente a la sesion ordinaria del Comité de Auditoria de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), a realizarse el viernes 23 de
febrero 2024, a partir de las dieciséis horas con cincuenta y cuatro minutos, mediante video

conferencia.

Presentes:

Ausentes

Arturo Baltodano Baltodano
Arnoldo Hernandez Solano
Parris Quesada Madrigal
Alexander Arguedas Vindas
Luis Abarca Padilla

con justificacion:  Freddy Chacon Arrieta

ARTICULO
PRIMERO:

ARTICULO
SEGUNDO:

ARTICULO
TERCERO:

ARTICULO
CUARTO:

ARTICULO

Aprobacion del orden dia

Revision y aprobacion del acta N° 002-2024; celebrada en sesion ordinaria del
29 de enero de 2024.

Se conoce oficio N° 0074-SAF/DJA-2024, suscrito por el master Oslean Mora
Valdez, director interina y la licenciada Yesenia Flores Chacén, jefa del
Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Direccién de la JUNAFO,
remitido mediante correo electronico del 20 de febrero de 2024, referente a los
Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, asi como de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial —FJPPJ, correspondientes al periodo 2023, los
cuales fueron auditados por el Despacho Carvajal & Colegiados.

Se conoce oficio N° 0003-Al/DJA-2024 suscrito por el licenciado Luis Abarca
Padilla, jefe interino de la Auditoria Interna de la JUNAFO, remitido mediante
correo electrénico del 9 de febrero de 2024, relacionado con el informe EST-01-
2024 “Informe de cierre del Plan Anual de Trabajo de la Auditoria Interna,
periodo 2023
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QUINTO:

ARTICULO
SEXTO:

ARTICULO
SETIMO:

ARTICULO
OCTAVO:

ARTICULO
NOVENO:

Se conoce oficio N° 0059-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite el acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora en sesién N° 005-2024, celebrada el 30 de enero de 2024,
articulo X.

Se conoce oficio N° 0066-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora en sesion N° 005-2024 celebrada el 30 de enero de 2024, articulo
XVII.

Se conoce oficio N° 0067-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora, en sesion N° 005-2024, celebrada el 30 de enero de 2024,
articulo XVIII.

Se conoce oficio N° 0068-JUNAFO-2023 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite acuerdo tomado por la citada Junta, en
sesion N° 005-2024 celebrada el 30 de enero de 2024, articulo XIX.

Se conoce oficio N° 0107-JUNAFO-2024 del 19 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite el acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora en sesion N° 006-2024 celebrada el 06 de febrero de 2024,
articulo I11.
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Se conoce la agenda del dia

ARTICULO
PRIMERO:

Acuerdo:

ARTICULO
SEGUNDO:

Acuerdo:

ARTICULO
TERCERO:

Aprobacion del orden dia

Se acordd: Aprobar el orden del dia propuesto. Se procede con la votacién y
siendo unanime, se declara acuerdo en firme.

Revision y aprobacion del acta N° 002-2024; celebrada en sesion ordinaria del
29 de enero de 2024.

Comité Auditoria -
Sesion N 002-2024 de

Se acordd: Aprobar el acta N° 002-2024, celebrada el 29 de enero de 2024. Se
procede con la votacion y siendo unanime, se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0074-SAF/DJA-2024, suscrito por el master Oslean Mora
Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacon, jefa del
Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Direccién de la JUNAFO,
remitido mediante correo electronico del 20 de febrero de 2024, referente a los
Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, asi como de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial -FJPPJ, al 31 de diciembre de 2023, los cuales
fueron auditados por el Despacho Carvajal & Colegiados.

0074-SAF-DJA-2024  CG1-2023 Junta  EEFF31122023 Junta Certificacion JAFJPPJ
EEFF 2023 de A.E. CorAdministradora FJPPJ.Administradora FJPPJ. Ingresos 2023.pdf

EF 31122023 CG1-2023 Fondo Informe Riesgos CG-TI 2023 FPJ.pdf
FJPPJ.pdf Poder Judicial.pdf 2023 FPJP).pdf

Manifestaciones:

El master Arturo Baltodano Baltodano, presidente del Comité de Auditoria,
indica: “Le consulto a los compafieros del Comité si tienen alguna observacion o
comentario sobre la revision de los Estados Financieros tanto de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
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JUNAFO, como del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial -
FIPPJ”.

El integrante licenciado Arnoldo Hernandez Solano, manifiesta: “De mi parte
yo los revisé y no tengo ninguna observacion, don Arturo”.

El integrante doctor Alexander Arguedas Vindas, expresa: “Igual de mi parte,
tampoco tengo observacion de los mismos”.

El integrante licenciado Parris Quesada Madrigal, alude: “Si yo revisé bien la
informacion y también la certificacion del Despacho Carvajal & Colegiados
como firma de contadores publicos autorizados y de forma razonable, se
confirma la informacion suministrada en los Estados Financieros”.

El presidente Baltodano Baltodano, sefiala: “De mi parte yo revisé los Estados
Financieros y si tengo varias cosas que agregar aca, tal vez don Luis nos puede
ayudar. Lo primero Luis, es si la certificacion que emitid el Despacho Carvajal
con relacién a los ingresos del Colegio, si fue hecha bajo los canones de la guia
del 2022, porque me parece que es bajo la guia del 2016, entonces queriamos ver
don Luis, ¢usted nos podria ayudar a poder determinar si estas certificaciones se
han hecho con base en esa nueva guia que se dio en el 2022? porque, asi como la
Vveo me parece que es bajo la guia 06- 2016”.

El licenciado Luis Abarca Padilla, jefe de Auditoria Interna de la JUNAFO,
indica: “Si, estoy tomando nota don Arturo”.

El presidente Baltodano Baltodano, prosigue: “Con relacién a los Estados
Financieros, tengo algunas inquietudes tanto en el FJPPJ como en la JUNAFO y
con relacion a los informes de Control Interno, y don Luis tengo una, no sé los
comparfieros como lo vieron, tengo una duda sobre la firma del informe de
Tecnologias de Informacion (T1), que es firmado por el mismo compafiero que
emitié la opinién de los Estados Financieros y, entiendo que para poder
dictaminar lo que es todo TI debe ser una persona especialista en SISA,
desconozco si Gerardo en ese caso es un contador publico certificado SISA,
generalmente siempre las firmas tienen un especialista en este tema, entonces
Gerardo firmé los dos informes y entonces me queda la duda a mi, si Gerardo
tiene la idoneidad para firmar el informe de Tecnologias de la Informacion, como
firmd el dictamen de opinién.

Con relacion a las cartas de Control Interno, aqui tengo la primera que es del
FJPPJ, que también es firmada por Gerardo Montero, en esta carta tengo ahi una
observacién al puro final en la pagina 11, dice:

“Resultados de la revision:
Determinamos que en las cuentas de orden se registran los saldos de las cuentas

por cobrar por concepto de reconocimiento de tiempo servido de servidores en
condicion de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.
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Lo anterior, en virtud de que no existe una certeza razonable sobre la
recuperacion de dichos saldos, y segun lo que establece la NIC 37 “Provisiones,
Pasivos y Activos Contingentes” en cuanto al tratamiento contable para aquellos
activos surgidos a raiz de sucesos pasados, cuya existencia depende de la
ocurrencia, de uno o varios eventos inciertos en el futuro, que no estén bajo el
control de la entidad, (...)”.

-0-

Esto es copia literal de lo que es la NIC 37, asi lo dice la NIC 37, entonces, don
Luis y comparieros, yo tengo una duda si esos saldos realmente son recuperables,
porque si no hay que reconocer una pérdida porque aqui ellos dicen “no existe
una certeza razonable sobre la recuperacion de dichos saldos™, entonces siento
que debe haber una nota a los Estados Financieros y el area legal del FJPPJ, debe
determinar si esos saldos son recuperables 0 no, porque si no hay que reconocer
una pérdida en los Estados Financieros y eso cabe para lo que es un parrafo de
otros asuntos informales en el dictamen de opinién que por lo menos yo no lo vi,
en ese dictamen. Eso con relacion a lo que es el FIPPJ.

Luego tengo aca, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial - JUNAFO, también tenemos lo que es la carta donde se
establece que muchos de los riesgos son bajos, pero tengo una observacién en el
punto de provisiones y contingencias.

“Como resultado de nuestra revision de los documentos antes descritos
determinamos que durante el periodo 2023 se atendi6 el hallazgo 1 del periodo
2022, donde se indico que el registro de la provision de vacaciones y aguinaldo
no fue realizado en dicho periodo”.

-0-

Entonces en el periodo 2022, los auditores determinaron que no se habia hecho
la provision de aguinaldo y vacaciones en ese caso, ellos dan una lista de
funcionarios, que ya lo que es el hallazgo nimero 1 en la condicion, -estamos en
la pagina numero 8 compafieros-,

“Como parte de los procedimientos de auditoria solicitamos el listado de las
vacaciones pendientes por disfrutar al 31 de diciembre del 2023, observamos que
existen colaboradores que tienen vacaciones por disfrutar por mas de dos
periodos, como se ejemplifica a continuacion”.

-0-

Entonces ponen las iniciales de los compafieros y los dias de vacaciones,
entonces ellos recomiendan un ajuste de acuerdo con lo que establece el articulo
153y el 155 del Cddigo de Trabajo, en este caso las vacaciones no se acumulan,
las vacaciones que disfrutan por Ley, es un delito no irse a vacaciones, entonces
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aqui vemos comparieros que tienen dias acumulados desde 35 dias hasta 92 dias.
Los auditores hacen un ajuste a los Estados Financieros donde cargan un gasto
por provision de las vacaciones y uno de cesantia, entonces yo tengo la duda
sobre la cesantia.

La cesantia es un pasivo contingente, como pasivo contingente no se reconoce
contablemente al menos que exista una Politica de la Administracion de pagar la
cesantia afio a afio o en un momento determinado, entonces no sé Luis, si existe
esa Politica y, en cuanto a las vacaciones, que existe una provision de vacaciones
que la elaboraron tanto en el 2022 como ajuste en el 2023, es importante que los
compafieros que tienen bastantes dias; hay un compafiero que tiene 92 dias de
vacaciones acumuladas, si las vacaciones se pagan con el salario que tenia,
cuando no se fue de vacaciones o las vacaciones se pagan con el salario que tiene
ahora porque la norma dice que se tienen que traer a valor presente, o sea, se tiene
que calcular el valor razonable, entonces hay que hacer un pequefio estudio ahi
para ver si ese saldo realmente es razonable o no, porque no sabemos si hay un
arreglo directo con los funcionarios de las razones por las cuales se acumularon
esas vacaciones.

El Codigo de Trabajo dice que las vacaciones se tienen que disfrutar, no
acumular. Me preocupa el hecho que los auditores dicen que se corre el riesgo de
que la Administracion tenga que cancelar esas vacaciones, 0 sea, pagar esas
vacaciones a los funcionarios, entonces, si es asi, si existe una Politica o no existe
y, Si se pagaran, ¢con qué salarios se pagan?, con el salario actual o con el salario
que tenia la persona cuando no se fue a vacaciones, cuando le asistio el derecho
de las vacaciones.

Otra cosa que me llamé la atencion es que tocaron periodos anteriores, correccion
de ajustes anteriores, entonces como es una provision, el registro es prospectivo
no es retrospectivo, entonces se tuvo que haber llevado al gasto esos 18 millones
y N0 como una correccion de periodos anteriores, ahi para que usted tal vez nos
pueda ayudar con ese tema”.

El licenciado Abarca Padilla, responde: “Si sefor”.

El presidente Baltodano Baltodano, prosigue: “Eso con relacién a las cartas y,
con relacion a los Estados Financieros ya auditados, que aqui los tenemos, vemos
los primeros que son los de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, aca dice:

“En nuestra opinion, los estados financieros antes mencionados presentan
razonablemente, en todos sus aspectos materiales, la imagen fiel de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
al 31 de diciembre del 2023; asi como los resultados de sus operaciones, los
cambios en el patrimonio neto y sus flujos de efectivo por el periodo terminado
en dicha fecha (...)”
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Bueno deja por fuera lo que son las notas a los Estados Financieros, provisiones
y estimaciones, pero dice: “(...) de conformidad con las Normas Internacionales
de Informacion Financiera (NIIF), descritas en la nota 2.1”. Entonces aqui los
auditores dicen que su opinion es con base a las normas internacionales NIIF, sin
embargo, ponen asuntos que no afectan la opinidn, entonces hacen aqui ver:

“SUPEN quien es el ente regulador segiun lo indica la Ley N° 9544, la cual
decreta la reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones, en lo que atafie
sobre este tema, en el articulo N° 241, indica: “La supervision y la regulacion de
la Junta Administradora y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial estdn a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del
Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero (CONASSIF)...”

Dado lo anterior, se realizaron las consultas respectivas en cuanto a los registros
contables mediante los oficios N° 154 y 288-P0-2021, la SUPEN con el oficio
1085-2021 del 3 de noviembre del 2021, indica respecto:

“Tomando en cuenta que el reglamento citado es de aplicacion para el Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJIPPJ), se considera prudente que
la Junta Administradora adopte esta normativa y se revele la informacién
financiera conforme a las disposiciones emitidas en las Normas Internacionales

2999

de la Informacion Financiera (NIIF)””.
-0-

Y, luego habla en responsabilidad del Jerarca, entonces dice que el jerarca debe
llevar su informacién financiera de acuerdo a estas normas, sin embargo,
entendemos que debe ser de acuerdo a las normas técnicas de la SUPEN, en este
caso y las Normas Internacionales de Informacién Financiera forman parte de ese
marco de acuerdo a lo que es el Reglamento de Informacion Financiera, entonces
yo tengo la duda Luis y compafieros, si la opinion se redacta en funcion del marco
normativo de lo que es el CONASSIF, tal y como lo dice aca, en este parrafo o
si es con base en Normas Internacionales de Informacion Financiera porque
ademas vemos de que el FJIPPJ no cumple con lo que la NIC 1, y asi lo hace ver
el mismo informe, que no esta cumpliendo con la NIC 1 en lo que es presentacion
de los Estados Financieros.

Y Luis, me llama mucho la atencién que después de que el contador pablico firma
sus Estados Financieros, aca no veo lo que es el timbre, no veo el timbre aca de
la Ley 6663, veo la firma de Gerardo, pero no veo el timbre del Colegio de
Contadores Publicos, el timbre ahora es digital y no esta el timbre ahi y, posterior
a la fecha, que es la fecha en que se entrega el Estado Financiero, me llama la
atencion que hay un pequefio parrafo en letra mas pequefia que dice :

“Nuestra responsabilidad sobre la opinidn de los estados financieros auditados al
31 de diciembre del 2020 se extiende hasta el 01 de febrero de 2021. La fecha
del informe de auditoria indica al usuario de éste, que el auditor ha considerado
el efecto de los hechos y de las transacciones de los que ha tenido conocimiento
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y que ha ocurrido hasta dicha fecha; en consecuencia, no se amplia por la
referencia de la fecha en que se firme digitalmente”.

-0-

Entonces acé, considero que esto es otro asunto informal y forma parte del cuerpo
de la opinion y no que esté fuera la opinion, entonces Luis ahi para que tal vez
pueda conversar con los Auditores Externos con relacién el por qué ese parrafo
esta ahi, sino se debe cumplir mas bien los alcances de la Norma Internacional
de Auditoria (NIA) 720.

Otra de las cosas que vi comparieros, es que este Estado Financiero, el formato
difiere del formato que nosotros vemos mes a mes. Los Estados Financieros son
responsabilidad de la Administracion y mes a mes, los Estados Financieros que
nosotros vemos estan bajo otra estructura, nomenclatura y las comparfieras que
nos presentan la informacidn, nos presentan las notas y las politicas, entonces en
este Estado Financiero no se observan las politicas dentro de la estructura de los
balances, entonces me Illama la atencidn también eso y, vemos de que en lo que
es el propio balance dice que cumple con NIIF, pero vemos que no cumple con
la NIC 1 en cuanto a lo que es la presentacion de activo corriente y activo no
corriente, pasivo corriente y pasivo no corriente, entonces, pienso que ahi se debe
hacer una salvedad en cuanto al tema de que es con base en las normas técnicas
del CONASSIF, no con base en las Normas Internacionales de Informacion
Financiera.

En la pagina 10, en lo que es el Estado de Resultados vemos la provision de
cesantia por ¢44 212 346 (cuarenta y cuatro millones doscientos doce mil
trescientos cuarenta y seis colones), no veo la Politica, dice que es la nota 17,
probablemente ahi hay una politica, pero no se incluye la politica ahi en ninguna
de las notas incluyen la Politica y queria saber Luis, si existe una Politica
Administrativa, Funcional u Operativa de la Junta, en que se pague la cesantia,
porque si es asi, pues seria un pasivo de largo plazo, seria un pasivo no corriente,
pero queria saber porque esto es contingente y si es asi, ¢cada cuanto se paga?,
porque habria que traerlo a valor presente, no sabemos cuando lo pagan, las
Normas Internacionales de Informacion Financiera dicen que tenemos que
calcular el valor presente de eso. Eso en cuanto a tal vez a lo que es el tema del
FIPPJ.

Aqui en la Nota 2, es donde yo digo que me Illama la atencion el tema de las
politicas, dice: “Las principales politicas contables que regulan el proceso de la
elaboracion y presentacion de los Estados Financieros de la Junta Administradora
del FJPPJ, se resumen a continuacion”, entonces hace toda la observacion del
tema de las NIIF, ellos dicen aca que es con base en las normas técnicas del
CONASSIF, pero que consideran, tomando en cuenta el Reglamento citado, pues
incorporan el tema de la NIIF, entonces considero que la opinion debe ir en
funcion de normas técnicas del CONASSIF, establecerles para que pueda
conversarlo con ellos, a ver por qué lo pusieron con base en Normas
Internacionales.
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Y vea que en la nota 2.2, que es la pagina 18, dice “Dado lo indicado en el
apartado “Base de medicion”, la comparacion se realiza con los parametros en la
NIC 1 Presentaciéon de Estados Financieros”, pero vemos que el Estado
Financiero no cumple con NIC 1, y también lo dicen en la nota 3.1 de Caja y
Bancos, también ahi hablan sobre la NIC 1. Bueno, esa fue la revision que pude
hacer sobre ese Estado Financiero.

Sobre el otro Estado Financiero, que seria el del FIPPJ, en este vemos que aqui
la opinion y ahi, tal vez los comparieros me pueden aclarar a mi, dice la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dice
que presenta razonablemente la situacién financiera de acuerdo con las Normas
del Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero y la
Superintendencia de Pensiones.

Ven entonces aqui lo que es JUNAFO sus Estados Financieros es con base en lo
que establece el CONASSIF vy, el FJPPJ como tal, es con base en las Normas
Internacionales de Informacion Financiera - NIIF, entonces hay como una
contradiccion; no contradiccion sino que la Junta lo hace de acuerdo a lo que son
las normas del CONASSIF que incorporan las NIIF y el FIPPJ lo estd haciendo
con base en las NIIF, entonces yo queria, tal vez ahi Luis esa aclaracion de ser
posible porque vea que aca dice, en los Estados Financieros mencionados en este
informe han sido elaborados; y eso es un parrafo de énfasis que es importante,
hay parrafos de énfasis y parrafos de énfasis yo solo pongo cuando se ha
comprometido el principio empresa en marcha o cuando hay una sucesion de
hechos futuros y, otros asuntos a informar son asuntos que no tienen que ver con
revelacion ni reconocimiento en los estados financieros; entonces ellos hacen un
parrafo de énfasis que dice

“Los estados financieros mencionados en este informe han sido elaborados por
la administracion del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
segun las disposiciones contables y normativas emitidas por el Consejo Nacional
de Supervision del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de
Pensiones, por lo que difieren en ciertos aspectos, con lo establecido por las
Normas Internacionales de Informacién Financiera. Nuestra opinién no ha sido
modificada en relacion con esta cuestion”.

-0-

O sea, no estoy poniendo una salvedad, sino estoy diciendo que las estoy llevando
de acuerdo con las normas del CONASSIF y no de acuerdo a las NIIF y que
pueden existir diferencias en cuanto a los criterios de los dos.

“Sin que tenga un efecto sobre nuestra opinion, llamamos la atencion sobre la
nota 5 de los estados financieros, que detalla la composicion de las inversiones
por emisor al 31 de diciembre del 2023. Esta nota se muestra con fines
informativos con los valores faciales iniciales de las inversiones agrupadas por
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emisor, no corresponde a los valores en libros que se encuentran registrados
contablemente en los estados financieros (...)”.

-0-

Luego hay un tema que me preocupa un poco mas y vamos a verlo aca, “Asuntos
que no afectan la opinién”, eso es un parrafo de otros asuntos de acuerdo a la
NIA 706, “voy a informarles a los usuarios de los Estados Financieros, miren yo
no estoy calificando el dictamen, pero si le voy a informar algo que me llama
mucho la atencion, que de acuerdo al criterio mio como contador publico me
llama la atencion, dice”:

“Seglin el estudio actuarial realizado al 31 de diciembre del 2022, bajo la
metodologia de poblacion cerrada el Fondo presenta una situacion de déficit
actuarial, dado que el valor actual de los compromisos excede al de los ingresos
y el mismo resulta superior al Patrimonio Neto, tal y como se detalla en la nota
b.2.14. No obstante, resulta de vital importancia destacar que para el afio 2022,
segun el informe el déficit disminuy0, debido al aumento de la poblacion activa
y a un cambio en los objetivos de rentabilidad por parte de la JUNAFO. Se
presentd una mejoria en los resultados por modificaciones en las tasas de salida
y en la escala salarial. El escenario de beneficios devengados muestra un déficit
actual importante, el cual se ha originado en los desequilibrios actuariales
existentes previos a la reforma del afio 2018”.

-0-

Entonces aqui, a mi me preocupa ese tema de que ellos, como un parrafo de
énfasis dicen que hay un déficit importante, material, en el tema actuarial, o sea
que se puede pues consumir a futuro entonces si eso, compromete lo que es la
marcha, entonces pienso compafieros que tal vez es importante ver con Luis
como nuestro auditor, si eso realmente es tan tragico, o es tan asi, tan preocupante
como lo hace ver este parrafo porque no es una salvedad, pero el auditor le esta
diciendo a los usuarios “miren yo les informo esto porque pienso que eso es
importante que ustedes lo conozcan”. Entonces pienso que nosotros, como
Comité, seria importante que don Luis en su programa de trabajo que ya viene
para el siguiente punto de esta sesion pues incorporen revisar este tema del
estudio actuarial, si hay que hacer uno nuevo, si no hay que hacer uno nuevo o
como son las consecuencias de esto.

Hasta ahi pude revisar estos Estados Financieros, entonces someto a discusion de
los comparieros que les parecen estas observaciones y si consideran importante
que nuestra Auditoria, le dé seguimiento a esos comentarios que he hecho yo”.

El integrante Hernandez Solano, expresa: “Creo que nosotros debemos rechazar
este estudio de informe actuarial contable, hasta tanto no se aclaren todas las
observaciones que usted hizo en relacién con los mismos, tanto de la JUNAFO
como el del FIPPJ.
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Y en los casos que usted hizo las observaciones de la Auditoria, la Auditoria se
encarga de coordinar con ellos todas estas observaciones para aclararlas
posteriormente, me parece que ese el caso que debemos de llevar a cabo en este
momento”.

El integrante Arguedas Vindas, manifiesta: “Don Arturo, escuchandolo a usted,
veo que no queda claro el informe presentado por los auditores externos en
relacion a los Estados Financieros, entonces, si nosotros aprobamos esto asi como
esta, sin aclarar las dudas y lo mandamos a la JUNAFO por cumplir, creo que
seria irresponsable de nuestra parte, entonces creo que ... Lo que pasa es que mas
bien don Arturo, no sé cuénto tiempo tenemos porque creo que esos son ya los
de cierre que tienen que presentarlos a SUGEF, creo que es asi”.

El presidente Baltodano Baltodano, aclara: “Si claro”.

El integrante Arguedas Vindas, consulta: “Pero tampoco podemos aprobarlo sin
que quede claro realmente bajo que estan elaborados”.

El integrante Hernandez Solano, interviene: “Son 40 dias después de que se
haga el cierre”.

El integrante Arguedas Vindas, prosigue: “Por eso, pero estamos en
contratiempo, creo o segun entiendo”.

El presidente Baltodano Baltodano, sefiala: “40 dias del cierre, del 31 de
diciembre”.

El integrante Arguedas Vindas, indica: “Por eso, ya estamos en contratiempo,
[cierto?”.

El presidente Baltodano Baltodano, aclara: “Si ya, hay que presentarlos esta
semana’.

El integrante Arguedas Vindas, consulta: “Como podriamos, nosotros como
Comité aprobar algo que no esta la certeza de lo que vos decis de la normativa,
de que hablan de NIIF, que el FIPPJ o la JUNAFO, uno de los dos que dijiste
que no cumple con la presentacion de estados, ¢cdmo lo veria?, o sea, ;como lo
verias vos, que probamos nosotros esto asi?”.

El presidente Baltodano Baltodano, responde: “VVamos a ver, a mi los que mas
me preocupan son los asientos de provision de cesantia y vacaciones, el tema
actuarial y el tema de la opinion bajo NIIF o bajo la ruta del CONASSIF,
entonces creo que eso es conversar con los auditores el lunes a primera hora con
ellos, con base en esto y si ellos nos explican por qué se fueron por ese lado y
nosotros estamos de acuerdo, pues no hay ningun problema de aprobar.

El tema es que entiendo que el lunes hay una reunidn para ver esto por parte de
la Junta Administradora, ;verdad? que ya tienen que presentarlo al supervisor”.
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La licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Secretaria de
la JUNAFO, responde: “Si, segun me indic6 la compafiera Yessenia, tienen que
ser presentados a la SUPEN a mas tardar el lunes y lo més tarde es a las 6:00
p.m., ya aprobados por la Junta, en este caso; y la sesion de la Junta, por el
momento, esta programada el lunes a las 3:30 p.m., entonces si estamos como un
poco a destiempo™.

El licenciado Abarca Padilla, indica: “Si, gracias, era para confirmarles el tema
de que tienen que estar presentados el lunes. Creo que algunos aspectos se pueden
conversar con la Auditoria externa, y tal vez no nos lleve tanto tiempo, podriamos
el lunes a primera hora tratar de correr con los aspectos mas relevantes que
menciond don Arturo, como por ejemplo le iba a mencionar nada mas un aspecto,
el tema del timbre, la ley del Colegio de Contadores exonera el timbre para
instituciones publicas, entonces, ahi si estan en regla.

Con el tema del estudio actuarial si tenemos nosotros como Auditoria analizar el
estudio actuarial mas reciente en este plan del 2024, entonces si lo vamos a estar
analizando y se esta trabajando en el nuevo estudio actuarial, entonces ahi puede
ser que los numeros cambien, dependiendo del comportamiento que hubo en el
rendimiento de las inversiones y otros indicadores.

Con respecto a la cesantia don Arturo, hay una ley que modificé este aspecto y
ahora las asociaciones o cooperativas pueden captar la cesantia, la administran
ellos, entonces acad lo que esta haciendo la Administracién es efectivamente
haciendo la provisién por el pago de cesantia porque los recursos ya no estan
quedando en el patrono sino que la Ley permitié que sean administrados por
asociaciones, entonces eso ellos lo estan haciendo basandose en esa Ley y en que
en este momento los recursos estan siendo trasladados quincena a quincena a la
Asociacion para que ellos los administren”.

El presidente Baltodano Baltodano, expresa: “Ah okey, y ese saldo que queda
es del ultimo mes entonces”.

El licenciado Abarca Padilla, aclara: “Exactamente, ellos lo que van haciendo
es un célculo de estimacidn con respecto a los pagos que se han realizado de la
cesantia”.

El presidente Baltodano Baltodano, manifiesta: “Ahi no habria problema
entonces, esta bien, ahi seria el tema de las vacaciones nada mas verdad que estan
acumuladas”.

El licenciado Abarca Padilla, indica: “El tema de las vacaciones, efectivamente,
pero la Administracion estad generando un plan para desacumular, el asunto es
que tenemos varias personas con plazas extraordinarias y eso en el contexto
judicial lo que implica es que no se pueden sustituir, entonces no podemos hacer
una desacumulacion tan acelerada porque podria poner en riesgo el desarrollo de
las actividades del Fondo, entonces, si se esta trabajando en hacer
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desacumulacion, pero que no vaya a afectar como tal las actividades, pero si se
tiene un plan, o sea, si se esta trabajando en ese aspecto para que no se vaya a
llegar a ese aspecto que usted menciona de tenerlas que pagar si la persona
renuncia, por ejemplo”.

El presidente Baltodano Baltodano, responde: “Muy bien, gracias.

A la pregunta que nos hace Alexander, con el &nimo de no entorpecer porque hay
que presentar esto el proximo lunes, vamos a ver, el tema del riesgo no es tan
insignificativo en el caso, si nosotros llegaramos aprobar un Estado Financiero
auditado con estas observaciones que yo en lo personal he visto, porque son
subsanables en este préximo periodo econdémico.

A mi el tema que méas me preocupa, que ya Luis me aclard el de cesantia, serian
las vacaciones acumuladas que ya eso es algo administrativo y el ajuste por los
trece millones que esta ahi don Alexander y compafieros, no es material con
relacion a la cantidad de millones que la Junta paga como salarios, entonces
podriamos decir que eso es inmaterial, que entra dentro del error tolerable que
habla la norma.

El tema del estudio actuarial es algo que nosotros como auditores, pues tomamos
el acuerdo de decirle a la Auditoria Interna que le dé seguimiento a esto, porque
el auditor lo hace ver en un parrafo de énfasis. A mi lo que me Ilama la atencion,
es que el auditor méas bien en ese caso podria poner no un parrafo de otros asuntos,
sino un parrafo de énfasis en su funcién del principio de empresa en marcha, lo
redacto tal vez de una forma mas liviana a lo que pueda decir la NIA 570.

Y la otra don Alexander, don Parris y don Arnoldo, el tema de la opinidn, es un
tema que no le va a traer mucho perjuicio a lo que es el FJIPPJ ni a la JUNAFO,
en funcion de que si es con base en NIIF o es con base en el CONASSIF; el
CONASSIF aprob¢ el tema del Reglamento de Informacion Financiera, entonces
dentro del Reglamento de Informacion Financiera estan las mismas NIC's lo que
pasa es que hay como una posible disonancia en el tema de la opinién, pero que
a nosotros no nos puede afectar como institucion, no nos podrian cuestionar, ni
la SUPEN ni un tercero buena fe.

Lo que si es importante clarificar, ya para lo que es este periodo econémico con
la Administracion que nos podiamos sentar, incluso me ofrezco a sentarme con
ellos, si a ustedes les parece, para clarificar cual es el marco de referencia
realmente para no crear este tema de confusidn, tal vez uno lo puedo observar
porque he hecho Auditoria de este tipo en supervisados, entonces mira es con
base en las normas del CONASSIF y no con base en NIIF. Sin embargo, don
Alexander, si nosotros entramos al digesto de SUGEF, vemos que muchos
auditores han dado su opinion con base en Normas Internacionales de
Informacion Financiera.

Entonces, en resumen, no significa riesgo para nosotros, entonces para no
entorpecer el poder cumplir nosotros como organizacion ante las autoridades
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supervisoras, no veria problema mayusculo en el tema de que nosotros de poder
aprobar un Estado Financiero asi, con esas observaciones, si es importante darle
seguimiento a las mismas, no sé si les parece don Arnoldo, don Alexander y don
Parris, que nosotros podamos actuar de esta manera”.

El integrante Arguedas Vindas, expresa: “A mi me queda muy claro don Arturo,
entonces igual, ya lo dijiste que es subsanable, entonces yo no le veria problema
en aprobarlos, bueno al menos de mi parte, no sé mis otros comparfieros, pero mas
bien muchas gracias por la explicacion, tanto a vos como a Luis”.

El integrante Hernandez Solano, indica: “A mi me gustaria oir la opinién de
Parris, yo estoy también de acuerdo en que si es subsanable entonces lo podemos
aprobar y mandarlos asi con todas las observaciones que se han hecho, asi que
podemos pasar al siguiente punto si no es mayor problema”.

El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: “Si, bueno yo en la generalidad,
cuando revisé toda la documentacion de los Estados y todo, en la generalidad, no
precise tanto detalle. También hay un tema que hay que conversar, que a veces,
como es tan grande la documentacion, el analisis a veces no es tan profundo como
deberia de ser, es un tema real y nosotros estamos contra tiempo en ese tema. Yo
habia pensado pedir una prérroga, porque es que el problema es que en el Sector
Pablico pedir una prérroga, es como ya no cumplir, pero es un tema muy
delicado, pero en la generalidad de la informacion, yo si pude subsanar a no ser
nada mas del formato que si hubo un cambio ahi, pero bueno, es un tema de
forma, no es fondo.

Yo, en la generalidad si pude analizar bien la situacion y pude entender la vision
de la Auditoria Externa como la pudo complementar en la Gltima nota donde ellos
le dan un visto bueno, si bien es cierto existen algunas situaciones que bien,
explica el sefior Presidente de este Comité, claro, son subsanables de una u otra
manera, no son tanto de peso, pero si es necesario aprobarlos con esas salvedades
si fuera el caso, indicar que si necesitamos una aclaracion para poder interpretar
situaciones especiales como esas que se presentaron.

Entonces creo que hay cuentas, las cuentas macro, las cuentas generales estan
muy bien y todo lo demas, pero si con esos detalles que presenta el sefior
Presidente de esta Comision, si es necesario dejarlas ver y decir que podriamos
analizarlas pronto para poder entender y que nos definan qué pasd con esa
situacion, pero es un tema mas de tiempo. Lamentablemente, es que el tiempo en
ese tema nos joden, o sea, nos abruman y entonces si podriamos manejarlo desde
ese punto de vista, creo que podriamos aprobarlos, pero también decirle las
salvedades a la Junta Administradora, gracias”.

El presidente Baltodano Baltodano, sefiala: “Muchas gracias don Parris, don
Alexander y don Arnoldo, si, son temas muy subsanables, y desde el punto de
vista, poniendo en la balanza el tema de la parte material, 0 sea, son cosas que
pueden ser tolerables, son tolerables en cuanto al tema de materialidad y que
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podemos subsanar en el desarrollo de nuestro trabajo como Comité junto con la
Auditoria Interna.

Siendo asi, someto a votacion los Estados Financieros auditados tanto de la
JUNAFO como del FJPPJ, ;estamos de acuerdo en aprobar con las observaciones
hechas y las salvedades hechas en ese caso por mi persona?”.

El integrante Hernandez Solano, responde: “En mi caso, aprobarlas pero
haciendo las observaciones y ver que si son subsanables, que la Auditoria nos
ayude de aqui al lunes en ese sentido™.

El integrante Arguedas Vindas, expresa: “En mi caso también estaria de acuerdo
en aprobarlos, siempre y cuando, como se ha dicho, se pueda ver la subsanacion
de lo dicho y también el control por parte de la Auditoria Interna”.

El presidente Baltodano Baltodano, agrega: “Muy bien y don Parris, por lo que
entiendo, también dijo que si, en funcion de que se pueda subsanar esto”.

El licenciado Abarca Padilla, indica: “Si, disculpen nada mas un tema, por
temas de transparencia, en el chat les puse tres imagenes. En el informe de
riesgos, hay unos errores pero son meramente de forma y ya nosotros nos
encargamos de verlo con los Auditores para que lo corrigieran muy
probablemente, eso iria ya modificado en la sesién, pero son aspectos de forma
0 sea, que se indicé un nombre incorrecto de un aspecto que se estaba analizando
y dejaron el anterior, entonces sélo para que tengan conocimiento de que eso se
trabajo con ellos™.

El presidente Baltodano Baltodano, responde: “Okey muy bien, excelente si,
aqui estoy viendo”.

El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: Yo estaria también de acuerdo en
aprobarlos con esas salvedades y también hay que indicar a la Administracion
que necesitamos de un plazo mas largo para poder analizar situaciones especiales.
Es que el problema es que, si bien es cierto, nosotros somos responsables en
revisarlos, ahora existen estas salvedades que por supuesto no son de gran peso,
pero son algunas situaciones especiales que hay corregir, estamos de acuerdo,
pero si que tengamos un plazo mas amplio para poder deliberar con la Auditoria
Externa para poder validar estas cosas y decir, bueno estamos en lo correcto o
se corrigen 0 no, o qué pasd y punto, entonces lo mandamos de una manera
transparente, como lo estamos haciendo aqui, porque la verdad es que estamos
hablando claramente de aprobarlos con esas salvedades, eso si, verdad.

Eso si me interesa que quede en este documento, en esta acta de hoy para
subsanarlo lo antes posible y poderse validar situaciones que no son de peso,
como repito, pero que si es necesario limpiarlas para que quede completamente
claro, esos temas puntuales que se vieron el dia de hoy”.
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Acuerdo:

ARTICULO
CUARTO:

Se acord6: 1.) Una vez analizados y estudiados los Estados Financieros del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, asi como de
la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
—FJPPJ, al 31 de diciembre de 2023, auditados por el Despacho Carvajal &
Colegiados; se tienen por aprobados en funcion de que las observaciones
realizadas por los integrantes de este Comité a los Estados Financieros tanto de
la JUNAFO como del FJPPJ y a algunos apartados del dictamen de opinion y de
la Carta de Control Interno, seran atendidos por parte de la Auditoria Interna. 2.)
Remitir dichos Estados Financieros a la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones, para lo de su cargo. 3.) Solicitarle a la Direccion de la
JUNAFO que, en futuras auditorias externas, se remitan los Estados Financieros
con mayor celeridad para tener un plazo de tiempo mas amplio para la revision y
analisis de estos. Ademas, de que se realicen las coordinaciones necesarias para
que sean conocidos por los miembros de este Comité en conjunto con los
Auditores Externos. 4.) La Auditoria interna, tomara nota para lo de su cargo. Se
procede con la votacion y siendo unanime, se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0003-Al/DJA-2024 suscrito por el licenciado Luis Abarca
Padilla, jefe interino de la Auditoria Interna de la JUNAFO, remitido mediante
correo electrénico del 9 de febrero de 2024, relacionado con el informe EST-01-
2024 “Informe de cierre del Plan Anual de Trabajo de la Auditoria Interna,

periodo 2023”.

0003-AIDJA-2024  EST-01-2024 Informe
Informe cierre PAT 20cierre PAT Auditoria It

Manifestaciones:

El méaster Arturo Baltodano Baltodano, presidente del Comité de Auditoria,
indica: “Le pregunto a los compafieros presentes si tienen alguna observacion,
comentario o sugerencia a nuestro auditor interno con relacion a este informe de
cierre del programa de Auditoria Interna”.

El integrante licenciado Arnoldo Hernandez Solano, manifiesta: “Ninguno de
mi parte don Arturo”.

El integrante doctor Alexander Arguedas Vindas, expresa: “De mi parte
tampoco”.

El integrante licenciado Parris Quesada Madrigal, indica: “No tengo
observaciones al respecto”.

El presidente Baltodano Baltodano, sefiala: “De mi parte Luis, agradecer por el
desempefio que usted ha tenido a lo largo de todo este afio con su equipo de





Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Comité de Auditoria

Acuerdo:

ARTICULO
QUINTO:

trabajo para poder cumplir con el programa, me lei su informe completo y vi el
tema de que por algunas circunstancias importantes no se pudo cumplir con el
100% del mismo, pero sabemos que son muy justificables y motivarlo a seguir
adelante con ese deseo y ese impetu que tiene su departamento para la
consecucion del programa, muchas gracias a usted y que se le externe el
agradecimiento a todo su equipo de trabajo”.

El licenciado Luis Abarca Padilla, jefe de Auditoria Interna de la JUNAFO,
responde: “Muchas gracias don Arturo, recibimos de muy buena forma esos
buenos comentarios”.

Se acordo: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0003-Al/DJA-2024 y el informe
N° EST-01-2024, correspondiente al informe de cierre del Plan Anual de Trabajo
de la Auditoria Interna de la JUNAFO, del 2023; suscrito por el licenciado Luis
Abarca Padilla, jefe interino de la Auditoria Interna de la JUNAFO, remitido
mediante oficio 0003-Al/DJA-2024, del 9 de febrero de 2024. 2.) Hacer este
acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial y de la Auditoria interna para lo que corresponda.
Se procede con la votacion, y siendo unénime, se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0059-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite el acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora en sesion N° 005-2024, celebrada el 30 de enero de 2024,
articulo X, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.)
Tener por recibidos y aprobar los documentos remitidos por el Comité de
Riesgos, en la sesién ordinaria del mes de noviembre [sic] de 2023, mediante
oficio N° 0001-PR/DJA-2023 de fecha 12 de enero de 2024: a.) Acta 126-CR-
JA-2023 Sesion Ordinaria Comité de Riesgos Diciembre 2023. b.) Informe
Mensual del Miembro Externo de Riesgos (Diciembre 2023). c.) Informe de los
Indicadores de Riesgos Financieros del cierre de noviembre 2023. d.) Analisis de
Emisores, Banco Improsa, Prival Bank, Banco Lafise, Banco Promérica,
Financiera Desyfin, e Instituto Costarricense de Electricidad. e.) Actualizacién
trimestral. Informe Parque Empresarial Lindora. f.) Oficio N° 0845-JUNAFO-
2023. g.) Asuntos Varios: Oficio N° 0826-JUNAFO-2023, Oficio N° 0827-
JUNAFO-2023, Riesgo Reputacional y Necesidades tecnoldgicas. 2.) Los
Comités de Auditoria e Inversiones tomaran nota para lo de su cargo. Se procede
con la votacion, y se declara acuerdo firme. Comuniquese”.

]

0059-JUNAFO-2024...
DOCX
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Acuerdo:

ARTICULO
SEXTO:

Acuerdo:

ARTICULO
SETIMO:

Se acordd: Tomar nota del acuerdo tomado por la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesion N° 005-2024,
celebrada el 30 de enero de 2024, articulo X, comunicado mediante oficio N°
0059-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, relacionado con la aprobacion
de los documentos conocidos por el Comité de Riesgos en sesion ordinaria N°
126-2023, del 14 de diciembre de 2023. Se procede con la votacion y siendo
unanime, se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0066-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora en sesion N° 005-2024 celebrada el 30 de enero de 2024, articulo
XVII, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.)
Tener por recibidos y aprobados los documentos conocidos por el Comité de
Inversiones en la sesion ordinaria 133 del 18 de diciembre de 2023, remitidos
mediante oficio N° 0002-P1-DJA-2024 del 12 de enero de 2024: a.) Acta N°.
133-Cl1-2023 sesién ordinaria del Comité de Inversiones con los respectivos
anexos. b.) Informe mensual del miembro externo del Comité de Inversiones y
actualizacién econdmica de este. ¢.) Informe mensual de inversiones a noviembre
2023 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. d.) Estrategia de
Inversién para enero 2024 del mercado local e internacional. e.) Flujo operativo
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Los Comités de
Auditoria y Riesgos tomaran nota para lo de su cargo. Se procede con la
votacion, y se declara acuerdo firme. Comuniquese”.

]

0066-JUNAFO-2024..
DOCX

Se acord6: Tomar nota del acuerdo tomado por la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesion N° 005-2024,
celebrada el 30 de enero de 2024, articulo XVI1, comunicado mediante oficio N°
0066-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, relacionado con la aprobacion
de los documentos conocidos por el Comité de Inversiones en sesion ordinaria
N° 133 del 18 de diciembre de 2023. Se procede con la votacion y siendo
unanime, se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0067-JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
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Acuerdo:

ARTICULO
OCTAVO:

Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora, en sesion N° 005-2024, celebrada el 30 de enero de 2024,
articulo XV1II, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.)
Tener por recibido el Informe de Seguimiento de la Funcidon de Cumplimiento
para el mes de diciembre 2023, remitido por la licenciada Vanessa Mesén
Arroyo, encargada de la Funcion de Cumplimiento de la Direccion de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante correo electrénico del 11 de enero de 2024, y hacerlo de
conocimiento de la Superintendencia de Pensiones — SUPEN. 2.) La Direccion
de la JUNAFO, tomard nota para lo que corresponda. 3.) Trasladar a
conocimiento de la Auditoria interna de la JUNAFO y del Comité de Auditoria,
para el seguimiento respectivo. Se procede con la votacion, y se declara
acuerdo firme. Comuniquese”.

Oficio N°
0067-JUNAFO-2024.d

Se acordd: Tener por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesién N° 005-2024,
celebrada el 30 de enero de 2024, remitido mediante oficio N° 0067-JUNAFO-
2024 del 05 de febrero de 2024; relacionado con el informe de la Funcion de
Cumplimiento correspondiente al mes de diciembre de 2023, confeccionado por
la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Funcion de Cumplimiento
de la JUNAFO. Se procede con la votacion y siendo undnime, se declara
acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0068-JUNAFO-2023 del 05 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite acuerdo tomado por la citada Junta, en
sesion N° 005-2024 celebrada el 30 de enero de 2024, articulo XIX; cuya parte
dispositiva literalmente dice:

“Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.)
Tener por recibido Informe Semestral del 11 Semestre del afio 2023 de la Funcion
de Cumplimiento, remitido por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada
de la Funcién de Cumplimiento de la Direccién de la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO, mediante
correo electronico del 22 de enero de 2024, y hacerlo de conocimiento de la
Superintendencia de Pensiones — SUPEN. 2.) La Direccion de la JUNAFO,
tomara nota para lo que corresponda. 3.) Trasladar a conocimiento de la Auditoria
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Acuerdo:

ARTICULO
NOVENO:

interna de la JUNAFO y del Comité de Auditoria, para el seguimiento respectivo.
Se procede con la votacion, y se declara acuerdo firme. Comuniquese”.

]

Oficio N°
0068-JUNAFO-2024.d

Se acordd: Tener por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesién N° 005-2024,
celebrada el 30 de enero de 2024, comunicado mediante oficio N° 0068-
JUNAFO-2024 del 05 de febrero de 2024; relacionado con el Informe de la
Funcién de Cumplimiento correspondiente al segundo semestre del afio 2023, el
cual fue confeccionado por la licenciada VVanessa Mesén Arroyo, encargada de
la Funcion de Cumplimiento de la JUNAFO. Se procede con la votacion y
siendo unanime, se declara acuerdo en firme.

Se conoce oficio N° 0107-JUNAFO-2024 del 19 de febrero de 2024, suscrito por
la licenciada Annie Ramirez Solano, prosecretaria interina de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial —
JUNAFO, mediante el cual se remite el acuerdo tomado por la citada Junta
Administradora en sesion N° 006-2024 celebrada el 06 de febrero de 2024,
articulo 111, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta
Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0021-DJA-
2024 del 25 de enero de 2024, suscrito por el master Oslean Mora Valdez,
director interino de la Direccion de la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial — JUNAFO. 2.) Acoger la solicitud
planteada en el citado oficio, en consecuencia: a.) De conformidad con el articulo
239, inciso h de la Ley Orgéanica del Poder Judicial, el presupuesto del programa
951 debidamente aprobado, asi como de las politicas y normativa del Poder
Judicial, se autoriza el pago de horas extra, para todas aquellas personas
funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que sean
necesarias para el desarrollo de actividades de la Direccion de la JUNAFO en
horarios fuera de la jornada laboral que se consideren para la atencién de temas
urgentes, que se encuentren debidamente motivados y que cuenten con el debido
contenido presupuestario para hacerle frente a los respectivos pagos. b.) Delegar
al master Oslean Mora Valdez y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, en calidad
de Alta Gerencia, la distribucion y la autorizacion operativa necesaria para la
cancelacion del pago de horas extra, conforme a las politicas institucionales y
potestades propias de los cargos que ocupan, como maximas autoridades
administrativas de la Direccion de la JUNAFO. 3.) Lo anterior, en el entendido
que la presente solicitud tiene la aprobacion por parte de esta Junta
Administradora por el plazo de 6 meses. 4.) La Direccion de la JUNAFO tomara
nota de las observaciones realizadas por el licenciado William Soto Solano,





Junta Administradora
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Comité de Auditoria

Acuerdo:

integrante de la JUNAFO, para que, en lo sucesivo, la presentacion del informe
de las horas extras laboradas por el personal de la JUNAFO incluya a detalle las
justificaciones que generaron este cobro, asi como la cantidad de horas laboradas.
5) Trasladar el presente acuerdo al Comité de Auditoria, para su seguimiento. Se
procede con la votacién y se declara acuerdo firme. Comuniquese”.

]

Oficio N°
0107-JUNAFO-2024.d

Se acordd: Tener por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesién N° 006-2024,
celebrada el 06 de febrero de 2024, articulo 1ll, relacionado con el informe
remitido mediante oficio N° 0021-JP/DJA-2024 del 25 de enero del 2024,
suscrito por el méster Oslean Mora Valdez, director interino de la Direccidn de
la JUNAFO, referente al detalle del pago de horas extra a las personas servidoras
de la Direccion de la JUNAFO, en el segundo semestre del 2023. Se procede
con la votacion, y siendo unanime, se declara acuerdo en firme.

-0-

Se cierra la sesion a diecisiete horas con cincuenta y seis minutos.
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A Direccion de la Junta Administradora
PODER del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

JUDICIAL del Poder Judicial

Republica de Costa Rica Republica de Costa Rica

Oficio N° 0003-Al/DJA-2024
San José, 09 de febrero 2024

Licenciado

Arturo Baltodano Baltodano, Presidente
Comité de Auditoria

Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Asunto: EST-01-2024 Informe de cierre Plan
Anual de Trabajo 2023.
Estimado sefior:

En atencion a lo establecido en el Reglamento de Gobierno Corporativo de la SUPEN, en
el articulo 25 Comité de Auditoria, el cual se cita a continuacion:

"El Comité de Auditoria es responsable, entre otros asuntos de:
[...]
25.11 Revisar vy trasladar al Organo de Direccidn, los estados financieros anuales

auditados, los informes complementarios, las comunicaciones del auditor externo y
demas informes de auditoria externa o interna.” El subrayado no es parte del original.

Se adjunta informe de cierre del Plan Anual de Trabajo de la Auditoria Interna del periodo
2023.

En espera de que la informacién sea de utilidad.

. Firmado digitalmente
Atentamente; LUIS ARNULFO por LUIS ARNULFO
ABARCA ABARCA PADILLA
PADILLA (FIRMA)
Fecha: 2024.02.09
(FIRMA) 11:43:56 -06'00"

Lic. Luis Abarca Padilla
Jefe Auditoria Interna a.i.
Direccién de la JUNAFO

CC. Integrantes del comité | Archivo

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2295-3353 Fax: 2295-4790 Correo electrénico: direccion -junafo@poder-judicial.go.cr
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Antecedentes

Mediante la modificacion de la Ley Organica del Poder Judicial introducida en la Ley
N.° 9544 publicada el 22 de mayo del 2018, se crea un nuevo 6rgano del Poder Judicial
denominado Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial (JA-FJPPJ). Dicho érgano es integrado y juramentado para el ejercicio de sus
funciones a partir del 27 de enero del 2020, momento a partir del cual resulta necesaria
la ejecuciony alineamiento a los requisitos que exige la Superintendencia de Pensiones
a sus entes supervisados.

De tal manera y para el desarrollo oportuno de sus obligaciones, la Junta
Administradora del FJPPJ (Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial)
suscribe un convenio con el Poder Judicial para contar con el apoyo administrativo,
sistemas, recursos y demas necesidades para el adecuado funcionamiento y atencion
del Régimen del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FIPPJ).

Segun normativa de la Superintendencia de Pensiones los entes supervisados deben
de contar dentro de sus lineas de defensa con una Auditoria Interna, por lo que se
consulta a la Contraloria General de la Republica la viabilidad de que la Auditoria
Judicial del Poder Judicial preste los servicios de auditoria a la JUNAFO y segun criterio
de esa Contraloria externado mediante oficios DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de
2018 y DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, la Auditoria Judicial no tiene la
competencia para auditar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial por ser un érgano desconcentrado.

Dado lo anterior, la JUNAFO considera dentro del presupuesto del programa 951 para
el periodo 2023 una plaza de Jefatura Administrativa 4 y 2 profesionales
administrativos, para instaurar este érgano de control.
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1 Resumen ejecutivo

La auditoria interna de la JUNAFO cuenta con 1 Jefatura Administrativa 4 y 2
profesionales administrativos.

Para el periodo 2023 se presenta la necesidad de reclutar 2 personas para los puestos
de profesional, dotarlos de equipos y permisos necesarios para desarrollar sus funciones,
ademés de brindar inducciones en la metodologia de trabajo de la auditoria, en el
conocimiento del Organo Desconcentrado, asi como actividades de capacitacion de
actualizacion profesional y programa de formacion béasico del Poder Judicial obligatorio.

Considerando problemas que se presentaron en la operativa de la auditoria en el
desarrollo de los estudios con la herramienta tecnolégica utilizada para la documentacion
de los papeles de trabajo y su integracion con el informe de auditoria, se requirio la
inversion de tiempo para identificar, evaluar y seleccionar una herramienta que permitiera
el trabajo colaborativo, el registro de versiones, integracion con las herramientas para la
gestion documental (Microsoft Share Point) y el seguimiento del plan anual (Microsoft
Planner), ademas del resguardo apropiado y la facilidad para documentar e integrar notas
de auditoria con el informe, lo que concluyd en la implementacion de la herramienta
Microsoft One Note.

Adicionalmente, la implementacion de dicha herramienta informatica fue concebida con
el fin de contribuir en la seguridad de la informacion para evitar pérdida de datos y la
divulgacion de informacion y que su acceso sea exclusivo de la Auditoria, ademas de
mejorar la operativa.

Durante el periodo se presentaron necesidades de estudios de auditoria adicionales a los
planificados en el Plan Anual de Trabajo, aspecto que implicé retrasar el inicio de estudios
y detener el avance de otros ya iniciados, ademas de que provoco la reprogramacion de
algunos estudios y otros excluirse del periodo del plan por tema de capacidad, segun el
analisis de prioridades.

En concordancia con el péarrafo anterior, con el fin de optimizar el tiempo y el recurso
humano en revisiones recurrentes o laboriosas, se particip0 en capacitaciones
relacionadas con disefio de Dashboard Power Bl y Auditorias Continuas, de lo cual, se
analizaron, desarrollaron e implementaron informes en esta herramienta para el analisis
de informacion considerada en proyectos en desarrollo en la auditoria como, Analisis de
variaciones de Estados Financieros, Verificacién de la aplicacion del Aguinaldo y del
Costo de Vida, asi como aspectos internos de la Auditoria como el Seguimiento del Plan
Anual de Trabajo y de la Cobertura del Universo de Auditoria segun lo planificado y el
recurso disponible.
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La auditoria ha completado las diferentes tareas administrativas relacionadas con
informes de teletrabajo, informes de asistencia, evaluacién del desempefio, asi como la
presentacion de informes relacionados con el avance en el Plan de Trabajo periodo
anterior y actual, ademas, de brindar servicios de auditoria como la legalizacion de libros
y estudios de auditoria que consideran varias unidades organizacionales relacionados
con inversiones, libro de bancos, teletrabajo, horas extra, funciones de los directores de
la JUNAFO, gestion de riesgos, otorgamiento de beneficios, Fondo Especial requisitos
de los estados financieros y otras revisiones sucintas, asi como la atencién de solicitudes
de la Contraloria General de la Republica y de la Superintendencia de Pensiones
relacionadas con estudios que realizan estas entidades sobre el Organo Desconcentrado.

Por su parte, al cierre del periodo del plan, se tienen estudios iniciados que estan en su
etapa final para ser presentados, los cuales, se estaran entregando a inicios del periodo
2024 considerando el cierre colectivo institucional de fin y principio 2023-2024.

Finalmente, se atendieron con prioridad y se finalizaron los estudios solicitados por parte
de la JUNAFO y del Comité de Auditoria durante el 2023 como proyectos adicionales al
Plan de Trabajo.
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2 Medicién de avance

2.1 Recuento de avance general

Al cierre de este informe, se alcanzé un avance general de las tareas originalmente
programadas en el Plan Anual de Auditoria de un 79,57%, quedando un 4.3% iniciadas
con un alto porcentaje de avance y un 16,13% sin realizar.

Es de considerar que, en el transcurso del afio se tuvieron que atender otras prioridades
las cuales, se detallan en el apartado 2.3, por lo que, considerando las tareas nuevas
agregadas al plan de trabajo se alcanza un porcentaje de avance del 82.57%.

Finalmente, tomando en cuenta el analisis efectuado por la Auditoria Interna de la
capacidad para atender el plan con las nuevas tareas, se determinan aquellas que no
podrian ser atendidas siendo sustituidas por las agregadas (ver detalle en los proximos
apartados), por lo que, se genera un porcentaje de avance del 95.74%.

Escenario 1 Escenario 2 Escenario 3
Avance solo con tareas originales Avance agregando tareas nuevas  Avance tareas logrables

Status @ Retrasada " No realizada @ Completada Status @ Retrasada © Mo realizada @ Completada Status @ Retrasada @Completada

4(6.3%) 4(3,67%) 4 14.26%

901(95,74%)

Respecto al avance, es menester mencionar algunos factores identificados por el equipo
de trabajo que inciden, los cuales tuvieron que gestionarse en el desarrollo del plan y se
explican con mayor detalle en los apartados:

e Inversion de tiempo en la curva de aprendizaje del personal contratado para
comprender la operativa del ente.
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e Tiempo dedicado a cumplir con los cursos obligatorios institucionales.

e Falta de ubicacion fisica separada para tratar temas confidenciales de la auditoria
durante la asistencia presencial y el uso compartido de la sala de sesiones.

e Inversion de tiempo para cumplir con labores administrativas varias.

e Atencidn de casos no contemplados en el Plan Anual de Trabajo (PAT) relevantes
para el ente.
2.2 Avance tareas iniciadas

De las tareas indicadas en el punto anterior que se encuentran con retraso, al cierre del
informe, se tiene el siguiente avance de aquellas que se iniciaron:

hes % Avance

septiembre 80,91 %
FIMN-12-2023 Evaluacion aportes: obrero, patronal y estatal

FIM-37|38-2023 Analisis variaciones EEFF &

| diciembre 82,95 %

SUC-15-2023 Verificacion aplicacion anual Aguinaldo
SUC-23]43-2023 Revision semestral costo de vida
Total 81,93 %

I &

De estas tareas, es importante mencionar que, todas formaban parte del plan original de
trabajo, las cuales, sufrieron retraso en su avance segun lo planificado, siendo que, se
ejecutaron en paralelo con otras tareas nuevas, ademas, es de destacar que, estas se
encuentran en la fase final del proceso para emitir el informe.

A continuacién, se brinda un pequefio detalle de cada tarea:

e FIN-12-2023 Evaluacion aportes obrero, patronal y estatal: el informe se encuentra en
revision y se esta a la espera de la respuesta del Subproceso Administrativo Financiero a
unas diferencias preliminarmente identificadas para identificar la razon de estas.

e FIN-37|38-2023 Andlisis variaciones EEFF: el informe se encuentra en proceso de revisiéon
final para presentacion al comité.

e SUC-23|43-2023 Revision semestral costo de vida: se identificaron algunos casos del total
de beneficiarios incluidos en la planilla que distan del porcentaje aprobado, por lo que, se
esté ala espera de la respuesta del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones a la consulta
efectuada respecto a estos casos particulares segun lo analizado. El informe esta en
desarrollo y pendiente la respuesta antes indicada para finalizar su redaccion.
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e SUC-15-2023 Verificacién aplicacion anual Aguinaldo: el informe se encuentra en
redaccion considerando que se determinaron casos que distan del calculo
correspondiente y se recibid respuesta del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones a
estos casos identificados.

2.3 Avance tareas nuevas agregadas al plan original

En concordancia con los datos expuestos, es menester mostrar el avance en las tareas
gue se agregaron al Plan de Trabajo Anual por las diferentes necesidades generadas
durante el periodo:

Crigen % Avance Recuento tareas
Suditoria 4
| Comité Auditoria 2
Contraloriz General Republica 2
Dir. Planificacién 1
JUMAFD 4
#| Sub. Adm. Finan. 3
Total 100,00 % 16

Como se puede apreciar en la grafica, se han completado 16 tareas siendo la totalidad
de las tareas nuevas.

A continuacién, se brinda un resumen de las tareas agregadas al plan:

Tarea Origen necesidad Observacion
ESP-61-2023 Evaluacién Acuerdo de la JUNAFO Oficio N.° 0020-AIDJA-23 del 09 de agosto 2023
funciones directores
JUNAFO
OPE-59-2023 Evaluacién = Acuerdo de la JUNAFO Oficio N.° 0007-Al/DJA-23 del 15 de marzo 2023 y
del teletrabajo Oficio N.° 0024-AIDAJ-2023 del 11 de setiembre

2023

ESP-07|35-2023 Acuerdo de la JUNAFO Oficio N.° 0013-Al/DJA-23 del 30 de junio 2023
Evaluacién Inversion
Parque Empresarial
Lindora
ESP-61-2023 Evaluacion Acuerdo de la JUNAFO Oficio N.° 0020-AIDJA-23 del 09 agosto 2023
funciones directores
JUNAFO
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Tarea
ALI-60-2023 Autorizar
Apertura Libro Cuentas
Garantias
ALI-64-2023 Autorizar
apertura libro banco
Cuenta JUNAFO délares
ESP-49|50-2023
Evaluacién Gestion Libro
Bancos

Informe cierre proyecto
Conformacion Al a
Planificacion

ADV-62-2023 “Analizar

requisitos legales emision
EEFF CCPI”

ESP-63-2023 Diagnostico
Inversiones BCR-SAFI
Habilitar y entrenar Equipo
de Trabajo

Revision ofertas de cursos
para Auditoria

Definir e
Controles
Auditoria Interna

implementar
Internos

Implementar recepcion
denuncias (Presuntos
hechos irregulares)

Atencién de solicitudes de
la Contraloria General de la
Republica

Origen necesidad
Direccion de la JUNAFO

Direccion de la JUNAFO

Producto de la solicitud de
Legalizacion de Libros de la
Direccion de la JUNAFO
Direccion de Planificacion del
Poder Judicial

Nace del andlisis de los
Estados Financieros
efectuado por el Comité de
Auditoria

Comité de Auditoria

Auditoria Interna

Auditoria Interna

Auditoria Interna

En atencion a lo establecido
en los lineamientos
generales para el analisis de
presuntos hechos irregulares
de la Contraloria General de
la Republica

Consulta del pago de dietas
en la JUNAFO y consultas
respecto a estudio Ejecucién
Presupuesto de la JUNAFO

" JUNAFO

‘i'

Observacion
Correo del 30 de junio 2023

Aprobacion en Sistema Contable el 01 de noviembre
2023

Oficio N.° 0014-Al/DJA-23 del 30 de junio de 2023

Correo del 26 de abril 2023

Oficio N.° 0021-Al/DJA-23 del 17 de agosto de 2023

Oficio N.° 028-AIDJA-2023 del 07 de noviembre
2023

Necesidad producto del reclutamiento de personal
nuevo que asumiera las funciones.

Producto del reclutamiento de personal nuevo que
no participo en el proyecto de Conformacion de la
Auditoria interna el afio pasado.

Necesidad que surge de problemas presentados con
las herramientas tecnologicas que afectaban la
operativa en el desarrollo de los estudios, ademas de
implementacion de controles como matriz de riesgos,
control de libros autorizados, control de
capacitaciones, dashboard en Power Bl para
seguimiento, control e informes del avance del Plan
Anual, asi como para el andlisis de datos como
Estados Financieros, aplicacion de aguinaldo,
aplicacion del costo de vida.

Oficio N.° 0023-Al/DJA-2023 del 23 de octubre de
2023

Reuniones y remision de documentos por correo.

2.4 Tareas no realizadas

Considerando la capacidad segun el tiempo y los recursos disponibles, se tienen tareas
gue no se ejecutaron segun la programacion para dar prioridad a las necesidades que se
han presentado en el periodo (ver punto anterior), las cuales se detallan a continuacion:
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Descripcion Observacion
ESP-42-2023 Evaluacion del presupuesto
FIN-29-2023 Evaluacion cuentas contables JUNAFO Se realizan procedimientos
en el estudio FIN-37|38-
FIN-30-2023 Evaluacién cuentas contables FJPP)J 2023  Analisis  variaciones

EEFF, asi como en otros
estudios del 2023.
SEG-27|28-2023 Seguimiento recomendaciones Se considera en el plan 2024
SUC-16-2023 Toma fisica de activos fijos
SUC-19-2023 Analisis otorgamiento créditos
SUC-20-2023 Analizar controles documentacion fisica
SUC-21-2023 Verificar acuerdos RTS contra listado oficial Instituciones

SUC-24-2023 Analizar acciones aplicadas para conflictos de interés Se considera en el plan 2024
SUC-25-2023 Analizar controles traslado de cuotas por RTS
SUC-26-2023 Revision estudio actuarial mas reciente Se incorpora en el plan 2024

SUC-44-2023 Analizar actividad recepcion/atencion denuncias
SUC-45-2023 Analizar método/canales divulgacion afiliados
SUC-46-2023 Verificar créditos de renta

SUC-48-2023 Analizar controles al RTS

3 Tareas de administracion de la auditoria y otras
A continuacién, se muestra el detalle de las tareas efectuadas al cierre del informe:

Tipo Tarea Descripcion Trim. 1 Trim. 2 Trim. 3 Trim. 4 Total
Administrativas  Total 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %
ADM-01-2023 Cierre Plan Evaluacion 100,00 % 100,00 %
Desempefio periodo anterior
ADM-09-2023 Planificacion Evaluacion 100,00 % 100,00 %
Desempefio periodo actual
ADM-34-2023 Etapa seguimiento plan 100,00 % 100,00 %

evaluacién desempefio

ADM-57-2023 Informe Asistencia: Ene a 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %

Nov 2023

ADM-57-2023 Informe Asistencia: corte Dic 100,00 % 100,00 %
2022

ADM-58-2023 Informe quincenal 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %
teletrabajo: Ene a Dic 2023

Definir e implementar Controles Internos 100,00 % 100,00 %
Auditoria Interna

Habilitar y entrenar Equipo de Trabajo 100,00 % 100,00 %
Implementar recepcion denuncias 100,00 % 100,00 %
(Presuntos hechos irregulares)

Revisién ofertas de cursos para Auditoria 100,00 % 100,00 %
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Tipo Tarea Descripcién Trim. 1 Trim. 2 Trim. 3 Trim. 4 Total
Asesoria Total 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %

ADM-54-2023 Sesion Comité Auditoria N.° 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %
001-2023 a 014-2023

Estratégico Total 100,00 % 100,00 % 100,00 %
EST-31-2023 Informe avance PAT y Metas 100,00 % 100,00 %
Evaluacion Desempefio
EST-39-2023 Establecer PAT Auditoria y 100,00 % 100,00 %
presupuesto
EST-51-2023 Iniciar Informe final PAT y 100,00 % 100,00 %
metas evaluacion desempefio
Informe Avance vy Cierre proyecto 100,00 % 100,00 %
Conformacion Al JUNAFO
Informe cierre proyecto Conformacion Al a 100,00 % 100,00 %
Planificacion

Legalizacion Total 100,00 %
ALI-60-2023 Autorizar Apertura Libro 100,00 % 100,00 %
Cuentas Garantias
ALI-64-2023 Autorizar apertura libro banco 100,00 % 100,00 %
Cuenta JUNAFO ddlares

Sucinta Total 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %
SUC-05-2023 Revision EEFF finales 100,00 % 100,00 %
contabilidad FIPPJ 2022
SUC-06-2023 Revision EEFF finales 100,00 % 100,00 %

Total

contabilidad JUNAFO 2022
SUC-55|56-2023 Revision EEFF para 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %
Comité Auditoria: Ene a Oct 2023

100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %

Fuente: Microsoft Planner de la Auditoria Interna. Se indica el trimestre en que se programo el inicio de la tarea.

Como se puede apreciar en el detalle anterior, la auditoria ha cumplido con las diversas
tareas como:

Administrativas relacionadas con informes de teletrabajo, informes de asistencia y
evaluacion del desempefio, ademas, de aquellas necesarias para garantizar la
operatividad de las labores brindando capacitacion a los integrantes e
implementando controles apoyandose en las herramientas tecnoldgicas
disponibles.
Participacidon en las sesiones del comité de auditoria.
Elaboracién de informes de cierre de proyecto periodo anterior y avance de la
planificacién de la auditoria periodo actual.
Revisiones sucintas de los Estados Financieros que han generado los siguientes
oficios:

o 0003-AIDJA-2023 Observaciones EEFF noviembre y diciembre 2022

o 0011-AIDJA-2023 Observaciones EEFF abril 2023

o 0017-AIDJA-2023 Observaciones EEFF mayo 2023
Realizaciéon de servicios preventivos como la legalizacién de libros.
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4 Estudios efectuados

Durante el periodo de ejecucion del plan de trabajo se efectuaron 17 proyectos o tareas
en los que se desarrollaron diferentes procedimientos que atendieron un total distintivo

de 33 elementos auditables o actividades de 13 diferentes unidades organizacionales.

A continuacién, se muestra el detalle de lo antes indicado:

N.° Cdédigo Estudio Elemento Recuento
1 ESP-13-2023 Analisis de controles Fondo Total 2
Especial Gestién del Fondo Especial
Registros contables de la
JUNAFO
2 ESP-61-2023 Analisis de las funciones de los Total 2
integrantes de la JUNAFO Sesiones de Comités Técnicos
Sesiones de Junta
Administradora
3 FIN-38-2023  Andlisis de variaciones EEFF conta Total 1
FIPPJ Registros contables del FIPPJ
4  FIN-37-2023  Andlisis de variaciones EEFF Total 1
JUNAFO Registros contables de la
JUNAFO
5 ESP-63-2023 Diagnostico Fondos Inmobiliarios Total 2
administrados por el BCR-SAFI Estudios de riesgos sobre
productos 0 nuevos servicios
Gestién de inversiones
6 FIN-12-2023  Evaluacion de gestion de aportes Total 2
Gestién de aportes
Registros contables del FIPPJ
7 ESP-49-2023 Evaluacion de la Gestion del Modulo  Total 9

de Libro de Bancos del Sistema
Contable

Acuerdos de servicios de TI
con terceros

Administracion de bitacoras de
sistemas

Administracion de la seguridad
de los sistemas

Gestion de cambios o

incidencias

Gestion de implantacion de
cambios
Gestién de libro de bancos
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Elemento

Recuento

Gestién de nuevos
reguerimientos

Gestibn de respaldos de
sistemas y datos

Gestién de seguridad fisica y
I6gica

ESP-08-2023

Evaluacion del cumplimiento
normativo relacionado con la
gestion de riesgos

Total

Autoevaluacién de riesgos

Gestion de riesgos integral

Monitoreo cumplimiento planes
de accibén

Monitoreo cumplimiento
requerimientos entes
supervisores

Monitoreo de cumplimiento
normativo

ESP-10-2023

Evaluacion del cumplimiento
normativo sobre el otorgamiento de
beneficios

Total

Generacibn de pago de
beneficios
Gestion de riesgos integral

10

ESP-07-2023

Evaluacion del Proyecto de
Inversién en el Parque Empresarial
Lindora

Total

Emisién de EEFF FIPPJ

Estudios de riesgos sobre
productos 0 nuevos servicios

Gestién de inversiones

Registros contables del FIPPJ

11

12

OPE-59-2023

LEG-64-2023

Evaluacion del Teletrabajo

Legalizacion Libro Bancos Cuenta
dolares JUNAFO

Total

Cancelacién (pago) de
operaciones bursétiles

Carga de archivos en Portal
VES de SUPEN (FJPPJ vy
JUNAFO)

Flujo operativo

Gestion del Teletrabajo
Monitorear y evaluar el SCI
Total

Apertura y cierre libros legales

13

14

LEG-60-2023

SUC-05-2023

Legalizacion Libro Bancos cuentas
garantias

Observaciones lectura EEFF finales
periodo 2022

Total

Apertura y cierre libros legales
Total
Emision de EEFF FIPPJ
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N.° Cédigo Estudio Elemento Recuento

Emisién de EEFF JUNAFO

15 ADV-62-2023 Requisitos legales emisién de EEFF  Total 2

Emision de EEFF FIPPJ

Emision de EEFF JUNAFO

16 SUC-23-2023 Revision semestral costo de vida Total 2

Célculo ajuste costo de vida

Registros contables del FIPPJ

17 SUC-15-2023 Verificacion aplicacién anual Total 2

Aguinaldo Pago de aguinaldo

Registros contables del FIPPJ

Total 33

En estos estudios, se generaron un total de 28 recomendaciones, segun se aprecia a
continuacion:

< Volver al informe RECUENTO RECOMENDACIONES POR ESTUDIO
ESP-10|11-2023 Evaluacién Otorgamiento Beneficios
ESP-07|35-2023 Parque Emp. Lindora 5
OPE-59-2023 Evaluacién teletrabajo 5
ESP-08|37-2023 Gestidn de Riesgos 3
ESP-49]|50-2023 Libro Bancos 3
ESP-63-2023 Diagnéstico BCR-SAFI 2

SUC-13-2023 Analizar controles Fondo Especial 3
ADV-62-2023 Requisitos emision EEFF CCPI 1

ESP-61-2023 Directores JUNAFO 1

Se excluye de este calculo las recomendaciones que generen los estudios descritos en
el punto 2.2 siendo que al cierre del informe estan en desarrollo segun se aclara en el
apartado.
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5 Capacitaciones

Producto de la necesidad de brindar conocimientos técnicos al personal de la auditoria,
se realizaron gestiones para concretar la participacion en diferentes ejes tematicos como
se muestra a continuacion:

Actividades de capacitacion concluidas en el periodo 2023:

Clasificacion  Actividad Trim. Trim. Trim. Trim. Total
1 2 3 4
Actualizacion Total 2 5 9 6 22
Profesional 11° Congreso Nacional de Gestién vy 1 1
Fiscalizacion de la Hacienda Publica
lera Jornada Gobierno Corporativo CR 2023 1 1
Acuerdos CONASSIF relacionados con control 2 2
interno y gestion de riesgos
Auditoria del Presupuesto Publico 1 1
Control interno dirigido a personas fiscalizadoras 2 2
y auditoras
Formulacién Plan Estratégico Auditoria Interna 1 1

Basado Riesgos Institucionales

Generalidades de las NIC del Sector Publico 2
Informes de Auditoria Agiles 1 1
Notas a los Estados Financieros 1 1
Plan Anual de Auditoria Basado Riesgos 1 1
Institucionales
Planificacion estratégica de la Auditoria de TI: 1 1
Validando la gobernanza usando COBIT 2019
Webinar gratuito: Aceleracién Digital de la 3 3
Auditoria Interna
Webinar gratuito: Auditoria Riesgo Reputacional 1 1
Webinar gratuito: Errores Comunes vy 2 2
recomendaciones sobre el Informe de Auditoria
Interna
Webinar  gratuito:  Gestionando  Riesgos 1 1
Tecnoldgicos: COBIT y COSO
Webinar gratuito: La gestion del riesgo 1 1
reputacional en las empresas y su integracion
con otros riesgos

Otros Total 1 4 4 4 13
Charla virtual: Comité de Auditoria: Cambios en 1 1
los principios de gobiero del OCDE vy retos en
Costa Rica
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Clasificacion  Actividad Trim. Trim. Trim. Trim. Total
1 2 3 4
Conozca el Fondo de Jubilaciones y Pensiones 3 3
del Poder Judicial
Estructura y Riesgos de los Sistemas de 3 3
Pensiones
Expo Tecnologia CPA 2023 1 1
Microsoft Power Bl: Desarrollo de informes y 1 1
dashboards eficaces
Poblacion LGBTTTI 1 1
SICOP: Curso Unidades Legales / Auditoria 3 3
Programa Total 3 4 4 11
Basico Conflictos de interés en el Poder Judicial: 1 1 2
Formacion prevencion y regulacion
Judicial Estrategias de Servicio con valor para la persona 1 1
usuaria
Pueblos Indigenas 1 1 1 3
Seguridad de la Informacion y Seguridad 2 2
Informatica
Sistema Especifico de Valoracién del Riesgo 2 1 3
(SEVRI-PJ)
Total 6 13 17 10 46
Fuente: control de capacitaciones de la Auditoria Interna. Muestra cantidad de patrticipaciones.
Actividades de capacitacion que iniciaron en el 2023 y finalizan en periodo 2024:
2024
Clasificacion Actividad Trim.  Trim. Total
1 2
Actualizacién Total 1 1
Profesional Programa Especializado en Control Interno y Gestion de 1 1
Riesgos
Otros Total 2 2
Técnico en Riesgos (PTR) 2 2
Total 1 2 3

Fuente: control capacitaciones de la Auditoria Interna. Muestra cantidad de participaciones.

Como se logra apreciar, el personal de la auditoria a participado en actividades de
capacitacion que les brinda diferentes conocimientos técnicos tanto desde la perspectiva
de desarrollo profesional propio de la labor de auditoria como las propias de las
actividades de la Direccion de la JUNAFO, ademas de cumplir con la participacion en los
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cursos virtuales obligatorios del Poder Judicial agrupados como “Programa basico de
formacion judicial”, aprovechando las ofertas de capacitaciones variadas, tanto dentro y
fuera de la jornada laboral.

Todo esto demuestra el grado de compromiso de los integrantes de la auditoria en
mejorar sus capacidades y competencias, en cumplimiento de lo establecido en las
normas generales de auditoria para el sector publico, norma 107:

“01. El personal de auditoria debe mantener y perfeccionar sus
capacidades y competencias profesionales mediante la
participacibn en programas de educacion y capacitacion
profesional continua.”. El subrayado no es parte del original.

6 Automatizacion de la auditoria interna

Como parte del proyecto “Definir e implementar Controles Internos Auditoria Interna” se
identificaron necesidades propias de la Auditoria tanto para su administracion como para
aplicar mejoras en la operativa. En el periodo 2022, se efectué un analisis de Sistemas
Informaticos para Auditorias de lo cual, se identificd un alto costo de inversién inicial, por
lo que se analizo la oferta de recursos que se tienen disponibles con las subscripciones
a Office 365 con las que ya cuenta la institucién y por ende la Auditoria. A continuacion,
se detallan los elementos que se implementaron:

Herramienta Implementacion Referencia
Anexo
Microsoft Se utiliza para organizar el trabajo en equipo, Imagen 7 Planner
Planner gestionando las diversas tareas segun el Plan de
Trabajo de la Auditoria, asignando Imagen 8 Planner
responsabilidades, plazos, recordatorios seguimiento

automaticos de inicio y vencimiento, estado o grado recomendaciones
de avance, asignacion y control de procedimientos

0 pasos para cumplir la tarea mediante una lista de

chequeo, registro de comentarios, ademas de que

permite mantener un seguimiento de los proyectos

colaborativos. Todo esto de manera sencilla, visual

e integrada con las herramientas de office 365.

Adicionalmente, se utiliza para el seguimiento de
recomendaciones emitidas por la Auditoria Interna
permitiendo la asignacibn a la unidad
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Herramienta

Microsoft
Teams

Microsoft
SharePoint

Microsoft
OneNote

" JUNAFOI

Implementacion

organizacional responsable, adjuntar las
evidencias del cumplimiento 'y demas
caracteristicas descritas.

Se utiliza como herramienta colaborativa que
permite la comunicacion persistente del equipo de
trabajo mediante chat o video llamadas, asi como
compartir diversos tipos de informacion. La
herramienta se vincula con Microsoft Planner por lo
gue se generan comunicados instantaneos al
asignarse tareas y facilita el enfoque de estas.
Esta herramienta se utiliza como centro de
almacenamiento exclusivo y colaborativo de la
diversa documentacion que genera la auditoria, la
gue se integra con las demas herramientas de
Microsoft office 365, resguardando la informacion
en la nube y agregando caracteristicas como el
control de versiones de los documentos, historial de
modificaciones, entre otras.

Su implementacion permite combinar los papeles
de trabajo de los estudios de auditoria con el
informe facilitando su desarrollo como la revision
siendo que en un mismo plano se tienen notas de
auditoria o papeles de trabajo y se va
confeccionando el informe conforme a la estructura

Referencia
Anexo

Imagen 12

Microsoft Teams

Imagen 13
SharePoint

estructura

documental

Imagen 9
SharePoint

almacena
Estudios
Auditoria

Imagen 10
SharePoint

almacena
informes

teletrabajo

Imagen 11
SharePoint

almacena
informes
asistencia

Imagen 5

OneNote papeles

de trabajo

1830





Direccion de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial
Republica de Costa Rica

" JUNAFORR

5N

Herramienta

Microsoft
Power Bl

Microsoft
List

Implementacion

establecida. Su vinculacion con Microsoft Outlook y
Microsoft To Do permite efectuar observaciones al
desarrollo del trabajo generando tareas en estas
herramientas para su control y seguimiento.
Adicionalmente, tiene control de cambios y version
histérica de los apartados del informe, su
vinculacion con Microsoft Word permite la
generacién del informe excluyendo los papeles de
trabajo o notas de auditoria.

La herramienta ha sido implementada para los
siguientes aspectos:
1. Andlisis y seguimiento del Universo auditable:
este aspecto fortalece el proceso de planificacion
de la auditoria, mediante el asocie de los elementos
auditables con la valoracion de riesgos y los
estudios planificados.

2. Andlisis y seguimiento del Plan Anual de Trabajo:
mediante la configuracion de elementos visuales
permite identificar la capacidad de la auditoria de
atender la propuesta y en su ejecucion dar
seguimiento al avance.

3. Analisis de EEFF: se procesa la informacion
contenida en los Estados Financieros para efectuar
comparaciones entre meses y afos que facilitan
identificar ~ comportamientos y  variaciones
importantes para considerar en estudios.

4. Andlisis de planillas: se procesan planillas
mensuales 0 quincenales de jubilaciones vy
pensiones. Se ha utlizado en estudios para
analizar aplicacion del costo de vida y aguinaldo.
Se implementa con el fin de concentrar en un
mismo ambiente basado en nube controles propios
de la auditoria aprovechando caracteristicas como
lo la vinculacion de listas diferentes que se
relacionan, por ejemplo, se tiene una lista de
elementos auditables, una de normativa y una de
planificaciébn operativa, al estar vinculadas, el
auditor al tomar un elemento de la planificacion

Referencia
Anexo

Imagen 15 Power

Bl Andlisis
Universo
Auditable

Imagen 1 Power
Bl Sequimiento
PAT

Imagen 14 Power

Bl Analisis EEFF

Imagen 16 Power

Bl Anélisis
Planillas

Imagen 2
Microsoft List

Controles de la
auditoria
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Herramienta Implementacion Referencia
Anexo
operativa tiene disponible los elementos auditables
y la normativa relacionada accediendo a su ultima
versién publicada lo que reduce los riesgos
operativos y aprovecha el trabajo colaborativo.

Se han implementado las siguientes listas o
controles:

. Control de libros autorizados

. Control de capacitaciones

. Elementos auditables

. Normativa

. Valoracion de riesgos

. Planificacion operativa

. Cobertura de los elementos auditables con la
planificacion

~No o~ WNPE

Estos controles estan vinculados con las
herramientas de Microsoft office 365 como por
ejemplo el Power Bl que permite generar los
analisis descritos en ese apartado.

Microsoft Se implementa para generar  procesos
Power automatizados basado en nube para vincular por
Automate ejemplo Planner con Power BI utilizando Microsoft

List como depésito, vincular Power Bl con el correo
electréonico para analizar los EEFF al recibirlos
utilizando SharePoint como depésito.

Microsoft To Herramienta implementada para facilitar el

Do seguimiento a cada auditor de las tareas asignadas
como las tareas propias que requiera controlar. Se
vincula con Microsoft Planner, Microsoft Team y
Microsoft Outlook.

De lo descrito, se puede apreciar que se implementaron una serie de herramientas que
se vinculan entre si dando interrelacién entre los procesos de planificacion operativa
hasta el desarrollo de las tareas, facilitando su ejecucion, control y seguimiento, todos
basados en la nube, por lo que se aprovechan aspectos como seguridad de la
informacion, trabajo colaborativo, acceso multidispositivo sin dependencia de la intranet,
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control de cambios y versiones, comunicacién permanente, alta disponibilidad de las
herramientas, entre otras.

7 Conclusiones

El informe de cierre del Plan Anual de Trabajo de la Auditoria Interna de la JUNAFO 2023
presenta un resumen detallado del progreso alcanzado, las actividades administrativas
llevadas a cabo, los estudios realizados y los avances en la automatizacién de los
procesos de la auditoria.

Cabe resaltar la integracion exitosa de herramientas informaticas, las cuales han
fortalecido significativamente la planificacion, seguimiento y analisis de las actividades
de auditoria, igualmente, se hace referencia a la gestion efectiva de las solicitudes
provenientes de entidades externas, asi como la culminacion exitosa de los estudios
prioritarios.

De la misma forma, se identifican aquellas tareas que fueron sustituidas, priorizando las
necesidades emergentes para su pronta atencion y resolucion.

Finalmente, el informe presentado evidencia que esta auditoria interna en un corto
tiempo ha alcanzado un alto grado de automatizacion en procura de mejorar sus
procesos y mantener en su totalidad la digitalizacion.
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Imagen N.°1
Microsoft Power Bl
Dashboard: Informe Avance PAT de Auditoria Interna

Plan Anual Tarea nueva N
Al/DIA-PAT2022 Al/DIA-PAT2023 Al/DIA-PAT2024 Al/DJASeguimiento Tareas Pendientes (En blanco) True

Status @Retrasada @Completada Origen % Avance Recuento tareas

Auditoria 110000% 4

. [ Comité Auditoria 100,00 % 2

dlhaen Contralor’a General Repibiice | [EBBOEE 2

& Dr.Planificacién {10000% 1

JUNAFO 10000% :

& Sub. Agm. Finan {10000% 3

Total 100.00 % 16

9 0 54
J—
o %
90(95.74%)
Estaco enero febrers  mazo  abr mayo  jumo  julio agosto  septiembre octubre  noviembre dicemore  Total
Completada 100,00% 100,00 % 100,00% 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 100,00% 100,00 %
[ Retrasada 8591% 82,95% B8443%
Auditeria Financiera 8591 % 85,91 %
£ FIN-12-2023 Evaluacién aportes: cbrero, patronaly estatal 90,00%
FIN-37|38-2023 Anslisis variaciones EEFF 5 81,82 %
= sucinta 8295% 82.95%
SUC-15-2023 Verificacion aplicacion anual Aguinaldo W - 75.00%
5] SUC-23(43-2023 RevisiGn semestral costo de vida 20.91%
Total 100,00% 100,00% 100,00% 100.00% 10000% 100.00% 10000% 10000%  9648% 100,00% 100.00% 96.21% 99.34%
Avance Detalle Capacitaciones Recomendaciones Gantt Detalle Universo Plan
—

Imagen N.° 2
Microsoft List
Controles internos de la Auditoria

Microsoft Lists yel

Buscar

+ Nueva lista

Favoritos

* *
7 o

Auditoria Interna JUNAFO Auditoria Interna JUNAFO Auditorfa Interna JUNAFO Auditoria Interna JUNAFO Auditoria Interna JUNAFO

Control Libros Autori... Capacitaciones Valoracién de riesgos Normativa Universo Auditable

Auditoria Interna JUNAFO
Planificacion operativa

Auditoria Interna JUNAFO
Cobertura
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Microsoft Lists

Imagen N.°3
Microsoft List
Control Libros Autorizados

£ Buscar

+ Nuevo ES editar en vista de cuadricula  1&° Compartir @ Exportar ~  #% Automatizar

Auditoria Interna JUNAFO

Control Libros Autorizados * ©

ID v~ Descripcién

1 Cta. Garantias $

2 Cta. Garantias

Recuento

2

Microsoft Lists

Area

JUNAFO

JUNAFO

Oficina

Sub. Adm. Financiero

Sub. Adm. Financiero

Imagen N.°4
Microsoft List
Control capacitaciones Auditoria

/O Buscar en esta lista

B integrar v~ - = Todos los elementos ™ g @
Tipo Libro Medio Recibido En
Banco Sistema 12/05/2023 30,
Banco Sistema 12/05/2023 30,

+ Nuevo @ Editar en vista de cuadricula

Auditoria Interna JUNAFO
Control Capacitaciones * ©

Actividad

Diplomado en Habilidades Gerenciales

Charla "Conozca las inversiones que manej...

Charla “Seguridad de la Informacion®

12 Compartir @ Exportar ~  #% Automatizar

Participante Fecha Inicio

0 Luis Abarca Padilla ~ 02/08/2022

0 Luis Abarca Padilla  03/08/2022
José Alexander Solar

Patricia Aguilar Rodr

0 Luis Abarca Padilla  26/08/2022

B Integrar = Todos los elementos ™ e 0]
a
Fecha Fin Ente Descripcion ™ Financiamiento
21/10/2022 ( Instituto Superior de) Por el ente

26/08/2022

propias del nuevo

liderazgo
t rmacional y
transpersonal.

Por el ente
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Imagen N.°5
Microsoft OneNote
Estudios de Auditoria: Papeles de trabajo

Inicio Insertar Dibujar Vista Ayuda
B | cal 14 N K
I\ ¥ Bloc de notas de Auditoria JUNAFO ~
Plz

Notas para Informe

En primera instancia, se r

caracterizar |as responsabilidades que debe atender, para asi dimensionar el grado de responsabilidad y

magnitud de las tareas, de lo cual se obtuvieron los siguientes aspect

Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial
. Estudiar, con y resolver las solicitudes de jubilacion y pension

. Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias

4. Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados invalidos
. Realizar estudios actuariales periédicos segtin la normativa correspondiente
. Cumplir con |a legis|
Sistema Financiero como la
. Dictar normas para nom

. Aprobar:

© Planes anuales operativos
0 Presupuesto de operacién, sus modificaciones y su liquidacién anual

Todas las demds atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos
en laLey N° 9544

er Judicial

Agregar seccién Agregar pagina

Imagen N.° 6
Microsoft Excel
Matriz para evaluar riesgos en estudios de auditoria

Archivo Inicio Insertar  Disposicion de pagina ~ Férmulas Datos Revisar Vista ~Automatizar Programador Ayuda  Power Pivot

@ ADVERTENCIA DE SEGURIDAD Se han deshabilitado las conexiones de datos externos Habilitar contenido

|/3 Compartir

Dictar

Notas Procedimiento

LEY 9544

LA ASAMBLEA LE(
DE LA REPUBLICA
DECRETA:

REFORMA DEL RE
CONTENIDO EN
1Recaudar cotizac
REFORMAS

CAPITULO IV LA A

técnica y administra|
que le otorga la ley.

orresponde a la|
a) Administrar el Fol
b) Estudiar, conoce:
¢} Recaudar las cofif
ne aras.
d) Atender las solici

F"PODER
JUDICIAL

Gantrales

Lot

Recomendasiia

Legal Imcumplimiento Prob: Extremo | Funcién de Alta Diaria  Satisfactori 4 Debil Critico Implmentar la autoevaluacién del
No se haimplementads  infima Mula Sin Cortrol
o process  de
atoevaluiacion del SC1
venta con un  Alta Ocasional Debil
proceso ct
Operativo Registio 3| Probable () Exiremo | Automalizacisn Alta Diaria _ Salisfactoria 5 Sin Control ) Critico
clasificacién registros i
Verificacién irfima Ml Sin Cortrol Estblecer un plan de accién para
parametrizacin efectuar las acciones irtegrales que,
sistemas permitan a los sistemas reslizar el
adecuado registro conlable de las
dividendos por cobrar, asi como vencidos
Yy restingicos, ademés  de la
recalificacion respestiva. en concordancia
Actuclizacion caldoge  Baia Ocesional  Sin Control Seguimiento para definir si s requerido
contable de - referencia actuslizar el catélogo  de  cusntas
de SUPEN contables  de  referencia  de la
. Superintendencia de Pensiones
Documertacién proceso — ifirma Ml Sin Cortrol Elaborar una nota técrica para el Sistema
mecicién instumenios de Inversiones y Sistema Cortable,
financieros donde explicie [a irtegracien de ambos y
los célculos _efectuados  para medin
Operativo Desviaciones en la| Prabable  Moderado Ao |Rewision de  Media Diaria _ Aceptable 3 ‘Aceptable Medio la version actualizada de
revelacién de la informacién cas de riesgos que se
informacion financiera en el punto 3.4 de las
financiera politicas contables del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones  del
oder dudicial. ademss
_ _ comolementar con informacidn
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Imagen N.°7
Microsoft Planner
Planificacion y actualizacion del Plan Anual de Trabajo de la Auditoria

« C () https://tasks.office.com/poder-judicial go.cr/es/Home/Planner/#/plantaskboard?groupld=6b... A ¥ M &+ @ R

e —— "

= l Cuadricula  Panel  Graficos  Programacion  *** * Abrir en Microsoft Teams  Miembros Vv Filtro (0) v Agrupar por Progreso vV
+
No iniciado En curso Cum&etada ”
Q y 4
+  Agregar tarea + Agregar tarea + Agregar tarea
&
— T
. Comité Auditoria Comité Auditoria (SN Sub. Adm. Finan. (NS
0] ADM-54-2023 Sesion Comité e) ESP-63-2023 Diagnostico Inversiones o 23-AutorzarAperturatibro
. Auditoria N° 011-2023 BCR-SAFI Etas-Garantias
- Asesoria Auditoria Especial Legalizacion
Lectura y revision de agenda E izar informes de BCR-SAF! a acciol

® 25 @/

Participar en la sesién E nalizar informacién suministrada por

i6n suministra P

Q Completada por Luis Abarca Padi..

” 21 © E i6n Proceso Inversior
4 REVO sar Informe
& 31/08 Q W Auditoria ([NEWD
@ @ 9 Revisiorrofertasde-cursospara
() ADM-56-2023 Informe quincenal 9 O o o o

teletrabajo: corte 2Q-08-23

060 At
B 21 @2/ /

Administrativas

o @ -

Informe de Luis

Imagen N.° 8
Microsoft Planner
Seguimiento y actualizacién de recomendaciones emitidas

A

<« C @M @ hnp< //tasks.office.com/poder-judicial. go.cr/es/Home/Planner/#/plantaskboard?groupld =51 ‘\‘f{ M &= @& R
-
Planner @ 2 Q
= % Cuadricula  Panel  Graficos  Programacion *** Miembros Vv  Filtro (0) ¥  Agrupar por Progreso vV
+
No iniciado En curso Completada
)]

+  Agregar tarea + Agregar tarea i Agregar tarea

Jo

Pendiente Evaluar Pendiente Evaluar Pendiente Evaluar

®) ADV-62-2023 Requisitos emision EEFF O ESP-07|35-2023 Parque Emp. Lindora ) 1= 5-2623-Parquetmp-tindora
CCPI (Rec 2) tRecH

Direccion Adm. Financiero Direccién

e 21

CI

e il e e ° Completada por José Andrés Liza.
S Pendiente Evaluar
18/09 S @ @. 1 @ E5P49{56-2623trbro-Bram
Direccion
Pendiente Evaluar

(O ESP-61-2023 Directores JUNAFO

9

LB

IHINAFO
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Imagen N.°9
Microsoft SharePoint
Gestion documental de estudios de auditoria

@

& G () (@l https://pjcr.sharepoint.com/sites/Auditoria]UNAFO/Documentos%20compartidos/Forms/Allitems.a... AN Ty 0 7=

% 0
— — — - —
& Ws(arenesta biblioteca I = ‘
e e —

)
VB Auditoria Interna JUNAFO Grupo privado % Nosesigue R 3 miembros
a ~ " N ~
Inicio + Nuevo v 7T Cargar v [ Editar envista de cuadricula 12 Compartir @ Copiar vinculo 3 Sincronizar . = Todos los documentos v 7 ® 7
(=]
PAT 2022
(i Documentos > Operativo > Estudios Auditoria > 2023
Control Libros Autoriz...
8 ; [ Nombre v icado i v
Compartido con noso... lombre Modificado Modificado por + Agregar columna
® Auditora Continua . ADV-62-2023 Requisitos legales emision EEFF 3 de julio Luis Abarca Padilla
Conversaciones . ALI-60-2023 Legalizacion Libro Bancos Ctas Garantias 31de mayo Luis Abarca Padilla
D DL ESP-07-35-2023 Proyecto Parque Empresarial Lindora 20 de febrero Luis Abarca Padilla
DU ESP-08-2023 Evaluacion de Gestion de Riesgos & defebrero Johe! Calero Brenes
Bloc de notas
- @8 ESP-10-11-2023 Evaluacién otorgamiento beneficios 29 de mayo Luis Abarca Padilla
Paginas
[0 ESP-49-50-2023 Evaluacién Gestién Madulo Libro Bancos 27 de junio Luis Abarca Padilla
Contenido del sitio
. LU ESP-61-2023 Evaluacion funciones Directores JUNAFO 20 de junio Luis Abarca Padilla
Prueba Control Libros
[ ESP-63-2023 Diagnéstico BCR-SAFI 4 de julio Luis Abarca Padilla
Papelera de reciclaje
I OPE-59-2023 Evaluacion teletrabajo Direccién JUNAFO 15 de febrero Luis Abarca Padilla
Editar
I4  Otergamiento de créditos 25/08/2022 Luis Abarca Padilla
Volver 2 Ia version clisica de DU SUC-05-2023 Revisién EEFF finales contabilidad FIPPJ periodo 2022 25 de enero Johel Calero Brenes

harePoint v

Imagen N.° 10
Microsoft SharePoint
Gestion documental informes de teletrabajo

g
@

&< C M (3 https/pjcr.sharepoint.com/sites/Auditoria] UNAFO/Documentos%20compartidos/Forms/Allitems.a.. A & ¢y m

(7Y
% @ -
. — _— .
Ws(arenesta biblioteca = & ? ‘

= e

() Pagina principal e Sharefaint
a Auunwria Interna JUNAFO & Grupo privado % Nosesigue & 3 miembros
L. a = - . —~
Inicio + Nuevo v T Cargar v [ Editar envista de cuadricula 12 Compartir @ Copiar vinculo 3 Sincronizar - = Todoslos documentos v Y ®
&
PAT 2022
(i Documentos > Administrativo > Gestion del talento > Teletrabajo > Informes > 2023
Control Libros Autoriz.
s D v N )
Compartido con noso... Nombre Modificado \/ Modificado por */  + Agregar columna
® Auditorfa Continua Informe de teletrabajo 1Q-01-23 Diego.xlsx 18 de enero Luis Abarca Padilla
Conversaciones Informe de teletrabajo 1Q-01-23 Johel xlsx 18 de enero Luis Abarca Padilla
Documentos. []  Informe de teletrabajo 1Q-01-23 Luis.msg 17 de enero Luis Abarca Padilla
B Informe de teletrabajo 1Q-02-23 Diegoxsx 17 de febrero Luis Abarca Padilla
Bloc de notas
- Informe de teletrabajo 1Q-02-23 Johel.xlsx 17 de febrero Luis Abarca Padilla
Paginas
[1  Informe de teletrabajo 1Q-02-23 Luis.msg 17 de febrero Luis Abarca Padilla
Contenida del sitio
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B & 2

® @ O

C @ ) https:/pjcr.sharepoint.com/sites/Auditoria UNAFO/Documentos%20compartidos/Forms/Allitems.a.. A & % m =
—= — -
\\-\\\\ O Buscar en esta biblioteca
S —
Auditoria Interna JUNAFO & Grupo privado ¥ No se sigue
Inicio 7 cargar ~ [ Editar en vista de cuadricula  1¥> Compartir @ Copiar vinculo  £3 Sincronizar = Todos los documentos ~ 7
PAT 2022

Documentos > Administrativo

Control Libros Autoriz...

Compartido con noso. D
Auditorfa Continua -
Conversaciones
Documentos

Bloc de notas
Paginas

Contenido del sitio

Prueba Control Libros

Mis tareas To Do
Mi dia
Mis tareas
1 Comestibles

Personal

Planes compartidos Planner

Imagen N.° 11
Microsoft SharePoint
Gestion documental informes de asistencia

Gestion del talento > Informe de asistencia > 2023 > Detalle Mensual

Nombre Modificado Modificado por Agregar columna
01 Enero 1 de febrero Johel Calero Brenes

02 Febrero 1 de marzo Diego Segura Acufia

03 Marzo 13 de abril Luis Abarea Padilla

04 Abril 2 de mayo Diego Segura Acufia

05 Mayo 2 dejunio Johel Calero Brenes

06 Junio 4 de julic Diego Segura Acufia

07 Julio 3 de agosto Johel Calero Brenes

Imagen N.° 12
Microsoft Teams
Equipo de trabajo de la Auditoria Interna

@ disponible una nueva experiencia de Planner en Teams. Mas informacion

Todas las activas v

Mis tareas es su centro dedicado, que X
combina “Tareas privadas" para las tareas
pendientes individuales, "Asignadas a mf"
para las tareas asignadas a usted, y los
mensajes de correo electrénico marcados

de Outlook.

Entendido

ADM-17-2024 Informe Asistencia: corte 02-24

Al Auditoria Interna JUNAFO

SUC-13-2023 Analizar controles Fondo Especial (Rec. 2)
SUC-13-2023 Analizar controles Fondo Especial (Rec. 1)

ESP-63-2023 Diagnostico BCR-SAFI (Rec. 2)

xR

a &

Filtrar

~o 0

2

2,3 miembre
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Imagen N.° 13
Microsoft SharePoint

Estructura documental Equipo de trabajo de la Auditoria Interna

E0 () (R (3] https://pjcr.sharepoint.com/sites/Auditorial UNAFO/Doct %20cc tidos/Fo llitems.aspx?Ft
em— — — — .
\ L Buscar en esta biblioteca
— —— =]
® S .
I\l Auditoria Interna JUNAFO &
@
Inicio = T Cargar B Editar en vista de cuadricula
PAT 2022
0 Documentos it
Control Libros Autoriza..
8 y
Compartido con nosot [0 Nombre
Administrativo
® Auditoria Continua
Documentacion obsoleta
Conversaciones
Estratégico
Documentos
General
Bloc de notas
OneNote Uploads
Paginas
OneNote+Uploads
Contenido del sitio
Operativo
Imagen N.° 14
Microsoft Power Bl
spe e
Dashboard para Analisis de EEFF
Mes v
febrero mozo | wn [ meo [ gmo | e | sgoste || septemire | octume | nodemore | aiwembre |

‘@ Periodo actual @ Periodo anterior

Periode actual y Periodo an

marzo abril

@Periodo actual @Periodo anterior

01 - INVERSIONES EN INSTR

23 - PROVISIONES PARA PE
25 - ACTIVOS NETOS DISPONIBLES PARA BENE.

Nombre cuenta

3,02 bill 3,10 bill

3,06 bill 3,06 bill

2,89 bill. 2,90 bill,

2,84 bill

ay0 junio agosto septiembre noviembre diciembre

e 0051
[
- 04 bill

Nombre cuenta

[[] 00 - EFECTIVO Y E.

[[] 07 - INVERSIONE...
[[] 07 - CUENTAS PO...
[[] 09 - APORTES PO...
[[] 14 - OTROS ACTI...
[[] 17 - CUENTAS PO...
[7] 21 - PROVISIONES

[[] 23 - PROVISIONE...
[[J 25 - ACTIVOS NE...
[[] 26 - RESERVASE...

[[] 31 - RENDIMIENT...

0 bill 2 bill, 4bi 6 bill 2 bill [ 34- AJUSTES AL ...
Periode actual y Periodo anterior .
Nombre cuenta Ultimo mes Varia mes Varia anual Promedio Varia 00-Cuentas Corrientes
00 - EFECTIVO Y EQUIVALENTES DE EFECTIVO 10.137.967.013 3203760447 2578032382  14713.006.245 442 | |0.137.967.013
£ 01-INV EN INST! Fi 757.321.374.983  1.600. 71564321457 728.851.036372 64l | Saldo actual
02 - Al Valer Razonable con cambios en otro resultado integral 471997764908 130s.119 54834645481  494397.236708 50
03 - Al Valor Razonable con cambios en resuftados 44514673412 T3098.26T 35737937706 9 | U1-INVERSIONES ENIN.
04 - Al Costo Amortizado 226060793.842  -4BETT.678 185628.088.221 1.04 | O
05 - Vencidos y Restringidos 0 | 0 [] Saldo actual
06 - Productos y dividendos por cobrar asociados a inversiones en instrumentos financieros 14648142821  -881315088  1.344.704.049 13087773737 1
07 - CUENTAS POR COBRAR 66.738.969 7219714 -247.067.696 278.252.907 02-Al Valor Razonable
08 - Impuesto sobre la renta por cobrar 66.738.959 7p19.714 -247.067.695 278.252.907 471.997.764.908
09 - APORTES POR COBRAR 9.762.838.790  374.268.395 -98.320.679 7.945.748570 5 | Saldo actual
Total 3.090.979.385.656 -5.438.167.641 252.125.368.472 2.997.973.171.702 896
N2-Al Valar Razanahla
ECA Lineal ECA Agrupado ECA Resumen Detalle ECA Utilidad Compara ECA EAN Global EAN Resumen EAI
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Imagen N.° 15
Microsoft Power Bl
Dashboard para Analisis Universo Auditable

2022

2023

2024

Total
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Fue o
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[XH)
100
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015
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[
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016
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Avance Detalle Capacitaciones Recomendaciones Gantt Detalle Universo Plan
Imagen N.° 16
Dashboard para Analisis Planillas
Quincena de pago % Variacién Jubilado Planillas quinc..
[110-02-2023 [] seleccionar todo 3368 [ 1Q-02-2023
B 10-03-2023 [ 3968 % Recuento Beneficiarios ] 1Q-03-2023
] 20-02-2023 [ 0,00 % Pensionado W 2Q-02-2023
[ 20-03-2023 [1053% 765 [] 2Q-03-2023
Recuento Beneficiarios
0%
0178% Jubilado Pensionado
O180% 27 )
Recuento Beneficiarios
[019%
Concepto Pago ~ Planillas quinc..
[ Paga Normal Id Beneficiario Nombre Beneficiario Monto Bruto 1 Monto Bruto 2 Variacién % Variacion Condicién P[] pags Normal
101460828 QUESADA RODRIGUEZ DINORAH 289.949.46 288.420.83 152863 053% Pensionado 317
101470124 VARGAS SOLERA MARIA EUGENIA 1.766.782.33 1.725.040.97 4174136 242% Pensionado 31
Afio Periodo Pago 101580410 SOTO MONTERQ MIRIAM 29582256 294.262.96 155960 053% Jubilado 3% Planillas quinc. v
2023 101580719 SANCHEZ OVIEDO ALBA 3.225.804,72 3.160.765,53 65.039,19 206% Pensionado 311 [ 2003
- 101620864 CALVO QUESADA BLANCA ROSA 260.039,52 25866857 137095 053% Pensionado 31,
101680196 ROLDAN PEREZ AMALIA 34217076 34036681 1.803.95 053% Jubilado 31
101710549 SABORIO VALVERDE RUDECINDO 31130571 309.664.49 164122 053% Jubilado 31
N Periodo P 101790300 BORBON JUNQUERA ADILIA 34327988 341.470.09 1.809.79 053% Jubilado Planilas aui
Mmera Feriodo Pago 101790319 GOMEZ GRANADOS MARIA 33267339 33091952 175387 053% Jusilado 31, oo adincena-
Lis 101790818 FLORES CASTRO MARIA CRISTINA 563.017.32 560.049.06 2968.26 053% FPensionado 31, L4
101840290 JIMENEZ GARBANZO TERESITA 25323404 25189598 133506 053% Pensionado 31
101840832 ARTAVIA ESQUIVEL LIBIA 27731426 27585225 1.462.01 053% Pensionado 31
101870265 SEQUEIRA CALDERON PACIFICA 15511405 154.296.28 817,77 053% Pensionado 317
101900855 INNECKEN JIMENEZ ANA 27051934 269.093,15 1.426,19 053% Pensionado 31
Nombre Benef 101970087 GOMEZ FONSECA FLOR DE MARIA 222.977,69 221.802.14 1.175,55 053% Pensionado 31/
£ Buscar 101980852 ALVAREZ ROJAS ABELARDO 24394118 24265511 1.286,07 053% Jubilado 31/
[] ABARCA BARRANTES CAR... 102020477 FERNANDEZ VALENZUELA ALFREDO 42009016 417.875.42 221474 053% Jubilado 37
[[] ABARCA BLANCO CARLOS... Total 3.769.173.846,80 3.749.075.047,61 20.098.799.19 219021%
Mensual Aguinaldo Quincenal Compara Quincenas eliminar -
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Señor

Juan Carlos Segura Solís, jseguras@poder-judicial.go.cr, Presidente

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:



Dadas las potestades del artículo 36 de la Ley 7523, “Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio[footnoteRef:1]”, esta Superintendencia informa el resultado del estudio comunicado en el oficio SP-1215-2023 del 11 de octubre de 2023, cuyo objetivo fue evaluar las funciones de control establecidas en el Reglamento de Gobierno Corporativo: Auditoría Interna, Cumplimiento y Riesgos. [1:   Reformado según Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador  ] 




Los resultados de esta supervisión fueron comunicados en la reunión de salida realizada el 20 de febrero de 2024, en la cual participaron por parte del Fondo:  Juan Carlos Segura Solís, Presidente de la JUNAFO, Oslean Mora Valdez, Director Ejecutivo a.i., Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento, José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Riesgos y Luis Abarca Padilla, Jefe de Auditoría Interna y por la Superintendencia los funcionarios:  Mauricio Soto Rodríguez, Rocío Hernández Morelli, Tatiana Martínez Navarro y Mauricio Guzmán Pérez.



En el informe adjunto se destacan los siguientes aspectos: 



1. Incumplimiento del Reglamento de Gobierno Corporativo, y del Reglamento sobre Idoneidad y Desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia, por parte de la Función de cumplimiento.

2. Ausencia de evaluaciones orientadas a riesgos por parte de la Auditoría Interna y la Función de Cumplimiento.

3. Debilidades de control en la Función de Auditoría Interna.

Es de interés de esta Superintendencia que los aspectos informados sean analizados por el Órgano de Dirección como máximo responsable de la organización; dentro de un enfoque preventivo de riesgos. El análisis requerido podrá ser realizado en conjunto con el o los responsables de las funciones evaluadas y deberá comprender la identificación de causas, posibles riesgos asociados, así como la propuesta de las medidas que resulten pertinentes para fortalecer el diseño y funcionamiento del gobierno corporativo y de su marco de gestión del riesgo.

Dado lo anterior, en un plazo de treinta días hábiles, posteriores al recibo de esta comunicación, el Órgano de Dirección deberá referirse a los aspectos señalados en el informe adjunto y remitir un plan de acción aprobado por ese cuerpo colegiado, con el detalle de las actividades a realizar, plazos de su ejecución, funcionarios responsables de implementarlas y los que realizarán la validación del cumplimiento de las actividades propuestas, si así corresponde.

En caso de que alguno de los aspectos informados haya sido subsanado a la fecha de esta comunicación, se deberá suministrar la evidencia documental pertinente (en forma electrónica), para su respectiva valoración.





[image: Nombre de la empresa

Descripción generada automáticamente con confianza baja]

Rocío Aguilar M.

Superintendente de Pensiones













Copia:	Oslean Mora Valdez, Director Ejecutivo a.i., direccion_junafo@poder-judicial.go.cr, omorava@poder-judicial.go.cr

José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Riesgos, jlizanov@poder-judicial.go.cr 

Vanessa Mesén Arroyo, Encargada Función Cumplimiento, vmesen@poder-judicial.go.cr

Luis Abarca Padilla. Auditor Interno a.i., labarcap@poder-judicial.go.cr
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Aprobado por: MASR






Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Informe de supervisión

Hallazgos determinados en la evaluación de las funciones de control



1. Incumplimiento del Reglamento de Gobierno Corporativo y del Reglamento sobre Idoneidad y Desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia por parte de la Función de cumplimiento



En la ejecución de las labores realizadas por la Función de Cumplimiento, no se incluye el seguimiento al Reglamento de TI, Reglamento Actuarial, Reglamento de Tablas de Mortalidad o SP-A-247), tampoco considera el cumplimiento de la normativa interna del Fondo, (reglamento, políticas, procedimientos, etc.) y recomendaciones de entes externos (auditorías externas), tal como lo establece el artículo 37 del Reglamento de Gobierno Corporativo, solo se enfoca en monitorear el cumplimiento del Reglamento de Gestión de Activos y el Reglamento de Riesgos.



En línea con lo antes mencionado, en las actas de las sesiones del Órgano de Dirección, no se evidencia que la Función de Cumplimiento asesore o emita recomendaciones sobre el cumplimiento normativo a la JUNAFO o la Alta Gerencia, sobre las normativas citadas. 



En la evaluación realizada, se determinó que la Función de Cumplimiento presenta un conflicto de interés con el Órgano de Dirección, pues dicha función tuvo a cargo el diseño y la aplicación de la evaluación del desempeño de la JUNAFO según se constató en el acta N°036 del 31 de agosto de 2023, lo cual constituye un incumplimiento al artículo 12 del Reglamento sobre Idoneidad y Desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia  “(…) en todo caso debe garantizarse la independencia del evaluador y su experiencia en las áreas de evaluación de gobierno corporativo”.





2. Ausencia de evaluaciones orientadas a riesgos por parte de la Auditoría Interna y la Función de Cumplimiento.



Las Funciones de Cumplimiento y de Auditoría Interna no establecen la prioridad de los recursos hacia los procesos más riesgosos del Fondo, aspecto relevante para la elaboración del plan anual de trabajo. En el caso de la Auditoría Interna, no se dispone de un plan de rotación para la revisión de la normativa y de los procesos sustantivos, aunado a lo anterior, el Órgano de Dirección y el Comité de Auditoría solicitaron la ejecución de estudios sobre teletrabajo, análisis de las funciones de los directores de la JUNAFO y el pago de horas extras, cuyos estudios no contribuyen a la mitigación de riesgos relevantes en el Fondo y desvían el uso de recursos de esta área. 





3. Debilidades de control de la Función de Auditoría Interna



Durante el estudio se determinó que la Auditoria Interna no ejecuta estudios para evaluar el riesgo asociado a tecnologías de información, esto podría materializar eventos de riesgos, vinculados a la seguridad de la información, la integridad de los sistemas y la eficiencia de los procesos.

Además, se determinó que en el estudio realizado sobre el otorgamiento de beneficios cuyo propósito consistió en verificar el cumplimiento legal y normativo, esta función no identificó inconsistencias en el cálculo de los beneficios por vejez, en los cuales se utilizó de forma simultánea la aplicación de las leyes 7302 (Transitorio III) y la 7333 (pensión proporcional) y dieron por válida la interpretación del Consejo Superior de la sesión No.100-15, del 12 de noviembre de 2015; a pesar de que Supen mediante el SP- N°SP-629-2016 de 18 de mayo de 2016, había señalado que la aplicación de estas normas es excluyente.



Uso Interno



Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr

Uso Interno



Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarial Monto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-1696-2023

 Jorge Eduardo Porras 

González 

1-0443-0447 10,820,464.14        7,810,734.73            7,810,734.73                         -                      
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarial Monto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-1696-2023

 Carlos Guillermo 

Cascante Campos 

6-0157-0305 37,376,121.01        21,698,229.29          21,698,229.29                       -                      
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 1 de marzo de 2024

N° 1863-2024

Al contestar refiérase a este # de oficio al correo (secrecorte@poder-judicial.go.cr)





Señor

MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 

Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 11-2024 celebrada el 13 de febrero de 2024, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc158719744]“ARTÍCULO XL 

Documento N° 6441-2023, 1102-2024

	

En sesión N° 93-2023 celebrada el 07 de noviembre de 2023, artículo XXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión N° 53-2023 celebrada el 27 de junio del 2023, artículo XXXV, se tuvo por conocido el oficio N° 0434-JUNAFO-2023, adoptado por la JUNAFO, en sesión N° 23-2023 celebrada el 06 de junio de 2023, artículo XIII, en que informaron sobre el seguimiento de la consulta realizada a la Dirección de Gestión Humana, para la modificación del puesto de Asesor Jurídico de la JUNAFO.



El máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones, mediante oficio N° 0444-DJA-2023 del 25 de octubre de 2023, remitió la siguiente gestión: 



“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, se requiere la colaboración del apreciable Consejo Superior para solucionar una problemática que se presenta para el correcto accionar de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), la adecuada definición del perfil competencial de la plaza N.° 382277 de un Asesor Jurídico, que actualmente colabora en la Dirección de la JUNAFO.



Cuando la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) se encontraba a cargo del Poder Judicial en la figura de la Corte Plena y el Consejo Superior (años 1939 - 2020[footnoteRef:1]), la representación judicial en cualquier proceso recaía únicamente en la Procuraduría General de la República -PGR- (abogado del Estado), con la coordinación y acompañamiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en razón de lo cual los perfiles competenciales propios del Poder Judicial no poseen la característica de representación judicial, ya que la misma no era requerida, sino que esta facultad la ejecutaba la PGR en representación del Estado y del Poder Judicial como tal.  [1:  La Ley N.° 9544 fue publicada en mayo 2018, pero la conformación de la JUNAFO ocurre hasta el 27 de enero de 2020, momento en el cual se vuelve efectivo el traslado de la competencia de la administración del régimen del FJPPJ.] 




Dada la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) analizada por dicha Procuraduría en dictamen N.° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, se aclara que este cuerpo colegido es un “Órgano de Desconcentración Máxima” del Poder Judicial y que cuenta con personería jurídica instrumental propia (N.° 3-007-792932) para “la representación judicial y extrajudicial” del régimen del FJPPJ, pero que estas características “… no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”; esta situación conlleva a que está Junta se vea expuesta a situaciones de demandas ante los juzgados judiciales del país y que conforme a las indicaciones de la jurisprudencia y de la propia Procuraduría General de la República, debe apersonarse a los procesos y tener su propia representación judicial.



Así mismo conviene recordar que, una vez conocido el citado criterio de la PGR N.° 021-2021, el honorable Consejo Superior decide crear la Dirección de la JUNAFO, como brazo administrativo de este cuerpo colegiado para que coadyuve en la correcta administración del régimen del FJPPJ, pero considerando dicha naturaleza jurídica, la importancia del régimen del FJPPJ, las áreas de especialización ya existentes en el Poder Judicial, economías de escala, la historia y los principios de eficiencia y eficacia en la administración pública y demás elementos, decide en el mismo acuerdo, instar a las demás dependencias del Poder Judicial a mantener el apoyo y colaboración en los requerimientos que este órgano requiera, según consta en sesión N.° 26-2021, artículo XXXI del 06 de abril de 2021, del cual conviene destacar lo siguiente:  



“…2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Autorizar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que solicite directamente en caso de ser necesario a las dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo…” El resaltado no es parte del original.



Debido a la característica de poseer cédula instrumental propia, la JUNAFO se expone constantemente como parte involucrada en juicios de diversa índole, por lo cual este cuerpo colegiado le solicitó a la Dirección de Gestión Humana (DGH) un estudio del perfil competencial de la plaza N.° 382277 de un Asesor Jurídico, que actualmente colabora en la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que dicho perfil pueda tener dentro de sus competencias, poseer el desarrollo de la representación judicial en los procesos respectivos, dicho requerimiento fue remitido a esa Dirección desde el mes de julio de 2022. 



Es importante mencionar que, la JUNAFO es actualmente presidida por el Dr. Juan Carlos Segura Solís, quien es la única persona dentro de este Órgano de Máxima Dirección que ostenta las calidades de abogado, lo cual ha beneficiado la representación legal del órgano y con ello poder asistir a los tribunales en los diferentes procesos judiciales, conforme a las potestades que como presidente de dicho cuerpo colegiado le brinda la Ley Orgánica del Poder Judicial. Cabe destacar que ninguna otra persona integrante de este cuerpo colegiado tiene la posibilidad de representación legal del órgano para asistir directamente a los diferentes despachos cuando se tengan diligencias en los diferentes procesos jurisdiccionales. 



No obstante lo anterior, es importante destacar que dentro de su estructura administrativa de la Dirección de la JUNAFO, se posee la plaza N.° 382277 de un Asesor Jurídico, por lo cual, se le solicitó a la Dirección de Gestión Humana que remita un estudio del marco competencial de esta plaza para valorar la viabilidad de que represente a este órgano en estos procesos judiciales, que podrían tener consecuencias para este régimen de pensiones. Además, de que si el estudio resulta viable, que no sea una limitación o impedimento para el nombramiento del puesto de la presidencia de la JUNAFO para otra persona que no posea las calidades de abogado.



Respecto al estudio solicitado a la DGH, no se tiene claridad si esa plaza puede asistir a las audiencias de los diferentes procesos jurisdiccionales que se tramitan en contra del órgano, considerando el perfil competencial para ese tipo de puestos, por esto, se gestionó ante esta Dirección (Julio 2022) valorar el perfil de la citada plaza a fin de que se determine si es viable que la persona funcionaria judicial que ocupe esta pueda representar a la JUNAFO en procesos judiciales, o bien, que se valore la posibilidad de establecer un perfil de asesor jurídico exclusivo para la JUNAFO que alcance la representación en vía jurisdiccional y/o acompañamiento de este asesor al Órgano de Máxima Dirección.



A continuación, se enumeran los detalles de antecedentes de la gestión:



· La JUNAFO en sesión N.° 28-2022 celebrada el 26 de julio de 2022, artículo XIX, oficio de referencia N.° 0500-JUNAFO-2022 acordó:



“(…) Tomar nota de lo indicado por el doctor Juan Carlos Segura Solís, y consultar a la Dirección de Gestión Humana, si el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico de la JUNAFO, se puede modificar con el fin de poder tener una presentación de la JUNAFO, en procesos judiciales (…)”



· La Dirección de la JUNAFO le solicitó mediante oficio N.° 0266-DJA-2022 en agosto de año 2022 a la DGH sus buenos oficios para que sea valorado el perfil competencial del Asesor Legal citado en el punto anterior.



· Se han establecido constantes reuniones con la DGH para conocer el estado del estudio; sin embargo, a la fecha no se tiene resultado del estudio.



· La JUNAFO en sesión N.° 24-2023 celebrada el 13 de junio de 2023, artículo III, oficio de referencia N.° 0441-JUNAFO-2023 acordó:



Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Agradecer a los señores y señoras magistradas de la Corte Plena, el reconocimiento transmitido a este cuerpo colegiado, posterior a la comparecencia del pasado 5 de junio de 2023. 2.) Instar a la Corte Plena, para que solicite a la Dirección de Gestión Humana, que remita a la brevedad el estudio de definición del marco competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO, solicitado en N° 28-2022 del 26 de julio de 2022, artículo XI, debido a que es de suma importancia contar con dicho estudio, con el fin de optimizar las labores que realiza esta Junta.



(resaltado no corresponde al acuerdo original).



Por último conviene recordar lo analizado por el estimable Consejo Superior en N.° 63-2022 del pasado 28 de julio de 2022, artículo XXXI, en la cual reafirma su posición de brindar colaboración a la JUNAFO, solicitando se especifique las áreas o dependencias en las cuales se haya detectado inconvenientes, según se aprecia:



“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Deberá la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, comunicar a este Consejo, cuáles son esas oficinas o dependencias donde han requerido la colaboración y les ha sido denegada, por cuanto se les dará el apoyo siempre y cuando sea legalmente posible.” El resaltado no es parte del original.



Dada la importancia que este aspecto posee para el correcto accionar de la JUNAFO, se acude al apreciable Consejo Superior para que en calidad de máxima autoridad administrativa del Poder Judicial, para que si a bien lo estima, instruya a la Dirección de Gestión Humana para que priorice la atención de este requerimiento y se atienda a la mayor brevedad, dado que fue tramitado desde hace más de un año, sin que a la fecha exista solución a esta problemática.



Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o adición que se requiera por parte del respetable Consejo Superior.” 









[bookmark: _MON_1760184093][bookmark: _MON_1760184115]
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Se acordó: Tener por recibida la comunicación del máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones, mediante oficio N° 0444-DJA-2023 del 25 de octubre de 2023 y solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación del presente acuerdo a la brevedad atienda la gestión presentada en oficio N° 266-DJA-2022 sobre si el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico N° 382277 se puede modificar.”



-0-

La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Ivannia Aguilar Arrieta y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de la Sección de Análisis de Puestos, mediante oficio N° PJ-DGH-SAP-029-2024 del 31 de enero de 2024, informaron lo siguiente:



“Mediante correo electrónico de fecha 26 de octubre de 2023 el Máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia traslada a la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana el oficio N° 0444-JUNAFO-2023, suscrito por el MPM. Olsen Mora Valdez, Director a.í. de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con la indicación de que “… se pueda resolver a la brevedad, dada la situación de la Junta y el riesgo asociado.”

 

Cabe señalar que mediate el oficio de cita la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial expone la siguiente situación: 



[bookmark: _Hlk153264917]“… se requiere la colaboración del apreciable Consejo Superior para solucionar una problemática que se presenta para el correcto accionar de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), la adecuada definición del perfil competencial de la plaza N° 382277 de un Asesor Jurídico, que actualmente colabora en la Dirección de la JUNAFO.



[bookmark: _Hlk153264984]Cuando la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) se encontraba a cargo del Poder Judicial en la figura de la Corte Plena y el Consejo Superior (años 1939 - 2020[footnoteRef:2]), la representación judicial en cualquier proceso recaía únicamente en la Procuraduría General de la República -PGR- (abogado del Estado), con la coordinación y acompañamiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en razón de lo cual los perfiles competenciales propios del Poder Judicial no poseen la característica de representación judicial, ya que la misma no era requerida, sino que esta facultad la ejecutaba la PGR en representación del Estado y del Poder Judicial como tal.  [2:  La Ley N.° 9544 fue publicada en mayo 2018, pero la conformación de la JUNAFO ocurre hasta el 27 de enero de 2020, momento en el cual se vuelve efectivo el traslado de la competencia de la administración del régimen del FJPPJ.] 




[bookmark: _Hlk151366627][bookmark: _Hlk153265046]Dada la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) analizada por dicha Procuraduría en dictamen N.° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, se aclara que este cuerpo colegido es un “Órgano de Desconcentración Máxima” del Poder Judicial y que cuenta con personería jurídica instrumental propia (N° 3-007-792932) para “la representación judicial y extrajudicial” del régimen del FJPPJ, pero que estas características “… no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”; esta situación conlleva a que está Junta se vea expuesta a situaciones de demandas ante los juzgados judiciales del país y que conforme a las indicaciones de la jurisprudencia y de la propia Procuraduría General de la República, debe apersonarse a los procesos y tener su propia representación judicial.



[bookmark: _Hlk153265141]Así mismo conviene recordar que, una vez conocido el citado criterio de la PGR N° 021-2021, el honorable Consejo Superior decide crear la Dirección de la JUNAFO, como brazo administrativo de este cuerpo colegiado para que coadyuve en la correcta administración del régimen del FJPPJ, pero considerando dicha naturaleza jurídica, la importancia del régimen del FJPPJ, las áreas de especialización ya existentes en el Poder Judicial, economías de escala, la historia y los principios de eficiencia y eficacia en la administración pública y demás elementos, decide en el mismo acuerdo, instar a las demás dependencias del Poder Judicial a mantener el apoyo y colaboración en los requerimientos que este órgano requiera, según consta en sesión N° 26-2021, artículo XXXI del 06 de abril de 2021, del cual conviene destacar lo siguiente:  



“…2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Autorizar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que solicite directamente en caso de ser necesario a las dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo…” El resaltado no es parte del original.



Debido a la característica de poseer cédula instrumental propia, la JUNAFO se expone constantemente como parte involucrada en juicios de diversa índole, por lo cual este cuerpo colegiado le solicitó a la Dirección de Gestión Humana (DGH) un estudio del perfil competencial de la plaza N° 382277 de un Asesor Jurídico, que actualmente colabora en la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que dicho perfil pueda tener dentro de sus competencias, poseer el desarrollo de la representación judicial en los procesos respectivos, dicho requerimiento fue remitido a esa Dirección desde el mes de julio de 2022. 



[bookmark: _Hlk153265272]Es importante mencionar que, la JUNAFO es actualmente presidida por el Dr. Juan Carlos Segura Solís, quien es la única persona dentro de este Órgano de Máxima Dirección que ostenta las calidades de abogado, lo cual ha beneficiado la representación legal del órgano y con ello poder asistir a los tribunales en los diferentes procesos judiciales, conforme a las potestades que como presidente de dicho cuerpo colegiado le brinda la Ley Orgánica del Poder Judicial. Cabe destacar que ninguna otra persona integrante de este cuerpo colegiado tiene la posibilidad de representación legal del órgano para asistir directamente a los diferentes despachos cuando se tengan diligencias en los diferentes procesos jurisdiccionales. 



[bookmark: _Hlk153265315]No obstante lo anterior, es importante destacar que dentro de su estructura administrativa de la Dirección de la JUNAFO, se posee la plaza N° 382277 de un Asesor Jurídico, por lo cual, se le solicitó a la Dirección de Gestión Humana que remita un estudio del marco competencial de esta plaza para valorar la viabilidad de que represente a este órgano en estos procesos judiciales, que podrían tener consecuencias para este régimen de pensiones. Además, de que si el estudio resulta viable, que no sea una limitación o impedimento para el nombramiento del puesto de la presidencia de la JUNAFO para otra persona que no posea las calidades de abogado.



Respecto al estudio solicitado a la DGH, no se tiene claridad si esa plaza puede asistir a las audiencias de los diferentes procesos jurisdiccionales que se tramitan en contra del órgano, considerando el perfil competencial para ese tipo de puestos, por esto, se gestionó ante esta Dirección (Julio 2022) valorar el perfil de la citada plaza a fin de que se determine si es viable que la persona funcionaria judicial que ocupe esta pueda representar a la JUNAFO en procesos judiciales, o bien, que se valore la posibilidad de establecer un perfil de asesor jurídico exclusivo para la JUNAFO que alcance la representación en vía jurisdiccional y/o acompañamiento de este asesor al Órgano de Máxima Dirección.”



Aunado a lo anterior mediante oficio N° 0500-JUNAFO-2022 de fecha 10 de agosto del 2022, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, traslada los alcances del acuerdo tomado en la sesión N° 28-2022, celebrada el 26 de julio de 2022, artículo XIX, misma que se transcribe a continuación:[footnoteRef:3] [3: Se atiende Oficio N° 5800-2023 de la Secretaría General de la Corte.
] 




“Documento N° 727-2022



Manifiesta el doctor Juan Carlos Segura Solís, que se tuvo el día viernes 22 de julio de 2022, la audiencia preliminar, referente al proceso que presentó el señor Eddie Alvarado Vargas, Jubilado Judicial, contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, ante el Tribunal Contencioso Administrativo, e indica que al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la JUNAFO, no lo dejaron participar, por lo que tuvo que participar él como abogado, lo que quedó bien, por ser el presidente de la Junta y que además tuviera esa condición de abogado, sin embargo expresa que no se puede seguir de esa manera en el eventual caso de que el presidente no sea abogado, por lo que se tiene que ver, ante quién se debe recurrir para hacer la consulta, y cree que es ante la Dirección Jurídica, para efectos de la representación de un apoderado especial judicial, para efectos de estos tipos de procesos, porque como saben, hay varios que están pendientes de trámite. (El resaltado no pertenece al original).



Manifestaciones de los integrantes:



[bookmark: _Hlk153996458]Indica el licenciado Eduardo Chacón Monge, que él no pudo participar en el proceso debido a las dudas que existen en relación a las competencias de su puesto como Asesor Jurídico, por lo que se debe consultar ante la Dirección Jurídica, o si primero se realiza la consulta a la Dirección de Gestión Humana, sobre si existe un perfil competencial de Asesor Jurídico dentro de la institución que también represente a un Órgano como tal, y si no es así, si se puede hacer una modificación de las competencias, y si es permitido por el pago de prohibición que le hacen a él. Por lo que indica, que esas cosas hay que verlas lo más pronto posible, ya que, aunque el ayude con la elaboración de los escritos, no puede estar en audiencia. Por lo anterior, se genera la duda, de cómo se va a hacer cuando el presidente de la Junta no sea abogado, como lo fue en este caso. 



Propone el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se consulte a la Dirección de Gestión Humana, si se pueden cambiar las competencias del perfil del Asesor Jurídico de la JUNAFO, puesto que ocupa el licenciado Eduardo Chacón Monge y, además, se le consulte a la Dirección Jurídica si ellos pueden representar a la JUNAFO, en los procesos futuros.



Indica la licenciada Ingrid Moya Aguilar que, considera que a tal efecto la Dirección de Gestión Humana, al no existir eso en el puesto, tendría que cambiar el puesto o crear uno específico para él. Por otro lado, señala que la Administración está tratando de hacer la contratación para efectos de contratar un abogado para la JUNAFO, y con respecto a que la Dirección Jurídica represente a la JUNAFO, ya ellos dijeron que no, por lo que ni la Dirección Jurídica ni la Procuraduría General de la República la están representando en ningún momento, solamente al Estado y al Poder Judicial. Por lo que de momento sería que, el licenciado Eduardo Chacón Monge siga colaborando con respuestas, y seguir contando con la colaboración del doctor Juan Carlos Segura Solís, como presidente y que es abogado, durante lo que queda del año.



Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo indicado por el doctor Juan Carlos Segura Solís, y consultar a la Dirección de Gestión Humana, si el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico de la JUNAFO se puede modificar con el fin de poder tener una presentación de la JUNAFO, en procesos judiciales.”



Con respecto a la anterior solicitud es importante mencionar que como parte del procedimiento que se sigue en materia de análisis de puestos se solicitó el llenado del cuestionario de clasificación y valoración de puestos, además el día 24 de noviembre del 2023 se entrevistó al Licenciado Eduardo Chacón Monge, ocupante de la plaza N° 382277 de Asesor Jurídico para ampliar detalle de las tareas que ejecuta y sobre lo solicitado.



Asimismo, y con la finalidad de profundizar sobre el contexto de la gestión el día 14 de diciembre del 2023 se entrevistó al MPM Oslean Mora Valdez, Director a.í. de la JUNAFO. 



I. Sobre la entrevista efectuada al MPM Oslean Mora Valdez, Director a.í. de la JUNAFO.



A continuación, se exponen los alcances de la entrevista efectuada al MPM Mora Valdez, al consultarle sobre lo solicitado manifestó:



En importe revisar el organigrama del Poder Judicial en el cual se puede observar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones está al mismo nivel de estructura que el Consejo Superior. Sin embargo, existe una clara división en las competencias que se le han delegado a la JUNAFO por lo cual no tiene la misma fuerza que el Consejo Superior con todo el aparato administrativo, sino que tiene ciertas limitaciones y bastantes obligaciones.



Señala que la Ley 9544 (Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial) en su artículo 239 crea una figura que no es conocida anteriormente en el Poder Judicial y es la de contar con un órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que le asigna la Ley, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del fondo.



Indica que esa figura tiene algunas similitudes por ejemplo con el Organismo de Investigación Judicial, la Defensa Publica, la Fiscalía, pero estas instancias tienen un grado de desconcentración mínimo, tienen independencia en la ejecución de muchas potestades pero siguen bajo la subordinación directa de los órganos superiores del Poder Judicial, mientras que  la Junta Administradora según el organigrama  si depende de Corte Plena y no de Consejo Superior, pero únicamente para algunos aspectos ya que para otros tiene total libertad y total injerencia en la representación judicial y extrajudicial del fondo.



Se le hace la pregunta si en todos los aspectos administrativos son independientes de Corte Plena, por lo que responde que “somos independientes en la parte administrativa pero lo que ha normado la junta es que vamos a seguir parámetros generales establecidos por el Poder Judicial salvo que se dicte lo contrario, salvo que ellos regulen algo especifico nosotros seguimos normativa del Poder Judicial…”.



Continúa indicando que por ejemplo en el organigrama del Poder Judicial no existe la dirección de la Junta Administradora porque “… nace la cabeza no nace el cuerpo, el cuerpo nace hasta el 26 de abril del 2021, cuando el Consejo Superior decide que se necesita un brazo operativo”.



Lo anterior señala que es una introducción para que se comprenda que no es lo mismo para otra oficina del Poder Judicial, por cuanto la Ley en su artículo 239 y el criterio de la Procuraduría General de la República, dictamen C-021-2021, declara a la Junta Administradora como un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración del fondo que dota de personería jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el fondo.

Es decir, establece un tema de representación y esa diferencia hace que tengan una independencia completa y que sean un órgano de desconcentración máxima. 



Además, Indicó que conforme a la naturaleza jurídica de la JUNAFO el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial le confiere poderes incluso normativos, que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo y que no desliga a su personal del Poder Judicial, siguen siendo funcionarios del Poder Judicial con el que se manteniendo una relación de empleo público. 



Bajo ese escenario expreso “… somos y no somos, somos parte del Poder Judicial pero a la vez tenemos independencia para muchas cosas, por eso la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial decide seguir la tramitación típica del Poder Judicial para las gestiones, perfiles competenciales y escalas salariales que ya tiene definidas, por eso aunque podría separarse y hacer una escala salarial propia y un perfil competencial propio y todo independiente ellos deciden que como son empleados del Poder Judicial lo correcto es ir por esa vía.”.



Aunado a lo anterior se le consultó si en virtud de esa independencia que el mismo ratifica existen limitantes para que la JUNAFO realice sus propios perfiles, a lo que manifestó que lo que limita es la parte de no desliga a su personal del Poder Judicial, porque en un principio se creía que la Junta era un ente independiente y si era independiente no tenía que pedirle permiso a nadie podía definir su escala salarial sus propios perfiles, incluso se hizo una contratación para hacerlo por aparte. 



Asimismo, indicó que por ejemplo que, si ellos deciden crear un “perfil de Perito Actuarial” y pagarle una cantidad elevada de dinero, se rompe la estructura porque ese puesto que no existe va a ganar más que la jefatura de una dirección, va a ganar más que un director ejecutivo, entonces al romper esa estructura y poder generarse esas disparidades lo que la junta decide es acogerse a la estructura interna del Poder Judicial, ver los perfiles que existen y ajustarse a ellos para crear su estructura inicial, más adelante podría ser  que decidan divorciarse en ese tema porque se le confieren poderes normativos.



Por otra parte, señaló que en virtud de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones cuenta con personería jurídica instrumental tiene que apersonarse por sí misma y representarse en los procesos jurisdiccionales, entonces a diferencia de lo que pasaba con el Consejo Superior cuando administraba el fondo tienen que presentarse con un abogado a todas las demandas y formar parte del proceso.

 

Adicionalmente, indicó que esa característica de tener que asistir a los juicios en representación de la Junta es lo que en estos momentos “… nos tiene trabada la máquina…” debido a que el perfil de Asesor Jurídico que nace dentro del seno del Poder Judicial no dispone de esa tarea, dado que no es necesaria porque la representación la realiza la Procuraduría General de la República. 



Actualmente, el Presidente de la Junta es abogado, tiene las calidades para poder ejercer esa representación, pero es casualidad ya que la Ley 9544 en el artículo 240 señala que los requisitos que se solicitan para quien ejerza la presidencia de la junta es tener un título en carrera universitaria a fin a la administración del fondo, perfectamente el presidente de la Junta podría ser un contador, un actuario matemático o hasta un médico.



De ahí nace la necesidad de que se cuente con un perfil especifico de un Asesor Jurídico que a diferencia del que existe dentro del Poder Judicial debe tener la capacidad para ejercer la representación de la Junta Administradora en todos los tipos de procesos jurisdiccionales.



Se le pregunta a don Oslean sobre la valides o vigencia de los perfiles de puestos que se generaron a raíz de la contratación de la firma consultora Price Waterhouse Coopers (PwC) a lo que indicó que, se definieron entre el año 2020 y 2021 y  se desarrollaron baja una tesis que no privó, lo que privaba en ese momento era que la Junta Administradora era una operadora de pensiones al igual que VIDA Plena, BCR Pensiones, etc. que son sociedades anónimas que se rigen por el carácter privado, esa era la tesitura que se seguía en esos años, se creía que el fondo era una empresa. 



Manifiesta que en ese lapso no existía claridad incluso a lo interno del Poder Judicial de qué clase de órgano era la Junta, había tesis que hablaban de que eran privados otras que eran púbicos o completamente independientes, por esa razón nace la necesidad de consultar a la Procuraduría General de la República, no obstante, esta se pronuncia, pero hasta enero del 2021 prácticamente un año después. En ese interín de enero del 2020 a enero del 2021 es que se ejecutan esos procesos con la consultora persiguiendo la tesis de que iban a convertirlo o declararlo en un ente privado.



Aunado a lo anterior expresó que se disponía de una plaza de Asesor Jurídico pero no tenía capacidad de representación, no podía ir a los juicio por lo que se contrataba a un abogado externo para que representara a la Junta en los juicios, pero que a partir de que la Contraloría General de la República aclara que los recursos son públicos, que tiene calidad de parafiscal, se dificulta el proceso de contratación debido a que  se debe aplicar la Ley de Contratación  Administrativa y se tiene que ejecutar un proceso de contratación para cada juicio y por los tiempos de la ejecución que lleva ese proceso se hace  materialmente imposible. 



Por ese motivo es que solicitan se modifique el perfil competencial del Asesor Jurídico y que se incluya la actividad de la capacidad de representación legal de ese cuerpo colegiado.



Sobre la consulta la consulta que hacen en relación con la necesidad de contar con un poder especial para que el Asesor Jurídico pueda ejercer la representación, mencionó que es correcto, que esa es la intención para que no se den inconvenientes en caso de que el presidente de la junta no cuente con especialidad en derecho y que la representación no la ejerce el presidente sino el Asesor Jurídico.

Además de lo anterior y dado que en el cuestionario de clasificación y valoración de puestos señalan la necesidad de que la plaza que ocupa el licenciado Chacón Monge funja como jefatura, se consultó sobre esa petición.

 

Con respecto a lo anterior indicó que esa es la expectativa que se tiene, ya que “… se asume ese rol ad honoren por así decirlo”, en este momento se cuenta con el permiso de la plaza de Asesor Jurídico con la que se coordinan las actividades y para el 2024 va a tener dos personas directamente con las que debe de coordinar. 



Además, indicó que se estima que la estructura de la parte jurídica crezca con el tiempo dado que existe trabajo permanente, de momento señala se amplió el permiso con goce de salario solicitado para un Asesor Jurídico el cual inicia a partir de enero del 2024 como plaza extraordinaria por ese periodo. 



Asimismo, mencionó la que pretensión de la Junta es que se cuente con un puesto de Asistente o Técnico Judicial durante el año 2024 y que la intención es que a partir del 2025 se disponga de esa plaza ya sea de forma extraordinaria u ordinaria. Sin embargo, señala que todavía la Junta no sea ha pronunciado con respecto a este punto pero que es muy probable que se ejecute, sin embargo manifestó podría suceder alrededor de abril o mayo. 



Además, señaló que hay áreas de la administración del Poder Judicial que continúan brindando ciertos servicios ocasionales a la Junta y la tesis que se ha manejado es que se han cedido esas plazas que se crearon para atender las necesidades del fondo, bajo esa premisa en algún momento algunas plazas de la Dirección Jurídica se podrían trasladar y tendrían que ubicarse bajo la tutela de don Eduardo.



Finalmente, a manera de resumen expresó que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones necesita contar con alguien que tenga la capacidad de representarlos en los juicios ya que la Procuraduría General de la República no los puede representar, la idea es modificar el perfil de Asesor Jurídico para que tenga la capacidad de la representación de ese órgano colegiado. La intención es contar con un abogado de planta propio que puede ir a los juicos a representarlos en lugar de contratar abogados externos cada vez que se tenga un juicio.



II. [bookmark: _Hlk153972423]Sobre los alcances de la gestión.



Sobre la anterior gestión se debe indicar que la solicitud de la JUNAFO según se desprende de los oficios N° 0444-JUNAFO-2023, 0500-JUNAFO-2022, del cuestionario de clasificación y valoración de puestos, así como de las entrevistas efectuadas obedece a una mezcla o combinación de varias situaciones que forman parte de la operatividad administrativa y día a día de la JUNAFO, mismas que son propias de los actos que debe de analizar y gestionar la Dirección de la JUNAFO como brazo administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado que en esta se depositan todas las actividades operativas y/o estratégicas para el adecuado funcionamiento y gestión del fondo.

 

No obstante, tomando en consideración lo anterior y en relación con las facultades que le competen a la Dirección de Gestión Humana, es oportuno recordar que esta dependencia funge como asesor de los órganos superiores en su papel de brindar asesoría técnico-administrativa, por lo cual la información suministrada a través de los informes técnicos representa una orientación administrativa sobre el tema consultado que ofrece elementos para su valoración y toma de decisiones; es decir no sustituye al órgano administrativo consultante en su decisión final.



[bookmark: _Hlk154058447]Sin embargo, como órgano asesor que somos es nuestro deber advertir sobre las decisiones que este órgano administrativo del Poder Judicial adopte con respecto a lo solicitado por la JUNAFO, por cuanto es indispensable que tome en consideración las competencias que se le atribuyen conforme al artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial con respecto a las competencias que por Ley 9544 se le atribuyen a la JUNAFO.



Pues si bien es cierto y de manera muy acertada en su momento el Consejo Superior mediante sesión N° 26-2021, del 06 de abril de 2021, artículo XXXI, instó a las dependencias del Poder Judicial a mantener el apoyo y colaboración a la JUNAFO en los aspectos que se requieran para el inicio dar inicio con la entrada en vigencia de la Ley 9544[footnoteRef:4] del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hay situaciones como las que nos ocupa en que la decisión sobre las acciones que por atribución le corresponden resolver a la JUNAFO recaerían sobre este órgano y por el principio de legalidad se deberá tomar en consideración si se están  invadiendo competencias técnicas y administrativas y desvirtuando la responsabilidad que se le otorgó a la JUNAFO a partir de que operó el traslado de competencias y se le otorgó la personería jurídica instrumental como órgano de  desconcentración máxima que goza de completa independencia funcional, técnica y administrativa. [4:  Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, 05 DE MAYO DE 1993 y sus reformas. 
] 




Sin embargo, bajo ese contexto se procede a responder las inquietudes de la JUNAFO para que sean valoradas por nuestro Órgano Superior y estime lo que considere conveniente.



1. [bookmark: _Hlk154049448]Primera consulta:



“… Se habilite que un asesor jurídico pueda tener la representación legal del órgano colegiado en los diferentes despachos judiciales.



“La necesidad de que se determine si la plaza de Asesor Jurídico pueda representar a la JUNAFO en procesos judiciales.”





En relación con estas consultas se tiene que al momento de efectuar las entrevistas al Director y Asesor Jurídico de la JUNAFO para ampliar detalles de lo solicitado, así como conocer la actividad del cargo, se indicó que en virtud de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones cuenta con personería jurídica instrumental, está sujeta a demandas en la vía judicial por procesos contenciosos administrativos, laboral, seguridad social, constitucional, entre otros.



Asimismo, se señaló que se han presentado problemas a raíz de que en los procesos Contenciosos Administrativos se solicita que el representante legal sea abogado y que la situación que se presenta radica en que actualmente la representación legal recae en el integrante de la Junta Administradora que esté elegido como presidente, ante esa situación se genera la duda de que se va a hacer cuando el presidente de la JUNAFO no ostente la condición de abogado. 



[bookmark: _Hlk154047085]Señala que el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece los requisitos que deben cumplir los integrantes y entre ellos no se estipula que obligatoriamente deben ser abogados, que por esa razón es imperativo que el Asesor Jurídico de la JUNAFO tenga la representación legal del órgano para que pueda llevar a cabo los trámites en los diferentes despachos judiciales y que bajo esas circunstancias se requiere de un poder especial para que este pueda apersonarse a los procesos y ejercer la representación judicial.



Sobre lo anterior es dable indicar que en virtud de que las inquietudes señaladas por la JUNAFO rozan con aspectos legales se revisaron criterios jurídicos emitidos por la Procuraduría General de la República para tener una orientación sobre el tema. 



De la investigación efectuada se logró ubicar el criterio número C-064-2013 de fecha 24 de abril del 2013, el cual se adjunta y versa sobre una consulta con elementos  similares a los que nos ocupan ya que parte de las interrogantes que ahí se exponen también se basan en la necesidad de otorgar un poder de carácter general para suplir la representación legal.



A continuación, se presentan un extracto de ese criterio que sirven de base para aclarar lo solicitado:



“… nos consulta el PANI si es posible que el Presidente Ejecutivo delegue la representación en otros funcionarios que no sean los indicados en el artículo 26 y que también realicen labores de abogacía, tales como los abogados de la Asesoría Jurídica, los de la Presidencia Ejecutiva, los abogados del Departamento de Adopciones, entre otros.



En nuestro criterio, no resulta procedente considerar que el Presidente Ejecutivo pueda delegar la representación del órgano, toda vez que esta es una competencia legal y personal asignada a dicho funcionario, siendo que no existe autorización legal para efectuar esta delegación.



Sobre la imposibilidad de delegar la representación legal de los órganos, esta Procuraduría ha señalado:



“Aunque en las resoluciones remitidas con la consulta, el Tribunal no ha expresado concretamente cuál medio o documento para acreditar la representación es el que debe utilizarse ante él -se limitó a expresar que debe recurrirse a "las normas de derecho público" (art. 282.1 de la L.G.A.P.)- entiende esta Procuraduría que, por exclusión, a lo que se refiere es al instituto de la Delegación, regulado por el numeral 89 y siguientes de la citada ley.



Sin embargo, si se tienen en consideración las características propias de esa figura, surgen serias dudas sobre la compatibilidad o adaptación de ella al procedimiento de la gestión de despido, En efecto, de acuerdo con las disposiciones citadas, así como con la doctrina que informa ese instituto, a juicio de esta Procuraduría, la delegación no resulta compatible con el papel que debe asumir el jerarca ministerial -órgano competente para gestionar el despido- en la atención de las demás incidencias de ese procedimiento disciplinario especial (recepción de pruebas, contestación de audiencias, impugnaciones, etc.). Ello por la indispensable concurrencia o participación de un profesional en derecho en ellas, y sobre lo cual, resulta indiscutible, un ministro no tiene ni la preparación profesional, ni los conocimientos técnicos requeridos para atenderlas; lo anterior, aparte de lo absurdo que resultaría que un funcionario de esa jerarquía tenga que destinar el tiempo requerido para el cumplimiento de las delicadas funciones atinentes a su alta investidura en la atención de esas incidencias, propias o inherentes a aquella profesión.



Igualmente, ha de tenerse en cuenta que una importante característica de la delegación es que ésta, como una de las formas de transferencia de competencia, tiene carácter temporal (artículo 87, aparte 1 de la L.G.A.P.). En ese sentido, al analizar dicha figura se ha expresado: "b) Transferencia temporal: Debe insistirse en el punto que la delegación es una transferencia provisional de una o varias competencias, desde luego, no puede ser permanente o definitiva (…) Precisamente, por ello, el acto de delegación debe contener, entre otros aspectos, su duración y debería fijarse, legislativamente, un plazo máximo de vigencia que bien podría ser de doce meses…" (Jinesta Lobo Ernesto, Tratado de Derecho Administrativo, Biblioteca Jurídica Dike, Medellín, 2002, Tomo I, pag.327)



De ahí que al ser indeterminable y permanente la actividad a desplegar en la atención de las diferentes solicitudes de despido que se establezcan durante la gestión de un ministro, la figura de la delegación no resulte compatible con tal labor profesional.



A la vez, se sostiene que la delegación tiene por objeto "E) Facilitarle al superior el cumplimiento de sus fines. El propósito de la delegación, es permitirle al superior jerárquico que cumpla con los fines asignados, lo cual se lo puede impedir momentáneamente el exceso de trabajo o de asuntos de escasa entidad." (op. cit. Pag. 328). Y la anterior situación, obviamente, no podría presentarse con la atención que requieren las gestiones de despido de parte de la asesoría legal, ya que eso se convierte en una función, podría decirse que normal; además, se desarrolla en forma permanente -su intensidad depende, por ejemplo, del tamaño de la planilla, así como los demás factores que puedan originar las solicitudes de despido-. Tampoco puede pensarse que el Ministro, con motivo las gestiones de despido que deba presentar, pueda hacer uso de la delegación como un recurso para desahogarse de un "exceso de trabajo" (que deba atender "momentáneamente"), o alguna situación parecida, que le estén causando trastornos para el debido cumplimiento de sus funciones.



Además, y esto es muy importante, una vez interpuesta cada gestión de despido, lo que el Ministro requiere de su asesoría legal -por no ser él, obviamente, profesional en el ramo- es la atención permanente de ella, por ser ese el órgano técnico especializado en la materia. Obsérvese que en la atención profesional de dicho procedimiento disciplinario, ni siquiera existen actos administrativos ministeriales de por medio que puedan delegarse, sino que se trata de la actividad "litigiosa" que en vía administrativa debe desplegar una de las partes allí involucradas (la institución patronal). De ahí la necesaria intervención de un profesional en derecho de parte del ministerio actor, a quien no se le transfiere una competencia (el Ministro no es un "litigante"), sino que se le encarga su participación para la debida atención de un asunto, en ese caso, propio de la competencia profesional de un asesor legal”. (Opinión Jurídica OJ-136-2004 del 02 de noviembre del 2004)



Tal y como se desprende de la extensa cita, la figura de la delegación de competencias no resulta compatible con la atención de los casos judiciales o administrativos que requieran de patrocinio letrado para su debida tramitación, no sólo por la carencia de una norma legal que habilite para tal actuación –con la excepción hecha de las oficinas regionales- sino porque además, la representación es una competencia personalísima, que no podría delegarse y que debe necesariamente ser asumida por el funcionario designado en la ley. 

 

Nótese que con la delegación general de la función, se estaría trasladando en términos generales la competencia que por ley le ha sido designada a un órgano en específico, por lo que en nuestro criterio, la figura de la delegación en estos casos resulta improcedente.



Ahora bien, esto no quiere decir que el Presidente del PANI deba atender todos los procesos judiciales o administrativos en donde se requiera de patrocinio letrado o de conocimientos jurídicos especializados, pues en estos casos lo que ocurre es que quien ostenta la representación acude al patrocinio letrado para poder ejercer la representación en la forma debida.



Así, recordemos que el Código Procesal Civil exige que en los procesos jurisdiccionales se litigue bajo la figura del patrocinio letrado, es decir, que las personas o representantes legales actúen bajo el patrocinio de un abogado durante los procesos.  Al respecto, se establece:



ARTÍCULO 114.-

Patrocinio letrado y ratificación.



Todos los escritos, para surtir efectos procesales, deberán llevar firma de abogado que autentique la del petente. Si se omitiere ese requisito, el abogado deberá autenticarlo dentro del plazo de tres días, lo que hará en el tribunal y ante el secretario, quien dejará constancia de ese hecho, y de la hora y la fecha en las que se lleve a cabo. De no hacerlo así, la gestión será denegada.



(Texto así modificado por Resolución de la Sala Constitucional Nº 3495-94 de las 14:57 horas del 12 de julio de 1994 )



ARTÍCULO 116.-

Dirección profesional.



La firma del abogado autenticante implicará dirección del asunto judicial al que el escrito se refiere, lo cual apareja la consiguiente responsabilidad, salvo que las circunstancias revelen que la autenticación de firma es ocasional. Sin embargo, el autenticante será responsable por los términos en que esté redactado el escrito.



ARTÍCULO 118.-

Otorgamiento del poder.



No será necesario que el poder de quien represente a otro en proceso conste en testimonio de escritura pública, pues podrá hacerse en papel simple, con tal de que esté firmado por el otorgante, o si no supiere escribir o estuviere impedido para hacerlo, por una persona a ruego; en ambos casos debidamente autenticado por un abogado, que no sea aquél a quien se otorga el poder.



ARTÍCULO 299.-

Trámite.



En general, el juez podrá resolver, en cualquier tiempo, sobre su competencia. En el caso del inciso 2) del artículo anterior, si la falta o defecto de representación se refiriera al actor o al abogado del actor, y ello fuera evidente, el juez ordenará al actor que corrija la falta, para lo cual le conferirá un plazo de quince días, transcurrido el cual, de oficio, se declarará la inadmisibilidad de la demanda y se ordenará su archivo.



En los demás casos las excepciones se tramitarán por la vía incidental.



El auto en el que se rechacen las excepciones será apelable en el efecto devolutivo, y aquél en el que se acepte lo será en el suspensivo.



ARTÍCULO 561.-

Interés para apelar.



….Podrá recurrir, en nombre de la parte, el abogado que no tenga poder, y que le hubiere autenticado algún escrito en el proceso, si en el mismo escrito afirmare que esa parte se halla ausente o imposibilitada de firmar.



En ese caso, el recurso se tendrá por legalmente interpuesto, si el cliente ratificare la apelación dentro de tercero día, después de que aquél en que fue presentada…



Cabe señalar que la exigencia de patrocinio letrado, según el criterio jurisprudencial sostenido por la Sala Constitucional, constituye una garantía para el ejercicio del derecho de acceso a la justicia:



“El artículo 114 del Código Procesal Civil establece:… La jurisprudencia civil ha interpretado que como los tres días corren a partir de la presentación del escrito, el juez no tiene la obligación de prevenir a la parte omisa que autentique el escrito, sino esperar y denegar la gestión si la parte no se presentare en tiempo y esta es la situación que el accionante considera inconstitucional.



II.- Al analizar los requisitos de admisibilidad que prescribe el artículo 477 del Código de Procedimientos Penales, en concreto lo que se refiere a la autenticación, esta Sala dijo, en sentencia número 3321-93 de las quince horas y treinta y tres minutos del trece de julio de mil novecientos novena y tres: " Io. Como ya se ha indicado con anterioridad, el objeto de la jurisdicción constitucional es el de garantizar la supremacía de las normas y principios de la Constitución, especialmente de las libertades y derechos humanos en ella consagrados y hacerlas exigibles en si mismas con rango preferente sobre todas las demás. en esta tarea es indispensable, al confrontar el texto de la norma cuestionada con la Constitución, extraer su sentido lógico o espíritu, a la luz de los principios de un sistema democrático de derecho con valores morales particulares reflejados en las normas y costumbres del ser costarricense, e interpretar junto a éstos, cuál es la solución más justa para un determinado caso.



II. Interpretando la norma impugnada a la luz de estos principios, se concluye que efectivamente, la verdadera intención del legislador al exigir la autenticación del escrito de interposición del recurso de casación por un abogado, radica en el interés, no de obstaculizar el acceso a la justicia o el derecho de defensa, sino en el de garantizar una defensa técnica -al menos formalmente- al imputado. ... No obstante, es importante aclarar que estando en juego dos intereses: el de lograr la revisión de una sentencia condenatoria por parte de un superior y el de garantizar al imputado una efectiva defensa durante todo el proceso, no puede interpretarse el requisito de autenticación contenido en el artículo 477 citado, en forma tal que se haga nugatoria la garantía de éstos. La única interpretación que nos permite lograr el cumplimiento de ambos intereses en forma armónica es que en caso de omitirse la autenticación, se prevenga la subsanación del defecto en un plazo razonable. Interpretado de esa forma, no se estima que la frase "y por escrito autenticado" sea en sí misma lesiva de derechos o principios constitucionales. Lo que si resulta contrario a los intereses supra citados es no otorgar a la parte el derecho de subsanar el defecto en caso de omitirse el requisito de autenticación, porque allí sí se estaría sacrificando la justicia por un mero formalismo. Basta la subsanación del defecto para verificar si efectivamente existe asistencia letrada -formalmente hablando- que garantice la amplia defensa de los derechos del imputado." Si bien la resolución transcrita hace referencia específica a una norma procesal penal, materia diferente y mucho más garantista que la civil, los principios allí establecidos resultan plenamente aplicables a la norma que nos ocupa. El requisito de la autenticación tiene como finalidad, garantizar que la parte cuente con patrocinio letrado para la defensa de sus intereses en el proceso, y la falta de tal requisito, no debe convertirse en un obstáculo procesal para el acceso a la justicia. Para que la norma en cuestión no resulte violatoria del debido proceso, es necesario que, si se va a sancionar procesalmente con denegar la gestión, se le prevenga a la parte omisa para que subsane el error. En consecuencia, por ser violatoria del debido proceso, se debe declarar inconstitucional la frase "contados a partir del día siguiente a su presentación". Consecuencia de tal declaratoria es que el juez debe, de previo a tener por denegada la gestión que fue presentada en un escrito sin la debida autenticación, notificar debidamente la prevención a la parte afectada, ello en aplicación de los artículos 3, 145 y 173 del Código Procesal Civil y los principios generales del proceso en los que se establece el deber de notificar toda resolución judicial y la necesidad de interpretar las normas procesales, tomando en cuenta que su finalidad es dar aplicación a las normas de fondo; lo anterior se resuelve con el voto salvado de la Magistrada Calzada que declara sin lugar la acción. (Sala Constitucional, resolución número 3495-1994 de las catorce horas cincuenta y siete minutos del doce de julio de mil novecientos noventa y cuatro.  El resaltado no es del original.  En el mismo sentido, es posible ver las resoluciones 3964-200 de las quince horas con dieciocho minutos del diez de mayo del dos mil y 14899-2006 de las catorce horas con cuarenta y cinco minutos del diez de octubre del dos mil seis)



En el mismo sentido, recientemente ese Tribunal Constitucional señaló:



“III.-Sobre el fondo.-Esta Sala estima que el espíritu del legislador al exigir en el ordenamiento jurídico la autenticación o patrocinio letrado, al tenor de lo preceptuado por el artículo 114 impugnado, gira en torno a garantizar un adecuado ejercicio de defensa técnica de los intereses de las partes procesales que intervienen, ello en virtud de la naturaleza y por ende de las formalidades propias del proceso civil (como por ejemplo lo regulado en los artículos 1, 5, 6, 13, 104 y 116 de CPC), aspectos que de ninguna manera podría considerarse como un obstáculo en el acceso a la justicia o al derecho de defensa. Por el contrario responden a un principio de seguridad jurídica propio de un Estado Social y Democrático de derecho, en ese orden de ideas por mandato legal se estipula que la autenticación del profesional en derecho implica claramente la dirección del asunto judicial al que el escrito se refiere, excepto que las circunstancias del caso concreto indiquen que la autenticación de una firma es ocasional, empero, tal abogado será responsable por los términos en que esté redactado el escrito. Por ello, no está de más exponer que la autenticación supone una debida representación legal que conlleva a una tutela judicial efectiva de los derechos de los sujetos actuantes, garantía que evita la indefensión (que podría devenir por la invalidez de un acto según los numerales 194 y 197 de CPP, o se haya quebrantado el curso normal del procedimiento), máxime en un proceso de naturaleza civil cual es sumamente técnico y especializado, donde resulta improcedente que un interesado lego en derecho asuma su propia representación. Debe quedar claro que las normas procesales del código referido son de orden público y de obligatorio acatamiento para el juez, las partes; a su vez, la norma en cuestión debe interpretarse de forma integral y armónica en conjunto con el marco de legalidad y entre ellas el ya mencionado artículo 116, normas que reflejan un númerus clausus, es decir constituyen un imperativo legal. En lo que concierne a los precedentes, este Tribunal mediante proceso de acción de inconstitucionalidad, en sentencia número 94-03495, de las 14:57 horas del doce de julio de mil novecientos noventa y cuatro, expediente No 94-000467-0007-CO, determinó que el artículo 114 del Código Procesal Civil, no resulta inconstitucional, pues no se puede interpretar que el exigir la autenticación signifique hacer nugatorio el acceso a la justicia, y en lo que interesa para el presente caso estableció: ….



Sobre el requisito de autenticación el Tribunal Primero Civil de San José, en la sentencia número 289-F de las 8: 15 horas de 19 de marzo de 2003 precisó:



“… En derecho procesal civil, cuyas pretensiones son esencialmente patrimoniales, la autenticación del numeral 114 mencionado tiene como objetivo garantizar el patrocinio letrado a las partes y consecuentemente, se consolidan los principios constitucionales del debido proceso y derecho de defensa...”



A su vez, la doctrina nacional indica:



“En materia civil, las partes deben contar con patrocinio profesional, todo lo cual se regula en los artículos 114 al 118 del CPC. Las partes se comunican con el juez, en un modelo escrito como el previsto en el Código citado, mediante escrito. En ese memorial se consagra la manifestación de voluntad. Sin embargo, para ser atendida la gestión, se requiere de la presencia de un abogado, tal y como lo indica la primera norma mencionada. Todo escrito para ser atendido en los despachos judiciales requiere que la firma del petente sea autenticada por un abogado, debidamente incorporado en el Colegio de Abogados. El Acto procesal surge, como se expresó, con la manifestación de voluntad de la parte, pero como requisito de eficacia es indispensable la autenticación del licenciado en derecho. Bajo esa premisa, el artículo 114 prevé la posibilidad de subsanar o rectificar la presentación de un escrito sin autenticar, para lo cual el juez debe conceder un plazo de tres días a la parte interesada para que el escrito se autenticado, bajo el apercibimiento de denegar la gestión. Ese plazo de tres días corre a partir del día hábil siguiente de la notificación a todas las partes, aplicando la norma general del artículo 145 CPC. De autenticarse dentro de ese plazo, los efectos del escrito se retrotraen al momento de su presentación”. (PARAJELES VINDAS, Gerardo. Curso de Derecho Procesal Civil. Procesos no cobratorios. 1ª ed. San José, CR.; Investigaciones Jurídicas S.A 2010. p.p. 59-60).(Sala Constitucional, resolución número 6018-2011 de las quince horas y treinta y un minutos del once de mayo del dos mil once)



Se desprende de las sentencias anteriores, que el patrocinio letrado es un requisito necesario que permite una adecuada defensa de las partes en el proceso, lo cual garantiza el derecho de acceso a la justicia, situación que se aplica de igual forma en aquellos procesos en que una de las partes es una institución pública, como en este caso, el PANI. 



sí, a pesar de que el Presidente Ejecutivo de PANI ejerza la representación de la institución, es claro que deberá comparecer en estrados judiciales con patrocinio letrado, sobre todo si consideramos que dentro de los requisitos exigidos al Presidente del PANI no está el ser abogado.



En relación este punto, ya está Procuraduría ha advertido que los abogados que laboran para la administración pública deben atender, dentro de sus funciones, las relacionadas con el patrocinio letrado en las diferentes sedes jurisdiccionales. Al respecto, hemos señalado:



“Otro argumento importante, dentro de los que puede utilizarse aquí, consiste en que los abogados al servicio de los ministerios y demás instituciones cubiertas por el régimen de Servicio Civil, están jurídicamente autorizados para asumir a plenitud -al igual que cualquier otro profesional en derecho- la "dirección legal" a que hace referencia en su aparte 2 el citado numeral 282 de la L.G.A.P. Eso lo hacen "de conformidad con las normas de derecho público"; o sea, con las leyes, reglamentos, "manual descriptivo de puestos", o disposiciones afines que contengan las atribuciones y/o funciones de los asesores legales institucionales. De ahí que no encuentre esta Procuraduría razón alguna para que dichos funcionarios -profesionales en ese ramo- puedan ejercer también la abogacía -en sede administrativa- en su otra modalidad; o sea, asumiendo la "representación" legal institucional (en este caso del jerarca) a través del instituto del mandato. Y se debe recurrir al mandato debido a que, según lo que se ha expuesto, dentro de esas "normas de derecho público" no existe regulación alguna que contenga una figura especial a la que se pueda recurrir para constituir o hacer valer la representación de aquel jerarca. Es esa razón (laguna o falta de regulación por el ordenamiento jurídico administrativo), precisamente, lo que autoriza a recurrir en ese caso a las "leyes de derecho común", a las que, según se dijera en su oportunidad, remite el citado numeral 51 del Estatuto de Servicio Civil. Téngase en cuenta que, de lo contrario, se estaría dejando al ministro actor en una posición de desventaja -e incertidumbre- en las gestiones de despido, dada la indicada incompatibilidad del instituto de la delegación con la labor profesional (jurídica) que exige la atención de una gestión de despido, una vez que ésta ha sido incoada por el jerarca competente. (Sobre el ejercicio pleno de la "dirección legal" por las asesorías institucionales, puede consultarse los dictámenes de esta Procuraduría C-021-87, C-052-88 y C-028-93).



Igualmente, resulta importante hacer mención aquí de la opinión jurídica O.J-048-99 de 29 de abril de 1999, donde se consultó la posibilidad de someter a arbitraje un diferendo surgido entre la Asamblea Legislativa y un particular. La situación allí analizada, en lo que toca a la forma de acreditar la representación del jerarca institucional, se asemeja mucho a la que se estudia aquí, dado que en ambos casos se trata de la representación extrajudicial de la administración respectiva. En dicha opinión jurídica se recurrió al numeral 45 de la ley N° 7727 de 9 de diciembre de 1997 (denominada "R.A.C.") que al referirse al "Procedimiento Arbitral", establece:



Con respecto a las anteriores interrogantes es importante aclarar que conforme a lo analizado se infiere que se están confundiendo las responsabilidades de dos figuras como lo son el “Representante Legal” y la del “Asesor Legal”. Además, de la inquietud de establecer si se puede suplir la representación legal por medio de un poder especial, misma que se analizará en la siguiente pregunta. 



De lo anterior se desprende que cada una de estas figuras “Representante Legal” y “Asesor Jurídico” responde a diferentes competencias conforme a su naturaleza sustantiva.



El representante legal de la JUNAFO conforme a las facultades que ostenta es quien tiene cumplir con todos los actos que se requieran para cumplir con el objeto de la sociedad o persona jurídica que está representando, por ejemplo, es quien tiene la responsabilidad demandar en un proceso, o pedir auxilio a los tribunales para que resuelvan algo o presentarse como demandado ante los Tribunales de Justicia, entre otras cosas que le competen.



Por su parte el Asesor Jurídico es quien debe de brindar el patrocinio letrado al presidente o representante legal y ejercer la parte técnica en los procesos contenciosos o aquellos en los cuales se vea sometida la JUNAFO. 



[bookmark: _Hlk153976128]Es de interés recalcar que su función se centra en acompañar al representante legal en los trámites judiciales donde se requiera patrocinio letrado, a la recepción de pruebas apersonarse a las audiencias, elaborar y contestar demandas, asistir a las audiencias, presentar excepciones, presentarse a audiencias de subsanación, contestar recursos, entre otras.



[bookmark: _Hlk154047338]Tal y como se desprende de la cita expuesta anteriormente “… el patrocinio letrado es un requisito necesario que permite una adecuada defensa de las partes en el proceso, lo cual garantiza el derecho de acceso a la justicia,…” por ese motivo quien ostenta la representación legal de la JUNAFO debe de acudir a ese patrocinio para poder ejercer la representación en la forma debida, lo anterior tomando en consideración que dentro de los requisitos exigidos al representante de la junta no está el ser abogado.



En ese sentido queda claro que para este tipo de procesos el Representante Legal debe de ir acompañado del Asesor Jurídico para que este bajo sus competencias brinde el respectivo patrocinio letrado, en virtud de que es quien posee la especialización en la materia. Sin embargo, cada uno debe firmar conforme a sus potestades es decir uno como representante y el otro como asesor, no obstante, la responsabilidad es del primero.

[bookmark: _Hlk153281353]

De lo anterior es importante rescatar que esa responsabilidad es propia de la naturaleza sustantiva de un Asesor Jurídico, pues la razón de ser de este tipo de plazas descansa en asesorar a la JUNAFO y a su Director en todos en todos los aspectos legales que se deriven del accionar de las actividades que por mandato de Ley le fueron conferidas a esa dependencia, incluyendo la que nos ocupa.



De ahí que la necesidad que vio en su momento la JUNAFO de poseer dentro su estructura organizacional puestos de la clase de Asesor Jurídico quienes por competencia son los que deben desarrollar dicha labor ya que forma parte de su función esencial. En otras palabras, el Asesor Jurídico se encuentra habilitado para ejercer el debido patrocinio letrado y representar a la JUNAFO en los diferentes procesos jurisdiccionales, sin que esto implique una nueva responsabilidad pues se reitera es intrínseca a la razón de ser del cargo. 



Además, conforme a lo alcances de la cita expuesta queda claro que la responsabilidad sobre la representación del órgano es indelegable toda vez que esta es una competencia legal y personal asignada al Presidente de la JUNAFO, quien para ejercerla requiere de la intervención de un profesional en derecho a quien le encarga su participación para la debida atención de los procesos jurisdiccionales.



[bookmark: _Hlk154049421]Por consiguiente, se concluye que no hay necesidad de que el representante legal de la JUNAFO sea abogado pues este le encarga al Asesor Jurídico su participación para la debida atención del asunto. 



2. Segunda consulta:



“.. es imperativo que, el abogado de planta, pueda tener la representación legal del órgano para este tipo de trámites en los diferentes despachos judiciales…”



Está consulta se encuentra ligada a lo que se analizó en la consulta número 01. Conforme a la entrevista efectuada se externó la necesidad de que el Asesor Jurídico de la JUNAFO pueda tener la representación legal y para ello contar con un poder especial para que este pueda apersonarse a los procesos y ejercer la representación judicial.



Para aclarar este punto a continuación se cita parte de lo expuesto en el criterio número C-064-2013 de la Procuraduría General de la República y que versa sobre una consulta similar. 



[bookmark: _Hlk153436270]"Representación o asesoramiento de las partes



Las partes deberá estar representadas o asesoradas por abogados, a quienes podrá otorgárseles un poder especial, en los mismos términos y condiciones que rigen para un poder especial judicial.".



Y basándose en dicha norma, en ese estudio, al hacer referencia al tipo de asistencia jurídica a la que debe recurrir la jerarquía en asuntos extrajudiciales -carácter del que también participan las gestiones de despido- en lo que interesa, se sostuvo que:



"Las partes, deben tener asesoramiento letrado, o sea, deben tener su correspondiente abogado, siendo el encargado de su representación. Debe contar con un poder especial, que se rige por los mismos términos, condiciones y requisitos del poder especial judicial, de acuerdo al numeral 45." (OJ-136-2004 del 02 de noviembre del 2004)



Más recientemente este Órgano se ha pronunciado, señalando:



“En primer término, debe indicarse que las asesorías jurídicas pertenecientes a órganos de la Administración Pública Central, son consideradas como órganos técnicos a los cuales les compete la dirección legal de los asuntos propios del órgano al que pertenecen, ello con la finalidad de que las actuaciones administrativas, en la consecución del fin público encomendado a cada órgano, se ajuste al ordenamiento jurídico.



Conforme con lo anterior, las asesorías jurídicas se han catalogado como “ (…) órganos auxiliares, pues, actúan con el fin de asegurar la bondad o regularidad de la actividad confiada a los órganos de gestión (aquellos que realizan o manifiestan la voluntad del ente). Los primeros colaboran con los segundos rindiendo dictámenes o dando consejos. ORTIZ ORTIZ nos indica que la misión de estos órganos es guiar y aclarar a los órganos agentes (de gestión) los fundamentos y el contenido de sus decisiones. Brindan un servicio administrativo (ejercen función administrativa) de asesoramiento en cuestiones jurídicas a los órganos supra indicados….”



Ciertamente las asesorías legales o direcciones de asuntos jurídicos han enfocado su función al asesoramiento y orientación de la dependencia a la que pertenecen, aspectos que han cobrado aún mayor relevancia con la emisión del Código Procesal Contencioso Administrativo.



Al efecto, recordemos que el nuevo sistema impone una revisión de la conducta administrativa, viéndose así superada la concepción revisora del acto administrativo que contenía la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.



En esta línea, y a modo de ejemplo, cuando el objeto de impugnación lo sean conductas omisivas de la administración, se podrá requerir a la Administración adoptar la conducta debida en el plazo de quince días (artículo 35), situación donde evidentemente las asesorías jurídicas tendrán un papel fundamental en la orientación del órgano al que pertenecen.



Lo mismo sucedería para los casos de agotamiento de vía administrativa previstos en los incisos 3 y 4 del artículo 31 del Código Procesal Contencioso Administrativo, donde las Asesorías Jurídicas tendrán un importante papel respecto al asesoramiento técnico jurídico del órgano, pues éste deberá confirmar, o bien, modificar, anular, revocar o cesar la conducta administrativa impugnada. Estos son solo algunos aspectos en que la actuación de las Asesorías Legales puede ser requerida ante el nuevo sistema contencioso administrativo.



Aunado a lo dicho, siendo que el artículo 12 inciso 2) indicado establece la posibilidad de que los órganos con personalidad instrumental sean demandados directamente en juicio, tal circunstancia supone también un cambio en el accionar de las Asesorías Jurídicas de los órganos que posean tal naturaleza.



[bookmark: _Hlk153370134]De modo que, ante el requerimiento de participación en juicio, los órganos del Consejo a los que se les ha atribuido la representación judicial y extrajudicial –Director Ejecutivo y Presidente- deben asumir los actos correspondientes a la representación dicha, contando con el asesoramiento técnico jurídico correspondiente. …



Pero además, no puede obviarse que con la entrada en vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo ha operado un cambio procesal profundo en nuestra legislación, y en el funcionamiento mismo de las administraciones públicas y del sistema de la jurisdicción contenciosa administrativa, que en definitiva ha venido a modificar el funcionamiento tradicional de los departamentos jurídicos; no obstante, las labores que deban asumir ante el cambio procesal ocurrido no pueden estimarse como nuevas o ajenas a sus puestos, en virtud, precisamente, de corresponder a las tareas propias del abogado o profesional en derecho.



En ese sentido, se ha manifestado:



“(…) es muy probable suponer, que a causa de las audiencias que el juez debe dar a los jerarcas, de conformidad con los incisos 3 y 4 del artículo 31 del CPCAD, las AJ tendrán una importante participación en cuando a la orientación jurídica de este funcionario, pues deberá confirmar, o bien, modificar, anular, revocar o cesar la conducta administrativa impugnada, en beneficio del administrado. En esta etapa procesal, independientemente de si se trata de una AJ de la AP central o descentralizada, continúan actuando como órganos auxiliares, y no como mandatario judicial, situación que sí se presenta, como se verá más adelante, con las AJ de los órganos con personalidad jurídica instrumental y de los entes de la AP descentralizada en otras fases posteriores del proceso, no así con las AJ de la AP central que no ejercen la función contenciosa, pues esta corresponde a la PGR (…)(El subrayado es nuestro)...



De lo expuesto hasta aquí, resulta claro que la emisión del Código Procesal Contenciosos Administrativo ha significado no solo un cambio a nivel procesal, sino que también ha incidido directamente en el funcionamiento de la Administración. Ello, evidentemente posee un impacto en el accionar de las Asesorías Jurídicas de la Administración en general, y particularmente aquellas pertenecientes a órganos con personalidad instrumental, de manera que éstas unidades deben ajustar y adaptar su funcionamiento a las necesidades que se imponen con la nueva normativa, siendo que, como profesionales en derecho se encuentran plenamente facultados para ello…” (C-068-2009 del 10 de marzo del 2009)



Ahora bien, se nos consulta si sería posible otorgar un poder general para que los abogados ejerzan esta labor de dirección jurídica. Al respecto, debemos señalar que de conformidad con lo establecido en el Código Civil, lo que correspondería es el otorgamiento de un poder especial judicial para cada caso que deba atenderse, y en el cual el representante legal le entregue la dirección jurídica de un caso específico a un abogado del PANI.



Sobre el otorgamiento de los poderes especiales judiciales en este tipo de circunstancias, hemos indicado:



“En este orden de ideas, y habiéndose ya afirmado que los abogados de las asesorías jurídicas de órganos con personalidad instrumental pueden comparecer en juicio cuando así se les requiera, debemos referirnos al instrumento jurídico que avalaría tal actuación. Al efecto, nuestro ordenamiento jurídico contempla la figura del mandato, mediante el cual el mandante encomienda la realización de actos al mandatario, a través del otorgamiento de un “poder”.



En nuestro ordenamiento, estas figuras se encuentran reguladas a partir del artículo 1251 del Código Civil. Interesa aquí mencionar lo dispuesto en los artículos 1256, 1288 y 1289, que establecen lo siguiente:



“ARTÍCULO 1256.-

El poder especial para determinado acto jurídico judicial y extrajudicial, solo facultará al mandatario para los actos especificados en el mandato, sin poder extenderse ni siquiera a los que se consideren consecuencia natural de los que el apoderado esté encargado de ejecutar.



El poder especial otorgado para un acto o contrato con efectos registrales deberá realizarse en escritura pública y no será necesario inscribirlo en el Registro.”



“ARTÍCULO 1288.-

Todas las disposiciones del capítulo anterior son aplicables al mandato judicial en tanto lo permita la índole de este mandato.”



“ARTÍCULO 1289.-

En virtud del poder judicial para todos los negocios el mandatario puede apersonarse como actor o como reo a nombre de su poderdante, en cualquier negocio que interese a éste, seguir el juicio o juicios en sus diversas instancias, usar de todos los recursos ordinarios y extraordinarios, transigir, comprometer en árbitros o arbitradores, pedir y absolver posiciones, reconocer documentos, recibir dinero y dar el correspondiente recibo, otorgar y cancelar las escrituras que el negocio o negocios exijan, renunciar cualquier trámite, recusar a los funcionarios judiciales y quejarse de ellos, o acusarlos por motivo de los juicios, y hacer todo lo que el dueño haría si él mismo estuviese, para llevar a término los negocio.”



De la normativa antes citada, es dable indicar que, a través de la emisión de un poder, especial o judicial, se encargue al mandatario la realización de las actuaciones jurisdiccionales pertinentes en un determinado asunto, siendo el mandante, quien definirá los alcances de tal poder al momento de su otorgamiento –participación o no en todas las fases del proceso, posibilidad de conciliar o no, etc-.



Sobre el tema del otorgamiento de poderes, este Órgano Asesor ha señalado:



“(…) En nuestro medio, el numeral 1256 del Código Civil regula el poder especial. En él se indica que dicho poder es para determinado acto jurídico judicial o extrajudicial, y sólo faculta al mandatario para los actos especificados en el mandato, sin poder extenderse ni siquiera a los que se consideren consecuencia natural de los que el apoderado esté encargado de ejecutar. Además, el poder especial otorgado para un acto o contrato con efectos registrales debe realizarse en escritura pública y no será necesario inscribirlo en el Registro. Sobre el particular, BRENES CÓRDOBA, nos precisa lo siguiente:



"Es especial el que se otorga para determinado negocio, judicial o extrajudicial. Una vez desempeñado éste, cesa el poder, no siendo lícito extenderlo a ningún otro asunto aunque fuese derivación o consecuencia del primero, por ejemplo: conferido poder para dar en arrendamiento un inmueble, el apoderado no tiene facultad para percibir los alquileres."



(BRENES CÓRDOBA, Alberto. Tratado de los Contratos. Editorial Juricentro, San José, Costa Rica, 1985, página 210).



Por su parte, de conformidad con el artículo 1289 del Código Civil el poder judicial se otorga para todos los negocios, y el mandatario puede apersonarse como actor o como reo a nombre de su poderdante, en cualquier negocio que interese a éste, seguir el juicio o juicios en las diversas instancias, usar de todos los recursos ordinarios y extraordinarios, transigir, comprometer en árbitros o arbitradores, pedir y absolver posiciones, reconocer documentos, recibir dinero y dar el correspondiente recibo, otorgar y cancelar las escrituras que el negocio o negocios exijan, renunciar cualquier trámite, recusar a los funcionarios judiciales y quejarse de ellos, o acusarlos por motivo de los juicios, y hacer todo lo que el dueño haría si él mismo estuviese, para llevar a término los negocios. Al respecto, BRENES CÓRDOBA nos recuerda lo siguiente:



"Se denomina ‘mandato judicial, el que tiene por objeto facultar al mandatario para que intervenga en los negocios judiciales en que activa o pasivamente esté interesado el mandante.



Para su validez, el poder debe constar en escritura pública, o bien puede otorgarse en el mismo expediente del juicio, caso en el cual se llama poder ‘apud-acta’.



Según la extensión del poder, el mandato es general o particular. El primero confiere amplias facultades para el manejo de todos los negocios del poderdante; el segundo, aunque comprende amplias atribuciones, pues son las mismas que las del mandato general, se limitan al negocio o negocios que expresamente se mencionan en el poder." (BRENES, CÓRDOBA, Alberto, op. cit., página 224).



Dicho lo anterior, evidentemente existen dos tipos de poderes especiales: el especial simple, que faculta al mandatario a realizar las gestiones específicas encomendadas en sede administrativa; y poder judicial, que se otorga a un abogado para actuar en sede judicial, en los términos que el ordenamiento jurídico permite y en él se consigna. Así las cosas, y así se desprende de la resolución n°069 de las 15:00 horas de 3 de noviembre de 1993, dictada por la Sala Primera de la Corte Suprema Justicia, el poder judicial es solamente para diligencias ante los tribunales de justicia, consecuentemente, no otorga ninguna facultad para realizar gestiones de tipo administrativo a favor del poderdante. Agregamos nosotros, tampoco el poder especial simple faculta al apoderado para realizar gestiones judiciales a favor del poderdante. En este aspecto, el asunto es claro y no amerita mayores comentarios”. (Opinión Jurídica número OJ-158-2004 de 25 de noviembre del 2004). (C-068-2009 del 10 de marzo del 2009)



[bookmark: _Hlk154050424]De lo analizado en párrafos anteriores se concluye que la representación judicial y extrajudicial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es una competencia establecida por la Ley N° 9544, artículo 239 que recae sobre el presidente de la JUNAFO y que este, está facultado a solicitar la colaboración de patrocinio letrado a los Asesores Jurídicos para cumplir con lo solicitado.



[bookmark: _Hlk154050444]Además, se tiene que esa dependencia dispone dentro de su planilla de plazas de Asesor Jurídico que conforme a su especialidad deben brindar el asesoramiento técnico jurídico correspondiente, sin que esto implique delegar la responsabilidad que asume el presidente.



[bookmark: _Hlk154050627]Conforme a lo analizado en la cita expuesta y según las normas referidas en el Código Civil se infiere que para que los Asesores Jurídicos puedan comparecer en juicios se requiere del otorgamiento de un poder por medio del cual se le encomienda a este la realización de dichos actos. 



Este instrumento jurídico puede darse bajo las siguientes vías ya sea mediante un “Poder Especial General” o bajo un “Poder Especial Judicial” en donde según se interpreta la primera faculta para el manejo de todos los negocios del poderdante mientras que el segundo es solamente para realizar diligencias ante los Tribunales de Justicia, o sea, se limita a lo que expresamente se menciona en el poder.



Asimismo, se infiere que a efectos de garantizar esa representación se deberá acreditar ante los diversos estrados judiciales el nombramiento respectivo y la referencia a la norma que ampara dicha representación.



Ahora bien, es claro que desde el momento en que se le otorgó la personería jurídica a la JUNAFO como un órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial implicó que esta tenga potestades presupuestarias y administrativas independientes que la facultan a ejercer su responsabilidad conforme al mandato que le otorga la ley. Bajo esa independencia técnica y administrativa que posee debe de emitir las políticas, regulaciones, manuales y procedimientos entre otros lineamientos que considere necesarios para la correcta administración del fondo.



En ese sentido la anterior gestión implica la ejecución de tramites operativos derivados de la dinámica normal de la JUNAFO que tiene que establecer el director como líder administrativo de esa dependencia y presentarlos a la junta para su aprobación, de ahí que bajo un informe técnico esa dirección deberá valorar la forma que más convenga solicitar ese poder.



De lo anterior queda claro que esta situación no se resuelve por la vía de la modificación de un perfil de puesto, aunado a que la representación en los procesos judiciales es una de las responsabilidades que se encuentra intrínseca dentro de la naturaleza sustantiva de los cargos de Asesor Jurídico. 





3. [bookmark: _Hlk154050656]Tercera Consulta:



“Valorar la posibilidad de establecer un perfil de asesor jurídico exclusivo para la JUNAFO que alcance la representación en vía jurisdiccional y/o acompañamiento de este asesor al Órgano de Máxima Dirección.” 



“… se valore la inclusión de esa función en el perfil del puesto y se analice lo que conlleva tener la representación legal del órgano en los procesos judiciales, considerando que estaría asistiendo en las audiencias que se convocan por parte de los diferentes despachos.”



De lo analizado en apartados anteriores es evidente que la responsabilidad de brindar el debido patrocinio letrado a la JUNAFO es una competencia que se deriva del cargo de Asesor Jurídico y que ineludiblemente es parte de la naturaleza su naturaleza sustantiva, asimismo al ser parte de la razón de ser del puesto esta responsabilidad no modifica ni el accionar ni la valoración del cargo.



No obstante, es importante hacer notar que el Poder Judicial y la JUNAFO son dos dependencias totalmente distintas cada una bajo una razón de ser muy específica y orientadas hacia una misión, visión y valores que difieren entre sí, que si bien es cierto podrían compartir nomenclaturas de clases de puestos,  el Manual de Puestos del Poder Judicial responde a la razón de ser de nuestra institución, por ello cada descripción de clase de puesto contiene tareas muy específicas propias de nuestro accionar; de ahí la necesidad de que cada una de estas dependencias disponga de su propio manual, el cual debe de estar enfocado en sus necesidades y lo que se quiere regular de los cargos.



Por esas particularidades es que el perfil de puesto de Asesor Jurídico que posee el Poder Judicial no contempla la tarea de la representación judicial como tal, en virtud de que esa competencia es resorte de la Procuraduría General de la República, sin embargo, lo anterior no es una limitante para que los Asesores Jurídicos de la Dirección Jurídica brinden la debida colaboración y asesoría a esa entidad, por esa razón el perfil contempla entre otra serie de responsabilidades tareas tales como:



“

· Brindar apoyo legal a la Procuraduría General de la República en los procesos jurisdiccionales donde el Poder Judicial sea parte.

· Atender los requerimientos de los órganos jurisdiccionales dirigidos a la persona que ejerce la representación del Poder Judicial.

· Colaborar con la Procuraduría General de la República en procesos relacionados con denuncias laborales.

· Asesorar legalmente al Consejo Superior en procesos de ejecución de sentencias en vía administrativa.

· Remitir a la Procuraduría General de la República para el establecimiento del proceso judicial los casos en que, en vía administrativa no se puedan recuperar las sumas adeudadas, así como coordinar las estrategias a seguir en los procesos judiciales en los que la institución sea parte y acompañarle en las respectivas audiencias.

· Coordinar trámites legales ante el Instituto Nacional de Seguros y Procuraduría General de la República.”



Aunado a lo anterior y en virtud de que nuestro perfil corresponde a una clase genérica que engloba puestos no solo de la Dirección Jurídica, sino de otras dependencias tales como el Organismo de Investigación Judicial y Fiscalía General de la República, este contiene la tarea de:



“

· Contestar demandas contenciosas administrativas en contra del Fiscal General o de los Fiscales del Ministerio Público y brindar acompañamiento legal durante el proceso, audiencias y juicio correspondiente”. (El resaltado no pertenece al original).



[bookmark: _Hlk154051012]Ahora bien, en virtud de lo solicitado más adelante se presenta un perfil denominado “Asesor Jurídico JUNAFO” que se elaboró conforme a las tareas plasmadas en el cuestionario de clasificación y valoración de puestos solicitado; las entrevistas efectuadas; información derivada de diferentes acuerdos que hacen referencia a las tareas que desarrollan los Asesores Jurídicos de la JUNAFO[footnoteRef:5].  [5:   Acta de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial sesiones: N° 34-2022 celebrada el 06 de setiembre de 2022, Artículo XI. N°48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, Artículo XVI. N° 24-2023 celebrada el 13 de Junio de 2023, Artículo XIX.

] 




[bookmark: _Hlk153975850]Asimismo, en este se plasma la tarea de: “Atender los procesos jurisdiccionales en los que Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es parte y dar el debido seguimiento: brindar el acompañamiento legal durante el proceso de audiencias y juicios, elaborar y contestar demandas, preparar audiencias orales, recepción de pruebas, redactar escritos, presentar excepciones, dar seguimiento, llevar los plazos de contestación, entre otras.”



La anterior tarea, se plasma en ese perfil en virtud de conforme a lo analizado se concluyó que esta forma parte de la naturaleza sustantiva de este tipo de cargos y que la misma no modifica su accionar ni la valoración que ostenta.





4. [bookmark: _Hlk157585354]Cuarta Consulta:



“La necesidad de que dicha plaza cuente con un perfil de jefatura, considerando que actualmente tiene a un asesor jurídico a cargo, con la proyección de que la unidad jurídica crecerá paulatinamente.”



Con respecto a lo anterior se debe señalar que actualmente la JUNAFO dispone de una plaza de la clase de puesto de Asesor Jurídico, puesto N° 382277 que se financia con recursos propios de esa dependencia, fue creada como plaza ordinaria a partir del 01 de enero del año 2022.



Para el 2024 se otorga otra plaza N° 384740 de Asesor Jurídico de forma extraordinaria entre el período comprendido del 01 de enero al 31 de diciembre del 2024. Este puesto como parte de sus deberes y responsabilidades atiende todo lo relacionado con las consultas, criterios jurídicos u otras gestiones que se deben emitir, mientras que la plaza ordinaria N° 382277 le corresponde atender y dar seguimiento a los procesos jurisdiccionales en los que Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es parte, entre otras actividades.



Para este período cuenta con un puesto de naturaleza asistencial a partir del 1° de febrero del 2024 bajo la modalidad de permiso con goce salarial cuyas actividades están orientadas a realizar “…las funciones administrativas - operativas, con el propósito de atender aquellas labores de apoyo a la Asesoría Legal que no implican mayor especialización, pero que requieren de mucho tiempo para su ejecución.”



Ahora bien, conforme a lo solicitado y al panorama que se expuso es importante indicar que se está solicitando se avale la creación de un puesto a nivel de jefatura, condición que presenta limitaciones dado que el área legal es una conformación sumamente pequeña que carece de personal actualmente dispone únicamente de una plaza ordinaria, lo anterior tal y con lo señaló don Olsen es una expectativa que se tiene y que a su criterio tiene potencial de crecimiento. 



[bookmark: _Hlk154058103]No obstante, bajo ese panorama esta Dirección se encuentra imposibilitada de ejecutar cualquier cambio de categoría a la plaza N°382277 en virtud de que se debe disponer en primera instancia del estudio técnico de estructura que respalde los ajustes y que identifique sobre todo el tipo de estructura organizacional que responde el área legal ya sea unidad o sección; los estudios de cargas de trabajo que justifiquen la creación o necesidad de nuevas plazas, las distribución de las actividades o procedimientos, entre otras.



La competencia en materia de estructura organizacional está claramente definida por el Dirección de Planificación, por lo que en primera instancia y bajo los lineamientos que rigen para el Poder Judicial sería esa dirección quien debe efectuar el estudio y determinar lo que corresponda. 



Sin embargo, tal y como se evidenció en el apartado II de este informe, se presenta la misma condición e interrogante que se expuso dado que los informes que rinda la Dirección de Planificación deben de ser avalados por el Consejo Superior razón por cual la decisión sobre las acciones que por atribución le corresponden resolver a la JUNAFO, recaerían sobre este órgano y por el principio de legalidad el Consejo Superior  deberá analizar si está  invadiendo competencias técnicas y administrativas y desvirtuando la responsabilidad que se le otorgó a la JUNAFO a partir de que operó el traslado de competencias conforme a lo que estipuló la Ley.



III. Recomendaciones técnicas



3.1Conforme a lo solicitado se presenta el perfil de puesto denominado “Asesor Jurídico JUNAFO”, el cual contiene entre otras actividades la tarea de: “Atender los procesos jurisdiccionales en los que Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es parte y dar el debido seguimiento: brindar el acompañamiento legal durante el proceso de audiencias y juicios, elaborar y contestar demandas, preparar audiencias orales, recepción de pruebas, redactar escritos, presentar excepciones, dar seguimiento, llevar los plazos de contestación, entre otras.”









Actividad que se plasma en virtud de conforme a lo analizado se concluyó que esa actividad es parte de la naturaleza sustantiva de puesto de la clase de Asesor Jurídico y que la misma no modifica su accionar ni la valoración que actualmente ostenta esta clase de puesto.



La responsabilidad sobre la representación legal del órgano es indelegable toda vez que esta es una competencia legal y personal asignada al Presidente de la JUNAFO, quien para ejercerla requiere de la intervención de un profesional en derecho a quien le encarga su participación para la debida atención de los procesos jurisdiccionales.



Por consiguiente, no se ve la necesidad de que el representante legal de la JUNAFO sea abogado pues este le encarga al Asesor Jurídico su participación para la debida atención del asunto. 



3.2 La tramitación de un “poder especial” para que el Asesor Jurídico pueda brindar el debido patrocinio letrado al Presidente de la JUNAFO y para que este pueda apersonarse a los procesos y ejercer la representación judicial, no es una situación que se resuelve por la vía de la modificación de un perfil de puesto sino más bien obedece a la ejecución de tramites operativos derivados de la dinámica normal de la JUNAFO que tiene que establecer el director como líder administrativo de esa dependencia y presentarlos a la junta para su aprobación, de ahí que bajo un informe técnico esa dirección deberá valorar la forma que más convenga solicitar ese poder.



3.3 La Dirección de Gestión Humana se encuentra imposibilitada de ejecutar cualquier cambio de categoría a la plaza N°382277 en virtud de que se debe disponer en primera instancia del estudio técnico de estructura que respalde los ajustes y que identifique sobre todo el tipo de estructura organizacional que responde el área legal ya sea unidad o sección; los estudios de cargas de trabajo que justifiquen la creación o necesidad de nuevas plazas, las distribución de las actividades o procedimientos, entre otras. La competencia en materia de estructura organizacional está claramente definida por el Dirección de Planificación, por lo que en primera instancia y bajo los lineamientos que rigen para el Poder Judicial sería esa dirección quien debe efectuar el estudio y determinar lo que corresponda.”
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Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° PJ-DGH-SAP-029-2024 del 31 de enero de 2024, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Ivannia Aguilar Arrieta y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa de la Sección de Análisis de Puestos. 2.)  Aprobar el perfil de puesto denominado “Asesor Jurídico JUNAFO”. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial..”



    Atentamente, 









Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario General 

Secretaría General de la Corte





 

Cc:       Dirección de Gestión Humana

 Diligencias /( Refs: 6441-2023, 1102-2024) 

Lbonillam
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San José, 20 de junio de 2023


Oficio N° 0441-JUNAFO-2023


Al contestar refiérase a este # de oficio





Señor Magistrado


Lic. Orlando Aguirre, Presidente


Corte Suprema de Justicia





Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo los acuerdos tomados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 024-2023 celebrada el 13 de junio de 2023, que literalmente dicen:





“ARTÍCULO III





Documento N° 625-2023





En sesión N° 28-2022 del 26 de julio de 2022, artículo XIX, se tomó el acuerdo que dice: 





“Manifiesta el doctor Juan Carlos Segura Solís, que se tuvo el día viernes 22 de julio de 2022, la audiencia preliminar, referente al proceso que presentó el señor Eddie Alvarado Vargas, Jubilado Judicial, contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, ante el Tribunal Contencioso Administrativo, e indica que al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la JUNAFO, no lo dejaron participar, por lo que tuvo que participar él como abogado, lo que quedó bien, por ser el presidente de la Junta y que además tuviera esa condición de abogado, sin embargo expresa que no se puede seguir de esa manera en el eventual caso de que el presidente no sea abogado, por lo que se tiene que ver, ante quién se debe recurrir para hacer la consulta, y cree que es ante la Dirección Jurídica, para efectos de la representación de un apoderado especial judicial, para efectos de estos tipos de procesos, porque como saben, hay varios que están pendientes de trámite.





Manifestaciones de los integrantes:





Indica el licenciado Eduardo Chacón Monge, que él no pudo participar en el proceso debido a las dudas que existen en relación a las competencias de su puesto como Asesor Jurídico, por lo que se debe consultar ante la Dirección Jurídica, o si primero se realiza la consulta a la Dirección de Gestión Humana, sobre si existe un perfil competencial de Asesor Jurídico dentro de la institución que también represente a un Órgano como tal, y si no es así, si se puede hacer una modificación de las competencias, y si es permitido por el pago de prohibición que le hacen a él. Por lo que indica, que esas cosas hay que verlas lo más pronto posible, ya que, aunque el ayude con la elaboración de los escritos, no puede estar en audiencia. Por lo anterior, se genera la duda, de cómo se va a hacer cuando el presidente de la Junta no sea abogado, como lo fue en este caso.





Propone el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se consulte a la Dirección de Gestión Humana, si se pueden cambiar las competencias del perfil del Asesor Jurídico de la JUNAFO, puesto que ocupa el licenciado Eduardo Chacón Monge y, además, se le consulte a la Dirección Jurídica si ellos pueden representar a la JUNAFO, en los procesos futuros.





Indica la licenciada Ingrid Moya Aguilar que, considera que a tal efecto la Dirección de Gestión Humana, al no existir eso en el puesto, tendría que cambiar el puesto o crear uno específico para él. Por otro lado, señala que la Administración está tratando de hacer la contratación para efectos de contratar un abogado para la JUNAFO, y con respecto a que la Dirección Jurídica represente a la JUNAFO, ya ellos dijeron que no, por lo que ni la Dirección Jurídica ni la Procuraduría General de la República la están representando en ningún momento, solamente al Estado y al Poder Judicial. Por lo que de momento sería que, el licenciado Eduardo Chacón Monge siga colaborando con respuestas, y seguir contando con la colaboración del doctor Juan Carlos Segura Solís, como presidente y que es abogado, durante lo que queda del año.





Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo indicado por el doctor Juan Carlos Segura Solís, y consultar a la Dirección de Gestión Humana, si el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico de la JUNAFO, se puede modificar con el fin de poder tener una presentación de la JUNAFO, en procesos judiciales.





La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo de su cargo.





Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”
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Indica el doctor Juan Carlos Segura Solís, en su calidad de integrante presidente de la JUNAFO, que en este artículo quisieran referirse como punto uno, a la comparecencia que tuvieron el pasado lunes 5 de junio de 2023, ante los magistrados y magistradas de la Corte Suprema de Justicia, y como punto dos, a raíz de esa comparecencia, instar a la Corte Plena, para que le ayude a esta Junta, con la definición del marco competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO, para que la Dirección de Gestión Humana, lo realice a la mayor brevedad posible, dado que tiene más de un año de estar en sus manos.





Manifestaciones:





El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, menciona: “En cuanto a la comparecencia, todos estuvimos el día 5 de junio del año 2023, esa comparecencia se refirió al reportaje o a las noticias que se dieron en la prensa escrita, referente a una posible inestabilidad del Fondo, y por ello, la Corte Plena nos convocó para ese día, a una reunión privada con los señores y las señoras magistradas, y se expuso por parte de don Oslean, de don Paris y quien les habla, la situación acerca de todo lo que está viviendo el Fondo, y los señores y señoras magistrados, al final de la comparecencia, más bien nos dieron una felicitación, y nos dijeron que la labor que estamos realizando es una labor que agradecen profundamente a todas y todos los miembros de este órgano y de la Junta en general. Porque aparte de que estamos haciéndolo bien, lo estamos haciendo con esmero, con todo el esfuerzo que tenemos, pese a nuestras labores propias del cargo por el cual estamos nombrados y que además de manera gratuita. Entonces, esas fueron manifestaciones de la Corte, y aquí queríamos, pues la Junta agradecerle al cuerpo colegiado del órgano superior jerárquico del Poder Judicial, ese reconocimiento que se nos hace a esta Junta, e instarle a Corte Plena que, por favor, le indique a la Dirección de Gestión Humana que acelere, el estudio del perfil competencial del Asesor Jurídico de la Junta, con el fin de que este pueda realizar las labores, como asesor jurídico pleno de un órgano desconcentrado”.





El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Don Juan Carlos, quizás si les parece a los demás integrantes, porque como hay que hacerlo, tomarlo como acuerdo firme y comunicarlo a la brevedad a la Corte”.





Agrega el integrante presidente Segura Solís: “Eso iba a decir, en cuanto a la firmeza del acuerdo, para enviarlo de una vez antes del lunes porque ya me imagino que el lunes se conocerá el otro informe”.





Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Agradecer a los señores y señoras magistradas de la Corte Plena, el reconocimiento transmitido a este cuerpo colegiado, posterior a la comparecencia del pasado 5 de junio de 2023. 2.) Instar a la Corte Plena, para que solicite a la Dirección de Gestión Humana, que remita a la brevedad el estudio de definición del marco competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO, solicitado en N° 28-2022 del 26 de julio de 2022, artículo XI, debido a que es de suma importancia contar con dicho estudio, con el fin de optimizar las labores que realiza esta Junta.


Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”





Atentamente, 











Licda. Stephanie Álvarez Atencio, Prosecretaria a.i


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial
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San José, 10 de agosto de 2022


Oficio N° 0500-JUNAFO-2022


Al contestar refiérase a este # de oficio








[bookmark: _Hlk75269893]Señor


MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial





Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 28-2022 celebrada el 26 de julio de 2022, que literalmente dice:





“ARTÍCULO XIX





Documento N° 727-2022





Manifiesta el doctor Juan Carlos Segura Solís, que se tuvo el día viernes 22 de julio de 2022, la audiencia preliminar, referente al proceso que presentó el señor Eddie Alvarado Vargas, Jubilado Judicial, contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, ante el Tribunal Contencioso Administrativo, e indica que al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la JUNAFO, no lo dejaron participar, por lo que tuvo que participar él como abogado, lo que quedó bien, por ser el presidente de la Junta y que además tuviera esa condición de abogado, sin embargo expresa que no se puede seguir de esa manera en el eventual caso de que el presidente no sea abogado, por lo que se tiene que ver, ante quién se debe recurrir para hacer la consulta, y cree que es ante la Dirección Jurídica, para efectos de la representación de un apoderado especial judicial, para efectos de estos tipos de procesos, porque como saben, hay varios que están pendientes de trámite.





Manifestaciones de los integrantes:





Indica el licenciado Eduardo Chacón Monge, que él no pudo participar en el proceso debido a las dudas que existen en relación a las competencias de su puesto como Asesor Jurídico, por lo que se debe consultar ante la Dirección Jurídica, o si primero se realiza la consulta a la Dirección de Gestión Humana, sobre si existe un perfil competencial de Asesor Jurídico dentro de la institución que también represente a un Órgano como tal, y si no es así, si se puede hacer una modificación de las competencias, y si es permitido por el pago de prohibición que le hacen a él. Por lo que indica, que esas cosas hay que verlas lo más pronto posible, ya que, aunque el ayude con la elaboración de los escritos, no puede estar en audiencia. Por lo anterior, se genera la duda, de cómo se va a hacer cuando el presidente de la Junta no sea abogado, como lo fue en este caso.





Propone el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se consulte a la Dirección de Gestión Humana, si se pueden cambiar las competencias del perfil del Asesor Jurídico de la JUNAFO, puesto que ocupa el licenciado Eduardo Chacón Monge y, además, se le consulte a la Dirección Jurídica si ellos pueden representar a la JUNAFO, en los procesos futuros.





Indica la licenciada Ingrid Moya Aguilar que, considera que a tal efecto la Dirección de Gestión Humana, al no existir eso en el puesto, tendría que cambiar el puesto o crear uno específico para él. Por otro lado, señala que la Administración está tratando de hacer la contratación para efectos de contratar un abogado para la JUNAFO, y con respecto a que la Dirección Jurídica represente a la JUNAFO, ya ellos dijeron que no, por lo que ni la Dirección Jurídica ni la Procuraduría General de la República la están representando en ningún momento, solamente al Estado y al Poder Judicial. Por lo que de momento sería que, el licenciado Eduardo Chacón Monge siga colaborando con respuestas, y seguir contando con la colaboración del doctor Juan Carlos Segura Solís, como presidente y que es abogado, durante lo que queda del año.





Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo indicado por el doctor Juan Carlos Segura Solís, y consultar a la Dirección de Gestión Humana, si el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico de la JUNAFO, se puede modificar con el fin de poder tener una presentación de la JUNAFO, en procesos judiciales.





	La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo de su cargo.





Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”











Atentamente, 

















Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial











cc:	Dirección de Gestión Humana


Diligencias / Refs: (727-2022)


PT


salvarezat
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ASESOR JURÍDICO JUNAFO


PROPOSITO del Puesto


Ejecutar investigaciones y análisis jurídicos complejos para asesorar en materia jurídica a la dirección y Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


FUNCIONES Principales


· Ejecutar labores de asesoría jurídica variadas y complejas relacionadas con el accionar de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.


· Brindar asesoría técnico-jurídico, de trámite, de consulta, de resolución y ejecución de procedimientos administrativos en los temas jurídicos conforme a los requerimientos JUNAFO.


· Brindar asesoría jurídica a los profesionales, jefaturas y directores de la JUNAFO entre otros para la correcta aplicación de la normativa relacionada con los asuntos a cargo de esa dependencia.


· Atender los procesos jurisdiccionales en los que Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es parte y dar el debido seguimiento: brindar el acompañamiento legal durante el proceso de audiencias y juicios, elaborar y contestar demandas, preparar audiencias orales, recepción de pruebas, redactar escritos, presentar excepciones, dar seguimiento, llevar los plazos de contestación, entre otras.



· Emitir criterios e informes jurídicos que se requieran.


· Analizar la documentación emitida por CONASSIF y SUPEN y emitir el criterio correspondiente.



· Elaborar informes legales y analizar situaciones específicas para incorporar a los estudios de la dependencia que asesora. 



· Rendir informes o proyectos relativos a pronunciamientos de instancias internas y externas.


· Tramitar los proyectos de ley que se consultan por parte del Poder Legislativo, reformas, consultas, entre otros.


· Analizar los proyectos de ley que incidan en la organización, estructura y funcionamiento de la JUNAFO y recomendar lo que corresponda.




· Realizar entrevistas para profundizar en el conocimiento de aspectos contemplados en los proyectos de ley analizados, en estudios y dictámenes que deban rendirse, entre otros.



· Dar seguimiento a los proyectos de ley que interesen a la JUNAFO: revisar los expedientes legislativos, órdenes del día, comisiones, entre otros. 



· Revisar expedientes judiciales para dar seguimiento a la implementación de leyes, cuando así se solicite.



· Elaborar proyectos de reglamentos.



· Realizar estudios jurídicos a partir del análisis de la doctrina, leyes, jurisprudencia, entre otros. 



· Analizar e investigar normativa, jurisprudencia, doctrina, expedientes y cualesquiera otras fuentes bibliográficas para la elaboración de criterios legales, obtener y suministrar información entre otros.



· Analizar la legalidad de las políticas relacionadas con la administración de los recursos de la JUNAFO.


· Estudiar la normativa existente y proponer ajustes de procedimientos administrativos al bloque de constitucionalidad y legalidad vigentes.



· Contestar recursos de amparo, hábeas corpus, acciones de inconstitucionalidad, u otros. 



· Contestar recursos de reconsideración.


· Brindar asesoría en materia contractual conforme a los requerimientos de la JUNAFO.



· Analizar desde el punto de vista legal los procedimientos de contratación administrativa que tramita la JUNAFO.



· Instruir y dar seguimiento a los procesos disciplinarios propios de la dependencia a la que asesora.



· Atender las medidas cautelares dictadas en los procesos jurisdiccionales interpuestos contra la JUNAFO.


· Tramitar el proceso ordinario de los expedientes relacionados con el cobro Administrativo: revisar los expedientes, analizarlos y solicitar las diligencias pertinentes, entre otras.


· Ejecutar los procedimientos administrativos de cobro necesarios para la recuperación patrimonial.



· Fungir como órgano director del procedimiento administrativo y ejecutar los procedimientos de cobro necesarios para la recuperación patrimonial.


· Crear y mantener actualizada una base de datos sobre líneas jurisprudenciales y temas de interés.


· Confeccionar oficios, escritos y resoluciones.


· Elaborar, revisar o actualizar circulares, manuales, protocolos, directrices entre otros documentos de tipo legal.



· Establecer y mantener actualizados, registros, archivos, cronogramas, planes de trabajo, controles diversos u otros, relacionados con las actividades propias de su cargo.


· Asistir a reuniones, sesiones de junta, seminarios, charlas, participar en comisiones y otras actividades similares, así como representar a la JUNAFO ante organismos públicos y privados, según se requiera.


· Recopilar, clasificar, extraer y analizar información variada que sirva de apoyo para investigaciones. 


· Diseñar y realizar investigaciones relacionadas con actividades derivadas del área de su competencia.


· Identificar y proponer actividades de mejora relacionadas con las actividades que ejecuta.



· Rendir informes diversos.



· Exponer ante los órganos competentes, en los casos que así se requiera, los criterios y alcances planteados en los proyectos e informes que elabora o participa.


· Preparar y formular objetivos, programas de trabajo, proyectos u otros.


· Coordinar actividades con superiores, compañeros de trabajo, personal interno y externo de la institución en los casos que se requiera.


· Coordinar e integrar equipos de trabajo de forma temporal según se requiera.



· Impartir capacitaciones, charlas, cursos u otros propios del área de su competencia.



· Velar por el buen uso y mantenimiento del equipo y material de trabajo asignado.



· Atender consultas y resolver imprevistos relacionados con el campo de su especialidad, según lo permita la ley.



· Realizar otras labores propias del cargo.



Factores Organizacionales y Ambientales


Responsabilidad por funciones



Es responsable ejecutar investigaciones y análisis jurídicos complejos para asesorar en materia jurídica a la dirección y Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De emitir criterios legales, para lo cual debe realizar investigaciones a solicitud del superior inmediato de los órganos superiores, así como asesor legalmente en su ámbito de competencia a todo el personal de la JUNAFO.


De diseñar y realizar investigaciones, planes, programas de trabajo, proyectos y análisis complejos en el campo de su especialidad.



De participar en el establecimiento de indicadores que permitan dar seguimiento a la ejecución de planes de trabajo, programas, proyectos u otros.



De realizar las labores encomendadas en apego a las normas técnicas y jurídicas vigentes, aplicables al campo de su especialidad, así como de ejecutarlas de conformidad con las fechas y plazos definidos; de establecer los controles requeridos para el seguimiento de los objetivos planteados, entre otras.



De actuar bajo los principios de probidad y transparencia, debe guardar confidencialidad, discreción y prudencia en el ejercicio de su cargo. De gestionar adecuadamente cualquier conflicto de interés que se presente conforme a la normativa institucional.


De actuar con decoro en el desempeño de su cargo y la forma de cómo se comporta en su vida privada. 


De acatar y cumplir las directrices que emitan los superiores para el adecuado cumplimiento de las funciones.


De mantenerse actualizado en los conocimientos y técnicas propias de su especialidad. 



De velar por el adecuado cumplimiento de las normas de seguridad e higiene ocupacional.


Por relaciones de trabajo



Le corresponde mantener relaciones de trabajo de forma frecuente con personas internas y externas a la institución, las cuales se desarrollan en su mayoría de forma directa; debe dirigirse a ellas con tacto, amabilidad y respeto. 


Por equipo materiales y valores



Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo y los materiales asignados para el cumplimiento de las actividades, así como por la manipulación adecuada de la documentación recibida y generada.


Condiciones de trabajo



Las funciones que realiza le demandan independencia técnica, aptitud crítica, analítica y de síntesis, capacidad para estructurar y planificar su trabajo, abstraer, interpretar y discriminar información, resolver problemas, así como habilidad para la investigación, desarrollo de proyectos, trabajo en equipo y facilidad de expresión verbal y escrita. 


Su puesto le demanda trabajar bajo presión, estar sujeto al cumplimiento de plazos establecidos en los asuntos asignados, extender su jornada laboral, estar disponible en caso de que se amerite, trasladarse a diversos lugares del país y prestar sus servicios cuando sean requeridos. 


Durante el desarrollo de un proyecto le puede corresponder coordinar de forma temporal equipos de trabajo y supervisar el avance de este, así como integrar grupos de trabajo interdisciplinarios.


Consecuencia del error



Los errores que eventualmente se cometan al brindar una inadecuada asesoría jurídica pueden afectar la toma de decisiones por parte del órgano superior que ha solicitado la asesoría.



Una inadecuada asesoría jurídica pueden inducir a un incorrecto razonamiento y una desacertada decisión administrativa que genere responsabilidad para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, afectar su imagen y comprometer su presupuesto; la no recuperación dineraria de fondos públicos; nulidad del procedimiento o prescripciones y/o caducidad; impunidad al no tramitar correctamente un procedimiento disciplinario; generar demandas ante decisiones erróneas, así como la condenatoria para la institución, pago de daños, perjuicios y costas a raíz de las demandas interpuestas al órgano colegiado, entre otros.


Además, podrían generar responsabilidades administrativas, penales, pecuniarias o civiles, compromiso subsidiario del Estado, razón por la cual sus labores se deben realizar en función de una investigación jurídica adecuada, acatando correctamente las políticas, directrices, protocolos de actuación y la ley.


Supervisión ejercida 



No ejerce supervisión sobre otros cargos.


Supervisión recibida 



Trabaja con independencia siguiendo instrucciones generales, normas, procedimientos, disposiciones administrativas y legales que se dicten al efecto.


Su labor es evaluada por la jefatura inmediata por medio del análisis de los informes que presenta, la eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los objetivos asignados y la comprobación de la calidad de los resultados obtenidos.


COMPETENCIAS GENÉRICAS


			


			Dominio de la competencia





			COMPETENCIAS 



GENÉRICAS


			Aceptable 


			Eficiente 


			Superior





			Compromiso


			


			


			





			Ética y transparencia


			


			


			





			Excelencia


			


			


			





			Responsabilidad


			


			


			





			Servicio de calidad


			


			


			








Compromiso


Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados.


-Conductas observables:



· Demuestra un alto nivel de compromiso con la institución y las personas usuarias, perseverando en la obtención de los resultados pese a los obstáculos o dificultades. 



· Se esfuerza por hacer bien su trabajo y pone en práctica nuevas formas sin dejar de hacerlo de una manera eficiente.



· Pone en práctica diferentes alternativas o estrategias para lograr los objetivos institucionales cuando el procedimiento inicialmente planteado no funciona.



Ética y transparencia


Guiarse con apego a los principios de integridad y honradez; sentir y obrar en todo momento con transparencia para que mediante sus actuaciones promueva la credibilidad y confianza de las personas con las que se relaciona durante el ejercicio de su responsabilidad.


-Conductas observables:



· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.



· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.



· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.



Excelencia


Cumplir con los deberes y obligaciones en un marco de innovación y creatividad que asegure el desarrollo de las funciones con un alto nivel de desempeño.



-Conductas observables:



· Se preocupa por progresar continuamente en la efectividad del trabajo.



· Muestra interés por aprender prácticas, conceptos y herramientas útiles para desempeñar su trabajo.



· Identifica, desarrolla y aplica alternativas de cumplimiento y solución en la consecución de los objetivos planteados.



Responsabilidad


Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.


-Conductas observables:



· Realiza esfuerzos adicionales, cumpliendo tareas que van más allá de sus responsabilidades.



· Demuestra capacidad para establecer prioridades y enfocar esfuerzos hacia el logro de los deberes, obligaciones y compromisos de la institución como si fuera suyos.



· Rinde cuentas de los resultados de su gestión, mostrando un alto grado de responsabilidad por las consecuencias de sus resultados.


Servicio de Calidad


Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a los usuarios internos y externos de la institución.


-Conductas observables:



· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.



· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.



· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.



COMPETENCIAS ESPECÍFICAS


			


			Dominio de la competencia





			COMPETENCIAS 



ESPECÍFICAS


			Aceptable 


			Eficiente 


			Superior





			Aprendizaje permanente


			


			


			





			Proactividad


			


			


			





			Razonamiento crítico y lógico


			


			


			





			Trabajo bajo presión


			


			


			





			Trabajo en equipo


			


			


			








Aprendizaje permanente



Aprovechar las oportunidades de ampliar su conocimiento de manera autónoma, individual y por propia iniciativa, así como la disposición de aprender. Buscar medios para estar al día y encontrar las formas más convenientes de aplicar las técnicas relacionadas con el trabajo, poniendo en práctica información, sistemas y métodos de trabajo novedosos.




-Conductas observables


· Adquiere y asimila rápidamente nuevos conocimientos con el fin de utilizarlos en su función.



· Dedica tiempo a perfeccionarse, a través de la investigación e indagación, sobre conocimientos útiles para el desempeño de su función.



· Realiza esfuerzos por aplicar los conocimientos adquiridos, a los retos y desafíos que se presentan en el desempeño de su función.



Proactividad


Prever, y planear con antelación actividades o acciones que minimicen riesgos y garanticen cumplimiento efectivo de asignaciones, actuando en consecuencia.



-Conductas observables



• Ante cambios del entorno se preocupa por buscar soluciones nuevas y originales, tratando de contemplar los intereses de los usuarios, compañeros y sí mismo.


• Por su actitud de iniciativa, posee una visión de su área de manera integral, lo que le permite ser un generador de propuestas y soluciones novedosas.


• Presenta soluciones nuevas que exceden su puesto de trabajo, ya que algunas pueden ser aplicables a toda la institución y de repercusión positiva.



Razonamiento crítico y lógico


Buscar información significativa, analizarla con amplitud y criterio, para identificar los principales problemas, reflexionar sobre ellos y resolverlos en forma lógica y sistemática. Arribar a juicios objetivos que faciliten la toma de decisiones y ejecución de actuaciones.




-Conductas observables:




• Indaga y utiliza redes de información poco convencionales; va más allá de las preguntas de rutina en la búsqueda de información reveladora y precisa.


• Analiza y maneja conjuntos complejos y amplios de información y datos relacionados con situaciones sujetas a su apreciación.


• Trabaja de manera minuciosa y con gran concentración en tareas que suponen el manejo de grandes volúmenes de información y elementos complejos.



Trabajo bajo presión 



Mantener el control de las propias emociones y el nivel de eficiencia y eficacia ante situaciones exigentes, cambiantes, estrés o presión; implica evitar reacciones negativas ante provocaciones, desacuerdos, dificultades, oposición u hostilidad de otros.




-Conductas observables:



• Demuestra capacidad para mantener el desempeño esperado frente a situaciones de alta demanda, tensión o conflicto.


• Permanece tranquilo en situaciones de crisis o dificultad, logrando además tranquilizar a los que le rodean.


• Posee una alta resistencia al estrés, que conserva, aunque las circunstancias adversas se mantengan largos periodos de tiempo.



Trabajo en equipo


Promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito administrativo, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes.




-Conductas observables:




• Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.


• Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.


• Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.



COMPETENCIAS TÉCNICAS 



			ÁREAS DE CONOCIMIENTO








CULTURA INSTITUCIONAL 


· Conocimiento de las políticas institucionales, en cuanto a equidad de género, accesibilidad, servicio público de calidad, sistema de gestión, hostigamiento sexual y acoso psicológico en el trabajo, ética de la función pública; Código de Ética judicial y otras.



NORMATIVA TÉCNICA 


( Conocimiento sobre riesgos en fondos de jubilaciones y pensiones.



( Conocimiento sobre Gobierno Corporativo. 



( Conocimiento sobre procesos judiciales como en las materias de Seguridad Social, Laboral, Contencioso Administrativo, entre otros. 



( Conocimiento sobre la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).


SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 



•
Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional.



REQUISITOS ACADÉMICOS



· Licenciatura en Derecho



requisito legal



· Incorporado al Colegio Profesional que regula el ejercicio de la profesión, siempre que la Ley Orgánica del mismo así lo establezca.


EXPERIENCIA 



· Requiere dos años de experiencia en labores relacionadas con el puesto.


CLASE ANCHA: ASESOR JURIDICO 



CLASE ANGOSTA: ASESOR JURIDICO JUNAFO



Grupo Ocupacional: Jefaturas, Coordinadores y Profesionales.
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Direccion de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial
Repiiblica de Costa Rica

Oficio N° 0266-DJA-2022

San José, 19 de agosto de 2022

MBA

Roxana Arrieta Meléndez, Directora
Direccion de Gestion Humana

Poder Judicial

S. D.

Asunto: Solicitud de valoracion sobre el

perfil de asesor juridico en la Direccion
de la JUNAFO.

Estimada senora

Por este medio, me permito hacer de su conocimiento el acuerdo de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de la sesién N.°
28-2022 celebrada el 26 de julio de 2022, articulo XIX, donde textualmente se indica:

“(...) Tomar nota de lo indicado por el doctor Juan Carlos Segura Solis, y consultar a la
Direccién de Gestion Humana, si el perfil competencial del puesto de Asesor Juridico de la
JUNAFO, se puede modificar con el fin de poder tener una presentacion de la JUNAFO, en

procesos judiciales (...)”

Lo anterior, tomando en consideracion que la plaza de asesor juridico de la JUNAFO
se encuentra realizando funciones propias al perfil competencial, aunado a la atencién de
procesos de indole jurisdiccional (demandas que se realizan en contra de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial), funcién que no
se tenia prevista para el puesto, en ese sentido, es de suma importancia para la JUNAFO
que la persona que ocupe ese puesto, tenga la potestad de representar al drgano en los
juicios y participar en las audiencias (como por ejemplo en los procesos Contenciosos
Administrativos), sin embargo, no se tiene certeza por parte de la JUNAFO si esa plaza
puede realizar esa funcion, tomando en cuenta el pago de prohibicion que recibe, o si existe
un perfil competencial a lo interno del Poder Judicial que se asemeja a las funciones

anteriormente citadas.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519 Fax: 2549-1591 Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr
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Direccion de la Junta Administradora
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Oficio N° 0266-DJA-2022

Debido a esto, se solicita de sus buenos oficios con el propdsito de que sea valorado
por esa Direccion, la posibilidad de dicha modificacion a fin de que se determine si es viable
que la persona funcionaria judicial que ocupe la plaza N.° 382277 pueda representar a la
JUNAFO en procesos judiciales, o bien, que se valore la posibilidad de establecer un perfil
de asesor juridico exclusivo para la JUNAFO que alcance la representacion en via
jurisdiccional y/o acompafiamiento de este asesor al Organo Maximo de Direccién (Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial) y demas

requerimientos indicados en el acuerdo de interés.

Finalmente, la persona que actualmente se encuentra en el puesto, es el licenciado
Eduardo Chacon Monge, quien puede evacuarles cualquier consulta que tenga sobre el

tema, en caso de que asi se requiera.

Atentamente, OSLEAN Firmado digitalmente por

OSLEAN VICENTE MORA VALDEZ

VI C E NTE MO RA ﬁ\f\lti’:cﬁ) Estoy aprobando este
VA L D EZ (F I RMA) g:ccl'l:ar?;g;,o&'l 911:30:36 -06'00'

MPM. Oslean Mora Valdez
Director a.i.
Direccion de la JUNAFO
RRT/HAZ
CC.: Archivo
Anexos

1. Oficio N.°500-JUNAFO-2022.

NO
0500-JUNAFO-2022..

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519 Fax: 2549-1591 Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr
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ASESOR JURÍDICO JUNAFO

PROPOSITO del Puesto

Ejecutar investigaciones y análisis jurídicos complejos para asesorar en materia jurídica a la dirección y Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

FUNCIONES Principales

· Ejecutar labores de asesoría jurídica variadas y complejas relacionadas con el accionar de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

· Brindar asesoría técnico-jurídico, de trámite, de consulta, de resolución y ejecución de procedimientos administrativos en los temas jurídicos conforme a los requerimientos JUNAFO.

· Brindar asesoría jurídica a los profesionales, jefaturas y directores de la JUNAFO entre otros para la correcta aplicación de la normativa relacionada con los asuntos a cargo de esa dependencia.

· Atender los procesos jurisdiccionales en los que Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es parte y dar el debido seguimiento: brindar el acompañamiento legal durante el proceso de audiencias y juicios, elaborar y contestar demandas, preparar audiencias orales, recepción de pruebas, redactar escritos, presentar excepciones, dar seguimiento, llevar los plazos de contestación, entre otras.


· Emitir criterios e informes jurídicos que se requieran.

· Analizar la documentación emitida por CONASSIF y SUPEN y emitir el criterio correspondiente.


· Elaborar informes legales y analizar situaciones específicas para incorporar a los estudios de la dependencia que asesora. 


· Rendir informes o proyectos relativos a pronunciamientos de instancias internas y externas.

· Tramitar los proyectos de ley que se consultan por parte del Poder Legislativo, reformas, consultas, entre otros.

· Analizar los proyectos de ley que incidan en la organización, estructura y funcionamiento de la JUNAFO y recomendar lo que corresponda.



· Realizar entrevistas para profundizar en el conocimiento de aspectos contemplados en los proyectos de ley analizados, en estudios y dictámenes que deban rendirse, entre otros.


· Dar seguimiento a los proyectos de ley que interesen a la JUNAFO: revisar los expedientes legislativos, órdenes del día, comisiones, entre otros. 


· Revisar expedientes judiciales para dar seguimiento a la implementación de leyes, cuando así se solicite.


· Elaborar proyectos de reglamentos.


· Realizar estudios jurídicos a partir del análisis de la doctrina, leyes, jurisprudencia, entre otros. 


· Analizar e investigar normativa, jurisprudencia, doctrina, expedientes y cualesquiera otras fuentes bibliográficas para la elaboración de criterios legales, obtener y suministrar información entre otros.


· Analizar la legalidad de las políticas relacionadas con la administración de los recursos de la JUNAFO.

· Estudiar la normativa existente y proponer ajustes de procedimientos administrativos al bloque de constitucionalidad y legalidad vigentes.


· Contestar recursos de amparo, hábeas corpus, acciones de inconstitucionalidad, u otros. 


· Contestar recursos de reconsideración.

· Brindar asesoría en materia contractual conforme a los requerimientos de la JUNAFO.


· Analizar desde el punto de vista legal los procedimientos de contratación administrativa que tramita la JUNAFO.


· Instruir y dar seguimiento a los procesos disciplinarios propios de la dependencia a la que asesora.


· Atender las medidas cautelares dictadas en los procesos jurisdiccionales interpuestos contra la JUNAFO.

· Tramitar el proceso ordinario de los expedientes relacionados con el cobro Administrativo: revisar los expedientes, analizarlos y solicitar las diligencias pertinentes, entre otras.

· Ejecutar los procedimientos administrativos de cobro necesarios para la recuperación patrimonial.


· Fungir como órgano director del procedimiento administrativo y ejecutar los procedimientos de cobro necesarios para la recuperación patrimonial.

· Crear y mantener actualizada una base de datos sobre líneas jurisprudenciales y temas de interés.

· Confeccionar oficios, escritos y resoluciones.

· Elaborar, revisar o actualizar circulares, manuales, protocolos, directrices entre otros documentos de tipo legal.


· Establecer y mantener actualizados, registros, archivos, cronogramas, planes de trabajo, controles diversos u otros, relacionados con las actividades propias de su cargo.

· Asistir a reuniones, sesiones de junta, seminarios, charlas, participar en comisiones y otras actividades similares, así como representar a la JUNAFO ante organismos públicos y privados, según se requiera.

· Recopilar, clasificar, extraer y analizar información variada que sirva de apoyo para investigaciones. 

· Diseñar y realizar investigaciones relacionadas con actividades derivadas del área de su competencia.

· Identificar y proponer actividades de mejora relacionadas con las actividades que ejecuta.


· Rendir informes diversos.


· Exponer ante los órganos competentes, en los casos que así se requiera, los criterios y alcances planteados en los proyectos e informes que elabora o participa.

· Preparar y formular objetivos, programas de trabajo, proyectos u otros.

· Coordinar actividades con superiores, compañeros de trabajo, personal interno y externo de la institución en los casos que se requiera.

· Coordinar e integrar equipos de trabajo de forma temporal según se requiera.


· Impartir capacitaciones, charlas, cursos u otros propios del área de su competencia.


· Velar por el buen uso y mantenimiento del equipo y material de trabajo asignado.


· Atender consultas y resolver imprevistos relacionados con el campo de su especialidad, según lo permita la ley.


· Realizar otras labores propias del cargo.


Factores Organizacionales y Ambientales

Responsabilidad por funciones


Es responsable ejecutar investigaciones y análisis jurídicos complejos para asesorar en materia jurídica a la dirección y Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De emitir criterios legales, para lo cual debe realizar investigaciones a solicitud del superior inmediato de los órganos superiores, así como asesor legalmente en su ámbito de competencia a todo el personal de la JUNAFO.

De diseñar y realizar investigaciones, planes, programas de trabajo, proyectos y análisis complejos en el campo de su especialidad.


De participar en el establecimiento de indicadores que permitan dar seguimiento a la ejecución de planes de trabajo, programas, proyectos u otros.


De realizar las labores encomendadas en apego a las normas técnicas y jurídicas vigentes, aplicables al campo de su especialidad, así como de ejecutarlas de conformidad con las fechas y plazos definidos; de establecer los controles requeridos para el seguimiento de los objetivos planteados, entre otras.


De actuar bajo los principios de probidad y transparencia, debe guardar confidencialidad, discreción y prudencia en el ejercicio de su cargo. De gestionar adecuadamente cualquier conflicto de interés que se presente conforme a la normativa institucional.

De actuar con decoro en el desempeño de su cargo y la forma de cómo se comporta en su vida privada. 

De acatar y cumplir las directrices que emitan los superiores para el adecuado cumplimiento de las funciones.

De mantenerse actualizado en los conocimientos y técnicas propias de su especialidad. 


De velar por el adecuado cumplimiento de las normas de seguridad e higiene ocupacional.

Por relaciones de trabajo


Le corresponde mantener relaciones de trabajo de forma frecuente con personas internas y externas a la institución, las cuales se desarrollan en su mayoría de forma directa; debe dirigirse a ellas con tacto, amabilidad y respeto. 

Por equipo materiales y valores


Debe velar por el adecuado uso y mantenimiento del equipo y los materiales asignados para el cumplimiento de las actividades, así como por la manipulación adecuada de la documentación recibida y generada.

Condiciones de trabajo


Las funciones que realiza le demandan independencia técnica, aptitud crítica, analítica y de síntesis, capacidad para estructurar y planificar su trabajo, abstraer, interpretar y discriminar información, resolver problemas, así como habilidad para la investigación, desarrollo de proyectos, trabajo en equipo y facilidad de expresión verbal y escrita. 

Su puesto le demanda trabajar bajo presión, estar sujeto al cumplimiento de plazos establecidos en los asuntos asignados, extender su jornada laboral, estar disponible en caso de que se amerite, trasladarse a diversos lugares del país y prestar sus servicios cuando sean requeridos. 

Durante el desarrollo de un proyecto le puede corresponder coordinar de forma temporal equipos de trabajo y supervisar el avance de este, así como integrar grupos de trabajo interdisciplinarios.

Consecuencia del error


Los errores que eventualmente se cometan al brindar una inadecuada asesoría jurídica pueden afectar la toma de decisiones por parte del órgano superior que ha solicitado la asesoría.


Una inadecuada asesoría jurídica pueden inducir a un incorrecto razonamiento y una desacertada decisión administrativa que genere responsabilidad para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, afectar su imagen y comprometer su presupuesto; la no recuperación dineraria de fondos públicos; nulidad del procedimiento o prescripciones y/o caducidad; impunidad al no tramitar correctamente un procedimiento disciplinario; generar demandas ante decisiones erróneas, así como la condenatoria para la institución, pago de daños, perjuicios y costas a raíz de las demandas interpuestas al órgano colegiado, entre otros.

Además, podrían generar responsabilidades administrativas, penales, pecuniarias o civiles, compromiso subsidiario del Estado, razón por la cual sus labores se deben realizar en función de una investigación jurídica adecuada, acatando correctamente las políticas, directrices, protocolos de actuación y la ley.

Supervisión ejercida 


No ejerce supervisión sobre otros cargos.

Supervisión recibida 


Trabaja con independencia siguiendo instrucciones generales, normas, procedimientos, disposiciones administrativas y legales que se dicten al efecto.

Su labor es evaluada por la jefatura inmediata por medio del análisis de los informes que presenta, la eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los objetivos asignados y la comprobación de la calidad de los resultados obtenidos.

COMPETENCIAS GENÉRICAS

		

		Dominio de la competencia



		COMPETENCIAS 


GENÉRICAS

		Aceptable 

		Eficiente 

		Superior



		Compromiso

		

		

		



		Ética y transparencia

		

		

		



		Excelencia

		

		

		



		Responsabilidad

		

		

		



		Servicio de calidad

		

		

		





Compromiso

Actuar con responsabilidad cumpliendo con los deberes y obligaciones asignados.

-Conductas observables:


· Demuestra un alto nivel de compromiso con la institución y las personas usuarias, perseverando en la obtención de los resultados pese a los obstáculos o dificultades. 


· Se esfuerza por hacer bien su trabajo y pone en práctica nuevas formas sin dejar de hacerlo de una manera eficiente.


· Pone en práctica diferentes alternativas o estrategias para lograr los objetivos institucionales cuando el procedimiento inicialmente planteado no funciona.


Ética y transparencia

Guiarse con apego a los principios de integridad y honradez; sentir y obrar en todo momento con transparencia para que mediante sus actuaciones promueva la credibilidad y confianza de las personas con las que se relaciona durante el ejercicio de su responsabilidad.

-Conductas observables:


· Actúa permanentemente dentro de las normas éticas y morales.


· Muestra disposición a actuar honestamente incluso en situaciones riesgosas y difíciles.


· Demuestra un comportamiento intachable desde lo personal hacia lo laboral, actuando siempre conforme a los lineamientos y políticas establecidas por la institución.


Excelencia

Cumplir con los deberes y obligaciones en un marco de innovación y creatividad que asegure el desarrollo de las funciones con un alto nivel de desempeño.


-Conductas observables:


· Se preocupa por progresar continuamente en la efectividad del trabajo.


· Muestra interés por aprender prácticas, conceptos y herramientas útiles para desempeñar su trabajo.


· Identifica, desarrolla y aplica alternativas de cumplimiento y solución en la consecución de los objetivos planteados.


Responsabilidad

Cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos asumiendo las consecuencias de sus actos, por encima de sus propios intereses, esforzándose por dar más de lo que se le pide y colaborando, con los demás.

-Conductas observables:


· Realiza esfuerzos adicionales, cumpliendo tareas que van más allá de sus responsabilidades.


· Demuestra capacidad para establecer prioridades y enfocar esfuerzos hacia el logro de los deberes, obligaciones y compromisos de la institución como si fuera suyos.


· Rinde cuentas de los resultados de su gestión, mostrando un alto grado de responsabilidad por las consecuencias de sus resultados.

Servicio de Calidad

Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a los usuarios internos y externos de la institución.

-Conductas observables:


· Demuestra interés por comprender adecuadamente las necesidades de los usuarios internos y externos.


· Responde a los requerimientos de servicio de los usuarios internos y externos en forma oportuna y efectiva.


· Mantiene una actitud proactiva, cordial y asertiva con relación a los usuarios internos y externos.


COMPETENCIAS ESPECÍFICAS

		

		Dominio de la competencia



		COMPETENCIAS 


ESPECÍFICAS

		Aceptable 

		Eficiente 

		Superior



		Aprendizaje permanente

		

		

		



		Proactividad

		

		

		



		Razonamiento crítico y lógico

		

		

		



		Trabajo bajo presión

		

		

		



		Trabajo en equipo

		

		

		





Aprendizaje permanente


Aprovechar las oportunidades de ampliar su conocimiento de manera autónoma, individual y por propia iniciativa, así como la disposición de aprender. Buscar medios para estar al día y encontrar las formas más convenientes de aplicar las técnicas relacionadas con el trabajo, poniendo en práctica información, sistemas y métodos de trabajo novedosos.



-Conductas observables

· Adquiere y asimila rápidamente nuevos conocimientos con el fin de utilizarlos en su función.


· Dedica tiempo a perfeccionarse, a través de la investigación e indagación, sobre conocimientos útiles para el desempeño de su función.


· Realiza esfuerzos por aplicar los conocimientos adquiridos, a los retos y desafíos que se presentan en el desempeño de su función.


Proactividad

Prever, y planear con antelación actividades o acciones que minimicen riesgos y garanticen cumplimiento efectivo de asignaciones, actuando en consecuencia.


-Conductas observables


• Ante cambios del entorno se preocupa por buscar soluciones nuevas y originales, tratando de contemplar los intereses de los usuarios, compañeros y sí mismo.

• Por su actitud de iniciativa, posee una visión de su área de manera integral, lo que le permite ser un generador de propuestas y soluciones novedosas.

• Presenta soluciones nuevas que exceden su puesto de trabajo, ya que algunas pueden ser aplicables a toda la institución y de repercusión positiva.


Razonamiento crítico y lógico

Buscar información significativa, analizarla con amplitud y criterio, para identificar los principales problemas, reflexionar sobre ellos y resolverlos en forma lógica y sistemática. Arribar a juicios objetivos que faciliten la toma de decisiones y ejecución de actuaciones.



-Conductas observables:



• Indaga y utiliza redes de información poco convencionales; va más allá de las preguntas de rutina en la búsqueda de información reveladora y precisa.

• Analiza y maneja conjuntos complejos y amplios de información y datos relacionados con situaciones sujetas a su apreciación.

• Trabaja de manera minuciosa y con gran concentración en tareas que suponen el manejo de grandes volúmenes de información y elementos complejos.


Trabajo bajo presión 


Mantener el control de las propias emociones y el nivel de eficiencia y eficacia ante situaciones exigentes, cambiantes, estrés o presión; implica evitar reacciones negativas ante provocaciones, desacuerdos, dificultades, oposición u hostilidad de otros.



-Conductas observables:


• Demuestra capacidad para mantener el desempeño esperado frente a situaciones de alta demanda, tensión o conflicto.

• Permanece tranquilo en situaciones de crisis o dificultad, logrando además tranquilizar a los que le rodean.

• Posee una alta resistencia al estrés, que conserva, aunque las circunstancias adversas se mantengan largos periodos de tiempo.


Trabajo en equipo

Promover, fomentar y mantener relaciones de colaboración eficientes con miembros del ámbito administrativo, así como otros grupos de trabajo, que resulten pertinentes con la integración de esfuerzos comunes.



-Conductas observables:



• Colabora en las tareas de los demás, según corresponda, aun cuando esto implique esfuerzos adicionales.

• Ofrece ayuda cuando ve que los demás se encuentran con dificultades.

• Contribuye a eliminar barreras que dificulten el trabajo en equipo.


COMPETENCIAS TÉCNICAS 


		ÁREAS DE CONOCIMIENTO





CULTURA INSTITUCIONAL 

· Conocimiento de las políticas institucionales, en cuanto a equidad de género, accesibilidad, servicio público de calidad, sistema de gestión, hostigamiento sexual y acoso psicológico en el trabajo, ética de la función pública; Código de Ética judicial y otras.


NORMATIVA TÉCNICA 

( Conocimiento sobre riesgos en fondos de jubilaciones y pensiones.


( Conocimiento sobre Gobierno Corporativo. 


( Conocimiento sobre procesos judiciales como en las materias de Seguridad Social, Laboral, Contencioso Administrativo, entre otros. 


( Conocimiento sobre la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).

SISTEMAS DE APOYO A LA FUNCIÓN 


•
Dominio de herramientas informáticas y de los sistemas operativos de uso institucional.


REQUISITOS ACADÉMICOS


· Licenciatura en Derecho


requisito legal


· Incorporado al Colegio Profesional que regula el ejercicio de la profesión, siempre que la Ley Orgánica del mismo así lo establezca.

EXPERIENCIA 


· Requiere dos años de experiencia en labores relacionadas con el puesto.

CLASE ANCHA: ASESOR JURIDICO 


CLASE ANGOSTA: ASESOR JURIDICO JUNAFO


Grupo Ocupacional: Jefaturas, Coordinadores y Profesionales.
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28 de febrero del 2024

CNS-1845/12





Señores

Sistema Financiero Nacional 





Estimados señores:



El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 12 del acta de la sesión 1845-2024, celebrada el 26 de febrero del 2024,



considerando que:



Consideraciones legales y regulatorias



I.	El inciso b) del artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, dispone que una de las funciones del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero es aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la Ley, deben ejecutar la Sugef.



II.	Mediante artículos 7 del acta de la sesión 1804-2023, celebrada el 26 de junio del 2023, el Conassif aprobó el reglamento denominado Regulación Proporcional para Cooperativas de Ahorro y Crédito Supervisadas, Acuerdo Sugef 25-23, que tiene por objeto establecer la regulación proporcional que la Superintendencia General de Entidades Financieras aplicará a las cooperativas de ahorro y crédito de menor tamaño y complejidad, según el artículo 2 en dicho reglamento. 



III.	El Acuerdo Sugef 25-23 establece la metodología que utilizará la Sugef para la calificación de las referidas cooperativas, para lo cual define cinco aspectos de evaluación que determinarán los grados de normalidad o irregularidad. Dichos aspectos son: a) Calidad de activos, b) Eficiencia, c) Evaluación de rendimientos, d) Liquidez, y e) El nivel y la calidad del Capital Base de la entidad. Para cada aspecto de evaluación se definen indicadores financieros cuyos resultados se asignan en rangos de evaluación, y de manera integral con base en los criterios de combinación establecidos en la regulación, se determina el nivel de normalidad o irregularidad de la entidad.



Consideraciones sobre los indicadores de eficiencia y rentabilidad 



IV.	El nivel y la tendencia del indicador de Rentabilidad, brinda información importante sobre capacidad de la entidad para asegurar la continuidad de sus actividades y sostener en el tiempo el negocio de la intermediación financiera la cooperativa. Su cálculo en una ventana temporal de tres meses tiene el objetivo de ser oportuno en señalar deterioros que ameriten la toma de acciones correctivas o preventivas. Los excedentes son la primera línea de defensa para absorber los riesgos de la actividad, tales como, mayores estimaciones crediticias, efectos de desvaloración de inversiones, pérdidas por riesgos operativos, entre otros. También la generación de excedentes es clave para brindar a los asociados distribuciones razonables. Finalmente, la porción no distribuida de los excedentes terminará reforzando el patrimonio de la cooperativa. Este último aspecto es medular frente a la naturaleza variable del capital social, y por el hecho de que las cooperativas cubiertas por el Acuerdo Sugef 25-23 se caracterizan por tener una base asociativa pequeña y con capacidad limitada de aportar capital adicional en caso de ser requerido. En razón de lo anterior, la generación de excedentes es esencial como fuente de capital auto generado e indicador de la fortaleza prospectiva del capital.



V.	El Acuerdo Sugef 25-23 define el indicador de rentabilidad como el cociente entre la Utilidad o Pérdida Acumulada Trimestral y el Patrimonio contable promedio trimestral, estableciendo el mínimo de rentabilidad de para Nivel 1 en 2% y el mínimo de pérdida para Nivel 4 en 15% del patrimonio promedio. Estos parámetros fueron calibrados mediante la observación de los resultados mostrados por las cooperativas alcanzadas, considerado además un margen prudencial que compense el hecho de que, si bien no son de acatamiento obligatorio las disposiciones sobre gobernanza, idoneidad y gestión de riesgos, las decisiones de las cooperativas en torno a estos aspectos sí afectan en cierta medida su desempeño económico. Consecuentemente, los parámetros de calificación para los indicadores fueron calibrados para dotarlos de mayor sensibilidad ante posibles deterioros, de forma tal que alerten con mayor anticipación para detonar con oportunidad acciones preventivas y correctivas. Tal como se ha observado en la evolución de la rentabilidad trimestral para este sector, el resultado promedio del indicador ha venido reduciéndose sistemáticamente durante los últimos tres años, y ha alcanzado en septiembre 2023 su nivel más bajo en el orden de 0,02%.



VI.	Si bien se observa gran variabilidad del indicador de rentabilidad entre las cooperativas alcanzadas, se considera razonable recalibrar los parámetros de este indicador, preservando el rigor y el fin preventivo de la herramienta de calificación. Consecuentemente, se recalibra el mínimo de rentabilidad para Nivel 1 en 1% y el mínimo de pérdida para Nivel 4 sea 10%. Los niveles propuestos encuentran mejor ajuste con el desempeño histórico de las 14 cooperativas alcanzadas por la regulación.



VII.	En lo que respecta al indicador de eficiencia operativa, medido como el cociente entre los gastos de administración y la Utilidad Operativa Bruta. La regulación estableció el máximo para Nivel 1 en 70% y el mínimo para Nivel 4 en 90%. Este indicador refleja características estructurales de las cooperativas que, desde el punto de vista de la Superintendencia, requieren de un abordaje oportuno y efectivo por parte de la administración de las cooperativas. La Superintendencia ha activado la presentación de Planes de Acción y las cooperativas han respondido de manera consecuente con los objetivos de la regulación y la expectativa del supervisor. Las cooperativas alcanzadas por esta regulación se encuentran en el proceso de identificar los efectos compensatorios que ofrece el marco de regulación proporcional, haciendo uso de los espacios de discrecionalidad en materia de gobernanza, idoneidad y gestión de riesgos. Dado lo anterior, resulta razonable recalibrar la herramienta de calificación ajustando el máximo para Nivel 1 a 75% y manteniendo el mínimo para Nivel 4 en 90%. Se ajusta el escalamiento de los niveles 1 y 2, mientras que se mantiene el escalamiento en los niveles 3 y 4. Este ajuste sigue respondiendo con la visión prudencial y expectativa del supervisor de la eficiencia operativa es un área de abordaje prioritario.



VIII.	La evaluación costo-beneficio de la regulación se realiza de conformidad con lo establecido en los artículos 1 y 12 de la Ley Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, Ley 8220 y en los artículos 12, 12 bis, 13, 13 bis y 56 al 60 bis del Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, 37045-MP-MEIC. Dicha regulación indica que la Administración Pública debe realizar un análisis de impacto regulatorio mediante una evaluación costo-beneficio antes de emitir cualquier nueva regulación o reformar las existentes, cuando establezcan trámites, requisitos y procedimientos que deba cumplir el administrado ante la Administración. De dicho análisis se determinó que la modificación propuesta no establece ni modifica trámites, requisitos o procedimientos que el administrado deba cumplir ante la Administración Central.



IX. 	Mediante artículo 7 del acta de la sesión 1836-2023, celebrada el 27 de noviembre del 2023, el Conassif remitió en consulta externa la propuesta de modificación del reglamento Regulación Proporcional para Cooperativas de Ahorro y Crédito Supervisadas, Acuerdo Sugef 25-23. Se recibieron 7 observaciones a dicha consulta, las cuales fueron evaluadas y en lo pertinente fueron incorporadas al texto de la regulación.



dispuso en firme:



aprobar la modificación de la Regulación proporcional para cooperativas de ahorro y crédito supervisadas, Acuerdo Sugef 25-23, como se indica a continuación:



a)	Modificar el Artículo 11. Eficiencia, de conformidad con el siguiente texto:



“Artículo 11. Eficiencia



La evaluación del elemento eficiencia se efectuará con el índice de gastos de administración sobre utilidad operativa bruta, según los siguientes parámetros:



		Indicador

		Nivel 1

		Nivel 2

		Nivel 3

		Nivel 4



		Gastos de Administración /Utilidad Operativa Bruta

		Menor a 75%

		Igual o mayor a 75% pero menor a 80%

		Igual o mayor a 80% pero menor a 90%

		Igual o mayor

a 90%







b)	Modificar el Artículo 12. Evaluación de rendimientos, de conformidad con el siguiente texto:



Artículo 12. Evaluación de rendimientos



La evaluación de rendimientos se efectuará por medio de la relación entre la utilidad acumulada trimestral sobre el patrimonio contable promedio trimestral.



La evaluación del indicador de rentabilidad se realizará respecto de los siguientes parámetros:



		Indicador

		Nivel 1

		Nivel 2

		Nivel 3

		Nivel 4



		Utilidad o Pérdida Acumulada Trimestral / Patrimonio contable promedio

		Utilidades acumuladas trimestrales iguales o mayores al 1% del patrimonio promedio trimestral

		Utilidades acumuladas trimestrales menores al 1% pero iguales o mayores al 0% del patrimonio promedio trimestral

		Pérdidas acumuladas trimestrales mayores al 0% pero iguales o menores al 10% del patrimonio promedio trimestral

		Pérdidas acumuladas trimestrales mayores al 10% del patrimonio promedio trimestral







Rige a partir de su comunicación.



[image: ]Atentamente,






Celia Alpízar Paniagua

Secretaria interina del Consejo
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6 de marzo del 2024

CNS-1846/07





Señores

Sistema Financiero Nacional 





Estimados señores:



El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 7 del acta de la sesión 1846-2024, celebrada el 4 de marzo del 2024,



considerando que:



Considerandos legales y reglamentarios



I. 	En el Alcance 19 al diario oficial La Gaceta 28 del 12 de febrero del 2020, fue publicada la Ley de Creación del Fondo de Garantía de Depósitos y de Mecanismos de Resolución de Intermediarios Financieros, Ley 9816.



Esta Ley tiene la finalidad de fortalecer y completar la red de seguridad financiera para contribuir a la estabilidad financiera, proteger los recursos de los pequeños ahorrantes, y promover la confianza y la competitividad del sistema financiero nacional.



II. 	La Ley 9816 crea el Fondo de Garantía de Depósitos (FGD), como un patrimonio autónomo, cuyo fin es el de garantizar, hasta cierto límite, los depósitos y ahorros que las personas físicas y jurídicas mantienen en las entidades contribuyentes a este Fondo, de conformidad con los términos y las condiciones establecidos en dicha Ley.



III. 	El artículo 6 de la Ley 9816 le asigna al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), la responsabilidad de emitir la reglamentación técnica del FGD. 



En cumplimiento de lo anterior, el Conassif, mediante artículo 5 del acta de la sesión 1640-2021, celebrada el 28 de enero de 2021, dispuso en firme aprobar el Reglamento de Gestión del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD) y de Otros Fondos de Garantía (OFG), el cual fue publicado en el Alcance 23 a La Gaceta 22 del miércoles 3 de febrero del 2021.

 

Este Reglamento tiene la finalidad de establecer las normas operativas de este Fondo, en cumplimiento de lo establecido por el legislador.



[bookmark: _Hlk158639453]Considerando sobre la contratación anual de una auditoría externa



IV. 	El artículo 27 de la Ley 9816 establece la obligatoriedad de que la administración del FGD contrate anualmente una auditoría externa y publique los estados financieros auditados correspondientes a cada ejercicio fiscal. 



Adicionalmente, el Artículo 39, Auditoría externa, del Reglamento de Gestión del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD) y de Otros Fondos de Garantía (OFG), establece que el administrador del FGD debe contratar anualmente una firma de Auditoría Externa para que evalúe y emita opinión sobre la situación financiera, los procedimientos, la gestión de riesgos, las tecnologías de información y la estructura administrativa de control interno del Fondo.



[bookmark: _Hlk158639467]Considerandos sobre la auditoría interna



V. 	El artículo 28 de la Ley 9816 le asigna a la Auditoría Interna del Banco Central de Costa Rica (BCCR), el deber de ejercer la auditoría interna del FGD. Esta obligación se regula en el Artículo 38, Auditoría interna, del Reglamento de Gestión del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD) y de Otros Fondos de Garantía (OFG), donde se establece que la Auditoría Interna del BCCR debe considerar en su plan anual de auditoría, la revisión y aplicación de controles internos y de riesgos, de manera tal que se evalúe y se controle la gestión en la administración del FGD.



VI.	La Auditoría Interna del Banco Central atiende anualmente la revisión de la ejecución de los controles internos incluyendo los de la administración de riesgos del FGD, de manera tal que se verifique el cumplimiento de estos por parte de la administración del Fondo. Este servicio que brinda la Auditoría Interna del BCCR forma parte de los gastos administrativos del FGD.



[bookmark: _Hlk158639496]Considerandos sobre la contratación de auditoría externa administrativa



VII. 	Dentro de las funciones que le asigna al administrador del FGD el Artículo 9- Funciones del administrador del Fondo de Garantía de Depósitos de la Ley 9816, se encuentra la de contratar una firma de auditores externos que evalúe y emita opinión sobre la situación financiera, los procedimientos, la gestión de riesgos, las tecnologías de la información y la estructura administrativa del Fondo. No obstante, lo anterior, el artículo mencionado no establece una periodicidad a dicha función, por lo que, en virtud de que la misma Ley ordena una auditoría externa anual de estados financieros y una auditoría interna anual, se considera necesario establecer la periodicidad de la auditoría externa administrativa. 



VIII. La administración del FGD contrata de anualmente una firma de auditoría externa que evalúa y emite opinión sobre la situación financiera, los procedimientos, la gestión de riesgos, las tecnologías de información y la estructura administrativa de control interno del Fondo. Las acciones que se ejecutan en esta auditoría externa, de índole administrativa, son redundantes con las acciones que realiza la Auditoría Interna del BCCR.



Por otra parte, anualmente la administración del FGD contrata una auditoría externa para elaborar los estados financieros auditados correspondientes a cada ejercicio fiscal.



[bookmark: _Hlk158639536]Considerando sobre la evaluación Costo – Beneficio que exige la Ley 8220



IX. 	La evaluación costo-beneficio de la regulación se realiza de conformidad con lo establecido en los artículos 1 y 12 de la Ley Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley 8220, y en los artículos 12, 12bis, 13, 13 bis y 56 al 60bis del Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, 37045- MP-MEIC. 





Esta regulación indica que la Administración Pública debe realizar un análisis de impacto regulatorio mediante una evaluación costo-beneficio antes de emitir cualquier nueva regulación o reformar las existentes, cuando establezcan trámites, requisitos y procedimientos que deba cumplir el administrado ante la Administración. 



De dicho análisis se determinó que la regulación no establece ni modifica trámites, requisitos o procedimientos que el administrado deba cumplir ante la Administración Central, por lo que no se realiza este control previo.



dispuso en firme:



1. Modificar el Artículo 39. Auditoría externa, del Reglamento de Gestión del Fondo de Garantía de Depósitos (FGD) y de Otros Fondos de Garantía (OFG), para que en adelante se lea de la siguiente manera:



“Artículo 39. Auditoría externa.



El administrador del FGD debe contratar anualmente una auditoría externa y publicar los estados financieros auditados correspondientes a cada ejercicio fiscal, elaborados conforme a las normas contables vigentes, y en un plazo máximo de un mes desde la recepción del informe final de la auditoría externa.



Además, el administrador del FGD debe contratar cada dos años una firma de auditoría externa que evalúe y emita opinión sobre los procedimientos, la gestión de riesgos, las tecnologías de información y la estructura administrativa de control interno del Fondo.



La Junta Directiva del BCCR, debe conocer y valorar los resultados de estos informes. Ambos informes se deben publicar conforme a los lineamientos que emita la Junta Directiva del BCCR.”



2.	Agregar a la norma reglamentaria detallada en el numeral 1 precedente, el Transitorio que se cita a continuación: 



“Transitorio I 

La primera auditoría externa relacionada con lo requerido en el segundo párrafo del artículo 39 de este reglamento, se realizará respecto del año 2024.”



Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.



[image: ]Atentamente,






Celia Alpízar Paniagua

Secretaria interina del Consejo
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11 de marzo del 2024

CNS-1846/11





[bookmark: _Hlk103857159]Señores

Sistema Financiero Nacional 





Estimados señores:



El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 11 del acta de la sesión 1846-2024, celebrada el 4 de marzo del 2024,



I.	Con respecto a la reforma del Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros, Acuerdo Sugef 8-08:



considerando que:



CONSIDERANDOS LEGALES



1.	Aprobación de normas sobre autorizaciones



El literal b) del artículo 171 de la Ley 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, dispone, como una de las funciones del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en adelante referido como Conassif aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la Ley, deben ejecutar las Superintendencias, según corresponda.



2.	Entidades financieras que se encuentran bajo un régimen de supervisión



El artículo 117 de la Ley 7558 establece que los bancos públicos y privados, las empresas financieras no bancarias, las mutuales de ahorro y préstamo, las cooperativas de ahorro y crédito y las asociaciones solidaristas deben encontrarse bajo un régimen de supervisión; por lo cual, el Conassif establece normativamente la responsabilidad de la Sugef para la supervisión de estas entidades. Adicionalmente, señala que el Conassif puede eximir de la fiscalización, o establecer disposiciones de supervisión diferenciadas, para cooperativas de ahorro y crédito y para asociaciones solidaristas.



3.	Regulación y supervisión uniforme e integrada por parte del Conassif



La supervisión de entidades financieras en Costa Rica requiere de normativa prudencial para su ejecución por parte de la Sugef; dicha superintendencia se encuentra bajo la dirección del Conassif, órgano superior que tiene por objeto dotar de uniformidad e integración a la regulación y supervisión del sistema financiero costarricense, sin dejar de lado la facultad de aprobar normativa especial para las entidades fiscalizadas que así lo requieran.



4. 	Supervisores designados según la naturaleza de las actividades a supervisar



El artículo 140 bis de la Ley 7558 establece que: “Por entidades supervisadas se entenderá aquellas que son fiscalizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval), la Superintendencia de Pensiones (Supen) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese), en razón de la naturaleza de sus operaciones, de conformidad con las leyes especiales que les son aplicables”; las entidades del sistema financiero que correspondan y según su naturaleza, serán sujetas a la supervisión de las superintendencias dirigidas por el Conassif. Desde esa perspectiva aquellas entidades que se dediquen a la actividad de intermediación financiera serán supervisadas por la Sugef, en los términos que disponga la normativa vigente.



5. 	Intermediación financiera – actividad sujeta a la supervisión de Sugef



El artículo 116 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, define “...por intermediación financiera la captación de recursos financieros del público, en forma habitual, con el fin de destinarlos, por cuenta y riesgo del intermediario, a cualquier forma de crédito o inversión en valores, independientemente de la figura contractual o jurídica que se utilice y del tipo de documento, registro electrónico u otro análogo en el que se formalicen las transacciones.”, y por su parte el artículo 156 de esta misma Ley determina que la Sugef “…deberá velar porque en el territorio costarricense no operen personas naturales o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación, que de manera habitual y a cualquier título realicen actividades de intermediación financiera, de captación de recursos de terceros u operaciones cambiarias sin autorización”. Corresponde al Conassif, de conformidad con la ley vigente, la función de autorizar a las entidades que realicen esas actividades en territorio nacional, y a la Sugef, la de supervisar sus actuaciones.



6.	Autorización expresa de Sugef para la operación de bancos privados



El artículo 142 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, Ley 1644, dispone que ningún banco privado podrá operar sin la autorización expresa de la Sugef, conforme con la normativa que esta emita al efecto, y que esa autorización no podrá ser objeto de traspaso, venta o cesión; esta propuesta normativa define las particularidades fundamentales para la operación de un banco privado. 



7.	Autorización legal para realizar intermediación financiera



El párrafo primero del artículo 116 de la Ley 7558, Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, establece que únicamente pueden realizar intermediación financiera en el país las entidades públicas o privadas, expresamente autorizadas por ley para ello, previo cumplimiento de los requisitos que la respectiva ley establezca y previa autorización de la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef); la autorización de la Superintendencia deberá ser otorgada cuando se cumpla con todos los requisitos establecidos. 



8.	Autorización de Sugef para el inicio de actividades de las organizaciones cooperativas de ahorro y crédito



En el caso de las cooperativas, los artículos 32 y 43 de la Ley 7391 Ley de Regulación de la Actividad de Intermediación Financiera de las Organizaciones Cooperativas, establecen que corresponde a la Sugef otorgar la autorización del inicio de actividades de organizaciones cooperativas de ahorro y crédito y la autorización previa de las sociedades cooperativas de ahorro y crédito; en el presente Reglamento se establecen los requerimientos necesarios para el otorgamiento de la autorización mencionada.



9.	Actos sujetos de autorización establecidos en la Ley



El artículo 131 de la Ley 7558 Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, establece dentro de las funciones del Superintendente General de Entidades Financieras, la de proponer al Conassif, para su aprobación, las normas que estime necesarias para el desarrollo de las labores de supervisión y fiscalización; en el presente Reglamento se establecen los requisitos y la documentación necesaria para presentar las solicitudes de los siguientes actos sujetos a autorización: 



· La constitución de un nuevo intermediario financiero y la autorización de organizaciones cooperativas de ahorro y crédito. 

· La transformación del objeto social de un intermediario financiero.  

· La fusión de un intermediario financiero con otra persona jurídica, así como la fusión de organizaciones cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la Sugef.  

· La variación de capital social de un intermediario financiero. 

· El cese voluntario de la actividad de intermediación financiera. Así mismo, el cese de actividades del banco extranjero a través de su sucursal y su retiro del país.

· El cambio de nombre de un intermediario financiero.  

· La creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas.

· La autorización previa para la venta o compra de una parte significativa, de activos o pasivos de una entidad a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero; lo anterior, sin perjuicio de las funciones y potestades que ostenta la Comisión para Promover la Competencia (Coprocom), en materia de concentración.

· La autorización previa de cambios a los estatutos de las entidades supervisadas.

· La autorización previa de cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo de una entidad supervisada.



Asimismo, la Ley 7391, en su artículo 10 establece la obligación de las cooperativas de someter a aprobación de la Sugef, antes de su entrada en vigor, de los estatutos de las cooperativas y sus modificaciones.



La Ley 1644 en su artículo 117 prohíbe a los bancos comerciales efectuar operaciones activas directas o indirectas a personas vinculadas a un banco privado, por lo que en este Reglamento se establecen las disposiciones normativas relacionadas con la concesión de créditos a las personas indicadas.



Mientras que el artículo 141 bis de la Ley 1644 establece la facultad del Conassif para autorizar el establecimiento de una sucursal bancaria de un banco extranjero. El acto de autorización de la sucursal incluye el acto de aceptación de la plaza extranjera donde se encuentre autorizado el banco dueño de la sucursal.



10.	Reglamento individual de autorizaciones de entidades supervisadas por Sugef



Las entidades sujetas a la supervisión de la Sugef requieren autorización para ejercer la actividad de intermediación financiera y demás actividades conexas; surge la necesidad de regular y contener, en un solo cuerpo normativo el actuar de las entidades individuales supervisadas por Sugef, respecto a las solicitudes de autorización y otros actos sujetos a trámite que presenten ante esta instancia. Para tal propósito la presente reforma reglamentaria incluye los requisitos documentales y de información necesarios para el otorgamiento de estas autorizaciones y su continua vigencia, separando con ello la regulación de los actos de autorización individuales de los actos de autorización de los grupos y conglomerados financieros. 



11.	Cambios accionarios y valoración de concentraciones



El artículo 90 de la Ley 9736, Ley de fortalecimiento de las autoridades de competencia de Costa Rica, dispone que “La autoridad de competencia correspondiente analizará la transacción considerando las posibles consecuencias sobre la competencia y libre concurrencia en el mercado”;  la autorización previa de cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo de una entidad supervisada, reviste del mayor interés por parte de las autoridades financieras y deben estar sujetos a mayor rigor de valoración, para determinar si cumplen con lo establecido en el apartado a) del artículo 27 bis de la Ley 9736, sobre la potestad de la Coprocom de autorizar, condicionar o denegar las concentraciones que involucren una o más entidades reguladas o supervisadas por las superintendencias del sistema financiero. 



Asimismo, la Ley 9736, establece que las entidades reguladas o supervisadas deberán notificar las concentraciones a la Coprocom, quien deberá remitir copia de la gestión al Conassif en un plazo máximo de tres días naturales, con el propósito de que este emita criterio sobre la transacción. El Conassif remitirá un criterio razonado a la Coprocom dentro de un plazo de quince días naturales, contado a partir del recibo de la solicitud, en el que deberá indicar si, desde un punto de vista prudencial, la resolución final del proceso de concentración deberá ser emitida por el Conassif. Lo anterior con el fin de proteger y mitigar riesgos a la solvencia, solidez y estabilidad de las entidades o del sistema financiero, así como proteger a los consumidores financieros, de conformidad con lo que establezca reglamentariamente este órgano regulador. En los casos en los que el Conassif deba emitir la resolución final del proceso de concentración, la Coprocom archivará la gestión e informará a los agentes económicos involucrados que le corresponderá al Conassif el conocimiento de la gestión, conforme a sus competencias. En los casos en que el Conassif considere que no debe emitir la resolución final, el proceso deberá continuar conforme a lo establecido en el capítulo V de la Ley 9736. Este procedimiento también se encuentra establecido en el artículo 7 del Reglamento del régimen de concentraciones del Sistema Financiero Nacional, Acuerdo Conassif 9-21.



El artículo 88 de la Ley 9736 aclara que “Se entiende por concentración la fusión, la adquisición, la compraventa del establecimiento mercantil, la alianza estratégica o cualquier otro acto o contrato, en virtud del cual se concentren las sociedades, las asociaciones, las acciones, el capital social, los fideicomisos, los poderes de dirección o los activos en general, que se realicen entre competidores, proveedores, clientes u otros agentes económicos, que han sido independientes entre sí y que resulten en la adquisición duradera del control económico por parte de uno de ellos sobre el otro u otros, o en la formación de un nuevo agente económico bajo el control conjunto de dos o más agentes económicos, así como cualquier transacción mediante la cual cualquier persona física o jurídica, pública o privada, adquiera el control de dos o más agentes económicos independientes entre sí.”



Por su parte el artículo 89 Concentraciones sujetas a notificación previa, de la misma Ley, identifica aquellas concentraciones sujetas a notificación previa, de la siguiente manera: 



“Deberán notificarse previamente a la Coprocom aquellas concentraciones que, además de cumplir con los elementos de la definición del artículo 88 de la presente ley, cumplan con los siguientes criterios de manera concurrente:



a) Que participen al menos dos agentes económicos que realicen o hayan realizado actividades con incidencia en Costa Rica en cualquier momento durante los dos períodos fiscales previos a la transacción.



b) Que ya sea la suma de las ventas brutas o la suma de los activos productivos en Costa Rica, del conjunto de los agentes económicos involucrados en la transacción, hayan alcanzado, durante el periodo fiscal anterior, montos iguales o superiores al umbral establecido por la Coprocom, dentro del rango de treinta mil a sesenta mil salarios base.



c) Que individualmente, al menos dos de los agentes económicos involucrados en la transacción, hayan generado ventas brutas o posean activos productivos en Costa Rica durante el ejercicio fiscal anterior, por montos iguales o superiores al umbral establecido por la Coprocom, dentro del rango de mil quinientos a nueve mil salarios base.



Lo anterior aplica para transacciones sucesivas que se perfeccionen dentro de un plazo de dos años y que en total superen los umbrales establecidos en los incisos b) y c).



En los casos que se cumplan los supuestos señalados en este artículo, todos los agentes económicos participantes en la concentración tendrán la obligación de notificarla ante la Coprocom. No obstante, bastará con la notificación realizada por cualquiera de ellos para liberarlos a todos de esta obligación. Dicha notificación la deberán realizar en cualquier momento a partir de que exista algún acto tendiente a concretar la concentración y hasta antes de su ejecución en Costa Rica.



La Coprocom definirá los umbrales a aplicar mediante resolución razonada, basada en los rangos establecidos en los incisos b) y c), la cantidad de gestiones recibidas, el porcentaje de aprobación de concentraciones y la adecuación a las directrices emitidas sobre este particular.



12.	Órgano resolutivo y notificación de concentraciones



Para las entidades es importante conocer aquellos actos sujetos de autorización sobre los cuales deberán realizar una solicitud previa ante el supervisor y cuál será el órgano resolutivo; por eso, en este Reglamento se particularizan los actos sujetos a autorización, se establecen los órganos que resolverán las solicitudes y se determina la obligación de notificar a la Comisión para Promover la Competencia (Coprocom) en aquellas solicitudes de autorización que califiquen como concentraciones y cumplan los supuestos señalados en los artículo 88 y 89 de la Ley 9736, Ley de Fortalecimiento de las Autoridades de Competencia de Costa Rica.



13.	Plazo máximo de resolución de actos sujetos a autorización



El ordenamiento jurídico exige a la administración pública establecer plazos para resolver lo solicitado por los administrados y, considerando que algunos actos sujetos a autorización presentan grados de mayor dificultad para el análisis, y el uso de tiempos más extensos para realizar una verificación de fondo del contenido de documentos y requisitos una vez presentados; resulta necesario que se establezca un plazo razonable y la posibilidad de una extensión o prórroga, para la resolución del trámite. 



14.	Suspensión o revocación de autorizaciones



El artículo 171, inciso d) de la Ley 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores asigna al Conassif la función de suspender o revocar autorizaciones otorgadas; desde esa perspectiva se reglamenta el rechazo de las solicitudes y la revocación de las autorizaciones en el presente Reglamento, cuando se presenten causales que las determinen, siempre aplicando el debido proceso, y respetando el derecho del administrado para  interponer los recursos ordinarios que correspondan contra esos actos administrativos.

 

15.	Denuncia de realización de actividades no autorizadas 



De conformidad con el artículo 160 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, la Sugef será responsable de denunciar los actos que puedan configurarse como ilícitos de los que tenga conocimiento al ejercer sus funciones; el artículo 156 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, faculta a la Sugef para que, en caso de detectar actividades no autorizadas de intermediación financiera, de captación de recursos de terceros u operaciones cambiarias, así como el funcionamiento de grupos financieros de hecho o de entidades que, debiendo formar parte de un grupo financiero, operen sin registrarse como integrantes del mismo; ésta disponga como medida precautoria y con autorización judicial, la clausura de las oficinas en las que se estuviesen realizando las actividades cuestionadas, para lo cual podrá requerir el auxilio de la Fuerza Pública. 



16.	Prevención única - Ley 8220



La Ley 8220, Ley de Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, en su artículo 6,  establece la obligación de prevenirle al solicitante, por una única vez y por escrito, que complete los requisitos omitidos en las solicitudes de los trámites presentados a la administración pública, o que aclare o subsane la información presentada; se establece por esa razón, dicha prevención única a partir de que el solicitante presente todos los documentos y cumplidos los requisitos reglamentarios establecidos, otorgando al solicitante un plazo específico y la posibilidad de una prórroga para que, complete, aclare o subsane la información presentada.



17. 	Obligaciones pendientes con las instituciones del Estado



De conformidad con los artículos 74 y 74 bis. de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, Ley 17; se debe observar la atención del pago de las obligaciones con la Caja Costarricense de Seguro Social; en este sentido, se está incluyendo que como parte del proceso de autorización, que el solicitante esté al día con el pago de obligaciones de la seguridad social al momento de presentar la solicitud.



18.	Cooperación interinstitucional - Ley 8220



Es conveniente la aplicación de la Ley 8220, respecto a su artículo 8. Procedimiento de coordinación interinstitucional, para que, durante los procesos de autorización, se pueda garantizar el intercambio de información mutua entre las Superintendencias competentes. 



19.	Criterio supervisor - Realidad sobre la forma jurídica.



Las mejores prácticas de supervisión a nivel internacional reconocen que el criterio del supervisor al valorar los hechos y circunstancias específicas en la aplicación de la normativa prudencial constituye un elemento fundamental para el ejercicio de una supervisión efectiva; por eso la Sugef puede contar con un mecanismo como este para dar una solución adecuada a casos particulares, de acuerdo con la potestad conferida por el artículo 57 de la Ley de Régimen Privado de Pensiones Complementarias, Ley 7523, para atribuirle a las situaciones y actos una significación acorde con los hechos, atendiendo a la realidad y no a la forma jurídica.



CONSIDERANDOS SOBRE PRINCIPIOS INTERNACIONALES Y MEJORES PRÁCTICAS



20.	Principios de Basilea - Evaluaciones previas para constituir una entidad financiera



Los Principios de Basilea constan de 29 preceptos necesarios para la eficacia del sistema financiero y conforman un marco de normas mínimas para una adecuada supervisión. Dichos Principios se agrupan en dos grandes categorías: la primera (Principios 1 a 13) se centra en las potestades, atribuciones y funciones de los supervisores, mientras que la segunda (Principios 14 a 29) lo hace en las regulaciones y requisitos prudenciales que deben cumplir los bancos. Esta segunda categoría señala que la autorización para constituir una entidad financiera debe estar sujeta al cumplimiento de requisitos que, como mínimo, deben incluir la evaluación de su estructura de propiedad y buen gobierno, adecuación e idoneidad de los accionistas y directores, plan estratégico y operativo, controles internos, gestión del riesgo y de la condición financiera proyectada, incluyendo la base de capital; por lo que la presente modificación reglamentaria pretende mantener y actualizar los requisitos mencionados.



21.	Principios de Basilea - Licencias - Idoneidad - Transparencia - Capital inicial



Los estándares internacionales emitidos por el Comité de Basilea sobre Supervisión Bancaria establecen que la evaluación del supervisor sobre la estructura accionaria tiene relevancia, en primer lugar, al momento de la autorización inicial de la entidad, y posteriormente, durante la supervisión continua cuando se presenten cambios significativos en la titularidad. El Principio 5 “Criterios de autorización” de los Principios de Basilea dispone que “La autoridad encargada de conceder las licencias tiene potestad para establecer criterios y rechazar las solicitudes de establecimientos que no cumplan esos criterios...” Adicionalmente, el Criterio Esencial 5 dispone que “Esta autoridad identifica y determina la idoneidad de los principales accionistas del banco, incluidos los titulares últimos, así como otros que puedan ejercer una influencia significativa. También evalúa la transparencia de la estructura de propiedad, las fuentes de capital inicial y la capacidad de los accionistas para prestar apoyo financiero adicional, en caso necesario.”



22.	Capital accionario - Calidad - Permanencia - Absorción de pérdidas.



La calidad del instrumento de capital es también un aspecto adicional de valoración para los efectos de su autorización, con el objetivo de determinar si presenta atributos tales como la permanencia y la capacidad de absorción de pérdidas, requeridos para la medición de la suficiencia patrimonial; un instrumento puede cumplir las condiciones para estar en el capital social de la entidad, pero no suficiente para su admisión definitiva en el capital base para fines de medición de solvencia. Por ejemplo, en el caso de algunos instrumentos de capital preferente, aunque se reconozcan en el capital social, pueden contar con cláusulas que impidan su admisión como instrumentos para fines de suficiencia patrimonial. 



23.	Capital Accionario - Cambios de titularidad de participaciones significativas



El Principio Básico 6 “Cambio de titularidad de participaciones significativas”, de los Principios de Basilea dispone: “El supervisor tiene potestad para examinar, rechazar y establecer condiciones prudenciales respecto de propuestas de cambio de titularidad de participaciones significativas o de control, tanto si se poseen de modo directo o indirecto, en bancos preexistentes.” El Criterio Esencial 3 correspondiente a este Principio, dispone que “El supervisor tiene la potestad de rechazar cualquier propuesta para transferir la propiedad de participaciones significativas, incluida la titularidad última, o de participaciones de control, o para impedir el ejercicio de derechos de voto respecto de dichas inversiones, a fin de cerciorarse de que cualquier cambio de titularidad de participaciones significativas cumple criterios similares a los utilizados para la autorización de nuevos bancos. Si el supervisor determina que el cambio de titularidad de participaciones significativas se basó en información falsa, se encuentra facultado para rechazar, modificar o anular ese cambio de titularidad.”



En el caso de entidades supervisadas por Sugef, la autorización previa de cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo de una entidad supervisada, fue adicionado a la Ley 7558 mediante reforma efectuada por la Ley 9768 del 16 de octubre del 2019. El Acuerdo Sugef 8-08 vigente contempla la evaluación y autorización previa de socios únicamente para fines de autorización de nuevos intermediarios financieros y luego de autorizado el nuevo intermediario, el marco de regulación vigente únicamente dispone que se informe a la Sugef sobre los socios que modificaron su participación en el capital social de la entidad. A partir de la reforma legal citada, recae sobre la Sugef la responsabilidad de recibir las solicitudes para la autorización previa de cambios accionarios en una entidad supervisada, lo que hace necesario modificar el marco normativo, a efecto de ofrecer seguridad jurídica al proceso de autorización que, en adelante, deberán someterse esos cambios de titularidad. 



24.	Adquisiciones o inversiones mediante la apertura de filiales o sucursales en otro país



La perspectiva prudencial en torno a la apertura de establecimientos transfronterizos por parte de entidades supervisadas es un tópico ampliamente desarrollado por el Comité de Basilea sobre Supervisión Bancaria. El Principio 5. “Criterios de Autorización”, establece en el Criterio Esencial 10 “Cuando un banco desee abrir una filial o sucursal en otro país, el supervisor de acogida comprueba, antes de conceder la licencia, que el supervisor de origen no se ha opuesto o que ha emitido una declaración de no objeción. Con respecto a las operaciones bancarias transfronterizas en su país, el supervisor de acogida comprueba si el supervisor de origen realiza su labor de supervisión en base global consolidada.” El Principio 7: “Adquisiciones sustanciales”, indica en el Criterio Esencial 3 que “En consonancia con los requisitos para la concesión de licencias, uno de los criterios objetivos que utiliza el supervisor es que la adquisición o inversión no exponga al banco a riesgos indebidos ni impida la supervisión eficaz. El supervisor también determina, cuando corresponda, que estas nuevas adquisiciones e inversiones no dificultarán la aplicación eficaz de medidas correctivas en el futuro. El supervisor puede prohibir que los bancos realicen adquisiciones o inversiones sustanciales (incluida la realización de operaciones bancarias transfronterizas) en países con legislaciones o regulaciones que prohíban los flujos de información que se estimen necesarios para una adecuada supervisión consolidada.” Sobre este punto, el documento de Basilea señala que “En el caso de adquisiciones sustanciales, esta determinación puede tener en cuenta si la adquisición o inversión plantea obstáculos a una restructuración ordenada del banco.” Adicionalmente, el Criterio Esencial 4 menciona “El supervisor determina que la entidad cuenta, desde el principio, con los recursos financieros, gerenciales y organizativos adecuados para gestionar dicha adquisición o inversión.”. Lo anterior es aplicable en nuestro país para el acto sujeto a autorización normado en la presente reforma al Reglamento para la apertura en el exterior de agencias y sucursales de entidades financieras costarricenses.



CONSIDERANDOS LEGALES - NORMATIVA RELACIONADA



25.	Normativa aprobada por Conassif  



Mediante literal A, artículo 8, del Acta de la Sesión 720-2008 del 30 de mayo del 2008, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero aprobó el Acuerdo Sugef 8-08 Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef, y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros; reglamento que estaría siendo derogado con la presente reforma integral, y que en virtud de los cambios legales en materia de supervisión y regulación de grupos financieros, genera cambios en el marco regulatorio que motiva la restructuración de normas, lo cual conlleva a la emisión de una norma de autorizaciones exclusiva para las entidades supervisadas por Sugef.



26.	Normativa aprobada por Conassif



Mediante artículos 7, de las actas de las sesiones 1626-2020 y 1627-2020, celebradas el 3 de diciembre de 2020, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero aprobó el Reglamento del régimen de concentraciones del Sistema Financiero Nacional, Acuerdo Conassif 9-21; por consiguiente resulta necesario la notificación obligatoria ante la Comisión para Promover la Competencia (Coprocom), de aquellas operaciones de concentración que alcancen los umbrales y condiciones establecidas legalmente previo a su perfeccionamiento.



CONSIDERANDOS PRUDENCIALES - CONCEPTOS Y DEFINICIONES



27.	Control efectivo de una entidad – Concepto



El concepto de control efectivo corresponde a la influencia que ejerce una persona física o jurídica en otra para la toma de decisiones; en ese sentido y para efectos de la normativa de autorizaciones en proceso de modificación se individualiza la definición de control efectivo de la entidad supervisada, como el uso de derechos de propiedad de voto (acciones de capital) o derecho de uso de activos, que llegan a determinar la influencia en la toma de decisiones de la entidad supervisada, que puede sustentarse en dos aspectos, uno cuantitativo de tenencia mayor al 50% del capital social, o mediante un aspecto combinado de tenencia cuantitativa inferior al 50% del capital social combinado con facultades cualitativas de la persona que ejerce la influencia, que en ambos casos derivan en el ejercicio del control efectivo para influenciar la gestión y las políticas que repercuten en la toma de las decisiones de carácter financiero y de operación de la entidad supervisada, así como la facultad de nombrar o destituir algún miembro del Órgano de dirección, en la entidad supervisada.



28.	Capital teórico - Valores convertibles



En este caso de reforma normativa, para determinar las participaciones en el capital social de la entidad supervisada, resulta conveniente tomar en consideración los valores que den derecho a la suscripción o adquisición de acciones o valores convertibles en acciones, es decir el capital teórico al que potencialmente den derecho tales valores.



29.	Participaciones en el capital social de una entidad



Para conocer la participación en el capital de una sociedad hasta el nivel de persona física, reglamentariamente se definirá una metodología para identificar las participaciones accionarias directas o indirectas que mantienen las personas físicas o jurídicas en el capital de las sociedades, que incluye las personas con relación de parentesco, que posean acciones de la entidad supervisada; donde el porcentaje de participación se determina como la sumatoria de los siguientes componentes:



a)	El porcentaje de participación directa.

b)	El porcentaje de participación indirecta, a través de personas físicas, con participación directa o indirecta en el capital social de la entidad supervisada, con las que tenga relación de parentesco. 

c)	El porcentaje de participación indirecta, a través de personas jurídicas, calculado como la multiplicación de los porcentajes de participación a lo largo de la línea de propiedad.

d)	El porcentaje de participación indirecta, en calidad de fideicomisario, a través de fideicomisos u otros vehículos de similar naturaleza u otras figuras, tales como fundaciones, custodios, fondos de inversión u otras figuras a través de las cuales se pueda mantener la titularidad del capital.



30.	Estructura de propiedad – Idoneidad de socios



El supervisor requiere conocer la estructura de propiedad de las entidades supervisadas para los efectos que corresponda, según sus labores de supervisión, por lo que esta reglamentación establece la obligación, desde el momento de presentar alguna solicitud de autorización y durante el periodo en que se mantenga vigente esa autorización, de remitir la información sobre todos los socios que figuran en la estructura de propiedad hasta el nivel final de persona física. El supervisor debe poder denegar o revocar la autorización si considera que en la estructura de propiedad figuran accionistas que no atiendan factores prudenciales sobre idoneidad. Por estos factores, se evaluará la solvencia moral de los accionistas, el patrimonio con que cuentan para atender los compromisos asumidos, la transparencia en la estructura, los antecedentes judiciales, sanciones aplicadas y la posibilidad de exposición al riesgo de las actividades no financieras de sus accionistas.



31.	Estructura de propiedad - Información de socios



El reglamento vigente, Acuerdo Sugef 8-08, establece el requerimiento de suministrar información sobre todos los socios que figuran en la estructura de propiedad hasta el nivel final de persona física, y el deber de comunicar, periódicamente información sobre el nombre completo, el número de identificación, el porcentaje de participación y los cambios en el porcentaje de participación respecto al último mes reportado, de los socios con participación relevante y de los socios cuya participación dejó de ser relevante; por lo tanto, se mantiene lo dispuesto en la regulación vigente, el suministro de la información de todos los socios hasta el nivel último de persona física, y se adiciona reglamentariamente que serán objeto de informe a la Sugef, los cambios que representen participación directa e indirecta por debajo del 10% en el capital social de la entidad, y finalmente por su parte, corresponderá a la entidad supervisada conformar un expediente de la información de cada uno de los socios, que deberá encontrarse disponible para consulta por parte de la Sugef.



32.	Estructura de propiedad diferentes a sociedades anónimas



Dado que nuestro ordenamiento jurídico permite la constitución de intermediarios financieros que no son necesariamente sociedades anónimas sino figuras jurídicas distintas, donde existe una estructura de capital diferente de la estructura de capital accionario que mantienen las sociedades anónimas, se reconoce que existen estas circunstancias en donde se dificulta la obtención de la información completa sobre la estructura de propiedad; por eso, se establece en el presente Reglamento que el solicitante pueda presentar un requerimiento de exención justificado de la información sobre socios, asociados u otra denominación homóloga, que figuran en la estructura de propiedad hasta el nivel final de persona física, con el fin de que estas figuras jurídicas no se vean sometidas a trámites desproporcionados, para la valoración y aprobación de la estructura de propiedad.



33. 	Información de miembros del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos 



La labor del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos de la entidad es fundamental para el desarrollo pleno y continuo de las actividades de las entidades supervisadas; por lo que, velar por la idoneidad de las personas que ocupan hoy y ocuparán en el futuro esos cargos, representa para la entidad supervisada una responsabilidad de establecer mecanismos que le permita conocer y mantener actualizada y a disposición del supervisor la información de estas personas. 



34.	Participación significativa - Concepto



El término “Participación significativa”, presenta importancia respecto a la estructura de propiedad de las entidades supervisadas; en la presente propuesta de Reglamento se define como el porcentaje de participación directa e indirecta, y se considera socio con participación significativa toda persona física o jurídica que mantiene la titularidad del 10% o más del monto total que representa el capital social de la entidad supervisada.  Este porcentaje es consistente con el aplicado para otras disposiciones emitidas por el Conassif en materia de legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo, así como en disposiciones sobre identificación de accionistas con participación significativa de empresas cotizadas; y en atención a las competencias que le otorga Ley 7558, el supervisor se encuentra facultado para requerir información de todos los socios que figuren en la estructura de propiedad de las entidades.



En el caso de los Estados Unidos de América, en los estatutos federales se define "propiedad significativa" (significant ownership) cuando se ha alcanzado un porcentaje de propiedad del 10%. Por su parte, cabe mencionar que, en el caso de las autoridades canadienses, la Ley de Bancos establece que una persona posee un “interés significativo” en una clase de acciones de un banco si en el agregado de las acciones de esa clase que posea esa persona y que posean entidades controladas por esa persona, excedan el 10% de las acciones en circulación de esa clase. 



De igual forma, en el caso del Banco de España, la Ley 10/2014 de 26 de junio de 2014, sobre ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, define en su artículo 16 “Participación significativa” como aquella que alcance, de forma directa o indirecta, al menos, un 10 por ciento del capital o de los derechos de voto de la entidad. También tendrá la consideración de participación significativa aquella que, sin llegar al porcentaje señalado, permita ejercer una influencia notable en la entidad. 



CONSIDERANDOS PRUDENCIALES - CRITERIOS DE VALORACIÓN



35.	Criterios de valoración 



Para las solicitudes de autorización presentadas por las entidades, la Sugef aplica diversos criterios para la valoración de estas y resulta conveniente que las entidades supervisadas conozcan de antemano esos criterios de la valoración; los cuales se encuentran establecidos en los artículos y en el reglamento en general según el acto sujeto a autorización. Como ejemplo de éstos podemos identificar, la idoneidad de los socios a través de su solvencia moral, económica, transparencia y exposición a riesgos; el proyecto de negocio a través de la factibilidad financiera, suficiencia patrimonial, gobierno corporativo, plan de inicio de las actividades, el control y vigilancia, su denominación y domicilio legal; la compra o venta de activos de la entidad a través de su capacidad de gestión y su capacidad financiera; la creación en el exterior de agencias o sucursales de entidades supervisadas; así como, la idoneidad del Órgano de Dirección, la Alta Gerencia y los Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos. 



36.	Formalidades en la documentación 



Los documentos y la información que se recibirán de los solicitantes deben cumplir con requisitos en plazos y formalidades específicas acordes con la naturaleza de cada uno de ellos; se establece en relación con esto, el deber del solicitante de velar porque la documentación presentada para las solicitudes cumpla con los plazos y las formalidades exigidas por ley, reglamentos y demás normativa. Además, la información y documentación presentada por el solicitante puede variar en cualquier momento mientras se encuentre en proceso de resolución de la solicitud; cuando esa circunstancia se presente, se establece la obligación para que el solicitante informe sobre cualquier hecho o situación que modifique la documentación y la información presentada, debiendo sustituirla en el plazo establecido reglamentariamente a partir de la fecha de conocimiento del hecho o situación. 



CONSIDERANDOS PRUDENCIALES - OPERACIONES TRANSFRONTERIZAS



37.	Operaciones transfronterizas - Requisitos para plazas extranjeras  



Un marco regulatorio y de supervisión eficaz contribuye al propósito de mantener la estabilidad del sistema financiero y de las empresas que lo conforman; es necesario fortalecer los requisitos, condiciones y disposiciones prudenciales que deberán cumplir las plazas extranjeras, tanto en los casos de grupos costarricenses que quieran operar en el extranjero, como para los bancos extranjeros que pretendan realizar operaciones en Costa Rica mediante sucursales bancarias, para garantizar que se encuentran sujetos a regulaciones prudenciales suficientes y adecuadas. 



38.	Operaciones transfronterizas - Plazas extranjeras - Acuerdos de entendimiento



La autorización previa para la apertura en el exterior de agencias y sucursales de entidades financieras costarricenses incluirá también la aceptación de la plaza extranjera; donde paralelamente resulta necesario establecer acuerdos de entendimiento con el supervisor respectivo y la valoración de las condiciones de la plaza extranjera relacionadas con una adecuada regulación y supervisión prudencial. Este Reglamento establece esos requisitos de aceptación de plazas extranjeras y condiciones bajo las cuales no serían aceptadas por determinados incumplimientos o cambios durante o posterior al proceso de aceptada la plaza extranjera.



39.	Operaciones transfronterizas -Memorándum de entendimiento



Los Memorandos de entendimiento o acuerdos entre supervisores revisten la mayor importancia para los fines de la supervisión, fiscalización, cooperación e intercambios de información; por esa razón la certeza sobre la suscripción de estos acuerdos y sus alcances debe confirmarse como parte de las valoraciones previas para emitir la no objeción para la apertura en el exterior, de agencias y sucursales de entidades financieras costarricenses. 



Los acuerdos de entendimiento también aplican para el intercambio de información entre los supervisores naturales de las superintendencias dirigidas por el Conassif, cuyas entidades supervisadas se encuentran sujetas a la inspección y vigilancia de éstos y a la entrega de información que les requieran dentro del marco legal vigente. 



40.	Operaciones transfronterizas -No objeción del supervisor costarricense



En materia de apertura de establecimientos en el exterior, corresponderá a la respectiva autoridad de la plaza extranjera emitir la resolución final sobre la entrada de la agencia o sucursal para realizar actividades en su jurisdicción; en tal sentido, la entidad costarricense deberá someterse al proceso de autorización que disponga dicha autoridad, debido a que la no objeción de las autoridades de supervisión costarricenses no garantizará la decisión favorable de la autoridad de la plaza extranjera. 



41.	Operaciones transfronterizas - Banco extranjero supervisado



El supervisor requiere de información para valorar potenciales riesgos que pueden afectar la actividad, operativa, solvencia y estabilidad del banco extranjero que pretende establecer una sucursal en Costa Rica, en especial cuando se trata de operaciones transfronterizas; el presente Reglamento establece la obligación de demostrar que el banco en el exterior cuenta con la autorización de funcionamiento y está obligado al cumplimiento de las regulaciones aplicables en su jurisdicción o donde se encuentre domiciliada cuando la actividad es supervisada en dicho mercado. Corresponde demostrarlo mediante la presentación de un documento emitido por el supervisor externo que certifique su cumplimiento.



CONSIDERANDOS PRUDENCIALES – RELACIONADOS CON

LOS ACTOS DE AUTORIZACIÓN



42.	Cambios accionarios y órgano resolutivo-Conassif



Debido a los múltiples alcances prudenciales que se derivan de la valoración sobre la idoneidad de los socios, el origen de fondos, la transparencia en la estructura del capital y la fortaleza económica de los socios, en la propuesta reglamentaria se regula la autorización previa de todos los cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo de una entidad supervisada por la Sugef, sin detrimento del procedimiento establecido en el artículo 27bis de la Ley 9736 y en el artículo 7 del Reglamento del régimen de concentraciones del Sistema Financiero Nacional, que deberá cumplirse cuando así corresponda.



43.	La compra o venta de una parte significativa de activos



La compra o venta de una parte significativa de activos reviste de mayor interés prudencial para las entidades supervisadas, debido a que la transacción de compra involucra la toma de exposiciones de riesgo que la entidad debe estar en capacidad, no solo de gestionar, sino también de incorporar apropiadamente en los requerimientos de capital asociados a dichas exposiciones. Al revisar los estándares internacionales emitidos por el Comité de Basilea sobre Supervisión Bancaria vemos que enfocan la atención del supervisor en adquisiciones o inversiones sustanciales. El Principio 7, “Adquisiciones sustanciales” dispone que “El supervisor tiene potestad para aprobar o rechazar (o recomendar a la autoridad responsable la aprobación o el rechazo) y establecer condiciones prudenciales respecto de las adquisiciones o inversiones sustanciales que realice un banco, en función de criterios prescritos, incluida la realización de operaciones transfronterizas, así como para determinar que la estructura del grupo o de la entidad no expone al banco a riesgos innecesarios ni obstaculiza la supervisión eficaz.”



Las ventas de activos generalmente implican la transferencia temporal o definitiva de riesgos, aspecto que se encuentra desarrollado en las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF). El Estándar NIIF 9 se refiere a la transferencia de activos financieros, donde el principal aspecto a valorar es la medida en que la entidad retiene los riesgos y las recompensas inherentes a su propiedad. (Párrafo 3.2.6). En el punto (a) del párrafo 3.2.6 se indica que “Si la entidad transfiere de forma sustancial los riesgos y recompensas inherentes a la propiedad del activo financiero, lo dará de baja en cuentas y reconocerá separadamente, como activos o pasivos, cualesquiera derechos y obligaciones creados o retenidos en la transferencia.” En el punto (b) indica que “Si la entidad retiene de forma sustancial todos los riesgos y recompensas inherentes a la propiedad de un activo financiero, continuará reconociendo éste.” En el punto (c) indica que “Si la entidad no transfiere ni retiene de forma sustancial todos los riesgos y recompensas inherentes a la propiedad del activo financiero, determinará si ha retenido el control sobre el activo financiero. En este caso: (i) Si la entidad no ha retenido el control, dará de baja el activo financiero y reconocerá por separado, como activos o pasivos, cualesquiera derechos u obligaciones creados o retenidos por efecto de la transferencia. (ii) Si la entidad ha retenido el control, continuará reconociendo el activo financiero en la medida de su implicación continuada en el activo financiero.”



En el caso de venta de activos, existe coincidencia de intereses entre el punto de vista prudencial y el contable en cuanto al foco de atención en la efectiva transferencia de riesgos. Sin embargo, adicionalmente adquiere relevancia para la Sugef la venta de una parte significativa de activos esenciales para la continuidad del negocio. Esto incluye no solo activos físicos e intangibles de la entidad, sino también activos financieros que sustentan una parte significativa de sus ingresos.



En el caso de la compra de una parte significativa de activos, también conviene valorar la pertinencia de aplicar a dicha autorización previa un análisis amplio, bajo criterios prudenciales. Para este fin se analizan las siguientes categorías generales de activos: 



a)	Activos que incorporan derechos patrimoniales, tales como acciones. En este caso, el marco legal costarricense es restrictivo. El artículo 73, inciso 3) de la Ley 1644, prohíbe a los bancos comerciales participar directa o indirectamente en empresas agrícolas, industriales, comerciales o de cualquier otra índole, salvo los casos exceptuados en la misma Ley. En el caso de Asociaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito, el artículo 21 de la Ley 7391, establece que las cooperativas realizarán, única y directamente, actos atinentes a la actividad de intermediación financiera definida en esta Ley. Sin embargo, para la consecución de sus objetivos cooperativos, esta Ley especial les faculta a participar en organizaciones cooperativas o de otra índole, hasta por un máximo del veinticinco por ciento de su propio patrimonio.  El artículo 10 de la Ley Reguladora de Empresas Financieras no Bancarias, Ley 5044, prohíbe a estas empresas participar en la propiedad de empresas agrícolas, industriales, comerciales o de cualquier otra índole. Finalmente, en el caso entidades creadas por Ley especial, la participación en el capital de otras empresas es una actividad que requiere habilitación legal. Dado el carácter legal prohibido o restrictivo para la compra de derechos patrimoniales por parte de entidades supervisadas por la Sugef, se considera que, desde el punto de vista prudencial, no resulta necesario regular la autorización previa para la compra de estos activos. 



b)	Activos físicos, tales como productos, mercaderías y bienes raíces. Para este tipo de activos también existe prohibición establecida en las respectivas leyes. El mismo inciso 3) del artículo 73 de la Ley 1644 y el artículo 10 de la Ley 5044, prohíben a estas entidades supervisadas comprar productos, mercaderías y bienes raíces que no sean indispensables para su normal funcionamiento. El artículo 21 de la Ley 7391 establece que las organizaciones cooperativas de ahorro y crédito no podrán adquirir productos, mercaderías ni bienes raíces, que no sean los indispensables para su funcionamiento normal, salvo los bienes transferidos en pago de obligaciones. De manera similar, esta prohibición alcanza a entidades creadas por Ley especial. En este caso, dado el carácter prohibitivo de la Ley, no se considera necesario regular la autorización previa de la compra de estos activos por parte de entidades supervisadas por la Sugef.

 

c)	Otros activos, tales como activos financieros, activos intangibles y derechos de cobro de cualquier naturaleza. La compra de activos financieros, entre los que se incluyen las inversiones en valores y los créditos, es inherente al modelo de negocio de la intermediación financiera. El proceso de transformación que conlleva la captación de recursos y su colocación mediante créditos o inversiones caracteriza la esencia del negocio sujeto a la regulación y supervisión de la Sugef. En este sentido, resulta de gran relevancia que la Sugef establezca en qué casos, dichas compras de activos financieros requerirán autorización previa para fines prudenciales.



A partir de las consideraciones anteriores; se regula la autorización previa para la compra de una parte significativa de activos financieros, activos intangibles y derechos de cobro de cualquier naturaleza por parte de una entidad supervisada por Sugef. En este caso, desde el punto de vista prudencial, tal autorización previa adquiere relevancia en tanto permita asegurar a la Sugef que la entidad cuenta con los recursos financieros, gerenciales y organizativos adecuados para gestionar dicha adquisición o inversión. Las condiciones a partir de las cuales la transacción es significativa para fines prudenciales son las siguientes:



i.	Los activos financieros, activos intangibles y derechos de cobro de cualquier naturaleza representarán un porcentaje significativo del Capital Base de la entidad. Dicho porcentaje se considerará significativo cuando sea igual o superior al 50% del Capital Base de la entidad, medido como una sola transacción o como un conjunto de transacciones no necesariamente consecutivas ocurridas en un periodo de 12 meses, en este último caso la autorización previa deberá solicitarse para la siguiente transacción que supere el porcentaje establecido; y



ii.	Los activos financieros, activos intangibles y derechos de cobro de cualquier naturaleza representarán un cambio significativo en el perfil de riesgo de la entidad. Esta situación se presentará cuando los activos no se ajusten al modelo de negocio de la entidad supervisada, y consecuentemente, la entidad deberá demostrar que la transacción ha sido valorada y aprobada con el respaldo de la infraestructura de gobernanza y de administración de riesgos de la entidad.



Corresponderá a la entidad supervisada efectuar la valoración previa de estos criterios, y en caso de que la transacción califique para autorización previa, deberá presentar a la Sugef la correspondiente solicitud. La instancia responsable de emitir la resolución final será el Conassif.



En cuanto a los criterios prudenciales para valorar esta autorización previa, el Principio 6. “Adquisiciones significativas” de Basilea establece en el Criterio Esencial 3 “En consonancia con los requisitos para la concesión de licencias, uno de los criterios objetivos que utiliza el supervisor es que la adquisición o inversión no exponga al banco a riesgos indebidos ni impida la supervisión eficaz. El supervisor también determina, cuando corresponda, que estas nuevas adquisiciones e inversiones no dificultarán la aplicación eficaz de medidas correctivas en el futuro. El supervisor puede prohibir que los bancos realicen adquisiciones o inversiones sustanciales (incluida la realización de operaciones bancarias transfronterizas) en países con legislaciones o regulaciones que prohíban los flujos de información que se estimen necesarios para una adecuada supervisión consolidada.” Adicionalmente, el Criterio Esencial 4 menciona “El supervisor determina que la entidad cuenta, desde el principio, con los recursos financieros, gerenciales y organizativos adecuados para gestionar dicha adquisición o inversión.”



44.	Análisis del impacto en la venta de una parte significativa de activos



Existe consistencia entre los aspectos indicados en los incisos del a) al d) del artículo 17 del Reglamento del régimen de concentraciones del Sistema Financiero Nacional, sobre los riesgos prudenciales objeto de evaluación, y los criterios esenciales del Principio 6. “Adquisiciones significativas”, por lo que en el caso de la venta de una parte significativa de activos, también conviene valorar la pertinencia de aplicar a dicha autorización previa un alcance amplio, bajo criterios prudenciales, porque adquiere relevancia en tanto la Sugef se asegure razonablemente que la entidad ha gestionado de manera diligente los impactos esperados en la continuidad del negocio por desprenderse de una parte significativa de activos esenciales, con vista en el impacto en la estabilidad, seguridad y solvencia. Para este fin, no solo se requiere el aseguramiento de que esta decisión ha sido valorada y aprobada al nivel del Órgano de Dirección de la entidad, sino que las proyecciones financieras muestren razonablemente la continuidad de las operaciones de la entidad de manera normal.



Corresponderá a la entidad supervisada efectuar la valoración previa de estos criterios, y en caso de que la transacción califique para autorización previa, deberá presentar a la Sugef la correspondiente solicitud. La instancia responsable de emitir la resolución final será el Conassif.



45.	Proceso de autorización para la compra o venta de una parte significativa de activos



Toda compra de activos que legalmente puedan ser adquiridos por entidades supervisadas por la Sugef y que califique como significativa, será de interés prudencial para la Sugef y consecuentemente estará sujeta a autorización previa por parte de las autoridades financieras; se considera conveniente, por esta razón, que el Conassif se reserve para su resolución final, la autorización previa de compras de activos financieros de entidades supervisadas por la Sugef, por lo que la reforma reglamentaria pretende establecer el marco de regulación que regirá el proceso de autorización previa para la venta o compra de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero, que no va en detrimento del procedimiento establecido en el artículo 27 bis de la Ley 7472, Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor y en el artículo 7 del Reglamento del régimen de concentraciones del Sistema Financiero Nacional.



46.	Compra o venta de pasivos 



Es común que la transferencia de pasivos se realice de consuno con la transferencia de activos financieros. Tal es el caso de transacciones motivadas por procesos de fusión, los cuales ya se encuentran regulados; no se considera necesario, en este sentido, para fines prudenciales, regular la compra o venta de pasivos.



47.	Agencias y sucursales de entidades costarricenses en el extranjero - Gestión de riesgos



Las agencias y sucursales extranjeras no serán entidades legalmente separadas de la entidad financiera costarricense, pero serán entidades operativas en el exterior, en donde los negocios y actividades conducidos por la agencia y la sucursal en el exterior formarán parte integral de los balances de la entidad financiera costarricense; por esta razón, la decisión de extender las operaciones de manera transfronteriza se coloca en el nivel estratégico más alto de la entidad, representada por su Órgano de Dirección, y debe sustentarse apropiadamente dentro del modelo de negocio y su impacto en el perfil de riesgo de la entidad debe estar claramente identificado. Desde un punto de vista financiero, la entidad debe contar con la fortaleza suficiente para soportar con su solvencia y liquidez el desarrollo de las actividades de la agencia y la sucursal extranjera, donde la estructura de gobernanza y de administración de riesgos debe estar igualmente preparada para la gestión de los riesgos que surjan de estas actividades. Ello incluye no solo contar con personal con las calidades técnicas necesarias, sino también, la infraestructura tecnológica y sistemas de información que de manera concurrente y oportuna permitan identificar las exposiciones de riesgo que surjan de estas actividades. 



La integración plena de las actividades de las agencias y sucursales en la entidad financiera costarricense implica que será igualmente aplicable a estas figuras la totalidad del marco legal y regulatorio al que se encuentra sujeta la entidad costarricense. Asimismo, por su condición de entidad operativa en una plaza extranjera, las agencias y sucursales también estarán sujetas a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables en la plaza extranjera. El mecanismo más apropiado para asegurar el cumplimiento regulatorio integral de la agencia y la sucursal es mediante la aplicación de la norma más estricta, entre la costarricense aplicable a la entidad supervisada y la extranjera aplicable a su agencia o sucursal.



48.	Cambios en estatutos - Autorización previa - Impacto significativo en perfil de riesgo



Mediante Artículo 10 de la Ley 7391 y con la adición del inciso ñ) al artículo 131 de la Ley 7558, se establece entre las funciones de la Sugef, la de autorizar previamente los cambios a los estatutos de las entidades supervisadas. Sin embargo, debe observarse que no todas las modificaciones a los estatutos revisten de interés para fines prudenciales y algunas de estas no requieren para su validez de la autorización previa de la Sugef. Por esta razón, normativamente se puede enfocar el interés del supervisor hacia aquellas modificaciones que impactarán significativamente el perfil de riesgo de la entidad, generalmente relacionadas con el gobierno corporativo y la administración de la entidad, incluyendo entre otros aspectos todo lo referente a idoneidad y experiencia de los miembros del Órgano de Dirección y puestos clave de la entidad.



Entre las modificaciones a los estatutos que son interés prudencial para la Sugef, y que consecuentemente serán objeto de autorización previa, se citan las siguientes:



a)	Sobre el funcionamiento del Órgano de Dirección: Entre otras, se encuentran los procedimientos para la realización de sesiones ordinarias y extraordinarias, la definición del quorum, el plazo para el ejercicio como miembros del Órgano de Dirección, de conformidad con el artículo 144 de la Ley 1644.

b)	Sobre el funcionamiento de la entidad: Entre otras, se encuentra el plazo social de la entidad, la asignación de poderes, las disposiciones normativas relacionadas con la concesión de créditos a las personas indicadas, de conformidad con el artículo 117 de la Ley 1644.

c)	Sobre la idoneidad y experiencia: Entre otras, se encuentra las condiciones personales requeridas para ser miembro del Órgano de Dirección, las causales de cesación en el cargo, las obligaciones, facultades y deberes de sus miembros; las inhibiciones que les correspondan; y todos los demás requisitos, condiciones y procedimientos que se aplicarán en el nombramiento, actuación y reposición de los miembros del Órgano de Dirección, de conformidad con el artículo 147 de la Ley 1644.



49.	Cambios en estatutos que solo se informan



Existen cambios en los estatutos de las entidades supervisadas que no requieren de autorización del supervisor; sus modificaciones, con excepción de las que actualmente representan actos sujetos a autorización de manera específica; serán informados a la Sugef, por parte de la Asamblea de Accionistas o de Asociados, o la instancia que corresponda, según la naturaleza legal de la entidad supervisada.



OTROS CONSIDERANDOS PRUDENCIALES



50.	Otros requerimientos de información



La Sugef requiere de información generada por las entidades supervisadas que debe utilizar para efectos de cumplir con sus labores de supervisión; se establece, por lo tanto, en este Reglamento, la obligación de presentar la información periódica que el supervisor ha identificado como necesaria para dar cumplimiento a las funciones y objetivos que le fueron asignados por Ley



51.	Registro ante la Sugef



Después de otorgada la autorización, en algunos casos, el proceso continúa con el registro que conlleva el cumplimiento de otros requisitos que se detallan a lo largo de los artículos y anexos del Reglamento; los cuales deberán cumplirse en el plazo y condiciones estipuladas reglamentariamente para la respectiva verificación por parte de la Sugef.



52.	Participación en el capital de otras empresas



Existe legalmente la posibilidad de que algunas entidades supervisadas participen en el capital de otras empresas; la ley que regula sus actividades debe facultarlas expresamente para ello.



53.	Operaciones y posibilidad de riesgos



Mediante artículo 8 del Reglamento del régimen de concentraciones del Sistema Financiero Nacional, se considera que las operaciones que podrían conllevar riesgos a la solvencia, solidez y estabilidad de las entidades o del sistema financiero, así como desproteger a los consumidores financieros, son aquellas que a juicio del Conassif y sin que esta lista sea exhaustiva presente las siguientes situaciones: 



a) 	Involucren riesgo para la solidez de una institución financiera o segmento del Sistema Financiero Nacional; 

b)	Comprometan el mantenimiento de la estabilidad del Sistema Financiero Nacional y la prevención de crisis sistémica; 

c)	Menoscaben la efectividad del régimen de supervisión aplicado en una institución financiera; 

d)	Perjudiquen la eficacia de las medidas prudenciales; y 

e)	Perjudiquen la efectividad de las medidas necesarias para revertir los riesgos asociados a la pérdida de solidez económica de una institución financiera o segmento del Sistema Financiero Nacional, cuando su modelo de negocio ha sido identificado como inconsistente, vulnerable o inviable.”



Por lo que resulta necesario que la Sugef, cuando identifique la posibilidad de que se presente alguna de las situaciones descritas, lo comunique de manera inmediata al Conassif.



54. 	Consulta externa



[bookmark: _Hlk158376482]El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 9 del acta de la sesión 1780-2023, celebrada el 16 de enero del 2023, dispuso en firme, remitir en consulta la propuesta de modificación del Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef, y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros, Acuerdo Sugef 8-08. Se recibieron 59 observaciones a dicha consulta, las cuales fueron evaluadas y en lo pertinente fueron incorporadas al texto de la regulación. No obstante, debido a los cambios y mejoras incorporados a la regulación, se consideró conveniente enviar nuevamente en consulta al medio; para lo cual el Conassif mediante artículo 6 del acta de la sesión 1836-2023, celebrada el 27 de noviembre del 2023, dispuso el envío en consulta en una segunda instancia durante un plazo máximo de quince días hábiles, desde el 1 de diciembre de 2023 hasta el 2 de enero de 2024, donde se recibieron 58 observaciones a dicha consulta, las cuales fueron evaluadas y en lo pertinente fueron incorporadas al texto de la regulación.



55.	Evaluación de costo-beneficio



Con motivo del envío en consulta indicado en el considerando anterior, se gestionó la evaluación costo-beneficio de la regulación de conformidad con lo establecido en los artículos 1 y 12 de la Ley Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley 8220, y en los artículos 13, 13 bis y 56 al 60bis del Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, No. 37045- MP-MEIC. Dicha regulación indica que la Administración Descentralizada debe realizar un análisis de impacto regulatorio mediante una evaluación costo-beneficio antes de emitir cualquier nueva regulación o reformar las existentes, cuando establezcan trámites, requisitos y procedimientos que deba cumplir el administrado ante la Administración. Como resultado de esta gestión se recibieron comentarios y observaciones de la Dirección de Mejora Regulatoria del MEIC, los cuales fueron analizados y en lo pertinente fueron incorporados al texto de la propuesta regulatoria.



dispuso en firme: 



modificar de manera integral el Acuerdo Sugef 8-08: Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef, según el texto que se presenta a continuación:  



“ACUERDO SUGEF 8-24



REGLAMENTO SOBRE AUTORIZACIONES DE

ENTIDADES SUPERVISADAS POR LA SUGEF



TÍTULO I



DISPOSICIONES GENERALES



CAPÍTULO I



OBJETO, ALCANCE Y OTRAS DISPOSICIONES



Artículo 1.	 Objeto



Este Reglamento tiene por objeto establecer el procedimiento, las áreas de análisis, los requisitos y los criterios de valoración que la Superintendencia General de Entidades Financieras (en adelante referida como Sugef) examinará para resolver las solicitudes de autorización de los actos indicados en el Capítulo II y el Capítulo III del Título II de este Reglamento.



Asimismo, este Reglamento tiene por objeto establecer las disposiciones aplicables para la aceptación de plazas extranjeras.



Artículo 2.	 Alcance 



Este Reglamento es aplicable a las entidades supervisadas por la Sugef y para las entidades que pretenden iniciar actividades de intermediación financiera en Costa Rica, dentro de estas últimas se incluyen a los bancos extranjeros que pretendan operar en Costa Rica por medio de una sucursal bancaria domiciliada en el país.



Este Reglamento no aplica en casos de procesos de resolución de entidades financieras supervisadas por SUGEF, por cuanto dichos procesos son aprobados por el Conassif como autoridad de resolución.



Artículo 3.  Definiciones



Para los efectos de este Reglamento se establecen las siguientes definiciones y abreviaturas:



a) Control efectivo: Es la capacidad de una persona física o jurídica de influenciar a una entidad supervisada a través del ejercicio de los derechos de propiedad o el derecho de uso, de la totalidad o parte de los activos o mediante los acuerdos que confieren influencia sustancial en la composición, votación o decisiones de los organismos directivos, administrativos o representantes legales. 



El control efectivo de una entidad supervisada se puede manifestar cuando:



i. Una persona física, jurídica u otra figura posee la titularidad, directa o indirecta, de más del 50% del capital social de la entidad supervisada, o en su defecto;

ii. Una persona física, jurídica u otra figura posee la titularidad de menos del 50% del capital social de la entidad supervisada y paralelamente ejerce influencia en la gestión y en las políticas que repercuten en la toma de las decisiones de carácter financiero y de operación de la entidad supervisada, o tiene la facultad de nombrar o destituir algún miembro del Órgano de Dirección.



b) Director: Cualquier persona física integrante de un Órgano de Dirección en una entidad o empresa supervisada.



c) Empresa: Persona jurídica diferente de una entidad supervisada o de una empresa supervisada, esta última en el contexto de un grupo o conglomerado financiero.



d) Entidad supervisada resultante: Entidad nueva supervisada por la SUGEF que resulta de la fusión de dos o más personas jurídicas.



e) Entidad supervisada prevaleciente: Entidad supervisada por la SUGEF que subsiste luego de un proceso de fusión por absorción.



f) Firma digital certificada: Según se define en la Ley 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, de 30 de agosto de 2005.



g) Operaciones realizadas en el exterior: Se entenderá por operaciones realizadas en el exterior, para los efectos de lo dispuesto en el párrafo último del Artículo 147 de la Ley 7558, todas aquellas operaciones activas, pasivas, contingentes, fiduciarias u otras fuera de balance, realizadas y perfeccionadas en una plaza bancaria ubicada fuera del territorio costarricense o en el domicilio legal de los bancos o empresas financieras que las realicen, cuando este domicilio se encuentre establecido fuera del territorio costarricense, siempre y cuando éstas operaciones se realicen con fondos ubicados en el exterior. 



h) Órgano resolutivo: Sugef o Conassif, según corresponda.



i) Participación en el capital social: Es la participación en el capital social de una entidad supervisada de manera directa o de manera indirecta.



j) Participación significativa: Existe participación significativa en el capital social de la entidad supervisada cuando una persona física o jurídica u otras figuras a través de las cuales se pueda mantener la titularidad del capital; posea una participación directa o indirecta del 10% o más en el capital social de la entidad supervisada, calculada según se describe en el Artículo 48. Determinación del capital social, de este Reglamento.



[bookmark: _Hlk118212569]Los demás términos utilizados en este Reglamento se entienden según sus definiciones contenidas integralmente en la reglamentación vigente aprobada por el CONASSIF.



Abreviaturas:



a) CONASSIF: Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

b) LC/FT/FPADM: Legitimación de capitales, Financiamiento al Terrorismo, Financiamiento de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva.

c) Ley 1644: Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional.

d) Ley 7558: Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica.

e) Ley 7732: Ley Reguladora del Mercado de Valores.

f) Ley 9768: Reforma Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y la Ley Reguladora del Mercado de Valores. 

g) SUGEF: Superintendencia General de Entidades Financieras.

h) SUGESE: Superintendencia General de Seguros.

i) SUGEVAL: Superintendencia General de Valores.

j) SUPEN: Superintendencia de Pensiones.



CAPÍTULO II



COORDINACIÓN ENTRE SUPERVISORES E INTERCAMBIOS DE INFORMACIÓN



Artículo 4. Coordinación entre supervisores para el trámite de solicitudes 



Cuando la solicitud involucre a entidades o empresas supervisadas por otros supervisores, la SUGEF debe coordinar de manera que no se produzcan incongruencias, duplicación de funciones o de requerimientos de información.



Artículo 5. Memorandos de entendimiento o acuerdos de intercambio de información 



Es condición necesaria para recibir la solicitud del inicio de operaciones del banco extranjero en Costa Rica a través de su sucursal, que la SUGEF haya suscrito con el supervisor del banco extranjero memorandos de entendimiento o arreglos formales que permitan la coordinación en materia de supervisión, fiscalización, cooperación e intercambio de información entre supervisores.

En caso de que no se llegue a suscribir el acuerdo o convenio de entendimiento, a satisfacción de la SUGEF, se comunicará esta situación al banco extranjero interesado en establecer una sucursal en Costa Rica. 



TÍTULO II



AUTORIZACIONES Y OTROS TRÁMITES



CAPÍTULO I



PROCEDIMIENTO GENERAL



Artículo 6. Presentación de la solicitud 



Cuando una solicitud se refiera a uno o más actos sujetos a autorización o actos sujetos a trámite, los documentos comunes a esos actos pueden presentarse una sola vez ante la Sugef quien dará trámite a cada acto por separado y de acuerdo con lo dispuesto en este Reglamento para cada una de ellas.



Para las entidades supervisadas por Sugef, toda solicitud debe presentarse ante la Sugef por los medios informáticos oficiales que se encuentren a la disposición de los supervisados, debe estar firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada o por la persona que se encuentre acreditada legalmente para actuar en nombre de la entidad. La solicitud debe ser firmada mediante firma digital certificada, en concordancia con lo establecido en la Ley 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, o bien ser autógrafa en cuyo caso deberá ser autenticada por un notario público. A solicitud de parte, si la representación legal antes descrita se encuentra actualizada en los registros internos que mantiene la Sugef como parte de la información del Servicio de Registro y Actualización de Roles, se podrá dispensar de este requisito.



En el caso de solicitudes para la constitución de un nuevo intermediario financiero o para la constitución de sucursales de bancos extranjeros, se debe indicar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el Artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.



La vigencia de los documentos se rige por lo dispuesto en el Artículo 12. Vigencia de los documentos, de este Reglamento.



En el caso de documentos a ser aportados para un trámite de autorización o registro, que requieran ser firmados, los mismos se deberán firmar con firma digital certificada en concordancia con lo establecido en la Ley 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos o en su defecto deberán ser firmadas de forma manuscrita y autenticada la firma por notario público.



Para tramitar cualquier solicitud de autorización, es necesario que las entidades supervisadas se encuentren al día con sus obligaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social de conformidad con los Artículos 74 y 74 bis. de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, Ley 17. Para lo anterior, el solicitante deberá consignar por escrito en la solicitud si se encuentra al día con dichas obligaciones.



Artículo 7.  Presentación única de información



La solicitud debe acompañarse de la totalidad de la información requerida.



Cuando en virtud de otra gestión o circunstancia, la información requerida para el trámite se encuentre en poder de la Sugef, el solicitante puede manifestarlo en la solicitud, a efecto de que la información se integre al nuevo trámite. Para estos casos, el solicitante debe indicar las fechas de emisión y presentación del documento, la referencia del documento si éste tenía una asignada, y el trámite para el que se aportó. Cuando la información requerida para el trámite que se encuentre en poder de Sugef no esté vigente, el solicitante deberá aportar la información actualizada.



Asimismo, podrá optar por la presentación del(os) documento(s) físico(s) original(es) o copia(s) auténtica(s) junto con la(s) copia(s) o fotocopia(s) simple(s). Para esta presentación de documentos el solicitante deberá concertar una cita previa para que sea atendido en las instalaciones de la Sugef por el funcionario público responsable de verificar y certificar como fieles y exactos aquellos documentos que correspondan.

[bookmark: _Toc92970413]

Artículo 8. Herramientas informáticas para la recepción, tramitación y actualización de información



La Sugef puede implementar herramientas informáticas para la recepción y tramitación de las solicitudes de autorización y registro, así como para la actualización de información.



Artículo 9.  Verificación de la completitud de la información 



La Sugef, al momento de la presentación de la información, verificará su completitud según los anexos correspondientes. En este acto se valorará la completitud de la información. La Sugef establecerá los mecanismos operativos o tecnológicos para llevar a cabo esta verificación.



Si la solicitud no contiene toda la información requerida en este Reglamento, se dará por no recibida. 



Artículo 10.  Plazo de resolución de la solicitud 



El plazo máximo para el análisis y la resolución de cualquiera de los actos sujetos a autorización estipulados en el presente Reglamento será de seis meses, contados a partir del día hábil siguiente al recibo de la información según lo señalado en el Artículo 9 Verificación de la completitud de la información, de este Reglamento.



En caso de solicitudes que por el grado de complejidad justifique la conveniencia y necesidad de un plazo adicional para su análisis y resolución, mediante resolución motivada, la Sugef podrá prorrogar el plazo señalado en el párrafo primero de este artículo, indicando a su vez el plazo adicional para su resolución.



La Sugef prevendrá por una única vez al solicitante sobre cualquier información que deba ser aclarada o subsanada y el solicitante contará con un plazo de diez días hábiles para entregar la información requerida. Dicho plazo puede ser ampliado, a petición del solicitante, siempre que lo solicite antes del vencimiento. 



El plazo de resolución se suspende por el periodo utilizado por el solicitante para cumplir con lo prevenido.



De no entregar la información requerida dentro del plazo otorgado por la Sugef, se rechaza y archiva la solicitud.



Artículo 11.  Cambios en la información presentada



Dentro del plazo de resolución, el solicitante debe informar a la Sugef sobre cualquier hecho o situación que modifique la información presentada. Dicha comunicación debe efectuarse por escrito a más tardar dentro de los tres días hábiles siguientes al conocimiento del hecho o situación. A partir de esta comunicación, el plazo de resolución de la solicitud queda suspendido hasta que se presente la nueva información. 



El solicitante debe presentar a la Sugef la nueva información, en el plazo de diez días hábiles computados a partir de la fecha de conocimiento del hecho o situación. Este plazo puede ser prorrogado por SUGEF, a petición del solicitante cuando justifique su otorgamiento. La solicitud de prórroga deberá realizarse antes del vencimiento del plazo.



Si la información no es suministrada en los plazos anteriores, la solicitud será rechazada.

Mientras se suministra la nueva información, se suspende el plazo de conocimiento de la solicitud, hasta que la misma haya sido completada y la Sugef tendrá un plazo adicional necesario para valorar la nueva información, en relación con la información presentada previamente.



Artículo 12.   Vigencia de los documentos 



Los documentos que acompañan la solicitud deben ser emitidos, como máximo, tres meses antes de la fecha de presentación de la solicitud, excepto en el caso de documentos que explícitamente señalen una vigencia diferente. 



La información que se detalla tendrá los siguientes plazos de vigencia:



a) La información contable y financiera auditada, tiene una vigencia de un año a partir de la fecha del informe del auditor. 

b) Los estados financieros o indicadores financieros proyectados tienen una vigencia de un año a partir de la fecha de elaboración de las proyecciones.

c) Los informes del proyecto de negocio y proyecto de fusión, los informes de viabilidad financiera y los análisis de riesgos tienen una vigencia de un año a partir de la fecha de elaboración. 

d) Los criterios de viabilidad legal tienen una vigencia de un año a partir de la fecha de emisión.



Artículo 13.  Formalidades de la documentación 



Los documentos que se aporten a la solicitud deben cumplir las formalidades, especies fiscales y demás requisitos que exijan la ley, los reglamentos y demás normativa aplicable.



En el caso de los documentos que se requiera sean firmados por el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada, la firma debe estar autenticada por un notario público o realizada mediante firma digital certificada, en concordancia con lo establecido en la Ley 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos. A solicitud de parte, si la representación legal antes descrita se encuentra actualizada en los registros internos que mantiene la Sugef como parte de la información del Servicio de Registro y Actualización de Roles, se podrá dispensar de este requisito.



Los documentos notariales deberán cumplir con los lineamientos para el ejercicio y control del servicio notarial que emita la Dirección Nacional de Notariado.



[bookmark: _Hlk118455687]La fecha de la certificación digital del Registro Nacional no debe exceder de diez días naturales respecto a la fecha en que se presenta la solicitud ante la Sugef.



Para los documentos contables, se deberá cumplir con lo dispuesto en la normativa que emita el Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, o su organismo homólogo para documentos contables emitidos en el extranjero.



Todo documento público expedido en el extranjero que vaya a generar efectos jurídicos en Costa Rica deberá estar debidamente legalizado a través de los certificados consulares o de apostilla, según corresponda.



En el caso de documentos redactados en un idioma diferente al español, debe adjuntarse una traducción al idioma español realizada por un traductor registrado en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. 



CAPÍTULO II



ACTOS SUJETOS A AUTORIZACIÓN



Artículo 14.  Actos sujetos a autorización 



Los siguientes actos están sujetos a autorización previa:  

a) La constitución de un nuevo intermediario financiero.

b) La autorización de organizaciones cooperativas de ahorro y crédito.

c) La autorización para establecer una sucursal de un banco extranjero.

d) La transformación del objeto social de un intermediario financiero.  

e) La fusión de un intermediario financiero con otra persona jurídica, así como la fusión de organizaciones cooperativas de ahorro y crédito sujetas a la supervisión de la Sugef.

f) La variación de capital social de las entidades financieras supervisadas. De acuerdo con su naturaleza jurídica, se exceptúan de esta autorización los instrumentos de capital variable de las Asociaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito, las Asociaciones Mutualistas de Ahorro y Préstamos para la Vivienda, la Caja de Préstamos y Descuentos de la Asociación Nacional de Educadores y los bancos cooperativos. Dicha excepción no limita las facultades de la SUGEF para establecer las acciones prudenciales que considere necesarias, referentes a la medición de la suficiencia patrimonial y el apalancamiento de estas entidades.

g) El cese voluntario de la actividad de intermediación financiera.

h) El cambio de denominación o cambio de nombre social.  

i) Modificación de estatutos de las organizaciones cooperativas de ahorro y crédito sujetas a la supervisión de la SUGEF, de acuerdo con el Artículo 10 de la Ley Reguladora de la Actividad de Intermediación Financiera de las Organizaciones Cooperativas.  

j) La autorización previa de cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo en el capital social de una entidad supervisada. Para este tipo de trámite, se debe además cumplir con el proceso que establece el reglamento emitido por la Comisión para Promover la Competencia, en materia de concentración.

k) La autorización previa para la venta o compra de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad supervisada por SUGEF, a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero. Para este tipo de trámite, se debe además cumplir con el proceso que establece el reglamento emitido por la Comisión para Promover la Competencia, en materia de concentración.

l) La autorización previa para creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas.

m) La autorización previa de otros cambios a los estatutos de las entidades supervisadas, no referidos en los incisos anteriores de este artículo.



Artículo 15.  Determinación del órgano resolutivo  



En el caso de los actos indicados en los incisos del a) al f) y los incisos del j) al l) del artículo anterior, el órgano resolutivo es el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y en el caso de los actos indicados en los incisos g) al i) y el inciso m) del artículo anterior el órgano resolutivo es la Sugef. 



Cuando alguno de los actos sujetos a autorización estipulados en este Reglamento cumpla los supuestos señalados en el Artículo 89 de la Ley 9736, Ley de Fortalecimiento de las Autoridades de Competencia de Costa Rica, la entidad supervisada deberá notificarlo a la Comisión para Promover la Competencia (Coprocom), para iniciar el trámite establecido en el capítulo V de la Ley 9736, antes mencionada.



La resolución de la notificación indicada en el párrafo anterior será otorgada en los términos establecidos en el Capítulo V de la Ley 9736 antes mencionada y en el Artículo 27bis de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, y de acuerdo con lo establecido en el Reglamento del régimen de concentraciones del Sistema Financiero Nacional.



CAPÍTULO III

OTROS ACTOS SUJETOS A TRÁMITE



Artículo 16.  Otros actos sujetos a trámite



Lo siguientes son actos sujetos a trámite cuyo órgano resolutivo es la Sugef:



a) La aceptación de la plaza extranjera donde se encuentre autorizado el banco dueño de la sucursal. 

b) [bookmark: _Hlk149212878]Las variaciones en los instrumentos de deuda que conformen el Capital Adicional de Nivel 1 o el Capital de Nivel 2, estarán sujetas a la no objeción previa de la Sugef, de conformidad con el procedimiento general dispuesto en este Reglamento y de acuerdo con lo establecido en el Anexo 11. No objeción previa de variaciones en los instrumentos de deuda que conformen el Capital Adicional de Nivel 1 (CAN1) o el Capital de Nivel 2 (CN2), de este Reglamento.

c) No objeción para la aprobación de nuevos préstamos a personas vinculadas a un banco privado o a una sucursal de banco extranjero, de conformidad con el Artículo 117 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, así como para los arreglos de pago, prórrogas, adecuaciones, renovaciones y cualquier acto que modifique las condiciones de la operación.  

d) No objeción de la exclusión, disminución y transformación de cuotas de participación mutualista, registradas en el patrimonio contable de las Asociaciones Mutualistas y que forman parte de su Capital Base, según lo establecido en el Anexo 11. No objeción de las variaciones en los instrumentos de deuda que conformen el Capital Adicional de Nivel 1 (CAN1) o el Capital de Nivel 2 (CN2), de este Reglamento.



CAPÍTULO IV



REQUISITOS



Artículo 17.  Comunicación de la autorización y requisitos previos para el inicio de las actividades de intermediación financiera 



La Sugef comunicará la autorización para realizar actividades de intermediación financiera al solicitante. En el mismo acto de comunicación, ordenará el cumplimiento de los siguientes requisitos: 



a) Publicación de un extracto del proyecto de escritura constitutiva de la sociedad o de la sucursal de banco extranjero y cualquier otro dato que sea de interés público, mediante un edicto, por una vez, en el Diario Oficial “La Gaceta”, ese edicto también deberá ser publicado en un diario de circulación nacional. Esta publicación debe realizarse dentro de los 15 días siguientes a la comunicación del acto que autoriza la constitución del nuevo intermediario financiero. 

b) Presentar para su aprobación a la Sugef el plan de inicio de actividades. Este plan deberá presentarse dentro del mes siguiente a la comunicación del acto que autoriza la constitución del nuevo intermediario financiero. 

c) Cuando corresponda, según la naturaleza jurídica de la entidad, depósito del capital social en el Banco Central de Costa Rica. Este depósito deberá efectuarse por lo menos con un mes de antelación al inicio de actividades.  En el caso de las sucursales de bancos extranjeros el depósito del capital requerido según la Ley 1644 también deberá depositarse en el Banco Central de Costa Rica. 

d) Condiciones mínimas de seguridad de la infraestructura física y sobre la Tecnología de Información. El cumplimiento de estos requisitos deberá efectuarse dentro de los cuatro meses siguientes a la comunicación del acto que autoriza la constitución del nuevo intermediario financiero, para lo cual deberá solicitarse a la Sugef, la verificación de dichos requisitos. La Sugef podrá, de manera extraordinaria, ampliar el plazo hasta por dos meses adicionales, si la entidad lo solicita y lo justifica debidamente. 

[bookmark: _Hlk150505727]

Artículo 18. Verificación de las condiciones de seguridad física y Tecnología de Información



La Sugef evaluará el cumplimiento de las condiciones mínimas de seguridad de la infraestructura física y sobre la Tecnología de Información una vez que la entidad autorizada lo solicite. 

Previo al inicio de operaciones, la entidad debe subsanar las debilidades que determine la Sugef durante la verificación. 



El plazo para el inicio de operaciones se suspende por el plazo requerido por la Sugef para verificar el cumplimiento de las condiciones mínimas de seguridad de la infraestructura física y sobre la Tecnología de Información. 



Con fundamento en una adecuada justificación por parte de la entidad, la Sugef podrá ampliar el plazo de inicio de actividades de intermediación financiera y deberá comunicar sobre dicha ampliación al Conassif. 

[bookmark: _Hlk150505747]

Artículo 19.  Registro ante la Sugef 



Dentro del plazo de cuarenta y cinco días hábiles, computados a partir de la fecha de comunicación de la aprobación de la solicitud, el solicitante debe presentar ante la Sugef la información para el registro descrita en los anexos de este Reglamento, según el trámite de que se trate.



Este plazo puede ser prorrogado por la Sugef, a petición del solicitante, cuando justifique su otorgamiento, hasta por un periodo igual. La solicitud de prórroga deberá hacerse antes del vencimiento del plazo original.

[bookmark: _Hlk150505763]

Artículo 20.  Requisitos para solicitar actos sujetos a autorización y otros actos sujetos a trámite



Para las solicitudes de autorización, así como, para los otros actos sujetos a trámite, que establece este Reglamento, el solicitante debe suministrar a la Sugef la información que se describe en los artículos del presente Reglamento y sus anexos.



Artículo 21.  Información sobre la estructura de propiedad 



En aquellas solicitudes de autorización que así lo requieran, debe suministrarse la información sobre todos los socios directos o indirectos, que figuran en la estructura de propiedad, hasta el nivel final de persona física, independientemente de que las acciones sean mantenidas a través de mandatarios, custodios u otras figuras jurídicas a través de las cuales se pueda mantener la titularidad del capital, incluida la propiedad fiduciaria de los títulos accionarios.



En el momento de presentar la solicitud, el solicitante debe comunicar a la SUGEF: el nombre completo, el número de identificación, y el porcentaje de participación, de todos sus socios persona física. En el caso de que en la estructura de propiedad figuren socios que son una persona jurídica, también debe presentar la información hasta el nivel de la persona física que mantienen la titularidad de las acciones de dicha persona jurídica.



La Sugef puede excluir el requerimiento de información sobre socios cuando el solicitante presente un análisis técnico en el que fundamente las dificultades para obtener la información requerida, así como, aportar la evidencia que sea necesaria para comprobar que se cumple la situación señalada, cuando se presente alguno de los siguientes casos:



a) Cuando el socio persona jurídica sea una institución gubernamental del Estado costarricense. 

b) Cuando el socio persona jurídica sea un organismo internacional o multilateral para el desarrollo, en el que el Estado costarricense participe como miembro activo del mismo. 

c) Cuando el socio persona jurídica sea una empresa cuyas acciones comunes se coticen en un mercado organizado extranjero. En caso de que existan varios socios, la excepción aplica únicamente para la información del socio persona jurídica cuyas acciones se cotizan en su totalidad en un mercado organizado.

d) Cuando el socio persona jurídica sea una figura o vehículo de propósito especial extranjero, un fondo de pensiones extranjero, o una entidad financiera extranjera, mientras se encuentren sujetos a supervisión consolidada por parte de las autoridades de supervisión de su domicilio legal y se encuentre vigente un memorando de entendimiento con el supervisor extranjero que permita el acceso a información detallada sobre todos los socios directos o indirectos, que figuran en la estructura de propiedad, hasta el nivel final de persona física de dicha persona jurídica o vehículo. Dicha información debe incluir el nombre completo, el número de identificación, y el porcentaje de participación en dicha persona jurídica o figura, de todos sus socios hasta el nivel de persona física.

e) Cuando la entidad solicitante es una organización cooperativa de ahorro y crédito, una asociación mutualista o la Caja de Ahorro y Préstamos de la Asociación Nacional de Educadores.  



En el caso de una sucursal de un banco extranjero, los incisos del a) al d) se entienden referidos a los socios del banco extranjero dueño de la sucursal. 



En caso de que el banco extranjero, dueño de la sucursal, no corresponda a una sociedad anónima, deberá suministrar la información relativa a la estructura de propiedad de dicho banco y los tipos de títulos de propiedad, de tal forma que pueda establecerse quiénes son los titulares, propietarios y/o beneficiarios finales de estos títulos y su participación en la propiedad del banco extranjero.



El solicitante debe indicar los incisos que le son aplicables y aportar los justificantes.



La Sugef valorará los riesgos relacionados con los fundamentos manifestados por el solicitante y determinará si procede la excepción, lo cual comunicará dentro de la prevención a la que se refiere el Artículo 10 Plazo de resolución de la solicitud, de este Reglamento.



[bookmark: _Hlk150505788]Artículo 22.  Requisitos para la variación del capital social de un intermediario financiero



Para la autorización previa de participaciones directas e indirectas en el capital social que representarán para el adquiriente la participación significativa o de control efectivo en el capital social de un intermediario financiero, el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada debe suministrar a la SUGEF la información detallada en la Sección B. INFORMACIÓN SOBRE LA ESTRUCTURA DE PROPIEDAD, del apartado II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE CONSTITUCIÓN DE UN NUEVO INTERMEDIARIO FINANCIERO, del Anexo 1 Autorización de la constitución y el inicio de actividades, de este Reglamento. Para estos efectos, la información deberá estar referida a las personas físicas, jurídicas u otros vehículos que adquirirían dichas participaciones significativas o de control efectivo. Previa aprobación de la SUGEF, podrán excluirse de estos requerimientos de información los casos indicados en el Artículo 21. Información sobre la estructura de propiedad, de este Reglamento. 



Cuando la variación del capital social resulte en la adquisición de participaciones significativas o de control efectivo, la entidad podrá solicitar ambas autorizaciones en un solo acto, y aportar conjuntamente la información requerida en este Reglamento y sus anexos.

[bookmark: _Hlk150505810]

Artículo 23.  Requisitos para la divulgación del cambio de nombre de un intermediario financiero 



Cuando la Sugef autorice el cambio de nombre de una entidad supervisada, la entidad deberá incluir en la papelería, publicidad y otras formas de difusión, la frase “Antes (Nombre anterior de la entidad)”. El plazo en que debe incluirse esta aclaración será definido por el órgano resolutivo en su comunicación sobre la autorización y no podrá ser menor de seis meses. 



Artículo 24.  Requisitos para la fusión de intermediarios financieros



Para efectos de valorar la fusión de dos o más intermediarios financieros, las entidades solicitantes deberán cumplir con los requisitos establecidos en el Anexo 3. Autorización de la fusión de intermediarios financieros, de este Reglamento.



Además, cuando como resultado del proceso de fusión se prevean en la entidad supervisada prevaleciente, variaciones en el capital social o cambios en participaciones significativas o de control efectivo, el solicitante debe suministrar a la SUGEF la información detallada en la Sección B. INFORMACIÓN SOBRE LA ESTRUCTURA DE PROPIEDAD del apartado II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE CONSTITUCIÓN DE UN NUEVO INTERMEDIARIO FINANCIERO, del Anexo 1 Autorización de la constitución y el inicio de actividades, de este Reglamento. Para estos efectos, la información deberá estar referida a las personas físicas, jurídicas u otros vehículos que adquirirían dichas participaciones significativas o de control efectivo. Previa aprobación de la Sugef, podrán excluirse de estos requerimientos de información los casos indicados en el Artículo 21. Información sobre la estructura de propiedad, de este Reglamento.



Cuando en el acto de fusión resulte un cambio en las participaciones significativas o en el control efectivo de la entidad supervisada, se podrá solicitar ambas autorizaciones en un solo acto, y aportar conjuntamente la información requerida en este Reglamento y sus anexos.



Artículo 25.  Requisitos para la autorización previa de la compra o venta de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero



Para la autorización previa de la compra o venta de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero, se establece lo siguiente:



a) Las entidades supervisadas por Sugef, en el desarrollo de sus actividades de intermediación financiera, podrán comprar activos financieros, activos intangibles y derechos de cobro de cualquier naturaleza, todo lo anterior dentro del marco de regulación y legal que aplique a estas entidades. Sin embargo, para la compra de activos se requerirá la autorización previa del Conassif y la entidad supervisada deberá presentar la solicitud ante la Sugef cuando, de manera simultánea, se presenten todas las siguientes condiciones:

 

i. Los activos representarán un porcentaje significativo del Capital Base de la entidad supervisada. Dicho porcentaje se considerará significativo cuando sea igual o superior al 50% del Capital Base de la entidad supervisada, medido como una sola transacción o como un conjunto de transacciones no necesariamente consecutivas ocurridas en un periodo de doce meses, en este último caso la autorización previa deberá solicitarse para la siguiente transacción que supere el porcentaje establecido; y 

ii. Los activos representarán un cambio significativo en el perfil de riesgo de la entidad. Esta situación se presentará cuando los activos no se ajusten al modelo de negocio de la entidad supervisada, y consecuentemente, la entidad deberá demostrar que la transacción ha sido valorada y aprobada por sus instancias internas de gobierno corporativo y de administración de riesgos, y que cuenta con los recursos financieros, gerenciales, organizativos y sistemas de información adecuados para gestionar los riesgos que le incorporan dichos activos.



Se exceptúan de esta autorización previa, los activos que le hayan sido adjudicados en remate judicial o que haya recibido en dación de pago por operaciones de crédito.



b) Las entidades supervisadas por Sugef, en el desarrollo de sus actividades ordinarias de intermediación financiera, podrán vender activos, todo lo anterior dentro del marco de regulación y legal que aplique a estas entidades. Sin embargo, para la venta de activos se requerirá la autorización previa del Conassif y la entidad supervisada deberá presentar la solicitud ante la Sugef cuando, de manera simultánea, se presenten todas las siguientes condiciones:



i. Los activos representan un porcentaje significativo del Capital Base de la entidad supervisada. Dicho porcentaje se considerará significativo cuando sea igual o superior al 50% del Capital Base de la entidad supervisada, medido como una sola transacción o como un conjunto de transacciones no necesariamente consecutivas ocurridas en un periodo de doce meses, en este último caso la autorización previa deberá solicitarse para la siguiente transacción que supere el porcentaje establecido; y 

ii. Los activos objeto de la transacción o transacciones son esenciales para la continuidad del negocio. Esto incluye no solo activos físicos e intangibles de la entidad, sino también activos financieros que sustentan una parte significativa de sus ingresos, por lo que la entidad deberá demostrar razonablemente que ha gestionado de manera diligente los impactos esperados en la continuidad del negocio por desprenderse de una parte significativa de activos esenciales, con vista en el impacto en la estabilidad, seguridad y solvencia. Asimismo, deberá demostrar que la o las transacciones han sido valoradas y aprobadas por sus instancias internas de gobierno corporativo y de administración de riesgos.



Se exceptúan de esta autorización previa, la venta de los activos que le hayan sido adjudicados en remate judicial o que haya recibido en dación de pago por operaciones de crédito, mientras dichos activos no sean esenciales para la continuidad del negocio.



Cuando lo regulado en los incisos a) y b) anteriores cumpla los supuestos señalados en el Artículo 89 de la Ley 9736, Ley de Fortalecimiento de las Autoridades de Competencia de Costa Rica, debe procederse según lo estipulado en los párrafos finales del Artículo 15. Determinación del órgano resolutivo, de este Reglamento,



c) La compra o venta de pasivos por parte de la entidad financiera, no requerirá de autorización previa.



Para las autorizaciones previas señaladas en este artículo, el Representante o Apoderado Legal de la entidad debe suministrar a la Sugef la información descrita en el Anexo 12. Autorización previa para la compra o venta de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad supervisada por Sugef, a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero de este Reglamento.



Artículo 26.  Requisitos para el cese voluntario de actividades de intermediación financiera 



Cuando la entidad solicite el cese voluntario de actividades de intermediación financiera, deberá adjuntar los requisitos que se indican en el Anexo 7. Autorización de cese de actividades de intermediación financiera o de cualquier otra actividad autorizada, de este Reglamento. 



La Sugef debe valorar e informar al Conassif sobre la solicitud y la viabilidad del plan de cese de actividades. Luego de aprobado el cese de las actividades, la Sugef debe verificar el cumplimiento del plan de cese de actividades e informar al Conassif sobre su ejecución con la periodicidad que éste establezca.



En el caso de cese de actividades de bancos extranjeros mediante su sucursal bancaria y su consecuente retiro del país, en adición de los requisitos establecidos en el Anexo 7. Autorización de cese de actividades de intermediación financiera o de cualquier otra actividad autorizada, de este Reglamento, deben presentar y cumplir con lo siguiente: 



a) Certificación emitida por notario de la resolución o acuerdo del órgano competente del banco extranjero donde conste su decisión de retirar del país la sucursal. 

b) Declaración jurada donde se haga constar el monto total de las obligaciones pendientes de pago de la sucursal y la estimación de sus contingencias. 



Notificada la autorización para el cese y retiro de la sucursal, el banco extranjero queda facultado para realizar únicamente los actos tendentes a dar cumplimiento al plan correspondiente. 



El banco extranjero que retira su sucursal deberá mantener en el país un apoderado que se encargue de la guarda y custodia de los registros contables, libros y otros documentos de la sucursal, con facultades suficientes para responder por las contingencias que pudieren surgir en tanto éstas no prescriban legalmente; y, en general, para realizar las gestiones necesarias a fin de lograr el retiro definitivo de dicha sucursal del país, una vez cumplidos los requisitos legales y reglamentarios correspondientes. 



Cumplidos los requisitos para el retiro de la sucursal del banco extranjero, la Sugef notificará al apoderado de dicho banco que la sucursal ha concluido satisfactoriamente su proceso de cese y retiro del país, comunicándole que puede retirar el capital pagado asignado a la sucursal. En el caso de que existan contingencias, se deberá constituir un fondo equivalente al 150% del total de las contingencias pendientes de liquidación. Dicho fondo podrá ser retirado del país solamente después de que el banco extranjero de que se trate compruebe legalmente que las contingencias han sido liquidadas y que ha presentado a la Sugef todos los documentos que acreditan la cancelación de registros tributarios, patronales y de su inscripción en el Registro Público. 



Los recursos destinados a cubrir contingencias deberán estar depositados en el Banco Central de Costa Rica.



Artículo 27.  Requisitos para los cambios en los estatutos



En el caso de las entidades supervisadas por la Sugef se requerirá la autorización previa de otros cambios en los estatutos cuando se aborden los siguientes aspectos:



a) El funcionamiento del Órgano de Dirección: Entre otros aspectos, se incluyen los procedimientos para la realización de sesiones ordinarias y extraordinarias, la definición del quorum y el plazo para el ejercicio como miembros del Órgano de Dirección, de conformidad con el Artículo 144 de la Ley 1644.  

b) El funcionamiento de la entidad: Entre otros aspectos, se incluyen el plazo social de la entidad, las disposiciones normativas relacionadas con la concesión de créditos a las personas indicadas, de conformidad con el Artículo 117 de la Ley 1644. 

c) La idoneidad y experiencia: Las condiciones requeridas para ser miembro del Órgano de Dirección dentro de los parámetros que se encuentran establecidos en el Reglamento sobre Idoneidad y desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de entidades y empresas supervisadas.



Para la autorización previa de los cambios indicados a que se refieren los incisos anteriores, el solicitante debe suministrar a la SUGEF, de acuerdo con lo que le sea aplicable, la información que se detalla en el Anexo 9. Autorización del cambio a los estatutos de las Organizaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito, o en el Anexo 18 Autorización previa del cambio a los estatutos de las entidades supervisadas, excepto Organizaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito, de este Reglamento.



Las modificaciones a los estatutos sobre aspectos que no guardan relación con los incisos anteriores no requerirán la autorización previa de la Sugef.



CAPÍTULO V



PLAZAS EXTRANJERAS



Artículo 28.  Requisitos para la aceptación de las plazas extranjeras



La aceptación de la plaza extranjera está sujeta al cumplimiento permanente de cada una de las condiciones que se establecen en este artículo: 



a) La licencia que otorga el supervisor bancario obliga a la identificación de los accionistas de la entidad con participación significativa. Además, la normativa que aplica permite determinar la idoneidad, honorabilidad, la aptitud y capacidad técnica de los miembros de la plana ejecutiva y gerencial del banco, así como la honorabilidad de los directores de este. 

b) La plaza extranjera permite una supervisión de forma consolidada, en la cual la autoridad de supervisión financiera no posee obstáculos legales o de otro tipo que impidan o dificulten la comunicación de información esencial con dicha plaza y la atención de solicitudes de cooperación e intercambio de información entre el supervisor de la plaza extranjera y la Sugef.

c) Es posible confirmar que el supervisor de la plaza extranjera realiza exámenes de supervisión in situ, con una periodicidad de al menos cada dos años, con alcances amplios sobre los aspectos de gobierno corporativo, gestión de riesgos, y cumplimiento de leyes y regulaciones del banco, que puedan afectar su estabilidad, solvencia y solidez. 

d) La plaza extranjera está dotada de amplias potestades prudenciales y mecanismos de seguimiento sobre:

 

i. Coeficientes mínimos de adecuación de capital con base en las recomendaciones y mejores prácticas emitidas por el Comité de Basilea.  

ii. Límites para la concentración de riesgos de crédito, sobre la base de clientes individuales y grupos económicos con base en las recomendaciones emitidas por el Comité de Basilea.

iii. Coeficientes mínimos de liquidez con base en las recomendaciones emitidas por el Comité de Basilea.  

iv. Estimaciones mínimas sobre créditos.  

v. Sanas prácticas de gobierno corporativo, idoneidad y experiencia, gestión de riesgos, control interno y cumplimiento, con base en las recomendaciones del Comité de Basilea. 

vi. Régimen sancionatorio sobre conductas riesgosas que atenten contra la estabilidad, solvencia y solidez del banco. 

vii. Esquemas para el manejo adecuado de situaciones de inestabilidad financiera, intervención y resolución de entidades.  

viii. Disposiciones orientadas a prevenir la Legitimación de Capitales, Financiamiento al Terrorismo y Financiamiento a la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva (LC/FT/FPADM) producto de actividades ilícitas o narcotráfico. 



Asimismo, que la plaza extranjera esta incorporada como país miembro del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) o como miembro del organismo regional respectivo miembro asociado de GAFI. 



Las disposiciones a que se refiere el inciso a) de este artículo, aplicables al tipo de licencia otorgado al banco domiciliado en la plaza extranjera, deben ser al menos tan estrictas como las aplicables a las entidades supervisadas dentro del territorio costarricense.  



e) La confirmación del supervisor de la plaza extranjera, sobre su facultad para establecer Memorandos de entendimiento o arreglos formales con el supervisor de la sucursal costarricense del banco extranjero, que permitan la coordinación en materia de supervisión, fiscalización, cooperación e intercambios de información entre supervisores.  



f) La licencia otorgada por la autoridad de la plaza extranjera debe ser de tipo general y debe: 



i. Permitir al banco la realización de todas las operaciones que los bancos o entidades pueden efectuar con residentes en la misma plaza extranjera.  

ii. Estar sujeta al régimen de regulación y supervisión más exigente, vigente en la plaza extranjera.  

iii. Exigir que el banco mantenga, en su domicilio legal, una organización completa con niveles superiores con poder de decisión, organización funcional completa, sistemas de procesamiento de datos independientes y registros completos de todas las operaciones. La presencia física implica una organización independiente con su propio poder de decisión; no se trata solamente de una dirección electrónica o postal, o de una oficina de representación.  



En tanto el banco extranjero realice operaciones en Costa Rica por medio de la sucursal bancaria, deberá mantener informada a la Sugef sobre cualquier disposición emitida por las autoridades competentes de la plaza extranjera concerniente a cambios en las condiciones que se establecen en este artículo.



La Sugef podrá prescindir de la presentación de la información correspondiente a algunos de los incisos de este artículo, cuando disponga de información previa sobre el particular. 



Artículo 29.  Plazas extranjeras no aceptadas 



No serán aceptadas las plazas extranjeras en las que la Sugef confirme cualquiera de las siguientes situaciones: 

a) Se encuentren catalogadas por organismos internacionales como plazas bancarias o plazas extranjeras no colaboradoras en temas de Legitimación de Capitales, Financiamiento al Terrorismos y Financiamiento a la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva. 

b) Promuevan o incrementen la posibilidad de realización de actividades ilícitas que pongan en riesgo la seguridad y solvencia del banco extranjero que opere en Costa Rica por medio de sucursales bancarias, de la sucursal bancaria propiamente dicha, o de alguna de las entidades integrantes del sistema financiero costarricense. 

c) Promuevan o permitan estructuras de organización del banco extranjero que no se encuentren acordes con las recomendaciones y mejores prácticas de organismos internacionales para el establecimiento de las mejoras prácticas bancarias.  

d) Revelen que la supervisión realizada por el supervisor del banco extranjero no es adecuada para los riesgos asociados con las actividades realizadas y/o existen obstáculos al ejercicio de una supervisión eficaz en base consolidada. 

e) Mediante resolución razonada, la SUGEF determine que existen otras causas que producen dudas o incertidumbre de la conveniencia de aceptar la plaza extranjera. 



La Sugef, mediante resolución motivada, señalará el rechazo de la plaza extranjera cuando esta incurra en una de las causales anteriormente listadas, tras un análisis de cada caso, de manera que ninguna de las causales será aplicada a una plaza extranjera ad-portas. 



Artículo 30.  Cambio en la condición de plaza extranjera previamente aceptada 



Cuando la Sugef determine que la plaza extranjera en la que se encuentra domiciliado un banco que tiene una sucursal en Costa Rica, ha dejado de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el Artículo 28. Requisitos para la aceptación de plazas extranjeras, de este Reglamento, o se determine algunas de las situaciones indicadas en el Artículo 29. Plazas extranjeras no aceptadas, de este Reglamento, la Sugef notificará al banco extranjero y a la sucursal, mediante resolución motivada, que la plaza extranjera ha dejado de ser aceptada. 



Si la SUGEF determina que el incumplimiento no puede ser subsanado, se perderá la condición de plaza extranjera aceptada, lo que conlleva a que la sucursal del banco extranjero deberá suspender inmediatamente las operaciones de captación y las operaciones de intermediación financiera. Asimismo, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación, la sucursal del banco extranjero deberá cesar la realización de la actividad bancaria en el país y proceder con el retiro de la sucursal. 



A solicitud del banco extranjero, la Sugef podrá ampliar el plazo de cese de actividades bancarias de su sucursal por una sola vez hasta por un plazo de seis meses.



CAPÍTULO VI



BANCOS EXTRANJEROS



Artículo 31.  Otros requisitos para el banco extranjero por cambios en la condición de plaza extranjera previamente aceptada 



Si la Sugef determina que el incumplimiento indicado en el Artículo 30. Cambio en la condición de plaza extranjera previamente aceptada, de este Reglamento, puede ser subsanado, podrá requerir al banco extranjero la presentación de un plan de acción dentro de los veinte días hábiles posteriores a la notificación, para que, en el plazo máximo de doce meses contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación, se traslade de esa plaza a otra plaza extranjera aceptada o cambie el tipo de licencia que ostenta, a otro tipo que cumpla con los requisitos dispuestos en el presente Reglamento, para plazas extranjeras o tipo de licencias. 



La Sugef puede ampliar el plazo señalado, por una sola vez y hasta por un plazo de seis meses, cuando el banco extranjero demuestre que los trámites pertinentes ante las respectivas autoridades supervisoras extranjeras se iniciaron dentro de los primeros tres meses posteriores a la fecha de notificación y que el proceso se ha llevado a cabo en forma diligente.



El banco extranjero debe rendir informes trimestrales a la Sugef sobre el grado de avance en las gestiones para el traslado a una plaza extranjera aceptada y sobre los trámites pertinentes para su retiro de la plaza extranjera en cuestión o para el cambio en el tipo de licencia.



El incumplimiento en cuanto al inicio de las gestiones pertinentes dentro de los primeros tres meses posteriores a la fecha de notificación, o en cuanto a la presentación de los informes de avance trimestrales o de los establecidos en los párrafos anteriores, será causal para que la Sugef requiera la suspensión inmediata de la totalidad de las actividades hasta tanto no se solvente la situación.



Artículo 32.  Otros requisitos que deben cumplir los bancos extranjeros que pretendan abrir una sucursal en Costa Rica



El banco extranjero que pretenda abrir una sucursal en Costa Rica deberá comprometerse a que todas las operaciones de la sucursal bancaria que pretenda abrir en Costa Rica estarán cubiertas y respaldadas por una carta de compromiso emitida por el Órgano de Dirección del respectivo banco extranjero, en la que dicha entidad se obliga a: 



a) Asegurar la permanencia y capacidad de absorción de pérdidas del capital asignado, conforme al criterio de actividad continuada; 

b) Responder durante la marcha normal de las actividades del banco extranjero en Costa Rica por las operaciones que efectúe mediante la sucursal bancaria en el país; 

c) No disponer de los bienes que llegare a poseer en el territorio nacional ni gravarlos en ninguna forma por operaciones que no provengan directamente de la sucursal costarricense; 

d) Subsanar, dentro de los plazos de ley o reglamentarios, las deficiencias de estimaciones crediticias, capital asignado, suficiencia patrimonial, liquidez y encaje mínimo legal de la sucursal;  

e) Sujetarse a los tribunales y leyes de la República de Costa Rica, en los negocios y responsabilidades de la sucursal; y, 

f) No realizar operaciones que violen el ordenamiento jurídico costarricense. 



CAPÍTULO VII



CRITERIOS DE VALORACIÓN DE LAS SOLICITUDES

[bookmark: _Hlk150763521]

Artículo 33.  Criterios para valorar la idoneidad de los socios y estructura de propiedad 



Los criterios para valorar la idoneidad de los socios y la estructura de propiedad son los siguientes: 



a) Solvencia económica: El socio cuenta con un patrimonio neto que cubre el monto de los aportes de capital que le corresponde realizar. Adicionalmente, el socio con una participación significativa cuenta con la capacidad de brindar apoyo financiero adicional (mediante aportes de capital), cuando este sea necesario.

b) Solvencia moral: Antecedentes judiciales y disciplinarios de los socios de la entidad.

c) Las situaciones detalladas en la Sección II “Antecedentes disciplinarios y judiciales” del Anexo 14. Declaración jurada de socios, de este Reglamento.

d) Transparencia de la estructura de propiedad: La estructura de propiedad permite conocer la identidad del socio, con participaciones directas e indirectas, que figuran en ésta, independientemente de que las acciones sean mantenidas a través de mandatarios, custodios u otras figuras jurídicas a través de las cuales se pueda mantener la titularidad del capital, incluida la propiedad fiduciaria.

e) Exposición a riesgos: La posibilidad de que la entidad supervisada quede expuesta a riesgos derivados de las actividades no financieras que realizan los socios.



Artículo 34.  Criterios para valorar el proyecto de negocio 



Los criterios para valorar el proyecto de negocio son los siguientes:



a) Proyecto de negocios: El proyecto de negocios es razonable para las características del mercado objetivo y la estrategia de negocio, aprobadas por el Órgano de Dirección.

b) Factibilidad financiera: Las proyecciones financieras para un horizonte de tres años y sus supuestos dan sustento a la viabilidad del proyecto y cuando corresponda, a continuidad de las operaciones.

c) Suficiencia patrimonial: La suficiencia patrimonial proyectada para un horizonte de tres años y sus supuestos evidencia el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias.  

d) Estructura de organización de Tecnologías de Información (TI):  La estructura de gobierno y de gestión de TI se debe basar en el estándar de evaluación de conformidad con Reglamento general de gestión de la Tecnología de Información.  

e) Gobierno corporativo: La declaración de apetito de riesgo, las políticas, procesos y la estructura organizacional propuesta para la identificación, medición, gestión, control y comunicación de los riesgos, a los que esté expuesto o pueda estarlo, así como el sistema de control interno, incluidos procedimientos administrativos y contables correctos, así como políticas y prácticas de remuneración que sean compatibles con una gestión adecuada y eficaz de riesgos y que la promuevan.  Todo lo anterior evidencia que el marco de gobernanza es proporcionado para el perfil de riesgo de la entidad y la naturaleza de sus actividades.  

f) Plan de inicio de actividades: Las actividades a realizar para la puesta en marcha de la entidad son coherentes con su propuesta de negocio. Las sucursales costarricenses de bancos extranjeros deben contar con presencia física en Costa Rica, domicilio legal, una organización completa con niveles superiores con poder de decisión, organización funcional completa, sistemas de procesamiento de datos independientes y registros completos de todas las operaciones de esa entidad. La presencia física implica una organización independiente con su propio poder de decisión. En caso de que el banco extranjero cuente con una entidad bancaria constituida en Costa Rica, la sucursal bancaria debe mantener y operar con presencia física independiente de esas entidades.

g) Control y vigilancia: La Auditoría Interna, o el comité de vigilancia, es independiente respecto de la administración de la entidad. El Auditor Interno debe ser un funcionario del intermediario financiero, dedicado a tiempo completo al ejercicio de sus funciones. En el caso de Asociaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito, la figura del Auditor Interno se rige por lo dispuesto en el inciso e), del Artículo 36 de la Ley de Asociaciones Cooperativas.  

h) Denominación: La denominación identifica claramente el tipo de licencia de la entidad de que se trata y permite distinguirla de los nombres de otras entidades autorizadas o en trámite de autorización. Además, el uso de palabras y expresiones se ajusta a las reservadas por ley a entidades supervisadas.  

i) Domicilio legal: El domicilio legal del banco o la entidad financiera debe ser el territorio nacional, o una plaza aceptada en el caso de bancos o intermediarios financieros con domicilio en el exterior. 



Artículo 35.  Criterios para valorar la compra o venta de una parte significativa de activos financieros, activos intangibles y derechos de cobro de cualquier naturaleza, por parte de una entidad supervisada por la SUGEF a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero



Los criterios para valorar la compra o venta de una parte significativa de los activos a que se refiere este Reglamento son los siguientes:



a) Capacidad de gestión: La entidad supervisada deberá demostrar que cuenta con los recursos gerenciales, organizativos y sistemas de información, y que el marco de gestión de riesgos está preparado para abordar integralmente los riesgos que le serán incorporados mediante la compra de los activos. En el caso de venta de activos, la entidad supervisada debe demostrar que razonablemente ha gestionado de manera diligente los impactos esperados en la continuidad del negocio por desprenderse de una parte significativa de activos esenciales, con vista en el impacto en la estabilidad, seguridad y solvencia.

b) Capacidad financiera: La entidad supervisada deberá demostrar que cuenta con la solvencia suficiente para responder apropiadamente por los riesgos de naturaleza crediticia, de mercado, operativos u otros que le serán incorporados mediante la compra de los activos. En el caso de venta de activos, la entidad deberá demostrar razonablemente que cuenta con la capacidad financiera para continuar con su funcionamiento sin menoscabo a su seguridad, estabilidad y solvencia, lo cual incluye entre otros aspectos, su capacidad para mantener en el tiempo los niveles mínimos regulatorios de liquidez y solvencia que le sean aplicables, así como su rentabilidad en niveles de normalidad financiera.



Artículo 36.  Criterios para valorar la autorización previa para la creación en el exterior de agencias o sucursales de entidades supervisadas



Los criterios para la autorización previa para la apertura de agencias o sucursales en el exterior de entidades financieras costarricenses a que se refiere este Reglamento son los siguientes:



a) Capacidad de gestión: La entidad deberá demostrar que la apertura de la agencia o sucursal será congruente con su modelo de negocio y la declaración de apetito de riesgo aprobada por el Órgano de Dirección, que cuenta con los recursos gerenciales, organizativos y sistemas de información, y que el marco de gestión de riesgos está preparado para abordar integralmente los riesgos que le serán incorporados mediante las actividades llevadas a cabo por la agencia o sucursal extranjera. 

b) Capacidad financiera: La entidad deberá contar con la solvencia suficiente para responder apropiadamente por los riesgos de naturaleza crediticia, de mercado, operativos u otros que le serán incorporados mediante las actividades de la agencia o sucursal extranjera. En particular, la entidad solicitante deberá haber presentado al cierre en cada uno de los veinticuatro meses anteriores al mes de la solicitud, un nivel de suficiencia patrimonial igual o superior al establecido en la regulación vigente aprobada por el Conassif.

c) Capacidad legal: La entidad deberá demostrar que cuenta con la capacidad legal para la apertura de la agencia o sucursal en el exterior.

d) Normalidad financiera: La entidad deberá contar con una calificación de normalidad emitida por la Sugef. En particular, la entidad solicitante deberá haber mantenido la calificación de normalidad en los veinticuatro meses anteriores al mes de la solicitud, y no deberá encontrarse, a la fecha de la solicitud, en procesos administrativos por incumplimientos legales o regulatorios, no mantener pendientes de resolución recursos de revocatoria o de apelación contra actos dictados por la Sugef o no mantener pendientes de resolución, a satisfacción de la Sugef, observaciones comunicadas en sus informes.

e) Información sobre las actividades de la agencia o sucursal extranjera: La entidad deberá demostrar que la totalidad de las actividades de la agencia o sucursal se verán reflejadas en su información financiera, y que será reportada a la Sugef mediante los sistemas de captura de información aplicables a la entidad, así como en sus estados financieros auditados. La entidad deberá estar en capacidad de informar a la Sugef sobre las cifras financieras de la agencia o sucursal de manera individual, con el detalle y en el momento en que le sea requerida.

f) Condiciones de aceptación de la plaza extranjera: Para los efectos de la aceptación de plazas extranjeras en las que podrán estar domiciliadas agencias o sucursales de entidades costarricenses, serán aplicables los criterios de no aceptación establecidos en el Artículo 29. Plazas extranjeras no aceptadas, de este Reglamento, en cuyo caso se tendrán como referidos a la plaza de domicilio de la agencia o sucursal extranjera. Asimismo, serán aplicables los requisitos de aceptación de plazas extranjeras establecidos en el Artículo 28. Requisitos para la aceptación de las plazas extranjeras, de este Reglamento, en cuyo caso se tendrán como referidos a la plaza de domicilio de la agencia o sucursal extranjera. 

g) Memorandos de entendimiento: Será condición necesaria para dar inicio al trámite de esta autorización, contar con la suscripción previa de memorandos de entendimiento o acuerdos de intercambio de información entre las autoridades supervisoras de la plaza extranjera y la Sugef, que contribuyan con la supervisión consolidada.

h) Compromiso sobre cumplimiento legal y regulatorio: Las actividades de las agencias y las sucursales en el exterior deberán en todo momento apegarse al marco legal, regulatorio y acciones de supervisión aplicables a la plaza extranjera en que se vaya a ubicar, así como a las disposiciones que le sean aplicables en la jurisdicción o donde se encuentre domiciliada la entidad supervisada. Mediante acuerdo del Órgano de Dirección de la entidad costarricense, deberá adoptarse el compromiso de aplicar a la agencia y a la sucursal extranjeras, las disposiciones más estrictas entre las aplicables a la entidad costarricense y a la agencia o sucursal extranjera en su jurisdicción o donde se encuentre domiciliada.



El Órgano de Dirección de la entidad costarricense deberá incluir en el programa anual de trabajo de la Auditoría Interna, la verificación de este compromiso, e informar a la Sugef a más tardar al 31 de marzo de cada año sobre los resultados obtenidos y las acciones ejecutadas, cuando así correspondiera.



Cuando la Sugef determine que ha dejado de cumplirse cualquiera de los criterios indicados en este artículo, deberá notificarlo a la entidad costarricense mediante resolución motivada y requerir a la entidad costarricense la presentación de un plan de acción dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de notificación. Este plazo podrá ser prorrogado por la Sugef por diez días hábiles, previa solicitud de la entidad debidamente justificada. La ejecución del plan de acción no deberá exceder el plazo de sesenta días hábiles, siguientes a la fecha de recibo de éste por la Sugef.



El plazo de las medidas será definido por la Sugef según su valoración de los riesgos para la entidad costarricense.



La Sugef informará a la autoridad supervisora de la plaza extranjera aquellas acciones prudenciales que impliquen restricciones a las actividades de la agencia o sucursal en esa jurisdicción o donde se encuentre domiciliada.



Artículo 37.  Criterios para valorar la idoneidad del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos



Los criterios para valorar la idoneidad de los miembros del Órgano de Dirección, la Alta Gerencia y los Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos aplican según lo establece el “Reglamento sobre idoneidad y desempeño de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de las entidades y empresas supervisadas” aprobado por el Conassif. 



Los criterios para valorar la idoneidad de los funcionarios de mayor rango en los diferentes Órganos de Control (Auditoría Interna, Oficialía de Cumplimiento, Gestión de Riesgos, Fiscalías o sus Homólogos y Cumplimiento Normativo), se establecen, cuando proceda, en la normativa específica aprobada por el Conassif y en las políticas y procedimientos internos de las entidades supervisadas. Complementariamente debe valorarse lo siguiente: 



a) Calificación profesional: La formación académica, la experiencia profesional y el historial laboral califican a la persona para el desempeño del puesto según el proyecto de negocio.  

b) Solvencia moral: No poseer antecedentes disciplinarios o judiciales.



Cuando se presente cualquiera de los actos detallados en la Sección IV Antecedentes disciplinarios y judiciales del Anexo 15. “Declaración jurada de miembros del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos”, de este Reglamento, será causal de rechazo de la persona como Gerente General, Subgerente General, miembro de Junta Directiva o Consejo de Administración, el Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero, Auditor Interno u Oficial de Cumplimiento, Gestor de Riesgos y Cumplimiento Normativo. 



Lo dispuesto en este artículo será igualmente aplicable a los bancos extranjeros que pretendan operar en Costa Rica mediante sucursales bancarias, así como al Apoderado Generalísimo de la sucursal bancaria.



Artículo 38.  Criterios para valorar el capital  



Los criterios para valorar el capital inicial y variaciones de un intermediario financiero son los siguientes: 



a) Calidad del capital: Los instrumentos representativos del capital cumplen con las condiciones para ser considerados como parte del capital, según lo establecido en la regulación correspondiente. 

b) Integridad y transparencia: El origen de los fondos aportados como capital es lícito y se suministra evidencia suficiente y competente para realizar una adecuada verificación del origen de fondos.

c) Autorización de la emisión: En el caso de una colocación de acciones en un mercado organizado, la emisión cuenta con la autorización de la respectiva autoridad reguladora del mercado. 

d) Impacto: En caso de disminuciones de capital, la decisión no afecta el cumplimiento de las normas de suficiencia patrimonial, ni los objetivos estratégicos de la entidad supervisada, a mediano y largo plazo, ni el cumplimiento del capital mínimo regulatorio.

e) Fuentes externas: Los recursos aportados para la adquisición de acciones representativas de capital provengan de fuente(s) externa(s) a las entidades o empresas que forman parte de su mismo grupo financiero.



Ninguna entidad financiera podrá iniciar actividades de intermediación financiera mientras no tenga su capital mínimo totalmente suscrito y pagado en efectivo en colones o su equivalente en moneda extranjera. Para su comprobación, el capital deberá ser depositado en el Banco Central de Costa Rica y estará disponible para ser retirado conforme la entidad financiera de que se trate efectúe sus colocaciones e inversiones, o haga los pagos correspondientes a los gastos de organización e instalación. 



En caso de que un intermediario financiero requiera incrementar el capital mínimo de funcionamiento como requisito para la autorización de una modificación de su objeto social, el capital social formará parte del capital mínimo. De existir un faltante para alcanzar dicho capital mínimo, éste deberá ser pagado en dinero efectivo y depositado en el Banco Central de Costa Rica. 



En el caso de aportes de capital efectuados en moneda extranjera, la equivalencia en colones costarricenses debe hacerse utilizando el tipo de cambio indicado en el Reglamento de Información Financiera, vigente a la fecha en que se realiza el depósito. 



Artículo 39.  Criterios para valorar el proceso de fusión



Los criterios para valorar el proceso de fusión son los siguientes:

 

a) Proyecto de Fusión: Descripción de las características, condiciones legales y económicas, y demás reglas para llevar a cabo la fusión.

b) Suficiencia patrimonial: La suficiencia patrimonial proyectada de acuerdo con el plazo que se dispone en cada uno de los anexos de este Reglamento, evidencia el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias, por parte de la entidad supervisada resultante o prevaleciente. 

c) Plan operativo de integración: El plan operativo de integración debe garantizar la integración plena de la organización administrativa y contable, así como los procedimientos de control interno y de comunicación que garanticen la gestión de la entidad supervisada prevaleciente, en un plazo máximo de doce meses.

d) Concentración de mercado: No hay objeción, según criterio externado por la Comisión para la Promoción de la Competencia, en las situaciones aplicables y cuando este haya sido solicitado, en el marco de lo dispuesto por el Artículo 27 bis de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley 7472 y el Reglamento del Régimen de Concentraciones del Sistema Financiero Nacional.

e) Exista acuerdo de ambas entidades para proceder a fusionarse. 



Artículo 40.  Criterios para valorar el cambio de nombre 



Los criterios para valorar el cambio de nombre son los siguientes:

 

a) Denominación: La denominación identifica claramente la entidad de que se trata y permite distinguirla de los nombres de otras entidades autorizadas o en trámite de autorización. Además, el uso de palabras y expresiones se ajusta a las reservadas por ley a entidades supervisadas. 

b) En el caso de entidades supervisadas, que a su vez pertenezcan a un grupo o conglomerado financiero internacional, el nombre de la entidad debe incluir el término “de Costa Rica” o “(Costa Rica)”. 

c) El plan de cambio de nombre a que se refiere el Anexo 6. Autorización del cambio de denominación o cambio de nombre social, de este Reglamento es adecuado. 

d) Nombre comercial: El nombre comercial identifica y distingue a la entidad supervisada. No se autorizará el uso de nombres comerciales, marcas y otros signos distintivos que incorporen palabras o conjunto de palabras iguales o semejantes a los que utilizan las empresas que formen parte del grupo económico al que pertenece la entidad supervisada, excepto si éstas a su vez son empresas financieras extranjeras supervisadas en sus plazas de origen.



Cuando el órgano resolutivo autorice el cambio de nombre, la papelería, publicidad y otras formas de difusión, deberá incluir la frase “Antes (Nombre anterior de la entidad)”. El plazo en que debe incluirse esta aclaración será definido por el órgano resolutivo en su comunicación sobre la autorización y no podrá ser menor de seis meses.



Artículo 41.  Criterios para valorar la disolución



En el caso de disolución debido al cese de actividades de intermediación financiera, el plan de disolución deberá garantizar el cumplimiento de lo siguiente:



a) Uso de términos reservados: las acciones propuestas garantizan el cumplimiento de las disposiciones legales sobre el uso de palabras y expresiones reservadas por ley a entidades supervisadas. 

b) Obligaciones con acreedores, empleados y clientes: el mecanismo propuesto para atender estas obligaciones garantiza el cumplimiento de las obligaciones con acreedores, empleados, y clientes, en las condiciones originales. Este mecanismo debe establecerse mediante un contrato de administración de obligaciones con algún intermediario financiero costarricense supervisado por la Sugef. 

c) Las actividades financieras supervisadas de conformidad con las leyes especiales que les son aplicables.

d) Accesibilidad a información crediticia histórica: el mecanismo propuesto garantiza la adecuada atención de las solicitudes de modificación de información crediticia de los deudores según el Reglamento del Centro de Información Crediticia (CIC) y la actualización de la información crediticia del deudor en el CIC. Este mecanismo debe establecerse mediante un contrato de administración de información crediticia con algún intermediario financiero costarricense supervisado por la Sugef. 



Artículo 42. Criterios para valorar la autorización de préstamos de bancos privados a personas vinculadas según el Artículo 117 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional 



Los criterios para la aprobación de préstamos de los bancos privados y de las sucursales de bancos extranjeros, a las personas vinculadas de conformidad con el Artículo 117 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional son los siguientes:

 

a) El cumplimiento de las regulaciones sobre límites a las operaciones activas con el grupo vinculado, considerando el crédito objeto de autorización.  

b) La estructuración de las operaciones de crédito de forma tal que no se realicen en condiciones más favorables, respecto de las aplicadas en las operaciones del giro normal con terceros independientes. 



Artículo 43.  Criterios para valorar la autorización previa de cambios a los estatutos de entidades supervisadas por la Sugef



Los criterios para la autorización previa de los otros cambios a los estatutos de entidades supervisadas por la Sugef a que se refieren los incisos i) y m) del Artículo 14. Actos sujetos a autorización, de este Reglamento, son los siguientes:



a) El apego a las formalidades legales y reglamentarias que implican la modificación de los estatutos de la entidad supervisada. El Órgano de Dirección de la entidad debe asegurar que se siguió la diligencia debida con todas las formalidades legales y reglamentarias que le sean aplicables en la elaboración de los documentos presentados a la consideración de la Sugef.

Será condición indispensable para dar inicio al trámite de autorización previa de otros cambios a los estatutos, lo señalado en el Anexo 9. “Autorización del cambio a los estatutos de las Organizaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito” o en el Anexo 18 “Autorización previa del cambio a los estatutos de las entidades supervisadas, excepto Organizaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito” de este Reglamento. 

b) El impacto del o los cambios en el funcionamiento del Órgano de Dirección y de la entidad supervisada, así como en la idoneidad y experiencia de los puestos clave. 

c) La reforma aplicada a los estatutos, de entidades supervisadas por la Sugef, es conteste con el ordenamiento jurídico.



CAPÍTULO VIII



RECHAZOS Y REVOCACIONES



Artículo 44.  Rechazo de la solicitud



Las situaciones indicadas en los siguientes incisos de este artículo conllevarán el rechazo de la solicitud de autorización y, consecuentemente su archivo:



a) Cuando alguno de los miembros del Órgano de Dirección, del Órgano de Control, de los miembros del Órgano de Vigilancia (Fiscal o puesto equivalente), el Gerente o puesto equivalente, Representantes Legales, Apoderados, Auditor Interno o quien realice esta función, Oficial de Cumplimiento titular, Oficial de Cumplimiento adjunto y la(s) persona(s) física(s) (socios o beneficiarios), con un porcentaje de participación directa o indirecta igual o superior al 10% del capital social de la entidad supervisada, o que posean la mayor participación societaria cuando no exceda el porcentaje señalado, o alguna de sus partes relacionadas, se encuentre designado(a) en las listas en materia de LC/FT/FPADM, de la Organización de las naciones unidades (ONU), la Oficina de control de activos financieros extranjeros (OFAC, por sus siglas en inglés), y organismos internacionales e intergubernamentales reconocidos en materia de LC/FT/FPADM.

b) Cuando se determine que existe alguna de las situaciones establecidas en el Artículo 141 ter de la Ley 7558,

c) Cuando sea denegada por la Autoridad de Competencia, por constituir un proceso de concentración que atenta contra los principios de competencia, establecidos en la Ley 7472. 



Artículo 45.  Revocación de la autorización 



La revocación de una autorización otorgada se rige por las disposiciones de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227. El órgano resolutivo puede revocar la autorización otorgada:



a) Cuando se le lleve a error mediante la presentación de documentación falsa declarada por una autoridad judicial, o por información errónea o engañosa, o cuando el acto autorizado no corresponda con la verdadera naturaleza de los hechos.  

b) Cuando se presenten nuevas circunstancias de hecho, no existentes o no conocidas al momento de la autorización, establecidas en el marco legal aplicable.  

c) Cuando se incumplan los plazos de los requisitos que se señalan en la resolución condicionada del trámite.

d) Cuando en el caso de las sucursales de bancos extranjeros se presenten alguna de las siguientes situaciones:

i. El banco extranjero cese sus operaciones. 

ii. La plaza extranjera donde se ubica su casa matriz deje de ser una plaza extranjera aceptada, según lo dispuesto en este Reglamento.  

iii. No se prorrogue el Memorando de entendimiento o los arreglos formales con el supervisor del banco extranjero dueño de la sucursal bancaria costarricense. 



Previo a la revocación de la autorización, la SUGEF adoptará las medidas prudenciales necesarias para salvaguardar la estabilidad del Sistema Financiero Nacional, el interés de los depositantes, acreedores e inversionistas.



TÍTULO III



FUNCIONAMIENTO DE ENTIDADES SUPERVISADAS



CAPÍTULO ÚNICO



FUNCIONAMIENTO



Artículo 46.  Adquisición de acciones por parte de la misma entidad



Cuando por cualquier motivo, un intermediario financiero adquiera sus propias acciones o cuotas, deberá venderlas en el plazo de un año a partir de la fecha de adquisición. Transcurrido este plazo sin la venta correspondiente, la entidad supervisada debe solicitar a la SUGEF la disminución de su capital social proporcionalmente a los títulos que posea en esas condiciones. Mientras las acciones o cuotas se mantengan en tesorería, la porción del capital social que representen será considerada una disminución de capital para efectos prudenciales. 



Artículo 47.  Determinación de la participación en el capital social 



La participación en el capital social de una entidad supervisada se determina como la suma de los siguientes porcentajes: 



a) El porcentaje de participación directa que tenga la persona física o jurídica en el capital social de la entidad supervisada. 

b) El porcentaje de participación indirecta que tenga la persona física en el capital social de la entidad supervisada, a través de personas físicas, con participación directa o indirecta en el capital social de la entidad supervisada, con las que tenga relación de parentesco con el cónyuge y los ascendientes y descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. 

c) El porcentaje de participación indirecta que tenga la persona física o jurídica en el capital social de la entidad supervisada, a través de personas jurídicas, calculado como la multiplicación de los porcentajes de participación a lo largo de la línea de propiedad. 

d) El porcentaje de participación indirecta que tenga la persona física o jurídica, en el capital social de la entidad supervisada, a través de:

i. Fideicomisos en calidad de fideicomisario u otras figuras o vehículos de similar naturaleza. 

ii. Fundaciones en calidad de beneficiario.

iii. Custodios.

iv. Fondos de inversión.

v. Cualquier otra figura a través de las cuales se pueda mantener la titularidad del capital.



Artículo 48.  Determinación del capital social 



Se entiende por capital social a las acciones comunes, las acciones preferentes y cualquier otro título representativo del capital social. 

En el caso de valores que den derecho a la suscripción o adquisición de acciones o valores convertibles en acciones, para los efectos de determinar las participaciones en el capital social, se tomará el capital teórico al que potencialmente den derecho tales valores; restándose del cómputo aquellos valores que den derecho a la adquisición o suscripción de acciones ya existentes.



[bookmark: _Hlk150757387]Artículo 49.  Actualización de información de socios 



La entidad supervisada debe mantener actualizada ante la Sugef el nombre completo, el número de identificación y el porcentaje de participación de todos sus socios directos e indirectos hasta el nivel de persona física y de sus socios persona jurídica hasta el nivel de la persona física que mantiene la titularidad de las acciones de esa persona jurídica. Adicionalmente debe comunicar a la SUGEF los cambios registrados en la información de socios respecto al último periodo reportado. Lo dispuesto en este párrafo no exime a los adquirientes de los valores ni a la entidad cuyas acciones sean cotizadas en un mercado de valores, de la obligación de realizar las comunicaciones exigidas en los Artículos 34 y 35 de la Ley 7732.



La información a que se refiere el párrafo anterior debe remitirse con fecha de corte al último día del mes en que se dio el cambio, a más tardar el decimosexto día hábil del mes siguiente. 



La entidad supervisada debe conformar un expediente con la información referida en este artículo para cada uno de los socios, que sea congruente con la información detallada en la Sección B. INFORMACIÓN SOBRE LA ESTRUCTURA DE PROPIEDAD del apartado II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE CONSTITUCIÓN DE UN NUEVO INTERMEDIARIO FINANCIERO del Anexo 1 de este Reglamento, y deberá mantenerlo a disposición de la SUGEF para cuando le sea requerido. 



En el caso de cambios en el porcentaje de participación que representarán participaciones significativas o de control efectivo, estarán sujetas a la autorización previa dispuesta en el Artículo 14. Actos sujetos a autorización, de este Reglamento.



La entidad supervisada debe notificar a la Sugef tan pronto como tengan conocimiento de cualquier información que pueda afectar negativamente la valoración de los criterios indicados en el artículo 33. Criterios para valorar la idoneidad de los socios y estructura de propiedad, de este Reglamento.



[bookmark: _Hlk150785132]Artículo 50. Actualización de la información de miembros del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos 



Es responsabilidad de la entidad supervisada velar porque la idoneidad de sus miembros del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos actuales, como la de los nuevos miembros, se mantenga durante el tiempo que estos permanezcan como tales. 



La entidad supervisada debe establecer mecanismos que le permitan la actualización de la información de sus miembros del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos, requerida en este Reglamento y sus anexos, y mantenerla a disposición de la Sugef.



Dentro de la información que debe ser actualizada de cada una de las personas a las que se refiere este artículo se encuentra la información financiera requerida en el Anexo 1, Sección II, Apartado D.  MIEMBROS DEL ÓRGANO DE DIRECCIÓN, ALTA GERENCIA Y ÓRGANOS DE CONTROL INCLUYENDO FISCALÍAS O SUS HOMÓLOGOS.



Artículo 51.  Otra información de la entidad



Las entidades supervisadas deben enviar la información financiera, contable, sobre gobierno corporativo y administración en las fechas y periodicidades que defina la Sugef.



Adicionalmente, la entidad supervisada debe remitir a la Sugef la siguiente información:

 

a) Declaración aprobada por el Órgano de Dirección de la entidad supervisada, en el que se pronuncie sobre la(s) persona(s) que en el momento de la declaración ejerce(n) el control efectivo de la entidad supervisada y en el que se muestre lo siguiente:



i. Descripción de los socios con participación significativa en el capital social de la entidad supervisada.

ii. Descripción de la(s) persona(s) que mantiene(n) el control efectivo de la entidad supervisada (nombre y calidades) y si mantiene o no participación en el capital de la entidad supervisada. 



La entidad supervisada es responsable de actualizar la información relacionada con la declaración mencionada en este inciso a) y comunicar a la Sugef cuando se presenten cambios.



b) En el caso de entidades domiciliadas en el exterior, propietarias de una sucursal bancaria domiciliada en Costa Rica, una certificación extendida por el supervisor del domicilio de la entidad en la que indique si la entidad extranjera ha sido sancionada durante los últimos doce meses por incumplimiento de las regulaciones aplicables. Esta información debe presentarse dentro de los tres meses siguientes a la finalización de cada ejercicio económico y debe contar con la certificación consular correspondiente. Cuando el documento haya sido redactado en un idioma diferente del español, debe adjuntarse una traducción realizada por un traductor oficial.



c) Cualquier hecho relevante relacionado con el debido cumplimiento de las disposiciones establecidas por el supervisor del país de domicilio legal del banco o entidad financiera del exterior, así como cualquier situación que afecte la vigencia de la respectiva licencia de operación ante este, de acuerdo con las facultades de divulgación de información que la legislación de la plaza extranjera establezca. Esta información debe presentarse dentro de los tres días siguientes al conocimiento del hecho. 



d) Las modificaciones a los estatutos de las entidades, que no se encuentren sujetas a la autorización previa de Sugef, deberán ser comunicadas a la Sugef en un plazo de cinco días hábiles posteriores a la aprobación por parte de la Asamblea de Accionistas o la instancia que corresponda, según la naturaleza legal de la entidad. En el caso de las sucursales de bancos extranjeros, el plazo indicado se computará a partir de la aprobación de cualquier modificación a la escritura de constitución de la sucursal por parte del Órgano de Dirección del banco extranjero.



TÍTULO IV



DISPOSICIONES TRANSITORIAS, DEROGATORIAS, FINALES, Y TRANSITORIAS Y ADICIONALES



CAPÍTULO ÚNICO



DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Disposición transitoria primera. Solicitudes pendientes de autorización



Las solicitudes de autorización que a la entrada en vigor de este Reglamento se encuentren pendientes de resolución se tramitarán de acuerdo con la normativa que se encontraba vigente en la fecha en que fueron presentadas. 



Disposición transitoria segunda. Actualización de información de socios



Dentro del plazo de 6 meses contados a partir de la entrada en vigor de este Reglamento, las entidades supervisadas deberán actualizar la información sobre todos los socios, directos e indirectos que figuran en su estructura de propiedad de acuerdo con el artículo 49 de este Reglamento. Además, deberán tener a disposición de la SUGEF el expediente correspondiente.



DISPOSICIONES DEROGATORIAS



Disposición derogatoria única. Derogatoria de reglamento vigente.



Se deroga la siguiente norma: 



“Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la SUGEF”, Acuerdo SUGEF 8-08”.



DISPOSICIONES FINALES



Disposición final primera. Referencias del reglamento vigente en Normativa aprobada



A partir de la entrada en vigor del presente Reglamento, toda referencia, establecida en toda la normativa aprobada por el Conassif, donde mencionen expresiones como Acuerdo Sugef 8-08, o “Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros”, u otras similares; deben entenderse que se refieren al presente reglamento. Se faculta para que lo antes mencionado produzca las modificaciones correspondientes en la normativa respectiva aprobada por el Conassif. 

Disposición final segunda. VIGENCIA



Este Reglamento rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.



ANEXO 1



Autorización de la constitución y el inicio de actividades



BANCOS PRIVADOS, EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS Y SUCURSALES DE BANCOS EXTRANJEROS



Documentación requerida para la autorización de la constitución y el inicio de actividades de intermediación financiera en atención al inciso a) del artículo 14 de este Reglamento. En lo que sea aplicable, estos requisitos deben observarse para el caso de nuevos bancos cooperativos y solidaristas, así como para las sucursales de bancos extranjeros domiciliadas en Costa Rica.



I. BASE LEGAL



A. CÓDIGO DE COMERCIO DE COSTA RICA 



En materia de constitución y organización: Capítulos tercero y sétimo del Título I, Libro I. 



B. BANCOS PRIVADOS Y COOPERATIVOS (LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL, LEY 1644). 



1. En materia de constitución: artículos 141, 142, 143 y 185. 

2. En materia de denominación: artículo 7.  

3. En materia de órganos de dirección: artículos 144, 145 y 146. 

4. En materia de estatutos: artículo 147. 

5. En materia de administración: artículo 148.  

6. En materia de organización interna: artículo 149. 

7. En materia de capital mínimo: artículo 151. 



C. EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS (LEY REGULADORA DE EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, LEY 5044) 



1. En materia de constitución: artículos 1, 5 y 6. 

2. En materia de denominación: artículo 3. 

3. En materia de capital mínimo: artículo 3. 



D. REGLAMENTO A LA LEY REGULADORA DE EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS



En materia de constitución y funcionamiento: Capítulo II -Autorización y condiciones para funcionar.



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE CONSTITUCIÓN DE UN NUEVO INTERMEDIARIO FINANCIERO



A. INFORMACIÓN GENERAL



1. Solicitud de autorización para constituir el nuevo intermediario financiero, firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe indicar el nombre propuesto para la entidad y debe señalar un medio cierto y existente para notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.



Asimismo, debe indicarse si el intermediario financiero costarricense estará sujeto a supervisión consolidada por alguna autoridad de supervisión extranjera. 

 

2. Cuando el solicitante actúe en nombre de una persona física o jurídica, además deberá aportar certificación del poder otorgado ante notario público o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses, en la que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal del solicitante.  



3. Copia del proyecto de escritura pública de constitución de la persona jurídica o de otras estructuras jurídicas.



4. En caso de personas jurídicas o de otras estructuras jurídicas ya constituidas que desean realizar actividades de intermediación financiera, además de los requisitos anteriores, deben presentar certificación notarial del acuerdo de la Asamblea de Socios o Asociados, o de cualquier órgano equivalente en sus funciones, en la que conste la aprobación en firme del acto sujeto a autorización.



B. INFORMACIÓN SOBRE LA ESTRUCTURA DE PROPIEDAD



1. Información sobre socios personas físicas



Lista con detalle del nombre completo, número de identificación, nacionalidad e indicación del domicilio cierto y exacto de los socios directos e indirectos, hasta el nivel de personas físicas. Para cada uno de ellos, debe aportarse los requisitos siguientes:



a) Declaración jurada protocolizada según el anexo 14. Declaración jurada de socios del presente Reglamento. 

b) Certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente o documento homólogo del país de nacimiento y del(los) país(es) en el (los) cual (es) posea nacionalidad. Asimismo, certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente del país en el cual resida, lo anterior, de conformidad con los requisitos legales de permanencia del país emisor. Para estos efectos, se requerirá demostrar la legalidad de la permanencia en el país mediante copia fotostática certificada del documento migratorio que acredite la permanencia legal en el país de residencia. 

Adicionalmente, en caso de ser documentos obtenidos en el extranjero, estos últimos deberán ser autenticados o apostillados según corresponda y, en caso de no constar en idioma español, deberán ser acompañados de la debida traducción.

c) Estado patrimonial de la persona física, incluyendo un desglose de su activo y pasivo, emitido dentro de los tres meses anteriores a la fecha de presentación de la solicitud, firmado por el interesado y certificado por un contador público autorizado o profesional equivalente en el país donde éste sea expedido. 

d) Testimonio notarial de la declaración jurada rendida en escritura pública sobre el origen de los fondos del aporte realizado, en la que especifique si ha recurrido a financiamiento, en cuyo caso, debe indicar el nombre de la entidad acreedora, el monto y las condiciones del financiamiento.



2. Información sobre socios personas jurídicas



Lista con detalle del nombre completo, número de cédula jurídica o su equivalente y domicilio legal de los socios personas jurídicas. Para cada uno de ellos, debe aportarse los siguientes requisitos: 



a) Certificación emitida por notario público con base en los asientos del libro de registro de socios legalizado, que contenga el nombre completo de los accionistas de la persona jurídica, hasta el nivel de persona física, independientemente de que las acciones sean mantenidas a través de mandatarios, custodios u otras figuras jurídicas por medio de las cuales se pueda mantener la titularidad del capital, incluida la propiedad fiduciaria. La certificación debe indicar para cada socio (persona física): nacionalidad, indicación de domicilio cierto y exacto, el número de cédula de identidad, DIMEX o pasaporte, calidades y su porcentaje de participación en el capital social. Además, si estas personas físicas figuran en la estructura de propiedad con una participación significativa, estos deben presentar los documentos dispuestos en la sección 1. Información sobre socios personas físicas, de este apartado B. Información sobre la estructura de propiedad.

b) Lista con el nombre completo, nacionalidad e indicación de domicilio cierto y exacto de cada uno de los miembros del Órgano de Dirección y la Alta Gerencia de la persona jurídica. 

c) Certificación de personería jurídica emitida por el registro respectivo o su homólogo extranjero, con una antigüedad no mayor a tres meses. 



d) Certificación extendida por un contador público autorizado sobre el monto del capital social suscrito y pagado y el número de acciones de la persona jurídica, emitido dentro de los tres meses anteriores a la fecha de presentación de la solicitud.

e) Certificación notarial del pacto social completo, inscrito y vigente.

f) Estados financieros auditados completos de la persona jurídica, elaborados con base en las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) o US GAAP, para el ejercicio económico inmediato anterior a la fecha en que se presenta la solicitud. Los estados financieros deben estar auditados por un contador público autorizado o profesional equivalente en el país donde sean expedidos. 

g) Testimonio notarial de la declaración jurada rendida en escritura pública de todos los socios persona física, según el anexo 14 Declaración jurada socios del presente Reglamento.



C. PROYECTO DE NEGOCIO 



Informe del proyecto de negocio que debe contener la siguiente información:



1. Propuesta de negocio



a) Antecedentes del proyecto y motivación para la realización de actividades de intermediación financiera en territorio costarricense. 

b) Descripción de los productos y servicios financieros que la entidad proyecta ofrecer. 

c) Descripción de los factores críticos para el éxito del proyecto. 

d) Descripción de las fuentes de financiamiento. 

e) Caracterización del mercado objetivo. 

f) Análisis de las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas. 

g) Indicación de las cuotas de mercado actuales y estimadas, para por lo menos tres años, de los principales productos y servicios financieros que la entidad pretende ofrecer.

 

2. Sistemas de información, control interno y gestión 



a) Descripción de los sistemas de información para administrar y controlar los riesgos del negocio, incluyendo entre otros los sistemas contables y los sistemas para la prevención de riesgos por LC/FT/FPADM. 

b) Fortalezas y debilidades de los sistemas de control interno y de información gerencial. 



3. Información financiera y análisis de riesgos



a) Estados financieros auditados individuales del período económico inmediato anterior para el caso de entidades que se encuentran en operación.

b) Estados financieros proyectados que incluyan el estado de situación financiera y el estado de resultados integral para los primeros tres años de operación. Deben identificarse y justificarse los principales supuestos utilizados, así como las principales categorías de activos. 

c) Estados financieros consolidados auditados del grupo financiero, del último periodo económico. 

d) Proyecciones financieras anuales de las actividades de la entidad para los primeros tres años de operación, de manera trimestral para el primer año y anual para los siguientes dos años de operación y estimación del plazo para alcanzar el punto de equilibrio e indicación de fuentes de financiamiento. 

e) Cálculo y análisis de indicadores financieros proyectados y suficiencia patrimonial para los primeros 12 meses. Los indicadores utilizados para fundamentar la propuesta de negocio con razones específicas serán determinados por el solicitante.

f) Identificación y análisis de los principales riesgos, por ejemplo: mercado, crédito, tasa de interés, cambiario, imagen, liquidez, reputación, concentración aplicando escenarios de sensibilización a las proyecciones financieras. 

g) Descripción de manera detallada del proceso de administración de riesgos en la entidad.



4. Organización, gobernabilidad y sistemas de administración y control

 

a) Copia del proyecto del pacto social. 

b) Organigrama que identifique los niveles gerenciales y mandos medios, las dependencias de apoyo al Órgano de Dirección y a la Alta Gerencia o sus homólogos (por ejemplo: Auditoría Interna, Unidad de Riesgos, Unidad de Cumplimiento) e indicación de los comités permanentes (por ejemplo: Auditoría Interna, Tecnología de Información y Cumplimiento). 

c) Proyecto de políticas y procedimientos que serán aplicables a las actividades que desarrollará la entidad según su proyecto de negocio, incluyendo el marco de administración integral de riesgos que sería aplicable a dichas actividades.  

d) Detalle de características de la plataforma tecnológica y planes de continuidad de negocio de la entidad. 



5. Actividades a tercerizar



Descripción de actividades a tercerizar con detalle de los servicios a ser ofrecidos e indicación del nombre del proveedor, sus calidades y domicilio legal de terceros involucrados. Así como descripción de las actividades de control que se ejercerán sobre las funciones propuestas a tercerizar.



D. MIEMBROS DEL ÓRGANO DE DIRECCIÓN, ALTA GERENCIA Y ÓRGANOS DE CONTROL INCLUYENDO FISCALÍAS O SUS HOMÓLOGOS



Lista con detalle del nombre completo, tipo y número de identificación, nacionalidad e indicación de domicilio cierto y exacto de cada uno de los miembros del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos, así como, los miembros de unidades o funciones de Auditoría Interna, Oficialía de Cumplimiento, Gestión de Riesgos y Cumplimiento Normativo. Para cada uno de ellos, debe aportarse la siguiente información:



1. Testimonio notarial de declaración jurada rendida en escritura pública según el anexo 15 del presente Reglamento. 



2. Certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente o documento homólogo del país de nacimiento y del (los) país (es) en el (los) cual (es) posea nacionalidad. Asimismo, certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente del país en el cual resida, lo anterior, de conformidad con los requisitos legales de permanencia del país emisor. Para estos efectos, se requerirá demostrar la legalidad de la permanencia en el país mediante copia fotostática certificada del documento migratorio que acredite la permanencia legal en el país de residencia.

Adicionalmente, en caso de ser documentos obtenidos en el extranjero, estos últimos deberán ser autenticados o apostillados según corresponda y, en caso de no constar en idioma español, deberán ser acompañados de la debida traducción.



E. OTRA INFORMACIÓN DE ENTIDADES DOMICILIADAS EN EL EXTERIOR



Además de la información detallada anteriormente que le sea aplicable, las entidades domiciliadas en el exterior deben presentar lo siguiente:



1. Resolución u otra comunicación similar del órgano supervisor de la casa matriz del exterior, indicando si existe o no objeción para la solicitud (en caso afirmativo debe detallarse las razones que justifican la objeción). 

2. Certificación extendida por el registro correspondiente del domicilio social de la casa matriz en la que conste su existencia, o documento homólogo de la jurisdicción de origen o donde se encuentre domiciliada. 

3. Certificación notarial del acuerdo tomado por la Asamblea de Accionistas de la casa matriz domiciliada en el exterior en la que se comprometen a no realizar operaciones que violen el ordenamiento jurídico costarricense. Esta documentación debe presentarse consularizada o apostillada.



F. PLAN DE INICIO DE ACTIVIDADES

 

1. Indicación de las principales actividades a realizar para la puesta en marcha de la entidad supervisada. 

2. Plan de inversiones en propiedad, edificaciones, equipos y aplicaciones informáticas. 

3. Acuerdo de Asamblea de Accionistas de la entidad supervisada o de la casa matriz en el caso de la sucursal del banco extranjero, en la que se faculta a la SUGEF el acceso total e irrestricto de la información que esta requiera y que se encuentre en registros, base de datos y otros mecanismos de almacenamiento de información por parte de terceros que proveen servicios de tercerización.



III. REQUISITOS PARA EL INICIO DE ACTIVIDADES DE INTERMEDIACIÓN FINANCIERA



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Solicitud de autorización para iniciar actividades, firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe adjuntar el informe sobre las condiciones de seguridad física y sobre la Tecnología de Información, detallado en el numeral B. siguiente y requerir al supervisor la verificación de estas condiciones.



2. Copia de la publicación del edicto.



B. INFORME SOBRE SEGURIDAD FÍSICA Y DE LA TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN 

Este informe debe referirse al cumplimiento de las siguientes condiciones: 



1. Seguridad Física



a) Medidas para regular el acceso de empleados y público en general a las instalaciones. 

b) Personal de seguridad permanente. 

c) Sistema de cámaras de video ubicadas en lugares estratégicos.

d) Sistema de vigilancia electrónico que mantenga respaldo de lo filmado durante los últimos 30 días.  

e) Bóvedas resistentes al fuego y a herramientas especiales. 



2. Seguridad de la Tecnología de Información



a) Las políticas y procedimientos permiten identificar, autenticar y autorizar el acceso a los sistemas de información, sistemas operativos y bases de datos, así como, dar seguimiento a las transacciones que se ejecutan en los sistemas de información, bases de datos y sistemas operativos. 

b) Los sistemas de seguridad cubren los puntos con acceso a redes públicas de datos y permitan restringir el tráfico hacia dentro y fuera de la red institucional. 

c) Los centros de cómputo cuentan con las condiciones ambientales y de comunicaciones que proporcionen un ambiente físico apropiadas para su funcionamiento y protección de los recursos materiales y del personal contra peligros naturales o fallas humanas. 

d) El plan de contingencia garantiza la recuperación de información relevante y la continuidad en la prestación de los servicios. 



C. REGISTRO ANTE LA SUGEF

 

1. Certificación de personería jurídica de la entidad supervisada con una antigüedad no mayor a tres meses. 

2. Certificación notarial del pacto social completo inscrito y vigente. 

3. Copia de los comprobantes de depósito realizados en el Banco Central de Costa Rica del capital mínimo de funcionamiento. En el caso de personas jurídicas o de otras estructuras jurídicas ya constituidas que cuentan con una base de capital, el depósito en el Banco Central de Costa Rica corresponde al monto necesario para alcanzar el capital mínimo de funcionamiento. 



ANEXO 2



Autorización de la constitución y el inicio de actividades



ORGANIZACIONES COOPERATIVAS DE AHORRO Y CRÉDITO Y 

MUTUALES DE AHORRO Y PRÉSTAMO



Documentación requerida para la autorización de la constitución y el inicio de actividades, en atención al inciso a) del artículo 14 de este Reglamento. En lo que sea aplicable, estos requisitos deben observarse para el caso de nuevos bancos cooperativos.



I. BASE LEGAL 



A. LEY DE ASOCIACIONES COOPERATIVAS Y CREACIÓN DEL INSTITUTO DE FOMENTO COOPERATIVO, LEY 4179 



1. En materia de constitución y organización: artículos 2 y 29. 

2. En materia de denominación: artículo 7. 



B. LEY REGULADORA DE LA ACTIVIDAD DE INTERMEDIACIÓN FINANCIERA DE LAS ORGANIZACIONES COOPERATIVAS, LEY 7391 



1. En materia de constitución: artículos 29, 31 y 32. 

2. En materia de autorización: artículos 8 y 43.  

3. En materia de inicio de operaciones: artículo 9. 

4. En materia de inscripción: artículo 9. 



C. LEY DEL SISTEMA FINANCIERO NACIONAL PARA LA VIVIENDA Y CREACIÓN DEL BANCO HIPOTECARIO DE LA VIVIENDA, LEY 7052



1. En materia de constitución de mutuales: artículos 74 al 78. 

2. En materia de organización interna de mutuales: artículos 74 y 83 a 88. 

3. En materia de denominación: artículo 169. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE CONSTITUCIÓN DE UN NUEVO INTERMEDIARIO FINANCIERO



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. En el caso de Asociaciones Mutualistas, autorización emitida por el Banco Hipotecario de la Vivienda según el artículo 74 de la Ley de Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. 



2. Solicitud de autorización para constituir un nuevo intermediario financiero, firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe indicar el nombre propuesto para la entidad, y debe señalar un medio cierto y existente para notificaciones.  En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.  



3. Cuando el solicitante actúe en nombre de una persona física o jurídica, además deberá aportar certificación del poder otorgado ante notario público o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses, en la que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal del solicitante.  



4. Copia del proyecto de escritura pública de constitución de la entidad.  



5. En caso de entidades ya constituidas que desean realizar actividades de intermediación financiera, además de los requisitos anteriores, deben presentar certificación notarial del acuerdo de la Asamblea de Socios o Asociados, o de cualquier órgano equivalente en sus funciones, en las que conste la aprobación en firme del acto sujeto a autorización. 



6. Las Cooperativas de Ahorro y Crédito deben aportar certificación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo sobre la existencia del veinticinco por ciento del patrimonio social suscrito por los asociados. 



7. Copia de la documentación exigida por el Banco Hipotecario de la Vivienda en relación con los trámites. de constitución e inscripción para las Mutuales de Ahorro y Préstamo. 



B. PROYECTO DE NEGOCIO 



Para el caso de las Asociaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito y de las Asociaciones Mutualistas, sin detrimento de la información que requiera el Ministerio de Trabajo o el Banco Hipotecario de la Vivienda en el estudio de viabilidad y posibilidades económicas de la cooperativa o la mutual, para efectos de la Sugef, dicho estudio debe referirse a los siguientes aspectos sobre el proyecto de negocio. 



Informe del proyecto de negocio que debe contener la siguiente información:

 

1. Propuesta de negocio

 

a) Antecedentes del proyecto y motivación para la realización de actividades de intermediación financiera en territorio costarricense. 

b) Descripción de los productos y servicios financieros que la entidad proyecta ofrecer. 

c) Descripción de los factores críticos para el éxito del proyecto. 

d) Descripción de las fuentes de financiamiento. 

e) Caracterización del mercado objetivo. 

f) Análisis de las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas. 

g) Indicación de las cuotas de mercado actuales y estimadas, para por lo menos tres años, para los principales productos y servicios financieros que pretende ofrecer la entidad.

2. Sistemas de información, control interno y gestión

 

a) Descripción de los sistemas de información para administrar y controlar los riesgos del negocio, incluyendo entre otros los sistemas contables y los sistemas para la prevención de riesgos por LC/FT/FPADM. 

b) Fortalezas y debilidades de los sistemas de control interno y de información gerencial. 



3. Información financiera y análisis de riesgos

 

a) Estados financieros auditados individuales del período económico inmediato anterior, para el caso de entidades que se encuentran en operación.

b) Estados financieros proyectados que incluyan el estado de situación financiera y el estado de resultados integral para los primeros tres años de operación. Deben identificarse y justificarse los principales supuestos utilizados, así como las principales categorías de activos. 

c) Estados financieros consolidados auditados del grupo financiero, del último periodo económico. 

d) Proyecciones financieras anuales de las actividades de la entidad para los primeros tres años de operación, de manera trimestral para el primer año y anual para los siguientes dos años de operación y estimación del plazo para alcanzar el punto de equilibrio e indicación de fuentes de financiamiento. 

e) Cálculo y análisis de indicadores financieros proyectados y suficiencia patrimonial para los primeros 12 meses. Los indicadores utilizados para fundamentar la propuesta de negocio con razones específicas serán determinados por el solicitante.

f) Identificación y análisis de los principales riesgos, por ejemplo: mercado, crédito, tasa de interés, cambiario, imagen, liquidez, reputación, concentración aplicando escenarios de sensibilización a las proyecciones financieras. 

g) Descripción de manera detallada del proceso de administración de riesgos en la entidad.



4. Organización, gobernabilidad y sistemas de administración y control 



a) Copia del proyecto de del pacto social

b) Organigrama que identifique los niveles gerenciales y mandos medios, las dependencias de apoyo al Órgano de Dirección y Alta Gerencia o sus homólogos (por ejemplo: Auditoría Interna, Unidad de Riesgos, Unidad de Cumplimiento) e indicación de los comités permanentes (por ejemplo: Auditoría Interna, Tecnología de Información y Cumplimiento). 

c) Proyecto de políticas y procedimientos que serán aplicables a las actividades que desarrollará la entidad Según su proyecto de negocio, incluyendo el marco de administración integral de riesgos que sería aplicable a dichas actividades. 

d) Detalle de características de la plataforma tecnológica y planes de continuidad de negocio de la entidad. 



5. Actividades a tercerizar 



Descripción de actividades a tercerizar con detalle de los servicios a ser ofrecidos e indicación del nombre del proveedor, sus calidades y domicilio legal de terceros involucrados. Así como descripción de las actividades de control que se ejercerán sobre las funciones propuestas a tercerizar.



C. ÓRGANO DE DIRECCIÓN, ALTA GERENCIA Y ÓRGANOS DE CONTROL INCLUYENDO FISCALÍAS O SUS HOMÓLOGOS.



1. Lista con el detalle del nombre completo, tipo y número de identificación, nacionalidad e indicación de domicilio cierto y exacto de cada uno de los miembros del Órgano de Dirección, la Alta Gerencia y los Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos, los miembros de unidades o funciones de, Auditoría Interna, Oficialía de Cumplimiento, Gestión de Riesgos y Cumplimiento Normativo. Para cada uno de ellos, debe aportarse la siguiente información: 

2. Testimonio notarial de declaración jurada según el anexo 15 del presente Reglamento. 

3. Certificación de antecedentes penales, emitido por el organismo público competente o documento homólogo del país de nacimiento y del (los) país (es) en el (los) cual (es) posea nacionalidad. Asimismo, certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente del país en el cual resida, lo anterior, de conformidad con los requisitos legales de permanencia del país emisor. Para estos efectos se requiere demostrar la legalidad de su permanencia en ese país mediante copia fotostática certificada del documento migratorio que acredite la permanencia legal en el país de residencia.



Adicionalmente, en caso de ser documentos obtenidos en el extranjero, estos últimos deberán ser autenticados o apostillados según corresponda y, en caso de no constar en idioma español deberán ser acompañados de la debida traducción.



D. PLAN DE INICIO DE ACTIVIDADES 



1. Indicación de las principales actividades a realizar para la puesta en marcha de la entidad supervisada. 

2. Plan de inversiones en propiedad, edificaciones, equipos y aplicaciones informáticas. 

3. Acuerdo de Asamblea de Asociados en la que se faculta a la SUGEF el acceso total e irrestricto de la información que esta requiera y que se encuentre en registros, base de datos y otros mecanismos de almacenamiento de información custodiada o almacenada por terceros que proveen servicios de tercerización.



III. REQUISITOS PARA EL INICIO DE ACTIVIDADES DE INTERMEDIACIÓN FINANCIERA



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Solicitud de autorización para iniciar actividades y la verificación de las condiciones de seguridad física y sobre la Tecnología de Información. La solicitud debe ser firmada, por el Representante o Apoderado Legal de la entidad.  La solicitud debe adjuntar el informe sobre las condiciones de seguridad física y sobre la Tecnología de Información detallado en el numeral B. siguiente, y requerir al supervisor la verificación de esas condiciones. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada.

2. Copia certificada por notario público en la que conste la autorización del BANVHI o del Ministerio de Trabajo según corresponda a una mutual o a una cooperativa de ahorro y crédito. 

3. Copia de la publicación del edicto. 



B. INFORME SOBRE SEGURIDAD FÍSICA Y DE LA TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN 



Este informe debe referirse al cumplimiento de las siguientes condiciones: 



1. Seguridad Física 



a) Medidas para regular el acceso de empleados y público en general a las instalaciones. 

b) Personal de seguridad permanente. 

c) Sistema de cámaras de video ubicadas en lugares estratégicos. 

d) Sistema de vigilancia electrónico que mantenga respaldo de lo filmado durante los últimos 30 días.  

e) Bóvedas resistentes al fuego y a herramientas especiales. 



2. Seguridad de la Tecnología de Información



a) Las políticas y procedimientos permiten identificar, autenticar y autorizar el acceso a los sistemas de información, sistemas operativos y bases de datos, así como, dar seguimiento a las transacciones que se ejecutan en los sistemas de información, bases de datos y sistemas operativos. 

b) Los sistemas de seguridad cubren los puntos con acceso a redes públicas de datos y permitan restringir el tráfico hacia dentro y fuera de la red institucional. 

c) Los centros de cómputo cuentan con las condiciones ambientales y de comunicaciones que proporcionen un ambiente físico apropiado para su funcionamiento y protección de los recursos materiales y del personal contra peligros naturales o fallas humanas. 

d) El plan de contingencia garantiza la recuperación de información relevante y la continuidad en la prestación de los servicios. 



C. REGISTRO ANTE LA SUGEF 



1. Certificación de personería jurídica de la entidad supervisada con una antigüedad no mayor a tres meses de emitida. 

2. Certificación notarial del pacto social completo inscrito y vigente.



ANEXO 3



Autorización de la fusión de intermediarios financieros



BANCOS PRIVADOS, EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, COOPERATIVAS DE AHORRO Y CRÉDITO, MUTUALES DE AHORRO Y PRÉSTAMO



Documentación requerida para la autorización de la fusión de intermediarios financieros, en atención al inciso c) del artículo 14 de este Reglamento. 



I. BASE LEGAL 



A. CÓDIGO DE COMERCIO 



Capítulo décimo -De la fusión y transformación- del Título I, del Libro I. 



B. BANCOS PRIVADOS (LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL, LEY 1644) 



1. En materia de constitución: artículo 141. 

2. En materia de Juntas Directivas: artículo 143. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE FUSIÓN DE INTERMEDIARIOS FINANCIEROS 



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Solicitud de autorización para fusionar intermediarios financieros, firmada por los Representantes o Apoderados Legales de las empresas de que se trate. Las firmas deben estar autenticadas por un notario público o firmadas mediante firma digital certificada. La solicitud debe indicar el nombre (razón social) propuesto para la entidad supervisada resultante, el tipo de fusión y la entidad supervisada prevaleciente en dicho proceso de fusión, debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.  



Cuando corresponda, se debe solicitar la cancelación de la autorización para operar como intermediario financiero, indicar expresamente el nombre de la(s) entidad (es) que cesa(n) sus actividades financieras y sociales, así como la exclusión de los libros de registro de la SUGEF para aquella(s) entidad(es) supervisada(s) que corresponda.  



2. Certificación notarial del poder otorgado a los Representantes o Apoderados Legales o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses, en la que se acredite la capacidad de actuar de cada Representante o Apoderado. 



3. Copia de la carta de intenciones del proceso de fusión, debidamente aprobada por la Asamblea de Socios o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones de las entidades involucradas en el trámite.



4. Certificación notarial del acuerdo de Asamblea de Socios o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones, según corresponda, en la que conste la aprobación en firme del acto sujeto a autorización, por parte de cada una de las entidades involucradas.  



5. Copia del proyecto de escritura pública de fusión de las entidades. 



6. Copia certificada del extracto de publicación, por una vez en el Diario Oficial La Gaceta. 



7. Copia del último comprobante de pago ante el Banco Central de Costa Rica de las obligaciones derivadas del aporte obligatorio al presupuesto de las Superintendencias, según lo dispuesto en el Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias.



B. PROYECTO DE FUSIÓN  



Informe del proyecto de fusión que debe contener la propuesta de fusión con la siguiente información: 



1. Antecedentes del proyecto y motivación para la realización de la fusión, describiendo, sin limitarse a ello, lo siguiente:



a) La denominación, el domicilio legal, el capital y los datos de inscripción en el Registro respectivo, de las entidades supervisadas que se fusionan.

b) La explicación del proyecto de fusión, sus principales aspectos jurídicos y económicos y los criterios de valorización empleados para la determinación de la relación de canje entre las respectivas acciones o participaciones de las empresas que se fusionan.

c) El procedimiento para el canje de otros títulos valores, diferentes de las acciones o participaciones.

d) El número y clase de las acciones o participaciones que la entidad supervisada prevaleciente debe emitir o entregar y, en su caso, la variación del monto del capital de esta última. 

e) El tipo de fusión.

f) Las particularidades a las que la fusión queda sujeta, que fueran acordadas por la Asamblea de Socios o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones, de las entidades supervisadas involucradas, si procede.

g) Las compensaciones que vayan a otorgarse, cuando corresponda, a los socios en la entidad absorbida o que se disuelve.

Los derechos que vayan a otorgarse en la entidad supervisada resultante o prevaleciente a quienes tengan derechos especiales o a los tenedores de títulos distintos de los representativos de capital o aportaciones.

h) La fecha a partir de la cual los titulares de las nuevas acciones, participaciones o cuotas tendrán derecho a participar en las ganancias sociales y cualesquiera peculiaridades relativas a este derecho.

i) Resumen ejecutivo de los estudios de “diligencia debida” realizados para la fusión. 

j) Descripción de los productos y servicios financieros que la entidad supervisada resultante o prevaleciente proyecta ofrecer. 

k) Descripción de los factores críticos para el éxito del proyecto de fusión. 

l) Descripción de las fuentes de financiamiento de la entidad supervisada resultante o prevaleciente. 

m) Caracterización del mercado objetivo de la entidad supervisada resultante o prevaleciente. 

n) Análisis de las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas. 

o) Descripción de cambios en el modelo de negocio, el apetito de riesgo, y la estrategia de la entidad supervisada. 



2. Sistemas de información, control interno y gestión 



a) Descripción de los sistemas de información para administrar y controlar los riesgos del negocio, incluyendo entre otros los sistemas contables y los sistemas para la prevención de riesgos por LC/FT/FPADM, que se ven afectados por la fusión.

b) Fortalezas y debilidades de los sistemas de control interno y de información gerencial de la entidad supervisada resultante o prevaleciente en el proceso de fusión. 

c)	Descripción de las acciones para asegurar el marco que rige los flujos de información de los sistemas en la entidad supervisada resultante o prevaleciente.



3. Información financiera y análisis de riesgos



a) Estados financieros auditados del período económico inmediato anterior de las entidades supervisadas que participan en el proceso de fusión.

b) Estados financieros proyectados que incluyan el estado de situación financiera y el estado de resultados integral para los primeros tres años de operación de la entidad supervisada resultante o prevaleciente. Deben identificarse y justificarse los principales supuestos utilizados, así como las principales categorías de activos.

c) En caso de que las entidades supervisadas que participan en el proceso de fusión pertenezcan a un conglomerado internacional, estados financieros consolidados auditados del último periodo económico correspondientes al conglomerado internacional al que pertenecerá la entidad supervisada resultante o prevaleciente. 

d) Proyecciones financieras anuales para los primeros tres años de operación de la entidad supervisada resultante o prevaleciente, con el cálculo y análisis de indicadores financieros proyectados y la suficiencia patrimonial. Los indicadores utilizados para fundamentar la propuesta de negocio con razones específicas serán determinados por el solicitante. Las proyecciones financieras detalladas por trimestre, para el primer año de operación de la entidad supervisada resultante o prevaleciente. 

e) Certificación de la calificación de riesgo vigente, otorgada por una agencia de calificación y sus fundamentos, así como la información histórica de las calificaciones otorgadas que permita comprender su comportamiento histórico, en los casos en que las entidades supervisadas se encuentren sometidos a este proceso.  

f) Identificación y análisis de los principales riesgos para la entidad supervisada resultante o prevaleciente, por ejemplo: mercado, crédito, tasa de interés, cambiario, imagen, liquidez, reputación, concentración, aplicando escenarios de sensibilización a las proyecciones financieras. 

g) Informe sobre el impacto esperado en el perfil de riesgo de la entidad supervisada, con indicación de las exposiciones de riesgo que se asumen mediante el proceso de fusión, en cuanto a riesgo de crédito o de contraparte, riesgos de concentración, riesgos de mercado, riesgos de tasas de interés, riesgos cambiarios, riesgos operacionales u otros que considere relevantes.

h) Descripción, de manera detallada, de la forma como el proceso de administración de riesgos de la entidad supervisada resultante o prevaleciente se ajustará para la Gestión de Riesgos de esa entidad supervisada resultante o prevaleciente del proceso de fusión.



4. Organización, gobernabilidad y sistemas de administración y control 



a) Copia del proyecto de estatuto social de la entidad.

b) Organigrama que identifique los niveles gerenciales y mandos medios, las dependencias de apoyo al Órgano de Dirección o su homólogo (por ejemplo: Auditoría Interna, Unidad de Riesgos, Unidad de Cumplimiento) e indicación de los comités permanentes (por ejemplo: Auditoría Interna, Tecnología de Información y Cumplimiento) de la entidad supervisada resultante o prevaleciente, y sus integrantes. 

c) Políticas y procedimientos, previamente aprobados por el Órgano de Dirección de la entidad, de la(s) actividad(es) principal(es) que desarrollará la entidad resultante o prevaleciente del proceso de fusión.

d) Detalle de características de la plataforma tecnológica y planes de continuidad de negocio de la entidad supervisada resultante o prevaleciente que se modifican por el proceso de fusión.



5. Copia certificada de los contratos de tercerización suscritos de las actividades contratadas a terceros, con el detalle de los servicios contratados, nombre del proveedor, calidades y domicilio legal de terceros involucrados.  



6. Informe detallando las ventajas, remuneraciones o derechos que vayan a atribuirse en la entidad supervisada resultante o prevaleciente, a los expertos independientes que hayan de intervenir, en su caso, en el proyecto de fusión, así como a los administradores de las entidades que se fusionan.



7. Cualquier otra información o referencia que los directores o administradores consideren pertinente consignar.



8. Adicionalmente deben presentar copia de los informes legales, económicos o contables contratados, relacionados con el proceso de fusión. 



C. MIEMBROS DEL ÓRGANO DE DIRECCIÓN, ALTA GERENCIA Y ÓRGANOS DE CONTROL INCLYENDO FISCALÍAS O SUS HOMÓLOGOS



Para nuevos miembros del Órgano de Dirección, de la Alta Gerencia y de los Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos que designen en la entidad supervisada resultante o prevaleciente debe aportarse lo siguiente:



1. Lista con el detalle del nombre completo, tipo y número de identificación, nacionalidad y domicilio cierto y exacto de cada uno de los miembros del Órgano de Dirección, Alta Gerencia y Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos, así como, los miembros de unidades o quienes realizan las funciones de Auditoría Interna, Oficialía de Cumplimiento, Gestión de Riesgos y Cumplimiento Normativo. Para cada uno de ellos, debe aportarse la siguiente información:

2. Declaración jurada emitida ante Notario Público, según el anexo 15 del presente Reglamento. 

3. Certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente o documento homólogo del país de nacimiento y del (los) país (es) en el (los) cual (es) posea nacionalidad. Asimismo, certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente del país en el cual resida, lo anterior, de conformidad con los requisitos legales de permanencia del país emisor.  Para estos efectos se requerirá demostrar la legalidad de la permanencia en el país mediante copia fotostática certificada del documento migratorio que acredite la permanencia legal en el país de residencia.



Adicionalmente, en caso de ser documentos obtenidos en el extranjero, estos últimos deberán ser autenticados o apostillados según corresponda y, en caso de no constar en idioma español deberán ser acompañados de la debida traducción.



III. REGISTRO ANTE LA SUGEF



1. Certificación de personería jurídica de la entidad supervisada resultante o prevaleciente. 

2. Copia certificada del estatuto social vigente e inscrito, de la entidad supervisada resultante o prevaleciente, aprobado por la Asamblea de Accionistas, Asociados o del órgano equivalente en sus funciones.

3. Copia certificada de la escritura pública de la fusión inscrita en el registro respectivo.

4. Si la estructura de propiedad de la entidad supervisada resultante o prevaleciente presenta modificaciones producto de la fusión, presentar certificación emitida por notario público con base en los asientos del libro de registro de socios legalizado de la entidad supervisada resultante o prevaleciente, que contenga el detalle completo de todos los socios o asociados, de acuerdo con lo regulado en el apartado B. INFORMACIÓN SOBRE LA ESTRUCTURA DE PROPIEDAD, del anexo 1 del presente Reglamento.

5. Copia de la publicación en el diario oficial “La Gaceta” del extracto de la escritura pública de fusión. 



IV. PLAN OPERATIVO DE INTEGRACIÓN 



Plan de fusión aprobado por los Órganos de Dirección o su homólogo. Este plan debe detallar las acciones que se ejecutarán para lograr la integración plena de las participantes, con indicación de las fechas estimadas para su ejecución. Debe contemplar las siguientes acciones según sean aplicables a la naturaleza de las actividades de la entidad supervisada resultante o prevaleciente: 



1. Divulgación informativa que habrá de practicarse con los acreedores y deudores de las participantes. 

2. En materia de publicidad de productos y servicios financieros debe referirse al uso de marcas y nombres comerciales de las empresas participantes. 

3. Designación del personal en puestos clave en la entidad supervisada resultante o prevaleciente. 

4. Migración de la información de las bases de datos de los sistemas automatizados. 

5. Integración de los sistemas contables e informáticos, así como de los sistemas de información gerencial, de forma que se garantice el envío oportuno de la información requerida por el respectivo supervisor y se incluya el plan de contingencia para la continuidad del negocio. 

6. Eliminación de servicios y prestación de nuevos servicios financieros. 

7. Adquisición y eliminación de activos (edificios, sistemas, equipos, entre otros). 

8. Movimiento físico de documentos. 

9. Cierre y apertura de oficinas. 

10. Elaboración de los asientos contables para el cierre de los saldos de los participantes, según corresponda, a la fecha de la fusión. 

11. Sustitución o revocatoria de los poderes conferidos. 

12. Trámite de disolución de las participantes que corresponda. 

13. Plan de cese de actividades de una participante cuando corresponda. 

14. Plan de cambio de nombre según el anexo 6. Autorización del cambio de denominación o cambio de nombre social, cuando corresponda. 

15. Organigrama definitivo de la entidad supervisada, donde se identifiquen los niveles gerenciales y mandos medios, las dependencias de apoyo al Órgano de Dirección o su homólogo (por ejemplo: Auditoría Interna, Unidad de Riesgos, Unidad de Cumplimiento) y los comités permanentes (por ejemplo: riesgos, Auditoría Interna, Tecnología de Información y Cumplimiento) y sus integrantes. 



ANEXO 4



Autorización de la transformación del objeto social de un intermediario financiero



BANCOS PRIVADOS Y EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS



Documentación requerida para la autorización de la transformación del objeto social de un intermediario financiero, en atención al inciso b) del artículo 14 de este Reglamento.



I. BASE LEGAL 



BANCOS PRIVADOS Y BANCOS CREADOS POR LEYES ESPECIALES (Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, Ley 1644)



En materia de operaciones pasivas: artículo 59. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE TRANSFORMACIÓN DEL OBJETO SOCIAL DE UN INTERMEDIARIO FINANCIERO 



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Solicitud de autorización para transformar el objeto social de un intermediario financiero firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe especificar los motivos para la transformación y debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687. 

2. Certificación notarial del acuerdo de Asamblea de Accionistas o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones en la que se aprueba en firme el cambio en el objeto social del intermediario financiero. 

3. Copia del proyecto de escritura pública relacionada con la solicitud. 



III. REGISTRO ANTE LA SUGEF 



Copia certificada de la escritura pública inscrita en el registro respectivo.  



ANEXO 5



Autorización de variaciones de capital social



BANCOS PRIVADOS, BANCOS PÚBLICOS, EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, Y SUCURSALES DE BANCOS EXTRANJEROS



Documentación requerida para la autorización de variaciones de capital social, en atención al inciso d) del artículo 14 de este Reglamento. Los requisitos de este anexo también les son aplicables a las sucursales de bancos extranjeros domiciliadas en Costa Rica en lo que corresponda a sus variaciones de capital establecido en el artículo 141 bis de la Ley 1644.



I. BASE LEGAL 



A. BANCOS ESTATALES Y BANCOS CREADOS POR LEYES ESPECIALES (LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL, LEY 1644)



En materia de variaciones del capital: artículos 8, 12, y 152. 



B. BANCOS PRIVADOS (LEY ORGANICA DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA, LEY 7558 Y LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL, LEY 1644) 



En materia de variaciones del capital social: artículos 151, 152 y 154 de la Ley 1644 y 141 bis y 141 ter de la Ley 7558.



C. EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS (LEY REGULADORA DE EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, LEY 5044) 



En materia de variaciones de capital social: artículo 3. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE VARIACIÓN DE CAPITAL SOCIAL 



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Solicitud de autorización de aumentos o disminuciones de capital social, firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.

La solicitud debe referirse a los siguientes aspectos: 



En caso de disminuciones de capital social



a) Monto de la disminución. 

b) Motivos de la disminución. 

c) Cálculo y proyección para los primeros tres años sobre el impacto en los estados financieros, aplicando las proyecciones financieras mensuales para los primeros doce meses y semestrales para los siguientes veinticuatro meses. 

d) Cambios en la política de dividendos a raíz de la disminución en el capital social. 

e) Informe sobre el cálculo de la suficiencia patrimonial proyectada para un periodo de doce meses, detallando los componentes del numerador y denominador. 



En caso de incrementos de capital 



a) Monto del aumento. 

b) Motivos del incremento. 

c) Mecanismos de la colocación de las acciones, según corresponda a colocación privada de acciones o colocación de acciones en un mercado de valores organizado. 

d) Forma en que se incrementa el capital, según sea: 



i. Aportes en efectivo. 

ii. Capitalización de utilidades de ejercicios anteriores. 

iii. Capitalización de reservas. 

iv. Capitalización de ajustes por revaluación de propiedades (únicamente para el caso de bancos comerciales del estado, según el artículo 8 de la Ley 1644, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional). 

v. Aportes en instrumentos financieros. 

vi. Aportes en otros activos. 

vii. Capitalización de donaciones. 

viii. Capitalización de obligaciones convertibles en acciones.



e) Características de los instrumentos representativos del incremento de capital y su cumplimiento de lo establecido en este Reglamento. 

f) En el caso de colocación de acciones en un mercado de valores organizado: 



i. Certificación extendida por el órgano regulador del mercado de valores, donde haga constar su aprobación para la emisión del capital social y el monto total de la emisión. 

ii. Copia del prospecto de la emisión, aprobado por el regulador del mercado de valores. 

iii. Certificación extendida por el órgano regulador del mercado de valores, donde haga constar su aprobación para la emisión del capital social y el monto total de la emisión. 

 

2. Certificación notarial o certificación registral de la personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses, en el que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada.

3. Certificación notarial del acuerdo de Asamblea de Socios o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones, en la que conste la aprobación, en firme de la variación de capital. 



4. Certificación notarial con el nombre y el porcentaje de participación de todos los socios con participación directa e indirecta, hasta el nivel de persona física. 



5. Detalle de la conformación del capital social a la fecha de presentación de la solicitud, indicando para cada socio el nombre completo, el número de identificación, el monto del capital antes del aporte, el monto del capital aportado y el número de acciones y el detalle esperado en esta conformación luego de autorizado el aumento en el capital social.



B. INCREMENTO MEDIANTE APORTES EN EFECTIVO 



1. Copia certificada por notario público o contador público autorizado sobre los documentos que demuestren el origen de los fondos del aporte realizado por el socio. 

2. Copia certificada por notario público o contador público autorizado de los comprobantes de recibo de dinero, depósito o transferencia de fondos. 

3. Declaración jurada protocolizada, de cada uno de los socios persona física, en la que se refieran al origen de los fondos aportados al capital social de la empresa. 



C. INCREMENTO MEDIANTE CAPITALIZACIÓN DE UTILIDADES Y RESERVAS 



Informe del Auditor Interno respecto a si existen ajustes pendientes de realizar en los estados financieros auditados de la entidad supervisada de los periodos en los que se generaron esas utilidades y reservas, que incluya los detalles de fondo de los ajustes pendientes.

 

D. INCREMENTO MEDIANTE CAPITALIZACIÓN DE AJUSTES POR REVALUACIÓN DE PROPIEDADES (Únicamente para el caso de bancos comerciales del Estado, según el artículo 8 de la Ley 1644, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional)



1. Estados financieros auditados de la entidad del periodo económico inmediato anterior. 

2. Un detalle del cálculo del superávit realizado, el cual deberá efectuarse de acuerdo con lo que indican las Normas Internacionales de Información Financiera vigentes. 



E. INCREMENTO MEDIANTE APORTE EN PROPIEDADES 



1. Informe de estimación del valor de los bienes inmuebles, preparado por un experto independiente. Los enfoques y métodos de valuación que se utilicen deben satisfacer la definición de valor razonable de las NIIF.

2. Demostración documental de la forma en que se obtuvieron los bienes aportados.



F. INCREMENTO MEDIANTE APORTE EN INSTRUMENTOS FINANCIEROS 



1. Características del instrumento: identificación del emisor, emisión, código ISIN, jurisdicción de registro, mercado con el mayor volumen y nivel de actividad para el instrumento, copia del prospecto de emisión o documento equivalente y descripción del origen de los fondos del instrumento financiero que respalda el aporte de capital.  

2. Documento con identificación del valor de mercado del instrumento estimado según la metodología de un proveedor de precios autorizado por SUGEVAL o información provista por una fuente de información de aceptación general en el mercado donde se adquieran los valores, la cual debe provenir de fuentes ejecutables y con volumen de transacción significativo, a la fecha de presentación de la solicitud. 

3. Documento emitido por la Bolsa Nacional de Valores en el que conste la fecha y el precio de la última transacción del instrumento a la fecha de presentación de la solicitud, para el caso de instrumentos registrados en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios.

4. Calificación de Riesgo del instrumento o del emisor, vigente a la fecha de presentación de la solicitud, emitida bajo criterio internacional, por las agencias calificadoras autorizadas por la Superintendencia General de Valores, para el caso de instrumentos de contenido crediticio registrados en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios. 



G. INCREMENTO MEDIANTE CAPITALIZACIÓN DE DONACIONES 



1. Copia de los documentos que demuestren el origen de los fondos del aporte realizado por el o los donantes. 

2. Copia de comprobantes de recibo de dinero, depósito o transferencia de fondos. Para donaciones con otros tipos de activos, se debe suministrar la otra información requerida en el anexo según el activo de que se trate.

3. Documentación probatoria de que no existe restricción para la capitalización de las donaciones. 



III. REGISTRO ANTE LA SUGEF



1. Copia certificada del pacto social completo, inscrito y vigente.

2. Certificación notarial del asiento del libro de registro de socios legalizado con el nombre y el porcentaje de participación de todos los socios con participación significativa o de control efectivo de la entidad. 



ANEXO 6



Autorización del cambio de denominación o cambio de nombre social



BANCOS PRIVADOS, EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, COOPERATIVAS DE AHORRO Y CRÉDITO, MUTUALES DE AHORRO Y PRÉSTAMO Y SUCURSALES DE BANCOS EXTRANJEROS 



Documentación requerida para la autorización del cambio de nombre, en atención al inciso f) del artículo 14 de este Reglamento. 



I. BASE LEGAL 



A. CÓDIGO DE COMERCIO DE COSTA RICA.



1. En materia de constitución de sociedades: artículos 18 y 19. 

2. En materia de nombre comercial: Libro Primero, Título II, Capítulo IV -Del nombre comercial-. 



B. BANCOS PRIVADOS (LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL, LEY 1644) 



En materia de denominación: artículo 7. 



C. EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS (LEY REGULADORA DE EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, LEY 5044)

 

D. LEY DE MARCAS Y OTROS SIGNOS DISTINTIVOS, LEY 7978



En materia de denominación: artículo 3. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN DEL CAMBIO DE DENOMINACION O DE CAMBIO DE NOMBRE SOCIAL 



A. INFORMACIÓN GENERAL



1. Solicitud de autorización para cambio de denominación o cambio de nombre social firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe especificar las razones que la motivan y el nuevo nombre propuesto para la entidad, así como solicitar expresamente la modificación correspondiente en los libros de registro del supervisor. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.



2. Certificación notarial o certificación registral de la personería jurídica del Representante o Apoderado Legal, con una antigüedad no mayor a tres meses, en el que se acredite la capacidad de actuar del representante o apoderado.  

3. Copia del proyecto de escritura pública para el cambio de denominación social.  



4. Certificación notarial del acta de Asamblea de Socios o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones, en las que conste la aprobación en firme del acto sujeto a autorización. 

5. Plan de cambio de nombre social o denominación social. El plan de cambio debe detallar las acciones en cuanto a la gestión informativa con clientes, acreedores, inversionistas y público en general, y en cuanto a los compromisos sucesorios relacionados con el uso de papelería y publicidad, y debe contemplar las siguientes acciones:

a) Gestión informativa que habrá de practicarse con los clientes y público en general. 

b) Notificación del cambio de nombre social mediante publicación, por una única vez, en el Diario Oficial. La Gaceta y en un periódico de circulación nacional. 

c) Acciones en cuanto al uso de términos reservados por ley. Debe considerar acciones relacionadas con publicidad en curso, sitios de Internet u otras descripciones de negocios. 

d) Inclusión en la papelería, publicidad y otras formas de difusión, de la frase “Antes (Nombre anterior de la entidad)”. El plazo en que debe incluirse esta aclaración será definido por el órgano resolutivo en su comunicación sobre la autorización. 

e) Cambio de signos externos en los establecimientos de la entidad.  



III. REGISTRO ANTE LA SUGEF 



1. Copia certificada de la publicación del edicto en el Diario Oficial La Gaceta y en un periódico de circulación nacional en la que se divulga el cambio de nombre.

2. Certificación notarial de la escritura pública para el cambio de denominación social inscrita en el registro respectivo y vigente. 



ANEXO 7



Autorización de cese de actividades de intermediación financiera o de cualquier otra actividad autorizada



BANCOS PRIVADOS, EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, COOPERATIVAS DE AHORRO Y CRÉDITO, MUTUALES DE AHORRO Y PRÉSTAMO Y SUCURSALES DE BANCOS EXTRANJEROS



Documentación requerida para la autorización de cese de actividades de intermediación financiera, en atención al inciso e) del artículo 14 de este Reglamento. 



I. BASE LEGAL 



A. LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL, LEY 1644 



En materia del cese voluntario de actividades de intermediación financiera de un banco privado: artículo 177. 



B. LEY REGULADORA DE EMPRESAS FINANCIERAS NO BANCARIAS, LEY 5044 



En materia del cese voluntario de actividades de intermediación financiera: artículo 24.



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE CESE DE ACTIVIDADES DE INTERMEDIACIÓN FINANCIERA 



A. INFORMACION GENERAL



1. Solicitud de autorización de cese de actividades de intermediación financiera, firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe especificar las razones que la motivan. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.

2. Certificación notarial o del registro público de la personería de personería jurídica del Representante o Apoderado Legal, la antigüedad del documento no debe ser mayor a tres meses en la que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal del solicitante.

3. Certificación notarial del acta de la Asamblea de Socios o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones, en las que conste la aprobación en firme del cese de las actividades de intermediación financiera o de la actividad autorizada.

4. Copia del proyecto de escritura pública del acto sujeto a aprobación con la solicitud.

5. Cuando corresponda, resolución u otra comunicación de similar naturaleza emitida por el órgano supervisor de la casa matriz en el exterior, indicando la no objeción a la solicitud. 

6. Copia del último comprobante de pago ante el Banco Central de Costa Rica de las obligaciones derivadas del aporte obligatorio al presupuesto de las Superintendencias, según lo dispuesto en el Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias.



B. PLAN DE CESE DE OPERACIONES 



1. Plan que detalle las acciones que la entidad promete que ejecutará, con indicación de las fechas estimadas para su ejecución, para demostrar el cese de las actividades. Debe contemplar las siguientes acciones, según sean aplicables a la naturaleza de las actividades de la entidad:

 

a) Divulgación informativa que habrá de practicarse con los clientes, acreedores, inversionistas y el público en general. 

b) Acciones en cuanto al uso de términos reservados por ley. Debe considerar acciones relacionadas con publicidad en curso, sitios de Internet u otras descripciones de negocios. 

c) Indicación del procedimiento para atender quejas y reclamos sobre la información remitida de los deudores al Centro de Información Crediticia (CIC). 

d) Indicación de los mecanismos para garantizar el cumplimiento de las obligaciones de la entidad. 

e) Cierre de oficinas. 

f) Revocatoria de los poderes conferidos. 

g) Asientos contables de cierre, cuando corresponda. 

h) Cierre en los libros legales, cuando corresponda. 

i) Trámite de disolución, cuando corresponda. 



III. REVOCACIÓN DE LA AUTORIZACIÓN 



Copia certificada por notario público de la escritura pública inscrita, en la que se modifica el nombre y el objeto social o, cuando corresponda, la disolución de la entidad supervisada. 



ANEXO 8



Aprobación de préstamos a personas vinculadas según el artículo 117 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional



BANCOS PRIVADOS Y SUCURSALES DE BANCOS EXTRANJEROS DOMICILIADAS EN COSTA RICA



Documentación requerida para la aprobación de préstamos a personas vinculadas según el artículo 117 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, en atención al inciso c) del artículo 16 de este Reglamento. 



I. BASE LEGAL 



Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional: artículo 117.



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD 



Para este trámite la SUGEF pone a disposición del solicitante, una plataforma informática denominada Servicio de Solicitudes para la Aprobación de Créditos amparados al Artículo 117 LOSBN (en adelante “el Sistema”), la cual se ubica en la página web de la SUGEF en el subsitio “Sugef directo”. 



Toda solicitud de aprobación de crédito relacionado con el artículo 117 de la Ley 1644 deberá tramitarse mediante el Sistema y no se admitirán solicitudes por ningún otro medio. 



A. INFORMACION GENERAL



La documentación requerida para esta solicitud de autorización se detalla a continuación:



1. Solicitud de autorización firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe indicar el nombre y número del Grupo de Interés Económico al que pertenece la persona física o jurídica. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687. 

2. Certificación notarial del acuerdo de Junta Directiva, en el que se aprueba el préstamo y se somete a la aprobación del Superintendente General de Entidades Financieras. En el caso de una sucursal de un banco extranjero, quien aprobará el préstamo y lo someterá a la aprobación del Superintendente General de Entidades Financieras será el Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero.

3. Copia de los análisis de crédito y recomendación sobre el crédito, hechos de conocimiento de la Junta Directiva o del Apoderado Generalísimo en el caso de la sucursal del banco extranjero.



4. Copia de los documentos de aprobación de la operación según el punto B de la “Documentación mínima que debe mantener la entidad sobre cada deudor” de los Lineamientos Generales para la aplicación del Reglamento para la calificación de deudores.

5. Identificación de la persona física o jurídica deudora. El solicitante deberá ingresar en el Sistema el número de identificación del solicitante del crédito. El Sistema consultará y cargará la información de dicha persona deudora automáticamente, por lo que no se requiere aportar copia de dicho documento.

6. Declaración jurada del Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada en la que se indique que la operación se está otorgando en iguales condiciones a las establecidas para la clientela en general y que se ajusta a las disposiciones normativas relacionadas con este tipo de operaciones estipuladas en los estatutos del banco.

7. El Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada, inscrito en el Servicio de Registro y Actualización de Roles, deberá suscribir con su firma digital certificada la declaración jurada dispuesta en el Sistema (anexo 8-1). Mediante esta declaración manifiesta que la operación sujeta al trámite de autorización se estará otorgando en iguales condiciones a las establecidas para la clientela en general de la entidad supervisada y, que la misma se ajusta a las disposiciones normativas relacionadas con este tipo de operaciones estipuladas en la legislación que le aplica y en los estatutos del banco.



B. OTRAS CONDICIONES ESPECIALES Y DOCUMENTACIÓN



1. El Representante o Apoderado Legal de la entidad deberá estar registrado en el Servicio de Registro y Actualización de Roles, y las personas involucradas en el crédito deben estar reportadas, mediante el SICVECA, junto con el detalle de los vínculos de consanguineidad o afinidad reportados por medio de la clase de datos correspondiente.

2. Al finalizar el procedimiento de incorporación de la solicitud en el Sistema, éste generará automáticamente una declaración jurada, que deberá ser firmada mediante firma digital certificada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad solicitante (anexo 8-1). Mediante esta declaración se consignará la existencia de la totalidad de la documentación requerida.

3. En el caso de la revocación de solicitudes, el Representante o Apoderado Legal debe solicitarlo en el Sistema, para lo cual debe existir un acuerdo de la Junta Directiva dejando constancia mediante la suscripción digital de una declaración jurada (anexo 8-2). Esta declaración jurada debe ser firmada mediante firma digital certificada por el Representante o Apoderado Legal.

4. En el caso de solicitudes de renovación, el Representante o Apoderado Legal debe solicitarlo en el Sistema, para lo cual podrán ser modificados todos los datos incluidos, excepto el tipo de cartera y el tipo de operación. Para este efecto será necesario indicar el “IdOperacion” y el “IdLinea”, según la nomenclatura utilizada en SICVECA.

5. Toda la información y documentación sobre los créditos que han sido aprobados mediante el Sistema debe estar contenida en el expediente de crédito del deudor de la entidad supervisada, de conformidad con lo establecido en este anexo 8 y en el Acuerdo CONASSIF 14-21. Toda la información y documentación debe estar a disposición de SUGEF, cuando esta así lo requiera.



Anexo 8-1



DECLARACIÓN JURADA SOBRE LAS CONDICIONES DEL CRÉDITO



Yo, [nombre de la persona], identificación [tipo de identificación], número [número de identificación], en mi condición de Representante o Apoderado Legal de la entidad [nombre de la entidad], cédula jurídica número [número de identificación]; declaro bajo juramento, entendido de las penas con que la ley costarricense castiga los delitos de falso testimonio y perjurio, que la presente solicitud de crédito para la cual se solicita autorización a la Superintendencia,  [tipo de cartera] a nombre de [nombre de la persona física o jurídica], [tipo de identificación] y número de identificación [número de identificación], ha sido aprobada en iguales condiciones a las establecidas para la clientela en general del Banco y se ajusta a las políticas crediticias y de conflicto de intereses vigentes al día de hoy y, aprobadas por la entidad, así como con lo dispuesto en el Artículo 117 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, Ley N° 1644.



Así mismo, declaro que en el acta de Junta Directiva sesión número [número de sesión] de fecha [fecha], consta el acuerdo de aprobación del Órgano de Dirección, de las condiciones del crédito para el cual se solicita aprobación. Además, consta en dicha acta que en la aprobación de este crédito no participó (participaron) el (los) señor (es) director (es) [nombre de la persona], [nombre de la persona2], dada su vinculación con el beneficiario de este crédito.



Declaro que mi representado (a) revisó los límites aplicables a las operaciones activas directas e indirectas, según lo establecido en los Acuerdos SUGEF 4-04 y SUGEF 5-04, relacionados con el artículo 135 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica y, que al aplicar dichos límites al deudor que por este medio se solicita aprobación, no se excede en los mismos.



Declaro que mi representado (a) revisó los límites aplicables a las operaciones activas directas e indirectas, según lo establecido en los Acuerdos SUGEF 4-04 y SUGEF 5-04, relacionados con el artículo 135 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica y, que al aplicar dichos límites al deudor que por este medio se solicita aprobación, no se excede en los mismos.



Anexo 8-2



DECLARACIÓN JURADA AL REVOCAR UNA SOLICITUD APROBADA



Yo, [nombre de la persona], con número de identificación [número de identificación], en mi condición de Representante o Apoderado Legal de la entidad [nombre de la entidad], cédula jurídica número [número de identificación]; declaro bajo juramento, entendido de las penas con que la ley costarricense castiga los delitos de falso testimonio y perjurio, que según consta en la documentación visible en el expediente de crédito, que la Junta Directiva de mi representado (a)  en sesión número [número de sesión] de fecha [fecha], acordó revocar la facilidad crediticia a nombre de [nombre de la persona], con tipo de cédula [tipo de identificación] y número de identificación [número de identificación], por tanto, mi representado (a)  solicita la revocación de la autorización brindada, relevando de cualquier responsabilidad por el crédito que se revoca, a la Superintendencia General de Entidades Financieras. Dicha aprobación había sido autorizada mediante sesión número [número se sesión] de fecha [fecha de sesión].



Adicionalmente, declaro bajo juramento que toda la documentación del proceso consta en el expediente de crédito del solicitante y además que la información que se ha consignado en la presente solicitud es completa, exacta y veraz. A la vez me comprometo en nombre de mi representada (o), a mantener los documentos que respaldan la presente solicitud, debidamente compilados y actualizados en el expediente de crédito del deudor y, que el expediente estará disponible, a efecto de que sea revisado por la SUGEF en cualquier momento que así lo requiera.



ANEXO 9



Autorización del cambio a los estatutos de las Organizaciones

Cooperativas de Ahorro y Crédito



Documentación requerida para la autorización del cambio a los estatutos de las organizaciones cooperativas de ahorro y crédito, en atención al inciso g) del artículo 14 de este Reglamento.



I. BASE LEGAL 



Artículo 10 de la Ley Reguladora de la Actividad de Intermediación Financiera de las Organizaciones Cooperativas. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD

 

1. Solicitud de autorización para el cambio a los estatutos, firmada por el Representante o Apoderado Legal. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe indicar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.



2. Testimonio del poder otorgado ante notario público o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses de emitida, en el que se acredite la capacidad de actuar del en nombre de la entidad supervisada. 



3. Certificación notarial del Acta de Asamblea, con vista en el asiento que consta en el libro de actas, debidamente legalizado, en la que se emita fe pública sobre los aspectos que se mencionan a continuación:



a) Que el “texto actual” utilizado como base para la aprobación por parte de la Asamblea General de la reforma de cada uno de los artículos modificados concuerda con el último texto aprobado para dicho artículo por la SUGEF e inscrito ante el “Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”. El acta debe incluir una transcripción integral del texto del artículo inscrito y vigente sujeto a modificación, el texto propuesto y el texto probado para dicho artículo.

b) Que se cumplió con el quórum de apertura necesario para el tipo de asamblea (asociados o delegados) y el tipo de convocatoria (primera o segunda), según el número de asociados activos y con pleno goce de sus derechos, con que cuente la Cooperativa y las reglas que establezca el propio estatuto para la fijación del número de delegados si fuera del caso.

c) Que se respetaron los plazos legales para iniciar en primera o segunda convocatoria, según haya sido el caso. El acta de la Asamblea debe indicar la hora de cada una de las convocatorias y la hora de inicio efectivo de la Asamblea.



d) Que la votación de cada artículo cumplió con el tipo de mayoría requerido por el propio estatuto para aprobar la modificación. El acta debe indicar el número de votos a favor, votos en contra y abstenciones.

e) Que para la votación de cada uno de los artículos se contaba con el quórum de mantenimiento necesario.

f) Que las firmas consignadas en el acta efectivamente coinciden con la firma de las personas que fungieron como presidente y secretario de la Asamblea respectiva.

g) Que el tipo de Asamblea realizada (ordinaria o extraordinaria) y el mes en que se realiza, concuerdan con los previstos en el propio estatuto de la entidad para realizar modificaciones a éste.

h) Que se llevó a cabo la convocatoria del caso con el plazo y los adjuntos correspondientes que solicita el estatuto de la cooperativa.

i) Que el acuerdo adoptado por la asamblea para la modificación del estatuto se aprobó en firme.

j) Que se cumplió a satisfacción con cualquier otro requisito legal o establecido en el propio estatuto de la Cooperativa para llevar a cabo la Asamblea y efectuar la modificación aprobada.



Lo anterior, bajo el entendido de que esa certificación no sustituye las labores que deben ejercer el “Consejo de Administración” y el “Comité de Vigilancia” para garantizar la legalidad y eficacia de los acuerdos tomados por la Asamblea.

4. Matriz comparativa en que se identifique cuál es el cambio entre el texto vigente y el texto propuesto para cada artículo que se desea modificar. Esta matriz debe contener también una columna que determine el objetivo del cambio y otra columna en la que se consigne el criterio técnico o criterio legal que fundamente el cambio.



5. Dictamen legal emitido por un notario público en el que se de fe que cada una de las reformas que se pretende realizar al estatuto de la entidad supervisada, cumple sin contravenir, las disposiciones del marco legal y estatutario atinente. Como formato de presentación para este dictamen legal, se adjunta el formato que se detalla a continuación:



DECLARACIÓN JURADA



Yo (Nombre del profesional), con cédula de identidad No. __________ y código del Colegio de Abogados de Costa Rica _____________, hago constar, de acuerdo con la revisión jurídica realizadas por mi persona, que la modificación estatutaria de (nombre de la cooperativa), presentada para aprobación de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), se apega al marco legal, reglamentario y normativo vigente, conforme se sustenta en la certificación emitida que da fe sobre el cumplimiento de los requisitos formales que exige el ordenamiento jurídico en vigor para la reforma estatutaria que se pone en conocimiento de la SUGEF para su autorización.



Firma del Profesional Responsable autenticada por Notario Público.



6. Declaración Jurada en escritura pública rendida por el Gerente de la Cooperativa, de conformidad con el formato que se detalla a continuación: 



DECLARACIÓN JURADA



Yo, (nombre del Gerente General) con cédula de identidad No. ________________, declaro bajo fe de juramento que la modificación de estatutos de la (nombre de la cooperativa), que acompaña a esta declaración jurada:



1. Se apega a lo previsto en las leyes, reglamentos y demás disposiciones vigentes para las cooperativas de ahorro y crédito y no las contraviene de manera alguna, y que 2. La solicitud de autorización presentada ante la SUGEF cumple con todos los requisitos que dispone el anexo 15 del Acuerdo SUGEF 8-24 “Reglamento sobre Autorizaciones de Entidades Supervisadas por la SUGEF, y sobre Autorizaciones y Funcionamiento de Grupos y Conglomerados Financieros”.



Asimismo, declaro conocer y estar apercibido de las consecuencias legales y judiciales con que la legislación vigente castiga el delito de perjurio y exonero de toda responsabilidad a la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) por el otorgamiento de la eventual aprobación de la modificación estatutaria de mi representada con base en la presente declaración y la documentación aportada, y entiendo que si la SUGEF llegase a corroborar alguna falsedad en la presente solicitud de autorización, y/o errores u omisiones en los documentos aportados, podrá interponer la denuncia respectiva ante el Ministerio Público. Es todo.



Firmo en ___________________________a las ____ horas del día __ del mes de _______del año_____.



Firma del Gerente General autenticada por Notario Público.





III. REGISTRO ANTE LA SUGEF 



Copia certificada de la escritura pública inscrita ante la institución de registro correspondiente.



ANEXO 10



Autorización del establecimiento y para el inicio de actividades de intermediación financiera para sucursales de bancos extranjeros domiciliadas en Costa Rica.



SUCURSALES DE BANCOS EXTRANJEROS DOMICILIADAS EN COSTA RICA



Documentación requerida para la autorización del establecimiento y para el inicio de actividades de intermediación financiera para sucursales de bancos extranjeros domiciliadas en Costa Rica, en atención al inciso a) del artículo 14 de este Reglamento. 

 

En adición a lo dispuesto en este anexo, en lo que corresponda según la naturaleza de las sucursales de bancos extranjeros domiciliadas en Costa Rica, será aplicable lo establecido en el anexo 1 de este Reglamento.



I. BASE LEGAL 



A. Código de Comercio, Ley 3284, Capítulo XI, Título I, Libro Primero. 



B. Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, Ley 1644, Capítulo I del Título VI, Capítulo II del Título VI y artículos 7, 151. 



1. En materia de constitución: artículo 141 bis.  

2. En materia de denominación: artículo 7.  

3. En materia de administración: artículos 141 ter y 141 quarter.  

4. En materia de organización interna: artículos 141 ter y 149. 

5. En materia de capital mínimo: artículos 141 bis y 151.



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DEL ESTABLECIMIENTO DE UNA SUCURSAL DE UN BANCO EXTRANJERO EN COSTA RICA 



A. INFORMACIÓN GENERAL  



1. Solicitud de autorización del establecimiento y para el inicio de actividades de intermediación financiera para sucursales de bancos extranjeros domiciliadas en Costa Rica. firmada por el Representante o Apoderado Legal del banco extranjero. La firma debe estar autenticada por un notario público y debidamente consularizada y apostillada, en caso de que en solicitante sea una entidad extranjera y el documento haya sido emitido en el extranjero. La solicitud debe indicar el nombre propuesto para la sucursal y deberá señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones en Costa Rica. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687. 



2. Copia certificada notarialmente del Acta del Órgano de Dirección del banco extranjero, en la que acuerda iniciar los trámites para establecer una sucursal bancaria en Costa Rica, y donde autoriza al Representante o Apoderado Legal de la entidad extranjera para realizar el trámite con dicho propósito.

3. Certificación de personería jurídica o acta constitutiva del banco extranjero, ésta debe ser extendida por la autoridad competente, del país donde se encuentra domiciliado el banco extranjero. Este documento tendrá una vigencia máxima de tres meses a partir de su fecha de emisión. 

4. Lista con el nombre completo, nacionalidad e indicación de domicilio cierto y exacto de cada uno de los miembros del Órgano de Dirección del banco extranjero. 

5. Copia del proyecto de escritura pública de constitución de la sucursal del banco extranjero.  

6. Estatuto social o documento homólogo del banco extranjero solicitante, vigente en su país de origen y que rija su funcionamiento, emitido por la autoridad competente en dicho país. 

7. Criterio técnico del régimen de garantía de los depósitos existente en el país de origen del banco extranjero y si dicho régimen o garantía alcanza (y en qué medida) a las captaciones que se constituyan en Costa Rica.

8. Certificación de la autoridad de supervisión del país de origen del banco extranjero en la que conste que dicho banco realiza operaciones en la jurisdicción que está autorizada para realizar actividad financiera. Asimismo, que el banco extranjero mantiene registro de las operaciones en su domicilio legal, que posee Órgano de Dirección, que emplea personal administrativo a tiempo completo en su domicilio legal, que cumple las leyes y normativa, que no presenta procesos que puedan afectar su solvencia y estabilidad; y que está sujeto a la inspección de la citada autoridad de supervisión del país de origen. 

9. Documento oficial de la autoridad de supervisión del país de origen del banco extranjero en que se emite la no objeción sobre de la constitución de una sucursal en Costa Rica. 

10. Informe legal en el que se detalle las principales regulaciones a las que está sujeto el banco extranjero en su país de origen (supervisión consolidada, liquidez, solvencia, concentración del riesgo, régimen de resolución bancaria, legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo, financiamiento a la proliferación de armas de destrucción masiva). 

11. Estados financieros auditados completos del banco extranjero solicitante, elaborados con base en las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) o US GAAP, para el ejercicio económico inmediato anterior a la fecha en que se presenta la solicitud. Los estados financieros deben estar auditados por un contador público autorizado o profesional equivalente en el país donde sean expedidos. Asimismo, deberán presentar estados financieros internos del banco extranjero solicitante, del mes anterior en que realizan la solicitud. 

12. Carta de compromiso y conformidad, a que se refiere este Reglamento. 



Toda la documentación emitida en el extranjero debe cumplir con el trámite de consularización o apostillado y, en caso de no constar en idioma español deberán ser acompañados de la debida traducción.



B. INFORMACIÓN SOBRE LA ESTRUCTURA DE PROPIEDAD DEL BANCO EXTRANJERO QUE SOLICITA EL ESTABLECIMIENTO DE UNA SUCURSAL EN COSTA RICA  



1. En el caso de que las acciones del banco extranjero se coticen en el mercado bursátil presentará lista con detalle del nombre de las bolsas en que participa, así como del porcentaje de participación en cada una. 

2. Certificación notarial en que se demuestre quienes son los Socios, hasta nivel de personas físicas, del banco extranjero. 

3. Lista con detalle del nombre completo, nacionalidad e indicación del domicilio cierto y exacto de los socios personas físicas que compraron sus acciones fuera de un mercado bursátil. 

4. Copia certificada por notario público o por la autoridad de similar naturaleza en el país del domicilio de la entidad, del documento de identificación de cada uno de los accionistas, persona física, listada según el punto anterior (cédula de identidad por ambos lados si es costarricense o del pasaporte si es extranjero). 

5. Certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente o documento homólogo del país de nacimiento y del (los) país (es) en el (los) cual (es) posea nacionalidad. Asimismo, certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente del país en el cual resida, lo anterior, de conformidad con los requisitos legales de permanencia del país emisor. Para estos efectos, se requerirá demostrar la legalidad de la permanencia en el país mediante copia fotostática certificada del documento migratorio que acredite la permanencia legal en el país de residencia. Adicionalmente, en caso de ser documentos obtenidos en el extranjero, estos últimos deberán ser autenticados o apostillados según corresponda y, en caso de no constar en idioma español, deberán ser acompañados de la debida traducción.

6. Certificación emitida por notario público, o por la autoridad de similar naturaleza en el país extranjero, en que conste quienes son los socios, personas jurídicas, del banco extranjero que pretende constituir una sucursal bancaria en Costa Rica 

7. Lista con detalle del nombre completo, número de cédula jurídica y domicilio legal de los socios personas jurídicas que compraron sus acciones fuera de un mercado bursátil.  

8. Lista con el nombre completo, nacionalidad e identificación del domicilio cierto y exacto de cada uno de los socios de cada persona jurídica detallada en el punto anterior.  

9. Certificación emitida por notario público, o por la autoridad de similar naturaleza en el país extranjero, que contenga el nombre de los socios directos e indirectos hasta el nivel de persona física, número de pasaporte, calidades y su participación en el capital social de cada persona jurídica detallada en el punto 1 anterior. 



C. PROYECTO DE NEGOCIO 



Informe del proyecto de negocio que debe contener la siguiente información:



1. Propuesta de negocio



a) Antecedentes del proyecto y motivación para la realización de actividades de intermediación financiera en territorio costarricense. 

b) Descripción de los productos y servicios financieros que la sucursal del banco extranjero proyecta ofrecer. 

c) Descripción de los factores críticos para el éxito del proyecto. 

d) Descripción de las fuentes de financiamiento. 

e) Caracterización del mercado objetivo. 

f) Análisis de las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas. 

g) Indicación de las cuotas de mercado estimadas, para por lo menos tres años, de los principales productos y servicios financieros que la sucursal del banco extranjero pretende ofrecer. 



2. Sistemas de información 



a) Descripción de los sistemas de información para administrar y controlar los riesgos del negocio.  

b) Fortalezas y debilidades de los sistemas de control interno y de información gerencial. 



3. Información financiera



a) Estados financieros proyectados que incluyan el estado de situación financiera y el estado de resultados integral proyectados para los primeros tres años de operación. Deben identificarse y justificarse los principales supuestos utilizados, así como las principales categorías de activos. 

b) Estados financieros consolidados auditados del último periodo económico correspondientes al conglomerado internacional al que pertenece.  

c) Proyecciones financieras anuales para los primeros tres años de operación y estimación del plazo para alcanzar el punto de equilibrio e indicación de fuentes de financiamiento. Aplicar escenarios de sensibilización a las proyecciones financieras. 

d) Cálculo, proyección y análisis para los primeros 12 meses, de los indicadores financieros y de la suficiencia patrimonial. Los indicadores utilizados para fundamentar la propuesta de negocio con razones específicas serán determinados por el solicitante.

e) Identificación y análisis de los principales riesgos, por ejemplo: mercado, crédito, tasa de interés, cambiario, imagen, liquidez, reputación, concentración, operativo, aplicando escenarios de sensibilización a las proyecciones financieras.  



4. Organización, gobernabilidad y sistemas de administración y control 



a) Copia del proyecto de estatutos de la sucursal del banco extranjero en los que se indique:



i. Condiciones personales requeridas para ser Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero. 

ii. Incompatibilidades e incapacidades para ser Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero. 

iii. Causales de cesación en el cargo de Apoderado Generalísimo. 

iv. Obligaciones, facultades y deberes, inhibiciones del Apoderado Generalísimo. 

v. Otros requisitos, condiciones y procedimientos que se aplican para el nombramiento, actuación y sustitución del Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero.



b) Organigrama que identifique los niveles gerenciales y mandos medios, las dependencias de apoyo al Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero (por ejemplo: Auditoría Interna, Unidad de Riesgos, Unidad de Cumplimiento) e indicación de los comités permanentes (por ejemplo: Auditoría Interna, Tecnología de Información y Cumplimiento). 



c) Políticas y procedimientos para crédito, inversiones, liquidez y prevención de legitimación de capitales.



d) Detalle de características de la plataforma tecnológica, y los planes de continuidad del negocio.   El solicitante deberá demostrar que la entidad que proyecta instalar cumplirá con la normativa prudencial relacionada, emitida por el CONASSIF. 



5. Actividades a tercerizar 



Descripción de las actividades a tercerizar que pueda ser anticipado, con indicación de las partes involucradas, sus calidades y domicilio legal, y se debe considerar, cualquier función en procesamiento de datos. Así como descripción de las actividades de control que se ejercerán sobre las funciones propuestas a tercerizar.



D. APODERADO GENERALISIMO DE LA SUCURSAL DEL BANCO EXTRANJERO, GERENTE, SUBGERENTES, AUDITOR INTERNO Y OFICIAL DE CUMPLIMIENTO



1. Lista con detalle del nombre completo, nacionalidad e indicación de domicilio cierto y exacto del Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero, Gerente, Subgerentes, Auditor Interno y Oficial de Cumplimiento. 

2. Copia certificada por notario público del documento de identificación de la persona (cédula de identidad por ambos lados si es costarricense, DIMEX o del pasaporte si es extranjero).

3. Currículum vitae y atestados. La firma en el currículum vitae debe estar autenticada por un notario público. 

4. Testimonio de declaración jurada rendido en escritura pública según el anexo 15 de este Reglamento. 

5. Certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente o documento homólogo del país de nacimiento y del (los) país (es) en el (los) cual (es) posea nacionalidad. Asimismo, certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente del país en el cual resida, lo anterior, de conformidad con los requisitos legales de permanencia del país emisor. Para estos efectos, se requerirá demostrar la legalidad de la permanencia en el país mediante copia fotostática certificada del documento migratorio que acredite la permanencia legal en el país de residencia.



Toda la documentación emitida en el extranjero debe cumplir con el trámite de consularización o apostillado y, en caso de no constar en idioma español deberán ser acompañados de la debida traducción.



E. PLAN DE INICIO DE ACTIVIDADES 



1. Indicación de las principales actividades a realizar para la puesta en marcha de la sucursal del banco extranjero. 

2. Plan de inversiones en propiedad, edificaciones, equipos y aplicaciones informáticas. 

3. Autorización del Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero, en la que se faculta a la SUGEF el acceso total e irrestricto de la información que esta requiera y que se encuentre en registros, base de datos y otros mecanismos de almacenamiento de información en custodia o administración de terceros que proveen servicios de tercerización.



III. REQUISITOS PARA EL INICIO DE ACTIVIDADES DE INTERMEDIACIÓN FINANCIERA



A. INFORMACIÓN GENERAL  



1. Solicitud de autorización para iniciar actividades, firmada por el Apoderado Generalísimo de la sucursal del banco extranjero. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe incluir la solicitud de verificación de las condiciones de seguridad física y sobre la Tecnología de Información.

2. Copia de la publicación del edicto del extracto del proyecto de escritura constitutiva de la sucursal de banco extranjero, certificada por un notario público.



B. INFORME SOBRE SEGURIDAD FÍSICA Y TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN



Informe sobre seguridad física y Tecnología de Información. Este informe debe referirse al cumplimiento de las condiciones de seguridad que se detallan a continuación: 

1. Seguridad Física 



a) Medidas para regular el acceso de empleados y público en general a las instalaciones.  

b) Servicios de seguridad permanente.  

c) Sistema de cámaras de video ubicadas en lugares tales como, recepción, cajas, accesos a bóvedas y al centro de cómputo.  

d) El sistema de vigilancia electrónico debe mantener respaldo de lo filmado durante los últimos 30 días.   

e) Bóvedas resistentes al fuego y a herramientas especiales.  



2. Seguridad Tecnológica 



a) Las políticas y procedimientos permiten identificar, autenticar y autorizar el acceso a los sistemas de información, sistemas operativos y bases de datos, así como, dar seguimiento a las transacciones que se ejecutan en los sistemas de información, bases de datos y sistemas operativos. 

b) Los sistemas de seguridad cubren los puntos con acceso a redes públicas de datos y permitan restringir el tráfico hacia dentro y fuera de la red institucional (pared de fuego). 

c) Los centros de cómputo cuentan con las condiciones ambientales y de comunicaciones, que proporcionen un ambiente físico apropiadas para su funcionamiento y protección de los recursos materiales y del personal contra peligros naturales o fallas humanas.

d) El plan de contingencia garantiza la recuperación de información relevante y la continuidad en la prestación de los servicios. 



C. REGISTRO ANTE LA SUGEF DE LA SUCURSAL DEL BANCO EXTRANJERO. 



Cuando la sucursal del banco extranjero haya obtenido la autorización del CONASSIF y se encuentre inscrita ante el Registro Nacional, el Representante o Apoderado Legal de la sucursal solicitante, deberá presentar la siguiente documentación:

 

1. Certificación de personería jurídica de la sucursal del banco extranjero, expedida por el Registro Nacional. 

2. Copia certificada por notario público o certificación notarial de la escritura de la constitución de la sucursal, inscrita en el Registro Nacional.

3. Copia de los comprobantes del depósito en el Banco Central de Costa Rica del capital mínimo de funcionamiento.   



ANEXO 11



No objeción de las variaciones en los instrumentos de deuda que conformen el Capital Adicional de Nivel 1 (CAN1) o el Capital de Nivel 2 (CN2)



ENTIDADES FINANCIERAS SUPERVISADAS POR LA SUGEF



Documentación requerida para la no objeción previa de variaciones en los instrumentos de deuda que conformen el Capital Adicional de Nivel 1 (CAN1) o el Capital de Nivel 2 (CN2), según lo establecido en el Reglamento sobre la suficiencia patrimonial de entidades financieras y en atención al inciso b) del artículo 16 de este Reglamento.



Asimismo, este anexo establece la documentación requerida para la no objeción previa de la exclusión, disminución y transformación de cuotas de participación mutualista, registradas en el patrimonio contable de las Asociaciones Mutualistas y que forman parte de su Capital Base.



I. BASE LEGAL Y REGLAMENTARIA



1. Ley No 7052 y sus reformas (especialmente la reforma de la Ley 9199 del año 2014)

2. Decreto ejecutivo:  N° 42466-MP-MIVAH

3. Reglamento sobre la suficiencia patrimonial de entidades financieras



II. ACTOS QUE REQUIEREN LA NO OBJECIÓN PREVIA DE LA SUGEF



La inclusión, aumento, exclusión, disminución y transformación de instrumentos de deuda que conformen el CAN1 o el CN2. Entre estos instrumentos pueden citarse emisiones de deuda subordinada, emisiones de deuda convertible, préstamos subordinados, etc.



Los instrumentos que podrán formar parte del CAN1 o del CN2 serán los que cumplan con los criterios de admisibilidad dispuestos respectivamente en el anexo 4 y el anexo 5 del Reglamento sobre la suficiencia patrimonial de entidades financieras, Acuerdo SUGEF 3-06, así como, las disposiciones establecidas en el Capítulo II “Capital Base”, del mismo Acuerdo, una vez que éstas se encuentren vigentes.



III. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DEL ACTO 



A. INFORMACIÓN GENERAL



1. Solicitud de no objeción

La solicitud debe indicar la intencionalidad de que los instrumentos sean admitidos para el cómputo del CAN1 o del CN2, o bien debe expresar la intencionalidad de su disminución o conversión.



La solicitud debe estar firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad, la firma debe estar autenticada por un notario público, o en su defecto mediante el mecanismo de firma digital certificada. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.



2. Aumentos en instrumentos de deuda del CAN1 y del CN2



En caso de emisión de instrumentos de deuda o la contratación de préstamos subordinados que la entidad solicita admitir en el CAN1 o en el CN2, la entidad deberá adjuntar a la solicitud la siguiente información:



a) Copia certificada del acuerdo del Órgano de Dirección respectivo.

b) Copia del proyecto de contrato de emisión o préstamo subordinado.

c) Criterio de viabilidad legal.

d) Estudio técnico.



El acuerdo del Órgano de Dirección, específico para esta solicitud, debe contener lo siguiente:



i. Autorización para la emisión de los instrumentos de deuda o para la contratación del préstamo subordinado.

ii. Autorización para la suscripción del contrato.

iii. Destino o uso de los recursos provenientes de la emisión o contratación del préstamo subordinado.



El criterio de viabilidad legal deberá referirse al cumplimiento de criterios de admisibilidad para formar parte del CAN1 o del CN2, y que efectivamente los instrumentos estarán disponibles para responder por las pérdidas de la entidad en caso de liquidación.



Adicionalmente, en el caso de instrumentos convertibles en instrumentos del CCN1, deberá referirse a la existencia de obstáculos de procedimiento para dicha conversión; de conformidad con las actas de constitución, estatutos, estipulaciones contractuales o el marco legal aplicable.



El estudio técnico deberá referirse a los siguientes aspectos:



i. Características generales de la emisión o del préstamo subordinado, objetivo de la emisión o contratación, destino de los recursos, cronograma proyectado para las emisiones, amortizaciones y vencimientos.

ii. En el caso de instrumentos convertibles, debe referirse a la tasa o tasas de conversión a la cual los instrumentos de deuda serán convertidos en instrumentos del CCN1, el tipo de conversión y el importe máximo de conversión; el plazo dentro del cual los instrumentos se convertirán a instrumentos del CCN1, y el punto o puntos de activación prefijados.

iii. Impacto sobre el modelo de negocio y perfil de riesgo de la entidad.

iv. Sensibilizaciones y proyecciones aportadas por la entidad.

v. Impacto sobre el capital, utilidades y liquidez de la entidad, considerando entre otros aspectos, el impacto en el riesgo de tasa de interés; riesgo cambiario; indicadores de liquidez, brechas de liquidez y concentración de pasivos.

vi. Mecanismos de cobertura asociados al instrumento o préstamo.



3. Disminución en instrumentos del CAN1 y del CN2



En caso de disminución en instrumentos de deuda del CAN1 y del CN2, la entidad deberá adjuntar a la solicitud la siguiente información:



a) Copia certificada del acuerdo del Órgano de Dirección respectivo, en donde autoriza la disminución de los instrumentos de deuda del CAN1 o del CN2.

b) Criterio de viabilidad legal.

c) Estudio técnico.



El estudio técnico deberá referirse a los siguientes aspectos:



i. Sensibilizaciones y proyecciones aportadas por la entidad. La información debe mostrar claramente y de manera realista si los niveles y composición del capital base, luego de la disminución solicitada, superarán los requerimientos aplicables a la entidad.



ii. La evaluación debe tomar en consideración los siguientes aspectos: a) el nivel y calidad de los componentes del capital base, b) la capacidad de generación de utilidades o excedentes de la entidad, c) la anticipación de eventos negativos que pudieran afectar dichos niveles, d) las valoraciones bajo condiciones de estrés, y e) la naturaleza, tamaño, complejidad y perfil de riesgo de la entidad.

iii. El impacto sobre la posición de la entidad debe evaluarse para un horizonte de 2 años.



ANEXO 12



Autorización previa para la compra o venta de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad supervisada por SUGEF, a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero



ENTIDADES SUPERVISADAS POR SUGEF

Documentación requerida para la solicitud de autorización previa para la compra o venta de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad supervisada por SUGEF, a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero, en atención al inciso k) del artículo 14 de este Reglamento.



I. BASE LEGAL 



Artículo 131 inciso n) sub inciso x) de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN



1. Solicitud de autorización previa firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones.  En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.



2. Certificación notarial del poder otorgado o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses, en el que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal del solicitante.



3. Copia del acta donde consta la aprobación del Órgano de Dirección para llevar a cabo la o las transacciones. 



4. Informe detallado con indicación de los antecedentes y la motivación para la realización de la transacción. 



El informe debe detallar las razones por las cuales la transacción de compra a realizar se aleja del modelo de negocio que ha venido desempeñando la entidad.



En el caso de la transacción de venta a realizar, el informe debe desarrollar las razones que llevan a la entidad supervisada a desprenderse de una parte significativa de activos, cuando estos son esenciales para la continuidad del negocio.



5. Informe detallado sobre el impacto esperado en el perfil de riesgo de la entidad supervisada, con indicación de las exposiciones de riesgo que se asumen con la compra de dichos activos o pasivos, en cuanto a riesgo de crédito o de contraparte, riesgos de mercado, riesgos de tasas de interés, riesgos operacionales u otros que la entidad supervisada considere relevantes. En el caso de venta de dichos activos o pasivos, debe referirse a la capacidad de la entidad supervisada para soportar la continuidad del negocio, y de que forma el impacto en la liquidez, solvencia y rentabilidad se ubicará en los niveles regulatorios que le son aplicables.



6. Descripción de manera detallada de la forma como el proceso de administración de riesgos de la entidad supervisada ha incorporado la gestión de los riesgos mencionados.



7. Listado con el detalle de la o las transacciones que se presentan para autorización previa, incluyendo una descripción detallada de los activos.



8. Copia del acuerdo o contrato de compraventa, el cual debe contener como mínimo:



a) Partes intervinientes.

b) Descripción y detalle de los activos objeto de la transacción.

c) Valor nominal y valor contractual de los activos de la transacción.

d) Forma de pago.

e) Detalle y descripción de las garantías que respaldan la transacción, cuando existan, así como de otros activos accesorios al activo objeto de la transacción, tales como cuentas y productos por cobrar, pólizas por cobrar, etc.

f) En caso de traslado de dominio, indicar si este se hace con o sin recurso, o con o sin responsabilidad (acción de regreso). 

g) Cualquier cláusula o condición que limite el traslado de dominio del activo (por ejemplo, cesión en garantía, endoso en garantía, cláusulas de retroventa o retrocesión, administración del cobro o gestión, entre otras). 



9. Proyecto del plan de diligencias de notificación a los deudores sobre el cambio de acreedor o deudores según se trate, así como el plan de contingencias ante eventuales anotaciones, embargos y oposiciones.



10. Proyecto del texto del instrumento jurídico mediante el cual se trasladará el dominio de las garantías que respaldan la transacción.



ANEXO 13



Autorización previa para la creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas



ENTIDADES SUPERVISADAS POR LA SUGEF



Documentación requerida para la solicitud de autorización previa para la creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas, en atención al inciso l) del artículo 14 de este Reglamento.



I. BASE LEGAL



Artículo 131 inciso n) sub inciso ix) de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558. 



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD PARA LA CREACIÓN EN EL EXTERIOR DE SUCURSALES O AGENCIAS DE ENTIDADES SUPERVISADAS 



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Solicitud de autorización previa para la creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas, firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada, autenticada por un notario público, o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe indicar el nombre propuesto para la sucursal o la agencia y deberá señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.

2. Certificación notarial del poder otorgado o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses, en el que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal del solicitante.

3. Criterio técnico emitido por la entidad supervisada sobre su capacidad legal para establecer agencias o sucursales en el exterior.

4. Criterio técnico emitido por la entidad supervisada sobre la existencia y rigor de la regulación y supervisión aplicable en la plaza extranjera, comparada con la regulación homóloga que aplica a la entidad supervisada costarricense. El criterio técnico debe referirse a las disposiciones prudenciales y mecanismos de seguimiento establecidos en el inciso d) del artículo 28 de este Reglamento, y concluir sobre el grado en que las disposiciones aplicables a la agencia o sucursal extranjera son tan estrictas como las aplicables a la entidad supervisada costarricense.

5. Copia certificada notarialmente, del acta del Órgano de Dirección de la entidad supervisada, en la que acuerda iniciar los trámites para establecer en el exterior una sucursal o agencia, y donde autoriza para que lleve a cabo las acciones necesarias con dicho propósito.

6. En caso de que la plaza requiera la designación de un Órgano de Dirección diferente al de la entidad supervisada costarricense; deberá indicarse el nombre completo de los miembros, número de identificación, nacionalidad e indicación del domicilio cierto y exacto de cada uno de los miembros del Órgano de Dirección de la sucursal o agencia en el exterior. Además de aportarse el resultado de la evaluación de idoneidad, según se definen en el Reglamento sobre idoneidad de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia.

7. Copia del proyecto de documento de inscripción de la sucursal o agencia en el exterior, en el registro correspondiente. 

8. Criterio técnico del régimen de garantía de los depósitos existente en el país extranjero, y si dicho régimen alcanza, y en qué medida, a las captaciones o transacciones que se constituyan en ese país. Debe adjuntarse copia de la legislación o regulación respectiva.

9. De manera paralela, la entidad supervisada deberá realizar los trámites que correspondan para solicitar la aceptación de la plaza extranjera en la que podrán estar domiciliadas las sucursales o agencias extranjeras, de conformidad con lo establecido en el presente Reglamento.



B. PROYECTO DE NEGOCIO



El informe del proyecto de negocio debe contener la siguiente información:



1. Propuesta de negocio



a) Antecedentes del proyecto y motivación para la realización de actividades de intermediación financiera fuera del territorio costarricense.

b) Descripción de los productos y servicios financieros que la sucursal o agencia proyecta ofrecer.

c) Descripción de los factores críticos para el éxito del proyecto.

d) Descripción de las fuentes de financiamiento.

e) Caracterización del mercado objetivo. 

f) Análisis de las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas.

g) Indicación de las cuotas de mercado estimadas, para los siguientes tres años, de los principales productos y servicios financieros que la sucursal o agencia pretende ofrecer.



2. Sistemas de información 



a) Descripción de los sistemas de información para administrar y controlar los riesgos del negocio, incluyendo entre otros los sistemas contables y los sistemas para la prevención de LC/FT/FPADM, haciendo énfasis en las incompatibilidades.

b) Fortalezas y debilidades de los sistemas de control interno y de información gerencial.



3. Información financiera y análisis de riesgos



a) Estados financieros proyectados de la agencia o sucursal, que incluyan el estado de situación financiera y el estado de resultados integral para los primeros tres años de operación. Deben identificarse y justificarse los principales supuestos utilizados, así como las principales categorías de activos.

b) Estados financieros proyectados consolidados de la entidad supervisada costarricense con la agencia o sucursal extranjera, que incluyan el estado de situación financiera y el estado de resultados integral para los primeros tres años de operación. Deben identificarse y justificarse los principales supuestos utilizados, así como las principales categorías de activos.

c) Informe sobre el impacto esperado en el perfil de riesgo de la entidad supervisada, con indicación de las exposiciones de riesgo que se asumen mediante las actividades de la sucursal o agencia extranjera, en cuanto a riesgo de crédito o de contraparte, riesgos de concentración, riesgos de mercado, riesgos de tasas de interés, riesgos cambiarios, riesgos operacionales u otros que la entidad considere relevantes. 

d) Descripción de manera detallada de la forma como el proceso de administración de riesgos de la entidad supervisada incorporará la gestión de los riesgos de la sucursal o agencia extranjera.

e) Proyecciones financieras anuales de las actividades de la agencia o sucursal para los primeros tres años, de manera mensual para el primer año y trimestral para los siguientes dos años de operación. Así como la estimación del plazo para alcanzar el punto de equilibrio, con indicación de fuentes de financiamiento.

f) Cálculo, proyección y análisis para los primeros doce meses, y de manera trimestral para los siguientes dos años, del impacto consolidado de la agencia o sucursal en la entidad financiera costarricense, aplicando escenarios de sensibilización a las proyecciones financieras. Deben incluirse los indicadores financieros utilizados para la calificación de riesgo y la suficiencia patrimonial de la entidad financiera costarricense; de conformidad con el Reglamento para juzgar la situación económica-financiera de las entidades fiscalizadas, y el Reglamento sobre la suficiencia patrimonial de entidades financieras.

g) Calificación de riesgo vigente de la entidad supervisada costarricense, otorgada por una agencia de calificación y sus fundamentos, así como la información histórica de las calificaciones otorgadas que permita comprender su comportamiento histórico, en los casos en que la entidad supervisada se encuentre sometida a este proceso.



4. Organización, gobernabilidad y sistemas de administración y control.



a) Organigrama de la agencia o sucursal que identifique los niveles gerenciales y mandos medios. 

b) Cuando existan, descripción de las dependencias de apoyo al Órgano de Dirección y Alta Gerencia, u homólogos, así como de Auditoría Interna, Unidad de Riesgos, Unidad de Cumplimiento; y descripción de los comités permanentes (por ejemplo: Riesgos, Auditoría Interna, Tecnología de Información y Cumplimiento).

c) Políticas y procedimientos para crédito, inversiones, liquidez y prevención de legitimación de capitales.

d) Detalle de las características de la plataforma tecnológica, incluyendo adjunto copia de los planes de continuidad.



5. Actividades a tercerizar por la agencia o sucursal



a) Descripción de actividades a tercerizar con el detalle de las funciones, con nombre del proveedor, sus calidades y domicilio legal de terceros involucrados.  Así como descripción de las actividades de control que se ejercerán sobre las funciones propuestas a tercerizar.

b) Descripción detallada de los controles a ser implementados para el cumplimiento de la legislación en la plaza extranjera en materia de protección de datos personales, privacidad y confidencialidad de la información.



6. Estructura de administración y otra información de la agencia o sucursal extranjera de la entidad supervisada.



a) Lista con el detalle del nombre completo, tipo y número de identificación, nacionalidad y domicilio cierto y exacto de cada uno de los miembros del Órgano de Dirección y la Alta Gerencia, o sus homólogos en sus funciones, así como, los miembros de unidades o funciones de, Auditoría Interna, Oficialía de Cumplimiento, Gestión de Riesgos y Cumplimiento Normativo. Para cada uno de ellos, debe aportarse la información requerida en los numerales b) al e) siguientes.

b) Copia certificada por notario público del documento de identificación de la persona (cédula de identidad por ambos lados si es costarricense, DIMEX o del pasaporte si es extranjero).

c) Declaración jurada protocolizada según el anexo 15 de este Reglamento.

d) Certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente o documento homólogo del país de nacimiento y del (los) país (es) en el (los) cual (es) posea nacionalidad.  Asimismo, certificación de antecedentes penales emitida por el organismo público competente del país en el cual resida, lo anterior, de conformidad con los requisitos legales de permanencia del país emisor. Para estos efectos se requerirá demostrar la legalidad de la permanencia en ese país mediante copia fotostática certificada del documento migratorio que acredite la permanencia legal en el país de residencia.

e) Dictamen oficial del órgano supervisor de la agencia o sucursal del exterior, en que manifiesta su no objeción de la solicitud 



Adicionalmente, en caso de ser documentos obtenidos en el extranjero, estos últimos deberán ser autenticados o apostillados según corresponda y, en caso de no constar en idioma español deberán ser acompañados de la debida traducción.



III. REGISTRO ANTE LA SUGEF DE LA SUCURSAL O AGENCIA



1.  Cuando corresponda, certificación de personería jurídica expedida por el órgano competente en el país de la plaza extranjera. 

2. Documento o certificación oficial emitido por la autoridad de supervisión de la plaza extranjera que evidencie que la sucursal o agencia, se encuentra autorizada para realizar actividades de intermediación financiera en esa plaza extranjera. Asimismo, indicar la plaza extranjera donde se registrarán las operaciones y la fecha de inicio de operaciones.



ANEXO 14



DECLARACIÓN JURADA DE SOCIOS



I. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Nombre completo 

2. Tipo de identificación 

3. Número de identificación 

4. Fecha de nacimiento

5. Nacionalidad 

6. Domicilio cierto y exacto  



II. ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS Y JUDICIALES 



1. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años ha sido condenado por alguna autoridad jurisdiccional nacional o de otro país, por delitos dolosos contra la buena fe de los negocios, delitos en contra de la legislación relativa a las instituciones financieras, o legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo, financiamiento a la proliferación de armas de destrucción masiva, delitos contra la propiedad, divulgación de secretos, corrupción, cohecho, delitos contra la Hacienda Pública Nacional o contra los deberes de la función pública, delitos contra la legislación tributaria o delitos contra la legislación nacional de la seguridad social.

2. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, le ha sido requerido el pago de alguna de sus obligaciones por una autoridad judicial nacional o extranjera o si es un deudor moroso con más de una cuota pendiente de pago en el sistema financiero local o en el exterior. 

3. Declarar bajo fe de juramento si se encuentra designado en las publicaciones de organizaciones como la Organización de las Naciones Unidas (ONU), Oficina de Control de Activos Financieros Extranjeros (OFAC, por sus siglas en inglés), u organismos internacionales o intergubernamentales reconocidos en materia de LC/FT/FPADM.

4. ¿Directamente o a través de alguna persona jurídica o de otras estructuras jurídicas en la que ha sido socio o ha ocupado un puesto como miembro del Órgano de Dirección o Alta Gerencia, durante los últimos 5 años, tiene pendiente una petición de declaración de insolvencia o quiebra, respectivamente, o bien, ha sido declarado insolvente o en estado de quiebra, o intervención por un tribunal de cualquier país ya fue otorgada la declaración de insolvencia o quiebra, aun y cuando dichos procesos hubieren terminado por conciliación o arreglo judicial o extrajudicial? En caso afirmativo, incluya los detalles.

5. ¿Durante el período en que estuvo relacionado con una persona jurídica o con otras estructuras jurídicas de cualquier país, como socio o miembro del Órgano de Dirección, o de la Alta Gerencia, la persona jurídica o las otras estructuras jurídicas fue sometida a un proceso concursal o de intervención administrativa o judicial, realizó un convenio de acreedores o se vio forzada a suspender actividades por parte de una autoridad de supervisión bancaria, bursátil o financiera, por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo? En caso afirmativo incluya los detalles.



III. OTRA INFORMACIÓN SOBRE PERSONAS JURÍDICAS EN LAS QUE HA ESTADO RELACIONADO



1. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, alguna persona jurídica u otra estructura jurídica en la que ha sido socio, miembro de la Alta Gerencia o del Órgano de Dirección, o Auditor Interno o puesto de similar naturaleza, ha sido sancionada por alguna autoridad de supervisión financiera extranjera, por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo. En caso afirmativo incluya los detalles. 

2. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, alguna persona jurídica u otras estructuras jurídicas en las que ha sido miembro de la Alta Gerencia o del Órgano de Dirección, o Auditor Interno o puesto de similar naturaleza, ha sido sancionada por alguna autoridad judicial por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo. En caso afirmativo incluya los detalles.

3. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años estuvo relacionado con una persona jurídica u otra estructura jurídica de cualquier país como socio o miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, la persona jurídica u otra estructura jurídica fue declarada en estado de quiebra culpable o fraudulenta o en estado de intervención administrativa o judicial por un tribunal de cualquier país. En caso afirmativo incluya los detalles.

4. Declarar bajo fe de juramento si ha desempeñado durante los últimos 5 años un puesto como miembro del Órgano de Dirección o Alta Gerencia en alguna persona jurídica u otra estructura jurídica que ha sido objeto de un proceso concursal, liquidación o intervención, mientras ejerció el cargo. En caso afirmativo incluya los detalles.

5. Declarar bajo fe de juramento si directamente o a través de alguna persona jurídica u otra estructura jurídica en las que ha sido socio o ha ocupado un puesto como miembro del Órgano de Dirección o Alta Gerencia, durante los últimos 5 años, tiene pendiente una petición de declaración de insolvencia o quiebra, respectivamente, o bien ya fue otorgada la declaración de insolvencia o quiebra, aun y cuando dichos procesos hubieren terminado por conciliación o arreglo judicial o extrajudicial. En caso afirmativo incluya los detalles.

6. Declarar bajo fe de juramento si durante el período en que estuvo relacionado con alguna persona jurídica u otra estructura jurídica de cualquier país, como socio o miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, la persona jurídica u otra estructura jurídica fue sometida a un proceso concursal o de intervención administrativa o judicial, o se vio forzada a suspender actividades por parte de una autoridad de supervisión financiera, por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo. En caso afirmativo incluya los detalles. 



La información proporcionada en relación con este anexo deberá ir acompañada de la siguiente declaración:



IV. DECLARACIÓN: 



Declaro estar en conocimiento de que la presentación de información falsa o equívoca constituye una causal de rechazo o revocación de la autorización. 

Asimismo, declaro que la información que he consignado en este documento es completa y exacta. 



Me comprometo a informar al supervisor de todo cambio sustancial que guarde relación con esta solicitud y que pueda surgir durante su trámite. 



ANEXO 15



DECLARACIÓN JURADA DE MIEMBROS DEL ÓRGANO DE DIRECCIÓN, ALTA GERENCIA Y ÓRGANOS DE CONTROL INCLUYENDO FISCALÍAS O SUS HOMÓLOGOS



I. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Nombre completo

2. Tipo de identificación

3. Número de identificación

4. Fecha de nacimiento

5. Nacionalidad

6. Domicilio cierto y exacto

7. Cargo



II. FORMACIÓN 



Para los miembros del Órgano de Dirección, la Alta Gerencia y los Órganos de Control incluyendo Fiscalías o sus Homólogos: 



1. Formación académica. Indique la formación académica, describiendo: grado o nivel, año en que se obtuvo y el nombre de la institución educativa. 

2. Formación especializada. Indique la formación especializada en temas bancarios, bursátiles, de seguros, de pensiones o financieros en general, describiendo: área de conocimiento, año en que se obtuvo y nombre de la entidad capacitadora.  



III. EXPERIENCIA E HISTORIA LABORAL RELEVANTES 



Cargos ocupados, con indicación, en cada caso, nombre del puesto, el nombre del empleador, la actividad del empleador, fechas en que desempeñó el cargo, principales labores desarrolladas. 



IV. ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS Y JUDICIALES 



1. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, ha sido sancionado por alguna autoridad judicial por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo. 

2. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, le ha sido requerido el pago de alguna de sus obligaciones por una autoridad judicial nacional o extranjera o es un deudor moroso con más de una cuota pendiente de pago en el sistema financiero local o en el exterior.

3. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, ha sido despedido en cualquier país, de algún cargo o empleo, como consecuencia de un procedimiento disciplinario en su contra por su ex-empleador o por recomendación de alguna autoridad de supervisión financiera. En caso afirmativo, indicar los detalles. 

4. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 10 años, ha sido condenado por alguna autoridad jurisdiccional nacional, por delitos dolosos contra la buena fe de los negocios, o delitos en contra de la legislación relativa a las instituciones financieras, LC/FT/FPADM, delitos contra la propiedad, divulgación de secretos, corrupción, delitos contra la Hacienda Pública nacional o contra los deberes de la función pública,  o delitos contra la legislación tributaria, o delitos contra la legislación nacional de la seguridad social. En caso afirmativo, indicar los detalles.

5. Declarar bajo fe de juramento si se encuentra designado en las publicaciones de organizaciones como la Organización de las Naciones Unidas (ONU), Oficina de Control de Activos Financieros Extranjeros (OFAC, por sus siglas en inglés), u organismos internacionales o intergubernamentales reconocidos en materia de LC/FT/FPADM.



V. OTRA INFORMACIÓN SOBRE PERSONAS JURÍDICAS EN LAS QUE HA ESTADO RELACIONADO



1. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, alguna persona jurídica u otra estructura jurídica en la que ha sido socio, miembro de la Alta Gerencia o del Órgano de Dirección, o Auditor Interno o puesto de similar naturaleza, ha sido sancionada por alguna autoridad de supervisión financiera extranjera, por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo. En caso afirmativo incluya los detalles.

2. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años, alguna persona jurídica u otras estructuras jurídicas en las que ha sido miembro de la Alta Gerencia o del Órgano de Dirección, o Auditor Interno o puesto de similar naturaleza, ha sido sancionada por alguna autoridad judicial por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo. En caso afirmativo incluya los detalles.

3. Declarar bajo fe de juramento si durante los últimos 5 años estuvo relacionado con una persona jurídica u otra estructura jurídica de cualquier país como socio o miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, la persona jurídica u otra estructura jurídica fue declarada en estado de quiebra culpable o fraudulenta o en estado de intervención administrativa o judicial por un tribunal de cualquier país. En caso afirmativo incluya los detalles.

4. Declarar bajo fe de juramento si ha desempeñado durante los últimos 5 años un puesto como miembro del Órgano de Dirección o Alta Gerencia en alguna persona jurídica u otra estructura jurídica que ha sido objeto de un proceso concursal, liquidación o intervención, mientras ejerció el cargo. En caso afirmativo incluya los detalles.

5. Declarar bajo fe de juramento si directamente o a través de alguna persona jurídica u otra estructura jurídica en las que ha sido socio o ha ocupado un puesto como miembro del Órgano de Dirección o Alta Gerencia, durante los últimos 5 años, tiene pendiente una petición de declaración de insolvencia o quiebra, respectivamente, o bien ya fue otorgada la declaración de insolvencia o quiebra, aun y cuando dichos procesos hubieren terminado por conciliación o arreglo judicial o extrajudicial. En caso afirmativo incluya los detalles.

6. Declarar bajo fe de juramento si durante el período en que estuvo relacionado con alguna persona jurídica u otra estructura jurídica de cualquier país, como socio o miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, la persona jurídica u otra estructura jurídica fue sometida a un proceso concursal o de intervención administrativa o judicial, o se vio forzada a suspender actividades por parte de una autoridad de supervisión financiera, por decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo. En caso afirmativo incluya los detalles.



La información proporcionada en relación con este anexo deberá ir acompañada de la siguiente declaración: 



VI. DECLARACIÓN 



Declaro estar en conocimiento de que la presentación de información falsa o equívoca constituye una causal de rechazo o revocación de la autorización.  



Asimismo, declaro que la información que he consignado en este documento es completa y exacta.



Me comprometo a informar al supervisor de todo cambio sustancial que guarde relación con esta solicitud y que pueda surgir durante su trámite. 



ANEXO 16



Autorización previa de cambios accionarios de entidades supervisadas



Documentación requerida para la solicitud de autorización previa para los cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo de la entidad supervisada, en atención al inciso i) del artículo 14 de este Reglamento.



I. BASE LEGAL



LEY ORGÁNICA DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA, LEY 7558



En materia de cambios accionarios, que impliquen participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo de una entidad supervisada: artículo 131 inciso n), sub-inciso vii).



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE CAMBIOS ACCIONARIOS, DIRECTOS O INDIRECTOS, QUE REPRESENTEN PARA EL ADQUIRIENTE UNA PARTICIPACION SIGNIFICATIVA, EN EL CAPITAL SOCIAL O CONLLEVE EL CONTROL EFECTIVO DE LA ENTIDAD SUPERVISADA.



A. INFORMACIÓN GENERAL 



1. Solicitud de autorización firmada, por el Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada, autenticada por notario público, o firmada mediante firma digital certificada.  En dicha solicitud la entidad deberá explicar los detalles de la transacción realizada, las partes involucradas y señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.

2. Certificación notarial del poder otorgado o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses, en el que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal del solicitante. 

3. Dictamen legal emitido por un notario público, en el que se de fe que cada una de las reformas que se pretende realizar al estatuto de la entidad supervisada, cumple, sin contravenir, las disposiciones del marco legal y estatutario atinente.

4. Copia certificada notarialmente del asiento del libro de registro de socios legalizado de la entidad supervisada en que conste el nombre completo y el porcentaje de participación de todos los socios del momento previo a la solicitud.

5. Proyecto de modificación del pacto constitutivo en que conste la nueva estructura de propiedad que tendría la entidad supervisada y, aportar además la nueva información según lo establece el apartado B. INFORMACIÓN SOBRE LA ESTRUCTURA DE PROPIEDAD del anexo 1, del presente Reglamento, para cada uno de los socios directos e indirectos, según quedaría la nueva composición accionaria de la entidad.



6. En caso de que cambio accionario represente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo de la entidad supervisada, el socio o socios deberán presentar una declaración jurada ante notario público de conformidad con el anexo 14 del presente Reglamento.

7. Cuando el cambio accionario se origina por una adquisición por parte de una persona jurídica, se deberá aportar copia de los libros de la entidad en que conste la composición accionaria de la empresa adquiriente, hasta llegar al nivel de persona física, la copia deberá ser certificada por notario público.

8. Declaración jurada protocolizada, del Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada, en la que indique que ningún socio ha financiado el aporte de capital con recursos de alguna entidad o empresa de su grupo o conglomerado financiero. Además, cada uno de los nuevos socios debe presentar una declaración jurada debidamente protocolizada ante notario que, para la compra de acciones no recibió financiamiento ni en forma directa ni indirectamente, por parte de alguna de las empresas que conforman el grupo o conglomerado financiero.

9. Cuando el cambio accionario conlleve la inclusión de nuevos accionistas en su cadena de composición accionaria, la entidad debe aportar certificación, emitida por la Auditoría Interna de la entidad supervisada o del grupo o conglomerado financiero, donde certifique que ninguna empresa ni entidad del grupo o conglomerado financiero ha financiado a ninguno de los nuevos accionistas directos o indirectos en la compra de su participación accionaria. Además, cada uno de los nuevos socios debe presentar una declaración jurada debidamente protocolizada ante notario que, para la compra de acciones no recibió financiamiento ni en forma directa ni indirectamente, por parte de alguna de las empresas que conforman el grupo o conglomerado financiero.

10. Copia certificada notarialmente del libro de registro de accionistas de la empresa en la que conste la pertenencia de cada una de las acciones de la empresa solicitante.

11. Cuando el pacto constitutivo de la entidad supervisada establezca la aprobación de la cesión o el traslado de dominio de las acciones, aportar certificación notarial del acuerdo de Asamblea de Socios o Asociados, o del órgano equivalente en sus funciones, en la que conste la aprobación en firme del acto sujeto a autorización.

12. Informe aprobado por el Órgano de Dirección de la entidad supervisada, certificado por notario público, con vista en los libros respectivos (cuando corresponda), sobre la(s) persona(s) que en el momento de la declaración ejerce(n) el control efectivo de la entidad supervisada y que contenga lo siguiente:

a) Detalle de los socios que mantenían participación significativa en el capital social de la entidad supervisada, antes de la solicitud.

b) Detalle de la(s) persona(s) que mantenía(n) el control efectivo de la entidad supervisada antes de activar la solicitud de autorización.

c) Detalle de la forma en que el cambio accionario representará para el adquirente(s) una participación significativa en el capital social de la entidad supervisada;

d) Detalle de la(s) persona(s) que mantendrá(n) el control efectivo de la entidad supervisada, con sus correspondientes porcentajes de participación, cuando el cambio accionario sea autorizado. 

e) Detalle de la conformación del capital social a la fecha de presentación de la solicitud, indicando para cada socio persona física el nombre completo, el número de identificación, el monto del capital aportado y el número de acciones.

f) Proyección de la conformación de la estructura de capital después de autorizada la variación en el capital social, indicando el nombre completo del socio hasta nivel de persona física, el número de identificación, el monto del capital aportado y el número de acciones.



Si esta solicitud de autorización implica un aumento o una disminución de capital social de la entidad supervisada, se debe presentar paralelamente la solicitud de autorización previa de variaciones de capital social de la entidad supervisada.



III. REGISTRO ANTE LA SUGEF



1. Si el cambio accionario implica una modificación de los estatutos, deberá realizarse de conformidad con lo establecido en este Reglamento y aportar copia certificada de la escritura inscrita en el registro respectivo.

2. Certificación notarial del asiento del libro de registro de socios legalizado, posterior a la autorización requerida, con el nombre y el porcentaje de participación de todos los socios de la entidad supervisada.



ANEXO 17



ASOCIACIONES MUTUALISTAS DE AHORRO Y PRÉSTAMOS PARA LA VIVIENDA



Documentación requerida para determinar el componente del Capital Base (CB) que corresponda a las cuotas de participación mutualista de acuerdo con sus características. 



I. BASE REGLAMENTARIA



A. Ley 9199, reforma la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, Ley 7052.



B. Reglamento sobre la suficiencia patrimonial de entidades financieras, Acuerdo SUGEF 3-06.



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN PARA DETERMINAR EL COMPONENTE DEL CAPITTAL BASE (CB) QUE CORRESPONDA A LAS CUOTAS DE PARTICIPACIÓN MUTUALISTA.



1. Solicitud para determinar el componente de Capital Base que corresponde a las cuotas de participación mutualista.  La solicitud debe estar firmada por el Representante o Apoderado Legal de la entidad, la firma debe estar autenticada por un notario público o firmada con firma digital certificada. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.

2. Copia del acuerdo de la Asamblea de Asociados y de la Junta Directiva en el cual se indican las características y condiciones de emisión de las cuotas de participación mutualista.

3. Borrador del prospecto de emisión de las cuotas de participación mutualista.

4. Criterio técnico jurídico aportado por la entidad emisora, mediante el cual se indique que las cuotas de participación mutualista estarán disponibles para la absorción de pérdidas de la entidad en marcha. De no ser así, el criterio técnico jurídico debe indicar que estos instrumentos permitirán la absorción de pérdidas en el escenario de liquidación de la entidad.

5. Criterio técnico contable aportado por la entidad emisora, que justifique la clasificación contable que la mutual propone adoptar para la emisión de cuotas de participación mutualista, previamente acordada por la Asamblea de Asociados. 



ANEXO 18



Autorización previa del cambio a los estatutos de las entidades supervisadas, excepto Organizaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito



Documentación requerida para la autorización previa del cambio en los estatutos de las entidades y empresas supervisadas, no referidos en los demás incisos del artículo 14 de este Reglamento.



I. BASE LEGAL 



Artículo 131, inciso ñ), de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558.



II. DOCUMENTACIÓN QUE DEBE ACOMPAÑAR LA SOLICITUD

 

1. Solicitud de autorización previa para el cambio en estatutos. firmada por el Representante o Apoderado Legal. La firma debe estar autenticada por un notario público o firmada mediante firma digital certificada. La solicitud debe señalar un medio cierto y existente para recibir notificaciones. En caso de no hacer el respectivo señalamiento, los actos o resoluciones posteriores se tendrán por notificados automáticamente con sólo el transcurso de veinticuatro horas de dictado de conformidad con el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales N°8687.

2. Certificación del poder otorgado ante notario público o certificación registral de personería jurídica, con una antigüedad no mayor a tres meses de emitida, en el que se acredite la capacidad de actuar del Representante o Apoderado Legal de la entidad supervisada. 



3. Copia del acta de la Asamblea de Socios o Asociados u homólogos, en que fueron acordadas las modificaciones estatutarias que se someten ante la SUGEF para su aprobación. 

4. Matriz comparativa que muestre el texto vigente y el texto propuesto para cada artículo que se desea modificar. 

5. Copia del proyecto de escritura pública de modificación de estatutos.

6. Dictamen legal emitido por un notario público en el que se de fe de que cada una de las reformas que se pretende realizar al estatuto de la entidad supervisada, cumple con las disposiciones del marco legal y estatutario atinente.



III. REGISTRO ANTE LA SUGEF



Copia certificada de la escritura pública inscrita ante la institución de registro correspondiente.”



II.	Referente a la resolución motivada al Acuerdo Sugef 8-08, Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros:



considerando que:



I.	El artículo 171 inciso b) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, señala que le corresponde al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la Ley, debe ejecutar la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).



II.	El artículo 131 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece como parte de las funciones del Superintendente, proponer al Conassif para su aprobación, las normas que estime necesarias para el desarrollo de las labores de fiscalización y vigilancia.



III.	Mediante literal A, artículo 8, del Acta de la Sesión 720-2008 del 30 de mayo del 2008, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero aprobó el Acuerdo Sugef 8-08 Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef, y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros.



IV.	El procedimiento para la emisión o reforma reglamentaria establecido por el Conassif incluye, en una de sus etapas, la consulta pública a los interesados sobre la propuesta de modificación, con el objetivo de abrir el espacio para que los interesados emitan observaciones al proyecto. Mediante este proceso las observaciones que se reciben en el plazo otorgado son valoradas y, en caso de que esas observaciones procedan, se ajusta la propuesta, o bien, cuando la observación no es procedente, se justifica con los motivos para no ser consideradas. Esta etapa se documenta por medio de matrices de observaciones que quedan a disposición del público en la página web de la Sugef, una vez que el Conassif aprueba la reforma.



V.	El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 9 del acta de la sesión 1780-2023, celebrada el 16 de enero del 2023, dispuso en firme, remitir en consulta la propuesta de modificación del Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef, y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros, Acuerdo Sugef 8-08. Se recibieron 59 observaciones a dicha consulta, las cuales fueron evaluadas y en lo pertinente fueron incorporadas al texto de la regulación. No obstante, debido a los cambios y mejoras incorporados a la regulación, que incluían cambios producto de las observaciones recibidas del MEIC, se consideró conveniente enviar nuevamente en consulta al medio; para lo cual el Conassif mediante artículo 6 del acta de la sesión 1836-2023, celebrada el 27 de noviembre del 2023, dispuso el envío en consulta en una segunda instancia durante un plazo máximo de quince días hábiles, desde el 1 de diciembre de 2023 hasta el 2 de enero de 2024, donde se reciben 58 observaciones de cinco de los entes consultados, de las cuales 17 observaciones proceden y en lo pertinente modifican el texto final del proyecto de modificación reglamentaria, las restantes observaciones se rechazan por considerarse que no eran procedentes porque carecían de fundamentación técnica suficiente como para generar un cambio a la propuesta reglamentaria.



VI.	La Evaluación Costo-Beneficio de la propuesta de regulación se realiza de conformidad con lo establecido en los artículos 1 y 12 de la Ley Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley 8220 y en los artículos 13, 13 bis y 56 al 60bis del Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, No. 37045- MP-MEIC. Dicha regulación indica que la Administración Pública debe realizar un análisis de impacto regulatorio mediante una evaluación costo-beneficio antes de emitir cualquier nueva regulación o reformar las existentes, cuando establezcan trámites, requisitos y procedimientos que deba cumplir el administrado ante la Administración. De dicho análisis se determinó que la regulación establece y modifica trámites, requisitos o procedimientos que el administrado debe cumplir ante la Administración, por lo que se realizó este control previo. Como resultado de esta gestión se recibieron comentarios y observaciones de la Dirección de Mejora Regulatoria del MEIC, los cuales fueron analizados y en lo pertinente fueron incorporados al texto de la propuesta regulatoria.



VII.	Se reciben las observaciones y comentarios del MEIC al proyecto de modificación integral del Acuerdo SUGEF 8-08 mediante el Informe de 1° vez DMR-DAR-INF-042-2023, que determina 21 observaciones específicas que se deben valorar y subsanar antes de aprobar el proyecto de reforma normativa; por lo que se realiza la revisión de las observaciones emitidas por el MEIC y se corrigen o modifican las situaciones advertidas por dicha institución.



dispuso en firme:



emitir la presente resolución motivada en cumplimiento de lo establecido en el Informe de 1° vez DMR-DAR-INF-042-2023 recibido del MEIC, con el objetivo de documentar las razones que fundamentan la atención de cada una de las observaciones recibidas del MEIC, así como para cumplir con el plazo establecido en la Vigencia del criterio del informe antes mencionado, para la emisión de la propuesta normativa de manera formal.  



A continuación, se enumeran las 21 observaciones recibidas del MEIC en el Informe de 1° vez DMR-DAR-INF-042-2023 y se resumen las respuestas y fundamentos para la atención de estas, de la siguiente manera:



Procede la observación [1] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria

Se aclara el comentario externado por el MEIC sobre el final del párrafo del artículo 7 que indica: “...Asimismo, cuando se requiera una copia certificada de los documentos, el solicitante deber realizar las gestiones correspondientes...”, porque no se trata solo de documentos emitidos por la SUGEF, sino por otras instituciones, los cuales puede presentar una vigencia determinada (certificación u otro documento), por lo que el solicitante deberá presentar un nuevo documento que se encuentre vigente. 



Para mayor aclaración se propone modificar el artículo 7 para que se lea como sigue:



“Artículo 7.  Presentación única de información

La solicitud debe acompañarse de la totalidad de la información requerida.

Cuando en virtud de otra gestión o circunstancia, la información requerida para el trámite se encuentre en poder de la Sugef, el solicitante puede manifestarlo en la solicitud, a efecto de que la información se integre al nuevo trámite. Para estos casos, el solicitante debe indicar las fechas de emisión y presentación del documento, la referencia del documento si éste tenía una asignada, y el trámite para el que se aportó. Cuando la información requerida para el trámite que se encuentre en poder de Sugef no esté vigente, el solicitante deberá aportar la información actualizada.



Asimismo, podrá optar por la presentación del(os) documento(s) físico(s) original(es) o copia(s) auténtica(s) junto con la(s) copia(s) o fotocopia(s) simple(s). Para esta presentación de documentos el solicitante deberá concertar una cita previa para que sea atendido en las instalaciones de la Sugef por el funcionario público responsable de verificar y certificar como fieles y exactos aquellos documentos que correspondan.”



Con lo anterior Reglamentariamente se aceptan copias simples de los documentos, cuando estas sean acompañadas del original o copia auténtica y estos puedan ser verificados y certificados como fieles y exactos por el funcionario público que las recibe y coteja.



Procede la observación [2] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria

Se excluye del proyecto de reforma la frase lineamientos generales que se encontraba en los artículos 9 y 21 como lo señala la observación del MEIC.



Cuando proceda la redacción de lineamientos generales al reglamento y una vez aprobados, estos formarán parte del reglamento y deberán cumplir lo estipulado en el inciso b) del artículo 4 de la Ley 8220.



Procede la observación [3] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria.

Para el inicio del plazo de resolución de cualquiera de los actos de autorización estipulados en el Reglamento se realiza el cambio normativo recomendado en los artículos 9 y 10 del reglamento.



Procede la observación [4] MEIC-Modifica Formulario costo-beneficio

Se refiere al día de inicio del cálculo del plazo de resolución, según lo establecido en el artículo 256 de la LGAP y a los artículos 29 y 39 del Decreto Ejecutivo N°37045-MP-MEIC, y en concordancia con respuesta recibida de la División de Asesoría Jurídica de la SUGEF, oficio SGF-DAJ-0037-2023 fechado 22 de mayo de 2023, respecto al uso de días hábiles para la Administración en los plazos reglamentarios.



Se hace aclaración en el formulario costo-beneficio, en el numeral 10.



Procede parcialmente la observación [5] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria

Se realiza la modificación reglamentaria en el artículo 4 para que se lea así:



“Artículo 4. Coordinación entre supervisores para el trámite de solicitudes 

Cuando la solicitud involucre a entidades o empresas supervisadas por otros supervisores, la SUGEF debe coordinar de manera que no se produzcan incongruencias, duplicación de funciones o de requerimientos de información.”



Respecto a la información relacionada con certificaciones, prospectos, comprobantes u otros que se encuentren disponibles de manera simple y no impliquen un costo en dinero para su obtención, serán obtenidos mediante las páginas web de los emisores. 



Se aclara que la aplicación de la cooperación interinstitucional resulta complicada cuando la obtención de la información implica un costo de dinero el realizar el requerimiento ante la administración pública.  La razón es que la SUGEF no ésta facultada para realizar pago en dinero en beneficio del administrado, por lo que en estos casos no es viable la coordinación interinstitucional en virtud de que los gastos, en los que le está permitido incurrir a la SUGEF, se encuentran previamente planificados mediante presupuesto anual. 



Procede la observación [6] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria

Se realiza el cambio normativo recomendado. Los requerimientos dispuestos en la Circular Externa SGF-1259-2018 del 30 de abril de 2018 se incluyen como un anexo más en el Reglamento (proyecto de modificación integral del Acuerdo SUGEF 8-08), para que, una vez aprobado, se encuentre también publicada en el Diario oficial La Gaceta y cumplir lo establecido en el artículo 4 de la Ley 8220. La pertinencia de algunos contenidos de la referida Circular SGF 1259-2028 serán revisados una vez aprobado el Reglamento, con el objetivo preservar la consistencia con el marco de regulación.



Procede la observación [7] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria

Se realiza el cambio normativo recomendado, como sigue:



“ANEXO 13

Autorización previa para la creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas…

B. PROYECTO DE NEGOCIO

El informe del proyecto de negocio que debe contener, por lo menos, la siguiente información: …”



Adicionalmente, se elimina del reglamento el uso de la frase “por lo menos” u homologa donde corresponda.



Procede la observación [8] MEIC- Modifica el Formulario

En el Formulario de costo-beneficio se marca en la casilla la opción que indica “Crea”, y se anota después de la pregunta 7 y dentro de la casilla de “Nombre del trámite”, la frase: “...la regulación propuesta crea o modifica trámites que debido a la creación de nuevos requisitos…”.



Procede la observación [9] MEIC-Modifica el Formulario y Archivo Excel



I. Se redacta en el punto 7.2 del Formulario costo-beneficio lo siguiente:



“La regulación propuesta crea o modifica trámites que debido a la creación de nuevos requisitos.
i) La autorización previa de cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo en el capital social de una entidad supervisada.
j) La autorización previa para la venta o compra de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad supervisada por SUGEF, a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero; lo anterior, sin perjuicio de las funciones y potestades que ostenta la Comisión para Promover la Competencia, en materia de concentración.
k) La autorización previa para creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas.
l) La autorización previa de otros cambios a los estatutos de las entidades supervisadas, no referidos en los incisos anteriores de este artículo.  (Ver archivo “Tramites y requisitos-MEIC-Reforma SUGEF 8-08...,)”. 



II. Identificación de tramites NUEVOS y totalidad de requisitos de dichos trámites 



De acuerdo con la recomendación del MEIC se modifica el archivo EXCEL en el que se describen todos los trámites y requisitos, con el detalle completo requerido:



1. ...colocar el nombre del trámite tal como se aprecia en la propuesta de regulación...

2.  ...identificar el nombre de los cuatro trámites e incorporar la totalidad de los requisitos, dado que es un nuevo trámite...

3. ... incorporar los trámites en los cuales se han dado modificaciones a los requisitos...

 

Procede la observación [10] MEIC-Modifica el Formulario y Archivo Excel

Lo indicado por el MEIC ya se menciona en el formulario de manera general a cada tramite (Plazo, vigencia y Aplica Silencio Positivo):

7.3. Plazo de resolución “Plazo de resolución (días hábiles o naturales): Plazo MAXIMO será de seis meses” 

7.4. Vigencia del trámite “Vigencia del trámite: INDEFINIDA”

7.5 Aplica Silencio Positivo “Aplica Silencio Positivo    No “

No obstante, para responder de manera individual para cada TRÁMITE, en el archivo Excel se realiza lo requerido por el MEIC, adicionando las columnas correspondientes.



Procede la observación [11] MEIC-Modifica el Archivo Excel

De acuerdo con la recomendación del MEIC se realizan las modificaciones en el archivo EXCEL, mediante la adición en columnas de la información contenida en el punto 7 del formulario de evaluación de costo-beneficio: “...7.3. Plazo de resolución, 7.4. Vigencia del trámite y 7.5 Aplica Silencio Positivo para cada trámite que ha visto creado o modificado algunos de sus requisitos...”, modificando dicho archivo según indicaciones.



Procede la observación [12] MEIC-Modifica el Archivo Excel

Se modifica el archivo EXCEL para asociar los requisitos nuevos con su respectivo trámite.



Lo indicado por el MEIC sobre los puntos 7.6, 7.7 y 7.8 se incorpora en el archivo EXCEL.



Procede la observación [13] MEIC-Modifica el Archivo Excel

Ídem punto anterior, ver respuesta en la observación [12]. 



En este caso para asociar el requisito con una “... ley, reglamento, decreto ejecutivo, y cada uno de los artículos respectivos, en los cuáles se sustenta la solicitud del requisito...”



Procede la observación [14] MEIC-Modifica el Archivo Excel

Ídem punto anterior, para la justificación técnico-científica de cada requisito. En este caso para justificar por qué cada requisito es indispensable y la razón por lo cual se consideran necesarios para resolver la gestión del trámite solicitado.



Procede la observación [15] MEIC:  -Modifica la propuesta reglamentaria 

IDEM observación [1] numeral II:

“Se propone cambio en la redacción de un párrafo del artículo 7, en atención a la observación del MEIC: “deberían permitir la presentación de copias simples, tal como lo señala el artículo 295 de la LGAP”, para que reglamentariamente se acepten copias simples de los documentos, cuando estas sean acompañadas del original o copia auténtica y estos puedan ser verificados y certificados como fiel y exacta por el funcionario público que las recibe y coteja, con atención del administrado mediante cita previa.…”



Procede la observación [16] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria, el Formulario y el Archivo Excel

1. Se excluyen requisitos como el comprobante de obligaciones pendientes derivadas del aporte obligatorio al presupuesto de las Superintendencias. 

Nota: Para el caso de la CCSS, el artículo 6 no solicita información, sino que el solicitante consigne “...por escrito en la solicitud si se encuentra al día con dichas obligaciones...”



2. Se procede a incluir en el Formulario de costo-beneficio y en el archivo EXCEL, los requisitos que califican para la coordinación interinstitucional y las justificaciones de aquellos donde no es viable realizarlo.



Procede la observación [17] MEIC-Modifica la propuesta reglamentaria, el Formulario y el Archivo Excel

Ídem a la observación [16] anterior.



Procede la observación [18] MEIC-Modifica el Archivo Excel

Se modifica el archivo EXEL para incluir los puntos: 

“9. Cargas Administrativas. 

9.1 ¿Crea nuevos requisitos u obligaciones para los administrados? 	 

9.2 Señale el artículo aplicable. 	 

9.3 Justifique la medida.”

Para que las respuestas se encuentren en un solo lugar. 



Se revisa y se modifica la justificación en el archivo EXCEL.



Procede la observación [19] MEIC-Modifica el Archivo Excel

Se revisa y se modifica el archivo EXCEL, para:

1. “...especificar para cada trámite el establecimiento o aumento del plazo de resolución...”

2. “...toma en consideración los plazos de resolución señalados en el marco de la Ley General de la Administración Pública o hacer la mención de la norma que respalda la fijación del plazo de resolución…”

3. “...indicar para cada uno de los trámites por qué se estableció el plazo indicado para resolver (en días hábiles o naturales) …”



Procede la observación [20] MEIC-Modifica el Formulario y el Archivo Excel

Se modifica el numeral 13 del Formulario de costo beneficio anotando lo siguiente:

“La promulgación de la Ley 9768, Reforma Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y la Ley Reguladora del Mercado de Valores, establece la obligación del CONASSIF de reglamentar los nuevos actos sujetos a autorización que a la fecha no se encontraban regulados.  Ver archivo adjunto de trámites y requisitos. Los actos de autorización nuevos son los siguientes:   i) La autorización previa de cambios accionarios, directos o indirectos, que representen para el adquirente una participación significativa en el capital social o conlleve el control efectivo en el capital social de una entidad supervisada.            j) La autorización previa para la venta o compra de una parte significativa de activos o pasivos de una entidad supervisada por SUGEF, a un tercero o a otra entidad o empresa del grupo o conglomerado financiero; lo anterior, sin perjuicio de las funciones y potestades que ostenta la Comisión para Promover la Competencia, en materia de concentración.            k) La autorización previa para creación en el exterior de sucursales o agencias de entidades supervisadas.                           l) La autorización previa de otros cambios a los estatutos de las entidades supervisadas, no referidos en los incisos anteriores de este artículo. Los actos de autorización aplican a los mismos sujetos regulados actualmente según la reglamentación aprobada por CONASSIF, no se incluye ningún tipo nuevo de sujeto regulado. Los nuevos actos de autorización determinan las actividades nuevas que estarían sujetas a regulación, y la oportunidad de regularlas se fundamenta en la promulgación de la Ley 9768, para que dichas actividades, una vez reglamentadas, sean supervisadas por la SUGEF”     



Se modifica el Formulario de costo beneficio y el archivo EXCEL para cumplir con todas las recomendaciones del MEIC.



Procede la observación [21] MEIC- Publicación en Catálogo Nacional de Trámites  

Se tiene presente lo indicado por el MEIC para que “…una vez publicado el reglamento en análisis, los trámites regulados en esta propuesta deben ser incluidos en el Catálogo Nacional de Trámites...”



Por tanto, cuando esta propuesta reglamentaria sea aprobada por el CONASSIF, se procederá, según corresponda, con la actualización del Catálogo Nacional de Trámites.



por tanto:



con fundamento en las consideraciones y razones expuestas en esta resolución, que se relaciona con la aprobación del Reglamento sobre autorizaciones de entidades supervisadas por la Sugef y sobre autorizaciones y funcionamiento de grupos y conglomerados financieros, Acuerdo Sugef 8-08, aprobado en el artículo 11, del acta de la sesión 1846-2024, celebrada el 4 de marzo de 2024, se resuelve aceptar las recomendaciones dadas por la Dirección de Mejora Regulatoria del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, mediante el Informe de 1° vez DMR-DAR-INF-042-2023, excepto la observación [5], la cual se refiere al artículo 4, y que sólo se aceptó parcialmente, según lo establecido en la parte considerativa.
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Celia Alpízar Paniagua

Secretaria interina del Consejo
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Direccién de la Junta Administradora v
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial
Republica de Costa Rica

INFORME ANUAL GOBIERNO
CORPORATIVO

PERIODO DEL 1 DE ENERO DE 2023 AL
31 DE DICIEMBRE DE 2023






Direccién de la Junta Administradora
PODER

del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

&1 JUDICIAL del Poder Judicial
- Replblica de Costa Rica Replibhca de Costa Rica

1. Introduccién

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FIJPPJ) fue creado el 09 de junio de 1939,
desde su creacién se mantuvo bajo la administracion directa del estimable Consejo Superior y de
la honorable Corte Plena. Con la promulgacion en mayo del afio 2018, de la reforma impuesta
mediante la Ley N.° 9544 a la Ley Organica del Poder Judicial, se crea un nuevo organo encargado
de administrar el régimen de pensiones de este Poder de la Republica: La Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO).

El Fondo, con el fin de alinearse a las buenas practicas de Gobierno Corporativo, considera los
lineamientos generales, en atencidn a tendencias internacionales y nacionales, de conformidad con
los principios de Gobierno Corporativo y las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo
Nacional de Supervision del Sistema Financiero (CONASSIF).

El Gobierno Corporativo define los fundamentos y directrices generales de la estructura del FIPPJ,
gue deben observar sus 6rganos de direccion, administracion y control, personas beneficiarias;
como las involucradas en su gestiéon y toma de decisiones, en todas sus actuaciones tendientes a
procurar el mejor desempefio, basado en el apego a la conducta ética y responsabilidades
asignadas.

Aunado a todo lo anterior, es de vital importancia destacar que el FJIPPJ ejecuta sus operaciones
bajo el principio de “negocio en marcha”, que mantiene obligaciones con su poblacién afiliada y que
debe continuar con una adecuada gestion de su portafolio de inversiones y activos en general,
remision de informes y cumplimiento de tramites operativos especializados necesarios para la
correcta operacion del FIPPJ, situacion que a la fecha se ha cumplido a cabalidad.

Es importante resaltar que el Informe Anual de Gobierno Corporativo, considera la estructura
administrativa y comités técnicos al 31 de diciembre de 2023.

2. Definiciones

Considerando el concepto de Gobierno Corporativo, como el conjunto de politicas, normas y 6rganos
internos mediante los cuales se dirige y controla la gestion de una entidad, y conforme a las
condiciones propias de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, es necesario definir los siguientes aspectos, los cuales son extraidos de la normativa
vigente institucional:

a) Corte Plena: La Corte sera presidida por su presidente (a) y estara formada por todos los
Magistrados y Magistradas que componen la Sala Primera, Sala Segunda, Sala Tercera y
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Sala Constitucional (22 Magistrados y Magistradas). Articulo 58 LOPJ.

b) Jubilacién: Derecho del servidor o de la servidora judicial de percibir una asignacion
calculada segun los afios de servicio y la edad de retiro de la funcién judicial.

c) Junta Administradora Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JAFJPPJ):
es el Organo de Méaxima Direccion, que tiene a su cargo la administracion del régimen del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), cuyo patrimonio es de
exclusiva propiedad, de las personas afiliadas para operar y generar inversiones que le den
sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ambitos del mercado financiero nacional e
internacional.

d) Ley Orgéanicadel Poder Judicial (LOPJ): Corresponde al cuerpo normativo que establece
la organizacion funcional del Poder Judicial, que en su capitulo IX regula lo relativo al régimen
del FIPPJ.

e) Pension: Derecho que tienen las personas familiares a que hace referencia el articulo 228
de la Ley Organica del Poder Judicial, del servidor (a) o jubilado (a) judicial, en caso de
fallecimiento de éstos, a percibir una asignacion mensual.

3. Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

a) Cantidad de miembros previstos en los estatutos:

Organo de Cantidad de Norma Legal
Direccion Miembros 9

JUNAFO 6 titulares Con la promulgacién en mayo del afio 2018, de

la reforma impuesta mediante la Ley N.° 9544
a la Ley Orgéanica del Poder Judicial, se crea
un nuevo o6rgano de desconcentracién maxima
del Poder Judicial, encargado de administrar el
régimen de jubilaciones y pensiones de este
Poder de la Republica.

6 suplentes
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Informacion de los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial al cierre del periodo 2023, segun el siguiente detalle:

Nombre Puesto Fecha de Gltimo nombramiento

Debido a la necesidad de integrar la Junta

Dr. Juan Carlos Segura Solis Presidente Administradora del FJPPJ, para que efectde
la representacion judicial y extrajudicial de
Lic. Arnoldo Hernandez Solano Vicepresidente este régimen de pensiones, se realizan en el
aflo 2019 los procesos de seleccion
MBA. Rodrigo Arroyo Guzman Secretario respectivos, siendo finalmente conformado

este nuevo o6rgano del Poder Judicial y
juramentado por la Corte Plena en sesion N°.
004-2020 con fecha 27 de enero 2020.
Nombramientos nuevos directores en
. . . propiedad, segln Tribunal Electoral Judicial
MBA. Mauricio Villalta Fallas Director 1 sesién N° 014-2023 del 29 de noviembre del
2023, articulo I, referente a los resultados
obtenidos en las votaciones realizada para la
eleccion de personas integrantes titulares y
MPA. William Soto Solano Director 2 suplentes de esta Junta Administradora, en
representacion del colectivo judicial del
Poder Judicial.

Lic. Parris Quesada Madrigal Tesorero

Datos al 31/12/2023

b) Indique las variaciones que se hayan producido en el periodo, segun el siguiente
detalle:

Ingresos

‘ Nombre Puesto H Motivo Ingreso

Nombramientos nuevos
directores en propiedad, segun
C . Tribunal Electoral Judicial
MBA. Mauricio Villalta Fallas Director 1 sesién N° 014-2023 del 29 de
noviembre del 2023, articulo 1,
referente a los resultados
obtenidos en las votaciones
realizada para la eleccién de
personas integrantes titulares
MPA. William Soto Solano Director 2 y suplentes de esta Junta
Administradora, en
representacion del colectivo
judicial del Poder Judicial.
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Salidas

Nombre Puesto Motivo Salida

Nombramientos nuevos
directores en propiedad, segin
PhDGR. Alexander Arguedas Director 1 Trib'unal Electoral Judicial
Vindas *** sesion N° 014-2023 del 29 de
noviembre del 2023, articulo |,
referente a los resultados
obtenidos en las votaciones
realizada para la eleccién de
personas integrantes titulares
Lic. Freddy Chacén Arrieta Director 2 y suplentes de esta Junta
Administradora, en
representacién del colectivo
judicial del Poder Judicial.

** Queda como miembro suplente de la Junta Administradora del FIJPPJ.

c) Indigue, en los casos en que apligue, si los miembros de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial asumen cargos de
administraciéon o directivos en otras entidades que formen parte del mismo grupo

vinculado:
| Nombre | Nombre de laentidad | Cargo
Dr. Juan Carlos Segura Solis Corte Suprema de Juez Coordinador Tribunal
Justicia, Poder Judicial de Trabajo del | Circuito
Judicial de San José
Lic. Parris Quesada Madrigal Corte Suprema de Profesional 2, Administracion
Justicia, Poder Judicial Subproceso Ambiente
Laboral

d) Indique la cantidad de sesiones que realiz6 la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el periodo.

Total Sesiones

Sesiones Ordinarias y Periodo
Extraordinarias

01 de enero de 2023 al 31 de diciembre de
2023
Fuente: https:/ffijp.poder-judicial.go.cr/index.php/actas-de-la-junta-administradora-del-fjppj-2
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e) Indique laexistencia de las politicas sobre conflicto de interés, el lugar en que estan
disponibles para su consulta, y las modificaciones que se hayan realizado durante

el periodo.

e La Junta Administradora del FJPPJ adopté el Reglamento de Regulacion de Conflictos
de Interés del Poder Judicial como propio.

f) Realice unadescripcién de las politicas parala remuneracion de los miembros de la
Junta Administradoradel Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que

se hayan aprobado.

Organizacién Descripcion de Politica
Con la promulgacién en mayo del afio 2018, de

la reforma impuesta mediante la Ley N.° 9544 a
la Ley Orgénica del Poder Judicial, el articulo N.°
240 indica:

JUNAFO

“[...] Los miembros de la Junta Administradora no
devengaran ninguna dieta pero si contaran con
los permisos necesarios para atender las
sesiones...”

g) Silaentidad hadispuesto voluntariamente una politicainternasobre rotacién realice
una descripcion de las politicas sobre rotacion de los miembros de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Organizacion

Descripcion de la Politica

JUNAFO

Con la promulgacién en mayo del afio 2018, de la
reforma impuesta mediante la Ley N.° 9544 a la Ley
Orgénica del Poder Judicial, el articulo N.° 240 indica:

“[...] Quienes integran la Junta duraran en sus cargos
cinco anos, luego de los cuales podran ser reelectos ...”

Asimismo, en el articulo N.° 240 de la LOPJ se establece
la rotacion del rol de presidencia, conforme al siguiente
detalle:

“En la primera sesion ordinaria, la Junta designara a la
persona que habrd de presidir las sesiones, esta
designacion se hara por un espacio temporal de un afio,

6
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Organizacion Descripcion de la Politica
debiendo alternarse cada afio entre los representantes
del colectivo judicial y de la Corte Plena. Ademas, se
designara a quien le sustituya en caso de ausencia. La
persona que preside tendra voto calificado en caso de
empate.”

4. Alta Gerencia

Es la responsable del proceso de planeamiento, organizacion, direccion y control de los recursos
organizacionales para el logro de los objetivos establecidos por el Organo de Direccion. Segun la
estructura organizativa de la entidad regulada, incluye a las personas servidoras que, por su funcion,
cargo o posicion, intervienen o tienen la posibilidad de intervenir en la toma de decisiones
importantes dentro de la entidad.

» Lineade Reporte
La Alta Gerencia reporta a la Junta Administradora del FIPPJ.
» Alta Gerencia

La Alta Gerencia de la Direccion de la JUNAFO, esta a cargo del sefior:

Nombre

Director a.i de la Direccion de la

MPM. Oslean Mora Valdez Junta Administradora del FIPPJ

5. Comités de apoyo

Al respecto conviene destacar que, por disposicion de la propia Ley Organica del Poder Judicial
vigente (segun los articulos N.° 237 y N.° 241), tanto el FJPPJ como su Junta Administradora pasan
a ser directamente supervisados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), debido a lo cual
se efectla un importante esfuerzo de alineamiento normativo a los reglamentos y disposiciones
dictados por el Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero (CONASSIF). Como parte
de dicho alineamiento ha sido necesario conformar comités de trabajo, quienes por reglamentacion
coadyuvan en la gestion del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:
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Organigrama N°. 1
Organos Auxiliares
Periodo 2023

Junta
Administradora
FJPPJ

Pres. Juan Carlos Segura S.

Comité de

Comité de
IVES S

Gobierno
Corporatiivo

Pres. Parris Quesada M.

Comité de Riesgos Auditoria

Pres. Edi Velasquez Ch. Pres. Pedro Aguilar M. Pres. Arturo Baltodano B.

Datos al 31/12/2023

5.1. Comité de Riesgos!

El Comité de Riesgos es responsable de asesorar al Organo de Direccion en todo lo relacionado
con las politicas de gestion de riesgos, asi como respecto de la capacidad y el Apetito de Riesgo
de la entidad en relacion con los fondos administrados. Este Comité tiene, entre otras, las siguientes
funciones:

I.  Supervisar la ejecucién de la Declaraciéon de Apetito de Riesgo por parte de la Alta Gerencia,
la presentacion de informes sobre el estado de la Cultura del Riesgo de la entidad y la
interaccion con el director de riesgos, 0 con quien asuma este rol.

[I.  Proponer el Apetito de Riesgo, asi como las politicas de riesgos para cada tipo de fondo
administrado, necesarias para cumplir con el apetito de riesgo y los objetivos definidos en el
plan estratégico.

lll.  Recibir informes periodicos y oportunos del director de riesgos o0 quien asuma este rol, asi
como de las otras areas o funciones relevantes, sobre el Perfil de Riesgo actual de la entidad,
de los limites y métricas establecidas, las desviaciones y los planes de mitigacion.

IV.  Proponer para aprobacion del Organo de Direccion de la entidad regulada:

1 Reglamento de Riesgos SUPEN.
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a. Los limites de exposicion al riesgo para cada tipo de riesgo identificado.
b. Las estrategias de mitigacioén de riesgo necesarias.
c. El'marco de gestién de riesgos.

V. Opinar sobre la designacion que efectiie el Organo de Direccion del director de riesgos o
equivalente.

VI. Informar al Organo de Direccion y al Comité de Inversiones, al menos trimestralmente, sobre
la exposicién de los fondos administrados a los distintos riesgos y los potenciales efectos
negativos que se podrian producir en la marcha de la entidad regulada por la inobservancia
de los limites de exposicion al riesgo previamente establecidos.

VII.  Vigilar el cumplimiento permanente del régimen de inversion aplicable. En caso de
incumplimiento, presentar oportunamente un informe al Organo de Direccién y al Comité de
Inversiones sobre el incumplimiento (infraccién) y sus posibles repercusiones.

VIIl.  Conocery analizar los informes sobre el cumplimiento del régimen de inversién y la politica
de riesgos que la unidad o funcién de riesgos deberd presentar, como minimo, en forma
mensual.

El Comité de Riesgos debe intercambiar periédicamente con la Auditoria Interna o equivalente y
otros comités relevantes, la informacion necesaria para asegurar la cobertura efectiva de todos los
riesgos y los ajustes necesarios en el gobierno corporativo de la entidad a la luz de sus planes de
negocio o actividades y los cambios en el entorno.

El Comité de Riesgos debe contar con una normativa que regule su funcionamiento, su integracion,
el alcance de sus funciones y los procedimientos de trabajo; esto incluye la manera en que informara
al Organo de Direccion.

5.1.1.Comité de Riesgos Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Se presenta informacién sobre la situacién actual del Comité de Riesgos del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial.

5.1.2.Conformacioén al 31 de diciembre de 2023

El Comité de Riesgos esta conformado actualmente de la siguiente manera:
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Cuadro N° 1

Comité de Riesgos del FIPPJ
Al 31 de diciembre 2023

Integrantes Puesto Potestad
MGR. Pedro Aguilar Moya Presidente y Miembro Externo | Voz y voto
Lic. Parris Quesada Madrigal Secretario Voz y voto
PhDGR. Alexander Arguedas Vindas | Director Voz y voto
Dr. Juan Carlos Segura Solis Director Voz y voto
MPA. William Soto Solano Director Voz y voto

Fuente: Comité de Riesgos.

5.1.3.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas por el
Comité de Riesgos durante el afio 2023.

Cuadro N° 2
Comité de Riesgos del FIPPJ
Sesiones realizadas de enero 2023 a diciembre 2023
Sesiones Sesiones
Ordinarias Extraordinarias

Fuente: Comité de Riesgos.

Al respecto, conviene destacar que durante el periodo 2023, se presenta la salida del Lic.
Freddy Chacén Arrieta como integrante del Comité de Riesgos debido a su salida como
Director de la JUNAFO.

5.2. Comité de Inversiones?

El Organo de Maxima Direccion deberda nombrar un Comité de Inversiones conformado por un
minimo de tres miembros de los cuales, al menos uno, debe ser externo al grupo de interés
econémico o financiero. EI miembro externo no podrd ser director, miembro del Consejo de
calificacion, administrador o funcionario de una calificadora de riesgo.

2 Reglamento de Reglamento de Gestidn de Activos Vigente.
10
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El Comité de Inversiones debera proponer, para la aprobacion del Organo de Méaxima Direccion, la
Politica de Inversién correspondiente a cada fondo administrado. Este Comité tiene, entre otras, las
siguientes funciones:

V1.

Proponer, para discusion y aprobacion del Organo de Direccion, la politica de inversiones
para la gestién de cada uno de los fondos administrados. Dicha politica debera ser revisada
por el Organo de Direccién, como minimo, de manera anual.

La politica de inversiones debera incluir, cuando menos, los objetivos y politicas de inversion
de la cartera administrada, criterios de diversificacién por titulo, plazo, moneda, emision y
emisor, concentracion de emisores y emision colocada, liquidez y demas que consideren
pertinentes, asi como los procedimientos y practicas de inversion. La politicay sus revisiones
periodicas deberan documentarse en el libro de actas.

Sesionar, al menos, una vez al mes con el objeto de determinar la estrategia de inversion,
la composicion de los activos de los fondos gestionados e informar y documentar al Organo
de Direccién de las decisiones tomadas por el Comité.

El Comité de Inversiones de cada entidad debera establecer los mecanismos necesarios
para verificar el cumplimiento de las politicas de inversion dictadas, la sujecion al régimen
de inversion previsto y a los limites de riesgos vigentes.

Aprobar y dar seguimiento a los planes de reduccion de riesgos, correspondientes a excesos
de inversion, e informar al érgano de direccion una vez autorizado por la Superintendencia.
Determinar las vinculaciones de la entidad con el grupo financiero o de interés econémico o
financiero para dar cumplimiento a las prohibiciones establecidas en el articulo 63 de la Ley
de Proteccion al Trabajador.

El Comité de inversiones no podra sesionar tres veces, en forma consecutiva, sin la
asistencia y participacion del miembro externo.

5.2.1.Conformaciéon Comité de Inversiones al 31 de diciembre de 2023

El Comité de Inversiones esta conformado actualmente de la siguiente manera:

Cuadro N° 3
Comité de Inversiones del FIPPJ
Al 31 de diciembre 2023

Integrantes Puesto Potestad

MBA. Edi Velasquez Chavez Presidente Vozy voto
MBA. Rodrigo Arroyo Guzman Secretario Voz y voto
MAE. Miguel Gutiérrez Fernandez | Director Voz y voto
MBA. Mauricio Villalta Fallas Director Vozy voto

Fuente: Comité de Inversiones.

11
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5.2.2.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas
por el Comité de Inversiones durante el afio 2023:

Cuadro N° 4
Comité de Inversiones del FIPPJ
Sesiones realizadas de enero 2023 a diciembre 2023
Sesiones SESRES

Ordinarias [DUEGICIRERES

Fuente: Comité de Inversiones.

5.3. Comité de Auditoria®

La Junta Administradora integrard un Comité de Auditoria para el FJPPJ como 6érgano de apoyo
para el control y seguimiento de las politicas, procedimientos y controles que se establezcan.
Formado como un cuerpo colegiado integrado por personas integrantes de la Junta Administradora
que se definiran reglamentariamente. EI Comité de Auditoria debe realizar dentro de sus funciones,
todas las estipuladas en esta normativa y las demas funciones y requerimientos de las normativas
especiales que le sean aplicables al FJPPJ. Las reuniones del Comité de Auditoria deben ser al
menos cada tres meses, en las cuales pueden participar sin derecho a voto, el Auditor Internoy las
personas servidoras que el Comité de Auditoria considere necesarias, asi como la jefatura del
Proceso de Riesgos o la Auditoria Externa cuando asi lo requiera dicho Comité.

A la Auditoria Interna le corresponde evaluar, el uso de los recursos del FIPPJ, generar informes y
dar seguimiento a las recomendaciones emitidas.

5.3.1.Conformacién Comité de Auditoria al 31 de diciembre de 2023

El Comité de Auditoria esta conformado actualmente de la siguiente manera:

3 Segln lo establece el Reglamento de Gobierno Corporativo
12
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Cuadro N° 5
Comité de Auditoria del FIPPJ
Al 31 de diciembre 2023

Integrantes Puesto Potestad

Lic. Arturo Baltodano Baltodano Presidente | Voz y voto
Lic. Arnoldo Hernandez Solano Director Vozy voto
PhDGR. Alexander Arguedas Vindas | Director Voz y voto
Lic. Parris Quesada Madrigal Director Vozy voto

Fuente: Comité de Auditoria.

5.3.2.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas
por el Comité de Auditoria durante el afio 2023:

Cuadro N° 6
Comité de Auditoria del FIPPJ
Sesiones realizadas de enero 2023 a diciembre 2023
Sesiones Sesiones

Ordinarias Extraordinarias

Fuente: Comité de Auditoria.

5.4. Comisién de Gobierno Corporativo

La Comision de Gobierno Corporativo tiene como objetivo promover la transparencia y eficacia del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica (FIJPPJ) y las
responsabilidades de las distintas partes relacionadas, por lo que establece los lineamientos
generales del FJPPJ, siguiendo las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo
Nacional de Supervision del Sistema Financiero (CONASSIF) en el Reglamento de Gobierno
Corporativo.

5.4.1.Conformacion Comisién de Gobierno Corporativo al 31 de diciembre de 2023

La Comision de Gobierno Corporativo esta conformada actualmente de la siguiente manera:

13
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Cuadro N° 7

Comisién de Gobierno Corporativo del FIPPJ
Al 31 de diciembre 2023
Integrantes Puesto Potestad
Lic. Parris Quesada Madrigal Presidente | Voz y voto
Dr. Juan Carlos Segura Solis Director Voz y voto
PhDGR. Alexander Arguedas Vindas | Director Voz y voto

Fuente: Comision de Gobierno Corporativo.

5.4.2.Sesiones Ordinarias y Extraordinarias

El siguiente cuadro muestra la cantidad de Sesiones Ordinarias y Extraordinarias, realizadas
por la Comision de Gobierno Corporativo durante el afio 2023:

Cuadro N° 8
Comisién de Gobierno Corporativo del FIPPJ
Sesiones realizadas de enero 2023 a diciembre 2023

SEES S Sesiones

OIGITMERES Extraordinarias

Fuente: Comisién de Gobierno Corporativo.

6. Operaciones vinculadas

e Para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica esta
descripcion.

7. Auditoria externa

a) Nombre de la firma de auditoria externa | Despacho Carvajal & Colegiados Contadores
contratada para la auditoria de los estados | Publicos Autorizados S.A.

financieros del periodo.
b) Indique el numero de afios que la firmade | Se han realizado en los Ultimos 19 afios 8

auditoria externa lleva de forma | contrataciones, las cuales han sido adjudicadas por el
ininterrumpida realizando la auditoria de los | Despacho Carvajal & Colegiados en forma continua:

estados financieros de la entidad y/o su 1. Contratacién Directa 528-2004 periodo 2003
grupo. 2. Contratacion 584-2005 periodo 2004

3. Contratacién 2006-CD-PR0O-00197 periodos
2005, 2006 y 2007.

14
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4. Contratacion 2008-CD-000086-PROV

periodos 2008, 2009, 2010 y 2011

5. Contratacion  Directa  2012-CD-000711-
PROVCD periodos 2012, 2013 y 2014.

6. Contratacion Directa  2015-CD-000568-
PROVCD, para los periodos 2015, 2016 y
2017.

7. Contratacion  Directa  2018-CD-000314-
PROVCD, para los periodos 2018, 2019 y
2020.

8. Contratacion Directa  2021CD-000007-
PROVCD, para los periodos 2021, 2022 y
2023.

¢) Indique si la firma de auditoria externa
realiza o ha realizado en el periodo otros
trabajos para la entidad y/o su grupo,
distintos de los servicios de auditoria.

No se han efectuado otros servicios diferentes a los
de auditoria externa.

d) Indique, si los hubiera, los mecanismos
establecidos por la entidad para preservar la
independencia del auditor externo.

La firma de auditoria externa presenta a la
administracion una declaracion jurada mediante la
cual hace constar que cumple con la necesaria
independencia en relacion con el régimen auditado,
asi mismo este despacho se encuentra debidamente
inscrito ante el registro de auditores externos
autorizados para brindar servicios a las entidades
sujetas de supervision por el BCCR o alguna de las
Superintendencias del Mercado Costarricense.

8. Estructurade propiedad

e Para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica este apartado.

9. Cumplimiento Normativo

e Este informe cumple con lo establecido en el Articulo N.° 43 del Reglamento de
Gobierno Corporativo aprobado por el Consejo Nacional de Supervision del Sistema

Financiero y Articulo N.° 5 del Cédigo de Gobierno Corporativo del FIPPJ.
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